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DECRETO CON RANGO, VALOR Y 
FUERZA DE LEY ORGANICA DE 
LA ADMINISTRACION PÚBLICA

EXPOSICION DE MOTIVOS

El presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley consolida una larga trayec-
toria de legislación dedicada a regular y 
organizar el funcionamiento de la Admi-
nistración Pública, trayectoria que deriva 
del mandato constitucional consagrado en 
la Disposición Transitoria Cuarta, numeral 
5 de la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela.

La Administración Pública ha sufrido 
cambios estructurales a los fines de su 
adaptación a la realidad histórica que debe 
constantemente afrontar el Gobierno Boli-
variano. Es así, como el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley surge 
en razón de la necesidad de la construc-
ción de un sistema de gobierno popular 
dirigido a rescatar la economía nacional, 
la eficacia y la eficiencia de las estructuras 
públicas reforzando y fortaleciendo valo-
res esenciales del ejercicio de la función 
pública, enmarcada en los principios de 
solidaridad, honestidad, responsabilidad, 
vocación de trabajo, amor al prójimo, ins-
pirados en la ética y moral socialista, todo 
ello en la lucha contra la corrupción y el 
burocratismo.

A tal efecto, se otorga rango legal a las 
vicepresidencias sectoriales, con fines de 
control a nivel superior de la Administra-
ción Pública, de la adecuada ejecución de 

políticas y la eficiente administración de 
los recursos del pueblo soberano, otor-
gando a dichas estructuras de nivel su-
perior la supervisión y control funcional, 
administrativo y presupuestario de los 
ministerios del poder popular, en aras de 
garantizar y proteger los intereses del Es-
tado en sus diferentes niveles de gobierno.

Asimismo, se incorporaron en el texto le-
gal las nuevas figuras de gobierno y terri-
toriales, para asegurar que la lucha contra 
el flagelo de la corrupción abarque toda 
la extensión del territorio de la República 
preservando la integridad territorial, la so-
beranía, la seguridad, la identidad nacional 
y la defensa, de acuerdo con el desarrollo 
cultural, económico, social y la integración 
de la Nación.

El Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, busca consolidar las bases la Ad-
ministración Pública mediante políticas 
y programas que materialicen los postu-
lados del Estado social de derecho y de 
justicia, de forma de dar mayor eficien-
cia y eficacia a las políticas sociales de 
la Revolución.

Por lo antes expuesto, el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, coadyu-
vará en la acción del Ejecutivo Nacional en 
la implementación de criterios organizati-
vos del sector público, para la construc-
ción de la democracia protagónica y en 
ejercicio de la corresponsabilidad social, 
en plena ofensiva contra la corrupción, 
promoviendo de esta manera un modelo 
de inclusión social alternativo del pueblo y 
el Estado venezolano.
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad de 
lograr la mayor eficacia, política y calidad 
revolucionaria en la construcción del So-
cialismo, la refundación de la Nación Vene-
zolana, basado en principios humanistas, 
sustentado en los principios morales y éti-
cos bolivarianos que persiguen el progreso 
de la patria y del colectivo, por mandato del 
pueblo, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 226 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela; y en 
ejercicio de la atribución que me confieren 
los numerales 2 y 8 del artículo 236 ejus-
dem y, de conformidad con lo dispuesto en 
los literales “a”, del numeral 1 del artículo 
1° de la Ley que Autoriza al Presidente de la 
República para dictar Decretos con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en las materias que se 
delegan,  en Consejo de Ministros,

DICTO

El siguiente,

 
DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY ORGÁNICA

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Objeto
Artículo 1°. El presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica tiene 
por objeto establecer los principios, bases 
y lineamientos que rigen la organización y 

el funcionamiento de la Administración Pú-
blica; así como regular los compromisos de 
gestión; crear mecanismos para promover 
la participación popular y el control, segui-
miento y evaluación de las políticas, planes 
y proyectos públicos; y establecer las nor-
mas básicas sobre los archivos y registros 
de la Administración Pública.

Ámbito de aplicación
Artículo 2°. Las disposiciones del pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica serán aplicables a la Admi-
nistración Pública Nacional, así como a las 
de los estados, distritos metropolitanos, el 
Distrito Capital, el Territorio Insular Miran-
da y las de los municipios, quienes deberán 
desarrollar su contenido dentro del ámbito 
de sus respectivas competencias.

Las disposiciones del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
se aplicarán supletoriamente a los demás 
órganos y entes del Poder Público.

TÍTULO II
PRINCIPIOS Y BASES

DEL FUNCIONAMIENTO
Y ORGANIZACIÓN

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Objetivo
 de la Administración Pública

Artículo 3°. La Administración Pública 
tendrá como objetivo de su organización 
y funcionamiento hacer efectivos los prin-
cipios, valores y normas consagrados en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y en especial, garantizar a to-

das las personas, el goce y ejercicio de los 
derechos humanos.

Principio de legalidad
Artículo 4°. La Administración Pública 
se organiza y actúa de conformidad con 
el principio de legalidad, por el cual la 
asignación, distribución y ejercicio de sus 
competencias se sujeta a lo establecido en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, las leyes y los actos admi-
nistrativos de carácter normativo dictados 
formal y previamente conforme a la ley, en 
garantía y protección de las libertades pú-
blicas que consagra el régimen democráti-
co, participativo y protagónico.

Principio de la Administración
Pública al servicio de las personas
Artículo 5°. La Administración Pública 
está al servicio de las personas, y su ac-
tuación estará dirigida a la atención de sus 
requerimientos y la satisfacción de sus ne-
cesidades, brindando especial atención a 
las de carácter social.

La Administración Pública debe asegurar 
a todas las personas la efectividad de sus 
derechos cuando se relacionen con ella. 
Además, tendrá entre sus objetivos la con-
tinua mejora de los procedimientos, servi-
cios y prestaciones públicas, de acuerdo 
con las políticas que se dicten.

Garantías que debe ofrecer
la Administración Pública

a las personas
Artículo 6°. La Administración Pública 
desarrollará su actividad y se organizará 
de manera que las personas puedan:

1. �Resolver sus asuntos, ser auxiliadas en 
la redacción formal de documentos ad-
ministrativos, y recibir información de su 
interés por cualquier medio escrito, oral, 
telefónico, electrónico e informático.

2. �Presentar reclamaciones sobre el 
funcionamiento de la Administración 
Pública.

3. �Acceder fácilmente a información ac-
tualizada sobre el esquema de organi-
zación de los órganos y entes de la Ad-
ministración Pública, así como a guías 
informativas sobre los procedimientos 
administrativos, servicios y prestacio-
nes que ellos ofrecen.

Derechos de las personas
en sus relaciones

con la Administración Pública
Artículo 7°. Las personas en sus relacio-
nes con la Administración Pública tendrán 
los siguientes derechos:

1. �Conocer, en cualquier momento, el es-
tado de los procedimientos en los que 
tengan interés, y obtener copias de do-
cumentos contenidos en los archivos 
que se lleven a tales efectos, siempre 
y cuando no estén calificados como 
reservados o confidenciales de con-
formidad con la normativa aplicable, 
a excepción de los jueces y las partes 
interesadas.

2. �Conocer la identidad de las funcionarias 
o funcionarios al servicio de la Adminis-
tración Pública bajo cuya responsabili-
dad se tramiten los procedimientos.
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3. �Obtener copia sellada de los documen-
tos que presenten, aportándola junto 
con los originales, así como a la devolu-
ción de éstos, salvo cuando los origina-
les deban cursar en un procedimiento.

4. �Obtener copias certificadas de expe-
dientes o documentos en los términos 
previstos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y demás normativa aplicable.

5. �Formular alegatos y presentar docu-
mentos en los procedimientos admi-
nistrativos en los cuales tengan inte-
rés, en los términos o lapsos previstos 
legalmente.

6. �Presentar sólo los documentos exigidos 
por las normas aplicables al procedi-
miento de que se trate.

7. �Obtener información y orientación acer-
ca de los requisitos jurídicos o técnicos 
que las disposiciones vigentes impon-
gan a los proyectos, actuaciones o soli-
citudes que se propongan realizar.

8. �Acceder a los archivos y registros de la 
Administración Pública en los términos 
previstos en la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela y demás 
normativa aplicable.

9. �Ser tratados con respeto y deferencia 
por las funcionarias y funcionarios, los 
cuales están obligados a facilitar a las 
personas el ejercicio de sus derechos 
y el cumplimiento de sus obligaciones.

10. �Ejercer, a su elección y sin que fuere 
obligatorio el agotamiento de la vía ad-
ministrativa, los recursos administrati-
vos o judiciales que fueren proceden-
tes para la defensa de sus derechos 
e intereses frente a las actuaciones u 
omisiones de la Administración Públi-
ca, de conformidad con la ley, salvo el 
procedimiento administrativo previo a 
las acciones contra la República.

11. �Los demás que establezcan la Consti-
tución de la República Bolivariana de 
Venezuela y la ley.

Garantía
de la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela
Artículo 8°. Las funcionarias públicas y 
funcionarios públicos están en la obligación 
de cumplir y hacer cumplir la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela.

Las funcionarias públicas y funcionarios 
públicos incurren en responsabilidad civil, 
penal, administrativa o disciplinaria, según 
el caso, por los actos, hechos u omisiones 
que en el ejercicio de sus funciones violen 
o menoscaben los derechos garantizados 
en la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela y la ley, sin que les sir-
va de excusa órdenes superiores.

Garantía del derecho a petición
Artículo 9°. Las funcionarias públicas y 
funcionarios públicos tienen la obligación de 
recibir y atender, sin excepción, las peticio-
nes o solicitudes que les formulen las perso-
nas, por cualquier medio escrito, oral, telefó-
nico, electrónico o informático; así como de 

responder oportuna y adecuadamente tales 
solicitudes, independientemente del derecho 
que tienen las personas de ejercer los recur-
sos administrativos o judiciales correspon-
dientes, de conformidad con la ley.

En caso de que una funcionaria pública o 
funcionario público se abstenga de recibir 
las peticiones o solicitudes de las perso-
nas, o no dé adecuada y oportuna res-
puesta a las mismas, será sancionado de 
conformidad con la ley.

Principios que rigen la actividad
 de la Administración Pública

Artículo 10. La actividad de la Adminis-
tración Pública se desarrollará con base 
en los principios de economía, celeridad, 
simplicidad, rendición de cuentas, eficacia, 
eficiencia, proporcionalidad, oportunidad, 
objetividad, imparcialidad, participación, 
honestidad, accesibilidad, uniformidad, 
modernidad, transparencia, buena fe, pa-
ralelismo de la forma y responsabilidad en 
el ejercicio de la misma, con sometimiento 
pleno a la ley y al derecho, y con supresión 
de las formalidades no esenciales.

La simplificación de los trámites adminis-
trativos, así como la supresión de los que 
fueren innecesarios será tarea permanen-
te de los órganos y entes de la Adminis-
tración Pública, de conformidad con los 
principios y normas que establezca la ley 
correspondiente.

Mecanismos tecnológicos
Artículo 11. Los órganos y entes de la 
Administración Pública deberán utilizar las 
tecnologías que desarrolle la ciencia, tales 

como los medios electrónicos o informáticos 
y telemáticos, para su organización, funcio-
namiento y relación con las personas. Cada 
órgano y ente de la Administración Pública 
deberá establecer y mantener una página en 
internet, que contendrá entre otra, la infor-
mación que se considere relevante, los datos 
correspondientes a su misión, organización, 
procedimiento, normativa que lo regula, ser-
vicios que presta, documentos de interés 
para las personas, ubicación de sus depen-
dencias e información de contactos.

Principio de publicidad normativa
Artículo 12. Los reglamentos, resolu-
ciones y demás actos administrativos de 
carácter general dictados por los órganos 
y entes de la Administración Pública de-
berán ser publicados sin excepción en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela o, según el caso, en el medio 
de publicación oficial correspondiente.

Principio de responsabilidad
patrimonial de la Administración

Pública
Artículo 13. La Administración Pública 
será responsable ante las personas por 
la gestión de sus respectivos órganos, de 
conformidad con la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela y la ley, 
sin perjuicio de la responsabilidad de cual-
quier índole que corresponda a las funcio-
narias o funcionarios por su actuación. 

La Administración Pública responderá pa-
trimonialmente por los daños que sufran 
las personas en cualquiera de sus bienes y 
derechos, siempre que la lesión sea impu-
table a su funcionamiento.
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Principio de rendición de cuentas
Artículo 14. Las funcionarias y funciona-
rios de la Administración Pública deberán 
rendir cuentas de los cargos que desem-
peñen, en los términos y condiciones que 
determine la ley.

Ejercicio de la
potestad organizativa 

Artículo 15. Los órganos, entes y mi-
siones de la Administración Pública se 
crean, modifican y suprimen por los ti-
tulares de la potestad organizativa, con-
forme a lo establecido en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela 
y la ley. En el ejercicio de sus funciones, 
los mismos deberán sujetarse a los linea-
mientos dictados conforme a la planifica-
ción centralizada.

Se entiende como órganos, las unidades 
administrativas de la República, de los es-
tados, de los distritos metropolitanos y de 
los municipios a los que se les atribuyan 
funciones que tengan efectos jurídicos, o 
cuya actuación tenga carácter regulatorio.

Tendrá el carácter de ente toda organi-
zación administrativa descentralizada 
funcionalmente con personalidad jurídi-
ca propia; sujeta al control, evaluación y 
seguimiento de sus actuaciones por parte 
de sus órganos rectores, de adscripción y 
de las directrices emanadas del órgano al 
cual compete la planificación central.

Las misiones son aquellas creadas con 
la finalidad de satisfacer las necesidades 
fundamentales y urgentes de la población. 

Requisitos para la creación y 
modificación de órganos y entes 

Artículo 16. La creación de órganos y 
entes administrativos se sujetará a los si-
guientes requisitos:

1. �Determinación de su configuración sub-
jetiva, forma organizativa y ubicación en 
la estructura de la respectiva Administra-
ción Pública.

2. �Indicación expresa de su objeto y 
competencias.

3. �Previsión de las partidas y asignaciones 
presupuestarias necesarias para su or-
ganización,  funcionamiento o reformas 
organizativas.

La modificación, supresión y liquidación 
de órganos y entes administrativos se 
adoptará mediante actos que gocen de 
rango normativo igual o superior al de 
aquellos que determinaron su creación o 
última modificación.

No podrán crearse nuevos órganos o 
entes que supongan duplicación de las 
competencias de otros ya existentes si al 
mismo tiempo no se suprime o restringe 
debidamente la competencia de éstos.

Principio
de Responsabilidad Fiscal

Artículo 17. No podrán crearse nuevos 
órganos o entes en la Administración Pú-
blica que impliquen un aumento en el gas-
to recurrente de la República, los estados, 
los distritos metropolitanos, el Distrito 
Capital, el Territorio Insular Miranda o de 

los municipios, sin que se creen o prevean 
fuentes de ingresos ordinarios de igual o 
mayor magnitud a las necesarias para per-
mitir su funcionamiento.

Principio de control de gestión
Artículo 18. El funcionamiento de los ór-
ganos y entes de la Administración Pública 
se sujetará a las políticas, estrategias, me-
tas y objetivos que se establezcan en los 
respectivos planes estratégicos, compro-
misos de gestión y lineamientos dictados 
conforme a la planificación centralizada. 
Igualmente, comprenderá el seguimiento 
de las actividades, así como la evaluación 
y control del desempeño institucional y de 
los resultados alcanzados.

Principio de eficacia 
Artículo 19. La actividad de los órganos 
y entes de la Administración Pública per-
seguirá el cumplimiento eficaz de los obje-
tivos y metas fijados en las normas, planes 
y compromisos de gestión, bajo la orien-
tación de las políticas y estrategias esta-
blecidas por la Presidenta o Presidente de 
la República, el órgano al cual le compete 
la planificación central, la Gobernadora o 
Gobernador, la Alcaldesa o  Alcalde, según 
fuere el caso. 

La actividad de las unidades administrati-
vas sustantivas de los órganos y entes de 
la Administración Pública se correspon-
derá y ajustará a su misión, y la actividad 
desarrollada por las unidades administra-
tivas de apoyo técnico y logístico se adap-
tará a la de aquellas.

Principio de eficiencia
en la asignación y utilización

de los recursos públicos
Artículo 20. La asignación de recursos 
a los órganos, entes de la Administración 
Pública y demás formas de organización 
que utilicen recursos públicos, se ajusta-
rá estrictamente a los requerimientos de 
su organización y funcionamiento para el 
logro de sus metas y objetivos, con uso 
racional de los recursos humanos, mate-
riales y financieros.

En los casos en que las actividades de los 
órganos y entes de la Administración Pú-
blica, en ejercicio de potestades públicas 
que por su naturaleza lo permitan, fueren 
más económicas y eficientes mediante la 
gestión de los Consejos Comunales y de-
más formas de organización comunitaria 
o del sector privado, dichas actividades 
podrán ser transferidas a éstos, de con-
formidad con la ley, reservándose la Ad-
ministración Pública la supervisión, eva-
luación y control del desempeño y de los 
resultados de la gestión transferida. 

Los órganos y entes de la Administración 
Pública procurarán que sus unidades de 
apoyo administrativo no consuman un por-
centaje del presupuesto destinado al sector 
correspondiente mayor que el estrictamen-
te necesario. A tales fines, los titulares de 
la potestad organizativa de los órganos y 
entes de la Administración Pública, previo 
estudio económico y con base en los índi-
ces que fueren más eficaces de acuerdo al 
sector correspondiente, determinarán los 
porcentajes máximos de gasto permitido 
en unidades de apoyo administrativo. 
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Principio de suficiencia,
racionalidad y adecuación de los 

medios a los fines institucionales
Artículo 21. La dimensión y estructura 
organizativa de los órganos y entes de la 
Administración Pública serán proporcio-
nales y consistentes con los fines y pro-
pósitos que les han sido asignados. Las 
formas organizativas que adopte la Admi-
nistración Pública serán suficientes para el 
cumplimiento de sus metas y objetivos y 
propenderán a la utilización racional de los 
recursos públicos.

Excepcionalmente, y sólo en el caso que se 
requiera la contratación de determinados 
profesionales especialistas para activida-
des eventuales y transitorias, los órganos y 
entes de la Administración Pública podrán 
incorporar asesores cuya remuneración se 
establecerá por vía contractual con base en 
honorarios profesionales u otras modalida-
des fijadas de conformidad con la ley.

Principio de simplicidad,
transparencia y cercanía 

organizativa a las personas
Artículo 22. La organización de la Admi-
nistración Pública procurará la simplicidad 
institucional y la transparencia en su es-
tructura organizativa, asignación de com-
petencias, adscripciones administrativas y 
relaciones interorgánicas. 

La estructura organizativa preverá la com-
prensión, acceso, cercanía y participación 
de las personas de manera que les permi-
tan resolver sus asuntos, ser auxiliados y 
recibir la información que requieran por 
cualquier medio.

Principio de coordinación
Artículo 23. Las actividades que desarro-
llen los órganos y entes de la Administra-
ción Pública deberán efectuarse de manera 
coordinada, y estar orientadas al logro de 
los fines y objetivos del Estado, con base 
en los lineamientos dictados conforme a la 
planificación centralizada.

Principio de cooperación 
Artículo 24. Los órganos y entes de la 
Administración Pública colaborarán entre sí 
y con las otras ramas de los poderes públi-
cos en la realización de los fines del Estado.

Principio de lealtad institucional
Artículo 25. Los órganos y entes de la 
Administración Pública actúan y se re-
lacionan de acuerdo con el principio de 
lealtad institucional y, en consecuencia, 
deberán:

1. �Respetar el ejercicio legítimo de las res-
pectivas competencias.

2. �Ponderar, en el ejercicio de las compe-
tencias propias, la totalidad de los inte-
reses públicos implicados.

3. �Facilitar la información que le sea solici-
tada sobre la actividad que desarrollen 
en el ejercicio de sus competencias.

4. �Prestar la cooperación y asistencia acti-
va que pudieren serles requeridas en el 
ámbito de sus competencias.

Principio de la competencia
Artículo 26. Toda competencia atribuida 
a los órganos y entes de la Administración 

Pública será de obligatorio cumplimiento 
y ejercida bajo las condiciones, límites y 
procedimientos establecidos; será irre-
nunciable, indelegable, improrrogable y no 
podrá ser relajada por convención alguna, 
salvo los casos expresamente previstos en 
las leyes y demás actos normativos.

Toda actividad realizada por un órgano 
o ente manifiestamente incompetente, o 
usurpada por quien carece de autoridad 
pública, es nula y sus efectos se tendrán 
por inexistentes. Quienes dicten dichos 
actos, serán responsables conforme a la 
ley, sin que les sirva de excusa órdenes 
superiores.

Asignación de competencias
a la administración 

sin determinación orgánica
Artículo 27. En el caso que una dispo-
sición legal o administrativa otorgue una 
competencia a la Administración Pública, 
sin especificar el órgano o ente que debe 
ejercerla, se entenderá que corresponde al 
órgano o ente con competencia en razón 
de la materia.

En el caso que una disposición legal o ad-
ministrativa otorgue una competencia a un 
órgano o ente de la Administración Públi-
ca sin determinar la unidad administrativa 
competente, se entenderá que su ejercicio 
corresponde a la unidad administrativa 
con competencia por razón de la materia 
y el territorio. 

Principio de jerarquía
Artículo 28. Los órganos y entes de la Ad-
ministración Pública estarán internamente 

ordenados de manera jerárquica y relaciona-
dos de conformidad con la distribución verti-
cal de atribuciones en niveles organizativos. 
Los órganos de inferior jerarquía estarán so-
metidos a la dirección, supervisión, evalua-
ción y control de los órganos superiores de 
la Administración Pública con competencia 
en la materia respectiva.

El incumplimiento por parte de un órgano 
inferior de las órdenes e instrucciones de 
su superior jerárquico inmediato obliga a 
la intervención de éste y acarrea la res-
ponsabilidad de las funcionarias o fun-
cionarios a quienes sea imputable dicho 
incumplimiento, salvo lo dispuesto en el 
artículo 8º del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

Principio de
descentralización funcional

Artículo 29. Los titulares de la potestad 
organizativa podrán crear entes descen-
tralizados funcionalmente cuando el mejor 
cumplimiento de los fines del Estado así 
lo requiera, en los términos y condiciones 
previstos en la Constitución de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela, el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica y demás normativa aplicable. 
Los entes descentralizados funcionalmen-
te serán de dos tipos:

1. �Entes descentralizados funcionalmente 
con forma de derecho privado: estarán 
conformados por las personas jurídicas 
constituidas de acuerdo a las normas 
del derecho privado y podrán adoptar 
o no la forma empresarial de acuerdo a 
los fines y objetivos para los cuales fue-
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ron creados y en atención a si la fuente 
fundamental de sus recursos proviene 
de su propia actividad o de los aportes 
públicos, respectivamente.

2. �Entes descentralizados funcionalmente 
con forma de derecho público: estarán 
conformados por aquellas personas ju-
rídicas creadas y regidas por normas de 
derecho público y que podrán tener atri-
buido el ejercicio de potestades públicas.

La descentralización funcional sólo podrá 
revertirse por medio de la modificación del 
acto que le dio origen. 

Principio de descentralización
territorial

Artículo 30. La Administración Pública 
Nacional, con el propósito de incrementar 
la eficiencia y eficacia de su gestión, podrá 
descentralizar competencias y servicios 
públicos en los estados, distritos metro-
politanos y municipios, de conformidad 
con la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela y la ley.

Así mismo, los estados podrán descentrali-
zar competencias y servicios públicos, en los 
distritos metropolitanos y los municipios.

Principio de desconcentración
funcional y territorial

Artículo 31. La Administración Pública, 
con el objetivo de acercarse a las perso-
nas y mejorar el servicio prestado, podrá 
adaptar su organización a determinadas 
condiciones de especialidad funcional y 
de particularidad territorial, transfiriendo 
atribuciones de sus órganos superiores a 

sus órganos inferiores, mediante acto ad-
ministrativo dictado de conformidad con 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica.

La desconcentración de atribuciones sólo 
podrá revertirse mediante la modificación o 
derogación del instrumento jurídico que le 
dio origen.

Consecuencia de la
descentralización

y desconcentración
funcional y territorial

Artículo 32. La descentralización fun-
cional o territorial transfiere la titularidad 
de la competencia y, en consecuencia, 
transfiere cualquier responsabilidad que 
se produzca por el ejercicio de la compe-
tencia o de la gestión del servicio público 
correspondiente, en la persona jurídica y 
en las funcionarias o funcionarios del ente 
descentralizado.

La desconcentración, funcional o territorial, 
transfiere únicamente la atribución. La per-
sona jurídica en cuyo nombre actúe el órga-
no desconcentrado será responsable patri-
monialmente por el ejercicio de la atribución 
o el funcionamiento del servicio público 
correspondiente, manteniendo la responsa-
bilidad que corresponda a las funcionarias y 
funcionarios que integren el órgano descon-
centrado y se encuentren encargados de la 
ejecución de la competencia o de la gestión 
del servicio público correspondiente.

Los instrumentos de creación de los ór-
ganos y servicios desconcentrados, así 
como los que crean entes descentraliza-

dos de la Administración Pública, podrán 
atribuir a los titulares de los órganos su-
periores, o a las máximas autoridades de 
dichos órganos y entes, la facultad para 
distribuir las competencias y atribuciones 
otorgadas a éstos, regulando su organi-
zación y funcionamiento en coordinación 
con los lineamientos de la planificación 
centralizada. 

La delegación intersubjetiva
Artículo 33. La Administración Pública, 
podrá delegar las competencias que le 
estén otorgadas por ley a sus respectivos 
entes descentralizados funcionalmente, 
de conformidad con los lineamientos de 
la planificación centralizada, y de acuerdo 
con las formalidades del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y su Reglamento.

Delegación interorgánica
Artículo 34. La Presidenta o Presi-
dente de la República, la Vicepresidenta 
Ejecutiva o Vicepresidente Ejecutivo, las 
ministras o ministros, las viceministras 
o viceministros, las gobernadoras o go-
bernadores, las alcaldesas o alcaldes, las 
jefas o jefes de Gobierno y los superio-
res jerárquicos de los órganos y entes de 
la Administración Pública, así como las 
demás funcionarias o funcionarios supe-
riores de dirección, podrán delegar las 
atribuciones que les estén otorgadas por 
ley, a los órganos o funcionarias o fun-
cionarios bajo su dependencia, así como 
la celebración de actos o la firma de do-
cumentos en funcionarias o funcionarios  
adscritas a los mismos, de conformidad 
con las formalidades que determine el 

presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica y su Reglamento. 

Limitación a las delegaciones 
intersubjetivas e interorgánicas 

Artículo 35. Sin perjuicio de lo dispuesto 
en la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela o en leyes especiales, 
la delegación intersubjetiva o interorgáni-
ca no procederá en los siguientes casos: 

1. �Cuando se trate de la adopción de dis-
posiciones de carácter normativo.

2. �Cuando se trate de la resolución de re-
cursos en los órganos administrativos 
que hayan dictado los actos objeto de 
recurso.

4. �Cuando se trate de competencias o atri-
buciones ejercidas por delegación.

En aquellas materias que así se determine 
por norma con rango de ley.

Los actos administrativos que se adopten 
por delegación indicarán expresamente 
esta circunstancia y se considerarán dic-
tados por el órgano delegante. 

La delegación será revocable en cual-
quier momento por el órgano que la 
haya conferido.

El acto que confiere la delegación deberá 
indicar la oportunidad y forma en que el fun-
cionario delegado o la funcionaria delegada 
deberá rendir cuenta al funcionario o funcio-
naria delegante.
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Consecuencia de la
delegación intersubjetiva

Artículo 36. La delegación intersubje-
tiva, en los términos establecidos por el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica, transfiere la responsa-
bilidad por su ejercicio al ente delegado. 
Las funcionarias o funcionarios del ente 
delegado encargados del ejercicio de la 
competencia, serán responsables perso-
nalmente por su ejecución.

Consecuencia
de la delegación interorgánica

Artículo 37. Las funcionarias o funciona-
rios del órgano al cual se haya delegado 
una atribución serán responsables por su 
ejecución.

Los actos administrativos derivados del 
ejercicio de las atribuciones delegadas, a 
los efectos de los recursos correspondien-
tes se tendrán como dictados por la autori-
dad delegante.

Encomienda de gestión
Artículo 38. La Administración Pública 
podrá encomendar temporalmente la rea-
lización de actividades de carácter material 
o técnico de determinadas competencias 
a sus respectivos entes descentralizados 
funcionalmente, por razones de eficacia o 
cuando no posea los medios técnicos para 
su desempeño, de conformidad con las 
formalidades establecidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica y su Reglamento.

La encomienda de gestión no supone cesión 
de la titularidad de la competencia ni de los 

elementos sustantivos de su ejercicio, sien-
do responsabilidad del órgano encomendan-
te dictar resoluciones que le den soporte o 
en las que se identifique la concreta actividad 
material objeto de encomienda.

Encomienda convenida 
Artículo 39. Cuando la encomienda se es-
tablezca entre órganos de distintos niveles 
territoriales de la Administración Pública o 
entre entes públicos, se adoptará mediante 
instrumento de carácter convencional.

Requisitos formales de la 
delegación y encomienda

Artículo 40. El acto contentivo de la de-
legación intersubjetiva, interorgánica, y de 
la encomienda será motivado, identificará 
los órganos o entes entre los que se trans-
fiera el ejercicio de la atribución o com-
petencia y determinará la fecha de inicio 
de su vigencia, y de culminación cuando 
fuere el caso.

La eficacia de la delegación intersubjeti-
va, interorgánica, y de la encomienda, así 
como de su revocatoria, quedará supedita-
da a la publicación del instrumento que le 
contiene, en el órgano de divulgación oficial 
que corresponda.

En los casos en que no se determine la fe-
cha de inicio de su vigencia, se entenderá 
que ésta comienza desde su publicación 
en la Gaceta Oficial correspondiente. 

Avocación
Artículo 41. La Presidenta o Presidente de 
la República, la Vicepresidenta Ejecutiva o Vi-
cepresidente Ejecutivo, las ministras o minis-

tros, las viceministras o viceministros, las go-
bernadoras o gobernadores, las jefas o jefes 
de Gobierno, las alcaldesas o alcaldes y los 
superiores jerárquicos de los órganos y en-
tes de la Administración Pública, así como las 
demás funcionarias o funcionarios superiores 
de dirección, podrán avocarse al conocimien-
to, sustanciación o decisión de un asunto 
cuya atribución corresponda ordinariamente 
o por delegación a sus órganos jerárquica-
mente subordinados, cuando razones téc-
nicas, económicas, sociales, jurídicas o de 
interés público lo hagan necesario. La avoca-
ción se realizará mediante acto motivado que 
deberá ser notificado a los interesados.

Instrucciones, órdenes y circulares
Artículo 42. Los órganos y entes de la 
Administración Pública dirigirán las acti-
vidades de sus órganos jerárquicamente 
subordinados mediante instrucciones, ór-
denes y circulares.

Cuando una disposición específica así lo es-
tablezca o se estime conveniente por razón 
de los destinatarios o de los efectos que pue-
dan producirse, las instrucciones, órdenes y 
circulares se publicarán en la Gaceta Oficial 
que corresponda.

En todo caso se establecerán los mecanis-
mos necesarios para garantizar la difusión 
de su contenido y su accesibilidad a las 
interesadas o interesados.

Solución de los conflictos
de atribuciones

Artículo 43. Cuando el órgano que esté 
conociendo de un asunto se considere in-
competente deberá remitir las actuaciones 

al órgano que estime con competencia en 
la materia, si éste se considera a su vez 
incompetente; o si ambos se consideran 
competentes, el asunto será resuelto por el 
órgano superior jerárquico común.

Los conflictos a que se refiere el presente ar-
tículo sólo podrán suscitarse entre unidades 
administrativas integrantes del mismo órga-
no o ente y con respecto a asuntos sobre los 
cuales no haya recaído decisión administra-
tiva definitiva o finalizado el procedimiento 
administrativo.

 
TÍTULO III

DEL NIVEL CENTRAL
DE LA ADMINISTRACIÓN

PÚBLICA NACIONAL

CAPÍTULO I
De los Órganos Superiores

del Nivel Central
de la Administración

Pública Nacional

Órganos Superiores
Artículo 44. Son órganos superiores de 
dirección del nivel central de la Adminis-
tración Pública Nacional, la Presidenta o 
Presidente de la República, la Vicepresi-
denta Ejecutiva o Vicepresidente Ejecuti-
vo, el Consejo de Ministros, las Vicepre-
sidentas o Vicepresidentes Sectoriales, las 
ministras o ministros, las viceministras o 
viceministros; las jefas o jefes de Gobierno 
y las autoridades regionales.

Son órganos superiores de consulta del 
nivel central de la Administración Pública 
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Nacional, la Procuraduría General de la 
República, el Consejo de Estado, el Con-
sejo de Defensa de la Nación, las juntas 
sectoriales y las juntas ministeriales.

Rol de dirección estratégica
de los órganos superiores

Artículo 45. Corresponde a los órganos 
superiores de dirección del nivel central de 
la Administración Pública Nacional dirigir 
la política interior y exterior de la Repúbli-
ca, ejercer la función ejecutiva y la potes-
tad reglamentaria de conformidad con la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y la ley.

Asimismo, tendrán a su cargo la conducción 
estratégica del Estado y, en especial, la formu-
lación, aprobación y evaluación de las políti-
cas públicas, el seguimiento de su ejecución 
y la evaluación del desempeño institucional y 
de sus resultados.

Los órganos superiores de dirección del 
nivel central de la Administración Pública 
Nacional ejercerán la rectoría y el control 
de la actividad y de las políticas desarro-
lladas por los órganos inferiores, a los 
cuales evaluarán en su funcionamiento, 
desempeño y resultados.

La Presidenta o Presidente
de la República

Artículo 46. La Presidenta o Presidente 
de la República, en su carácter de Jefa o 
Jefe del Estado y del Ejecutivo Nacional, 
dirige la acción del gobierno y de la Ad-
ministración Pública, con la colaboración 
inmediata de la Vicepresidenta Ejecutiva 
o Vicepresidente Ejecutivo, conforme a lo 

establecido en la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela y la ley.

CAPÍTULO II
De la Vicepresidencia

de la República

Vicepresidencia de la República
Artículo 47. La Vicepresidencia de la Re-
pública estará a cargo de la Vicepresidenta 
Ejecutiva o Vicepresidente Ejecutivo, órga-
no directo y colaborador inmediato de la 
Presidenta o el Presidente de la República. 

La Vicepresidencia de la República contará 
con la estructura orgánica y las funciona-
rias y funcionarios que requiera para el 
logro de su misión, de conformidad con 
el reglamento orgánico que dicte la Pre-
sidenta o Presidente de la República en 
Consejo de Ministros.

Atribuciones
de la Vicepresidenta Ejecutiva

o Vicepresidente Ejecutivo
Artículo 48. Son atribuciones de la Vicepre-
sidenta Ejecutiva o Vicepresidente Ejecutivo: 

1. �Colaborar con la Presidenta o el Presi-
dente de la República en la dirección de 
la acción del Gobierno.

2. �Suplir las faltas temporales y absolutas de 
la Presidenta o el Presidente de la Repú-
blica, de conformidad con la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela.

3. �Coordinar la Administración Pública, de 
conformidad con las instrucciones de la 
Presidenta o Presidente de la República.

4. �Proponer a la Presidenta o el Presidente 
de la República el nombramiento y re-
moción de las ministras o ministros.

5. �Presidir, previa autorización de la Pre-
sidenta o Presidente de la República, el 
Consejo de Ministros.

6. �Coordinar las relaciones del Ejecutivo 
Nacional con la Asamblea Nacional y 
efectuar el seguimiento a la discusión 
parlamentaria de los proyectos de ley.

7. �Presidir el Consejo Federal de Gobierno 
y coordinar las relaciones del Ejecutivo 
Nacional con los estados, los distritos 
metropolitanos y los municipios.

8. �Nombrar y remover, de conformidad 
con la ley, las funcionarias y funciona-
rios nacionales cuya designación no 
esté atribuida a otra autoridad.

9. �Ejercer las atribuciones que le delegue la 
Presidenta o Presidente de la República.

10. �Dirigir y coordinar el proceso de eva-
luación de los resultados de las políti-
cas públicas adoptadas por el Ejecuti-
vo Nacional e informar de ello a la Pre-
sidenta o Presidente de la República.

11. �Efectuar el seguimiento a las decisio-
nes del Consejo de Ministros e informar 
periódicamente a la Presidenta o Presi-
dente de la República sobre el estado 
general de su ejecución y resultados.

12. �Efectuar el seguimiento a las instruccio-
nes impartidas por la Presidenta o Pre-

sidente de la República a las ministras 
o ministros e informarle sobre su ejecu-
ción y resultados.

13. �Coordinar y ejecutar los trámites co-
rrespondientes a la iniciativa legislativa 
del Poder Ejecutivo ante la Asamblea 
Nacional.

14. �Coordinar el proceso de promulgación 
de las leyes y, de ser el caso, el proce-
so al que se refiere el artículo 214 de la 
Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela

15. �Presidir el Consejo de Estado.

16. �Las demás que le señale la ley y demás 
actos normativos.

CAPÍTULO III
De las Vicepresidencias

Sectoriales

Vicepresidencias Sectoriales
Artículo 49. Las Vicepresidencias Sec-
toriales son órganos superiores del nivel 
central de la Administración Pública Nacio-
nal, encargados de la supervisión y control 
funcional, administrativo y presupuestario 
de los ministerios del poder popular que 
determine el Presidente o Presidenta de la 
República, quien fijará además el número, 
denominación,  organización, funcionamien-
to y competencias de éstas.

Cada Vicepresidencia Sectorial estará a 
cargo de una Vicepresidenta Sectorial o un 
Vicepresidente Sectorial designado por la 
Presidenta o el Presidente de la República.
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Cuando un ministro o ministra del Poder 
Popular sea designado como Vicepresi-
denta o Vicepresidente Sectorial, este úl-
timo cargo tendrá carácter no remunerado 
mientras coexista con el de ministra o mi-
nistro del Poder Popular.

Atribuciones
de las vicepresidentas

o vicepresidentes sectoriales
Artículo 50. Son atribuciones de las vice-
presidentas o vicepresidentes sectoriales:

1. �Proponer las líneas de definición con-
ceptual de las políticas públicas, a ser 
formuladas e implementadas por los mi-
nisterios del poder popular en el sector 
de su competencia.

2. �Proponer a la Presidenta o Presidente 
de la República criterios para la prio-
rización de la aprobación y aplicación 
de los recursos nacionales, o para la 
ejecución de planes y proyectos, en la 
consecución de las metas establecidas 
para las políticas públicas en el sector 
de su competencia.

3. �Recomendar a la Presidenta o Presiden-
te de la República, a la Vicepresidenta 
Ejecutivo o Vicepresidente Ejecutivo 
y al Consejo de Ministras y Ministros 
los principales elementos económicos, 
políticos y sociales, estructurales o 
coyunturales a ser tomados en cuenta 
en la orientación de la gestión pública 
nacional.

4. �Emitir opinión, aprobar y autorizar las 
regulaciones sectoriales dictadas por los 

ministerios del poder popular cuya coor-
dinación le fuere asignada por la Presi-
denta o el Presidente de la República.

5. �Efectuar la coordinación y el seguimien-
to a la ejecución e implementación de 
las medidas y decisiones adoptadas por 
la Presidenta o Presidente de la Repú-
blica y el Consejo de Ministros por par-
te de los ministerios del poder popular 
bajo su coordinación, informando de 
ello al Presidente o la Presidenta de la 
República y al Vicepresidente Ejecutivo 
o la Vicepresidenta Ejecutiva.

6. �Evaluar el desempeño de los ministerios 
del Poder Popular bajo su coordinación, 
pudiendo establecer mecanismos uni-
formes para el aporte de información y 
evaluación de resultados que faciliten la 
toma de decisiones. 

7. �Ejercer la representación política y ad-
ministrativa de la vicepresidencia secto-
rial a su cargo, así como la orientación, 
dirección, coordinación, supervisión y 
control de sus actividades.

8. �Formular y aprobar los planes y pro-
yectos en atención a los lineamientos y 
políticas dictados conforme a la planifi-
cación centralizada.

9. �Ejercer la rectoría en la implementación 
de políticas públicas por parte de los 
entes que le fueren adscritos, así como 
las atribuciones de representación de 
acciones y ejercicio de tutela que co-
rresponde a los órganos de adscripción 
respecto de sus entes adscritos.

10. �Coadyuvar en el seguimiento del Plan 
Estratégico y de los lineamientos sec-
toriales, conforme a las instrucciones 
del Presidente o la Presidenta de la Re-
pública y del Vicepresidente Ejecutivo 
o la Vicepresidenta Ejecutiva.

11. �Asistir a las reuniones del Consejo 
de Ministros y del Consejo Federal de 
Gobierno.

12. �Convocar a las ministras o ministros 
del Poder Popular bajo su coordina-
ción a las reuniones de gabinete sec-
torial que estime necesarias.

13. �Comprometer y ordenar los gastos del ór-
gano a su cargo y ejercer la superior ad-
ministración, dirección, inspección y res-
guardo de los servicios, bienes y ramos 
de renta de la vicepresidencia sectorial.

14. �Ejecutar las gestiones inherentes a la 
presentación y tramitación del ante-
proyecto de presupuesto de la vice-
presidencia sectorial a su cargo, así 
como las relativas a la tramitación 
de créditos adicionales y demás mo-
dificaciones de su presupuesto, de 
conformidad con el ordenamiento 
jurídico en materia de administración 
financiera del sector público.

15. �Refrendar los actos de la Presidenta o 
Presidente de la República o de la Vi-
cepresidenta Ejecutiva o Vicepresidente 
Ejecutivo, que sean de su competencia.

16. �Suscribir los actos y correspondencias 
del despacho a su cargo. 

17. �Delegar sus atribuciones, gestiones y 
la firma de documentos de conformi-
dad con las previsiones del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica y su reglamento.

18. �Ejercer las demás atribuciones que le 
asignen el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica y 
los demás actosnormativos aplicables.

� Competencia
de las vicepresidencias sectoriales
Artículo 51. Las materias competencia 
de cada una de las vicepresidencias secto-
riales, serán establecidas en el Decreto que 
regule la organización y funcionamiento de 
la Administración Pública Nacional.

Las atribuciones específicas y las activida-
des particulares de cada vicepresidencia 
sectorial, serán establecidas en el regla-
mento orgánico respectivo.

Las modificaciones a las vicepresidencias 
sectoriales, o la creación de éstas por De-
creto distinto al de organización y funciona-
miento de la Administración Pública Nacio-
nal, deberán reflejarse en la modificación 
inmediata subsiguiente de dicho Decreto 
de organización y funcionamiento, la cual 
deberá realizarse en plazo perentorio.
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CAPÍTULO IV
Del Consejo de Ministros

Integración 
del Consejo de Ministros

Artículo 52. La Presidenta o Presiden-
te de la República, la Vicepresidenta Eje-
cutiva o Vicepresidente Ejecutivo y las 
ministras o ministros del poder popular 
reunidos integran el Consejo de Ministros, 
el cual será presidido por la Presidenta o  
Presidente de la República o por la Vice-
presidenta Ejecutiva o Vicepresidente Eje-
cutivo. En este último caso, las decisiones 
adoptadas deberán ser ratificadas por la 
Presidenta o Presidente de la República.

Para la mejor organización y funcionamien-
to del Consejo de Ministros, su integración 
y el manejo presupuestario y financiero, 
la Presidenta o Presidente de la República 
podrá disponer que las vicepresidentas o 
vicepresidentes sectoriales ejerzan la coor-
dinación de determinados ministerios en el 
seno del Consejo de Ministros.

La Procuradora o Procurador General de 
la República asistirá al Consejo de Minis-
tros con derecho a voz. La Presidenta o 
Presidente de la República podrá invitar 
a otras funcionarias o funcionarios y a 
otras personas a las reuniones del Con-
sejo de Ministros, cuando a su juicio la 
naturaleza de la materia o su importancia 
así lo requieran. 

La Presidenta o Presidente de la República 
designará a la Secretaria o Secretario Per-
manente del Consejo de Ministros.

Misión del Consejo de Ministros
Artículo 53. La finalidad del Consejo de 
Ministros es la consideración y aprobación 
de las políticas generales y sectoriales que 
son competencias del Poder Ejecutivo Na-
cional, de conformidad con lo establecido 
en la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela y la ley.

Organización y funcionamiento
del Consejo de Ministros

Artículo 54. La Presidenta o Presiden-
te de la República mediante Decreto, de-
terminará todo lo relativo al Consejo de 
Ministros, con el objeto de garantizar el 
ejercicio eficaz de sus competencias y su 
adaptabilidad a los requerimientos que 
imponen las políticas públicas cuya con-
sideración y aprobación le corresponde. El 
referido Decreto establecerá:

1. �Las normas sobre organización y fun-
cionamiento del Consejo.

2. �Las reglas de quórum y debate.

3. �Las categorías y mecanismos de las 
sesiones, así como la composición que 
deben tener.

4. �El desarrollo de un mecanismo de toma 
de decisiones a partir de dos niveles 
de debate y consulta: Uno de Defini-
ción conceptual, a cargo de un Con-
sejo Presidencial de Vicepresidentes y 
Vicepresidentas, y uno para la toma de 
decisiones estratégicas y tácticas, del 
cual participarán además las Ministras 
y Ministros.

5. �El desarrollo de las normas relativas 
a la periodicidad de las sesiones, así 
como mecanismos y oportunidad de 
las convocatorias.

6. �Las unidades de apoyo técnico y logís-
tico necesarias para el eficaz cumpli-
miento de los fines del Consejo.

7. �Los aspectos a que se refiere el pre-
sente artículo, serán desarrollados en 
el Reglamento Orgánico del Consejo de 
Ministros a partir de las disposiciones 
del presente Capítulo.

Validez de las sesiones
del Consejo de Ministros

Artículo 55. Las sesiones del Consejo 
de Ministros sólo serán válidas con la pre-
sencia de la Presidenta o Presidente de la 
República, o de la Vicepresidenta Ejecutiva 
o Vicepresidente Ejecutivo cuando el Presi-
dente o la Presidenta le hubiere autorizado 
a dirigir la respectiva sesión.

El quórum de funcionamiento del Consejo de 
Ministros no podrá ser menor de las dos ter-
ceras partes de sus miembros. En caso de que 
la Presidenta o Presidente de la República es-
time urgente la consideración de determinado 
asunto, el Consejo de Ministros podrá sesionar 
con la mayoría absoluta de sus integrantes.

Funcionamiento básico 
del Consejo de Ministros 

Artículo 56. La Presidenta o Presidente 
de la República podrá fijar la periodicidad 
de las reuniones del Consejo de Ministros 
y lo convocará extraordinariamente cuando 
lo juzgue conveniente.

Actas de las sesiones 
Artículo 57. De las sesiones del Consejo 
de Ministros se levantará un acta por la Se-
cretaria o Secretario, quien la asentará en 
un libro especial y la certificará con su firma 
una vez aprobada. Dicha acta contendrá las 
circunstancias relativas al tiempo y lugar de 
su celebración, la relación de los asistentes, 
las decisiones adoptadas sobre cada uno 
de los asuntos tratados en la reunión y los 
informes presentados.

Carácter de las deliberaciones 
y decisiones

Artículo 58. Las deliberaciones del Con-
sejo de Ministros tendrán carácter secreto.

Las decisiones que se adopten en el Con-
sejo de Ministros no tendrán carácter 
confidencial ni secreto. No obstante, por 
razones de interés nacional o de carácter 
estratégico, la Presidenta o Presidente 
de la República podrá declarar la reserva 
de alguna de las decisiones del Consejo 
de Ministros, en cuyo caso, el punto en 
el acta correspondiente tendrá carácter 
confidencial o secreto durante el tiempo 
estrictamente necesario, luego del cual la 
Presidenta o Presidente de la República le-
vantará la reserva de la decisión adoptada.

Responsabilidad solidaria
de los miembros del Consejo

de Ministros
Artículo 59. La Vicepresidenta Ejecutiva 
o Vicepresidente Ejecutivo, las Vicepresi-
dentes o Vicepresidentes Sectoriales y las 
ministras o ministros serán solidariamen-
te responsables con la Presidenta o Pre-
sidente de la República de las decisiones 
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adoptadas en las reuniones del Consejo de 
Ministros a que hubieren concurrido, salvo 
que hayan hecho constar su voto negativo.

Capítulo V
De la organización
de los ministerios

y demás órganos del Nivel
Central de la Administración

Pública Nacional

Sección Primera
De la Comisión Central

de Planificación

Artículo 60. La Comisión Central de Pla-
nificación es el órgano superior de coordina-
ción y control de la planificación centralizada 
de la Administración Pública Nacional, de 
carácter permanente, encargado de garanti-
zar la armonización y adecuación de las ac-
tuaciones de los órganos y entes de la Admi-
nistración Pública Nacional. A tales efectos 
contará con el apoyo del Ministerio del Po-
der Popular con competencia en materia de 
Planificación para la coordinación, soporte 
técnico, metodológico, formación así como 
el sistema de seguimiento e indicadores del 
sistema nacional de planificación.

La Ley que acuerde su creación fijará 
su objeto, atribuciones, organización y 
funcionamiento.

Sección Segunda
De los ministerios

Determinación de los ministerios
Artículo 61. La Presidenta o Presidente 
de la República, mediante Decreto, fijará 

el número, denominación, competencia 
y organización de los ministerios y otros 
órganos de la Administración Pública 
Nacional, así como sus entes adscritos, 
con base en parámetros de adaptabilidad 
de las estructuras administrativas a las 
políticas públicas que desarrolla el Poder 
Ejecutivo Nacional en los principios de or-
ganización y funcionamiento establecidos 
en el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica.

Nombramiento de ministras
o ministros de Estado

Artículo 62. La Presidenta o Presidente 
de la República podrá nombrar ministras y 
ministros de Estado sin asignarles despacho 
determinado, los cuales, además de asistir al 
Consejo de Ministros, asesorarán a la Presi-
denta o Presidente de la República, y a la Vice-
presidenta Ejecutiva o Vicepresidente Ejecuti-
vo, en los asuntos que les fueren asignados.

Misión de los ministerios
Artículo 63. Los ministerios son los ór-
ganos del Ejecutivo Nacional encargados 
de la formulación, adopción, seguimiento 
y evaluación de las políticas, estrategias, 
planes generales, programas y proyectos 
en las materias de su competencia y sobre 
las cuales ejercen su rectoría, de confor-
midad con la planificación centralizada.

Competencias específicas
de cada ministerio

Artículo 64. Las materias competencia 
de cada uno de los ministerios del Poder 
Popular serán establecidas en el Decreto 
que regule la organización y funcionamien-
to de la Administración Pública Nacional.

Las atribuciones específicas y las activi-
dades particulares de cada ministerio del 
Poder Popular serán establecidas en el 
reglamento orgánico respectivo.

Las modificaciones organizativas o funcio-
nales de los ministerios del Poder Popular, 
o la creación de éstos por Decreto distinto 
al de organización y funcionamiento de la 
Administración Pública Nacional, deberán 
reflejarse en la modificación inmediata sub-
siguiente de dicho Decreto de organización 
y funcionamiento, la cual deberá realizarse 
en plazo perentorio.

Suprema dirección
de los ministerios

Artículo 65. La suprema dirección del 
ministerio corresponde a la ministra o 
ministro, quien la ejercerá con la inme-
diata colaboración de las viceministras o 
viceministros y de los órganos de apoyo 
ministerial. 

Junta ministerial
Artículo 66. La planificación y coor-
dinación estratégicas del ministerio y la 
rectoría de las políticas públicas del sector 
cuya competencia le está atribuida, esta-
rán a cargo de la ministra o ministro y de 
sus viceministras o viceministros, quienes 
reunidos conformarán la junta ministerial, 
la cual contará con una unidad estratégica 
de seguimiento y evaluación de políticas 
públicas adscrita al despacho de la mi-
nistra o ministro, integrada por un equipo 
multidisciplinario. 

La unidad estratégica de seguimiento y 
evaluación de políticas públicas analizará 

y evaluará la ejecución y el impacto de las 
políticas públicas que están bajo la res-
ponsabilidad del ministerio y someterá el 
resultado de sus estudios a la considera-
ción de la junta ministerial para que ésta 
adopte las decisiones a que haya lugar. 

Integración de los ministerios
Artículo 67. Cada ministerio estará inte-
grado por el despacho de la ministra o mi-
nistro, los despachos de las viceministras 
o viceministros, y las demás unidades o 
dependencias administrativas.

El reglamento orgánico de cada ministerio 
determinará el número y competencias de 
las viceministras o viceministros de acuer-
do con los sectores que deba atender, así 
como de las demás unidades o dependen-
cias del ministerio que sean necesarias 
para el cumplimiento de su cometido. 

Artículo 68. El Decreto de Organización 
y Funcionamiento de la Administración 
Pública Nacional, determinará las unida-
des administrativas de apoyo de los minis-
terios del Poder Popular. Sin menoscabo 
de las unidades administrativas sustanti-
vas y dependencias que de acuerdo al ám-
bito de la competencia, sean creadas para 
tal efecto. 

Nombramiento de 
las viceministras o viceministros

Artículo 69. Las viceministras o vice-
ministros serán de libre nombramiento y 
remoción por la Presidenta o Presidente 
de la República, oída la propuesta de la 
ministra o ministro correspondiente.



28  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  29

Asignaciones de las viceministras 
o viceministros

Artículo 70. La viceministra o viceministro 
podrá tener asignado más de un área, pero 
no se podrán crear cargos de viceministras o 
viceministros sin asignación de áreas.

Sección Tercera
De las autoridades regionales

Autoridades Regionales 
Artículo 71. La Presidenta o Presidente 
de la República podrá designar autoridades 
regionales, las cuales tendrán por función la 
planificación, ejecución, seguimiento y con-
trol de las políticas, planes y proyectos de 
ordenación y desarrollo del territorio apro-
bados conforme a la planificación centrali-
zada, así como, las demás atribuciones que 
le sean fijadas de conformidad con la ley, 
asignándoles los recursos necesarios para 
el eficaz cumplimiento de su objeto.

Sección Cuarta
De los consejos nacionales,

las comisiones y los 
comisionados presidenciales

Los consejos nacionales
Artículo 72. La Presidenta o Presidente 
de la República podrá crear consejos na-
cionales con carácter permanente o tem-
poral, integrados por autoridades públicas 
y personas de las comunidades organiza-
das, para la consulta de las políticas públi-
cas sectoriales que determine el Decreto 
de creación. 

El Decreto de creación respectivo deter-
minará la integración de la representación 

de los sectores organizados, económicos, 
laborales, sociales y culturales y de cual-
quier otra índole, en cada uno de estos 
consejos nacionales. 

Los comisionados y comisiones 
presidenciales e interministeriales

Artículo 73. La Presidenta o Presidente 
de la República podrá designar comisio-
nados y crear comisiones presidenciales 
o interministeriales, permanentes o tem-
porales, integradas por funcionarias o 
funcionarios públicos y personas especia-
lizadas, para el examen y consideración en 
la materia que se determine en el Decreto 
de creación. 

Las comisiones presidenciales o intermi-
nisteriales también podrán tener por obje-
to la coordinación de criterios y el examen 
conjunto de materias asignadas a diversos 
ministerios. El Decreto de creación deter-
minará quien habrá de presidir las comi-
siones presidenciales. Sus conclusiones 
y recomendaciones serán adoptadas por 
mayoría absoluta de votos. 

Sección Quinta
De las autoridades únicas de área

Autoridades únicas de área
Artículo 74. La Presidenta o Presidente 
de la República podrá designar Autorida-
des Únicas de Área para el desarrollo del 
territorio o programas regionales, con las 
atribuciones que determinen las disposi-
ciones legales sobre la materia y los De-
cretos que las crearen.

Sección Sexta
De los sistemas de apoyo de 

la Administración Pública

Sistemas de apoyo
de la Administración Pública

Artículo 75. Los sistemas de apoyo téc-
nico y logístico de la Administración Pú-
blica están conformados por la agrupación 
de procesos funcionales, procedimientos 
administrativos y redes de órganos y en-
tes coordinados, cuyo propósito es ofre-
cer asesoría estratégica y suministro de 
insumos institucionales a los órganos 
sustantivos, garantizando las condicio-
nes organizacionales necesarias para su 
adecuado funcionamiento y para el logro 
de las metas y objetivos esperados por la 
Administración Pública.

Los órganos o entes rectores 
de los sistemas de apoyo

Artículo 76. Los órganos o entes recto-
res de los sistemas de apoyo fiscalizarán y 
supervisarán las actividades de los órga-
nos que integran los respectivos sistemas 
de apoyo institucional de la Administra-
ción Pública, para lo cual estos órganos 
permitirán el acceso a documentos, expe-
dientes, archivos, procedimientos y trámi-
tes administrativos, y suministrarán cual-
quier información que les sea requerida. 

Los órganos o entes rectores de los siste-
mas de apoyo institucional evaluarán la in-
formación obtenida y ordenarán a los órga-
nos de apoyo la corrección de las diferen-
cias detectadas. Los órganos de apoyo de-
berán efectuar las correcciones señaladas 
y, en caso de incumplimiento, el respectivo 

órgano o ente rector formulará la queja co-
rrespondiente ante el ministro o ministra o 
máximo órgano jerárquico correspondien-
te, con copia a la Vicepresidenta Ejecutiva o 
Vicepresidente Ejecutivo.

Las oficinas nacionales 
Artículo 77. La Presidenta o Presidente 
de la República podrá crear oficinas na-
cionales para que auxilien a los órganos 
y entes de la Administración Pública en la 
formulación y aprobación de las políticas 
institucionales respectivas, las cuales se-
rán rectoras de los sistemas que les estén 
asignados y que comprenden los corres-
pondientes órganos de apoyo técnico y 
logístico institucional de la Administra-
ción Pública. 

CAPÍTULO VI
De las competencias comunes

de las ministras o ministros
del Poder Popular y viceministras

o viceministros

Competencias comunes
de las ministras 

o ministros con despacho
Artículo 78. Son competencias comunes 
de las ministras o ministros con despacho:

1. �Dirigir la formulación, el seguimiento y la 
evaluación de las políticas sectoriales que 
les corresponda, de conformidad con el 
Decreto presidencial que determine el nú-
mero y la competencia de los ministerios 
y con el Reglamento Orgánico respectivo.

2. �Orientar, dirigir, coordinar, supervisar y 
controlar las actividades del ministerio, 
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sin perjuicio de las atribuciones que, 
sobre control externo, la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezue-
la y la ley confieren a los órganos de la 
función contralora.

3. �Representar política y administrativa-
mente al ministerio.

4. �Cumplir y hacer cumplir las órdenes 
que les comunique la Presidenta o Pre-
sidente de la República, la Vicepresi-
denta Ejecutiva o Vicepresidente Ejecu-
tivo, la vicepresidenta o vicepresidente 
sectorial correspondiente, así como los 
lineamientos estratégicos y políticas 
dictadas conforme a la planificación 
centralizada.

5. �Formular y aprobar los planes y pro-
yectos en atención a los lineamientos y 
políticas dictados conforme a la planifi-
cación centralizada.

6. �Informar a la Presidenta o Presidente 
de la República y a la Vicepresidenta 
Ejecutiva o Vicepresidente Ejecutivo, la 
vicepresidenta o vicepresidente secto-
rial correspondiente, sobre el funciona-
miento de sus ministerios; y garantizar 
el suministro de información sobre la 
ejecución y resultados de las políticas 
públicas y los proyectos a los corres-
pondientes sistemas de información.

7. �Asistir a las reuniones del Consejo de 
Ministros, del Consejo Federal de Go-
bierno y de las juntas sectoriales que 
integren.

8. �Convocar y reunir periódicamente las 
juntas ministeriales.

9. �Refrendar los actos de la Presidenta o 
Presidente de la República o de la Vi-
cepresidenta Ejecutiva o Vicepresidente 
Ejecutivo, que sean de su competencia 
y cuidar de su ejecución, así como de la 
promulgación y ejecución de los Decre-
tos o resoluciones que dicten.

10. �Presentar a la Asamblea Nacional la 
memoria y cuenta de su ministerio, 
señalando las políticas, estrategias, 
objetivos, metas, resultados, impactos 
y obstáculos a su gestión.

11. �Presentar, conforme a la ley, el ante-
proyecto de presupuesto del ministe-
rio y remitirlo, para su estudio y trami-
tación, al órgano rector del sistema de 
apoyo presupuestario.

12. �Ejercer la superior administración, di-
rección, inspección y resguardo de los 
servicios, bienes y ramos de renta del 
ministerio.

13. �Ejercer la rectoría de las políticas pú-
blicas que deben desarrollar los en-
tes descentralizados funcionalmente 
adscritos a sus despachos, así como 
las funciones de coordinación y con-
trol que le correspondan conforme al 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica, y a los demás 
instrumentos jurídicos respectivos.

14. �Ejercer la representación de las accio-
nes pertenecientes a la República en 

las empresas del Estado que se les 
asigne, así como el correspondiente 
control accionario.

15. �Comprometer y ordenar los gastos del 
ministerio e intervenir en la tramita-
ción de créditos adicionales y demás 
modificaciones de su presupuesto, de 
conformidad con la ley.

16. �Suscribir, previo cumplimiento de las 
formalidades de ley, los contratos re-
lacionados con asuntos propios del 
ministerio.

17. �Instruir a la Procuradora o Procura-
dor General de la República sobre los 
asuntos en que debe intervenir en las 
materias de la competencia del minis-
terio, conforme a lo establecido en la 
Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela y la ley.

18. �Cumplir oportunamente las obligacio-
nes legales respecto a la Contraloría 
General de la República.

19. �Suscribir los actos y correspondencias 
del despacho a su cargo.

20. �Conocer y decidir los recursos admi-
nistrativos que les correspondan de 
conformidad con la ley.

21. �Presentar a conocimiento y resolución 
de la vicepresidenta o vicepresidente 
sectorial correspondiente, los asuntos 
o solicitudes que requieran su inter-
vención, salvo aquellos asuntos que 
sean requeridos por la Presidenta o 

Presidente de la República o al Vice-
presidenta Ejecutiva o Vicepresidente 
Ejecutivo.

22. �Legalizar la firma de las funcionarias y 
funcionarios al servicio del ministerio.

23. �Resolver los conflictos de competen-
cia entre funcionarias o funcionarios 
del ministerio y ejercer la potestad dis-
ciplinaria, con arreglo a las disposicio-
nes legales o reglamentarias.

24. �Contratar para el ministerio los servi-
cios de profesionales y técnicos por 
tiempo determinado o para obra deter-
minada, de conformidad con lo esta-
blecido en la normativa aplicable.

25. �Someter a la decisión de la vicepresiden-
ta o vicepresidente sectorial correspon-
diente, los asuntos de su competencia 
en cuyas resultas tenga interés personal, 
o la tenga su cónyuge o algún pariente 
por consanguinidad en cualquier grado 
en la línea recta o en la colateral hasta 
el cuarto grado inclusive, o por afinidad 
hasta el tercer grado, salvo que sea re-
querido por la Presidenta o el Presidente 
de la República o la Vicepresidenta Eje-
cutiva o Vicepresidente Ejecutivo.

26. �Delegar sus atribuciones, gestiones y 
la firma de documentos de conformi-
dad con las previsiones del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica y su Reglamento.

27. �Las demás que le señalen las leyes y 
los reglamentos.
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Contenido de las memorias 
y cuentas de las ministras 

o ministros 
Artículo 79. Las memorias y cuentas 
que las ministras o ministros deban pre-
sentar a la Asamblea Nacional, conforme a 
lo dispuesto en la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela, contendrán 
la exposición razonada y suficiente de las 
políticas, estrategias, planes generales, 
objetivos, metas, resultados, impactos y 
obstáculos en la gestión de cada ministe-
rio en el año inmediatamente anterior, así 
como los lineamientos de sus planes para 
el año siguiente. Si posteriormente se evi-
denciaren actos o hechos desconocidos 
por la ministra o ministro, que por su im-
portancia merecieren ser del conocimiento 
de la Asamblea Nacional, estos serán dados 
a conocer.

Las ministras o ministros  en la memoria 
y cuenta de su gestión informarán anual-
mente a la Asamblea Nacional acerca de 
las actividades de control que ejerzan, 
en los términos previstos en  el presente 
Decreto con rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica, sobre los entes que le estén 
adscritos o se encuentren bajo su tutela. 

En las memorias y cuentas se insertarán 
aquellos documentos que la ministra o mi-
nistro considere indispensables, teniendo 
en cuenta su naturaleza y trascendencia.

La Presidenta o Presidente de la Repúbli-
ca, podrá autorizar la presentación de la 
memoria y cuenta de las ministras o mi-
nistros del Poder Popular a la vicepresi-
denta o vicepresidente sectorial bajo cuya 

coordinación se encuentra, a fin de que 
dicha vicepresidenta o vicepresidente Sec-
torial presente una cuenta consolidada del 
sector a la Presidenta o Presidente de la 
República, o a la Vicepresidenta Ejecutiva 
o Vicepresidente Ejecutivo, según el caso, 
la cual incluirá las memorias y cuentas de 
las ministras o ministros del Poder Po-
pular que integran la respectiva Vicepre-
sidencia Sectorial. La memoria y cuenta 
así autorizada podrá ser presentada a la 
Asamblea Nacional de la misma forma.

Aprobación de las memorias
Artículo 80. La aprobación de las memo-
rias no comprende la de las convenciones 
y actos contenidos en ellas que requieren 
especial aprobación legislativa. 

Presentación de la cuenta
Artículo 81. Acompañada de la memo-
ria, cada Vicepresidencia o cada ministerio 
presentará una cuenta que contendrá una 
exposición de motivos y los estados finan-
cieros conforme a la ley.

Vinculación de la
cuenta a la memoria 

Artículo 82. La cuenta deberá estar vin-
culada a la memoria, al plan estratégico y 
operativo respectivo y a sus resultados, 
de manera que constituya una exposición 
integrada de la gestión de la ministra o 
ministro y permita su evaluación conjunta. 

Cuenta del ministerio
encargado de las finanzas

Artículo 83. La cuenta del ministerio a 
cargo de las finanzas públicas compren-
derá, además, la Cuenta General de Rentas 

y Gastos Públicos, la cual centralizará el 
movimiento general de todos los ramos de 
renta y de gastos y la Cuenta de Bienes 
Nacionales adscritos a los diversos minis-
terios, con especificación del movimiento 
de los bienes muebles e inmuebles, de 
conformidad con la Ley respectiva.

Viceministras o Viceministros
Artículo 84. Las viceministras o vicemi-
nistros serán los órganos inmediatos de 
la ministra o ministro, supervisarán las 
actividades de sus respectivas dependen-
cias de acuerdo con las instrucciones de 
la ministra o ministro, tendrán a su cargo 
las funciones que les otorgue el presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica, el Decreto que desarrolle la 
organización y funcionamiento de la Ad-
ministración Pública Nacional y el Regla-
mento orgánico del ministerio, así como el 
conocimiento y la decisión de los asuntos 
que les delegue la ministra o ministro. 

Competencias comunes
de las viceministras

o viceministros 
Artículo 85. Son competencias comu-
nes de las viceministras o viceministros:

1. �Seguir y evaluar las políticas a su cargo; 
dirigir, planificar, coordinar y supervisar 
las actividades de las dependencias de 
sus respectivos despachos; y resolver 
los asuntos que les sometan sus fun-
cionarias o funcionarios, de lo cual da-
rán cuenta a la ministra o ministro en 
las juntas ministeriales o cuando ésta o 
éste lo considere oportuno.

2. �Ejercer la administración, dirección, ins-
pección y resguardo de los servicios, bie-
nes y ramos de renta de sus respectivos 
despachos.

3. �Comprometer y ordenar, por delegación de 
la ministra o ministro, los gastos corres-
pondientes a las dependencias a su cargo.

4. �Suscribir los actos y correspondencia 
de los despachos a su cargo. 

5. �Cumplir y hacer cumplir las órdenes e 
instrucciones que les comunique la mi-
nistra o ministro, a quien dará cuenta de 
su actuación.

6. �Coordinar aquellas materias que la mi-
nistra o ministro disponga llevar a la 
cuenta de la Presidenta o Presidente de 
la República y a la Vicepresidenta Ejecu-
tiva o Vicepresidente Ejecutivo, al Con-
sejo de Ministros, a la vicepresidencia 
sectorial correspondiente o al órgano 
encargado de la planificación central.

7. �Ejercer la potestad disciplinaria, con 
arreglo a las disposiciones legales o re-
glamentarias correspondientes.

8. �Contratar por delegación de la ministra 
o ministro del Poder Popular, los ser-
vicios de profesionales y técnicos por 
tiempo determinado o para obra deter-
minada, de conformidad con la norma-
tiva aplicable.

9. �Presentar a conocimiento y resolución 
de la ministra o ministro los asuntos o 
solicitudes que requieran su interven-
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ción, incluyendo los que por su órgano 
sean presentadas por las comunidades 
organizadas.

10. �Someter a la decisión de la ministra o 
ministro del Poder Popular los asun-
tos de su atribución en cuyas resultas 
tenga interés personal directo, por sí o 
a través de terceras personas.

11. �Delegar atribuciones, gestiones y la 
firma de documentos, conforme a lo 
que establezca el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y su Reglamento.

12. �Suplir las faltas temporales de la mi-
nistra o ministro del Poder Popular.

13. �Las demás que le atribuyan la ley y los 
reglamentos.

CAPÍTULO VII
Del Consejo de Estado

Consejo de Estado
Artículo 86. El Consejo de Estado es el 
órgano superior de consulta del Gobierno 
y de la Administración Pública. Será de su 
competencia recomendar políticas de inte-
rés nacional en aquellos asuntos sobre los 
que la Presidenta o Presidente de la Repú-
blica considere de especial trascendencia y 
requieran de su opinión. 

CAPÍTULO VIII
De la iniciativa legislativa 

del Poder Ejecutivo Nacional 
y su potestad reglamentaria

Iniciativa legislativa
Artículo 87. El Poder Ejecutivo Nacional 
podrá ejercer la iniciativa legislativa prevista 
en la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela mediante la elaboración, 
aprobación y posterior remisión de los pro-
yectos de ley a la Asamblea Nacional.

Procedimiento para la elaboración
de proyectos de ley

Artículo 88. El procedimiento de elabo-
ración de proyectos de ley por parte del 
Poder Ejecutivo Nacional se iniciará en la 
Vicepresidencia de la República o en el 
ministerio o ministerios competentes me-
diante la elaboración del correspondiente 
anteproyecto, que irá acompañado por un 
informe jurídico, los estudios o informes 
técnicos sobre la necesidad y oportuni-
dad del mismo, así como por un informe 
económico sobre su impacto o incidencia 
presupuestaria.

El titular del ministerio proponente, previa 
revisión por parte de la Procuraduría Ge-
neral de la República, elevará el antepro-
yecto al Consejo de Ministros a fin de que 
éste decida sobre los ulteriores trámites y 
solicite las consultas, dictámenes e infor-
mes que resulten convenientes.

Una vez cumplidos los trámites a que se 
refiere el párrafo anterior, la ministra o 
ministro proponente someterá el antepro-
yecto nuevamente al Consejo de Ministros 

para su aprobación como proyecto de ley, 
y su remisión por órgano de la Vicepre-
sidencia de la República a la Asamblea 
Nacional, acompañándolo de una expo-
sición de motivos, del informe técnico y 
del informe económico sobre su impacto 
o incidencia presupuestaria, y demás an-
tecedentes necesarios para pronunciarse.

Cuando razones de urgencia así lo acon-
sejen, el Consejo de Ministros podrá pres-
cindir de los trámites contemplados en 
este artículo y acordar la aprobación de un 
proyecto de ley y su remisión a la Asam-
blea Nacional.

Potestad reglamentaria
Artículo 89. El ejercicio de la potestad 
reglamentaria corresponde a la Presidenta 
o Presidente de la República, en Consejo 
de Ministros, de conformidad con la Cons-
titución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela y la ley. 

Los reglamentos no podrán regular mate-
rias objeto de reserva de ley, ni infringir 
normas con dicho rango. Además, sin per-
juicio de su función de desarrollo o cola-
boración con respecto a la ley, no podrán 
tipificar delitos, faltas o infracciones admi-
nistrativas, establecer penas o sanciones, 
así como tributos, cánones u otras cargas 
o prestaciones personales o patrimoniales 
de carácter público. 

Procedimiento de elaboración 
de los reglamentos 

Artículo 90. La elaboración de los regla-
mentos de leyes se ajustará al siguiente 
procedimiento: 

1. �La iniciación del procedimiento de ela-
boración de un reglamento se llevará a 
cabo por el ministerio competente se-
gún la materia, mediante la elaboración 
del correspondiente proyecto al que se 
acompañará un informe técnico y un 
informe sobre su impacto o incidencia 
presupuestaria.

2. �A lo largo del proceso de elaboración 
deberán recabarse, además de los infor-
mes, los dictámenes correspondientes 
y cuantos estudios y consultas se es-
timen convenientes para garantizar la 
eficacia y la legalidad del texto.

3. �Elaborado el texto se someterá a con-
sulta pública para garantizar el derecho 
de participación de las personas, de 
conformidad con lo dispuesto en el Tí-
tulo VI del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

4. �Aprobado el Reglamento por la Presi-
denta o Presidente de la República en 
Consejo de Ministros, entrará en vi-
gencia con su publicación en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela, salvo que el Reglamento 
disponga otra cosa.

Aprobación de reglamentos
Artículo 91. El Ejecutivo Nacional deberá 
aprobar el o los Reglamentos necesarios 
para la eficaz aplicación y desarrollo de 
las leyes dentro del año inmediatamente 
siguiente a su promulgación.
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TITULO IV
DE LA DESCONCENTRACIÓN

Y DE LA DESCENTRALIZACIÓN
FUNCIONAL

CAPÍTULO I
De la Desconcentración

Desconcentración
Artículo 92. La Presidenta o el Presi-
dente de la República, en Consejo de Mi-
nistros, podrá convertir unidades admi-
nistrativas de la Vicepresidencia Ejecutiva 
de la República, de las Vicepresidencias 
Sectoriales, de los ministerios y de las 
oficinas nacionales, en órganos descon-
centrados con capacidad de gestión pre-
supuestaria, administrativa o financiera, 
según lo acuerde el respectivo Regla-
mento Orgánico.

Control de los órganos
desconcentrados

Artículo 93. La Vicepresidenta Ejecutiva 
o Vicepresidente Ejecutivo, la Vicepresi-
denta o Vicepresidente Sectorial, la minis-
tra o ministro, o en su caso la jefa o jefe 
de la oficina nacional, ejercerá el control 
jerárquico sobre los órganos desconcen-
trados, de conformidad con los lineamien-
tos de la planificación centralizada. 

Servicios desconcentrados
Artículo 94. La Presidenta o Presidente 
de la República, en Consejo de Ministros, 
podrá crear órganos con carácter de ser-
vicios desconcentrados sin personalidad 
jurídica, u otorgar tal carácter a órganos 
existentes en la Vicepresidencia Ejecutiva 
de la República, en las Vicepresidencias 

Sectoriales, en los ministerios o en las ofi-
cinas nacionales, con el propósito de ob-
tener recursos propios para ser afectados 
a la prestación de un servicio.

Sólo podrá otorgarse el carácter de ser-
vicio desconcentrado en aquellos casos 
de prestación de servicios a cargo del 
Estado que permitan, efectivamente, la 
captación de ingresos. 

Los referidos servicios son órganos que 
dependerán jerárquicamente de la Vicepre-
sidenta Ejecutiva o Vicepresidente Ejecuti-
vo, la vicepresidenta sectorial o el vicepre-
sidente sectorial, la ministra o ministro del 
Poder Popular o de la viceministra o vice-
ministro, o de la jefa o jefe de la oficina na-
cional que determine el Decreto respectivo.

Ingresos de los servicios
desconcentrados

Artículo 95. Los servicios desconcentra-
dos sin personalidad jurídica contarán con 
un fondo separado, para lo cual estarán 
dotados de la capacidad presupuestaria o 
financiera que acuerde el Decreto que les 
otorgue tal carácter. 

Los ingresos provenientes de la gestión de 
los servicios desconcentrados sin personali-
dad jurídica no forman parte del Tesoro y, en 
tal virtud, podrán ser afectados directamente 
de acuerdo con los fines para los cuales han 
sido creados. Tales ingresos sólo podrán ser 
utilizados para cubrir los gastos que deman-
da el cumplimiento de sus fines. 

Requisitos del Decreto 
que cree un servicio

desconcentrado 
Artículo 96. El Decreto que cree un ser-
vicio desconcentrado establecerá:

1. �La finalidad y asignación de competencia 
del servicio desconcentrado que se cree.

2. �La integración y fuentes ordinarias de 
ingreso.

3. �El grado de autogestión presupuestaria, 
administrativa, financiera y de gestión 
que se acuerde.

4. �Los mecanismos de control a los cuales 
quedará sometido.

5. �El destino que se dará a los ingresos 
obtenidos, incluidos los excedentes al 
final del ejercicio fiscal.

6. �La forma de designación del titular que 
ejercerá la dirección y administración, y 
el rango de su respectivo cargo.

Variación de la dependencia
jerárquica

Artículo 97. La Presidenta o el Presidente 
de la República, en Consejo de Ministros, 
podrá variar la dependencia jerárquica  de 
los órganos y servicios desconcentrados 
de la Vicepresidencia de la República, de 
las vicepresidencias sectoriales, de los mi-
nisterios el Poder Popular y de las oficinas 
nacionales, a otro órgano superior de la 
Administración Pública Nacional, median-
te Decreto que deberá indicar el órgano 
que ejercerá el control jerárquico.

Con la variación de la dependencia jerárqui-
ca del órgano o servicio desconcentrado, 
se transferirán además, al órgano receptor, 
las competencias o atribuciones del órgano 
que venía ejerciendo el control jerárquico, 
inherentes al funcionamiento de dicho ór-
gano o servicio desconcentrado.

Ordenada la variación de la dependencia je-
rárquica del órgano o servicio desconcen-
trado, los bienes afectos al funcionamiento 
de éste, así como los derechos y obligacio-
nes a su cargo, serán transferidos al órgano 
que detente el control jerárquico. Salvo que 
la Presidenta o Presidente de la República, 
indique de manera expresa la reserva de 
determinados bienes, derechos u obliga-
ciones al órgano cedente.

CAPÍTULO II
De la descentralización funcional

Sección Primera
De los institutos públicos

o autónomos

Institutos públicos o autónomos
Artículo 98. Los institutos públicos o au-
tónomos son personas jurídicas de derecho 
público de naturaleza fundacional, creadas 
por ley nacional, estadal, u ordenanza mu-
nicipal, dotadas de patrimonio propio, con 
las competencias determinadas en éstas. 

Requisitos de la ley de creación
Artículo 99. La ley que crea un instituto 
público o autónomo contendrá:

1. �El señalamiento preciso de su finalidad, 
competencias y actividades.
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2. �El grado de autogestión presupuesta-
ria, administrativa y financiera que se 
establezca.

3. �La descripción de la integración de su 
patrimonio y de sus fuentes de ingresos.

4. �Su estructura organizativa interna a ni-
vel superior, con indicación de sus uni-
dades administrativas y señalamiento 
de su jerarquía y atribuciones.

5. �Los mecanismos particulares de con-
trol de tutela que ejercerá el órgano de 
adscripción.

6. �Los demás requisitos que exija el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica.

Privilegios y prerrogativas
de los institutos

públicos o autónomos
Artículo 100. Los institutos públicos o 
autónomos gozarán de los privilegios y 
prerrogativas que la ley acuerde a la Repú-
blica, los estados, los distritos metropoli-
tanos o los municipios. 

Sujeción de los institutos
públicos o autónomos

Artículo 101. La actividad de los institu-
tos públicos o autónomos queda sujeta a 
los principios y bases establecidos en la 
normativa que regule la actividad adminis-
trativa, así como a los lineamientos de la 
Planificación Centralizada.

Supresión de los institutos
públicos o autónomos

Artículo 102. Los institutos públicos o 
autónomos sólo podrán ser suprimidos 
por ley, la cual establecerá las reglas bá-
sicas de la disolución, así como las po-
testades necesarias para que el respectivo 
Ejecutivo nacional, estadal, del distrito 
metropolitano o municipal proceda a su 
liquidación.

Sección Segunda
De las empresas del Estado

Empresas del Estado
Artículo 103. Las Empresas del Estado 
son personas jurídicas de derecho público 
constituidas de acuerdo a las normas de 
derecho privado, en las cuales la Repú-
blica, los estados, los distritos metropo-
litanos y los municipios, o alguno de los 
entes descentralizados funcionalmente a 
los que se refiere el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
solos o conjuntamente, tengan una parti-
cipación mayor al cincuenta por ciento del 
capital social.

Creación de las empresas 
del Estado

Artículo 104. La creación de las empre-
sas del Estado será autorizada por la Pre-
sidenta o el Presidente de la República en 
Consejo de Ministros, las gobernadoras 
o gobernadores, las alcaldesas o alcaldes, 
según corresponda, mediante Decreto de 
conformidad con la ley. Adquieren la perso-
nalidad jurídica con la protocolización de su 
acta constitutiva en el registro correspon-
diente a su domicilio, donde se archivará un 

ejemplar auténtico de sus estatutos y de la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela o del medio de publicación oficial 
correspondiente, donde aparezca publicado 
el Decreto que autorice su creación. 

Los trámites de registro de los documen-
tos referidos a las empresas del Estado, 
estarán exentos del pago de aranceles y 
otras tasas previstas en la legislación que 
regula la actividad notarial y registral.

Obligatoriedad de publicación
de los documentos

de las empresas del Estado
Artículo 105. Todos los documentos 
relacionados con las empresas del Estado 
que, conforme al ordenamiento jurídico vi-
gente deben ser objeto de publicación, se 
publicarán en la Gaceta Oficial de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela o en el me-
dio de publicación oficial correspondiente.

Empresas del Estado
con único accionista

Artículo 106. Las empresas del Estado 
podrán crearse con un único accionista y 
los derechos societarios podrán ser ejerci-
dos, según sea el caso, por la República, 
los estados, los distritos metropolitanos, 
los municipios o los entes a que se refie-
re el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica, que sea titular de 
la totalidad de las acciones, sin que ello 
implique el incumplimiento de las disposi-
ciones establecidas en la ley.

Creación de empresas matrices
Artículo 107. Cuando operen varias em-
presas del Estado en un mismo sector, o 

requieran una vinculación aunque operen 
en diversos sectores, la Presidenta de la 
República o Presidente de la República, la 
gobernadora o gobernador, la alcaldesa o 
alcalde correspondiente, podrá crear em-
presas matrices tenedoras de las accio-
nes de las empresas del Estado y de las 
empresas mixtas correspondientes, sin 
perjuicio de que los institutos públicos 
o autónomos puedan desempeñar igual 
función.

Legislación que rige
las empresas del Estado

Artículo 108. Las empresas del Estado 
se regirán por la legislación ordinaria, por 
lo establecido en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica y 
las demás normas aplicables; y sus tra-
bajadores y trabajadoras se regirán por la 
legislación laboral ordinaria.

Registro de la composición
accionaria de las empresas

donde el Estado tenga
participación

Artículo 109. El órgano nacional, esta-
dal, distrital o municipal que sea compe-
tente en materia presupuestaria, según 
corresponda, llevará un registro de la 
composición accionaria de las empresas 
donde el Estado tenga participación en su 
capital social, y remitirá semestralmente 
copia del mismo a la comisión corres-
pondiente de la Asamblea Nacional, de 
los consejos legislativos, de los cabildos 
metropolitanos o de los consejos munici-
pales, dentro de los primeros treinta (30) 
días del semestre siguiente.



40  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  41

Sección Tercera
De las fundaciones del Estado

Las fundaciones del Estado
Artículo 110. Son fundaciones del Esta-
do aquellas cuyo patrimonio está afectado 
a un objeto de utilidad general, artístico, 
científico, literario, benéfico, o social, en 
cuyo acto de constitución participe la Re-
pública, los estados, los distritos metro-
politanos, los municipios o alguno de los 
entes descentralizados funcionalmente a 
los que se refiere el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
siempre que su patrimonio inicial se reali-
ce con aportes del Estado en un porcentaje 
mayor al cincuenta por ciento.

Igualmente, son fundaciones del Estado 
aquellas cuyo patrimonio pase a estar inte-
grado, en la misma proporción, por aportes 
de los referidos entes, independientemente 
de quienes hubieren sido sus fundadores.

Creación
Artículo 111. La creación de las funda-
ciones del Estado será autorizada respecti-
vamente por la Presidenta o Presidente de 
la República en Consejo de Ministros, las 
gobernadoras o gobernadores, las alcalde-
sas o alcaldes. Adquirirán la personalidad 
jurídica con la protocolización de su acta 
constitutiva en la oficina subalterna de 
registro correspondiente a su domicilio, 
donde se archivará un ejemplar auténtico 
de sus estatutos y la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela o del 
medio de publicación oficial correspon-
diente donde aparezca publicado el instru-
mento jurídico que autorice su creación.

Los trámites de registro de los documen-
tos referidos a las fundaciones del Estado, 
estarán exentos del pago de aranceles y 
otras tasas previstas en la legislación que 
regula la actividad notarial y registral.

Obligatoriedad de publicación
de los documentos

Artículo 112. El acta constitutiva, los es-
tatutos, y cualquier reforma de tales docu-
mentos de las fundaciones del Estado será 
publicada en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela o en el respectivo 
medio de publicación oficial correspondien-
te, con indicación de los datos del registro. 

Señalamiento del valor de 
los bienes patrimoniales

Artículo 113. Tanto en el instrumento ju-
rídico que acuerde la creación, como en el 
acta constitutiva de las fundaciones del Es-
tado, se indicará el valor de los bienes que 
integran su patrimonio, así como la forma 
en que serán dirigidas y administradas, y 
los mecanismos para la designación de los 
miembros de la directiva, garantizándose 
que en el mismo tengan participación los 
órganos del sector público vinculados con 
el objeto de la Fundación. La modificación 
de los estatutos de la Fundación no podrá 
hacerse sin la previa aprobación del órgano 
que ejerce el control estatutario.

Duración
Artículo 114. Las fundaciones del Es-
tado tendrán la duración que establezcan 
sus estatutos, pero podrán ser disueltas 
en cualquier momento por la autoridad 
que la creó, cuando las circunstancias así 
lo requieran.

Legislación
Artículo 115. Las fundaciones del Esta-
do se regirán por el Código Civil, el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica, y las demás normas 
aplicables; y sus empleados se regirán 
por la legislación laboral ordinaria.

Sección Cuarta
De las asociaciones y sociedades 

civiles del Estado

De las asociaciones y sociedades
civiles del Estado

Artículo 116. Serán asociaciones y socie-
dades civiles del Estado aquellas en las que 
la República o sus entes descentralizados 
funcionalmente posean más del cincuenta 
por ciento de las cuotas de participación, y 
aquellas conformadas en la misma propor-
ción por aporte de los mencionados entes, 
siempre que tales aportes hubiesen sido 
efectuados en calidad de socio o miembro. 

Creación
Artículo 117. La creación de las asocia-
ciones y sociedades civiles del Estado de-
berá ser autorizada por la Presidenta o Pre-
sidente de la República mediante Decreto. 
Adquirirán personalidad jurídica con la pro-
tocolización de su Acta Constitutiva en la 
Oficina del Registro Subalterno correspon-
diente a su domicilio, donde se archivará un 
ejemplar auténtico de sus Estatutos y de la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela, donde aparezca publicado el 
Decreto que autorice la creación.

A las asociaciones y sociedades civiles del 
Estado le será aplicable lo establecido en 

los artículos que regulan a las fundaciones 
del estado en cuanto a obligatoriedad de 
publicación en los documentos, señala-
miento del valor de los bienes patrimonia-
les, duración y legislación.

Sección Quinta
Del control sobre los órganos 

desconcentrados y sobre 
los entes descentralizados 

funcionalmente

Atribuciones de la Presidenta 
o Presidente de la República

Artículo 118. La Presidenta o Presidente 
de la República en Consejo de Ministros 
decretará la adscripción de los institutos, 
empresas, fundaciones, asociaciones y 
sociedades civiles del Estado. Dicho De-
creto podrá: 

1. �Determinar el órgano o ente de adscripción, 
en los casos en que ello no se encuentre 
previsto en la ley o acto jurídico de creación 
del ente descentralizado funcionalmente.

2. �Variar la adscripción del ente descentra-
lizado funcionalmente que se encuentre 
prevista en su correspondiente ley o 
acto jurídico de creación, de acuerdo 
a las reformas que tengan lugar en la 
organización ministerial, y atendiendo, 
en especial, a la creación o supresión de 
los ministerios o cambios en sus res-
pectivas competencias.

3. �Variar la adscripción de las acciones de 
uno a otro órgano o transferir sus ac-
ciones a un instituto, o a otro ente des-
centralizado funcionalmente.
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4. �Fusionar empresas del Estado y trans-
formar en éstas o en servicios descon-
centrados sin personalidad jurídica, 
las fundaciones del Estado que estime 
conveniente. 

Adscripción
Artículo 119. Todo ente descentralizado 
funcionalmente se adscribirá a un deter-
minado órgano o ente de la Administra-
ción Pública, a los efectos del ejercicio del 
control correspondiente. 

Atribuciones
de los órganos de adscripción 

Artículo 120. El Vicepresidente o Vicepre-
sidenta de la República, los vicepresidentes o 
vicepresidentas sectoriales, los ministros u 
otros órganos o entes de control, nacionales, 
estadales, de los distritos metropolitanos o 
municipales, respecto de los entes descentra-
lizados funcionalmente que le estén adscritos, 
tienen las siguientes atribuciones:

1. �Definir la política a desarrollar por tales 
entes, a cuyo efecto formularán las di-
rectivas generales que sean necesarias.

2. �Ejercer permanentemente funciones 
de coordinación, supervisión y control 
conforme a los lineamientos de la plani-
ficación centralizada.

3. �Nombrar los presidentes de institutos 
públicos, institutos autónomos y demás 
entes descentralizados.

4. �Evaluar en forma continua el desem-
peño y los resultados de su gestión e 
informar oportunamente a la Presidenta 

o Presidente de la República, goberna-
dora o gobernador, alcaldesa o alcalde, 
según corresponda.

5. �Ser informado permanentemente acerca 
de la ejecución de los planes, y requerir 
dicha información cuando lo considere 
oportuno.

6. �Proponer a la Presidenta o Presidente 
de la República, gobernadora o gober-
nador, alcaldesa o alcalde, según co-
rresponda, las reformas necesarias a 
los fines de modificar o eliminar entes 
descentralizados funcionalmente que le 
estuvieren adscritos, de conformidad 
con la normativa aplicable.

7. �Velar por la conformidad de las actua-
ciones de  sus entes descentralizados 
funcionalmente que le estén adscritos, 
a los lineamientos, políticas y planes 
dictados conforme a la planificación 
centralizada.

8. �Las demás que determinen las leyes 
nacionales, estadales, las ordenanzas y 
los reglamentos.

Cuando la adscripción de un ente descen-
tralizado funcionalmente se realice a otro 
ente del mismo tipo, la máxima autoridad 
del ente tutelar por adscripción deberá 
rendir cuentas al titular del órgano supe-
rior al cual se encuentra adscrito, sobre el 
ejercicio de las atribuciones contenidas en 
el presente artículo, a los fines de garan-
tizar la unidad en el ejercicio del control 
correspondiente por parte de los órganos 
superiores de la Administración Pública.

Obligatoriedad de publicación
Artículo 121. En el mes de enero de cada 
año, los ministerios y órganos de adscrip-
ción nacionales, estadales, de los distritos 
metropolitanos o municipales publicarán 
en la Gaceta Oficial de la República Boliva-
riana de Venezuela o en el medio oficial que 
corresponda, la lista de los entes descen-
tralizados adscritos o bajo su tutela, con in-
dicación del monto de la participación, si se 
tratare de una empresa del Estado, y de la 
conformación de su patrimonio si se tratare 
de un instituto público, instituto autónomo 
o una fundación del Estado. Igualmente in-
dicarán los entes que se hallen en proceso 
de privatización o de liquidación.

Indicadores de gestión
Artículo 122. El ministerio u órgano 
de control nacional, estadal, del distrito 
metropolitano o municipal, a cargo de 
la coordinación y planificación, bajo los 
lineamientos del órgano competente en 
materia de planificación determinará los 
indicadores de gestión aplicables para la 
evaluación del desempeño institucional 
de los órganos desconcentrados y entes 
descentralizados funcionalmente, de con-
formidad con el reglamento respectivo.

Como instrumento del control de tutela so-
bre el desempeño institucional, se suscri-
birán compromisos de gestión, de confor-
midad con el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, entre entes 
descentralizados funcionalmente y el res-
pectivo ministerio u órgano de adscripción 
nacional, estadal, del distrito metropolitano 
o municipal, según el caso.

Representación en empresas,
fundaciones y asociaciones

civiles del Estado 
Artículo 123. La Vicepresidenta Ejecutiva 
o el  Vicepresidente Ejecutivo, la vicepresi-
denta sectorial o vicepresidenta sectorial, 
la ministra o ministro del Poder Popular, 
u órgano de adscripción nacional, esta-
dal, del distrito metropolitano o municipal 
respectivo ejercerá, según corresponda, la 
representación de la República, del estado, 
del distrito metropolitano o del municipio 
respectivo, en la asamblea de accionistas 
u órganos correspondientes de las empre-
sas, fundaciones y asociaciones civiles del 
Estado que se encuentren bajo su tutela.

Información de los entes
descentralizados sobre

participaciones accionarias
Artículo 124. Los entes descentralizados 
funcionalmente deberán informar al minis-
terio u órgano de adscripción nacional, es-
tadal, del distrito metropolitano o municipal 
acerca de toda participación accionaria que 
suscriban y de los resultados económicos 
de la misma. 

Los administradores de los entes des-
centralizados funcionalmente remitirán 
anualmente a los ministerios u órganos de 
adscripción nacional, estadal, del distrito 
metropolitano o municipal correspondien-
tes el informe y cuenta de su gestión. 

Incorporación de bienes
Artículo 125. La República, los estados, 
los distritos metropolitanos y los muni-
cipios podrán incorporar determinados 
bienes a un ente descentralizado funcio-



44  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  45

nalmente, sin que dicho ente adquiera la 
propiedad. En tales casos, el ente queda 
obligado a utilizarlos exclusivamente para 
los fines que determinen los titulares de la 
propiedad.

En los casos de incorporación de bienes 
a entes descentralizados funcionalmente, 
éstos podrán conservar su calificación ju-
rídica originaria.

Intervención
Artículo 126. La Presidenta o Presidente 
de la República, gobernadora o goberna-
dor, alcaldesa o alcalde, según correspon-
da, podrá decidir la intervención de un ins-
tituto público, instituto autónomo, funda-
ción del Estado, empresa del Estado, aso-
ciación o sociedad civil del Estado, o algún 
otro ente descentralizado, cuando existan 
razones que lo justifiquen, sin perjuicio de 
lo establecido en leyes especiales.

Requisitos del acto de intervención 
Artículo 127. La intervención a que se 
refiere el artículo anterior, se decidirá me-
diante acto que se publicará en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Vene-
zuela o en el medio de publicación oficial 
correspondiente. Dicho acto contendrá el 
lapso de duración de la intervención y los 
nombres de las personas que formarán 
parte de la junta interventora. 

Junta interventora
Artículo 128. La junta interventora pro-
cederá a redactar y ejecutar uno o varios 
presupuestos sucesivos tendentes a sol-
ventar la situación, cumpliendo al efecto lo 
preceptuado en la legislación presupues-

taria. Su actuación se circunscribirá estric-
tamente a realizar los actos de administra-
ción necesarios para mantener la conti-
nuidad de las atribuciones o actividades a 
cargo del ente intervenido, proveyendo al 
cumplimiento de sus obligaciones y adop-
tando las medidas conducentes a evitarle 
cualquier perjuicio. 

Resultados de la junta interventora 
Artículo 129. La ministra o ministro u 
órgano de adscripción nacional, estadal, 
del distrito metropolitano o municipal, 
examinará los antecedentes que hayan 
motivado la intervención y, de acuerdo 
con sus resultados, procederá a remitir a 
los órganos competentes, los documentos 
necesarios con el objeto de determinar la 
responsabilidad penal, civil, administrativa 
o disciplinaria de los integrantes de los ór-
ganos de dirección y administración.

Cesación de la junta interventora
Artículo 130. La gestión de la junta in-
terventora cesará tan pronto haya logrado 
rehabilitar el patrimonio del intervenido.

El acto respectivo de la Presidenta o Pre-
sidente de la República, gobernadora o 
gobernador, alcaldesa o alcalde, según 
corresponda, que restituya el régimen 
normal, dispondrá lo procedente respecto 
a la integración de los órganos directivos. 

Supresión y liquidación
de las empresas 

y fundaciones del Estado
Artículo 131. La Presidenta o Presidente 
de la República, gobernadora o goberna-
dor, alcaldesa o alcalde, según correspon-

da, decidirá la supresión y liquidación de 
las empresas y fundaciones del Estado, y 
designará a las personas encargadas de 
ejecutarlas y las reglas que estime nece-
sarias a tales fines.

La personalidad jurídica subsistirá a los 
exclusivos efectos de su liquidación, hasta 
el final de ésta.

CAPÍTULO III
De las Misiones

Misiones
Artículo 132. La Presidenta o Presidente 
de la República en Consejo de Ministros, 
cuando circunstancias especiales lo ame-
riten, podrá crear misiones destinadas a 
atender a la satisfacción de las necesida-
des fundamentales y urgentes de la po-
blación, las cuales estarán bajo la rectoría 
de las políticas aprobadas conforme a la 
planificación centralizada. 

El instrumento jurídico de creación de la 
respectiva misión determinará el órgano 
o ente de adscripción o dependencia, for-
mas de financiamiento, funciones y con-
formación del nivel directivo encargado 
de dirigir la ejecución de las actividades 
encomendadas.

 
TÍTULO V

DE LOS COMPROMISOS
DE GESTIÓN

Los compromisos de gestión
Artículo 133. Los compromisos de 
gestión son convenios celebrados entre 

órganos superiores de dirección y órga-
nos o entes de la Administración Pública 
entre sí, o celebrados entre aquellos y los 
Consejos Comunales o las comunidades 
organizadas y organizaciones públicas 
no estatales, de ser el caso, mediante los 
cuales se establecen compromisos para la 
obtención de determinados resultados en 
los respectivos ámbitos de competencia, 
así como las condiciones para su cumpli-
miento, como contrapartida al monto de 
los recursos presupuestarios asignados. 

Fundamento de los compromisos 
de gestión

Artículo 134. Los compromisos de ges-
tión servirán de fundamento para la eva-
luación del desempeño y la aplicación de 
un sistema de incentivo y sanciones de 
orden presupuestario, en función del des-
empeño institucional. La evaluación del 
desempeño institucional deberá atender a 
los indicadores de gestión que establezcan 
previamente los órganos y entes de la Ad-
ministración Pública Nacional, de común 
acuerdo con el Vicepresidente Ejecutivo o 
Vicepresidenta Ejecutiva. 

Aspectos que deben
determinar y regular

los compromisos de gestión 
Artículo 135. Los compromisos de ges-
tión determinarán y regularán, en cada caso, 
por lo menos, los siguientes aspectos:

1. �La finalidad del órgano desconcentrado, 
ente descentralizado funcionalmente, 
comunidades organizadas u organizacio-
nes públicas no estatales, de ser el caso, 
con el cual se suscribe.
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2. �Los objetivos, metas y resultados, con 
sus respectivos indicadores de desem-
peño, que se prevé alcanzar durante la 
vigencia del compromiso nacional de 
gestión.

3. �Los plazos estimados para el logro de 
los objetivos y metas.

4. �Las condiciones organizacionales.

5. �Los beneficios y obligaciones de los ór-
ganos y entes de la Administración Pú-
blica y de las comunidades organizadas 
y organizaciones públicas no estatales 
encargados de la ejecución.

6. �Las facultades y compromisos del órga-
no o ente de control.

7. �La transferencia de recursos en relación 
con el cumplimiento de las metas fijadas.

8. �Los deberes de información de los órga-
nos o entes de la Administración Pública, 
o las comunidades organizadas u organi-
zaciones públicas no estatales encargadas 
de la ejecución.

9. �Los criterios e instrumentos de evalua-
ción del desempeño institucional.

10. �Los incentivos y restricciones finan-
cieras institucionales e individuales de 
acuerdo al resultado de la evaluación, 
de conformidad con las pautas que es-
tablezca el respectivo reglamento de la 
presente Ley.

Los compromisos de gestión
sobre condicionamiento 

de transferencias presupuestarias
a entidades descentralizadas

funcionalmente
Artículo 136. La República, por órgano 
de los ministerios de adscripción, bajo la 
coordinación de la Vicepresidencia de la Re-
pública, podrá condicionar las transferencias 
presupuestarias a las entidades descentrali-
zadas funcionalmente, cuya situación finan-
ciera, de conformidad con la correspon-
diente evaluación por parte de los órganos 
de control interno, no permita cumplir de 
manera eficiente y eficaz su objetivo. 

Dichas condiciones serán establecidas en 
un compromiso de gestión, en el cual se 
determinarán los objetivos y los progra-
mas de acción con el fin de garantizar el 
restablecimiento de las condiciones orga-
nizacionales, funcionales y técnica para el 
buen desempeño del ente, de conformidad 
con los objetivos y funciones señalados en 
la norma de creación y con las políticas de 
gobierno. 

Modalidades de 
los compromisos de gestión 

Artículo 137. Los compromisos de 
gestión podrán adoptar las siguientes 
modalidades:

1. �Compromisos de gestión sectorial, ce-
lebrados entre el Vicepresidente Ejecu-
tivo o Vicepresidenta Ejecutiva y los mi-
nistros o ministras del ramo respectivo.

2. �Compromisos de gestión territorial, 
celebrados entre el Vicepresidente Eje-

cutivo o la Vicepresidenta Ejecutiva y 
los gobernadores o gobernadoras de 
estado.

3. �Compromisos de gestión de servicios 
públicos, celebrados entre el Vicepre-
sidente Ejecutivo o la Vicepresidenta 
Ejecutiva, el ministro o ministra de 
adscripción y la autoridad máxima del 
órgano o ente adscrito responsable de 
prestar el servicio.

4. �Compromisos de gestión con comu-
nidades organizadas u organizaciones 
públicas no estatales, celebrados entre 
el Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepre-
sidenta Ejecutiva, el ministro o ministra 
del ramo afín al servicio prestado y la o 
las autoridades del servicio público no 
estatal, definido en los términos que es-
tablece la presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

El reglamento respectivo determinará los 
contenidos específicos de cada una de las 
modalidades de compromisos de gestión. 

Formalidades de 
los compromisos de gestión

Artículo 138. Los compromisos de ges-
tión se entenderán perfeccionados con la 
firma del Vicepresidente Ejecutivo o Vice-
presidenta Ejecutiva y la de los ministros 
o ministras de los despachos con compe-
tencia en materia de finanzas públicas y de 
planificación y desarrollo.

Los compromisos de gestión serán de 
conocimiento público y entrarán en vigen-
cia a partir de su publicación en la gaceta 

Oficial de la República Bolivariana de Ve-
nezuela, a los fines de permitir el control 
social sobre la gestión pública.

TÍTULO VI
DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL

EN LA GESTIÓN PÚBLICA

Promoción de la
participación ciudadana

Artículo 139. Los órganos y entes de la 
Administración Pública promoverán la par-
ticipación ciudadana en la gestión pública.

Las personas podrán, directamente o a 
través de las comunidades organizadas, 
presentar propuestas y formular opiniones 
sobre la gestión de los órganos y entes de 
la Administración Pública, así como parti-
cipar en la elaboración de los instrumen-
tos de contenido normativo.

Los órganos y entes públicos llevarán un re-
gistro de las comunidades organizadas cuyo 
objeto se refiera al sector correspondiente.

Procedimiento para la consulta
de regulaciones sectoriales

Artículo 140. Cuando los órganos o en-
tes públicos, en su rol de regulación sec-
torial, propongan la adopción de normas 
reglamentarias o de otra jerarquía, debe-
rán iniciar el correspondiente proceso de 
consulta pública y  remitir el anteproyecto 
a las comunidades organizadas. En el ofi-
cio de remisión del anteproyecto corres-
pondiente se indicará el lapso durante el 
cual se recibirán por escrito las observa-
ciones, el cual comenzará a correr a partir 



48  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  49

del décimo día hábil siguiente a la entrega 
del anteproyecto correspondiente.

Paralelamente a ello, el órgano o ente pú-
blico correspondiente difundirá a través de 
cualquier medio de comunicación el ini-
cio del proceso de consulta indicando su 
duración. De igual manera lo informará a 
través de su página en internet, en la cual 
se expondrá el o los documentos sobre los 
cuales verse la consulta.

Durante el proceso de consulta cualquier 
persona puede presentar por escrito sus 
observaciones y comentarios sobre el co-
rrespondiente anteproyecto.

Una vez concluido el lapso de recepción de 
las observaciones, el órgano o ente público 
podrá fijar una fecha para que sus funcio-
narias o funcionarios, especialistas en la 
materia que sean convocados y las comuni-
dades organizadas intercambien opiniones, 
hagan preguntas, realicen observaciones y 
propongan adoptar, desechar o modificar 
el anteproyecto propuesto o considerar un 
anteproyecto nuevo.

El resultado del proceso de consulta ten-
drá carácter participativo no vinculante.

La nulidad como consecuencia
 de la aprobación de normas no

 consultadas y su excepción
Artículo 141. El órgano o ente público no 
podrá aprobar normas para cuya resolu-
ción sea competente, ni remitir a otra ins-
tancia proyectos normativos que no sean 
consultados, de conformidad con el artí-
culo anterior. Las normas que sean apro-

badas por los órganos o entes públicos o 
propuestas por éstos a otras instancias 
serán nulas de nulidad absoluta si no han 
sido consultadas según el procedimiento 
previsto en el presente Título. 

En caso de emergencia manifiesta, por 
fuerza de la obligación del Estado en la se-
guridad y protección de la sociedad o en 
los casos de legislación excepcional pre-
vistos en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, la Presidenta o 
Presidente de la República, gobernadora o 
gobernador, alcaldesa o alcalde, según co-
rresponda, podrá autorizar la aprobación 
de normas sin la consulta previa. En este 
caso, las normas aprobadas serán consul-
tadas seguidamente bajo el mismo proce-
dimiento a las comunidades organizadas; 
el resultado de la consulta deberá ser 
considerado por la instancia que aprobó la 
norma y éstas podrán ratificarla, modifi-
carla o eliminarla.

Obligación
de informar a la población 

Artículo 142. La Administración Pública 
deberá establecer sistemas que suminis-
tren a la población la más amplia, oportuna 
y veraz información sobre sus actividades, 
con el fin de ejercer el control social so-
bre la gestión pública. Cualquier persona 
puede solicitar de los órganos y entes de 
la Administración Pública la información 
que considere necesaria para el ejercicio 
del control social sobre la actividad de és-
tos de conformidad y con las excepciones 
establecidas en la legislación vigente.

Obligación de información
a las personas

Artículo 143. Todos los órganos y entes 
de la Administración Pública mantendrán 
permanentemente actualizado y a dis-
posición de las personas, en las unida-
des de información correspondientes, el 
esquema de su organización y la de los 
órganos dependientes o entes adscritos, 
así como guías informativas sobre los 
procedimientos administrativos, servi-
cios y prestaciones aplicables en el ám-
bito de su competencia.

TÍTULO VII
DE LOS ARCHIVOS Y REGISTROS
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO I
Del Sistema Nacional de Archivo

Órgano de archivo
Artículo 144. A los efectos del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica se entiende por órgano de archi-
vo, al ente o unidad administrativa del Es-
tado que tiene bajo su responsabilidad la 
custodia, organización, conservación, va-
loración, desincorporación y transferencia 
de documentos oficiales sea cual fuere su 
fecha, forma y soporte material, pertene-
cientes al Estado o aquellos que se derivan 
de la prestación de un servicio público.

Objetivo
Artículo 145. El objetivo esencial de los 
órganos de archivo del Estado es el de 
conservar y disponer de la documentación 
de manera organizada, útil, confiable y 

oportuna, de forma tal que sea recupera-
ble para uso del Estado, en servicio de las 
personas y como fuente de la historia.

Finalidad
Artículo 146. En cada órgano o ente de la 
Administración Pública habrá un órgano de 
archivo con la finalidad de valorar, seleccio-
nar, desincorporar y transferir a los archi-
vos intermedios o al Archivo General de la 
Nación, según sea el caso, los documentos, 
expedientes, gacetas y demás publicacio-
nes que deban ser archivadas conforme al 
reglamento respectivo.

Deberes del Estado
Artículo 147. El Estado creará, organiza-
rá, preservará y ejercerá el control de sus 
archivos y propiciará su modernización y 
equipamiento para que cumplan la función 
probatoria, supletoria, verificadora, técni-
ca y testimonial. 

Archivo General de la Nación
Artículo 148. El Archivo General de la 
Nación es el órgano de la Administración 
Pública Nacional responsable de la crea-
ción, orientación y coordinación del Sis-
tema Nacional de Archivos y tendrá bajo 
su responsabilidad velar por la homoge-
neización y normalización de los procesos 
de archivos, promover el desarrollo de los 
centros de información, la salvaguarda del 
patrimonio documental y la supervisión de 
la gestión archivística en todo el territorio 
nacional. 

Sistema Nacional de Archivos
Artículo 149. Integran el Sistema Na-
cional de Archivos: el Archivo General de 
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la Nación y los órganos de archivo de los 
órganos y entes del Estado.

Los órganos o entes integrantes del Sis-
tema Nacional de Archivos, de acuerdo 
con sus funciones, llevarán a cabo los 
procesos de planeación, programación y 
desarrollo de acciones de asistencia téc-
nica, ejecución, control y seguimiento, 
correspondiéndole al Archivo General de 
la Nación coordinar la elaboración y eje-
cución del Plan Nacional de Desarrollo 
Archivístico.

Plan Nacional de Desarrollo
Archivístico

Artículo 150. El Plan Nacional de De-
sarrollo Archivístico se incorporará a los 
planes de la Nación y se podrá elaborar 
con la participación y cooperación de las 
universidades con carreras en el campo de 
la archivología. 

Naturaleza de la
documentación administrativa

Artículo 151. La documentación admi-
nistrativa e histórica de la Administración 
Pública es producto y propiedad del Es-
tado, éste ejercerá el pleno control sobre 
los fondos documentales existentes en los 
archivos, no siendo susceptibles de enaje-
nación. Los órganos y entes de la Adminis-
tración Pública podrán contratar servicios 
de custodia, organización, reprografía, di-
gitalización y conservación de documentos 
de archivos; igualmente podrá contratar la 
administración de archivos y fondos do-
cumentales históricos con universidades 
nacionales e instituciones de reconocida 
solvencia académica e idoneidad. 

Incorporación
de nuevas tecnologías

Artículo 152. Los órganos y entes de la 
Administración Pública podrán incorpo-
rar tecnologías y emplear cualquier medio 
electrónico, informático, óptico o telemáti-
co para el cumplimiento de sus fines. Los 
documentos reproducidos por los citados 
medios gozarán de la misma validez y efica-
cia del documento original, siempre que se 
cumplan los requisitos exigidos por la ley 
y se garantice la autenticidad, integridad e 
inalterabilidad de la información.

Prohibición de destrucción 
de documentos de valor histórico

Artículo 153. Los documentos que po-
sean valor histórico no podrán ser destrui-
dos, aun cuando hayan sido reproducidos 
o almacenados mediante cualquier medio. 
La violación de esta prohibición acarreará 
las sanciones que establezca la ley.

Transferencia de archivos
Artículo 154. Los órganos y entes de la 
Administración Pública que se supriman o 
fusionen entregarán sus archivos y fondos 
documentales a los órganos o entes que 
asuman sus funciones o, en su caso, al 
Archivo General de la Nación. Los órganos 
o entes de la Administración Pública que 
sean objeto de privatización transferirán 
copia de sus documentos históricos al Ar-
chivo General de la Nación. 

Remisión reglamentaria
Artículo 155. Las características especí-
ficas de los archivos de gestión, la obliga-
toriedad de la elaboración y adopción de 
tablas de retención documental en razón 

de las distintas cronologías documentales 
y el tratamiento que recibirán los docu-
mentos de los registros públicos, notarías 
y archivos especiales de la Administración 
Pública, se determinarán mediante Regla-
mento. Asimismo, se reglamentará lo con-
cerniente a los documentos producidos 
por los consejos comunales, comunida-
des organizadas o entidades privadas que 
presten servicios públicos.

Visitas e inspecciones
Artículo 156 El Archivo General de la Na-
ción podrá, de oficio o a solicitud de parte, 
realizar visitas de inspección a los archi-
vos de los órganos y entes del Estado, así 
como a los prestadores de servicios públi-
cos, con el fin de verificar el cumplimiento 
de lo dispuesto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica y el 
respectivo Reglamento.

Control y vigilancia
de documentos de interés histórico 
Artículo 157. El Estado, a través del 
Archivo General de la Nación, ejercerá 
control y vigilancia sobre los documen-
tos declarados de interés histórico cuyos 
propietarios, tenedores o poseedores sean 
personas naturales o jurídicas de carácter 
privado.

Cuando el ministerio de adscripción consi-
dere que se trata de documentos históricos 
sobre los que no exista constancia de que 
han sido ofrecidos en venta a la Nación y 
de que ha quedado copia en el Archivo Ge-
neral de la Nación, podrá ejecutar medidas 
tendentes a impedir su salida del país, aún 
cuando fuere de propiedad particular.

Toda persona que descubra documentos 
históricos, una vez acreditado el derecho 
que a ellos tiene la República, recibirá el 
resarcimiento correspondiente de confor-
midad con el reglamento respectivo. 

Serán nulas las enajenaciones o negocia-
ciones que contravengan lo dispuesto en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica, y los que las efec-
túen o conserven en su poder sin causa 
legítima, serán sancionados de conformi-
dad con la ley.

Declaratoria de interés público
Artículo 158. Son de interés público 
los documentos y archivos del Estado. 
Sin perjuicio del derecho de propiedad y 
siguiendo el procedimiento que se esta-
blezca al efecto por el reglamento respec-
tivo, podrán declararse de interés público 
documentos privados y, en tal caso, for-
marán parte del patrimonio documental 
de la Nación. Las personas poseedoras 
o tenedoras de documentos declarados 
de interés público, no podrán trasladar-
los fuera del territorio nacional sin previa 
autorización del Archivo General de la Na-
ción, ni transferir su propiedad, posesión 
o tenencia a título oneroso o gratuito, sin 
previa información escrita al mismo. El 
Ejecutivo Nacional, por medio de Regla-
mento respectivo, establecerá las medidas 
de estímulo al desarrollo de los archivos 
privados declarados de interés público.

El Estado venezolano tiene derecho de 
preferencia para la adquisición, de dichos 
documentos y su ejercicio se estable-
cerá en un término de dos (02) años, el 
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incumplimiento de esta norma acarreara 
la nulidad de la venta o disposiciones de 
documento.

CAPÍTULO II
Del Derecho de Acceso
a Archivos y Registros 

de la Administración Pública

Derecho de acceso
Artículo 159. Toda persona tiene el de-
recho de acceder a los archivos y registros 
administrativos, cualquiera que sea la forma 
de expresión o el tipo de soporte material en 
que figuren, salvo las excepciones estableci-
das en la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela y en la ley que regule la 
materia de clasificación de documentos de 
contenido confidencial o secreto.

Ejercicio del derecho de acceso
Artículo 160. El derecho de acceso a los 
archivos y registros de la Administración Pú-
blica será ejercido por las personas de forma 
que no se vea afectada la eficacia del funcio-
namiento de los servicios públicos, debiéndo-
se a tal fin, formular petición individualizada 
de los documentos que se desee consultar, 
sin que quepa, salvo para su consideración 
con carácter potestativo, formular solicitud 
genérica sobre una materia o conjunto de 
materias. No obstante, cuando los solicitantes 
sean investigadores que acrediten un interés 
histórico, científico o cultural relevante, se po-
drá autorizar el acceso directo de aquellos a la 
consulta de los expedientes.

Contenido del derecho de acceso 
Artículo 161. El derecho de acceso a los 
archivos y registros conllevará el de ob-

tener copias simples o certificadas de los 
mismos, previo pago o cumplimiento de 
las formalidades que se hallen legalmente 
establecidas.

Publicaciones
Artículo 162. Será objeto de periódica 
publicación la relación de los documentos 
que estén en poder de la Administración 
Pública sujetos a un régimen de especial 
publicidad.

Serán objeto de publicación regular las 
instrucciones y respuestas a consultas 
planteadas por las personas u otros órga-
nos administrativos que comporten una 
interpretación del derecho positivo o de los 
procedimientos vigentes, a efectos de que 
puedan ser alegadas por las personas en 
su relación con la  Administración Pública.

Registros de documentos 
presentados por las personas 

Artículo 163. Los órganos o entes admi-
nistrativos llevarán un registro general en 
el que se hará el correspondiente asiento 
de todo escrito o comunicación que sea 
presentado o que se reciba en cualquier 
unidad administrativa propia. También se 
anotará la salida de los escritos y comu-
nicaciones oficiales dirigidas a otros órga-
nos o personas.

El archivo de los escritos y comunicacio-
nes deberá efectuarse de manera tal que 
se mantengan todos los documentos re-
lacionados con determinado asunto en un 
mismo expediente, pudiendo auxiliarse de 
medios electrónicos.

Creación de registros
Artículo 164. Los órganos o entes po-
drán crear en las unidades administrativas 
correspondientes de su propia organiza-
ción, otros registros con el fin de facilitar 
la presentación de escritos y comunicacio-
nes. Estos serán auxiliares del registro ge-
neral, al que comunicarán toda anotación 
que efectúen.

Los asientos se anotarán respetando el or-
den temporal de recepción o salida de los 
escritos y comunicaciones, e indicarán la 
fecha de la recepción o salida.

Concluido el trámite de registro, los es-
critos y comunicaciones serán cursados 
sin dilación a sus destinatarios y a las 
unidades administrativas correspondien-
tes desde el registro en que hubiesen sido 
recibidas.

Soporte informático 
Artículo 165. Los registros que la Admi-
nistración Pública establezca para la recep-
ción de escritos y comunicaciones de los 
particulares o de órganos o entes, deberán 
instalarse en un soporte informático.

El sistema garantizará la constancia en 
cada asiento que se practique, de un nú-
mero, epígrafe expresivo de su naturale-
za, fecha de entrada, fecha y hora de su 
presentación, identificación del interesa-
do, órgano administrativo remitente, si 
procede, y persona u órgano o ente ad-
ministrativo al que se envía y, en su caso, 
referencia al contenido del escrito o comu-
nicación que se registra.

Asimismo, el sistema garantizará la inte-
gración informática en el registro general 
de las anotaciones efectuadas en los res-
tantes registros del órgano o ente.

Lugar de presentación
de documentos

Artículo 166. Las solicitudes, escritos y 
comunicaciones que las personas dirijan a 
los órganos y entes de la Administración 
Pública podrán presentarse:

1. �En la unidad correspondiente de los ór-
ganos y entes administrativos a que se 
dirijan.

2. �En las oficinas de correo en la forma 
que reglamentariamente se establezca.

3. �En las representaciones diplomáticas o 
delegaciones consulares de República 
Bolivariana de Venezuela.

4. �En cualquier otro que establezca la ley.

A los fines previstos en este artículo po-
drán hacerse efectivos, por medio alguno, 
como giro postal o telegráfico, o mediante 
transferencia dirigida a la oficina pública 
correspondiente, cualquier tributo que 
haya que satisfacer en el momento de la 
presentación de solicitudes y escritos a la 
Administración Pública.

Información sobre horario
Artículo 167. Cada órgano o ente de la 
Administración Pública establecerá los 
días y el horario en que deban permane-
cer abiertas sus oficinas, garantizando el 
derecho de las personas a la presentación 
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de documentos previstos en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica. 

La Administración Pública deberá hacer 
pública y mantener actualizada una re-
lación de sus oficinas, sus sistemas de 
acceso y comunicación, así como los ho-
rarios de funcionamiento. 

Remisión reglamentaria 
Artículo 168. El Reglamento respectivo 
determinará las funcionarias o funciona-
rios que tendrán acceso directo a los do-
cumentos, archivos y registros adminis-
trativos de la Administración Pública. 

Para la consulta por otras funcionarias o 
funcionarios o  personas de los documen-
tos, archivos y registros administrativos 
que hayan sido expresamente declarados 
como confidenciales o secretos, deberá 
requerirse autorización del órgano superior 
respectivo, de conformidad con la ley que 
regule la materia de clasificación de conte-
nido confidencial o secreto.

Limitaciones de exhibición
o inspección judicial 

Artículo 169. La autoridad judicial podrá 
acordar la copia, exhibición o inspección 
de determinado documento, expediente, 
libro o registro administrativo y se ejecu-
tará la providencia, a menos que la auto-
ridad competente hubiese resuelto con 
anterioridad otorgarle al documento, libro, 
expediente o registro la clasificación como 
secreto o confidencial por  afectar la es-
tabilidad del Estado y de las instituciones 
democráticas, el orden constitucional o en 

general el interés nacional, de conformi-
dad con la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela y las leyes que 
regulen la materia de clasificación de con-
tenido confidencial o secreto. 

Prohibición
Artículo 170. Se prohíbe a las funcio-
narias y funcionarios públicos conservar 
para sí documentos de los archivos de la 
Administración Pública y publicar copia de 
ellos por cualquier medio sin autorización 
del órgano superior respectivo. 

Expedición de copias certificadas
Artículo 171. Todo aquel que presentare 
petición o solicitud ante la Administración 
Pública tendrá derecho a que se le expida 
copia certificada del expediente o de sus 
documentos, de conformidad con la Cons-
titución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela y la ley respectiva.

Prohibición de expedición
de copias certificadas

 de documentos y expedientes
secretos o confidenciales

Artículo 172. Las copias certificadas que 
solicitaren los interesados y las autoridades 
competentes se expedirán por la funcio-
naria o funcionario correspondiente, salvo 
que los documentos y expedientes hubie-
sen sido previa y formalmente declarados 
secretos o confidenciales de conformidad 
con las leyes que regulen la materia.

Prohibición de expedición
de certificaciones de mera relación
Artículo 173. Se prohíbe la expedición 
de certificaciones de mera relación, en-

tendidas como aquellas que sólo tengan 
por objeto hacer constar el testimonio u 
opinión del funcionario declarante sobre 
algún hecho o dato de su conocimiento de 
los contenidos en el expediente archiva-
dos o en curso. 

Procedimiento especial
para la expedición

de copias certificadas
Artículo 174. Para expedir copias certi-
ficadas por procedimientos que requieran 
del conocimiento y de la intervención de 
técnicos, el órgano superior respectivo 
nombrará un experto para ejecutar la co-
pia, quién deberá prestar juramento de 
cumplir fielmente su cometido, antes de 
realizar el trabajo.

Los honorarios del experto, de ser nece-
sario, se fijarán previamente en acto, ve-
rificado ante el funcionario o funcionaria 
correspondiente y serán por cuenta del 
solicitante, quien deberá consignarlos de 
conformidad con el Reglamento respectivo.

Los gastos y derechos que ocasione la ex-
pedición de copias certificadas, conforme 
a lo establecido en los artículos anteriores, 
serán por cuenta de los interesados.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única. Se deroga el Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la 
Administración Pública, publicada en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivaria-
na de Venezuela Nº 5.890 Extraordinario, 
de fecha 31 de julio de dos mil ocho, así 
como todas las disposiciones legales y re-

glamentarias que colidan con el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica.

DISPOSICION TRANSITORIA

Única. En el lapso de un año contado a 
partir de la publicación del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica, la Administración Pública debe 
dictar los instrumentos correspondientes 
a los fines de adaptar la estructura, orga-
nización y funcionamiento de sus órganos 
y entes, a las previsiones en él contenidas.

DISPOSICION FINAL

Única. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, entrará 
en vigencia a partir de su publicación en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Dado en Caracas, a los diecisiete días 
del mes de noviembre de dos mil cator-
ce. Años 204° de la Independencia, 155° 
de la Federación y 15º de la Revolución 
Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS



2

REFORMA
LEY ORGÁNICA

PARA LA PLANIFICACIÓN
PÚBLICA Y POPULAR

Gaceta Oficial Extraordinaria de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.148 
18 de noviembre de 2014

Decreto Nº 1.406



  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  59

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA 
DE LA LEY ORGÁNICA DE PLANI-
FICACIÓN PÚBLICA Y POPULAR 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La planificación pública, popular y partici-
pativa como herramienta fundamental para 
la construcción de la nueva sociedad, se 
inspira en la doctrina de nuestro Libertador 
Simón Bolívar. El presente momento histó-
rico de las Cinco Revoluciones dentro de 
la Revolución, exige planificar de manera 
coherente y coordinadamente en función 
del desarrollo integral de la nación. Los 
objetivos del Plan de la Patria reclaman de 
nuevos instrumentos y mecanismos para 
planificar no contemplados en las norma-
tivas vigentes. El desarrollo de un Sistema 
de Planes y nuevas escalas de planificación 
territorial son parte del cometido.

La reforma elaborada a la Ley Orgánica 
de Planificación Pública y Popular, no ha 
sido general, sino solo enfocada en darle 
certeza a los elementos competenciales, 
y las escalas de planificación territorial; la 
planificación a escala nacional, regional, 
subregional, estadal, municipal y comu-
nal, enunciada en la presente propuesta, 
facilitará definir la estrategia del Estado 
para el seguimiento de las políticas inte-
grales en el territorio, considerando que el 
espacio geográfico al presentar caracterís-
ticas económicas, sociales, culturales, de 
conectividad, de identidad social y de rela-
ciones funcionales homogéneas, permiten 

ser más asertivos  en la implementación 
de políticas integrales.

Dentro de las innovadoras figuras de pla-
nificación territorial propuestas, se esta-
blece la escala subregional; siendo ésta 
un ámbito intermedio entre la Región y 
el Estado; facilitará impulsar el desarrollo 
integral con base a la armonización de sus 
potencialidades productivas, apalancadas 
en la inversión pública nacional y vincula-
da al poder popular, en aras de facilitar la 
transición al socialismo. La nueva escala 
homogeneizará la espacialización necesa-
ria para la creación de los Distritos Moto-
res, Zonas Económica Especiales, u otras 
figuras de gestión del territorio, a objeto 
de afianzar el desarrollo en zonas de inte-
rés estratégico del Estado. 

La precisión de las escalas territoriales, 
dará integridad al sistema de planificación 
pública, el ministerio con competencia en 
planificación propondrá la delimitación de 
las regiones y subregiones, respetando los 
parámetros históricos y funcionales perti-
nentes. El ministerio con competencia en 
planificación será de manera concreta, 
instrumento de apoyo y auxilio técnico a 
la Comisión Central de Planificación y al 
Ejecutivo Nacional en la formulación de 
los Planes de Desarrollo Regional, Subre-
gional, o aquellos atribuidos a los Distritos 
Motores o Zonas Económicas Especiales 
que se creen a proposición de este. 

De la misma forma es de destacar la clari-
ficación de los actores del Sistema Nacio-
nal de Planificación, asumiendo el rol fun-
damental del Jefe de Estado, así como de 
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nuevas instancias creadas como los Con-
sejos Presidenciales del Poder Popular. De 
la misma forma, se asumen con profun-
didad los planes sectoriales y espaciales; 
como componentes claves del desarrollo 
en lo concreto del Plan de la Nación. Final-
mente, la trascendencia de un sistema de 
formación así como las bases sincroniza-
das de proyectos y sistemas de inversión, 
seguimiento y la viabilidad de los mismos.

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad de 
lograr la mayor eficacia política y calidad revo-
lucionaria en la construcción del Socialismo, 
la refundación de la nación venezolana, basa-
do en principios humanistas, sustentado en 
condiciones morales y éticas que persiguen el 
progreso de la patria y del colectivo, por man-
dato del pueblo, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 226, de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela; y en 
ejercicio de las atribuciones que me confieren 
el último aparte del artículo 203 y los numera-
les 2 y 8 del artículo 236 ejusdem, en concor-
dancia con el literal “a” numeral 2 del artículo 
1° literal de la Ley que Autoriza al Presidente 
de la República para dictar Decretos con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley en las materias que 
se delegan, en Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA

DE LA LEY ORGÁNICA
DE PLANIFICACIÓN PÚBLICA

Y POPULAR 

Artículo 1º. Se modifica el artículo 4º, en 
la forma siguiente:

“Finalidades 
Artículo 4º. La planificación pública y popu-
lar tiene por finalidad:

1. �Establecer un Sistema Nacional de Plani-
ficación que permita el logro de los obje-
tivos estratégicos y metas contenidas en 
el Plan de Desarrollo Económico y Social 
de la Nación.

2. �Establecer un sistema de seguimiento 
eficiente y oportuno acorde al sistema de 
planes.

3. �Garantizar el óptimo desempeño insti-
tucional, así como los procesos de eva-
luación y emulación. 

4. �Ordenar, racionalizar y coordinar la ac-
ción pública en los distintos ámbitos y 
niveles político-territoriales de gobierno.

5. �Fortalecer la capacidad del Estado y del 
Poder Popular en función de los objeti-
vos estratégicos y metas contenidas en 
el Plan de Desarrollo Económico y Social 
de la Nación.

6. �Forjar un Estado transparente, eficaz, 
eficiente y efectivo.

7. �Fortalecer los mecanismos institucio-
nales para darle continuidad y sosteni-
bilidad a los planes de inversiones, así 
como las demás decisiones públicas 
relacionadas con el desarrollo del país.

8. �Fortalecer las capacidades estratégicas 
y rectoras del Estado y del Poder Po-
pular para la inversión de los recursos 
públicos.

9. �Garantizar la vinculación de la formulación 
y ejecución de los planes, con la progra-

mación presupuestaria y financiera, así 
como los aspectos organizacionales.

10. �Promover espacios para el ejercicio de 
la democracia, participativa y protagó-
nica, como base para la consolidación 
del estado social y de derecho.”

Artículo 2º. Se modifica el artículo 5º, en 
los siguientes términos:

“Definiciones
Artículo 5º. A los efectos del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
establecen las siguientes definiciones:

1. �Consejo de Planificación Comunal: Ins-
tancia destinada a la planificación inte-
gral dentro del área geográfica y pobla-
cional que comprende a una comuna, 
teniendo como tarea fundamental la ela-
boración del Plan de Desarrollo Comunal 
y de impulsar la coordinación, así como 
la participación ciudadana y protagónica 
en la formulación, ejecución, seguimien-
to, evaluación y control de dicho plan.

2. �Equidad territorial: Es la acción de plani-
ficación, destinada a lograr un desarrollo 
geográfico y geohumano equilibrado, 
con base en las necesidades y potencia-
lidades de cada región, para superar las 
contradicciones de orden social y eco-
nómico, apoyando especialmente a las 
regiones y comunidades de menor desa-
rrollo relativo, con el objeto de alcanzar 
el bienestar social integral.

3. �Evaluación de proyectos: Proceso por el 
cual se analizan los cambios generados 
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como consecuencia de la ejecución de 
un proyecto, a partir de la comparación 
entre la situación actual y el estado pre-
visto en su planificación; para medir si 
un proyecto ha logrado cumplir sus ob-
jetivos y metas, o requiera ajustes nece-
sarios para hacerlo.

4. �Plan: Instrumento de planificación pública 
que establece en forma sistemática y co-
herente las políticas, objetivos, estrategias 
y metas deseadas, en función de la visión 
estratégica, incorporando los proyectos, 
acciones y recursos que se aplicarán para 
alcanzar los fines establecidos.

5. �Planificación: Proceso de formulación de 
planes y proyectos con vista a su ejecu-
ción racional y sistemática, en el marco 
de un sistema orgánico nacional, que 
permita la coordinación, cooperación, 
seguimiento y evaluación de las accio-
nes planificadas, de conformidad con la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y el Plan de Desarrollo Eco-
nómico y Social de la Nación.

6. �Proyecto: Instrumento de planificación 
que expresa en forma sistemática un 
conjunto de acciones, actividades y re-
cursos que permiten, en un tiempo de-
terminado, el logro del resultado especí-
fico para el cual fue concebido.

7. �Sistema Nacional de Planificación: Coor-
dinación y articulación de las instancias 
de planificación participativa de los dis-
tintos niveles de gobierno para definir, 
formular, priorizar, direccionar y armoni-
zar las políticas públicas, en concordan-

cia con lo establecido en el Plan de Desa-
rrollo Económico y Social de la Nación, 
de conformidad con la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela.

8. �Visión estratégica: Concepción y pro-
yección sobre el futuro de una realidad 
determinada, construida de manera 
participativa por los órganos y entes 
que conforman el Sistema Nacional de 
Planificación y las escalas espaciales y 
temporales que se trate, dentro de una 
visión sistémica.”

Artículo 3º. Se modifica el artículo 7, de 
la manera siguiente:

“Planificación participativa 
Artículo 7. Los órganos y entes del Poder 
Público, durante la etapa de formulación, 
ejecución, seguimiento y control de los pla-
nes respectivos, incorporarán a sus discu-
siones a los ciudadanos y ciudadanas a tra-
vés de los consejos comunales, comunas y 
sus sistemas de agregación; así como los 
aportes sectoriales de los Consejos Presi-
denciales del Poder Popular.”

Artículo 4º. Se modifica el artículo 10, en 
la forma siguiente:

“Integración del Sistema
Nacional de Planificación 

Artículo 10. Integran el Sistema Nacional 
de Planificación:

1. �El Presidente o Presidenta de la República.

2. �La Comisión Central de Planificación.

3. �El ministerio del poder popular con com-
petencia en materia de planificación, el 
cual ejercerá la función rectora y será  el 
apoyo técnico de la Comisión Central de 
Planificación.

4. �Los Órganos y Entes que conforman la 
Administración Pública Nacional, Estadal 
y Municipal.

5. �El Consejo Federal de Gobierno.

6. �Los consejos presidenciales del Poder 
Popular.

7. �Los consejos estadales de planificación y 
coordinación de políticas públicas.

8. �Los consejos locales de planificación 
pública.

9. �Los consejos de planificación comunal.

10. �Los consejos comunales.”

Artículo 5º. Se modifica el artículo 16, en 
la forma siguiente:

“De la Comisión Central
de Planificación

Artículo 16. La Comisión Central de Pla-
nificación es el órgano responsable de la 
evaluación de los lineamientos estratégi-
cos, políticas y planes, atendiendo a lo dis-
puesto en el Plan de Desarrollo Económico 
y Social de la Nación. A tales efectos con-
tará con el apoyo del ministerio del poder 
popular con competencia en materia de 
planificación para la coordinación, soporte 
técnico, metodológico, formación así como 

el sistema de seguimiento e indicadores del 
sistema nacional de planificación.”

Artículo 6º. Se modifica el artículo 17, en 
la forma siguiente:

“Articulación con los
órganos del Sistema

Nacional de Planificación 
Artículo 17. Todos los órganos y entes que 
conforman el Sistema Nacional de Planifi-
cación deberán articular con el ministerio 
del poder popular con competencia en ma-
teria de planificación, a efectos de garanti-
zar la coherencia de los planes espaciales 
y sectoriales, su viabilidad, sincronización 
temporal de metas y estrategias con el de-
sarrollo del Plan de Desarrollo Económico y 
Social de la Nación, así como, los derivados 
de éste en las distintas escalas territoriales 
y sectoriales.”

Artículo 7º. Se modifica el artículo 18, en 
la forma siguiente:

“Apoyo técnico 
Artículo 18. Los órganos y entes que con-
forman el Sistema Nacional de Planifica-
ción determinados en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, contarán 
con el apoyo técnico de los órganos y entes 
competentes para el cumplimiento de sus 
funciones, así como del sistema de forma-
ción que implemente el ministerio del poder 
popular con competencia en la materia que 
le corresponda.”

Artículo 8º. Se modifica el artículo 19, en 
los términos siguientes:
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“Sistema de Planes 
Artículo 19. La planificación de las polí-
ticas públicas responderá a un sistema 
integrado de planes, orientada bajo los 
lineamientos establecidos en el ordena-
miento jurídico vigente; dicho sistema 
se compone tanto de planes espaciales, 
sectoriales, categorizados en estratégicos 
y operativos; debiendo mantener estricta 
relación sistémica entre ellos. 

1. Planes estratégicos:

a. Plan de Desarrollo Económico y So-
cial de la Nación.

b. Planes sectoriales, de las áreas estra-
tégicas del Plan de Desarrollo Nacional.

c. Plan de Desarrollo Regional.

d. Plan de Desarrollo Subregional

e. Plan de Desarrollo Estadal.

f. Plan Municipal de Desarrollo.

g. Plan Comunal de Desarrollo.

h. Plan Comunitario.

i. Los planes estratégicos de los órga-
nos y entes del Poder Público.

j. Los demás planes que demande el 
proceso de planificación estratégica de 
políticas públicas o los requerimientos 
para el desarrollo social integral, inclui-
das las formas específicas de plani-
ficación local para garantizar el rol de 

los componentes productivos, equipa-
miento urbano y de servicios; así como 
el sector urbano que correspondan por 
su sensibilidad económica y social.

2. Planes operativos

a. Plan Operativo Anual Nacional.

b. Plan Operativo Anual Regional 

c. Plan Operativo Anual Subregional.

d. Plan Operativo Anual Estadal.

e. Plan Operativo Anual Municipal.

f. Plan Operativo Anual Comunal.

g. Los planes operativos anuales de los 
órganos y entes del Poder Público.

El ministerio del poder popular con com-
petencia en materia de planificación coor-
dinará un sistema de base de datos, meto-
dologías y formación asociadas a: Planes 
espaciales, planes sectoriales, cartera de 
proyectos y programas asociados así como 
demandas de inversión en el tiempo. Este 
último elemento constituirá la base para la 
coordinación de las políticas con el minis-
terio del poder popular con competencia en 
materia de finanzas para verificar su viabili-
dad económica y financiera.

El Ejecutivo Nacional fundamentará su es-
trategia sectorial en el sistema de planes 
sectoriales, al tiempo que empleará unida-
des de planificación espacial para generar 
una plataforma orgánica de avance del plan 

nacional de desarrollo, considerando los 
planes estadales y municipales. Las esca-
las espaciales de planificación del ejecutivo 
nacional serán regional, subregional pu-
diendo desarrollar distritos motores, zonas 
especiales, regiones del conocimiento pro-
ductivo u otras que defina el reglamento del 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley.

A escala local se podrán implementar pla-
nes integrales de corredores o sectores 
urbanos y las propias asociadas a nivel de 
la comuna.”

Artículo 9º. Se modifica el artículo 20, en 
la forma siguiente:

“Planificación en la Ordenación
y Desarrollo del Territorio 

Artículo 20. Los planes estratégicos y ope-
rativos, en particular los planes sectoriales, 
tendrán una visión integrada con los planes 
espaciales de las distintas escalas, de con-
formidad con lo dispuesto en el ordena-
miento legal vigente, a efectos de potenciar 
el desarrollo del territorio. 

El reglamento del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley definirá las fun-
ciones y alcances de los distintos actores y 
competencias de los mismos en el sistema 
de recursos y toma de decisiones para el 
funcionamiento dinámico del sistema.

Con fines de planificación y para potenciar 
el rol de los Estados, municipios y comu-
nas el Presidente de la República, en uso 
de sus atribuciones constitucionales, podrá 
crear regiones y subregiones con criterios 

funcionales, económicos y geo históricos, 
a fin de desarrollar espacios de integración 
y sinergia de políticas públicas a escala re-
gional así como la sincronización de planes 
en distritos motores o desplegar potenciali-
dades específicas en zonas económicas es-
peciales; ambas a escala subregional. A tal 
efecto el reglamento del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley desarro-
llará las formas específicas de regionaliza-
ción sobre la materia, así como las propias 
de la escala local que correspondan.” 

Artículo 10. Se modifica el artículo 21, de 
la siguiente manera:

“Otros planes 
Artículo 21. Los demás planes que deman-
de el proceso de planificación de políticas 
públicas, serán formulados, aprobados, 
ejecutados y evaluados, atendiendo a la 
naturaleza a la cual corresponda, según la 
clasificación establecida en el presente Tí-
tulo, adecuando su incorporación al Siste-
ma Nacional de Planificación.

A tales efectos, estarán sometidos a las di-
rectrices vinculantes del Plan de Desarrollo 
Económico y Social de la Nación y a los de-
más planes estadales, municipales o comu-
nales de desarrollo, cuando corresponda.

Especial atención merecen el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley; 
la Ley de Regionalización integral para el 
Desarrollo Socioproductivo de la Patria; las 
formas especiales de zonas de desarrollo 
estratégico nacional, a escala regional, así 
como el desarrollo de la escala local en los 
componentes asociados a sectores urba-
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nos, equipamiento, servicios urbanos y or-
denamiento de áreas de interés estratégico 
sectorial en la economía.”

Artículo 11. Se modifica el artículo 31, en 
la forma siguiente:

“Formulación,
Coordinación y Apoyo.

Artículo 31. La formulación de los planes 
de desarrollo regional corresponde al Eje-
cutivo Nacional, por órgano del ministerio 
del poder popular con competencia en 
materia de planificación, a partir de las re-
giones que en uso de atribuciones legales 
decrete el Presidente de la República. Para 
el desarrollo de estos planes se trabajará 
en coordinación con los órganos y entes 
competentes del Sistema Nacional de Pla-
nificación, tomando en cuenta los linea-
mientos determinados por la Comisión 
Central de Planificación.

Los organismos regionales prestarán el 
apoyo necesario al Ejecutivo Nacional para 
el cumplimiento de los objetivos de los ins-
trumentos de planificación formulados en 
la escala regional. El ministerio del poder 
popular con competencia en materia de 
planificación establecerá los mecanismos 
de coordinación y apoyo para que se mate-
rialice esta articulación.”

Artículo 12. Se incorpora una nueva 
sección, que pasará a denominarse: Sec-
ción Cuarta: Plan de Desarrollo Subregio-
nal  contentiva de los artículos 32 y 33, en 
los siguientes términos:

“Sección Cuarta:
Plan de Desarrollo Subregional

Naturaleza
Artículo 32. El Plan de Desarrollo Subregio-
nal es el instrumento de gobierno mediante 
el cual se establecen los objetivos, medi-
das, metas y acciones, a escala subregio-
nal, para potenciar la sincronización de los 
planes contenidos en el Plan de Desarrollo 
Económico y Social de la Nación, a través 
de la intervención planificada y coordinada 
de los órganos y entes de la Administración 
Pública Nacional y Estadal correspondiente, 
actuando de conformidad con las normati-
vas aplicable.

Formulación
Artículo 33. La formulación de los planes 
de desarrollo subregional corresponde al 
Ejecutivo Nacional, por órgano del ministe-
rio del poder popular con competencia en 
materia de planificación en coordinación 
con los órganos del Sistema Nacional de 
Planificación, tomando en cuenta los li-
neamientos determinados por la Comisión 
Central de Planificación.

Las subregiones serán decretadas por el Pre-
sidente o Presidenta de la República como 
espacios de planificación para estimular es-
pacios funcionales, atendiendo a criterios 
geo históricos, de identidad y potencialidades 
económicas. Estas subregiones podrán tener 
formas específicas de distritos motores, zo-
nas económicas especiales, regiones del co-
nocimiento productivo o cualquier otra forma 
que tuviese lugar, dentro de un orden sistémi-
co desarrollado en el reglamento del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.”

Artículo 13. Se modifica el artículo 48, 
que ahora pasa a ser el 50, en la forma si-
guiente:

“Naturaleza del Plan 
Artículo 50. Los planes sectoriales desarro-
llarán las líneas estratégicas del Plan de De-
sarrollo Económico y Social de la Nación. 
Asumirá el desglose de la especificidad de 
las áreas priorizadas de desarrollo econó-
mico, social, cultural, político, espacial bajo 
los valores y principios contenidos en la 
Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela y las premisas generales del plan 
del respectivo período constitucional.

Corresponde al ministerio del poder po-
pular con competencia en materia de pla-
nificación, el seguimiento de los planes 
sectoriales, generando en conjunto con los 
ministerios y vicepresidencias de las res-
pectivas áreas los indicadores y acciones 
de seguimiento y correctivas a que hubiese 
lugar de manera oportuna.

Será parte de los planes sectoriales la 
cartera de proyectos e inversión, su 
cronograma y secuencia sistémica. En 
conjunto con el ministerio del poder po-
pular con competencia en materia de fi-
nanzas se elevará de manera oportuna al 
Presidente o Presidenta de la República 
la viabilidad económica y financiera; así 
como las estratégicas respectivas para 
su desarrollo.”

Artículo 14. Se modifica el artículo 49, 
que ahora pasa a ser el 51, en la forma 
siguiente:

“Formulación del Plan Sectorial 
Artículo 51. Para la formulación de los pla-
nes sectoriales se contará con la partici-
pación activa de las vicepresidencias sec-
toriales y los respectivos ministerios, en 
una visión conjunta, sistémica e integral 
de las respectivas áreas. El ministerio del 
poder popular con competencia en mate-
ria de planificación será el responsable de 
sistematizar, generar la metodología y pro-
cesos de formación para la elaboración de 
los referidos planes así como la coordina-
ción en la formulación de los mismos. Los 
consejos presidenciales del poder popular 
participarán en la elevación de propuestas 
para la formulación y seguimiento del plan 
sectorial. Una vez definido el plan y anali-
zado el componente de equilibrio intersec-
torial será presentado para su aprobación 
al Presidente o Presidenta de la República, 
por propuesta de la Comisión Central de 
Planificación.”

Artículo 15. Se modifica el artículo 62, 
que ahora pasa a ser el 64, en la forma si-
guiente:

“Seguimiento y Evaluación del Plan
Artículo 64. Corresponde a la Comisión 
Central de Planificación, con el apoyo téc-
nico del ministerio del poder popular con 
competencia en materia de planificación, 
realizar el seguimiento y evaluación del 
Plan Operativo Regional.”

Artículo 16. Se incluye una nueva sec-
ción que pasará a denominarse Sección 
Cuarta: Plan Operativo Subregional, con-
tentiva de los artículos 65, 66, 67 y 68, en 
la forma siguiente:



68  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  69

“Sección Cuarta:
Plan Operativo Subregional

Naturaleza
Artículo 65. El Plan Operativo Subregional 
es aquel que integra los objetivos, metas, 
proyectos y acciones anuales formuladas 
por cada órgano y ente de la Administra-
ción Pública comprometidos en el ejercicio 
de dicho plan, a los fines de la concreción 
de los resultados y metas previstas en el 
Plan de Desarrollo Subregional respectivo.

El Plan Operativo subregional sirve de base 
y justificación para la obtención de los 
recursos a ser asignados a cada órgano 
y ente de la Administración Pública com-
prometidos en el ejercicio de dicho plan, de 
conformidad con las orientaciones finan-
cieras y de disciplina fiscal establecidas por 
el Ejecutivo Nacional y las disposiciones de 
la ley que rige sobre la administración fi-
nanciera del sector público.

Formulación
Artículo 66. Corresponde al Ejecutivo Na-
cional por órgano de la Comisión Central de 
Planificación, elaborar el proyecto del Plan 
Operativo Subregional.

Aprobación y Ejecución 
Artículo 67. El proyecto de Plan Operativo 
Subregional será presentado por la Comi-
sión Central de Planificación al Presidente o 
Presidenta de la República para su aproba-
ción, en la misma oportunidad en la cual se 
efectúe la presentación formal del Proyecto 
de Ley de Presupuesto.

El Plan Operativo Subregional se ejecutará 

a través de los órganos y entes del Poder 
Público, de conformidad con lo dispuesto 
en el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley y las demás normativas 
aplicables.

Seguimiento y Evaluación
Artículo 68. Corresponde a la Comisión 
Central de Planificación, con el apoyo técni-
co del ministerio del poder popular con com-
petencia en materia de planificación realizar 
el seguimiento y evaluación del Plan Opera-
tivo Subregional.”

Artículo 16. Se modifica la DISPOSI-
CIÓN TRANSITORIA UNICA, en la forma 
siguiente:

“DISPOSICION TRANSITORIA

Única. Hasta tanto se apruebe el Reglamen-
to del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, los lineamientos para la 
formulación de los distintos planes aquí 
señalados, serán formulados de acuerdo 
a los lineamientos estratégicos, políticas y 
planes dictados a tales efectos por el Ejecu-
tivo Nacional.”

Artículo 17. De conformidad con lo pre-
visto en el artículo 5º de la Ley de Publica-
ciones Oficiales, imprímase en un sólo tex-
to la Ley Orgánica de Planificación Pública 
y Popular, publicada en la Gaceta Oficial de 
la República Bolivariana Nº 6.011 Extraor-
dinario de fecha 21 de diciembre de 2010, 
sustitúyase donde dice “presente Ley” por 
“Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley”, así como donde se mencione “Cons-
titución de la República” por “Constitución 

de la República Bolivariana de Venezuela”; 
y en el correspondiente texto único susti-
túyanse las firmas, fechas y demás datos 
necesarios.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción del 
Socialismo, la refundación de la nación 
venezolana, basado en principios huma-
nistas, sustentado en condiciones mora-
les y éticas que persiguen el progreso de 
la patria y del colectivo, por mandato del 
pueblo, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 226, de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela; y en 
ejercicio de las atribuciones que le confie-
ren el último aparte del artículo 203 y los 
numerales 2 y 8 del artículo 236 ejusdem, 
en concordancia con el literal “a” numeral 
2 del artículo 1° literal de la Ley que Au-
toriza al Presidente de la República para 
dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley en las materias que se delegan, en 
Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA 

DE LA LEY ORGÁNICA
DE PLANIFICACIÓN PÚBLICA

Y POPULAR 
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TÍTULO I 
DISPOSICIONES

FUNDAMENTALES 

Objeto 
Artículo 1°. El presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley tiene por objeto 
desarrollar y fortalecer el Poder Popular 
mediante el establecimiento de los princi-
pios y normas que sobre la planificación 
rigen a las ramas del Poder Público y las 
instancias del Poder Popular, así como la 
organización y funcionamiento de los ór-
ganos encargados de la planificación y 
coordinación de las políticas públicas, a fin 
de garantizar un sistema de planificación, 
que tenga como propósito el empleo de 
los recursos públicos dirigidos a la con-
secución, coordinación y armonización de 
los planes, programas y proyectos para la 
transformación del país, a través de una 
justa distribución de la riqueza mediante 
una planificación estratégica, democrática, 
participativa y de consulta abierta, para la 
construcción de la sociedad socialista de 
justicia y equidad.

Ámbito de aplicación 
Artículo 2°. Están sujetos a las disposi-
ciones del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley:

1. �Los órganos y entes que conforman el 
Poder Público y las instancias del Poder 
Popular.

2. �Los institutos públicos y demás perso-
nas jurídicas estatales de derecho públi-
co, con o sin fines empresariales.

3. �Las sociedades mercantiles en las cuales 
la República, por tener una participación 
igual o mayor al cincuenta por ciento 
(50%) del capital social o a través de 
otro mecanismo jurídico, tenga el con-
trol de sus decisiones.

4. �Las sociedades de propiedad totalmen-
te estatal, cuya función a través de la 
posesión de acciones de otras socieda-
des, sea coordinar la gestión empresa-
rial pública de un sector de la economía 
nacional.

5. �Las fundaciones, asociaciones civiles y 
demás entes constituidos con fondos pú-
blicos o dirigidas por algunas de las per-
sonas jurídicas referidas en este artículo, 
cuando la totalidad de los aportes presu-
puestarios o contribuciones en un ejerci-
cio, sean efectuados por una o varias de 
las personas referidas en el presente ar-
tículo y represente el cincuenta por ciento 
(50%) o más de su presupuesto.

Principios y valores
Artículo 3°. La planificación pública, po-
pular y participativa como herramienta fun-
damental para construcción de la nueva so-
ciedad, se inspira en la doctrina de nuestro 
Libertador Simón Bolívar, y se rige por los 
principios y valores socialistas de: demo-
cracia participativa y protagónica, interés 
colectivo, honestidad, legalidad, rendición 
de cuentas, control social, transparen-
cia, integralidad, perfectibilidad, eficacia, 
eficiencia y efectividad, equidad, justicia, 
igualdad social y de género, complementa-
riedad, diversidad cultural, corresponsabi-
lidad, cooperación, responsabilidad, deber 

social, sustentabilidad, defensa y protec-
ción ambiental, garantía de los derechos de 
la mujer, de los niños, niñas y adolescentes, 
y toda persona en situación de vulnerabili-
dad; defensa de la integridad territorial y de 
la soberanía nacional.

Finalidades 
Artículo 4°. La planificación pública y po-
pular tiene por finalidad:

1. �Establecer un Sistema Nacional de Plani-
ficación que permita el logro de los obje-
tivos estratégicos y metas contenidas en 
el Plan de Desarrollo Económico y Social 
de la Nación.

2. �Establecer un sistema de seguimiento 
eficiente y oportuno acorde al sistema 
de planes.

3. �Garantizar el óptimo desempeño institu-
cional, así como los procesos de evalua-
ción y emulación. 

4. �Ordenar, racionalizar y coordinar la ac-
ción pública en los distintos ámbitos y 
niveles político-territoriales de gobierno.

5. �Fortalecer la capacidad del Estado y del 
Poder Popular en función de los objeti-
vos estratégicos y metas contenidas en 
el Plan de Desarrollo Económico y Social 
de la Nación.

6. �Forjar un Estado transparente, eficaz, efi-
ciente y efectivo.

7. �Fortalecer los mecanismos institucio-
nales para darle continuidad y sosteni-

bilidad a los planes de inversiones, así 
como las demás decisiones públicas 
relacionadas con el desarrollo del país.

8. �Fortalecer las capacidades estratégicas y 
rectoras del Estado y del Poder Popular 
para la inversión de los recursos públicos.

9. �Garantizar la vinculación de la formulación 
y ejecución de los planes, con la progra-
mación presupuestaria y financiera, así 
como los aspectos organizacionales.

10. �Promover espacios para el ejercicio de 
la democracia, participativa y protagó-
nica, como base para la consolidación 
del estado social y de derecho.

Definiciones
Artículo 5°. A los efectos del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
establecen las siguientes definiciones:

1. �Consejo de Planificación Comunal: Ins-
tancia destinada a la planificación integral 
dentro del área geográfica y poblacional 
que comprende a una comuna, teniendo 
como tarea fundamental la elaboración 
del Plan de Desarrollo Comunal y de im-
pulsar la coordinación, así como la par-
ticipación ciudadana y protagónica en la 
formulación, ejecución, seguimiento, eva-
luación y control de dicho plan.

2. �Equidad territorial: Es la acción de plani-
ficación, destinada a lograr un desarrollo 
geográfico y geohumano equilibrado, 
con base en las necesidades y potencia-
lidades de cada región, para superar las 
contradicciones de orden social y eco-
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nómico, apoyando especialmente a las 
regiones y comunidades de menor desa-
rrollo relativo, con el objeto de alcanzar 
el bienestar social integral.

3. �Evaluación de proyectos: Proceso por el 
cual se analizan los cambios generados 
como consecuencia de la ejecución de un 
proyecto, a partir de la comparación entre 
la situación actual y el estado previsto en 
su planificación; para medir si un proyecto 
ha logrado cumplir sus objetivos y metas, 
o requiera ajustes necesarios para hacerlo.

4. �Plan: Instrumento de planificación pú-
blica que establece en forma sistemá-
tica y coherente las políticas, objetivos, 
estrategias y metas deseadas, en fun-
ción de la visión estratégica, incorpo-
rando los proyectos, acciones y recur-
sos que se aplicarán para alcanzar los 
fines establecidos.

5. �Planificación: Proceso de formulación de 
planes y proyectos con vista a su ejecu-
ción racional y sistemática, en el marco 
de un sistema orgánico nacional, que 
permita la coordinación, cooperación, 
seguimiento y evaluación de las accio-
nes planificadas, de conformidad con la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y el Plan de Desarrollo Eco-
nómico y Social de la Nación.

6. �Proyecto: Instrumento de planificación 
que expresa en forma sistemática un 
conjunto de acciones, actividades y re-
cursos que permiten, en un tiempo de-
terminado, el logro del resultado especí-
fico para el cual fue concebido.

7. �Sistema Nacional de Planificación: Coor-
dinación y articulación de las instancias 
de planificación participativa de los distin-
tos niveles de gobierno para definir, for-
mular, priorizar, direccionar y armonizar 
las políticas públicas, en concordancia 
con lo establecido en el Plan de Desarro-
llo Económico y Social de la Nación, de 
conformidad con la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela.

8. �Visión estratégica: Concepción y pro-
yección sobre el futuro de una realidad 
determinada, construida de manera 
participativa por los órganos y entes 
que conforman el Sistema Nacional de 
Planificación y las escalas espaciales y 
temporales de que se trate, dentro de 
una visión sistémica.

Elementos de la planificación
pública y popular 

Artículo 6°. La planificación pública se 
fundamenta en los siguientes elementos:

1. �Prospectiva: Identifica el futuro, a través 
de distintos escenarios, para esclarecer 
la acción presente, en función del futuro 
posible que pretende alcanzar, según las 
premisas de sustentabilidad.

2. �Integral: Toma en cuenta las distintas 
dimensiones y variables vinculadas con 
la situación, tanto en el análisis como 
en la formulación de los distintos com-
ponentes del plan, integrándolos como 
un conjunto organizado, articulado e in-
terdependiente de elementos necesarios 
para el alcance de los objetivos y metas.

3. �Viabilidad: Constatación de la existencia 
y disposición de los factores sociopolí-
ticos, económico financieros, técnicos y 
de cualquier otra índole, necesarios para 
que los planes se puedan ejecutar y así 
alcanzar los resultados planteados.

4. �Continuidad: Permite, sostiene y poten-
cia procesos de transformación, con el 
propósito de materializar los objetivos y 
metas deseadas.

5. �Medición: Incorporación de indicadores y 
fuentes de verificación que permitan cons-
tatar el alcance de los objetivos, metas y 
resultados previstos y evalúa la eficacia, 
eficiencia, efectividad e impacto del plan.

6. �Evaluación: Establecimiento de meca-
nismos que permita el seguimiento del 
plan y su evaluación continúa y opor-
tuna, con el propósito de introducir los 
ajustes necesarios para el cumplimiento 
de los objetivos y metas del plan.

Planificación participativa 
Artículo 7°. Los órganos y entes del Poder 
Público, durante la etapa de formulación, eje-
cución, seguimiento y control de los planes 
respectivos, incorporarán a sus discusiones 
a los ciudadanos y ciudadanas a través de 
los consejos comunales, comunas y sus sis-
temas de agregación; así como los aportes 
sectoriales de los Consejos Presidenciales 
del Poder Popular.

TÍTULO II 
DEL SISTEMA NACIONAL

DE PLANIFICACIÓN 

Objetivos 
Artículo 8°. El Sistema Nacional de Plani-
ficación tiene entre sus objetivos contribuir 
a la optimización de los procesos de defi-
nición, formulación, ejecución y evaluación 
de las políticas públicas en cada uno de sus 
niveles, a la efectividad, eficacia y eficien-
cia en el empleo de los recursos públicos 
dirigidos a la consecución, coordinación y 
armonización de los planes, programas y 
proyectos para la transformación del país, a 
través de una justa distribución de la rique-
za, mediante una planificación estratégica, 
democrática, participativa y de consulta 
abierta, para el logro de las metas estable-
cidas en el Plan de Desarrollo Económico y 
Social de la Nación.

Política de ordenación
Artículo 9°. El Sistema Nacional de Plani-
ficación promoverá la coordinación, conso-
lidación e integración equilibrada de la acti-
vidad planificadora, en favor de una política 
de ordenación que permita dar el valor justo 
a los territorios dando relevancia a su his-
toria, a sus capacidades y recursos físicos, 
naturales, ambientales y patrimoniales; así 
como las potencialidades productivas que 
garanticen el bienestar social de todos los 
venezolanos y venezolanas.

Integración del Sistema
Nacional de Planificación 

Artículo 10. Integran el Sistema Nacional 
de Planificación:
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1. �El Presidente o Presidenta de la República.

2. �La comisión central de planificación.

3. �El ministerio del poder popular con com-
petencia en materia de planificación, el 
cual ejercerá la función rectora y será el 
apoyo técnico de la Comisión Central de 
Planificación.

4. �Los órganos y entes que conforman la 
administración pública nacional, estadal 
y municipal.

5. �El Consejo Federal de Gobierno.

6. �Los consejos presidenciales del poder 
popular.

7. �Los consejos estadales de planificación 
y coordinación de políticas públicas.

8. �Los consejos locales de planificación 
pública.

9. �Los consejos de planificación comunal.

10. Los consejos comunales.

Del Consejo Federal de Gobierno 
Artículo 11. El Consejo Federal de Go-
bierno es el órgano encargado de la 
planificación y coordinación de políticas 
y acciones para el desarrollo del proce-
so de descentralización y transferencia 
de competencias del Poder Nacional a 
los estados y municipios, estableciendo 
los lineamientos que se aplicarán a los 
procesos de transferencia de las compe-
tencias y atribuciones de las entidades 

territoriales, hacia las comunas y comu-
nidades, u otras organizaciones de base 
del Poder Popular.

De los consejos estadales
de planificación y coordinación

de políticas públicas 
Artículo 12. El Consejo Estadal de Planifi-
cación y Coordinación de Políticas Públicas 
es el órgano encargado del diseño del Plan 
de Desarrollo Estadal y los demás planes 
estadales, en concordancia con los linea-
mientos generales formulados en el Plan 
de Desarrollo Económico y Social de la Na-
ción, los planes municipales de desarrollo, 
los planes comunales y aquellos emanados 
del órgano rector del Sistema Nacional de 
Planificación, siendo indispensable la parti-
cipación ciudadana y protagónica del pueblo 
en su formulación, ejecución, seguimiento, 
evaluación y control, de conformidad con lo 
establecido en la Constitución de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela y la ley.

De los consejos locales
de planificación pública 

Artículo 13. El Consejo Local de Planifi-
cación Pública es el órgano encargado de 
diseñar el Plan Municipal de Desarrollo y 
los demás planes municipales, en concor-
dancia con los lineamientos que establezca 
el Plan de Desarrollo económico y Social 
de la Nación y los demás planes nacionales 
y estadales, garantizando la participación 
ciudadana y protagónica en su formula-
ción, ejecución, seguimiento, evaluación y 
control, en articulación con el Sistema Na-
cional de Planificación.

Del consejo
de planificación comunal 

Artículo 14. El Consejo de Planificación 
Comunal es la instancia encargada de la 
planificación integral que comprende al área 
geográfica y poblacional de una comuna, 
así como de diseñar el Plan de Desarrollo 
Comunal, en concordancia con los planes 
de desarrollo comunitario propuestos por 
los consejos comunales y los demás pla-
nes de interés colectivo, articulados con el 
Sistema Nacional de Planificación, de con-
formidad con lo establecido en la Ley de las 
Comunas y el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley; contando para ello 
con el apoyo de los órganos y entes de la 
Administración Pública.

Del Consejo Comunal
Artículo 15. El consejo comunal, en el 
marco de las actuaciones inherentes a 
la planificación participativa, se apoyará 
en la metodología del ciclo comunal, que 
consiste en la aplicación de las fases de 
diagnóstico, plan, presupuesto, ejecución 
y contraloría social, con el objeto de hacer 
efectiva la participación popular en la pla-
nificación, para responder a las necesida-
des comunitarias y contribuir al desarrollo 
de las potencialidades y capacidades de la 
comunidad.

De la Comisión Central
de Planificación

Artículo 16. La Comisión Central de 
Planificación es el órgano responsable de 
la evaluación de los lineamientos estraté-
gicos, políticas y planes, atendiendo a lo 
dispuesto en el Plan de Desarrollo Econó-
mico y Social de la Nación. A tales efectos 

contará con el apoyo del ministerio del po-
der popular con competencia en materia de 
planificación para la coordinación, soporte 
técnico, metodológico, formación así como 
el sistema de seguimiento e indicadores del 
sistema nacional de planificación.

Articulación con los Órganos del 
Sistema Nacional de Planificación 

Artículo 17. Todos los órganos y entes 
que conforman el Sistema Nacional de Pla-
nificación deberán articular con el Ministe-
rio del Poder Popular con competencia en 
materia de planificación, a efectos de garan-
tizar la coherencia de los planes espaciales 
y sectoriales, su viabilidad, sincronización 
temporal de metas y estrategias con el de-
sarrollo del Plan de Desarrollo Económico y 
Social de la Nación, así como, los derivados 
de éste en las distintas escalas territoriales 
y sectoriales.

Apoyo Técnico 
Artículo 18. Los órganos y entes que con-
forman el Sistema Nacional de Planificación 
determinados en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, contarán con 
el apoyo técnico de los órganos y entes com-
petentes para el cumplimiento de sus funcio-
nes, así como del sistema de formación que 
implemente el ministerio del Poder popular 
con competencia en la materia.
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TÍTULO III 
DE LOS PLANES 

Capítulo I 
Disposiciones generales 

Sistema de planes 
Artículo 19. La planificación de las políticas 
públicas responderá a un sistema integrado 
de planes, orientada bajo los lineamientos es-
tablecidos en el ordenamiento jurídico vigen-
te; dicho sistema se compone tanto de planes 
espaciales, sectoriales, categorizados en es-
tratégicos y operativos; debiendo mantener 
estricta relación sistémica entre ellos. 

1. �Planes estratégicos:

a. �Plan de Desarrollo Económico y So-
cial de la Nación.

b. �Planes Sectoriales, de las áreas 
estratégicas del Plan de Desarrollo 
Nacional.

c. �Plan de Desarrollo Regional.

d. �Plan de Desarrollo Subregional

e. �Plan de Desarrollo Estadal.

f. �Plan Municipal de Desarrollo.

g. �Plan Comunal de Desarrollo.

h. �Plan Comunitario.

i. �Los planes estratégicos de los órga-
nos y entes del Poder Público.

j. �Los demás planes que demande el 
proceso de planificación estratégica de 
políticas públicas o los requerimientos 
para el desarrollo social integral, inclui-
das las formas específicas de plani-
ficación local para garantizar el rol de 
los componentes productivos, equipa-
miento urbano y de servicios; así como 
sector urbano que correspondan por 
su sensibilidad económica y social.

2. �Planes operativos

a. �Plan Operativo Anual Nacional.

b. �Plan Operativo Anual Regional 

c. �Plan Operativo Anual Subregional.

d. �Plan Operativo Anual Estadal.

e. �Plan Operativo Anual Municipal.

f. �Plan Operativo Anual Comunal.

g. �Los planes operativos anuales de los 
órganos y entes del Poder Público.

El ministerio del poder popular con com-
petencia en materia de planificación coor-
dinará un sistema de base de datos, meto-
dologías y formación asociadas a: Planes 
espaciales, planes sectoriales, cartera de 
proyectos y programas asociados así como 
demandas de inversión en el tiempo. Este 
último elemento constituirá la base para la 
coordinación de las políticas con el minis-
terio del poder popular con competencia en 
materia de finanzas para verificar su viabili-
dad económica y financiera.

El Ejecutivo Nacional fundamentará su es-
trategia sectorial en el sistema de planes 
sectoriales, al tiempo que empleará uni-
dades de planificación espacial para ge-
nerar una plataforma orgánica de avance 
del plan nacional de desarrollo, conside-
rando los planes estadales y municipales. 
Las escalas espaciales de planificación 
del ejecutivo nacional serán regional, su-
bregional pudiendo desarrollar distritos 
motores, zonas especiales, regiones del 
conocimiento productivo u otras que defi-
na el reglamento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

A escala local se podrán implementar pla-
nes integrales de corredores o sectores 
urbanos y las propias asociadas a nivel de 
la comuna.

Planificación en la ordenación y
 desarrollo del territorio 

Artículo 20. Los planes estratégicos y 
operativos, en particular los planes secto-
riales, tendrán una visión integrada con los 
planes espaciales de las distintas escalas, de 
conformidad con lo dispuesto en el ordena-
miento legal vigente, a efectos de potenciar 
el desarrollo del territorio. 

El reglamento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley definirá las 
funciones y alcances de los distintos ac-
tores y competencias de los mismos en 
el sistema de recursos y toma de deci-
siones para el funcionamiento dinámico 
del sistema.

Con fines de planificación y para potenciar 
el rol de los Estados, municipios y comunas 

el Presidente o Presidenta de la República, 
en uso de sus atribuciones constituciona-
les, podrá crear regiones y subregiones 
con criterios funcionales, económicos y geo 
históricos, a fin de desarrollar espacios de 
integración y sinergia de políticas públicas 
a escala regional así como la sincronización 
de planes en distritos motores o desplegar 
potencialidades específicas en zonas econó-
micas especiales; ambas a escala subregio-
nal. A tal efecto el reglamento del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
desarrollará las formas específicas de re-
gionalización sobre la materia, así como las 
propias de la escala local que correspondan.

Otros planes 
Artículo 21. Los demás planes que de-
mande el proceso de planificación de po-
líticas públicas, serán formulados, aproba-
dos, ejecutados y evaluados, atendiendo a 
la naturaleza a la cual corresponda, según 
la clasificación establecida en el presente 
Título, adecuando su incorporación al Sis-
tema Nacional de Planificación.

A tales efectos, estarán sometidos a las di-
rectrices vinculantes del Plan de Desarrollo 
Económico y Social de la Nación y a los de-
más planes estadales, municipales o comu-
nales de desarrollo, cuando corresponda.

Especial atención merecen el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley; 
la Ley de Regionalización integral para el 
Desarrollo Socioproductivo de la Patria; las 
formas especiales de zonas de desarrollo 
estratégico nacional, a escala regional, así 
como el desarrollo de la escala local en los 
componentes asociados a sectores urba-
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nos, equipamiento, servicios urbanos y or-
denamiento de áreas de interés estratégico 
sectorial en la economía. 

Revisión de los planes
Artículo 22. Los planes deberán ser re-
visados periódicamente según la exigencia 
de la dinámica socio-política, siendo modi-
ficados, según el caso, y aprobados por la 
autoridad competente.

Adaptación 
Artículo 23. Los planes deberán ser re-
visados y adaptados, cada vez que sean 
aprobadas modificaciones al Plan de Desa-
rrollo Económico y Social de la Nación.

Capítulo II 
De los Planes Estratégicos 

Sección Primera
Disposiciones Generales 

Planes estratégicos
Artículo 24. Los planes estratégicos son 
aquellos formulados por los órganos y en-
tes del Poder Público y las instancias del 
Poder Popular, en atención a los objetivos 
y metas sectoriales e institucionales que le 
correspondan de conformidad con el Plan de 
Desarrollo Económico y Social de la Nación.

Vigencia de los planes 
Artículo 25. Los planes estratégicos ten-
drán la vigencia que corresponda al período 
constitucional o legal de gestión de la máxi-
ma autoridad de la rama del Poder Público 
o instancia de Poder Popular responsable 
de su formulación.

Sección Segunda
Plan de Desarrollo Económico

y Social de la Nación 

Naturaleza del plan
Artículo 26. El plan de Desarrollo Econó-
mico y Social de la Nación es el instrumento 
de planificación, mediante el cual se estable-
cen las políticas, objetivos, medidas, metas 
y acciones dirigidas a darle concreción al 
proyecto nacional plasmado en la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezue-
la, a través de la intervención planificada y 
coordinada de los órganos y entes del Poder 
Público e instancias del Poder Popular, ac-
tuando de conformidad con la misión insti-
tucional y competencias correspondientes.

Formulación del plan 
Artículo 27. Corresponde al Presidente 
o Presidenta de la República la formula-
ción del Plan de Desarrollo Económico 
y Social de la Nación, así como la pre-
sentación a la Asamblea Nacional para su 
debida aprobación.

Ejecución del plan 
Artículo 28. El Plan de Desarrollo Econó-
mico y Social de la Nación es dirigido por 
el Presidente o Presidenta de la República 
y se ejecuta por intermedio de los órganos 
e instrumentos dispuestos por el Sistema 
Nacional de Planificación, de conformidad 
con lo dispuesto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley; y demás nor-
mativa aplicable.

Seguimiento y evaluación del plan
Artículo 29. Corresponde al Presidente 
o Presidenta de la República, por órgano 

del Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de planificación, a los 
órganos y entes del Sistema Nacional de 
Planificación y a la Comisión Central de 
Planificación, realizar el seguimiento y eva-
luación del Plan de Desarrollo Económico y 
Social de la Nación, sin perjuicio de lo dis-
puesto en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela y la ley.

Sección Tercera
Plan de Desarrollo Regional 

Naturaleza 
Artículo 30. El Plan de Desarrollo Re-
gional es el instrumento de gobierno me-
diante el cual se establecen los objetivos, 
medidas, metas y acciones plasmadas en 
el Plan de Desarrollo Económico y Social 
de la Nación, a escala regional, a través de 
la intervención planificada y coordinada de 
los órganos y entes de la Administración 
Pública Nacional y Estadal correspondien-
te, actuando de conformidad con la ley y 
demás normativa aplicable.

Formulación,
coordinación y apoyo

Artículo 31. La formulación de los pla-
nes de desarrollo regional corresponde 
al Ejecutivo Nacional, por órgano del 
ministerio del poder popular con com-
petencia en materia de planificación, 
a partir de las regiones que en uso de 
atribuciones legales decrete el Presiden-
te o Presidenta  de la República. Para el 
desarrollo de estos planes se trabajará 
en coordinación con los órganos y en-
tes competentes del Sistema Nacional 
de Planificación, tomando en cuenta los 

lineamientos determinados por la Comi-
sión Central de Planificación.

Los organismos regionales prestarán el 
apoyo necesario al Ejecutivo Nacional para 
el cumplimiento de los objetivos de los ins-
trumentos de planificación formulados en 
la escala regional. El ministerio del poder 
popular con competencia en materia de 
planificación establecerá los mecanismos 
de coordinación y apoyo para que se mate-
rialice esta articulación.

Sección Cuarta
Plan de desarrollo Subregional

Naturaleza
Artículo 32. El Plan de Desarrollo Subre-
gional es el instrumento de gobierno me-
diante el cual se establecen los objetivos, 
medidas, metas y acciones, a escala su-
bregional, para potenciar la sincronización 
de los planes contenidos en el Plan de De-
sarrollo Económico y Social de la Nación, 
a través de la intervención planificada y 
coordinada de los órganos y entes de la 
Administración Pública Nacional y Estadal 
correspondiente, actuando de conformidad 
con la ley y demás normativa aplicable.

Formulación
Artículo 33. La formulación de los planes 
de desarrollo subregional corresponde al 
Ejecutivo Nacional, por órgano del ministe-
rio del poder popular con competencia en 
materia de planificación en coordinación 
con los órganos del Sistema Nacional de 
Planificación, tomando en cuenta los li-
neamientos determinados por la Comisión 
Central de Planificación.
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Las subregiones serán decretadas por el Pre-
sidente  de la República como espacios de 
planificación para estimular espacios funcio-
nales, atendiendo a criterios geo históricos, 
de identidad y potencialidades económicas. 
Estas subregiones podrán tener formas es-
pecíficas de distritos motores, zonas econó-
micas especiales, regiones del conocimiento 
productivo o cualquier otra forma que tuviese 
lugar, dentro de un orden sistémico desarro-
llado en el reglamento del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Sección Quinta
Plan de Desarrollo Estadal 

Naturaleza
Artículo 34. El Plan de Desarrollo Estadal 
es el instrumento de gobierno mediante el 
cual cada estado establece los proyectos, 
objetivos, metas, acciones y recursos diri-
gidos a darle concreción a los lineamien-
tos plasmados en el Plan de Desarrollo 
Económico y Social de la Nación, a través 
de la intervención planificada y coordina-
da de los órganos del Sistema Nacional 
de Planificación y los órganos y entes de 
la Administración Pública Estadal corres-
pondiente, actuando de conformidad con 
la ley y demás normativa aplicable.

Formulación y aprobación 
Artículo 35. La formulación y aprobación 
del Plan de Desarrollo Estadal, se realiza de 
la siguiente manera:

1. �El Gobernador o Gobernadora, a través 
de los órganos o entes encargados de la 
planificación de políticas públicas, for-
mulará el Plan de Desarrollo Estadal de la 

respectiva entidad federal y lo presentará 
ante el Consejo Estadal de Planificación y 
Coordinación de Políticas Públicas.

2. �Corresponde al Consejo Estadal de Pla-
nificación y Coordinación de Políticas 
Públicas, discutir, aprobar y modificar el 
Plan de Desarrollo Estadal.

3. �El Gobernador o Gobernadora presen-
tará ante el Consejo Legislativo el Plan 
de Desarrollo Estadal, para su definitiva 
aprobación.

Ejecución 
Artículo 36. El Plan de Desarrollo Esta-
dal se ejecutará a través de los órganos y 
entes estadales, aplicando los instrumentos 
dispuestos por el Sistema Nacional de Pla-
nificación, de conformidad con lo dispuesto 
en el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley; y su reglamento.

Seguimiento y evaluación 
Artículo 37. Corresponde al Gobernador o 
Gobernadora, al Consejo Estadal de Planifi-
cación y Coordinación de Políticas Públicas 
e instancias del Poder Popular, realizar el 
seguimiento y evaluación del Plan de Desa-
rrollo Estadal, sin perjuicio de lo dispuesto 
en la Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela y la ley.

Sección Sexta
 Plan de Desarrollo Municipal 

Naturaleza del plan
Artículo 38. El Plan Municipal de Desarro-
llo es el instrumento de gobierno que permi-
te a nivel municipal, establecer los proyec-

tos, objetivos, metas, acciones y recursos 
dirigidos a darle concreción a los lineamien-
tos plasmados en el Plan de Desarrollo Eco-
nómico y Social de la Nación, a través de la 
Corresponde al Parlamento de la Comuna, 
al Consejo de Planificación Comunal, a los 
consejos comunales, a las organizaciones 
sociales y a los ciudadanos y ciudadanas en 
general, realizar el seguimiento y evaluación 
del Plan Comunal de Desarrollo, sin perjui-
cio de lo dispuesto en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela y la ley.

Formulación y aprobación del plan
Artículo 39. La formulación y aprobación 
del Plan de Desarrollo Municipal, se realiza 
de la siguiente manera:

1. �El Alcalde o Alcaldesa, a través de los 
órganos o entes encargados de la plani-
ficación de políticas públicas, formulará el 
Plan de Desarrollo del respectivo munici-
pio y lo presentará ante el Consejo Local 
de Planificación Pública.

2. �Corresponde al Consejo Local de Planifi-
cación Pública discutir, aprobar y modifi-
car el Plan Municipal de Desarrollo.

3. �El Alcalde o Alcaldesa presentará ante el 
Concejo Municipal, el Plan de Desarrollo 
Municipal, para su definitiva aprobación.

Ejecución del plan
Artículo 40. El Plan de Desarrollo Muni-
cipal se ejecutará a través de los órganos 
y entes municipales, aplicando los instru-
mentos dispuestos por el Sistema Nacio-
nal de Planificación, de conformidad con 
lo establecido en el presente Decreto con 

Rango, Valor y Fuerza de Ley; y demás nor-
mativas aplicables.

Seguimiento y evaluación del plan
Artículo 41. Corresponde al Alcalde o Al-
caldesa, al Consejo Local de Planificación 
Pública y a las instancias del Poder Popu-
lar, realizar el seguimiento y evaluación del 
Plan de Desarrollo Municipal, sin perjuicio 
de lo dispuesto en la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela y la ley.

Sección Séptima
Plan Comunal de Desarrollo

Naturaleza del plan
Artículo 42. El Plan Comunal de Desa-
rrollo es el instrumento de gobierno que 
permite a las comunas establecer los pro-
yectos, objetivos, metas, acciones y recur-
sos dirigidos a darle concreción a los linea-
mientos plasmados en el Plan de Desarrollo 
Económico y Social de la Nación, a través 
de la intervención planificada y coordinada 
de las comunidades y sus organizaciones, 
promoviendo el ejercicio directo del poder, 
de conformidad con la ley, para la construc-
ción del estado comunal.

Formulación y aprobación del plan
Artículo 43. Corresponde al Consejo Co-
munal de Planificación y a los consejos co-
munales de la comuna respectiva, elaborar 
el proyecto del Plan de Desarrollo Comunal, 
el cual deberá ser aprobado en su formula-
ción por el Parlamento Comunal.

Ejecución 
Artículo 44. El Plan Comunal de Desarro-
llo se ejecutará a través de las instancias de 
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autogobierno de la comuna, aplicando los 
instrumentos dispuestos por el Sistema Na-
cional de Planificación, de conformidad con 
lo dispuesto en la presente Ley y demás nor-
mativas aplicables.

Seguimiento y evaluación del plan
Artículo 45. Corresponde al Parlamento 
de la Comuna, al Consejo de Planificación 
Comunal, a los consejos comunales, a las 
organizaciones sociales y a los ciudadanos 
y ciudadanas en general, realizar el segui-
miento y evaluación del Plan de Desarrollo 
Comunal, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela y la ley.

Sección Octava
 Plan Estratégico Institucional

de los Órganos y Entes
del Poder Público

Naturaleza del plan 
Artículo 46. El Plan Estratégico Institucio-
nal es el instrumento a través del cual cada 
órgano y ente del Poder Público establece 
los objetivos, políticas, estrategias, proyec-
tos y recursos dirigidos a darle concreción 
a los lineamientos plasmados en el Plan de 
Desarrollo Económico y Social de la Nación, 
según las orientaciones y señalamientos de 
la máxima autoridad jerárquica de la Admi-
nistración Pública Nacional, Estadal o Muni-
cipal; o a los Poderes Legislativo, Judicial, 
Electoral o Ciudadano al cual corresponda, 
actuando de conformidad con la ley.

Formulación del plan estratégico 
Artículo 47. Corresponde a las máximas 
autoridades de los órganos y entes del Po-

der Público, formular y aprobar el proyecto 
de Plan Estratégico Institucional corres-
pondiente.

Ejecución del plan
Artículo 48. El Plan Estratégico Institu-
cional será ejecutado por los órganos en-
cargados de su formulación, aplicando los  
instrumentos establecidos por el Sistema 
Nacional de Planificación, de conformidad 
con lo dispuesto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley; y demás nor-
mativas aplicables.

Seguimiento y evaluación del plan
Artículo 49. Corresponde a la máxima 
autoridad del órgano o ente responsable de 
la formulación del Plan Estratégico Institu-
cional y a los órganos del Sistema Nacional 
de Planificación, cada uno en el ámbito de 
sus competencias, realizar el seguimiento y 
evaluación del Plan Estratégico Institucio-
nal respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto 
en la Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela y la ley.

Sección Novena
Planes Sectoriales

Naturaleza del plan 
Artículo 50. Los planes sectoriales desa-
rrollarán las líneas estratégicas del Plan de 
Desarrollo Económico y Social de la Nación. 
Asumirá el desglose de la especificidad de 
las áreas priorizadas de desarrollo econó-
mico, social, cultural, político, espacial bajo 
los valores y principios contenidos en la 
Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela y las premisas generales del plan 
del respectivo periodo constitucional.

Corresponde al Ministerio del poder po-
pular con competencia en materia de pla-
nificación, el seguimiento de los planes 
sectoriales, generando en conjunto con los 
ministerios y vicepresidencias de las res-
pectivas áreas los indicadores y acciones 
de seguimiento y correctivas a que hubiese 
lugar de manera oportuna.

Será parte de los planes sectoriales la carte-
ra de proyectos e inversión, su cronograma 
y secuencia sistémica. En conjunto con el 
ministerio del poder popular con compe-
tencia en materia de finanzas se elevará de 
manera oportuna al Presidente o Presiden-
ta de la República la viabilidad económica 
y financiera; así como las estratégicas res-
pectivas para su desarrollo.

Formulación del plan sectorial 
Artículo 51. Para la formulación de los 
planes sectoriales se contará con la partici-
pación activa de las vicepresidencias secto-
riales y los respectivos ministerios, en una 
visión conjunta, sistémica e integral de las 
respectivas áreas. El ministerio del poder po-
pular con competencia en materia de plani-
ficación será el responsable de sistematizar, 
generar la metodología y procesos de for-
mación para la elaboración de los referidos 
planes así como la coordinación en la formu-
lación de los mismos. Los consejos presi-
denciales del poder popular participarán en la 
elevación de propuestas para la formulación 
y seguimiento del plan sectorial. Una vez de-
finido el plan y analizado el componente de 
equilibrio intersectorial será presentado para 
su aprobación al Presidente o Presidenta de 
la República, por propuesta de la Comisión 
Central de Planificación.

Ejecución
Artículo 52. El Plan Sectorial será ejecu-
tado por los órganos y entes designados a 
tales efectos, aplicando los instrumentos 
dispuestos por el Sistema Nacional de Plani-
ficación, de conformidad con lo previsto en 
el presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley; y demás normativas aplicables.

Seguimiento y evaluación del plan
Artículo 53. Corresponde al ministerio 
del poder popular con competencia en 
materia de planificación, y a la máxima 
autoridad de los órganos y entes respon-
sables de su ejecución, realizar el segui-
miento y evaluación del respectivo Plan 
Sectorial, sin perjuicio de lo dispuesto en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y la ley. 

Capítulo III 
De los Planes Operativos 

Sección Primera:
Disposiciones Comunes

Generales 

Definición
Artículo 54. Los planes operativos son 
aquellos formulados por los órganos y 
entes del Poder Público y las instancias 
de participación popular, sujetos a la 
presente Ley, con la finalidad de concre-
tar los proyectos, recursos, objetivos y 
metas, trazados en los planes estraté-
gicos. Dichos planes tendrán vigencia 
durante el ejercicio fiscal, para el cual 
fueron formulados.
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Vinculación plan-presupuesto 
Artículo 55. Los órganos y entes sujetos 
a las disposiciones del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, al ela-
borar sus respectivos planes operativos, 
deberán:

1. �Elaborar el ante-proyecto de presupues-
to, de conformidad con los proyectos 
contenidos en el plan operativo.

2. �Registrar los proyectos y acciones cen-
tralizadas en el sistema de información 
sobre los proyectos públicos que a tales 
efectos establezca el ministerio del poder 
popular con competencia en materia de 
planificación.

3. �Ajustar los planes y proyectos formula-
dos con base a la cuota asignada por el 
órgano con competencia en materia de 
presupuesto.

4. �Verificar que los planes y proyectos se 
ajusten al logro de sus objetivos y me-
tas y a la posible modificación de los 
recursos presupuestarios previamente 
aprobados.

Sección Segunda
Plan Operativo Anual Nacional 

Naturaleza del plan
Artículo 56. El Plan Operativo Anual Nacio-
nal es aquel que integra los objetivos, metas, 
proyectos y acciones anuales formuladas por 
cada órgano y ente de la Administración Pú-
blica Nacional, a los fines de la concreción de 
los resultados y metas previstas en el Plan de 
Desarrollo Económico y Social de la Nación.

El Plan Operativo Anual Nacional sirve de 
base y justificación para la obtención de 
los recursos a ser asignados a la Admi-
nistración Pública Nacional en la Ley de 
Presupuesto del ejercicio fiscal al cual co-
rresponda, de conformidad con las orien-
taciones financieras y de disciplina fiscal 
establecidas por el Ejecutivo Nacional y las 
disposiciones de la ley que rige sobre la ad-
ministración financiera del sector público.

Formulación del plan 
Artículo 57. Corresponde al Ejecutivo Na-
cional, por órgano del ministerio del poder 
popular con competencia en materia de 
planificación, elaborar el proyecto del Plan 
Operativo Anual Nacional, sin perjuicio de 
las prerrogativas conferidas en la Consti-
tución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela y la ley, a los Poderes Legislativo, 
Judicial, Electoral, Ciudadano, Estadal y 
Municipal.

Aprobación del plan 
Artículo 58. El proyecto de Plan Operati-
vo Anual Nacional será presentado por el 
Ministro o Ministra del Poder Popular con 
competencia en materia de planificación 
al Presidente o Presidenta de la República 
para su aprobación, previa opinión emitida 
por la Comisión Central de Planificación, 
sin perjuicio de las prerrogativas confe-
ridas en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela y la ley, y los 
Poderes Legislativo, Judicial, Electoral, 
Ciudadano, Estadal y Municipal. Al mismo 
tiempo, y con base en el Plan Operativo 
Anual, el Ministerio del poder popular con 
competencia en materia de economía y 
finanzas formulará el proyecto de ley de 

presupuesto anual de la Nación, a ser pre-
sentado ante la Asamblea Nacional.

Ejecución del plan 
Artículo 59. El Plan Operativo Anual Na-
cional se ejecutará a través de los órganos 
y entes del Poder Público, de conformidad 
con lo dispuesto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley; y demás nor-
mativa aplicable.

Seguimiento
y evaluación del plan

Artículo 60. Corresponde al Presidente o 
Presidenta de la República, por órgano del 
Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de planificación, realizar el 
seguimiento y evaluación del Plan Operativo 
Anual Nacional, sin perjuicio de las prerro-
gativas conferidas en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela y la ley, 
a los Poderes Legislativo, Judicial, Electoral, 
Ciudadano, Estadal, Municipal y Popular.

Sección Tercera
Plan Operativo Regional

Naturaleza del Plan
Artículo 61. El Plan Operativo Regional es 
aquel que integra los objetivos, metas pro-
yectos y acciones anuales formuladas por 
cada órgano y ente de la Administración 
Pública comprometidos en el ejercicio de 
dicho plan, a los fines de la concreción de 
los resultados y metas previstas en el Plan 
de Desarrollo Regional respectivo.

El Plan Operativo Regional sirve de base y 
justificación para la obtención de los recur-
sos a ser asignados a cada órgano y ente de 

la Administración Pública comprometidos 
en el ejercicio de dicho plan, de conformi-
dad con las orientaciones financieras y de 
disciplina fiscal establecidas por el Ejecu-
tivo Nacional y las disposiciones de la ley 
que rige sobre la administración financiera 
del sector público.

Formulación del plan 
Artículo 62. Corresponde al Ejecutivo Na-
cional, por órgano de la Comisión Central 
de Planificación, formular el anteproyecto 
del Plan Operativo Regional.

Aprobación y ejecución 
Artículo 63. El anteproyecto de Plan 
Operativo Regional será presentado por la 
Comisión Central de Planificación al Presi-
dente o Presidenta de la República para su 
aprobación, en la misma oportunidad en la 
cual se efectúe la presentación formal del 
Proyecto de Ley de Presupuesto.

El Plan Operativo Regional se ejecutará a 
través de los órganos y entes del Poder Pú-
blico, de conformidad con lo dispuesto en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley; y demás normativa aplicable.

Seguimiento
y evaluación del plan

Artículo 64. Corresponde a la Comisión 
Central de Planificación, con el apoyo téc-
nico del ministerio del poder popular con 
competencia en materia de planificación, 
realizar el seguimiento y evaluación del 
Plan Operativo Regional.
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Sección Cuarta
 Plan Operativo Subregional

Naturaleza
Artículo 65. El Plan Operativo Subregio-
nal es aquel que integra los objetivos, metas 
proyectos y acciones anuales formuladas 
por cada órgano y ente de la Administra-
ción Pública comprometidos en el ejercicio 
de dicho plan, a los fines de la concreción 
de los resultados y metas previstas en el 
Plan de Desarrollo Subregional respectivo.

El Plan Operativo subregional sirve de 
base y justificación para la obtención 
de los recursos a ser asignados a cada 
órgano y ente de la Administración 
Pública comprometidos en el ejercicio 
de dicho plan, de conformidad con las 
orientaciones financieras y de discipli-
na fiscal establecidas por el Ejecutivo 
Nacional y las disposiciones de la ley 
que rige sobre la administración finan-
ciera del sector público.

Formulación
Artículo 66. Corresponde al Ejecutivo 
Nacional por órgano de la Comisión Cen-
tral de Planificación, elaborar el proyecto 
del Plan Operativo Subregional.

Aprobación y ejecución 
Artículo 67. El proyecto de Plan Opera-
tivo Subregional será presentado por la 
Comisión Central de Planificación al Presi-
dente o Presidenta de la República para su 
aprobación, en la misma oportunidad en la 
cual se efectúe la presentación formal del 
Proyecto de Ley de Presupuesto.

El Plan Operativo Subregional se ejecutará a 
través de los órganos y entes del Poder Pú-
blico, de conformidad con lo dispuesto en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley; y demás normativa aplicable.

Seguimiento y evaluación
Artículo 68. Corresponde a la Comisión 
Central de Planificación, con el apoyo téc-
nico del ministerio del poder popular con 
competencia en materia de planificación 
realizar el seguimiento y evaluación del 
Plan Operativo Subregional.

Sección Quinta
Plan Operativo Estadal 

Naturaleza
Artículo 69. El Plan Operativo Estadal 
es aquel que integra los objetivos, metas, 
proyectos y acciones anuales formuladas 
por cada órgano y ente del Poder Público 
Estadal, a los fines de la concreción de los 
resultados y metas previstas en el Plan de 
Desarrollo Estadal.

El Plan Operativo Estadal sirve de base y 
justificación para la obtención de los re-
cursos a ser asignados a la entidad esta-
dal, en la Ley de Presupuesto del ejercicio 
fiscal al cual corresponda, de conformidad 
con las orientaciones financieras y de dis-
ciplina fiscal establecidas por el Ejecutivo 
Estadal y las disposiciones de la ley que 
rige sobre la administración financiera del 
sector público.

Formulación del plan operativo 
Artículo 70. Corresponde a las Gober-
naciones la elaboración del Plan Opera-

tivo Estadal de sus respectivas entidades 
federales, a través de los órganos o entes 
encargados de la planificación.

Aprobación del plan 
Artículo 71. El proyecto de Plan Opera-
tivo Estadal será aprobado por el Gober-
nador o Gobernadora, previa opinión fa-
vorable emitida por el Consejo Estadal de 
Planificación y Coordinación de Políticas 
Públicas.

El Gobernador o Gobernadora deberá pre-
sentar el Plan Operativo Anual Estadal, en 
la misma oportunidad en la cual se efectúe 
la presentación formal del proyecto de Ley 
de Presupuesto.

Ejecución del plan 
Artículo 72. El Plan Operativo Estadal se 
ejecutará a través de los órganos y entes 
del Poder Público Estadal, de conformidad 
con lo dispuesto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley; y demás nor-
mativa aplicable.

Seguimiento y evaluación del plan
Artículo 73. Corresponde al Gobernador 
o Gobernadora, a través del órgano o ente 
encargado de la planificación Pública en 
su territorio, al Consejo de Planificación 
y Coordinación de Políticas Públicas y las 
instancias del Poder Popular, realizar el 
seguimiento, evaluación y control del Plan 
Operativo Estadal, sin perjuicio de lo dis-
puesto en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela y la ley. 

Sección Sexta
Plan operativo municipal 

Naturaleza
Artículo 74. El Plan Operativo Municipal 
es aquel que integra los objetivos, metas, 
proyectos y acciones anuales formuladas 
por cada órgano y ente del Poder Público 
Municipal, a los fines de la concreción de 
los resultados y metas previstas en el Plan 
Municipal de Desarrollo.

El Plan Operativo Municipal sirve de base y 
justificación para la obtención de los recur-
sos a ser asignados a la entidad municipal, 
en la Ley de Presupuesto del ejercicio fiscal 
al cual corresponda.

Formulación del plan 
Artículo 75. Corresponde a las Alcaldías, 
a través del órgano o ente encargado de la 
planificación en su territorio, elaborar el 
anteproyecto del Plan Operativo Municipal.  

Aprobación del plan 
Artículo 76. El anteproyecto de Plan 
Operativo Municipal será aprobado por el 
Alcalde o Alcaldesa, previa opinión favora-
ble emitida por el Consejo Local de Plani-
ficación Pública. 

El Alcalde o Alcaldesa deberá presentar el 
Plan Operativo Anual Municipal, en la misma 
oportunidad en la cual se efectúe la presen-
tación formal del proyecto de ordenanza de 
presupuesto, para su definitiva aprobación.

Ejecución del plan 
Artículo 77. El Plan Operativo Munici-
pal se ejecutará a través de los órganos 
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y entes del Poder Público Municipal, de 
conformidad con lo dispuesto en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley; y demás normativas aplicables. 

Seguimiento y evaluación 
Artículo 78. Corresponde al Alcalde o Al-
caldesa, a través del órgano o ente encar-
gado de la planificación en su territorio, al 
Consejo Local de Planificación Pública y a 
las instancias del Poder Popular, realizar el 
seguimiento y evaluación del Plan Operati-
vo Municipal, sin perjuicio de lo dispuesto 
en la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela y la ley.

Sección Séptima
Plan Operativo Comunal 

Naturaleza
Artículo 79. El Plan Operativo Comunal 
es aquel que integra los objetivos, metas, 
proyectos y acciones anuales formuladas 
por cada gobierno comunal, a los fines de 
la concreción de los resultados y metas 
previstas en el Plan Comunal de Desarrollo.

El Plan Operativo Comunal sirve de base y 
justificación para la obtención de los recur-
sos a ser asignados a la comuna en la Ley 
de Presupuesto del ejercicio fiscal al cual 
corresponda.

Formulación del plan 
Artículo 80. Corresponde al gobierno de 
la comuna y a su Consejo de Planificación, 
elaborar el proyecto del Plan Operativo 
Comunal.

Aprobación del plan 
Artículo 81. El proyecto de Plan Operativo 
Comunal será aprobado por el gobierno de 
la comuna, previa opinión favorable emitida 
por el Consejo de Planificación Comunal.

Ejecución del plan 
Artículo 82. El Plan Operativo Comunal se 
ejecutará a través del gobierno de la comu-
na, de conformidad con lo dispuesto en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley; y demás normativa aplicable.

Seguimiento y evaluación del plan
Artículo 83. Corresponde al Consejo de 
Planificación Comunal y a los consejos co-
munales que conforman la comuna, realizar 
el seguimiento y evaluación del Plan Operati-
vo Comunal, sin perjuicio de lo dispuesto en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y la ley.

Sección Octava
Planes Operativos Anuales

de los Órganos y Entes del Poder 
Público. 

Naturaleza 
Artículo 84. Los planes operativos 
anuales de los órganos y entes del Poder 
Público son aquellos que integran los pro-
yectos, objetivos, metas, acciones, activi-
dades y recursos anuales formulados por 
cada órgano y ente del Poder Público, a 
los fines de concretar los resultados pre-
vistos en su correspondiente plan estraté-
gico, actuando de conformidad con la ley 
y demás normativa aplicable.

El Plan Operativo Anual referido en el pre-
sente artículo, sirve de base y justificación 
para la obtención de los recursos a ser 
asignados en la cuota presupuestaria de 
cada órgano y ente al cual corresponda.

Formulación del plan 
Artículo 85. Corresponde a las máximas 
autoridades y a los niveles directivos y ge-
renciales con la responsabilidad de interve-
nir en los procesos de planificación de los 
órganos y entes sujetos a las disposiciones 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, formular el anteproyecto de 
Plan Operativo Anual.

Aprobación del Plan 
Artículo 86. El anteproyecto del Plan 
Operativo Anual será aprobado y ejecutado 
por la máxima autoridad del órgano o ente 
encargado de su formulación, de conformi-
dad con lo dispuesto en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley; y demás 
normativa aplicable.

Seguimiento y evaluación del plan
Artículo 87. Corresponde a la máxima au-
toridad del órgano o ente del Poder públi-
co responsable de la formulación del Plan 
Operativo Anual y a los órganos del Siste-
ma Nacional de Planificación, cada uno en 
el ámbito de sus respectivas competen-
cias, realizar el seguimiento y evaluación 
del Plan Operativo Anual, sin perjuicio de 
lo dispuesto en la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela y el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

TÍTULO IV 
DE LAS SANCIONES 

Las contravenciones 
Artículo 88. Los actos contrarios a las 
disposiciones previstas en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
considerarán nulos y los funcionarios pú-
blicos o funcionarias públicas que los rea-
licen incurrirán en las responsabilidades 
disciplinarias, administrativas, penales o 
civiles según sea el caso. 

Responsabilidad funcionarial 
Artículo 89. Las máximas autoridades 
jerárquicas y los niveles directivos y geren-
ciales con la responsabilidad de intervenir 
en los procesos de planificación de los 
órganos y entes del Poder Público, serán 
responsables por los actos, hechos u omi-
siones que realicen en contravención a los 
deberes y obligaciones establecidas en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley; y demás normativas aplicables.

 Sanciones 
Artículo 90. Los funcionarios públicos y 
funcionarias públicas y responsables de la 
formulación, ejecución, seguimiento, eva-
luación y control de los planes contem-
plados en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, que incumplan con 
las obligaciones previstas en la misma, 
serán objeto de sanción de acuerdo con 
lo establecido en la Ley del Estatuto de la 
Función Pública y la Ley contra la Corrup-
ción, sin menoscabo de las actuaciones 
que corresponden a la Contraloría General 
de la República y del Sistema Nacional de 
Control Fiscal. 
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DISPOSICION TRANSITORIA

Única. Hasta tanto se apruebe el Regla-
mento del presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley; los lineamientos para 
la formulación de los distintos planes aquí 
señalados, serán formulados de acuerdo 
a los lineamientos estratégicos, políticas y 
planes dictados a tales efectos por el Eje-
cutivo Nacional.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS

Primera. Se deroga la Ley Orgánica de 
Planificación Pública y Popular, publicada 
en la Gaceta Oficial de la República Boliva-
riana de Venezuela N° 6.011 Extraordinario 
de fecha 21 de diciembre de 2010. 

Segunda. Quedan derogadas todas aque-
llas disposiciones establecidas en aquellas 
leyes que contradigan las disposiciones 
contenidas en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley. 

DISPOSICIÓN FINAL 

Única. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley entrará en vigencia a 
partir de su publicación en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase, 
(L.S.) 
NICOLÁS MADURO MOROS

3

LEY
DE SIMPLIFICACIÓN

DE TRÁMITES
ADMINISTRATIVOS

Gaceta Oficial Extraordinaria de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.149 
18 de noviembre de 2014

Decreto Nº 1.423
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en el 
literal “a”, numeral 2 del artículo 1º de la 
Ley que Autoriza al Presidente de la Re-
pública para dictar decretos con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en las materias que 
se delegan, en Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, 
VALOR Y FUERZA DE LEY

DE SIMPLIFICACION
DE TRÁMITES ADMINISTRATIVOS

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Objeto
Artículo 1º. El presente Decreto con 
Rango Valor y Fuerza de Ley, tiene por 
objeto establecer los principios y bases 
conforme a los cuales, se simplificarán 
los trámites administrativos que se reali-
cen ante la Administración Pública.

Ámbito de aplicación
Artículo 2º. El presente Decreto con 
Rango Valor y Fuerza de Ley, se aplicará 
a los órganos y entes de la Administración 
Pública Nacional, estadal y municipal. 

Definición
de trámite administrativo

Artículo 3º. A los efectos de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
entiende por trámites administrativos las 
diligencias, actuaciones o gestiones que 
realizan las personas ante los órganos y 
entes de la Administración Pública. 

Finalidad
Artículo 4º. La simplificación de los 
trámites administrativos tiene por fina-
lidad racionalizar y optimizar las trami-
taciones que realizan las personas ante 
la Administración Pública a los fines de 
mejorar su eficacia, eficiencia, pertinen-
cia, utilidad, para así lograr una mayor 
celeridad y funcionalidad en las mismas, 
reducir los gastos operativos, obtener 
ahorros presupuestarios, cubrir insufi-
ciencias de carácter fiscal y mejorar las 
relaciones de la Administración Pública 
con las personas.
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Principios y valores 
Artículo 5º. La simplificación de trá-
mites administrativos se fundamenta en 
los principios de legalidad, simplicidad, 
transparencia, celeridad, eficacia, eficien-
cia, rendición de cuentas, solidaridad, 
presunción de buena fe del interesado o 
interesada, responsabilidad en el ejercicio 
de la función pública, desconcentración 
en la toma de decisiones por parte de los 
órganos de dirección y su actuación debe 
estar dirigida al servicio de las personas.

TÍTULO II
planes de simplificación

de TRÁMITES administrativos

Lineamientos para la 
elaboración de los planes 

Artículo 6º. Los órganos y entes de la 
Administración Pública en el ámbito de sus 
competencias, deberán simplificar los trá-
mites administrativos que se realicen ante 
los mismos. A tales fines, elaborarán sus 
respectivos planes de simplificación de 
trámites administrativos con fundamento 
en las bases y principios establecidos en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, bajo las directrices de la autoridad 
nacional unificada en materia de trámites 
administrativos, y de conformidad con los 
siguientes lineamientos:

1. �Suprimir los trámites innecesarios que 
incrementen el costo operacional de la 
Administración Pública, que hagan me-
nos eficiente su funcionamiento y pro-
picien conductas impropias.

2. �Simplificar y mejorar los trámites admi-
nistrativos, lo cual supone, entre otros 
aspectos:

a. �Adaptar los trámites a la forma más sen-
cilla posible, reduciendo al mínimo los 
requisitos y exigencias a las personas, 
dejando única y exclusivamente los pa-
sos que sean indispensables para cum-
plir el propósito de los mismos.

b. �Rediseñar el trámite utilizando al máxi-
mo los elementos tecnológicos.

c. �Incorporar controles automatizados que 
minimicen la necesidad de estructuras 
de supervisión y controles adicionales.

d. �Evitar las instancias en las cuales el jui-
cio subjetivo de la Administración Pú-
blica pueda interferir en el proceso.

e. �Crear incentivos o servicios adicionales 
que puedan otorgarse a las personas en 
contraprestación al cumplimiento opor-
tuno del trámite.

f. �Propiciar la participación popular a tra-
vés de las comunidades organizadas, en 
especial los consejos comunales.

3. �Concentrar trámites, evitando su repe-
tición en los distintos órganos y entes.

Contenido de los planes
Artículo 7º. Los planes de simplifica-
ción de trámites administrativos deberán 
contener, como mínimo, los siguientes 
aspectos:

1. �Identificación de todos los trámites 
que se realicen en el respectivo órgano 
o ente.

2. �Clasificación de los trámites de acuerdo 
con los destinatarios del mismo.

3. �Determinación de los objetivos y metas 
a alcanzar en un lapso establecido.

4. �Identificación de los indicadores de 
gestión conforme a los cuales se reali-
zará la evaluación de la ejecución de los 
planes. 

Difusión de los planes 
Artículo 8º. Los órganos y entes de la 
Administración Pública, conjuntamente 
con la autoridad nacional unificada en ma-
teria de trámites administrativos, deberán 
hacer del conocimiento público los planes 
de simplificación de los trámites adminis-
trativos que se dicten. A tal fin, dichos pla-
nes se deberán publicar en la Gaceta Ofi-
cial correspondiente, y asimismo, deberá 
dárseles la publicidad necesaria a través 
de cualquier medio de comunicación, en-
tre otros, visual, oral, escrito, informático 
o telemático.

TÍTULO III
PRINCIPIOS GENERALES
DE LA SIMPLIFICACIÓN

DE TRÁMITES ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO I
Simplicidad, Transparencia, 

Celeridad, Eficacia, Eficiencia, 
Rendicion De Cuentas, 

Solidaridad, Responsabilidad, 
Desconcentración

Eficiencia y eficacia
Artículo 9º. El diseño de los trámites 
administrativos debe realizarse de mane-
ra que los mismos sean claros, sencillos, 
ágiles, racionales, pertinentes, útiles y de 
fácil entendimiento para las personas, a fin 
de mejorar las relaciones de éstos con la 
Administración Pública, haciendo eficiente 
y eficaz su actividad.

Requisitos adicionales
Artículo 10. La Administración Pública 
no podrá exigir requisitos adicionales a  
los contemplados en la normativa vigente, 
salvo los que se establezcan en los ins-
trumentos normativos que se dicten con 
ocasión de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley. 

Principio de cooperación
Artículo 11. Los órganos y entes de la 
Administración Pública, en virtud del prin-
cipio de cooperación que debe imperar en 
sus relaciones interorgánicas y con las 
demás ramas del Poder Público, deberán 
implementar bases de datos automatiza-
das de fácil acceso y no podrán exigir la 
presentación de copias certificadas o fo-
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tocopias de documentos que la Adminis-
tración Pública tenga en su poder, o de los 
que tenga la posibilidad legal de acceder. 

Modificación de estructuras 
organizativas

Artículo 12. Con el objeto de garantizar 
una Administración Pública simplificada, 
sólo se aprobarán las modificaciones a 
las estructuras organizativas de los órga-
nos y entes que no impliquen adiciones 
ni complicaciones innecesarias de los 
trámites administrativos existentes.

Eliminación de trámites 
Artículo 13. Los órganos y entes, en el 
ámbito de sus competencias, eliminarán 
las autorizaciones innecesarias, solicitu-
des excesivas de información de detalle 
y en general, la exigencia de trámites que 
entorpezcan la actividad administrativa.

Supresión de requisitos 
y permisos

Artículo 14. Los órganos y entes de la 
Administración Pública deberán identificar 
y disponer la supresión de requisitos y per-
misos no previstos en el presente Decreto 
con Rango Valor y Fuerza de Ley, que limi-
ten o entraben el libre ejercicio de la activi-
dad económica o la iniciativa privada.

Actuación de oficio
Artículo 15. Cuando un órgano o ente 
de la Administración Pública no proceda 
a la eliminación y supresión ordenadas en 
los dos artículos precedentes, la autoridad 
nacional unificada en materia de trámites 
administrativos podrá proceder a hacerlo 
mediante providencia de carácter general, 

previa notificación al organismo en un 
plazo de al menos sesenta (60) días con-
tinuos, anteriores a la fecha de publicación 
de la referida providencia. En dicho plazo, 
el organismo tramitador deberá disponer 
lo conducente para que la eliminación total 
o parcial de trámites, o la supresión de re-
quisitos o permisos, no afecten a los solici-
tantes, ni la seguridad o validez del trámite. 

Aporte de información 
Artículo 16. Para la recepción de infor-
mación solicitada a las personas intere-
sadas, la Administración Pública deberá 
utilizar formularios pre elaborados que 
permitan un aporte ágil y efectivo de la 
información necesaria para realizar el trá-
mite, preferiblemente mediante el uso de 
tecnologías de la información y medios de 
comunicación remota.

La solicitud, el aporte, recepción y análisis 
de la información requerida al solicitante 
deberá efectuarse en estricto cumplimien-
to del principio de buena fe establecido en 
el Capítulo II de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

Emisión de actos o resultados 
Artículo 17. La Administración Pública 
dará preferencia a la utilización de medios 
tecnológicos a los fines de la emisión de los 
actos o resultados de los trámites que reali-
za, así como de las notificaciones correspon-
dientes, procurando un uso racional y ecoló-
gico de los recursos materiales empleados 
en la emisión y notificaciones físicas.

Cuando la emisión de los actos o resultas 
producto de un trámite, o las notificaciones 

a que hubiera lugar, fueren imposibles o 
atentaren contra la racionalidad y economía 
administrativa, podrán expedirse en físico, 
por escrito, en original y un máximo de 
tres copias, una de las cuales deberá ser 
enviada para su conservación y consulta al 
archivo central del órgano o ente, sin perjui-
cio de las copias que se pudieran solicitar a 
cargo de las personas interesadas.

La observancia de lo dispuesto en el pre-
sente artículo no obsta para el cumpli-
miento de las formalidades, condiciones y 
requisitos para la emisión de actos admi-
nistrativos y realización de notificaciones 
de conformidad con el ordenamiento jurí-
dico especial. 

Copias certificadas
Artículo 18. Los órganos y entes de la 
Administración Pública no podrán exigir 
para trámite alguno la presentación de co-
pias certificadas de documentos públicos, 
salvo los casos expresamente establecidos 
por el presente Decreto Con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Cuando razones legales, funcionales, o 
tratados o convenios suscritos y ratifica-
dos por la República lo justifiquen, la au-
toridad nacional unificada en materia de 
trámites administrativos podrá autorizar a 
determinados organismos la exigencia de 
copias certificadas para ciertos trámites, 
de manera particular. Esta autorización po-
drá emitirse de manera temporal cuando 
se estime procedente la eliminación pos-
terior de dicho requisito.

Prohibición de solicitar copia 
de determinados documentos

Artículo 19. Los órganos y entes de la 
Administración Pública no podrán exigir 
copias de cédulas de identidad como re-
quisito para el cumplimiento de una de-
terminada tramitación, salvo los casos ex-
presamente establecidos por este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley. Sin 
embargo, podrá establecerse como obli-
gatoria la presentación de un documento 
original de identificación al momento del 
cumplimiento del trámite.

La autoridad nacional unificada en materia 
de trámites podrá prohibir mediante pro-
videncia de carácter general la exigencia 
de cualesquiera otros documentos para la 
realización de los trámites administrativos.

Inventario 
Artículo 20. Los órganos y entes de la 
Administración Pública realizarán un in-
ventario de los documentos que pudieren 
tener vigencia indefinida o de aquellos 
cuya vigencia pudiere ser prorrogada, a fin 
de modificar dichos lapsos, según el caso, 
y siempre cuando el mismo no esté esta-
blecido en este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

Reexpedición
de documentos personales

Artículo 21. En caso de pérdida, deterioro 
o destrucción de documentos personales, 
será suficiente la declaración de la persona 
interesada para su reexpedición y no podrá 
exigirse prueba adicional para la misma, sal-
vo lo dispuesto en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.
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Utilización del sistema financiero
Artículo 22. Con el objeto de facilitar el 
pago de las obligaciones de las personas 
a los órganos y entes de la Administración 
Pública, se deberá incentivar al máximo la 
utilización del sistema financiero.

A tal fin, los órganos y entes de la Admi-
nistración Pública deberán abrir cuentas 
únicas nacionales en los bancos y demás 
instituciones financieras autorizadas de 
conformidad con el Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley de Instituciones del 
Sector Bancario, con el objeto de que las 
personas interesadas depositen el importe 
de sus obligaciones en cualquier sucursal 
del país. En este caso, el pago se entende-
rá efectuado en la fecha en que se realice 
el depósito respectivo.

Pago de obligaciones
Artículo 23. El pago de las obligaciones a 
que se refiere el artículo relativo a la utiliza-
ción del sistema financiero, podrá realizar-
se a través de cualquier medio, incluyendo 
las transferencias electrónicas de fondos, 
abono en cuenta y sistemas de crédito.

Para tal efecto, se deberán difundir las 
tarifas vigentes que permitan a las perso-
nas conocer los importes de liquidación y 
pago de tales obligaciones.

CAPÍTULO II
Presuncion de Buena Fe

Aplicación
Artículo 24. De acuerdo con la presunción 
de buena fe, en todas las actuaciones que 
se realicen ante la Administración Pública, 

se tomará como cierta la declaración de las 
personas interesadas, salvo prueba en con-
trario. A tal efecto, los trámites administrati-
vos deben rediseñarse para lograr el objetivo 
propuesto en la generalidad de los casos.

Los trámites deben ser estructurados de 
forma tal, que el solicitante deba consig-
nar los instrumentos probatorios o de 
verificación de requisitos sólo a los efec-
tos de control y seguimiento, y en oca-
sión posterior al resultado de la tramita-
ción, sin que dicha consignación impida 
el cumplimiento del objeto del trámite.

Excepcionalmente, cuando por razones de 
seguridad de la Nación o la imposibilidad 
de verificación posterior de la información 
lo justifiquen, la autoridad nacional unifi-
cada en materia de trámites administrati-
vos podrá autorizar a un ente u órgano pú-
blico a requerir a las personas la presenta-
ción previa de determinados documentos 
o instrumentos probatorios o destinados a 
la verificación de requisitos.

Pruebas 
Artículo 25. Los órganos y entes de la 
Administración Pública sujetos a la apli-
cación de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, no exigirán a las personas 
interesadas pruebas distintas o adicionales 
a aquellas expresamente señaladas por este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Presunción de certeza
Artículo 26. Los órganos y entes de la 
Administración Pública se abstendrán de 
exigir algún tipo de prueba para hechos 
que no hayan sido controvertidos, pues 

mientras no se demuestre lo contrario, se 
presume cierta la información declarada o 
proporcionada por la persona interesada 
en su solicitud o reclamación.

Instrumentos
privados y copias

Artículo 27. Los órganos y entes de la 
Administración Pública aceptarán la pre-
sentación de instrumento privado en sus-
titución de instrumento público y de copia 
simple o fotostática en lugar de original 
o copia certificada de documentos que 
hayan sido protocolizados, autenticados 
o reconocidos judicialmente, salvo los 
casos expresamente previstos en este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Requisitos
previamente acreditados

Artículo 28. No se podrá exigir el cum-
plimiento de un requisito cuando éste, de 
conformidad con la normativa aplicable, 
debió acreditarse para obtener la culmina-
ción de un trámite anterior ya satisfecho. 
En este caso, dicho requisito se tendrá por 
acreditado a todos los efectos legales.

Comprobantes de pago
Artículo 29. No se exigirán comproban-
tes de pago correspondientes a períodos 
anteriores como condición para aceptar 
un nuevo pago a la Administración Públi-
ca. En estos casos, dicha aceptación no 
implica el pago de períodos anteriores que 
se encuentren insolutos.

Presentación de solvencias
Artículo 30. Los órganos y entes no po-
drán exigir la presentación de solvencias ya 

emitidas por éstos para la realización de trá-
mites que se lleven a cabo en sus mismas 
dependencias, salvo los casos expresamen-
te previstos en la ley.

Inventario 
de documentos y requisitos

Artículo 31. Los órganos y entes de 
la Administración Pública, en sus res-
pectivas áreas de competencia, deberán 
realizar un inventario de los documentos 
y requisitos cuya exigencia pueda supri-
mirse de conformidad con la presunción 
de buena fe, aceptando en sustitución de 
los mismos las declaraciones juradas rea-
lizadas por las personas interesadas o su 
representante con carta poder. 

Actuación en representación
Artículo 32. Las personas interesadas 
en efectuar tramitaciones ante la Adminis-
tración Pública, podrán realizarlas de ma-
nera personal, o en su defecto, a través de 
representación acreditada mediante carta 
poder, salvo en los casos establecidos ex-
presamente por ley.

Control posterior
Artículo 33. Los trámites administra-
tivos deberán estar acompañados de un 
mecanismo de control posterior, así como 
de sanciones aplicables a quienes que-
branten la confianza dispensada por la 
Administración Pública.

Actividades que comprende 
el control posterior 

Artículo 34. El control posterior compren-
de la verificación y el seguimiento y que reali-
za la Administración Pública a las declaracio-
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nes formuladas por las personas interesadas 
o su representante, con el objeto de identifi-
car y corregir posibles desviaciones, abusos 
o fraudes. Este control se ejecutará de forma 
permanente, sin que implique la paralización 
de la tramitación del expediente respectivo, ni 
gasto alguno para las personas interesadas.

Las autoridades encargadas de la presta-
ción de los servicios serán responsables 
de asegurar el control posterior.

Diseño del control posterior
Artículo 35. En el diseño del control 
posterior, se deberá hacer empleo racio-
nal de los recursos humanos, materiales 
y presupuestarios de los que dispone la 
Administración Pública. 

CAPÍTULO III
La Administración Pública al 
Servicio de los Ciudadanos

Servidora o servidor público
Artículo 36. Las funcionarias o funcio-
narios públicos, las trabajadoras y traba-
jadores de la Administración Pública y, en 
general, quienes en cualquier situación de 
empleo público deban prestar un servicio 
a las personas con ocasión del cumpli-
miento de un trámite administrativo, serán 
considerados servidoras y servidores pú-
blicos a los fines del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, obligados a 
procurar la mayor eficiencia y la más es-
merada y amable atención a todas aque-
llas personas que realizan trámites ante la 
Administración Pública, en los cuales se 
requiera su concurso.

Capacitación
Artículo 37. La Administración Pública 
organizará y promoverá cursos de capacita-
ción del personal, a fin de incentivar la me-
jora en la prestación del servicio de trámites 
administrativos. Dichos cursos versarán, 
entre otras, sobre las siguientes áreas:

1. �Atención al público.

2. �Simplificación de trámites y diseño de 
formularios.

3. �Conservación y destrucción de documentos.

Información al público
Artículo 38. Los órganos y entes de la 
Administración Pública, tienen el deber de 
ofrecer a las personas información com-
pleta, oportuna y veraz en relación con los 
trámites que se realicen ante los mismos.
La Administración Pública dará preferen-
cia al uso de tecnologías de información, 
por medios de acceso remoto, a los fines 
de mantener informado al interesado so-
bre las resultas, el estado y demás noti-
ficaciones relacionados con el trámite de 
su interés.

Los órganos y entes de la Administración 
Pública, deberán tener disponibles en sus 
sitios de internet, vínculos que permitan a 
los interesados acceder a información so-
bre sus trámites.

Adicionalmente, en las oficinas y esta-
blecimientos en los cuales se dé inicio a 
cualesquiera trámites administrativos, la 
máxima autoridad de dicha oficina o esta-
blecimiento será responsable de la fijación 

en sitio visible al público de los requisitos 
exigidos para cada trámite, las oficinas que 
intervienen y su ubicación, la identificación 
del funcionario responsable del trámite, su 
duración aproximada, los derechos de las 
personas en relación con el trámite o servi-
cio en cuestión y la forma en que se pueden 
dirigir sus quejas, reclamos y sugerencias. 
Esta información se publicará además me-
diante guías simples de consulta pública, 
suministradas en forma gratuita, y deberá 
dárseles la publicidad necesaria a través 
de cualquier medio de comunicación, en-
tre otros, visual, oral, escrito, informático 
o telemático.

Estado de las tramitaciones 
Artículo 39. Toda persona que haya 
presentado una petición, reclamación, 
consulta, queja o que haya efectuado una 
diligencia, actuación o gestión ante los ór-
ganos y entes de la Administración Públi-
ca, tiene derecho a conocer el estado en 
que se encuentra su tramitación y a que 
se le informe el plazo dentro del cual se 
atenderá y dará respuesta oportuna a la 
misma, con las facilidades y condiciones 
indicadas en el artículo precedente.

Servicio de información telefónico
Artículo 40. Los servidores y servidoras 
públicos tienen la obligación de atender 
las consultas telefónicas que formulen 
las personas sobre información general 
acerca de los asuntos de su competencia, 
así como las que realicen las personas 
interesadas para conocer el estado de 
sus tramitaciones. A tal efecto, cada ór-
gano y ente implementará un servicio de 
información telefónico que satisfaga las 

necesidades de las personas, haciendo 
empleo racional de los recursos huma-
nos, presupuestarios y tecnológicos de 
que disponga.

Servicio de atención al público
Artículo 41. Cada uno de los órganos 
y entes de la Administración Pública 
deberá crear un servicio de atención al 
público, encargado de brindar toda la 
orientación y apoyo necesario a las per-
sonas en relación con los trámites que 
se realicen ante ellos, prestar servicios 
de recepción y entrega de documentos, 
solicitudes y requerimientos en general, 
así como recibir y procesar las denun-
cias, sugerencias y quejas que, en torno 
al servicio y a la actividad administrativa 
se formulen. 
Dichos servicios de atención al público 
estarán bajo la supervisión de la auto-
ridad nacional unificada en materia de 
trámites administrativos, la cual podrá 
dictar regulaciones especiales sobre su 
funcionamiento, de obligatorio cumpli-
miento para todos los órganos y entes 
de la Administración Pública.

Los órganos y entes de la Administra-
ción Pública, incluso de distintos Po-
deres Públicos o distintas entidades o 
unidades político territoriales, podrán 
suscribir encomiendas convenidas me-
diante las cuales acuerden la gestión 
conjunta de varios trámites, de manera 
parcial o total. En estas encomiendas 
convenidas podrán disponer el funcio-
namiento de varios organismos en una 
sola oficina, establecimiento, taquilla o 
ventanilla de atención, pudiendo esta-
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blecer acuerdos especiales referidos al 
pago de determinados gastos de mane-
ra conjunta, indicando expresamente el 
porcentaje o la clase de gastos que co-
rresponderá a cada órgano o ente.

Implementación del servicio
de atención al público

Artículo 42. Para el establecimiento 
del servicio de atención al público se 
emplearán racionalmente los recursos 
humanos, materiales y presupuestarios 
de los que dispone cada órgano o ente 
de la Administración Pública, procurando 
su automatización y haciendo particular 
énfasis en suministrar una adecuada ca-
pacitación al personal que se encargará 
de la misma.

Horarios especiales
de atención al público

Artículo 43. Los órganos y entes de la 
Administración Pública, de conformidad 
con lo establecido en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, deberán 
implementar horarios especiales de aten-
ción al público, a fin de que las personas 
puedan cumplir con mayor facilidad sus 
obligaciones y adelantar los trámites ante 
los mismos.

Participación popular
Artículo 44. En el diseño de los trámites 
administrativos, así como en la supervi-
sión y control de los planes de simplifica-
ción de los mismos, se tendrá en cuenta 
la opinión de la comunidad organizada, a 
través de cualesquiera formas de partici-
pación popular y en especial a través de 
las comunas y los consejos comunales, 

la cual podrá materializarse, entre otras, a 
través de propuestas y alternativas de so-
lución a los trámites que generen proble-
mas, trabas u obstáculos. Cada órgano o 
ente determinará los mecanismos idóneos 
de participación popular de acuerdo con 
la naturaleza de los trámites que realice y 
dándole especial atención a las comunas y 
los consejos comunales.

Sistemas de información
y transmisión electrónica de datos
Artículo 45. Cada órgano o ente de la 
Administración Pública, creará un siste-
ma de información centralizada, automa-
tizada, ágil y de fácil acceso que sirva de 
apoyo al funcionamiento de los servicios 
de atención al público, disponible para éste 
y para el personal asignado a los mismos, 
y en general, para cualquier funcionaria o 
funcionario de otros órganos y entes, a los 
fines de integrar y compartir la información, 
propiciando la coordinación y cooperación 
entre ellos, de acuerdo con el principio de la 
unidad orgánica.

Asimismo, deberán habilitar sistemas de 
transmisión electrónica de datos con el ob-
jeto que las personas interesadas envíen o 
reciban la información requerida en sus ac-
tuaciones frente a la Administración Públi-
ca, por una parte, y por la otra, que dichos 
datos puedan ser compartidos con otros 
órganos y entes de la Administración Pú-
blica, de acuerdo con el referido principio.  

La autoridad nacional unificada en materia 
de trámites administrativos, previa consul-
ta a los ministerios del poder popular con 
competencia en materia de planificación y 

de tecnología, dictará las regulaciones so-
bre los sistemas de información centrali-
zada y de transmisión electrónica de datos 
a los fines de la correcta implementación 
de lo dispuesto en el presente artículo.

Solicitud de información
entre órganos y entes 

Artículo 46. Cuando un órgano o ente de 
la Administración Pública requiera com-
probar la existencia de alguna circunstan-
cia o requisito necesario para la realización 
de una determinada tramitación y la infor-
mación necesaria repose en los archivos 
de otro órgano o ente, se procederá a la 
obtención de la información sin transferir 
al interesado la carga del aporte de dicha 
información. Los órganos o entes a quie-
nes se solicite la información darán prio-
ridad a la atención de dichas peticiones y 
las remitirán haciendo uso de los medios 
automatizados disponibles al efecto.

La autoridad nacional unificada en materia 
de trámites administrativos, podrá esta-
blecer la normativa necesaria para la dis-
ponibilidad e intercambio de información 
entre órganos y entes de la Administración 
Pública, pudiendo incluso proceder a la 
centralización de información o bases de 
datos cuando ello no afecte la seguridad 
y resguardo de dicha información y de los 
derechos e intereses de los particulares.

CAPÍTULO IV
Ventanilla Única

Definición
Artículo 47. Son Ventanillas Únicas las 
oficinas creadas por un órgano o ente de 

la Administración Pública, o por un gru-
po de éstos, a las que pueden dirigirse las 
personas para realizar diligencias, actua-
ciones, gestiones, consignar documentos 
o solicitar información relativa a los trámi-
tes que realizan en uno o varios de dichos 
órganos o entes. 

Finalidad
Artículo 48. Las Oficinas de Ventanilla 
Única se crean con el objetivo de garantizar 
la cercanía de la Administración Pública a 
las personas, así como la simplificación de 
los trámites que se realizan ante ella.

Clases
Artículo 49. Con el fin de acercar la Ad-
ministración Pública a las personas, los 
órganos y entes podrán crear oficinas 
en las cuales puedan realizarse simultá-
neamente trámites correspondientes a 
distintos órganos o entes. Estas oficinas 
recibirán el nombre de “Ventanilla Ùnica”, 
pudiendo ser de las siguientes categorías:

1. �Ventanilla Única Institucional: Son 
aquellas creadas por los órganos o en-
tes pertenecientes a un mismo órgano 
superior de la Administración Pública, 
en las cuales los trámites a realizar in-
volucren uno o varios procesos relacio-
nados con diferentes competencias que 
le estén conferidas al respectivo órgano 
superior, pero cuya ejecución supone el 
ejercicio de atribuciones por parte de 
uno o más de los órganos o entes que 
lo integran.

2. �Ventanilla Única Interinstitucional: 
Son aquellas creadas de manera con-
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junta por órganos y entes de la Ad-
ministración Pública, en el marco de 
encomiendas convenidas u otros ins-
trumentos convencionales de carácter 
público, en las cuales las personas 
podrán realizar simultáneamente uno o 
varios trámites que involucren compe-
tencias que le estén conferidas a dichos 
órganos y entes. 

Las ventanillas únicas interinstitucionales 
podrán crearse, incluso, entre órganos o en-
tes de distintos niveles político territoriales.

La organización y funcionamiento de la ofi-
cina de ventanilla única tendrá un carácter 
exclusivamente operacional, sin que afecte 
la estructura y funcionamiento de los órga-
nos y entes cuyos trámites se realizan en 
ella. Todo lo relativo al funcionamiento de la 
taquilla única deberá ser desarrollado en la 
respectiva encomienda convenida, o el ins-
trumento público convencional que la esta-
blezca, cuya eficacia quedará supeditada a 
su publicación en el órgano de divulgación 
oficial que corresponda.

La autoridad nacional unificada en materia 
de trámites administrativos podrá dictar re-
gulaciones de carácter general que sirvan 
de marco normativo a la creación y funcio-
namiento de las oficinas de ventanilla única.

Funciones
Artículo 50. Las oficinas de ventanilla 
única prestarán, entre otros, los siguien-
tes servicios:

a. �Registro y tramitación de diligencias, 
actuaciones o gestiones dirigidas a 

cualquiera de los distintos entes y  ór-
ganos de la Administración Pública en 
relación con uno o varios trámites.

b. �Suministrar información sobre los requi-
sitos exigidos para cada trámite, las Admi-
nistraciones que intervienen, su duración 
aproximada, estado de las tramitaciones y 
los derechos de las personas en relación 
con el trámite o servicio en cuestión.

c. �Tramitación de sugerencias y quejas 
relativas al funcionamiento de los servi-
cios de la Administración Pública.

d. �Servicios de recepción y entrega de do-
cumentos, solicitudes y requerimientos 
en general.

e. �Las establecidas en el presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
el Reglamento Orgánico respectivo de 
acuerdo a las necesidades y exigencias 
del órgano o ente al cual pertenezca, y 
demás normativas aplicables.

Unificación de los sistemas
de información 

Artículo 51. Las Oficinas de Ventanilla Úni-
ca, de acuerdo con los principios de coordi-
nación, cooperación y unidad orgánica, harán 
uso de los sistemas de información centrali-
zada, automatizada y de transmisión electró-
nica de datos de conformidad con lo estable-
cido en el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley. Asimismo, contarán con un 
servicio de información telefónico para aten-
der las distintas consultas que se formulen 
con relación a los servicios que se prestan.

CAPÍTULO V
Desconcentración 

en los Procesos Decisorios

Máximas autoridades
Artículo 52. Las máximas autoridades 
de los órganos y entes de la Administra-
ción Pública, con el objeto de optimizar 
la ejecución de las actividades de planea-
miento, supervisión, coordinación y con-
trol de las políticas públicas, en virtud de 
su rol de dirección estratégica, procurarán 
la desconcentración y automatización de 
todo tipo de rutinas de ejecución y de ta-
reas de mera formalización. 

Optimización de las funciones  
Artículo 53. Los órganos y entes de la 
Administración Pública, podrán:
1. �Reforzar la capacidad de gestión de los 

órganos desconcentrados, mediante la 
transferencia de atribuciones y funcio-
nes de ejecución, o su automatización.

2. �Transferir competencias decisorias a los 
niveles inferiores por razones de espe-
cificidad funcional o territorial, o auto-
matizarlas, reservándose los aspectos 
generales de la planificación, supervi-
sión, coordinación y control, así como la 
evaluación de resultados.

TÍTULO IV
DE LA RECTORÍA, DIRECCIÓN

Y GESTIÓN PÚBLICA EN MATERIA 
DE TRÁMITES ADMINISTRATIVOS

Sistema Nacional
de Trámites Administrativos

Artículo 54. El Sistema Nacional de 
Trámites Administrativos (SISTRAD) está 
conformado por el conjunto de políticas 
públicas, estrategias, órganos y entes, 
procedimientos, archivos físicos y electró-
nicos, plataformas tecnológicas, sistemas 
de tecnología de la información, procedi-
mientos, servicios y prestaciones aplica-
dos a los trámites administrativos, o que 
sirven a su funcionamiento.

Rectoría
Artículo 55. La autoridad unificada en 
materia de trámites administrativos tendrá 
a su cargo la formulación de las líneas es-
tratégicas y la coordinación de los órganos 
y entes de la Administración Pública, es-
pecíficamente en todo lo relativo al Siste-
ma Nacional de Trámites Administrativos. 
Como ente rector en la materia, tendrá las 
siguientes atribuciones:

1. �Ejercer la rectoría del Sistema Nacional de 
Trámites Administrativos (SISTRAD) y la 
coordinación en la ejecución de políticas 
públicas de simplificación de trámites de 
todos los organismos de la Administra-
ción Pública.

2. �Procurar la actuación armónica y coor-
dinada del máximo nivel decisorio del 
Poder Público en todos sus niveles en 
la implementación de trámites adminis-
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trativos más eficientes y la simplificación 
de los que existieren. Dicho nivel deci-
sorio corresponde a quienes ejercen los 
cargos de mayor jerarquía en las distin-
tas ramas y órganos del Poder Público, 
en los niveles Nacional, estadal y munici-
pal, así como en las comunas.

3. �Elaborar el Plan Nacional de Simplifica-
ción de Trámites Administrativos y pre-
sentarlo al ministerio del poder popular 
con competencia en materia de planifi-
cación, a los fines del conocimiento y 
aprobación del Presidente o Presidenta 
de la República.

4. �Aprobar la creación, modificación o eli-
minación de trámites administrativos 
para determinados trámites, o para gru-
pos o categorías de éstos.

5. �Las demás atribuciones que le otorgue 
el Presidente o Presidenta de la Repú-
blica, de conformidad con los niveles de 
decisión y dirección en materia de trá-
mites administrativos establecidos en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Formulación de políticas públicas 
Artículo 56. La formulación de la política 
nacional en materia de trámites administra-
tivos, y su simplificación, corresponde al 
ministerio del poder popular con compe-
tencia en materia de planificación, el cual 
establecerá los parámetros organizacio-
nales, metodológicos y procedimentales 
que servirán de base al Plan Nacional de 
Simplificación de Trámites Administrativos 
y a la implementación de planes, proyectos 

o actividades relacionados con trámites 
administrativos, o su simplificación. Los 
aspectos relativos a organización y funcio-
nes que afecten el Sistema Nacional de Trá-
mites Administrativos (SISTRAD) deberán 
ser sometidos a su consulta. A tal efecto, 
ejercerá las siguientes atribuciones:

1. �Definir límites y variables estandariza-
das, o especiales si fuera necesario, 
relacionadas con la afectación de es-
tructuras organizacionales, funciones 
o procesos, como consecuencia de la 
creación, modificación o eliminación de 
trámites administrativos.

2. �Participar en la elaboración del Plan Na-
cional de Simplificación de Trámites Ad-
ministrativos, efectuando con carácter 
vinculante los aportes referidos al impacto 
sobre la estructura y funcionamiento de la 
Administración Pública.

3. �Autorizar las normas técnicas de simpli-
ficación de trámites administrativos de 
carácter general, previo a su aprobación y 
publicación por parte del Instituto Nacio-
nal para la Gestión Eficiente de Trámites y 
Permisos (INGETYP), cuando dichas nor-
mas impliquen un aumento de la estruc-
tura organizativa del ente u órgano afec-
tado, o una modificación de las funciones 
asignadas a las unidades administrativas 
o sustantivas de dichos órganos o entes.

4. �Hacer seguimiento, evaluación y con-
trol de la política nacional en materia 
de simplificación de trámites adminis-
trativos, y del Plan Nacional dictado 
para tal efecto. 

5. �Las demás establecidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
y en el ordenamiento jurídico especializa-
do, así como las que le fueren atribuidas 
por el Ejecutivo Nacional en el marco de 
sus competencias.

Autoridad nacional 
unificada de dirección y gestión

Artículo 57. Se crea el Instituto Nacio-
nal para la Gestión Eficiente de Trámites y 
Permisos (INGETYP), como instituto públi-
co con personalidad jurídica y patrimonio 
propio, distinto e independiente del Fisco 
Nacional, el cual constituirá una autoridad 
nacional, unificada, en materia de trámites 
administrativos y su simplificación, a cuyas 
direcciones se someterán los órganos y en-
tes de la Administración Pública en lo refe-
rente a dicha materia, de conformidad con 
lo dispuesto en los artículos precedentes.

El Instituto estará adscrito al órgano que 
mediante Decreto indique el Presidente o 
Presidenta de la República, quien indicará 
además el domicilio de la sede principal del 
organismo.

El Instituto Nacional para la Gestión Efi-
ciente de Trámites y Permisos (INGETYP), 
disfrutará de todas las prerrogativas, pri-
vilegios y exenciones fiscales y tributarias 
de la República Bolivariana de Venezuela. 
El nombre del Instituto Nacional para la 
Gestión Eficiente de Trámites y Permisos 
podrá abreviarse con las siglas “INGE-
TYP”, a todos los efectos legales.

Principios del INGETYP
Artículo 58. La organización, actividad y 
funcionamiento del Instituto Nacional para 
la Gestión Eficiente de Trámites y Permi-
sos (INGETYP), se desarrollará con base 
en los principios de legalidad, honestidad, 
participación, celeridad, eficacia, eficien-
cia, transparencia, racionalidad, rendición 
de cuentas, corresponsabilidad, gratui-
dad, solidaridad y responsabilidad social, 
cooperación, alteridad, equidad, justicia, 
inclusión social, buena fe y confianza.

Competencias del INGETYP
Artículo 59. El Instituto Nacional para 
la Gestión Eficiente de Trámites y Per-
misos (INGETYP), tendrá las siguientes 
competencias:

1. �Ejecutar y desarrollar la política nacional 
en materia de trámites administrativos a 
partir de las líneas estratégicas dictadas 
por el Ejecutivo Nacional y las políticas 
públicas definidas por el ministerio del 
poder popular con competencia en ma-
teria de planificación.

2. �Establecer los criterios y procedimien-
tos en materia de simplificación de trá-
mites y permisología a los órganos y 
entes de la Administración Pública.

3. �Presentar a consideración del Presiden-
te o Presidenta de la República la pro-
puesta de componente del Plan para la 
Gestión Bolivariana Socialista.

4. �Revisar, o efectuar de oficio, las pro-
puestas de simplificación de trámites 
administrativos, de carácter imperativo 
y obligatorio cumplimiento.



108  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  109

5. �Formular y recomendar las políticas y li-
neamientos en materia de integración  a 
fin de una mejor eficiencia en cuanto a la 
prestación de servicio al administrado, así 
como emitir opinión sobre las peticiones 
que les efectuaren los órganos y entes de 
la Administración Pública Nacional, esta-
dal y municipal para tal efecto.

6. �Dictar normas de carácter general en el 
marco de las materias de su competen-
cia, de obligatorio cumplimiento para 
los órganos y entes de la Administra-
ción Pública y para las personas, en la 
aplicación de trámites administrativos.

7. �Establecer criterios o mecanismos uni-
formes de verificación y valoración de 
información aportada por los y las soli-
citantes, a los fines de la valoración de 
dicha información en el control posterior. 

8. �Proporcionar asesoramiento técnico a los 
órganos y entes competentes en todo lo 
relacionado a las actividades encamina-
das a simplificar los trámites administrati-
vos, a objeto de dar cumplimiento a lo se-
ñalado en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

9. �Coordinar los procesos de la prepara-
ción conjunta con las instancias y orga-
nizaciones a las que haya lugar, de las 
posiciones del país y la sistematización 
de informes sobre la participación.

10. �Codificar toda la normativa venezola-
na relacionada con ello, a fin de servir 
como órgano de difusión y consulta de 
la misma.

11. �Elaborar, promover y coordinar con 
cada uno de los órganos y entes de la 
Administración Pública Nacional, esta-
dal y municipal la implementación de 
planes de simplificación de trámites 
administrativos.

12. �Definir los programas de investigación 
necesarios en materia de simplifica-
ción de trámites administrativos, que 
serán desarrollados en coordinación 
con los organismos competentes.

13. �Exigir el pago de las tasas sobre los 
servicios prestados y multas impuestas 
de acuerdo con el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

14. �Recopilar, procesar y publicar las es-
tadísticas en materia de simplificación 
de trámites administrativos.

15. �Controlar, organizar, dirigir y supervisar 
la Ventanillas Únicas creadas por los 
órganos y entes de la Administración 
Pública Nacional, estadal y municipal.

16. �Crear los mecanismos para garantizar 
los derechos de las ciudadanas y ciuda-
danos interesados en efectuar tramita-
ciones ante la Administración Pública.

17. �Implementar mecanismos de inspec-
ción, verificación y control posterior 
que permitan la identificación de con-
ductas distorsivas en la tramitación 
administrativa, sujetos que efectúan 
aporte fraudulento de información y 
mecanismos de evasión de controles 
administrativos. 

18. �Crear y administrar una base de datos 
centralizada que permita implementar 
controles que impidan la recurrencia 
de fraudes o conductas distorsivas, así 
como la detección de los sujetos invo-
lucrados en éstas.

19. �Ejecutar los procedimientos e impo-
ner las sanciones establecidas en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley. 

20. �Recaudar y administrar los aportes es-
tablecidos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

21. �Dictar su Reglamento Interno, el cual 
desarrollará su estructura orgánica y 
funcional sobre la base de lo precep-
tuado en este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

22. �Dictar el estatuto de su personal, con 
las especificidades propias de las 
funciones que le son otorgadas en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

23. �Las demás establecidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley y por el Ejecutivo Nacional.

Las funciones de gestión y atribuciones del 
Instituto Nacional para la Gestión Eficiente 
de Trámites y Permisos (INGETYP), deben 
sujetarse a los lineamientos, políticas y 
planes dictados por el Ejecutivo Nacional 
conforme a la planificación centralizada.

Directorio del INGETYP
Artículo 60. El Instituto Nacional para la 
Gestión Eficiente de Trámites y Permisos 
(INGETYP), tiene un Directorio presidido 
por la Autoridad Nacional de Simplifica-
ción de Trámites y Permisos, quien pre-
sidirá además el Instituto; y cuatro (4) 
Directores o Directoras, cada uno con sus 
respectivos suplentes, que cubrirán las 
faltas temporales del Director o Directora 
principal que corresponda, con los mis-
mos derechos y atribuciones.

La Autoridad Nacional de Simplificación 
de Trámites y Permisos será de libre nom-
bramiento y remoción por parte del Pre-
sidente o la Presidenta de la República. 
Los Directores o Directoras, así como sus 
respectivos suplentes, serán de libre nom-
bramiento y remoción por parte del titular 
del órgano de adscripción.

El Directorio se considerará válidamente 
constituido y sus decisiones tendrán plena 
eficacia cuando a la correspondiente sesión 
asistan el Presidente y, al menos, dos (02) de 
los Directores o sus respectivos suplentes.

La organización y funcionamiento del Di-
rectorio se rige por lo establecido en el 
Reglamento de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley y en el Reglamento 
Interno del Instituto.

Atribuciones del Directorio
Artículo 61. El Directorio del Instituto 
Nacional para la Gestión Eficiente de Trá-
mites y Permisos (INGETYP), tiene las si-
guientes competencias:
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1. �Aprobar la propuesta de los órganos 
y entes de la Administración Pública 
Nacional, estadal y municipal, a ser 
incorporado en el Plan para la Gestión 
Bolivariana Socialista respectivo, a ser 
presentada a consideración del Presi-
dente o Presidenta de la República.

2. �Aprobar las propuestas de Normas Téc-
nicas para la Simplificación de Trámites 
Administrativos.

3. �Aprobar el Reglamento Interno del Instituto.

4. �Aprobar la propuesta del plan operativo 
anual y de presupuesto del Instituto, a 
ser presentada a la consideración del 
órgano de tutela.

5. �Aprobar la propuesta de memoria y 
cuenta anual del Instituto.

6. �Debatir las materias de interés que sean 
presentadas a su consideración por el 
Presidente o Presidenta del Instituto o 
cualquiera de sus integrantes.

7. �Conocer puntos de cuentas e informes 
periódicos de la ejecución y desarrollo 
de la política y plan nacional.

8. �Las demás establecidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley y por el Ejecutivo Nacional.

Atribuciones de la Autoridad 
Nacional de Simplificación 

de Trámites y Permisos
Artículo 62. La Autoridad Nacional de 
Simplificación de Trámites y Permisos, 
tiene las siguientes competencias:

1. �Ejercer la máxima dirección, adminis-
tración y representación del Instituto en 
todos los ámbitos.

2. �Ordenar el compromiso y pago de los 
gastos del Instituto.

3. �Celebrar cualesquiera clase de contra-
tos y negocios jurídicos en representa-
ción del Instituto, y obligarle, salvo las 
prohibiciones contenidas en el ordena-
miento jurídico vigente.

4. �Suscribir los actos administrativos de 
carácter general emanados del Instituto.

5. �Racionalizar los trámites y procedi-
mientos administrativos, a través de la 
simplificación, estandarización, elimi-
nación, optimización y automatización.

6. �Facilitar y promover el uso de las tecno-
logías de la información y las comuni-
caciones (TIC).

7. �Fijar un domicilio electrónico obligato-
rio para la notificación de comunica-
ciones o actos administrativos, que re-
quiera hacer la Administración Pública 
Nacional a los usuarios y usuarias, a los 
fines de unificar la notificación de dis-
tintos actos o de distintos organismos. 
Dicho domicilio electrónico deberá ser 
debidamente notificado al usuario o 
usuaria, y tendrá preferencia a los fines 
de la notificación, respecto del régimen 
general establecido en la Ley Orgánica 
de Procedimientos Administrativos. El 
domicilio electrónico a que refiere este 
numeral podrá ser alojado en el domi-
nio en internet reservado al Instituto.

8. �Contribuir a la eficiencia de la gestión 
de los órganos y entes de la Administra-
ción Pública Nacional, estadal y muni-
cipal para dar oportuna respuesta a las 
solicitudes formuladas por las usuarias 
y los usuarios.

9. �Coordinar mancomunadamente con los 
órganos y entes de la Administración 
Pública Nacional, estadal y municipal, 
todo lo relacionado con los trámites y 
permisología que cada uno de ellos rea-
lice en el ámbito de su competencia.

10. �Ejercer la máxima autoridad del Insti-
tuto en materia de personal, en ejer-
cicio de las atribuciones y potestades 
establecidas en el ordenamiento jurídi-
co sobre la materia.

11. �Convocar y presidir las reuniones del 
Directorio.

12. �Formular las propuestas del compo-
nente para el Plan para la Gestión Bo-
livariana Socialista respectivo, normas 
técnicas para la simplificación de trámi-
tes, presupuesto del Instituto y memo-
ria y cuenta anual, a ser presentadas a 
consideración del Directorio.

13. �Formular la propuesta de Reglamento 
Interno del Instituto, a ser presentadas 
a consideración del Directorio.

14. �Presentar cuenta y todos los informes 
que sean requeridos por el órgano rector.

15. �Las demás establecidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 

Ley y por el Ejecutivo Nacional.
TÍTULO V

DEL RÉGIMEN PATRIMONIAL 
Y FINANCIERO DEL INSTITUTO

Patrimonio
y fuentes de ingresos

Artículo 63. El patrimonio y las fuentes 
de ingresos del Instituto Nacional para la 
Gestión Eficiente de Trámites y Permisos 
(INGETYP), está constituido por:

1. �Los recursos asignados en la Ley de 
Presupuesto para cada ejercicio fiscal y 
los aportes extraordinarios que apruebe 
el Ejecutivo Nacional.

2. �El aporte establecido en el artículo 64 
del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

3. �El importe de las multas pagadas por 
los infractores a quienes se apliquen 
sanciones contenidas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

4. �Los bienes, derechos y acciones de cual-
quier naturaleza que le sean transferidos, 
adscritos o asignados por el Ejecutivo 
Nacional.

5. �Los ingresos provenientes de su gestión.

6. �Donaciones, legados, aportes, subven-
ciones y demás liberalidades que reciba 
de personas naturales o jurídicas nacio-
nales de carácter público o privado.

Los ingresos que perciba el Instituto Na-
cional para la Gestión Eficiente de Trámites 
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y Permisos (INGETYP), estarán orientados 
a su financiamiento y serán destinados a 
los gastos operativos y los gastos de in-
versión de conformidad con el ordena-
miento jurídico vigente.

Aporte del sector público
Artículo 64. Los órganos y entes de la 
Administración Pública Nacional a cuyo 
cargo se encuentre la percepción con 
ocasión de la realización de trámites ad-
ministrativos, deberán abonar al Instituto 
Nacional para la Gestión Eficiente de Trá-
mites y Permisos (INGETYP) un medio 
por ciento (0,5%) del monto total de las 
tasas que, con ocasión de la prestación 
de servicios, recauden a través de cuentas 
especiales abiertas para tal fin.

La transferencia a que refiere el presente 
artículo deberá efectuarse dentro de los 
cinco (05) primeros días de cada mes, a 
las cuentas que al efecto indique el Insti-
tuto Nacional para la Gestión Eficiente de 
Trámites y Permisos (INGETYP), mediante 
el mecanismo y bajo las condiciones que 
establezca mediante Resolución el minis-
terio del poder popular con competencia 
en materia de finanzas.

Bajo ningún concepto podrá trasladarse 
a los solicitantes o usuarios el costo del 
aporte establecido a cargo de los órganos 
y entes de la Administración Pública Na-
cional a que refiere el presente artículo. 

Dispensa 
Artículo 65. El Presidente o Presidenta 
de la República, en Consejo de Ministros, 
podrá dispensar total o parcialmente el 

pago del aporte previsto en el artículo pre-
cedente, cuando razones de racionalidad o 
economía administrativa así lo justifiquen.

TÍTULO VI
SUPERVISIÓN, CONTROL

Y EVALUACIÓN DE LOS PLANES 
DE SIMPLIFICACIÓN DE 

TRÁMITES ADMINISTRATIVOS

Supervisión, control y evaluación 
Artículo 66. La supervisión, control y 
evaluación de la elaboración y ejecución 
de los planes de simplificación de trámites 
administrativos de la Administración Pú-
blica Nacional estará a cargo del Instituto 
Nacional para la Gestión Eficiente de Trá-
mites y Permisos (INGETYP), bajo los pa-
rámetros de organización y funcionamien-
to del ministerio del poder popular con 
competencia en materia de planificación. 

La supervisión, control y evaluación de la 
elaboración y ejecución de los planes de 
simplificación de trámites administrativos 
de la Administración Pública estadal y mu-
nicipal estará a cargo de los órganos o entes 
encargados de la planificación y desarrollo 
de la correspondiente entidad territorial. 

Funciones de supervisión, 
control y evaluación 

Artículo 67.  El Instituto Nacional para la 
Gestión Eficiente de Trámites y Permisos 
(INGETYP), ejercerá, en el ámbito de sus 
competencias, las siguientes funciones:

1. �Discutir y analizar conjuntamente con 
cada uno de los órganos y entes de la 

Administración Pública Nacional, estadal 
y municipal, según sea el caso, los planes 
de simplificación de trámites administra-
tivos elaborados por estos, con el objeto 
de verificar que se ajustan a las bases y 
principios establecidos en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

2. �Supervisar y controlar permanentemen-
te la ejecución de los planes de simplifi-
cación de trámites administrativos.

3. �Evaluar los resultados de la ejecución 
de los planes de simplificación de trá-
mites administrativos, con base en los 
indicadores de gestión establecidos en 
cada uno de ellos.

4. �Promover conjuntamente con el órgano 
competente la participación popular en el 
diseño y control de las actividades encami-
nadas a simplificar los trámites administra-
tivos. Dicha participación deberá realizarse 
a través de las comunidades organizadas, 
en especial los consejos comunales.

5. �Propiciar la organización periódica de 
cursos de capacitación del personal al 
servicio de la Administración Pública en 
materia de atención al público.

6. �Las que establezcan las leyes y demás 
actos de carácter normativo.

Evaluación de los resultados de 
la ejecución de los planes

Artículo 68. La evaluación de los re-
sultados de la ejecución de los planes de 
simplificación de trámites administrativos, 
se realizará conforme a los mecanismos 

que se determinen en el reglamento que 
se dicte al efecto, en el cual se deberán re-
gular además, los incentivos y correctivos 
institucionales, necesarios para garantizar 
su cumplimiento.

Modificación de los planes 
Artículo 69. La modificación de los 
planes de simplificación de trámites ad-
ministrativos en el curso de su ejecución, 
deberá ser debidamente justificada por el 
respectivo órgano o ente de la Administra-
ción Pública Nacional, estadal o municipal, 
ante el Instituto Nacional para la Gestión 
Eficiente de Trámites y Permisos (INGE-
TYP). El órgano o ente correspondiente 
examinará la petición de modificación que 
resolverá de manera motivada.

TITULO VII
SANCIONES

Suministro de información falsa
Artículo 70. Toda persona que haya 
suministrado información o datos falsos 
en el curso de las tramitaciones adminis-
trativas, será sancionada con multa cuyo 
monto se determinará entre siete unidades 
tributarias (7 UT) y veinticinco unidades 
tributarias (25 UT), según la gravedad de 
la infracción, sin perjuicio de la responsa-
bilidad civil y penal a que hubiere lugar. 

Funcionarios
y empleados públicos

Artículo 71. Las servidoras o servido-
res públicos, así como las empleadas y 
empleados al servicio de los órganos y 
entes de la Administración Pública, que 
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sean responsables de retardo, omisión o 
distorsión de los trámites administrativos 
así como del incumplimiento de las dispo-
siciones del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, serán sancionados 
con multa cuyo monto se determinará en-
tre el veinticinco (25%) y cincuenta (50%) 
por ciento de su remuneración total co-
rrespondiente al mes en que cometió la 
infracción, según la gravedad de la misma. 

Responsabilidad civil,
penal y administrativa 

Artículo 72. La multa prevista en el artí-
culo referente los servidores y servidoras 
públicos se establecerá sin perjuicio de 
la responsabilidad civil, penal y adminis-
trativa en que puedan incurrir las funcio-
narias o funcionarios en ejercicio de la 
función pública.

Imposición de multas
Artículo 73. Las multas serán impues-
tas mediante Providencia Administrativa 
debidamente motivada, dictada por el fun-
cionario competente previo levantamiento 
de acta donde se harán constar específi-
camente todos los hechos relacionados 
con la infracción, acta que deberán firmar 
según el caso, los funcionarios intervi-
nientes en el proceso y el infractor, dentro 
de un plazo no mayor a quince (15) días 
hábiles, contado a partir de la fecha de 
notificación del acto motivado al infractor. 
El contenido del acto motivado le será no-
tificado al multado junto con la correspon-
diente planilla de liquidación, a los fines 
legales consiguientes, en la dirección de 
residencia que este haya suministrado.

La apertura, sustanciación, conocimien-
to, decisión e imposición de las sancio-
nes establecidas en el presente Título, así 
como los procedimientos administrativos 
inherentes a ello, serán efectuados por las 
unidades administrativas, funcionarios y 
funcionarias indicados en el reglamento 
de funcionamiento del Instituto Nacio-
nal para la Gestión Eficiente de Trámites 
y Permisos (INGETYP). El inicio del pro-
cedimiento podrá realizarse de oficio; a 
solicitud de parte interesada, mediante 
denuncia ante el Instituto; o, por solicitud 
del respectivo órgano o ente público que 
tuviere la presunción de la comisión de las 
infracciones.

En todo caso, deberán observarse las dis-
posiciones de la ley que regulan los proce-
dimientos administrativos.

Apertura, notificación y descargos
Artículo 74. En el mismo acto en que se 
efectúe la apertura del procedimiento san-
cionatorio, el funcionario o la funcionaria 
competente ordenará la notificación del 
presunto infractor o presunta infractora, 
a fin de ponerle en conocimiento de los 
hechos por los cuales se da inicio al pro-
cedimiento.

Notificada la apertura del procedimiento, 
el presunto infractor o presunta infractora 
dispondrá de un plazo no menor de diez 
(10) días hábiles, ni mayor de quince (15) 
días hábiles, contado a partir de la fecha 
en la que hubieren sido notificados,  para 
consignar escrito razonado de sus alega-
tos o descargos y promover las pruebas 
que considere pertinentes.

Terminación anticipada
o apertura a pruebas

Artículo 75. Dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes al de la consignación 
del escrito de descargos a que refiere el 
aparte único del artículo anterior, o el del 
vencimiento del plazo para la consigna-
ción si la misma no ocurriera, el funcio-
nario o funcionaria que conoce del caso 
podrá:

a. �Levantar Acta de Conformidad, si con-
sidera que los hechos o circunstancias 
no revisten carácter ilícito o no le fueren 
imputables al presunto infractor o pre-
sunta infractora. Dicha acta pondrá fin 
al procedimiento y ordenará el archivo 
del caso, relevando del procedimiento al 
presunto infractor o presunta infractora.

b. �Imponer inmediatamente la sanción y 
emitir la respectiva planilla de liquida-
ción de multa, si la presunta infractora 
o el presunto infractor admitiere todos 
los hechos que le son imputados. Me-
diante acta, el funcionario competente 
para conocer del asunto, procederá a 
dejar constancia de ello. Esta actuación 
igualmente pondrá fin al procedimiento.

c. �Dar continuidad al procedimiento, con 
la apertura de un lapso probatorio de 
diez (10) días hábiles, contado a partir 
del vencimiento del plazo indicado en el 
encabezamiento del presente artículo. 
Dicho lapso probatorio entenderá abier-
to y emplazada la presunta infractora o 
el presunto infractor, sin necesidad de 
notificación alguna, cuando no se hu-
biere cumplido alguno de los supuestos 

enunciados en los dos literales prece-
dentes. Este lapso probatorio compren-
de un plazo de dos (2) días hábiles para 
la admisión de las pruebas que hubieren 
sido promovidas en el escrito de des-
cargos, dos (2) días hábiles para recu-
rrir la inadmisión de pruebas, un (1) día 
hábil para decidir el recurso contra la 
inadmisión de pruebas y cinco (5) días 
hábiles para su evacuación. El funciona-
rio competente podrá acordar una única 
prórroga de hasta diez (10) días hábiles, 
en aquellos casos de especial comple-
jidad, a fin de que puedan practicarse 
otras pruebas o ensayos que juzgue 
conveniente. En los asuntos de mero 
derecho se prescindirá del término de 
prueba dispuesto en el presente literal, 
de oficio o a petición de parte.

Cuando la conformidad o la admisión de los 
hechos a que refieren los literales “a” y “b” 
del presente artículo se produzcan de mane-
ra parcial, la funcionaria o funcionario com-
petente procederá a emitir un acta de con-
formidad parcial, en la cual diferenciará con 
claridad los hechos reconocidos por la pre-
sunta infractora o el presunto infractor, así 
como aquellos respecto de los cuales decla-
ra su conformidad. En el acta se impondrán 
las sanciones correspondientes a los hechos 
reconocidos por la presunta infractora o el 
presunto infractor y se declarará la termi-
nación del procedimiento respecto de tales 
hechos y de aquellos sobre los cuales se hu-
biere declarado la conformidad. Los hechos 
sobre los cuales no se declare terminado el 
procedimiento, continuarán siendo objeto de 
éste, conforme el literal “c” del presente artí-
culo, y los artículos subsiguientes.
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Pruebas admisibles
Artículo 76. En el procedimiento estable-
cido en el presente Título podrán invocarse 
todos los medios de prueba admitidos en 
derecho conforme al ordenamiento jurídico.

Decisión
Artículo 77. Vencido el lapso probato-
rio, el funcionario o funcionaria compe-
tente dispondrá de un plazo de diez (10) 
días continuos para deliberar y emitir la 
decisión. Vencido dicho plazo, sin que se 
hubiere decidido el asunto, se considerará 
que ha sido resuelto negativamente.

El acto que contenga la decisión será redacta-
do en términos claros y precisos, sin necesi-
dad de narrativa, ni transcripciones de actas, 
ni documentos que consten en el expediente. 
Pero deberá indicar expresamente el lugar y 
fecha de emisión del acto, identificación del 
sujeto o los sujetos que hacen parte en el pro-
cedimiento, descripción de los hechos, apre-
ciación de  pruebas y argumentos de defensa, 
los fundamentos de la decisión, las sanciones 
que correspondieren, y los recursos que co-
rrespondan contra el acto.

El acto identificará claramente al funciona-
rio o funcionaria que dicta la decisión, y 
contendrá su firma autógrafa, con indica-
ción del carácter con que actúa.

Si del procedimiento se evidenciaran ele-
mentos que presupongan la existencia de 
la comisión de delitos de orden público, 
la decisión indicará tal circunstancia, y el 
funcionario actuante ordenará la remisión 
de una copia certificada del expediente al 
Ministerio Público.

Plazo para la cancelación
de las multas

Artículo 78. El infractor o infractora dis-
pondrá de treinta (30) días continuos para 
la cancelación de la multa ante el Instituto 
Nacional para la Gestión Eficiente de Trá-
mites y Permisos (INGETYP), contados 
a partir de la fecha en que haya quedado 
firme la sanción. La cancelación se hará 
en las cuentas del Tesoro Nacional, ha-
bilitadas por el Instituto Nacional para la 
Gestión Eficiente de Trámites y Permisos 
(INGETYP).

Recursos 
Artículo 79. Contra la decisión sancio-
natoria podrá interponerse el Recurso 
Jerárquico, ante el superior jerárquico del 
funcionario que hubiere dictado la decisión, 
o ante la unidad administrativa, funcionario 
o funcionaria que indique el reglamento del 
Instituto, dentro del lapso de quince (15) 
días hábiles contado a partir de la fecha 
de su notificación. El plazo de admisión de 
dicho recurso es de cinco (5) días hábiles 
siguientes a la fecha de su recibo. 

La interposición del Recurso no impedirá o 
suspenderá la ejecución del acto impugnado.

Sustanciación del recurso 
Artículo 80. En el escrito, el recurrente 
deberá concretar las razones de hecho o 
de derecho en que fundamenta su preten-
sión, acompañándola de la documenta-
ción que estime pertinente.

Todas las pruebas que el recurrente consi-
dere pertinentes deberán ser promovidas 
en el escrito contentivo del recurso a ex-

cepción de aquellas declaradas improce-
dentes por este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

El término para evacuar las pruebas pro-
movidas será de quince (15) días hábiles, 
contados a partir de la fecha de recepción 
del recurso. 

Lapso para la decisión del recurso
Artículo 81. Vencido el lapso para la eva-
cuación de las pruebas, el recurso deberá 
ser decidido dentro de los quince (15) días 
siguientes, mediante acto motivado.

Inadmisibilidad 
Artículo 82. La inadmisibilidad del Recur-
so Jerárquico deberá constar en acto moti-
vado contentivo de las circunstancias de he-
cho y derecho en que se justifica la decisión. 

Agotamiento
de la vía administrativa

Artículo 83. La decisión del funciona-
rio competente para conocer el Recurso 
Jerárquico, de conformidad con la distri-
bución de atribuciones establecida en el 
instrumento que establezca las normas de 
organización y funcionamiento del Insti-
tuto Nacional para la Gestión Eficiente de 
Trámites y Permisos (INGETYP), agotará 
la vía administrativa.  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Las máximas autoridades de 
los órganos y entes de la Administración 
Pública Nacional, estadal y municipal, 
dentro de los ciento ochenta (180) días 
siguientes a la entrada en vigencia del 

presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, deberán presentar al Ins-
tituto Nacional para la Gestión Eficiente 
de Trámites y Permisos (INGETYP), los 
planes de simplificación de trámites ad-
ministrativos que se realicen ante los 
mismos.

Segunda. Los órganos y entes compe-
tentes de los estados, municipios y demás 
entidades locales deberán, dentro de los 
noventa (90) días siguientes a la entrada 
en vigencia del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, dictar las Leyes, 
Ordenanzas u otros instrumentos norma-
tivos que sean necesarios para su efectivo 
y cabal cumplimiento.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única. Se deroga el Decreto Nº 6.265 de 
fecha 22 de julio de 2008, publicado en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
Nº 5.891 Extraordinario de fecha 31 de 
julio de 2008, por el cual dicta el Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Sim-
plificación de Trámites Administrativos. 

DISPOSICION FINAL

Única. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley entrará en vigencia 
a partir de su publicación en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Ve-
nezuela. Dentro del plazo otorgado en el 
presente artículo, los órganos y entes de 
la Administración Pública adecuarán su 
funcionamiento a las disposiciones en él 
contenidas.
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LEY
DE CONTRATACIONES

PÚBLICAS

Gaceta Oficial Extraordinaria de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.154 
19 de noviembre de 2014

Decreto Nº 1.399

Dado en Caracas, a los diecisiete días 
del mes de noviembre de dos mil cator-
ce. Años 204° de la Independencia, 155° 
de la Federación y 15º de la Revolución 
Bolivariana.

Cúmplase,
 
(L.S.)
 
NICOLÁS MADURO MOROS
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DECRETO CON RANGO, VALOR
Y FUERZA DE LEY

DE CONTRATACIONES PÚBLICAS

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Ley que autoriza al Presidente de la Re-
pública para dictar Decretos con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en las materias que 
se delegan, publicada en la Gaceta Oficial 
N° 6.112 Extraordinario, de fecha 19 de 
noviembre de 2013, enmarca el actual 
proceso de construcción de un sistema 
de gobierno popular que permita el ace-
leramiento y recuperación de la economía 
nacional, forjar una cultura de servidor pú-
blico de eficiencia o nada y lucha contra la 
corrupción. 

El Plan de la Patria, Segundo Plan Socia-
lista de Desarrollo Económico y Social 
de la Nación 2013-2019, publicado en la 
Gaceta Oficial N° 6.118 Extraordinario, de 
fecha 04 de diciembre de 2013, recoge 
dentro sus objetivos la responsabilidad 
del Estado y la sociedad, más allá del 
compromiso y los intereses individuales, 
el desarrollo económico de la sociedad 
por construir en Venezuela, señalando 
lineamientos que permitan la superación 
del actual sistema capitalista, para la ins-
tauración del nuevo modelo económico 
productivo socialista, el cual, debe estar 
orientado a la elevación constante del ni-
vel de vida de la población, mediante una 
justa distribución de la riqueza, como se 
plantea en nuestra Constitución.

Ambos, de rango constitucional y legal, 
cuyo Plan de la Patria contempla entre 

sus objetivos “Propulsar la transforma-
ción del sistema económico, en función 
de la transición al socialismo bolivariano, 
trascendiendo el modelo rentista petrole-
ro capitalista hacia el modelo económico 
productivo socialista, basado en el desa-
rrollo de las fuerzas productivas.” En ese 
sentido, plantea como objetivos estratégi-
cos, entre otros aspectos: Impulsar nue-
vas formas de organización que pongan 
al servicio de la sociedad los medios de 
producción y estimulen la generación de 
un tejido productivo sustentable enmar-
cado en el nuevo metabolismo para la 
transición al socialismo; insertar nuevos 
esquemas productivos que irradien en su 
entorno relaciones de producción e in-
tercambio complementarias y solidarias; 
fortalecer la planificación centralizada y el 
sistema presupuestario para el desarrollo 
y direccionamiento de las cadenas estra-
tégicas de la Nación; potenciar el aparato 
productivo nacional, actualizándolo tec-
nológicamente y articulándolo al nuevo 
modelo, para proveer la base material de 
la construcción del socialismo; fortalecer 
sectores productivos donde el país pre-
sente ventajas comparativas, orientando 
los excedentes como base económica al-
ternativa al modelo monoexportador; pro-
piciar un nuevo modelo de gestión en las 
unidades productivas, de propiedad social 
directa e indirecta, que sea eficiente, sus-
tentable y que genere retornabilidad so-
cial y económica del proceso productivo 
al más alto interés nacional.

Entre los ejercicios fiscales 2010 y 2012 
se promulgaron leyes que establecieron 
la base para realizar el cambio del mo-
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delo económico productivo capitalista, al 
modelo económico productivo socialista 
mediante disposiciones que regulan el 
sistema económico comunal, creación de 
nuevas formas asociativas entre el Estado 
y los particulares, así como medidas tem-
porales para el incentivo de la industria 
nacional.

La Contratación Pública constituye un im-
portante porcentaje del Producto Interno 
Bruto Nacional, donde la participación del 
Estado y los particulares en sus relaciones 
de intercambio, impulsan el desarrollo 
económico de la Nación.

En el ámbito de la Ley que Autoriza al 
Presidente de la República para dictar De-
cretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
la emisión de una nueva ley especial que 
regule las contrataciones públicas encua-
dra en las necesidades del Ejecutivo Na-
cional, dado que este instrumento legal es 
indispensable para fortalecer los ámbitos 
sobre los cuales se requiere actualizar la 
legislación.

La Ley de Reforma Parcial de la Ley de 
Contrataciones Públicas promulgada en 
fecha 06 de septiembre de 2010, publi-
cada en la Gaceta Oficial N° 39.503, aún 
cuando logró incorporar aspectos signifi-
cativos en el control de la gestión de las 
contrataciones públicas que realizan los 
órganos y entes públicos; es importante 
señalar, que la Contraloría General de la 
República en la presentación de su Infor-
me de Gestión correspondiente al ejercicio 
fiscal 2012 señala, que persisten algunas 
deficiencias significativas en los procesos 

utilizados para realizar las adquisiciones de 
bienes y servicios, tal como se evidencia 
en las recomendaciones establecidas en el 
Capítulo II: Gestión en los órganos y entes 
del Poder Público, donde indica que se re-
quiere que las máximas autoridades con-
juntamente con sus funcionarios adscritos, 
adopten acciones correctivas tendentes a 
impulsar la eficiencia en la gestión pública, 
en atención a las debilidades evidenciadas 
en las actuaciones de control en el área de 
contrataciones, exhortando a establecer 
los mecanismos de control interno nece-
sarios, orientados a garantizar que las fa-
ses de selección del contratista, así como 
la de ejecución de las obras, se realicen 
fundamentadas en los principios de econo-
mía, transparencia, honestidad, eficiencia, 
igualdad, competencia, y en cumplimiento 
de la normativa que regula la materia de 
contrataciones.

El presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley de Contrataciones Públicas, 
tiene como objeto regular la actividad del 
Estado para la adquisición de bienes, pres-
tación de servicios y ejecución de obras, 
con la finalidad de preservar el patrimonio 
público, fortalecer la soberanía, desarro-
llar la capacidad productiva y asegurar la 
transparencia de las actuaciones de los 
contratantes sujetos a la misma, de mane-
ra de coadyuvar al crecimiento sostenido 
y diversificado de la economía nacional. 
Asimismo, se orienta a perfeccionar los 
procedimientos y obligaciones estableci-
dos para su correcta aplicación por parte 
todas las personas naturales o jurídicas, 
públicas y privadas sujetos de la contra-
tación pública.

En el ámbito de la defensa de la economía, 
en los procedimientos que regula el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley se incluyó a los nuevos actores 
del sistema económico nacional, estable-
ciendo los mecanismos para la inserción 
de los mismos en el desarrollo productivo 
nacional y aspectos para fortalecer la ad-
quisición de bienes, servicios y obras de 
origen nacional. Igualmente se incorporan 
aspectos que flexibilizan los procesos de 
contratación asociados al sector alimenta-
ción, seguridad y defensa.

Se fortalecen los procesos de adquisición 
transparentes, que aseguren precios jus-
tos y la calidad requerida, con la obliga-
ción del cumplimiento del compromiso 
de responsabilidad social, a través de la 
cual se pueden brindar importantes be-
neficios a nuestra población, logrando el 
desarrollo económico de la sociedad por 
construir en Venezuela, señalando linea-
mientos que permitan la superación del 
actual sistema capitalista, para la instau-
ración del nuevo modelo económico pro-
ductivo que logre la elevación constante 
del nivel de vida de la población, y de este 
modo lograr la mayor suma de felicidad y 
del buen vivir.

De igual forma, el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, en el ám-
bito de la lucha contra la corrupción, es-
tablece procedimientos que permitirán 
fortalecer los controles en los procesos 
de contratación que deba realizar el Es-
tado, sin afectar la eficiencia en la reali-
zación de los mismos, y se incorporan 
mecanismos que permitirán fortalecer las 

sanciones de carácter administrativo por 
incumplimiento del Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley. 

En el ámbito organizacional y de planifi-
cación centralizada, el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley fortale-
ce las competencias del Servicio Nacional 
de Contrataciones como órgano técnico, 
con especial énfasis en sus dos áreas 
medulares, el Registro Nacional de Con-
tratistas, estableciendo la obligación de la 
inscripción en dicho Registro, de todos los 
potenciales oferentes interesados en cele-
brar contrataciones con el sector público, 
independiente del monto de la contrata-
ción, el cual es un procedimiento sencillo 
y electrónico sin mayores requisitos y solo 
requiriendo la “calificación” por parte de 
este Registro cuando los oferentes deseen 
participar en una de las modalidades que 
la Ley prevé.

De igual forma se otorga fuerza a su otra 
área medular, el Registro Nacional de 
Contrataciones del Estado; que tiene por 
objeto garantizar y mantener un sistema 
de información de las contrataciones del 
Estado, así como de la demanda de bie-
nes, servicios y obras que la Administra-
ción relaciona al solicitar su presupuesto 
anual. La información que allí se colecte 
podrá permitir realizar planificadamente la 
adquisición de bienes, servicios y obras o 
la inversión productiva según lo definan 
las autoridades.

En el ámbito del uso de las tecnologías 
de información y la simplificación de trá-
mites, en concordancia con las nuevas 
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tendencias internacionales y sobre la 
base del Proyecto de modernización del 
Estado que adelanta el gobierno Nacio-
nal, en el presente de Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley que se presenta, se 
ha fortalecido la utilización de los medios 
electrónicos, incorporando la novedad de 
las notificaciones electrónicas para todos 
aquellos actos y procedimientos admi-
nistrativos en los cuales se tenga interés 
directo o se realicen ante los contratan-
tes, así como, ante el Servicio Nacional 
de Contrataciones.

De igual forma, se ha previsto la moda-
lidad de las contrataciones electrónicas, 
cuya normativa brindará soporte para de-
sarrollar un proyecto cuyo alcance abarca-
rá la definición de un circuito de gestión, 
a través de una solución tecnológica, que 
permita una sustancial transformación en 
la gestión de compras y contrataciones del 
Estado, garantizando que las prestaciones 
del sector público sean eficaces, eficien-
tes, transparentes y posibles de ser con-
troladas por la sociedad, para lograr una 
mejor calidad de la gestión. 

Estos aspectos han sido desarrollados en 
concordancia con lo estipulado en el De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Sobre Acceso e Intercambio Electrónico 
de Datos, Información y Documentos En-
tre los Órganos y Entes del Estado, y en el 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Sobre Mensajes de Datos y Firmas Elec-
trónicas, de cuyo espíritu se evidencia el 
mandato de evitar el requerimiento al par-
ticular de información, datos o documen-
tos que la administración ya posea, así 

como, al otorgamiento y reconocimiento 
de eficacia y valor jurídico de la firma elec-
trónica, al mensaje de datos y a toda infor-
mación inteligible en formato electrónico, 
garantizando el desarrollo de servicios 
públicos integrados y la simplificación de 
trámites en pro de la satisfacción de las 
necesidades de los ciudadanos y la mejora 
de las relaciones de éstos con el Estado.

Entre otros elementos importantes, se in-
cluye el carácter público del monto total 
del “presupuesto base”, permitiéndose al 
órgano o ente contratante mantener reser-
va sobre los detalles. Ello a los fines de re-
forzar los principios de publicidad y trans-
parencia que conforme a la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela 
y las leyes, deben ser respetados en las 
actuaciones de la Administración Pública.

Igualmente se amplían los procedimientos 
excluidos de modalidad de contratación y 
se reformulan e incorporan supuestos de 
contratación directa, destacando: la ad-
quisición de bienes, equipos, tecnología 
o servicios de determinado proveedor o 
contratista por razones de normalización o 
por la necesidad de asegurar su compati-
bilidad con otros ya existentes; el caso de 
las donaciones y la adquisición de bienes, 
la contratación de servicios a organizacio-
nes socio productivas creadas en el marco 
de la ley que rige el sistema económico 
comunal y la contratación con empresas 
conjuntas y conglomerados.

Entre los aspectos resaltantes en materia 
de administración de contratos se elimina 
la sujeción de las garantías contractuales 

al tradicional modelo de fianza, permi-
tiéndose al órgano o ente contratante se-
leccionar múltiples opciones permitidas 
por el ordenamiento jurídico, quedando a 
su cargo verificar y asegurar la suficien-
cia de la garantía. En caso de estipularse 
anticipo, se ha previsto que la falta de 
consignación de la garantía en el lapso 
establecido no constituya obstáculo que 
impida la celebración del contrato o ge-
nere retrasos innecesarios; así mismo se 
precisan, definen y regulan con claridad 
las formas de terminación del contrato, a 
saber: cumplimiento del objeto, rescisión 
unilateral por causa no imputable al con-
tratista, resolución por mutuo acuerdo y 
rescisión por incumplimiento del contra-
tista. En este último caso es enfática la Ley 
al exigir, en sintonía con lo dispuesto en 
la Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela, la realización del debido 
procedimiento administrativo que garan-
tice al particular el ejercicio pleno de su 
derecho a la defensa.

En lo que respecta al régimen sancionato-
rio en el cual se distinguen dos clases de 
sujetos destinatarios: los funcionarios pú-
blicos que incurran en infracciones a las 
disposiciones de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, y los particulares 
bien sea en infracciones o incumplimien-
to en sus relaciones con el órgano o ente 
contratante, o por ilícitos incurridos en 
los trámites y procedimientos ante el Ser-
vicio Nacional de Contratistas. En ambos 
casos, se incluyen normas expresas que 
señalan las infracciones en que pudieran 
incurrir, así como el procedimiento para 
la aplicación de las sanciones por incum-

plimiento de las disposiciones del Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley. Particu-
larmente se plantea la necesidad de esta-
blecer limitaciones para que las personas 
naturales que formen parte de personas 
jurídicas inhabilitadas por incumplimiento 
de las disposiciones que regula este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
en su rol de contratistas, no puedan par-
ticipar como socios o miembros de otras 
personas jurídicas habilitadas para con-
tratar con el Estado.

La estructura de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley de Contrataciones 
Públicas, acoge las técnicas legislativas, 
según la cual, las diversas disposiciones 
que le componen, se agruparon de acuer-
do al tema que se regula, identificando 
además el contenido de los artículos para 
facilitar el análisis y comprensión de todos 
los operadores del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
Socialismo, la refundación de la nación ve-
nezolana, basado en principios humanistas, 
sustentado en condiciones morales y éticas 
que persiguen el progreso de la patria y del 
colectivo, por mandato del pueblo, y en 
ejercicio de las atribuciones que me confie-
ren los numerales 2 y 8 del artículo 236 de 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, en concordancia con los li-
terales “c” y “f” numeral 2, del artículo 1º 
de la Ley que Autoriza al Presidente de la 
República para dictar Decretos con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en las materias que se 
delegan, en Consejo de Ministros. 

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR
Y FUERZA DE LEY

DE CONTRATACIONES PÚBLICAS

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Capítulo I
Disposiciones Generales

Objeto
Artículo 1°. El presente Decreto con Ran-
go Valor y Fuerza de Ley, tiene por objeto 

regular la actividad del Estado para la ad-
quisición de bienes, prestación de servicios 
y ejecución de obras, con la finalidad de 
preservar el patrimonio público, fortalecer 
la soberanía, desarrollar la capacidad pro-
ductiva y asegurar la transparencia de las 
actuaciones de los contratantes sujetos al 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, coadyuvando al crecimiento soste-
nido y diversificado de la economía.

Los procesos a que se refiere el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
son de obligatorio cumplimiento, salvo las 
excepciones aquí previstas.

Principios
Artículo 2°. Las disposiciones del pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley se desarrollarán respetando los prin-
cipios de economía, planificación, trans-
parencia, honestidad, eficiencia, igualdad, 
competencia, publicidad y simplificación 
de trámites; y deberán promover la partici-
pación popular a través de cualquier forma 
asociativa de producción.

A los fines de garantizar la oportuna contra-
tación y con base al principio de planifica-
ción, los contratantes deberán realizar las 
actividades previas al proceso de selección 
señaladas en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley y su Reglamento.

Todos los contratantes deberán dar prio-
ridad al uso de medios electrónicos en 
la realización de los distintos procesos a 
los que se refiere el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, conforme a 
las normas existentes en la materia.

Ámbito de aplicación
Artículo 3°. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley regirá para 
todas las personas naturales o jurídicas, 
públicas o privadas, en los términos aquí 
previstos, con especial énfasis para los 
sujetos que a continuación se señalan:

1. �Los órganos y entes del Poder Público 
Nacional, Estadal, Municipal, Central y 
Descentralizado.

2. �Las Universidades Públicas.

3. �El Banco Central de Venezuela.

4. �Las asociaciones civiles y sociedades 
mercantiles en las cuales la República 
Bolivariana de Venezuela y las personas 
jurídicas a que se contraen los numera-
les anteriores tengan participación igual o 
mayor al cincuenta por ciento (50%) del 
patrimonio o capital social respectivo.

5. �Las asociaciones civiles y sociedades 
mercantiles en cuyo patrimonio o capi-
tal social, tengan participación igual o 
mayor al cincuenta por ciento (50%), 
las asociaciones civiles y sociedades a 
que se refiere el numeral anterior.

6. �Las fundaciones constituidas por cual-
quiera de las personas a que se refieren 
los numerales anteriores o aquellas en 
cuya administración éstas tengan parti-
cipación mayoritaria.

7. �Las Comunas, los Consejos Comunales y 
las organizaciones de base del Poder Po-
pular cuando manejen fondos públicos.

8. �Las asociaciones socioproductivas y 
cualquier otra forma de organización po-
pular cuando manejen fondos públicos.

Exclusiones de la Ley
Artículo 4°. Se excluyen de la aplicación 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, las contrataciones que ten-
gan por objeto:

1. �La ejecución de obras, la adquisición 
de bienes y la prestación de servicios, 
que se encuentren en el marco del cum-
plimiento de obligaciones asumidas en 
acuerdos internacionales entre la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela y otros 
Estados, o en el marco de contratos o 
convenios suscritos con organismos 
internacionales.

2. �La contratación con empresas constituidas 
en el marco de acuerdos internacionales.

3. �Los servicios laborales.

4. �El arrendamiento de bienes inmuebles, 
inclusive el financiero.

5. �El patrocinio en materia deportiva, ar-
tística, literaria, científica o académica. 

Estas exclusiones no privan de cum-
plir con lo establecido en las demás 
disposiciones que regulan la materia 
de contratación pública, a los fines de 
establecer garantías que aseguren el 
cumplimiento de las obligaciones con-
tractuales y además promuevan la parti-
cipación nacional.
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No obstante lo anterior, los contratantes 
estarán obligados a dar cumplimiento al 
suministro de información prevista en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, en cuanto a los contratos 
y su ejecución, que se realicen bajo los 
numerales 1 y 2 de este artículo.

Exclusión de las modalidades 
de selección 

Artículo 5°. Quedan excluidos, solo de la 
aplicación de las modalidades de selección 
de contratistas indicadas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
los contratos que tengan por objeto:

1. �La prestación de servicios profesionales.

2. �La prestación de servicios financieros 
por entidades regidas por la Ley sobre la 
materia. 

3. �La adquisición de bienes inmuebles.

4. �La adquisición de semovientes.

5. �La adquisición de obras artísticas, lite-
rarias o científicas.

6. �Las alianzas comerciales o estratégicas 
para la adquisición de bienes, presta-
ción de servicios y ejecución de obras 
entre personas naturales o jurídicas y 
los contratantes. 

7. �Los servicios básicos indispensables 
para el funcionamiento del contratante. 

8. �La adquisición de bienes, la prestación 
de servicios y la ejecución de obras, su-

ministradas o ejecutadas directamente 
por los órganos y entes de la Adminis-
tración Pública.

9. �La adquisición de bienes, prestación de 
servicios y ejecución de obras contrata-
dos directamente entre los sujetos seña-
lados en el artículo 3º de presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

10. �La adquisición de bienes, prestación 
de servicios y ejecución de obras en-
comendados a los órganos y entes de 
la Administración Pública.

11. �La adquisición de bienes y prestación 
de servicios con recursos prove-
nientes de caja chica, hasta el monto 
máximo que estipule la normativa que 
regule la materia.

12. �La adquisición de bienes, la prestación 
de servicios y la ejecución de obras, 
requeridos, cuando se decrete cual-
quiera de los estados de excepción 
contemplados en la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela.

13. �La adquisición de bienes, la prestación 
de servicios y la ejecución de obras, 
destinados a la seguridad y defensa del 
Estado relacionados con las operacio-
nes de inteligencia y contra inteligencia 
realizadas por los órganos y entes de 
seguridad del Estado, tanto en el país 
como en el exterior, así como para acti-
vidades de protección fronteriza y para 
movimiento de unidades militares en 
caso de preparación, entrenamiento o 
conflicto interno o externo.

14. �La adquisición de bienes, servicios, 
productos alimenticios y medicamen-
tos, declarados como de primera ne-
cesidad, siempre que existan en el país 
condiciones de desabastecimiento por 
no producción o producción insufi-
ciente, previamente certificadas por la 
autoridad competente.

Los contratos a que hacen referencia los 
numerales anteriores, serán adjudicados 
directamente por la máxima autoridad 
contratante.

En los supuestos contemplados en los nu-
merales 12, 13 y 14 se requerirá la auto-
rización previa de la máxima autoridad del 
nivel central de la Administración Pública 
Nacional con competencia en la materia.

En las relaciones que se generen entre 
órganos y entes de la Administración Pú-
blica no se requerirá la constitución de las 
garantías previstas en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

El Presidente o Presidenta de la República 
en Consejo de Ministros y Ministras, podrá 
dictar medidas temporales que excluyan de 
las modalidades de selección de contratis-
tas establecidos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, determina-
dos bienes, servicios y obras, que se consi-
deren estratégicos.

Definiciones 
Artículo 6°. A los fines del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
define lo siguiente:

1. �Contratante: Sujeto contemplado en el 
ámbito de aplicación del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
que ejecuta los procesos previstos para la 
selección y administración de contratos 
referidos a la adquisición de bienes, pres-
tación de servicios o ejecución de obras.

2. �Unidad Usuaria: Es la unidad responsa-
ble de efectuar las actividades previas 
a la contratación, formular el requeri-
miento a la Unidad Contratante, admi-
nistrar el contrato y evaluar la actuación 
y desempeño del contratista en los pro-
cedimientos de contratación previstos 
en el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

3. �Unidad Contratante: Es la unidad res-
ponsable de solicitar y analizar las ofer-
tas, preparar el informe de recomen-
dación, solicitar el otorgamiento de la 
adjudicación, recomendar la declarato-
ria de desierta o terminación del proce-
dimiento, para la adquisición de bienes, 
prestación de servicios y ejecución de 
obras, en las modalidades de Consulta 
de Precios y Contratación Directa, así 
como, en los procedimientos excluidos 
de la aplicación de las modalidades.

En la realización de concursos abiertos 
y cerrados, la Comisión de Contratacio-
nes actuará como unidad contratante.

4. �Comisión de Contratación: Cuerpo co-
legiado multidisciplinario, cuyos miem-
bros son designados, por la máxima au-
toridad de los contratantes, representan-
do las áreas legal, técnica y financiera.
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5. �Participante: Es cualquier persona 
natural o jurídica, o conjunto de ellas, 
independientemente de su forma de 
organización, que haya adquirido el 
pliego de condiciones para participar 
en un Concurso Abierto o un Concurso 
Abierto Anunciado Internacionalmente, 
o que sea invitado a presentar oferta 
en un Concurso Cerrado, Consulta 
de Precios, Contratación Directa o en 
cualquier procedimiento excluido de 
modalidad de contratación señalado en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

6. �Oferente: Es la persona natural o jurí-
dica o conjunto de ellas, independien-
temente de su forma de organización 
que ha presentado una manifestación 
de voluntad de participar, o una oferta 
en alguna de las modalidades previstas 
en el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley o en los procedimientos 
excluidos de modalidad.

7. �Contratista: Persona natural o jurídi-
ca, o conjunto de ellas, independiente-
mente de su forma de organización que 
ejecuta una obra, suministra bienes o 
presta un servicio, para alguno de los 
contratantes sujetos del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
en virtud de un contrato, sin que medie 
relación de dependencia.

8. �Pequeño Actor Económico: Persona 
natural o jurídica, o conjunto de ellas, 
independientemente de su forma de 
organización, que tenga por objeto o 
desarrolle, aun eventualmente, activida-

des a los fines de la generación, circula-
ción, distribución o comercialización de 
productos, bienes o prestación de ser-
vicios comerciales, y los derivados de 
actos de comercio, cuyos ingresos pro-
ducto de su actividad no superen anual-
mente un monto equivalente a ocho mil 
unidades tributarias (8.000 U.T.).

9. �Mediano Actor Económico: Persona 
jurídica, o conjunto de ellas, indepen-
dientemente de su forma de organiza-
ción, que tenga por objeto o desarro-
lle, aun eventualmente, actividades a 
los fines de la generación, circulación, 
distribución o comercialización de pro-
ductos, bienes o prestación de servicios 
comerciales, y los derivados de actos 
de comercio, que tengan una nómina 
promedio anual de hasta cuarenta (40) 
trabajadores y cuyos ingresos producto 
de su actividad no superen anualmente 
un monto equivalente a ocho mil uno 
unidades tributarias hasta cuarenta mil 
unidades tributarias (8.001 U.T. hasta 
40.000 U.T.).

10. �Servicios Profesionales: Son los ser-
vicios prestados por personas natura-
les o jurídicas, en virtud de actividades 
de carácter científico, técnico, artísti-
co, intelectual, creativo, docente o en 
el ejercicio de su profesión, realizados 
en nombre propio o por personal bajo 
su dependencia.

11. �Servicios Básicos: Son los servicios 
requeridos para el funcionamiento del 
contratante en el desarrollo de sus 
competencias, que incluyen: electrici-

dad, agua, aseo urbano, gas, telefonía, 
postales y redes informáticas.

12. �Servicios Comerciales: Actividades que 
principalmente impliquen prestaciones 
de hacer a favor de un tercero, con áni-
mo de obtención de lucro o remunera-
ción en general, excluidos los contratos 
de obras, servicios básicos, profesiona-
les, laborales y financieros.

13. �Obra: Es la construcción, rehabilitación, 
remodelación, restauración, ampliación 
o reparación total o parcial de edifica-
ciones, infraestructuras para servicios 
básicos, vialidad, plantas o complejos 
de plantas, preparación, adecuación de 
áreas de trabajos. No constituye obra el 
solo mantenimiento de edificaciones.

14. �Calificación por el Contratante: Es el 
resultado del examen de la capacidad 
legal, técnica y financiera que se le 
realiza a un participante para que pue-
da presentar ofertas.

15. �Clasificación: Es la ubicación del 
interesado en las categorías de espe-
cialidades del Registro Nacional de 
Contratistas, definidas por el Servicio 
Nacional de Contrataciones, con base 
a su capacidad técnica general.

16. �Presupuesto Base: Es una estimación 
de los costos que se generan por las 
especificaciones técnicas requeridas 
para la ejecución de obras, la adqui-
sición de bienes o la prestación de 
servicios.

17. �Pliego de Condiciones y Condiciones 
de la Contratación: Es el documento 
donde se establecen las reglas básicas, 
requisitos o especificaciones que rigen 
para las modalidades de selección de 
contratistas establecidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, así como para los procedimientos 
excluidos de modalidad.

18. �Oferta: Es aquella propuesta para su-
ministrar un bien, prestar un servicio o 
ejecutar una obra, que ha sido presen-
tada por una persona natural o jurídica, 
cumpliendo con los requisitos exigidos 
por el Contratante.

19. �Desviación Sustancial: Divergen-
cia o reserva mayor con respecto a los 
términos, requisitos y especificaciones 
del pliego de condiciones o condicio-
nes generales de la contratación, en la 
que incurren los oferentes y que harían 
improbable el suministro del bien o del 
servicio o ejecución de obras en las con-
diciones solicitadas por el contratante.

20. �Emergencia Comprobada: Son los 
hechos o circunstancias sobreveni-
das que tienen como consecuencia la 
paralización, o la amenaza de paraliza-
ción total o parcial de las actividades, 
o del desarrollo de las competencias 
del contratante.

21. �Procesos Productivos: Conjunto de 
acciones sucesivas necesarias que 
requieren una serie de operaciones 
sobre los materiales con la ayuda de 
medios técnicos, habilidades y sabe-
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res, pudiendo resultar la obtención 
de bienes como resultado de un ciclo 
de transformación, productos prove-
nientes de procesos de explotación 
o servicios asociados a los aspectos 
sustantivos del contratante.

22. �Medios Electrónicos: Son instrumen-
tos, dispositivos, elementos o compo-
nentes tangibles o intangibles que ob-
tienen, crean, almacenan, administran, 
codifican, manejan, mueven, contro-
lan, transmiten y reciben de forma 
automática o no, datos o mensajes de 
datos cuyo significado aparece claro 
para las personas o procesadores de 
datos destinados a interpretarlos.

23. �Cadena Agroalimentaria: Es el con-
junto de los factores involucrados en 
las actividades de producción prima-
ria, transformación, almacenamiento, 
transporte, distribución, comercializa-
ción y consumo de alimentos.

24. �Compromiso de Responsabilidad 
Social: Son todos aquellos compro-
misos que los oferentes establecen 
en su oferta, para la atención de por lo 
menos una de las demandas sociales 
relacionadas con:

a. �La ejecución de proyectos de desa-
rrollo socio comunitario.

b. �La creación de nuevos empleos 
permanentes.

c. �Formación socio productiva de inte-
grantes de la comunidad.

d. �Venta de bienes a precios solidarios 
o al costo.

e. �Aportes en dinero o especie a pro-
gramas sociales determinados por 
el Estado o a instituciones sin fines 
de lucro.

f. �Cualquier otro que satisfaga las ne-
cesidades prioritarias del entorno 
social del contratante.

25. �Modalidades de Contratación: Son las 
categorías que disponen los sujetos del 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, establecidas para efec-
tuar la selección de contratistas para 
la adquisición de bienes, prestación de 
servicios y ejecución de obras.

26. �Concurso Abierto: Es la modalidad 
de selección pública del contratista, 
en la que pueden participar personas 
naturales y jurídicas nacionales y ex-
tranjeras, previo cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley así como su Reglamento y las 
condiciones particulares inherentes al 
pliego de condiciones.

27. �Concurso Cerrado: Es la modalidad 
de selección del contratista en la que al 
menos cinco (5) participantes son invi-
tados de manera particular a presentar 
ofertas por el contratante, con base en 
su capacidad técnica, financiera y legal.

28. �Consulta de Precios: Es la modalidad 
de selección de contratista en la que de 

manera documentada, se consultan pre-
cios a por lo menos tres (3) proveedores 
de bienes, ejecutores de obras o presta-
dores de servicios.

29. �Contratación Directa: Es la modalidad 
de selección de contratista que realiza 
el contratante, aplicando los supues-
tos cualitativos contemplados en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

30. �Acto Motivado para Contratación 
Directa: Acto dictado conforme a la 
Ley que regula la materia de proce-
dimientos administrativos, que debe 
contener toda la información que jus-
tifique la contratación, y especialmen-
te: exposición sucinta de los hechos, 
justificación legal, fundamentación y 
decisión de la contratación directa con 
mención del contratista seleccionado.

31. �Subasta Inversa: Mecanismo de se-
lección que sólo puede ser utilizado en 
la modalidad de Consulta de Precios, 
mediante la propuesta electrónica de 
ofertas que pueden ser mejoradas en 
el precio y dentro del lapso que esta-
blezca el contratante en las condicio-
nes de la contratación.

32. �Contrato: Instrumento jurídico que 
regula la ejecución de una obra, pres-
tación de un servicio o suministro 
de bienes, incluidas las órdenes de 
compra u órdenes de servicio, que 
se podrán utilizar para la adquisición 
de bienes o suministros de servicios. 
Deberá contener: precio, cantidades, 

forma de pago, tiempo, forma de en-
trega, especificaciones contenidas en 
el pliego de condiciones o condiciones 
de la contratación y oferta.

33. �Contrato Marco: Contrato suscrito en-
tre los contratantes y contratistas para 
regular la adquisición de bienes, pres-
tación de servicios y ejecución de obras 
que por sus características o recurrencia 
dificulten establecer la contratación por 
cantidades fijas. Para ello, los contra-
tantes deberán aplicar el procedimiento 
de selección correspondiente, con una 
estimación global máxima de precio y 
cantidades. En estos casos, la adjudica-
ción establecerá los precios unitarios de 
los rubros o partidas que conforman la 
contratación, con un monto total máxi-
mo del contrato, el cual se ejecutará 
por órdenes de compra, servicio y de 
ejecución de obra, en las cuales se es-
tablecerán las condiciones y términos 
específicos de las cantidades a ejecutar, 
no existiendo la obligación por parte del 
contratante de ejecutar una cantidad de-
terminada ni de pagar al contratista el 
monto máximo establecido.

34. �Convenio Marco: Mecanismo mediante 
el cual el Servicio Nacional de Contrata-
ciones, selecciona proveedores con los 
que los contratantes podrán contratar, 
bienes y servicios que requieran y que 
sean ofertados a través de catálogos 
electrónicos que se elaboren para este 
tipo de contrataciones. Los contratos 
resultantes de estos convenios serán 
suscritos por cada uno de los contratan-
tes requirentes de los bienes o servicios.
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35. �Alianza Estratégica: Consiste en el 
establecimiento de mecanismos de 
cooperación entre el contratante y 
personas naturales o jurídicas o con-
junto de ellas, independientemente 
de su forma de organización, en la 
combinación de esfuerzos, fortalezas 
y habilidades, para la obtención de 
bienes, servicios u obras asociados al 
proceso productivo o a las actividades 
sustantivas del contratante, debiendo 
establecerse en el documento donde 
se formalice, las ventajas que repre-
sente para el contratante la alianza 
estratégica en comparación con la 
aplicación de las modalidades de 
selección de contratistas. Compren-
derán igualmente los acuerdos entre 
órganos y entes de la Administración 
Pública, en un proceso de gestión con 
las comunidades organizadas.

36. �Alianza Comercial: Son acuerdos que 
establece el contratante con personas 
naturales o jurídicas o conjunto de 
ellas, independientemente de su forma 
de organización, que tienen un objeti-
vo común específico para el beneficio 
mutuo con ánimo de obtención de 
lucro o remuneración en general, de-
biendo establecerse en el documento 
donde se formalice, las ventajas que 
represente para el contratante la alian-
za comercial en comparación con la 
aplicación de las modalidades de se-
lección de contratistas.

37. �Adjudicación plurianual: Adjudica-
ción de obras, prestación de servicios 
o adquisición de bienes, cuya ejecu-

ción se estipule realizar en el transcur-
so de dos o más ejercicios fiscales.

38. �Patrocinio: Acuerdo con personas na-
turales o jurídicas que tiene por objeto 
promover talentos y valores deportivos, 
artísticos, literarios, científicos o acadé-
micos, con la intención de obtener un 
beneficio mutuo.

Capítulo II
De los Procedimientos, 

Notificaciones y Recursos 
Administrativos

De los Procedimientos 
Artículo 7°. Las actuaciones de los 
contratantes deben sujetarse a los pro-
cedimientos establecidos en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley; y aplicar cuando corresponda en for-
ma supletoria las disposiciones de la Ley 
que regula la materia de procedimientos 
administrativos.

Notificaciones 
Artículo 8°. Todas las notificaciones que 
deban practicarse en ejecución del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, indistintamente del tipo de procedi-
miento de que se trate, deberán realizarse 
en forma electrónica siempre que el des-
tinatario de la notificación hubiere previa-
mente aceptado tal condición y deberán 
publicarse en la página web del contratan-
te. Para el caso de rescisiones unilaterales 
por incumplimiento del contratista y deci-
siones que deriven de un procedimiento 
administrativo que afecten derechos sub-
jetivos, adicionalmente las notificaciones 

deberán ser publicadas en la página web 
del Servicio Nacional de Contrataciones. 
Se tomará como fecha cierta de notifica-
ción, el evento que primero ocurra según 
pueda verificarse. Cuando por razones 
técnicas debidamente justificadas, im-
posibiliten el uso de medios electrónicos 
podrá procederse de conformidad a lo es-
tablecido en la Ley que regula la materia 
de procedimientos administrativos.

Recursos Administrativos
Artículo 9°. Todo acto administrativo dic-
tado por los contratantes, por el Servicio 
Nacional de Contrataciones y el Registro 
Nacional de Contratistas, podrá ser recurri-
do de conformidad con la Ley que regula la 
materia de procedimientos administrativos.

Agotamiento de
la Vía Administrativa

Artículo 10. Las decisiones dictadas por 
la máxima autoridad del Servicio Nacional de 
Contrataciones, agotan la vía administrativa.

Capítulo III
Medidas de Promoción

de Desarrollo Económico

Medidas Temporales
Artículo 11. El Presidente o la Presidenta 
de la República Bolivariana de Venezuela 
en Consejo de Ministros y Ministras, en 
atención a los planes del desarrollo eco-
nómico, podrá dictar, medidas temporales 
para que las contrataciones de los contra-
tantes a que se refiere el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, com-
pensen condiciones adversas o desfavora-
bles que afecten a la pequeña y mediana 

industria, cooperativas y cualquier otra 
forma de asociación comunitaria.

Tales medidas incluyen entre otras, el es-
tablecimiento de montos o categorías pre-
ferenciales de contratos, la utilización de 
esquemas de contratación que impliquen 
la incorporación de bienes con valor agre-
gado nacional, transferencia de tecnología, 
incorporación de recursos humanos, pro-
gramación de entregas, las cuales servirán 
de instrumento de promoción y desarrollo 
para las pequeñas y medianas industrias, 
así como el estímulo y la inclusión de las 
personas y cualquier otra forma asociativa 
comunitaria para el trabajo.

Preferencias 
en Producción Nacional

Artículo 12. El contratante, debe garan-
tizar en las contrataciones la inclusión de 
bienes y servicios producidos en el país 
con recursos provenientes del financia-
miento público y que cumplan con las 
especificaciones técnicas respectivas, me-
diante el diseño de criterios de evaluación 
objetivos y de carácter incentivador, que 
serán identificados en el llamado o en la 
invitación para ofertar, y se detallarán en 
el pliego de condiciones o condiciones de 
la contratación, asignándoles preferencias 
en la evaluación de la oferta.

Valor Agregado Nacional
Artículo 13. Para la selección de ofer-
tas cuyos precios no superen entre ellas, 
el cinco por ciento (5%) de la que resulte 
mejor evaluada, debe preferirse aquella 
que en los términos definidos en el pliego 
de condiciones cumpla con lo siguiente:
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1. �En la adquisición de bienes, la oferta que 
tenga mayor valor agregado nacional.

2. �En las contrataciones de obras y de 
servicios, la oferta que sea presentada 
por un oferente cuyo domicilio principal 
esté en Venezuela, tenga mayor incor-
poración de partes e insumos naciona-
les y mayor participación de recursos 
humanos nacionales, incluso en el nivel 
directivo. Una vez aplicados los criterios 
anteriores, si la evaluación arrojare dos 
o más ofertas con resultados iguales se 
preferirá al oferente que tenga mayor 
participación nacional en su capital.

Capítulo IV
Comisión de Contrataciones

Integración de las Comisiones
de Contrataciones

Artículo 14. En los sujetos del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
debe constituirse una o varias Comisiones 
de Contrataciones, que podrán ser perma-
nentes o temporales, atendiendo a la es-
pecialidad, cantidad y complejidad de las 
obras a ejecutar, la adquisición de bienes y 
la prestación de servicios. 

Estarán integradas por un número impar 
de miembros principales con sus suplen-
tes, de calificada competencia profesional 
y reconocida honestidad, designados por 
la máxima autoridad del contratante prefe-
rentemente entre sus empleados o funcio-
narios, quienes serán solidariamente res-
ponsables con la máxima autoridad, por 
las recomendaciones que se presenten y 
sean aprobadas. Las designaciones de los 

miembros de las comisiones de contrata-
ciones, se realizarán a título personal y de-
berán ser notificadas al Servicio Nacional 
de Contrataciones dentro de los cinco días 
siguientes, una vez dictado el acto.

En las Comisiones de Contrataciones, es-
tarán representadas las áreas jurídica, téc-
nica y económico financiera; e igualmente 
se designará un Secretario con su suplen-
te, con derecho a voz, mas no a voto.

Los miembros de las comisiones de con-
trataciones, deberán certificarse en mate-
ria de contrataciones públicas por ante el 
Servicio Nacional de Contrataciones.

Las comunas, los consejos comunales, y 
las organizaciones de base del Poder Po-
pular, constituirán comisiones de contra-
taciones del Poder Popular, en los térmi-
nos previstos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Atribuciones
de la Comisión de Contrataciones

Artículo 15. Las comisiones de contrata-
ciones tendrán las siguientes atribuciones:

1. �Emitir recomendaciones sobre los 
asuntos sometidos a su consideración e 
incluidos en las agendas de reuniones. 

2. �Solicitar a la máxima autoridad admi-
nistrativa del órgano o ente contratan-
te, la designación del sustituto, cuando 
se produzca la falta absoluta de algún 
miembro principal de la comisión.

3. �Convocar el suplente en caso de falta acci-
dental o temporal del miembro principal.

4. �Velar porque los procedimientos de 
contratación se realicen de conformi-
dad con lo establecido en la legislación 
vigente que rige la materia, cuando ello 
fuere aplicable, y con la normativa inter-
na de cada órgano o ente contratante.

5. �Verificar la vigencia de la certificación 
de la calificación de los oferentes en el 
Registro Nacional de Contratistas, en 
contrataciones cuyo monto estimado 
sea superior a cuatro mil unidades tri-
butarias (4.000 U.T.) para bienes y ser-
vicios, y cinco mil unidades tributarias 
(5.000 U.T.) para ejecución de obras. 

6. �Considerar y emitir recomendación 
sobre el régimen legal aplicable, la es-
trategia de contratación adoptada, es-
pecificaciones técnicas y condiciones 
de la contratación, la modalidad de 
selección de contratistas, parámetros, 
ponderaciones y criterios de selección 
de oferentes y evaluación de ofertas, el 
compromiso de responsabilidad social, 
y sobre cualquier otra propuesta que le 
presente la unidad usuaria o la unidad 
contratante. 

7. �Recibir, abrir, analizar, los documentos 
relativos a la calificación de los oferen-
tes; examinar, evaluar y comparar las 
ofertas recibidas, a cuyo efecto podrá 
designar o hacer que la unidad usuaria 
o unidad contratante proponga grupos 
de evaluación interdisciplinarios, o re-
comendar la contratación de asesoría 

externa especializada en caso que la 
complejidad del objeto de la contrata-
ción lo requiera.

8. �Descalificar oferentes o rechazar ofertas, 
de conformidad a lo establecido en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, en el pliego de condiciones, o en 
las condiciones de la contratación.

9. �Decidir los recursos de reconsideración 
interpuestos por los oferentes en contra 
de las decisiones de descalificación en 
concursos abiertos. 

10. �Aprobar los informes de recomen-
dación en Consultas de Precios, que 
deriven de un concurso cerrado que 
haya sido declarado desierto, o en las 
contrataciones efectuadas en el marco 
de planes excepcionales que por su 
cuantía superen las cinco mil unidades 
tributarias (5.000 U.T.) para la adqui-
sición de bienes, diez mil unidades 
tributarias (10.000) para prestación de 
servicios y veinte mil unidades tribu-
tarias (20.000 U.T.) para la ejecución 
de obras.

11. �Determinar, visto el informe del gru-
po evaluador, las ofertas que en forma 
integral, resulten más favorables a los 
intereses del órgano o ente contratan-
te; todo ello, de conformidad con los 
requisitos establecidos en el pliego de 
condiciones, emitiendo la recomenda-
ción consiguiente.

12. �Opinar acerca del acto motivado que se 
someta a la máxima autoridad del ór-
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gano o ente contratante, para proceder 
por Contratación Directa como modali-
dad excepcional de selección de Con-
tratistas, en contrataciones cuyo monto 
hubiera sido un concurso, en especial 
las razones que justifican el uso de di-
cha modalidad, el fundamento legal, la 
contratista seleccionada y las ventajas 
estratégicas, operacionales o adminis-
trativas para dicha selección.

13. �Opinar sobre las propuestas de mo-
dificaciones en los contratos, cuya 
adjudicación fue recomendada por la 
Comisión de Contrataciones conforme 
a lo establecido en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

14. �Opinar sobre las variaciones en los pre-
cios establecidos en el contrato, cuya 
adjudicación fue recomendada por la 
comisión de contrataciones, siempre 
que estas superen el diez por ciento (10 
%) del monto original del contrato.

15. �Opinar sobre paralización en la pres-
tación de servicios y la ejecución de 
obras, que afecte el desarrollo del pro-
yecto o el período contractual, en un 
lapso mayor de veinte días continuos a 
partir de la paralización.

16. �Aprobar el cierre del contrato en el 
suministro de bienes, prestación de 
servicios y la ejecución de obras de 
contrataciones que hayan sido reco-
mendadas por la Comisión.

17. �Aprobar la evaluación de desempeño 
del contratista, en el suministro de 

bienes, prestación de servicios y la 
ejecución de obras de contrataciones 
que hayan sido recomendadas por la 
Comisión, antes de su envío al Servi-
cio Nacional de Contrataciones.

18. �Remitir a la unidad de auditoría inter-
na del órgano o ente contratante los 
casos o hechos que puedan generar 
responsabilidad administrativa.

19. �Presentar el informe de gestión al cul-
minar las actividades como miembros 
de la Comisión de contrataciones, 
dentro de los veinte días hábiles si-
guientes a la designación de la nueva 
comisión. Este informe debe ser pre-
sentado igualmente cuando se trate 
del cese de las funciones de alguno de 
sus miembros. 

20. �Ejercer cualquier otra que le señale la 
legislación aplicable y las normas in-
ternas del órgano o ente contratante. 

Atribuciones del secretario 
de la comisión de contrataciones

Artículo 16. El secretario de la Comi-
sión de Contrataciones tiene las siguien-
tes atribuciones:

1. �Convocar las reuniones, coordinar y 
conducir los actos de la Comisión de 
Contrataciones.

2. �Elaborar las actas de la Comisión de 
Contrataciones.

3. �Consolidar el informe de calificación y 
recomendación.

4. �Apoyar en la elaboración de los plie-
gos de condiciones, modificaciones y 
aclaratorias.

5. �Preparar la documentación a ser emitida 
por la Comisión de Contrataciones y sus-
cribirla cuando así haya sido facultado.

6. �Mantener el archivo de los expedientes 
manejados por la Comisión.

7. �Apoyar a los miembros de la Comisión en 
las actividades que le son encomendadas.

8. �Certificar las copias de los documentos 
originales que reposan en los archivos 
de la Comisión.

9. �Informar al Servicio Nacional de Con-
trataciones sobre el desarrollo de los 
procesos de contratación en los cuales 
participe.

10. �Cualquier otra que le sea asignada por 
la máxima autoridad del contratante o 
su normativa interna.

Considerando el volumen de los procesos 
que desarrolle la Comisión de Contratacio-
nes, se deberá definir en los contratantes, 
una unidad de apoyo a la Comisión, para 
las actividades de la Secretaría.

Validez de Reuniones y Decisiones
Artículo 17. Las Comisiones de Contra-
taciones se constituyen válidamente con la 
presencia de la mayoría de los miembros 
que representen las tres áreas que la con-
forman, sus decisiones y recomendaciones 
serán tomadas con el voto favorable de la 

mayoría. Todo lo relativo al régimen de in-
hibiciones y disentimiento, se regulará en 
el Reglamento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Reserva de la Información
Artículo 18. Los miembros de las Co-
misiones de Contrataciones, así como 
aquellas personas que por cualquier mo-
tivo intervengan en las actuaciones de 
las Comisiones, deberán guardar debida 
reserva de la documentación presentada, 
así como, de los informes, opiniones y de-
liberaciones que se realicen con ocasión 
del procedimiento.

Capítulo V
Expediente de la Contratación

Conformación
y Custodia del Expediente

Artículo 19. Todos los documentos, 
informes, opiniones y demás actos que 
se reciban, generen o consideren en los 
procesos de contratación, deben formar 
parte de un expediente por cada contra-
tación. Este expediente deberá ser archi-
vado, mediante medios físicos o electró-
nicos de conformidad a la normativa que 
rija la materia, por la unidad administrati-
va financiera del contratante, mantenien-
do la integridad de la información durante 
al menos cinco años, después de iniciada 
la selección. 

El expediente deberá estar identificado con 
la fecha de su iniciación, el nombre de las 
partes, su objeto y la numeración estable-
cida. Los documentos deben ser foliados 
en orden cronológico, según la fecha de 
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su incorporación al expediente, pudién-
dose formar piezas o archivos distintos 
cuando sea necesario.

A los efectos del archivo y custodia del 
expediente, se podrán utilizar todos los 
medios físicos o electrónicos que la nor-
mativa en la materia prevea.

Carácter Público del Expediente
Artículo 20. Culminada la selección del 
contratista, los oferentes tendrán derecho 
a solicitar la revisión del expediente y re-
querir copia certificada de cualquier docu-
mento en él contenido. Se exceptúan de lo 
dispuesto en este artículo, los documen-
tos del expediente declarados reservados 
o confidenciales conforme a la Ley que re-
gula los procedimientos administrativos.

Denuncia
Artículo 21. Toda persona podrá denun-
ciar ante la Contraloría General de la Re-
pública o ante la unidad de control interno 
del contratante, la ocurrencia de hechos 
o situaciones contrarias a los principios 
o disposiciones del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley y su Regla-
mento, así como del pliego de condiciones 
o de las condiciones de la contratación. 

Capítulo VI
De las Comunas, los Consejos 

Comunales y otras Organizaciones 
de Base del Poder Popular

Selección de Contratistas
Artículo 22. Las Comunas, los Consejos 
Comunales y cualquier otra organización 
de base del Poder Popular, cuando ma-

nejen recursos asignados por los órga-
nos y entes de la Administración Publica, 
aplicarán los procedimientos de contra-
tación para promover preferentemente la 
participación de las personas y de orga-
nizaciones comunitarias de su entorno o 
localidad.

Comisiones de Contrataciones 
del Poder Popular

Artículo 23. Las Comunas, los Consejos 
Comunales y las organizaciones de base del 
Poder Popular, seleccionarán en Asamblea 
de Ciudadanos y Ciudadanas o mediante 
acuerdos de la comunidad organizada, los 
miembros que formarán parte de la Comi-
sión de Contrataciones, la cual estará con-
formada por un número impar de al menos 
tres miembros principales y un Secretario 
con sus respectivos suplentes, cuya dura-
ción será determinada por la Asamblea de 
Ciudadanos y Ciudadanas o por la comuni-
dad organizada y hasta por un lapso de dos 
años; el secretario tendrá derecho a voz, 
mas no a voto y las decisiones y recomen-
daciones de la Comisión serán validadas 
por la Asamblea o por la comunidad orga-
nizada, siendo regulado su funcionamiento 
en el Reglamento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Supuestos Cuantitativos
de Adjudicación

Artículo 24. A los efectos de adquisición 
de bienes, prestación de servicios o ejecu-
ción de obras, las Comunas, los Consejos 
Comunales y las organizaciones de base 
del Poder Popular a través de las Comisio-
nes de Contrataciones, aplicarán la moda-
lidad de selección de contratistas definida 

como Consulta de Precios, adecuándose 
a los límites cuantitativos señalados para 
esta modalidad en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. En el caso de 
aplicar la modalidad de Concurso Abierto o 
Concurso Cerrado por superar la contrata-
ción los límites cuantitativos establecidos 
en el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, la Comisión de Contratacio-
nes del Poder Popular podrá solicitar opor-
tunamente por escrito el apoyo y acompa-
ñamiento gratuito del Servicio Nacional de 
Contrataciones.

Obligación de Inhibición
Artículo 25. Los integrantes de las Comi-
siones de Contrataciones del Poder Popular, 
deben inhibirse del conocimiento de los 
asuntos cuya competencia les atribuye la 
Ley de Contrataciones Públicas, en los ca-
sos señalados como causales de inhibición 
establecidos en la Ley que regula los proce-
dimientos administrativos.

Seguimiento y Control
Artículo 26. Los órganos y entes de la 
Administración Pública que transfieran 
recursos a las Comunas, Consejos Comu-
nales y a las organizaciones de base del 
Poder Popular, podrán dictar lineamientos 
para asegurar la correcta y adecuada utili-
zación de los recursos y deberán realizar 
actividades de control, orientadas a ga-
rantizar la aplicación de los recursos a los 
proyectos para los que fueron otorgados.

Control Social
Artículo 27. Las Comunas, los Consejos 
Comunales y las organizaciones de base 
del Poder Popular, una vez formalizada la 

contratación correspondiente, deberán ase-
gurar el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas por las partes, estableciendo 
los mecanismos que deberán utilizar para 
el control y seguimiento en la ejecución de 
los contratos, aplicando los elementos de 
control social hasta su terminación.

Rendición de Cuentas
Artículo 28. Las Comunas, los Consejos 
Comunales y las organizaciones de base 
del Poder Popular, una vez finalizada la 
ejecución del contrato, deberán cumplir 
con la rendición de cuentas a la Asamblea 
de Ciudadanos y Ciudadanas o a la co-
munidad organizada; y deberán reportar 
al Servicio Nacional de Contrataciones, 
dentro de los quince días posteriores a la 
culminación del trimestre, los resultados 
de las contrataciones realizadas.

Capítulo VII
Compromiso

de Responsabilidad Social

Finalidad
Artículo 29. El compromiso de respon-
sabilidad social tiene por finalidad garan-
tizar el cumplimiento de lo establecido en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, respecto de la contribución 
de los particulares, según su capacidad, 
en la consecución del bienestar general, 
en virtud de la solidaridad y responsabi-
lidad compartida entre éstos y el Estado. 

Carácter Contractual 
Artículo 30. El compromiso de respon-
sabilidad social se constituirá en una obli-
gación contractual para el beneficiario de 
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la adjudicación, y su ejecución debe estar 
debidamente garantizada. 

Procedencia
Artículo 31. El compromiso de respon-
sabilidad social procederá en caso de 
ofertas cuyo monto total, incluidos los 
tributos, superen las dos mil quinientas 
unidades tributarias (2.500 U.T.), y será 
del tres por ciento (3%) sobre el monto de 
la contratación.

Aplicación
y Oportunidad en la Ejecución 

Artículo 32. El Compromiso de Respon-
sabilidad Social que se establezca, será 
aplicado a proyectos sociales y solicitudes, 
determinados en base a la información de 
las necesidades del entorno social que re-
ciba el órgano o ente contratante, y serán 
incorporados en los pliegos o en las condi-
ciones generales de contratación.

El cumplimiento de compromiso de res-
ponsabilidad social deberá efectuarse an-
tes del cierre administrativo del contrato.

Aporte en dinero del Compromiso 
de Responsabilidad Social 

Artículo 33. El Compromiso de Respon-
sabilidad Social que se reciba a través de 
aportes en dinero será depositado en el 
Fondo de Responsabilidad Social, el cual 
se creará como patrimonio separado e in-
dependiente del Tesoro Nacional, bajo la 
administración y supervisión directa del 
Presidente o Presidenta de la República 
Bolivariana de Venezuela, o la autoridad 
que este señale.

La naturaleza y forma de funcionamiento 
del Fondo de Responsabilidad Social será 
establecida mediante Decreto.

Prohibición
Artículo 34. El aporte correspondiente al 
Compromiso de Responsabilidad Social en 
ningún caso se podrá utilizar para atender 
requerimientos que formen parte de las 
obligaciones y competencias contempladas 
en los Planes Operativos de los órganos y 
entes de la Administración Pública.

TÍTULO II
SISTEMA NACIONAL

DE CONTRATACIONES

Capítulo I
Servicio Nacional 
de Contrataciones

Naturaleza Jurídica
Artículo 35. El Servicio Nacional de Con-
trataciones, es un órgano desconcentrado, 
con capacidad de gestión presupuestaria, 
administrativa, financiera y ordenadora de 
pagos, dependiente jerárquicamente de la 
Comisión Central de Planificación.

Dentro de su organización se preverán 
áreas con competencia en la capacitación 
en materia de contratación pública y en la 
supervisión, control y apoyo al sector de 
los contratistas y a los contratantes.

Fuentes de Ingresos
Artículo 36. El Servicio Nacional de 
Contrataciones contará con las siguientes 
fuentes de ingresos:

1. �Las asignaciones presupuestarias ordina-
rias o extraordinarias.

2. �Los ingresos que obtenga como producto 
de su actividad.

3. �Los ingresos producto de colocaciones en 
instituciones bancarias o afines.

4. �Las multas a que se refiere el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

5. �Cualquier otro que determine la Co-
misión Central de Planificación o el 
Ejecutivo Nacional.

Competencias 
Artículo 37. El Servicio Nacional de Con-
trataciones es la autoridad técnica en las 
materias reguladas por el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y tiene 
como objetivo desarrollar e impulsar polí-
ticas públicas y herramientas, orientadas 
al desarrollo de capacidades, a la organi-
zación y articulación, de los participantes 
en los procesos de contratación pública, 
con el fin de lograr una mayor eficiencia, 
transparencia y optimización de los recur-
sos del Estado. Sus competencias son las 
siguientes:

1. �Proponer, desarrollar, implementar y 
difundir las políticas públicas, planes, 
programas, normas, instrumentos y he-
rramientas en materia de contratación 
pública, que faciliten y promuevan las 
mejores prácticas, la eficiencia, la trans-
parencia y competitividad, a fin de que 
se cumplan los principios y procesos 
generales que deben regir la actividad 

contractual de los órganos y entes de la 
Administración Pública. 

2. �Velar y promover el cumplimiento y di-
fusión del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, su Reglamento, 
normas complementarias y proponer las 
modificaciones que considere necesarias.

3. �Asesorar y emitir opiniones sobre mate-
rias de su competencia. 

4. �Brindar apoyo a los órganos y entes de 
la Administración Pública en la negocia-
ción internacional en materia de contra-
tación pública. 

5. �Diseñar y coordinar la ejecución de los 
programas de capacitación, relacio-
nados con la contratación pública con 
especial énfasis en el personal que sea 
designado para realizar actividades de 
contratación. 

6. �Diseñar, coordinar y ejecutar las activi-
dades de apoyo formativo y de gestión 
a las Comunas, Consejos Comunales, 
asociaciones socioproductivas y cual-
quier otra forma de organización popu-
lar, en materia de contratación pública. 

7. �Exhortar al mejoramiento de los siste-
mas de control en la ejecución de con-
trataciones de obras, bienes y servicios.

8. �Diseñar y coordinar los sistemas de in-
formación y procedimientos referidos a 
la aplicación del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.
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9. �Desarrollar, administrar y operar el 
Sistema Electrónico de Contrataciones 
del Estado, y gestionar nuevos desa-
rrollos tecnológicos en los asuntos de 
su competencia.

10. �Establecer las políticas y condiciones 
de uso, seguimiento y evaluación de 
los sistemas de información y contra-
taciones electrónicas o digitales.

11. �Examinar los libros, documentos y 
practicar las auditorías o evaluaciones 
necesarias, a las personas que solici-
ten calificación o estén calificados por 
el Servicio Nacional de Contrataciones, 
o bien estén inscritos en éste y hayan 
celebrado dentro de los tres años an-
teriores, contratos con alguno de los 
contratantes sujetos al presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

12. �Automatizar y mantener actualizada 
toda la información que maneje. 

13. �Dictar los criterios conforme a los 
cuales se realizará la clasificación por 
especialidad, la calificación legal y fi-
nanciera y el reporte de la experiencia 
técnica de los interesados, a los fines 
de su inscripción y calificación en el 
Registro Nacional de Contratistas. 

14. �Solicitar, recibir, recabar y sistematizar 
la información relacionada con la ma-
teria objeto de su competencia.

15. �Crear o eliminar oficinas o dependen-
cias a nivel nacional. 

16. �Dictar el Reglamento Interno para su 
funcionamiento.

17. �Imponer y aplicar las sanciones a los 
infractores que contravengan las dis-
posiciones del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

18. �Denunciar ante la Contraloría General 
de la República, los casos o hechos 
que puedan generar responsabilidad 
administrativa.

19. �Dictar medida preventiva de suspen-
sión de los efectos de los Certificados 
otorgados por el Registro Nacional de 
Contratistas, a los presuntos infracto-
res del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley. 

20. �Establecer las tarifas que se cobrarán 
por la prestación de sus servicios, pu-
blicaciones o suministro de información. 

21. �Capacitar y acreditar, a los miembros de 
la Comisión de Contratación de los órga-
nos y entes de la Administración Pública.

22. �Dar prioridad a la implementación de 
medios electrónicos en sus procesos 
internos y en sus relaciones con los 
particulares y otros órganos o entes 
de la Administración Pública.

23. �Implementar mecanismos que permi-
tan la conversión de los expedientes y 
archivos físicos o impresos, en men-
sajes de datos conforme a la Ley que 
rige la materia y los lineamientos de 
las autoridades competentes. 

24. �Considerar como original y válido a 
todos los efectos legales, el mensaje 
de datos que se genere por la conver-
sión de los expedientes, sustituyendo 
al ejemplar físico, el cual podrá ser 
desincorporado.

25. �Servir de instancia mediadora a soli-
citud de los órganos y entes de la Ad-
ministración Pública, a fin de resolver 
conflictos con sus contratistas o ter-
ceros involucrados, sin emitir pronun-
ciamiento de fondo sobre el asunto 
o sobre el acuerdo alcanzado por las 
partes, si lo hubiere. En ningún caso, 
la actuación prevista en este numeral 
constituirá causal de inhibición para el 
ejercicio de las competencias sancio-
natorias conforme al presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

26. �Ejercer cualquier otra que le señale la 
legislación aplicable y las autoridades 
jerárquicas competentes.

Información de la Programación 
y de las Contrataciones

Artículo 38. Los contratantes sujetos al 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, están en la obligación de remitir 
al Servicio Nacional de Contrataciones:

1. �La programación de la adquisición de 
bienes, prestación de servicios y eje-
cución de obras a contratar para el 
próximo ejercicio fiscal, cuya remisión 
se hará en el último trimestre del año; 
salvo aquellas contrataciones que por 
razones de seguridad de Estado, estén 
calificadas como tales.

Dicha información se suministrará con 
base al proyecto de presupuesto. De exis-
tir variación entre el proyecto y el presu-
puesto aprobado, ésta deberá remitirse 
al Servicio Nacional de Contrataciones, 
dentro de los quince días siguientes a la 
aprobación del presupuesto.

2. �Cualquier modificación a la programación 
de la adquisición de bienes, prestación 
de servicios y ejecución de obras, debe-
rá ser notificada al Servicio Nacional de 
Contrataciones dentro de los quince días 
siguientes, contados a partir de la aproba-
ción de la misma.

3. �Deberán rendir la información de las 
contrataciones realizadas en ejecución 
del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, dentro de los primeros 
quince días continuos siguientes al ven-
cimiento de cada trimestre.

El Servicio Nacional de Contrataciones 
establecerá los mecanismos y parámetros 
para la rendición de la información a que 
se refiere el presente artículo.

Carácter Informativo
de la Programación

Artículo 39. La información contenida en 
la programación de contrataciones a que 
se refiere el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, tiene carácter infor-
mativo, y no implica compromiso alguno 
de contratación y conjuntamente con las 
rendiciones trimestrales de contrataciones 
deben estar a disposición del público, pre-
via cancelación de las tarifas que fije el Ser-
vicio Nacional de Contrataciones.



146  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  147

Promoción de Encuentros
de Oferta y Demanda

Artículo 40. Con la finalidad de desa-
rrollar la capacidad productiva de bienes, 
servicios u obras y promover la participa-
ción de los pequeños y medianos actores 
económicos, el Servicio Nacional de Con-
trataciones podrá apoyar la realización de 
encuentros de oferta y demanda entre és-
tos y los contratantes.

Estos encuentros, podrán realizarse con 
base a la demanda contenida en la pro-
gramación anual de compras del Estado, 
para la adquisición de bienes, prestación 
de servicios o ejecución de obras, que por 
su cuantía o complejidad puedan ser reali-
zadas por éstos.

Capítulo II
Registro Nacional de Contratistas

Dependencia
Artículo 41. El Registro Nacional de Con-
tratistas es una dependencia administrativa 
del Servicio Nacional de Contrataciones, 
conforme a lo dispuesto en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley y su 
Reglamento.

Objeto y Funciones
Artículo 42. El Registro Nacional de 
Contratistas tiene por objeto centralizar, 
organizar y suministrar en forma eficien-
te, veraz y oportuna, en los términos pre-
vistos en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley y su Reglamento, la 
inscripción e información necesaria para 
la calificación legal y financiera, experien-
cia técnica y clasificación por especialidad, 

de las personas naturales o jurídicas, na-
cionales y extranjeras, públicas o priva-
das, que deseen contratar con el Estado. 
En tal sentido le corresponde:

1. �Emitir el certificado de inscripción que 
habilita al inscrito para contratar con el 
Estado en todos los procedimientos de 
contratación.

2. �Otorgar el certificado de calificación 
una vez verificado el cumplimiento de 
los requisitos establecidos conforme 
al presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley y su Reglamento, para 
participar en modalidades de selección.

3. �Sistematizar, organizar y consolidar la 
base de datos del Registro Nacional de 
Contratistas. 

4. �Llevar el Registro Público de Contratis-
tas y suministrar a los contratantes, la 
información correspondiente a las per-
sonas inscritas y calificadas.

5. �Elaborar y publicar un directorio con-
tentivo de la calificación y clasificación 
por especialidad de los contratistas. 

6. �Proponer los requisitos y documen-
tación necesaria para la inscripción 
y calificación en el Registro Nacional 
de Contratistas y solicitar información 
complementaria en caso de que la re-
quiera, para personas naturales o ju-
rídicas, estableciendo las diferencias 
necesarias cuando las mismas sean de 
origen nacional o extranjero.

7. �Someter a la consideración de la máxi-
ma autoridad del Servicio Nacional de 
Contrataciones las posibles sanciones 
a los presuntos infractores del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley. 

8. �Cualesquiera otra que le sea atribuida 
por las autoridades competentes.

Registros Auxiliares
de Contratistas

Artículo 43. El Registro Nacional de 
Contratistas funcionará en el ámbito na-
cional, apoyándose para el desarrollo de 
sus competencias en los Registros Auxi-
liares de Contratistas, y podrán funcionar 
en las sedes de los órganos y entes de la 
Administración Pública. 

Registrador Auxiliar
Artículo 44. El Registro Auxiliar de 
Contratistas estará a cargo de un Re-
gistrador Auxiliar, designado por la 
Máxima Autoridad del Servicio Nacional 
de Contrataciones.

Responsabilidad de Información
Artículo 45. El Registrador Auxiliar de 
Contratistas es responsable de la integri-
dad y verificación de la información que 
maneje en el ámbito de sus competencias.

Publicidad
Artículo 46. La información contenida 
en el Registro Nacional de Contratistas 
podrá ser consultada por cualquier per-
sona que lo solicite.

Inscripción en el Registro
 Nacional de Contratistas

Artículo 47. Los potenciales oferentes 
para contratar con el Estado, y con las 
organizaciones de base del Poder popular 
cuando manejen fondos públicos, debe-
rán inscribirse en el Registro Nacional de 
Contratistas, en los términos y condicio-
nes que establezca el Servicio Nacional de 
Contrataciones para tal fin. 

A los fines de celebrar contratos con el Es-
tado, las personas naturales y jurídicas sin 
domicilio en el país, deberán contar con la 
inscripción requerida, la cual será tramita-
da por las mismas o por los contratantes.

Calificación por el Registro
 Nacional de Contratistas

Artículo 48. Para presentar ofertas en 
todas las modalidades regidas por el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, cuyo monto estimado sea superior 
a cuatro mil Unidades Tributarias (4.000 
U.T.) para bienes y servicios, y cinco mil 
Unidades Tributarias (5.000 U.T.) para 
ejecución de obras, los interesados deben 
estar calificados por el Registro Nacional 
de Contratistas, y no estar inhabilitados 
para contratar con el sector público. Esta 
calificación, tendrá una validez de un año, 
requiriendo para su renovación el cumpli-
miento de los requisitos establecidos por 
el Servicio Nacional de Contrataciones.

El Servicio Nacional de Contrataciones 
dictará las normas que regulen el procedi-
miento para la calificación y actualización 
ante el Registro Nacional de Contratistas. 
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Excepciones a la calificación del 
Registro Nacional de Contratistas

Artículo 49. Quedan exceptuados de la 
calificación por el Registro Nacional de 
Contratistas, los siguientes supuestos:

1. �Cuando el monto de la contratación no 
supere las cuatro mil Unidades Tributa-
rias (4.000 U.T.) para bienes y servicios, 
y cinco mil Unidades Tributarias (5.000 
U.T.) para ejecución de obras, a cargo 
de un mismo contratista y dentro de un 
mismo ejercicio fiscal. 

2. �En caso de pequeños actores económi-
cos, proveedores que suministren ali-
mentos o productos declarados como 
de primera necesidad y contratistas que 
presten servicios altamente especializa-
dos de uso esporádico.

3. �En cualquiera de los supuestos previs-
tos en los procedimientos excluidos de 
modalidad de selección de contratistas.

4. �Los órganos y entes de la Administra-
ción Pública que participen en modali-
dades de selección de contratistas.

5. �Cuando se trate de interesados en par-
ticipar en la modalidad de concurso 
abierto anunciado internacionalmente.

6. �Para las personas naturales y jurídicas 
sin domicilio ni filiales en Venezuela, 
que participen en concursos cerrados o 
en consultas de precios; o que formen 
parte de consorcios, alianzas o conglo-
merados que participen en cualquier 
modalidad de selección de contratistas.

7. �Para las personas naturales y jurídicas 
sin domicilio ni filiales en Venezuela, 
que pudieran ser seleccionadas con 
ocasión de alguno de los supuestos 
de contratación directa previstos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, así como, las que sean 
seleccionadas a través de las consul-
tas de precios en ejecución de planes 
excepcionales.

Obligación de Actualización 
de Datos

Artículo 50. Los inscritos en el Registro 
Nacional de Contratistas y los calificados 
por éste, deberán actualizar anualmente 
sus datos en el respectivo Registro, a los 
fines de poder realizar contrataciones con 
el sector público. Quienes dejen de cum-
plir con este requisito, tendrán la condi-
ción de no habilitado dentro del Registro 
Nacional de Contratistas.

Información sobre 
el Desempeño del Contratista

Artículo 51. Los contratantes deben re-
mitir al Registro Nacional de Contratistas, 
información sobre la actuación o desem-
peño del contratista, dentro de los cinco 
días hábiles siguientes a la notificación de 
los resultados en la ejecución de los con-
tratos de adquisición de bienes, prestación 
de servicios o ejecución de obras. En los 
casos de rescisión contractual, indepen-
dientemente del monto de contratación, es 
obligatoria la remisión al Servicio Nacional 
de Contrataciones de la evaluación de des-
empeño del contratista.

Capítulo III
Registro Nacional

de Contrataciones del Estado

Dependencia
Artículo 52. El Registro Nacional de 
Contrataciones del Estado es una depen-
dencia administrativa del Servicio Nacio-
nal de Contrataciones, conforme a lo dis-
puesto en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley y su Reglamento.

Objeto y Funciones
Artículo 53. El Registro Nacional de Con-
trataciones del Estado tiene por objeto ga-
rantizar y mantener un sistema de informa-
ción de las contrataciones del Estado, con 
el fin de proveer información a cualquier 
interesado. En tal sentido le corresponde:

1. �Consolidar la captación de la información 
de la programación anual de compras.

2. �Consolidar la captación de la informa-
ción de la rendición trimestral de las 
contrataciones realizadas a través de 
las modalidades previstas en el presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, así como, en los procedimientos 
excluídos.

3. �Consolidar la información referente a la 
aplicación de las medidas temporales 
vigentes.

4. �Publicar en la página web del Servicio 
Nacional de Contrataciones, los llama-
dos a participar en los concursos abier-
tos y concursos abiertos anunciados 
internacionalmente.

5. �Proponer a la máxima autoridad del 
Servicio Nacional de Contrataciones, 
las actividades orientadas a optimizar la 
captación de la información que deben 
remitir los órganos y entes de la Admi-
nistración Pública.

6. �Desarrollar mesas técnicas para incen-
tivar a los órganos y entes públicos 
de la Administración Pública, para la 
oportuna rendición de la información 
requerida.

7. �Las demás que le asigne la máxima 
autoridad del Servicio Nacional de 
Contrataciones.

Capítulo IV
Dirección de Capacitación

en Contrataciones Públicas

Dependencia
Artículo 54. La Dirección de Capacitación 
en Contrataciones Públicas es una depen-
dencia administrativa del Servicio Nacional 
de Contrataciones, conforme a lo dispuesto 
en el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley y su Reglamento.

Objeto y funciones
Artículo 55. La Dirección de Capacita-
ción en Contrataciones Públicas tiene por 
objeto coordinar, supervisar y ejecutar las 
actividades de capacitación en contrata-
ción pública y en materias relacionadas, 
que el Servicio Nacional de Contratacio-
nes diseñe para el fortalecimiento de las 
actividades de la Administración Pública 
Nacional en el proceso de contratación. En 
tal sentido le corresponde:
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1. �Ejecutar los lineamientos, decisiones 
y disposiciones en materia académica 
y administrativa emanadas de la Máxi-
ma Autoridad del Servicio Nacional de 
Contrataciones.

2. �Realizar investigaciones y diseñar pro-
ductos en capacitación.

3. �Incorporar innovaciones y utilización de 
medios electrónicos en los programas 
de formación que se desarrollen.

4. �Diseñar, custodiar y distribuir el mate-
rial de instrucción.

5. �Elaborar diseños curriculares e instruc-
cionales de los planes de capacitación.

6. �Promover relaciones académicas con 
instituciones públicas o privadas.

7. �Emitir los certificados de las capacita-
ciones dictadas.

8. �Generar indicadores que permitan me-
dir el desempeño y evolución de la ac-
tividad de capacitación para introducir 
correctivos orientados a optimizar el 
desarrollo de la actividad.

9. �Cualesquiera otra que le sea atribuida 
por las autoridades competentes.

TÍTULO III
MODALIDADES DE SELECCIÓN 

DE CONTRATISTAS

Capítulo I
Disposiciones Generales

Suficiencia de la acreditación
Artículo 56. En las modalidades de 
contratación regidas por el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
el contratante para efectuar la califica-
ción legal y financiera se abstendrá de 
solicitar a los participantes, la presen-
tación de documentación o información 
suministrada cuando formalizó su califi-
cación en el Registro Nacional de Con-
tratistas. No obstante el contratante po-
drá verificar la validez de la información 
y de resultar falsa se procederá a aplicar 
las sanciones señaladas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, previo procedimiento administrati-
vo, además de denunciar el hecho ante 
las autoridades competentes encarga-
das de determinar la responsabilidad 
civil, penal y administrativa.

Prohibición de Fraccionamiento
Artículo 57. Se prohíbe dividir en varios 
contratos la ejecución de una misma obra, 
la prestación de un servicio o la adquisi-
ción de bienes, con el objeto de disminuir 
la cuantía del mismo y evadir u omitir nor-
mas, principios, modalidades de selección 
o requisitos establecidos en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
y su Reglamento.

Estimación de Montos
para Contratar

Artículo 58. En la estimación de los 
montos para seleccionar la modalidad de 
contratación de las establecidas en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, se considerarán todos los tributos co-
rrespondientes a su objeto, que deban ser 
asumidos por el contratante. Igualmente se 
solicitará a los oferentes su inclusión en la 
presentación de sus propuestas.

Presupuesto Base
Artículo 59. Para todos los procesos de 
selección de contratistas establecidos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, el contratante debe preparar el presupues-
to base de la contratación, cuyo monto total 
incluyendo los tributos, será informado a los 
participantes en el pliego de condiciones o en 
las condiciones de contratación y podrá man-
tenerse en reserva su estructura de costos. 

En la elaboración del presupuesto base los 
contratantes, deben considerar las regula-
ciones existentes para los precios, en ma-
teriales o insumos establecidas en la Ley 
que regula la materia de precios justos y 
demás disposiciones relacionadas. 

El presupuesto base deberá formar parte 
del pliego de condiciones o condiciones de 
la contratación y podrá establecerse como 
criterio para el rechazo de las ofertas. 

Elaboración del Presupuesto Base
Artículo 60. Los contratantes definirán 
dentro de su estructura organizativa la 
Unidad encargada de la elaboración o vali-
dación del Presupuesto Base.

Valor Aplicable
de la Unidad Tributaria

Artículo 61. La determinación de la mo-
dalidad de selección de contratista a ser 
aplicada conforme al monto de la contra-
tación, se realizará considerando el valor 
de la unidad tributaria vigente para el mo-
mento de iniciar el procedimiento de con-
tratación respectivo.

Delegaciones
Artículo 62. La máxima autoridad del 
contratante podrá delegar sus atribucio-
nes, de conformidad con la normativa le-
gal vigente.

Obligatoriedad de
 Mantenimiento de las Ofertas

Artículo 63. Los oferentes deben obli-
garse a sostener sus ofertas durante el 
lapso indicado en el pliego de condiciones 
o condiciones de la contratación.

Garantía
de Mantenimiento de las Ofertas 

Artículo 64. Los contratantes podrán so-
licitar una garantía para el mantenimiento 
de las ofertas hasta la firma del contrato.

El monto o forma de cálculo de esta garan-
tía, será establecido por el Reglamento del 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley.

Pliego de Condiciones
Artículo 65. Las reglas, condiciones y 
criterios aplicables a cada contratación de-
ben ser objetivos, de posible verificación y 
revisión, y se establecerán en el pliego de 
condiciones.
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En el Concurso Abierto, el pliego de con-
diciones debe estar disponible a los inte-
resados desde la fecha que se indique en 
el llamado a participar, hasta el día hábil 
anterior a la fecha fijada para el acto de 
apertura de los sobres contentivos de las 
manifestaciones de voluntad y ofertas. 
El contratante debe llevar un registro de 
adquirentes del pliego de condiciones en 
el que se consignarán los datos mínimos 
para efectuar las notificaciones que sean 
necesarias en el procedimiento. El hecho 
de que una persona no adquiera el pliego 
de condiciones para esta modalidad, no le 
impedirá la presentación de la manifesta-
ción de voluntad y oferta. El contratante 
podrá establecer un precio para la adquisi-
ción del pliego de condiciones.

En el Concurso Cerrado y la Consulta de 
Precios, el pliego de condiciones será re-
mitido a los participantes conjuntamente 
con la invitación, sin embargo en la moda-
lidad de Consulta de Precios, cuando las 
características de los bienes o servicios a 
adquirir lo permitan, podrá remitirse con 
la invitación las condiciones generales de 
la contratación.

En la modalidad de Contratación Directa el 
contratante deberá preparar las condicio-
nes de la contratación, la cual formará parte 
del contrato que se formalice y se incorpo-
rará al expediente.

Contenido del Pliego
de Condiciones

Artículo 66. El Pliego de condiciones 
debe contener:

1. �La documentación legal del participante, 
necesaria para la calificación y evalua-
ción en las modalidades establecidas en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

2. �Monto del presupuesto base.

3. �Características de los bienes a adquirir, 
los servicios a prestar o las obras a eje-
cutar con listas de cantidades, servicios 
conexos y planos, si fuere el caso.

4. �Especificaciones técnicas detalladas de 
los bienes a adquirir o a incorporar en la 
obra, los servicios a prestar, según sea el 
caso y sin hacer referencia a determina-
da marca o nombre comercial. Si se trata 
de adquisición de repuestos o servicios 
a ser aplicados a activos del contratante, 
podrá hacerse mención de ésta, siempre 
señalando que pueden cotizarse otras 
con características similares certificadas 
por el fabricante. Cuando existan regla-
mentaciones técnicas obligatorias, éstas 
serán exigidas como parte de las especi-
ficaciones técnicas.

5. �Idioma de las manifestaciones de volun-
tad y ofertas, plazo y lugar para presen-
tarlas, así como su tiempo mínimo de 
validez.

6. �Moneda de las ofertas y su conversión a 
moneda nacional.

7. �Lapso y lugar en que los participantes 
podrán solicitar aclaratorias del pliego 
de condiciones a la Comisión de Con-
trataciones.

8. �Autoridad competente para respon-
der aclaratorias, modificar el pliego de 
condiciones y notificar decisiones en el 
procedimiento.

9. �La obligación de que el oferente indique 
en su oferta la dirección, así como el 
correo electrónico donde se le harán las 
notificaciones pertinentes.

10. �Fecha, lugar y mecanismo para la re-
cepción y apertura de las manifestacio-
nes de voluntad y ofertas en las modali-
dades indicadas en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

11. �La forma en que se corregirán los 
errores aritméticos o disparidades 
en montos en que se incurra en las 
ofertas.

12. �Criterios de calificación, su pondera-
ción y la forma en que se cuantificarán 
dichos criterios.

13. �Matriz de evaluación para determinar 
el puntaje de la oferta, su ponderación 
y la forma en que se cuantificarán el 
precio y los demás factores definidos 
como criterios de evaluación.

14. �Criterios que permitan la preferencia 
en calificación y puntaje adicional en 
la evaluación a oferentes constituidos 
con iniciativa local en el área donde se 
va a ejecutar la actividad objeto de la 
contratación.

15. �Establecimiento del compromiso de 
responsabilidad social.

16. �Proyecto de contrato que se suscribirá 
con el beneficiario de la adjudicación.

17. �Normas, métodos y pruebas que se 
emplearán para determinar si los bie-
nes, servicios u obras, una vez ejecu-
tados, se ajustan a las especificacio-
nes definidas.

18. �Forma, plazo y condiciones de entre-
ga de los bienes, ejecución de obras 
o prestación de servicios objeto de la 
contratación.

19. �Condiciones y requisitos de las garantías 
que se exigen con ocasión del contrato.

20. �Modelos de manifestación de volun-
tad, oferta y garantías.

21. �Declaración jurada de conocer el lu-
gar donde se va ejecutar la obra o se 
va a prestar el servicio en caso que 
sea necesario.

22. �Declaración jurada de no tener obliga-
ciones exigibles con el contratante.

23. �Declaración jurada de no contar dentro 
de su conformación y organización, 
con personas naturales que participen 
como socios, miembros o administra-
dores de alguna empresa, sociedad 
o agrupación que se encuentre inha-
bilitada conforme a este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. En caso 
contrario, declarará el compromiso de 
subsanar tal situación en un plazo que 
será fijado en atención a las condicio-
nes de la contratación.
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24. �Cualquier otra condición que sea ne-
cesaria a los fines de la contratación.

Los requisitos aquí establecidos serán 
utilizados en lo que sea aplicable para la 
elaboración de las condiciones de contra-
tación en las modalidades de consulta de 
precios y contratación directa, así como en 
los procedimientos excluidos de modalidad 
de selección de contratistas.

Presentación de Manifestación 
de Voluntad y Oferta

Artículo 67. El contratante debe fijar un 
término para la presentación de la mani-
festación de voluntad de participar o de la 
oferta, para cada modalidad de contrata-
ción que no podrá ser menor de los indi-
cados a continuación:

1. �Concurso Abierto, siete días hábiles para 
bienes, nueve días hábiles para servi-
cios, y once días hábiles para obras.

2. �Concurso Abierto Anunciado Interna-
cionalmente, veintiún días hábiles.

3. �Concurso Cerrado, cinco días hábiles 
para bienes, seis días hábiles para ser-
vicios, y siete días hábiles para obras.

4. �Consulta de Precios, cuatro días hábi-
les para bienes, cinco días hábiles para 
servicios, y seis días hábiles para obras.

Dichos términos se deben contar a par-
tir del día hábil siguiente a la fecha en 
la cual el pliego o condiciones genera-
les de la contratación estén disponibles 
para los interesados.

Modificación de Condiciones
Artículo 68. El contratante sólo puede 
introducir modificaciones en las condicio-
nes de contratación hasta dos días hábiles 
antes de la fecha límite para la presenta-
ción de las manifestaciones de voluntad u 
ofertas, según el caso, notificando las mo-
dificaciones a todos los participantes que 
hayan adquirido el pliego de condiciones o 
recibido las condiciones de contratación. 
El contratante puede prorrogar el término 
originalmente establecido para la presen-
tación de manifestaciones de voluntad u 
ofertas a partir de la última notificación.

Derecho de Aclaratoria
Artículo 69. Cualquier participante tiene 
derecho a solicitar por escrito, aclaratorias del 
pliego de condiciones o de las condiciones de 
la contratación dentro del plazo en él estable-
cido. Las solicitudes de aclaratoria deben ser 
respondidas por escrito a cada participante 
con un resumen de la aclaratoria formulada 
sin indicar su origen. Las respuestas a las 
aclaratorias deben ser recibidas por todos 
los participantes con al menos un día hábil de 
anticipación a la fecha fijada para que tenga 
lugar el acto de entrega de manifestaciones 
de voluntad u ofertas, según el caso. Las res-
puestas a las aclaratorias pasarán a formar 
parte integrante del pliego de condiciones y 
tendrán su mismo valor.

Lapsos para las Aclaratorias
Artículo 70. El lapso para solicitar acla-
ratorias en el Concurso Abierto y en el 
Concurso Abierto Anunciado Internacio-
nalmente será de al menos tres días hábi-
les; dos días hábiles en el Concurso Cerra-
do y un día hábil para Consulta de Precios. 

Dichos lapsos se deben contar desde la 
fecha a partir de la cual el pliego de con-
diciones esté disponible a los interesados.

Prórroga de las Ofertas
Artículo 71. El contratante puede solicitar 
a los oferentes que prorroguen la vigencia de 
sus ofertas, los oferentes que acepten, pro-
veerán lo necesario para que la garantía de 
mantenimiento de la oferta, continúe vigente 
durante el tiempo requerido en el pliego de 
condiciones, más la prórroga. Con ocasión 
de la solicitud de prórroga, no se pedirá ni 
permitirá modificar las condiciones de la 
oferta, distintas a su plazo de vigencia.

Ampliación de Lapsos y Términos
 en Modalidades de Contratación

Artículo 72. En los casos de adquisición 
de bienes, prestación de servicios, y ejecu-
ción de obras, que por su importancia, com-
plejidad u otras características, justifique la 
ampliación de los lapsos o términos estable-
cidos para las modalidades de selección de 
contratistas señaladas en el presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, desde la 
recepción de las ofertas, hasta la suscripción 
del contrato correspondiente, se requerirá 
acto motivado de la máxima autoridad del 
contratante, indicando explícitamente en la 
motivación, los nuevos lapsos o términos de 
conformidad con el Reglamento.

Contratación Conjunta
de Proyecto y Obra

Artículo 73. Los procesos de contrata-
ción de obras, aún en casos excluidos de 
modalidad de selección de contratistas, 
sólo podrán iniciarse siempre que exista 
el respectivo proyecto.

Excepcionalmente, podrá contratarse 
conjuntamente el proyecto y la ejecución 
de una obra, cuando a ésta se incorporen 
como parte fundamental, equipos alta-
mente especializados; o cuando equipos 
de esa índole, deban ser utilizados para 
ejecutar la obra.

Disponibilidad
Presupuestaria para Contratar

Artículo 74. A los fines de la formaliza-
ción del contrato, los contratantes debe-
rán contar con la respectiva disponibilidad 
presupuestaria. 

En los procesos de selección de contra-
tistas establecidos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, los con-
tratantes pueden iniciar los procedimien-
tos de contratación, seis meses antes de 
que se inicie el ejercicio presupuestario 
del año fiscal, pudiendo otorgar la adjudi-
cación y firmando el contrato, solamente 
cuando se cuente con la disponibilidad 
presupuestaria correspondiente, sin que la 
no suscripción genere obligaciones para el 
contratante.

De igual manera, en el ejercicio fiscal vi-
gente, los contratantes podrán adjudicar 
el requerimiento, sin contar con la tota-
lidad de la disponibilidad presupuestaria, 
suscribiendo el contrato por el monto 
disponible y el resto quedará sujeto a la 
disponibilidad presupuestaria una vez 
obtenida, previa formalización de los con-
tratos o adendas respectivas, sin que la 
no suscripción genere obligaciones para 
el contratante.
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Adjudicación Plurianual
Artículo 75. En los procedimientos de 
selección de contratistas establecidos 
en el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, que superen más de un 
ejercicio fiscal, los contratantes podrán 
adjudicar la totalidad de los requerimien-
tos, pero solo procederán a suscribir el 
contrato por el monto disponible para el 
primer ejercicio fiscal y el resto quedará 
sujeto a la disponibilidad presupuestaria 
para cada ejercicio subsiguiente, previa 
formalización de los contratos o adendas 
respectivas, sin que la no suscripción ge-
nere obligaciones para el contratante.

La evaluación de desempeño de los con-
tratistas se realizará sobre cada contrato 
o adendas que integren la adjudicación 
plurianual.

Causales de Rechazo
de las Ofertas

Artículo 76. En el proceso posterior de 
examen y evaluación de las ofertas, se 
deberán rechazar aquellas que se encuen-
tren dentro de alguno de los supuestos 
siguientes:

1. �Que incumplan con las disposiciones 
del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley. 

2. �Que tengan omisiones o desviaciones 
sustanciales a los requisitos exigidos en 
el pliego de condiciones o en las condi-
ciones de contratación. 

3. �Que sean condicionadas o alternativas, 
salvo que ello se hubiere permitido en 

los pliegos de condiciones o en las con-
diciones de contratación. 

4. �Que diversas ofertas provengan del 
mismo proponente.

5. �Que sean presentadas por personas 
distintas, si se comprueba la partici-
pación de cualquiera de ellas o de sus 
socios, directivos o gerentes en la inte-
gración o dirección de otro oferente en 
la contratación. 

6. �Que suministre información falsa.

7. �Que sean presentadas por personas que 
no tengan cualidad o legitimidad para 
representar al oferente. 

8. �Que se presenten sin la declaración ju-
rada del cumplimiento del compromiso 
de responsabilidad social, cuando éste 
sea exigible. 

9. �Que correspondan a oferentes, que 
hayan sido descalificados, en la mo-
dalidad de Concurso Abierto, bajo el 
procedimiento de apertura simultánea 
de documentos de calificación y oferta.

10. �Que no estén acompañadas por la do-
cumentación exigida en el pliego o en 
las condiciones de la contratación.

11. �Que no estén acompañadas por las ga-
rantías exigidas o las mismas sean insu-
ficiente; salvo que la oferta hubiere sido 
presentada por algunos de los sujetos a 
que se refiere el artículo 3º del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

12. �Que el período de validez sea menor al 
requerido.

13. �Que presenten estructuras de costos, 
no razonables, que hagan irrealizable la 
ejecución del contrato; así como, la uti-
lización de precios en materiales e insu-
mos que difieran de los establecidos en 
las regulaciones existentes o en las dis-
posiciones establecidas en la normativa 
que regula la materia de precios justos 
y demás disposiciones relacionadas.

14. �Contar dentro de su conformación y or-
ganización, con personas que participen 
como socios, miembros o administra-
dores de alguna empresa, sociedad o 
agrupación que se encuentre inhabili-
tada conforme al presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, o no hayan 
modificado tal situación, o no se hayan 
comprometido a modificarla en el perío-
do que indique el contratante.

15. �Cualquier otra establecida en los plie-
gos de condiciones o en las condicio-
nes de la contratación.

Capítulo II
Concurso Abierto

Procedencia del Concurso Abierto
Artículo 77. Debe procederse por Con-
curso Abierto o Concurso Abierto Anun-
ciado Internacionalmente:

1. �En el caso de adquisición de bienes, si 
la adjudicación a ser otorgada es por un 
monto estimado superior a veinte mil 
unidades tributarias (20.000 U.T.). 

2. �En el caso de prestación de servicios, 
si la adjudicación a ser otorgada, es por 
un monto estimado superior a treinta 
mil unidades tributarias (30.000 U.T.).

3. �En el caso de ejecución de obras, si la 
adjudicación a ser otorgada, es por un 
monto estimado superior a cincuenta 
mil unidades tributarias (50.000 U.T.).

� Procedimientos
del Concurso Abierto

Artículo 78. El Concurso Abierto podrá 
realizarse bajo cualquiera de los siguientes 
procedimientos:

1. �Acto único de recepción y apertura de 
sobre contentivo de: manifestación de 
voluntad de participar, documentos de 
calificación y ofertas. 

�Con posterioridad al acto, la Comisión de 
Contrataciones procederá a la calificación 
de los oferentes y seguidamente rechaza-
rá las ofertas de los oferentes descalifica-
dos, procediendo a la evaluación de las 
ofertas de los oferentes calificados. 

2. �Acto único de entrega en sobres separa-
dos de manifestaciones de voluntad de 
participar, documentos de calificación y 
oferta, con apertura diferida. En este pro-
cedimiento, se recibirán en un sobre por 
oferente las manifestaciones de voluntad 
de participar, así como los documentos 
necesarios para la calificación, y en so-
bre separado las ofertas, abriéndose sólo 
los sobres que contienen las manifesta-
ciones de voluntad de participar y los 
documentos para la calificación.
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�Una vez realizada la calificación, la 
Comisión de Contrataciones notificará 
los resultados mediante comunicación 
dirigida a cada uno de los oferentes, 
invitándolos para el día hábil siguiente, 
a los fines de la celebración del acto pú-
blico de apertura de los sobres conten-
tivos de las ofertas de los calificados y 
devolución de los sobres sin abrir a los 
descalificados. 

3. �Actos separados de entrega de mani-
festaciones de voluntad de participar, 
documentos necesarios para la califica-
ción y sobre contentivo de la oferta. En 
este procedimiento de actos separados, 
deben recibirse en un único sobre por 
oferente, las manifestaciones de vo-
luntad de participar y los documentos 
necesarios para la calificación. Una vez 
efectuada la calificación, la Comisión 
de Contrataciones, notificará, mediante 
comunicación dirigida a cada uno de los 
oferentes, los resultados, invitando solo 
a quienes resulten preseleccionados a 
presentar sus ofertas. La notificación se 
acompañará con el pliego de condicio-
nes para preparar las ofertas.

Publicación del Llamado
Artículo 79. Los contratantes deben pu-
blicar en su página web oficial el llamado a 
participar en Concursos Abiertos, hasta un 
día antes de la recepción de sobres; igual-
mente debe remitir al Servicio Nacional 
de Contrataciones el llamado a participar 
en los Concursos Abiertos para que sean 
publicados en la página web de ese órgano 
durante el mismo lapso.

Igualmente los contratantes en casos 
excepcionales, y previa aprobación de la 
Máxima Autoridad de la Comisión Cen-
tral de Planificación, podrán publicar los 
llamados a concursos abiertos en medios 
de comunicación de circulación nacional 
o regional, especialmente en la localidad 
donde se vaya a suministrar el bien o ser-
vicio, o ejecutar la obra. Adicionalmente, 
podrán divulgar el llamado a través de 
otros medios de difusión.

Contenido del Llamado 
de Participación

Artículo 80. En el llamado a participar 
debe indicarse:

1. �El objeto de la participación.

2. �La identificación del contratante.

3. �La dirección, dependencia, fecha a par-
tir de la cual estará disponible el pliego 
de condiciones, horario, requisitos para 
su obtención y su costo si fuere el caso.

4. �El sitio, día, hora de inicio del acto pú-
blico, o término, en que se recibirán las 
manifestaciones de voluntad de parti-
cipar en la contratación, documentos 
para la calificación y ofertas.

5. �El procedimiento a utilizar en la modali-
dad de selección.

6. �Las demás que se requieran.

Lapsos y Términos
para el Procedimiento 

de Selección en Concurso Abierto
Artículo 81. El contratante debe fijar un 
término para la calificación, evaluación de 
las ofertas, emisión del informe de reco-
mendación, adjudicación y notificación de 
los resultados en los procedimientos de 
Concurso Abierto, que no podrá ser mayor 
de los lapsos indicados a continuación:

1. �Para el procedimiento de acto único de 
recepción y apertura de sobres: nueve 
días para adquisición de bienes; doce 
días para prestación de servicios y die-
ciséis días para ejecución de obras.

2. �Para el procedimiento de acto único de 
entrega en sobres separados con aper-
tura diferida: once días para adquisición 
de bienes; catorce días para prestación 
de servicios y dieciocho días para la eje-
cución de obras.

3. �Para el procedimiento de actos separa-
dos de entrega de sobres: diecisiete días 
para adquisición de bienes; veintiún días 
para prestación de servicios y veintiséis 
días para la ejecución de obras.

Concurso Abierto Anunciado 
Internacionalmente

Artículo 82. Los contratantes deben 
publicar en su página web oficial el lla-
mado a participar hasta un día antes de la 
recepción de sobres y remitir al Servicio 
Nacional de Contrataciones el llamado 
a participar en los Concursos Abiertos 
Anunciados Internacionalmente para que 
sean publicados en la página web de ese 

órgano, durante el mismo lapso; en esta 
modalidad pueden participar personas na-
turales y jurídicas constituidas y domicilia-
das en Venezuela o en el extranjero.

Los contratantes podrán en casos ex-
cepcionales, y previa aprobación de la 
Máxima Autoridad de la Comisión Central 
de Planificación, publicar los llamados a 
participar en Concurso Abierto Anunciado 
Internacionalmente en medios de comuni-
cación de circulación nacional o interna-
cional. Podrán divulgar el llamado a través 
de otros medios de difusión.

El Concurso Abierto Anunciado Internacio-
nalmente se efectuará utilizando el sistema 
de calificación mediante procedimiento de 
recepción con apertura diferida de ofertas 
o actos separados.

Una vez efectuada la calificación, la Co-
misión de Contrataciones, notificará me-
diante comunicación dirigida a cada uno 
de los oferentes, los resultados y la fecha 
de celebración del acto público de apertu-
ra de los sobres contentivos de las ofertas 
a quienes calificaron y la devolución de los 
sobres de oferta sin abrir, a los oferentes 
descalificados.

Lapsos y Términos
para el Procedimiento

de Selección en Concurso Abierto
 Anunciado Internacionalmente

Artículo 83. El contratante debe fijar un 
término para la calificación, evaluación de 
las ofertas, emisión del informe de recomen-
dación, adjudicación y notificación de los re-
sultados en los procedimientos de Concurso 
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Abierto Anunciado Internacionalmente que 
no podrá ser mayor de los lapsos indicados 
a continuación:

1. �Para el procedimiento de acto único de 
entrega de sobres, con apertura diferi-
da, será de veinte días.

2. �Para el procedimiento de actos separa-
dos, será de treinta y dos días.

Causas de Descalificación 
Artículo 84. Son causales de descalifica-
ción, las siguientes:

1. �Si el participante no ha suministrado 
adecuadamente la información solici-
tada, no siendo posible su valoración o 
apreciación.

2. �Si durante el proceso de calificación, el 
oferente se declara o es declarado en di-
solución, liquidación, atraso o quiebra.

3. �Si durante el proceso de calificación, 
alguna de las empresas de un consor-
cio o alianza, renuncia a participar en el 
proceso.

4. �Si el oferente no cumple con alguno de 
los criterios de calificación establecidos 
en los pliegos de condiciones.

5. �Si el contratante determina que el ofe-
rente ha presentado información falsa 
en sus documentos de calificación. En 
caso de determinarse esta situación, se 
procederá de acuerdo a lo establecido 
en el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

Capítulo III
Concurso Cerrado

Procedencia del Concurso Cerrado
Artículo 85. Puede procederse por Con-
curso Cerrado:

1. �En el caso de la adquisición de bienes, 
si el contrato a ser otorgado es por 
un precio estimado superior a cinco 
mil unidades tributarias (5.000 U.T.) 
y hasta veinte mil unidades tributarias 
(20.000 U.T.).

2. �En el caso de prestación de servicios, 
si el contrato a ser otorgado es por un 
precio estimado superior a diez mil 
unidades tributarias (10.000 U.T.) y 
hasta treinta mil unidades tributarias 
(30.000 U.T.).

3. �En el caso de ejecución de obras, si 
el contrato a ser otorgado es por un 
precio estimado superior a veinte mil 
unidades tributarias (20.000 U.T.) y 
hasta cincuenta mil unidades tributa-
rias (50.000 U.T.).

También podrá procederse por Concurso 
Cerrado, independientemente del mon-
to de la contratación, cuando la máxima 
autoridad del contratante, mediante acto 
motivado lo justifique, en los siguientes 
casos:

a. �Si se trata de la adquisición de equi-
pos altamente especializados desti-
nados a la experimentación, investi-
gación y educación.

b. �Por razones de seguridad de Esta-
do, calificadas como tales, confor-
me a lo previsto en las normas que 
regulen la materia.

c. �Cuando de la información verificada 
en el Registro Nacional de Contra-
tistas, se determine que los bienes a 
adquirir, servicios a prestar y obras 
a ejecutar, los producen o comer-
cializan, prestan o ejecutan, cinco o 
menos oferentes.

Requisitos para la Selección
Artículo 86. En el Concurso Cerrado 
debe seleccionarse a presentar ofertas 
al menos a cinco participantes, median-
te invitación acompañada del pliego de 
condiciones, indicando el lugar, día y 
hora de los actos públicos de recepción 
y apertura de los sobres que contengan 
las ofertas. La selección debe estar fun-
damentada en los aspectos legales, ca-
pacidad financiera y experiencia técnica 
requeridos y debe constar en el acta de 
inicio del procedimiento, levantada al 
efecto. En caso que se verifique que no 
existen inscritos al menos cinco partici-
pantes que cumplan los requisitos es-
tablecidos para el concurso cerrado, en 
el Registro Nacional de Contratistas, se 
invitará a la totalidad de los inscritos que 
los cumplan. El contratante atendiendo a 
la naturaleza de la obra, bien o servicio, 
procurará la contratación de los oferen-
tes de la localidad, dando preferencia a 
la participación de pequeños y medianos 
actores económicos.

Lapsos y Términos
para el Procedimiento de

Selección en Concurso Cerrado
Artículo 87. El contratante debe fijar 
un término para la evaluación de las 
ofertas, emisión del informe de reco-
mendación, adjudicación y notificación 
de los resultados en los procedimientos 
de Concurso Cerrado que no podrá ser 
mayor de los lapsos indicados a conti-
nuación: ocho días para adquisición de 
bienes, diez días para la prestación de 
servicios y once días para la ejecución 
de obras.

Concurso Cerrado
con Empresas no Nacionales

Articulo 88. Los contratantes podrán in-
vitar a participar en la modalidad de Con-
curso Cerrado a empresas extranjeras que 
no posean sucursales o filiales en el país, 
siempre y cuando en el acta de inicio del 
procedimiento, conste la imposibilidad de 
la obtención de los bienes o servicios por 
no producción nacional de estos, debida-
mente certificada por los órganos y entes 
competentes en la materia, igualmente 
debe constar la calificación legal, financie-
ra y técnica, con base en los parámetros 
requeridos para la contratación utilizados 
para estas empresas en concursos abier-
tos anunciados internacionalmente, y 
debe indicar la disponibilidad presupues-
taria de las divisas para atender los pagos 
que deriven de esa contratación.

Excepcionalmente se puede utilizar esta 
modalidad para procedimientos de con-
tratación donde el concurso abierto anun-
ciado internacionalmente haya sido decla-
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rado desierto, siempre y cuando, en acto 
motivado justifique la imposibilidad de 
contar con ofertas nacionales o con ofer-
tas de empresas no nacionales con filiales 
en el país.

Capítulo IV
Disposiciones Comunes
para Concurso Abierto

y Concurso Cerrado

Condiciones
para Calificación y Evaluación

Artículo 89. En la calificación, examen, 
evaluación y decisión, el contratante debe 
sujetarse a las condiciones de la contra-
tación, según la definición, ponderación 
y procedimientos establecidos en el plie-
go de condiciones. El acto por el cual 
se descalifique a un oferente o rechace 
una oferta deberá ser motivado por los 
supuestos expresamente establecidos en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, su Reglamento y en el plie-
go de condiciones.

Reserva de la Información
Artículo 90. En el lapso comprendido 
desde la apertura de sobres contentivos 
de las manifestaciones de voluntad u ofer-
tas, según el caso, hasta la notificación de 
los resultados, se reservará la información 
sobre la calificación, el examen y evalua-
ción de las ofertas.

Carácter Público de los
 Actos y Obligación del Acta

Artículo 91. Los actos de recepción y 
apertura de sobres contentivos de las ma-
nifestaciones de voluntad y ofertas tienen 

carácter público. El resto de las actuaciones 
estarán a disposición de los interesados en 
los términos y condiciones establecidas en 
el presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley. De todo acto que se celebre debe 
levantarse acta que será firmada por los pre-
sentes. Si alguno de ellos se negare a firmar 
el acta o por otro motivo no la suscribiere, se 
dejará constancia de esa circunstancia y de 
las causas que la motivaron.

Recepción de los Sobres 
Contentivos de Manifestación 

de Voluntad y Oferta 
Artículo 92. Las manifestaciones de vo-
luntad de participar y las ofertas, serán en-
tregadas a la Comisión de Contrataciones, 
en acto público a celebrarse al efecto, de-
bidamente firmadas y en sobres sellados. 
En ningún caso, deben admitirse ofertas 
después de concluido el acto de recepción. 

Apertura de los Sobres
Contentivos de Manifestación

de Voluntad y Oferta
Artículo 93. La Comisión de Contrata-
ciones una vez concluido el acto de re-
cepción de los sobres contentivos de las 
manifestaciones de voluntad u ofertas, 
procederá en el acto fijado a su apertura, 
dejando constancia de la entrega de la do-
cumentación consignada y de cualquier 
observación que se formule al respecto.

Examen de los Documentos 
de Calificación y Ofertas 

Artículo 94. Una vez concluido los ac-
tos de recepción y apertura de los docu-
mentos de calificación y ofertas, la Comi-
sión de Contrataciones debe examinarlos 

y aplicar los criterios de calificación y 
evaluación establecidos en el pliego de 
condiciones.

Informe de Recomendación 
Artículo 95. El informe de recomenda-
ción debe ser detallado en su motivación, 
en cuanto a los resultados del examen de 
los aspectos legales, financieros y técni-
cos, el empleo de medidas de promoción 
del desarrollo económico y social, así 
como, lo relativo a los motivos de des-
calificación o rechazo de las ofertas pre-
sentadas y resultado de la aplicación de 
la matriz de evaluación. En ningún caso, 
se aplicarán criterios o procedimientos no 
previstos en el pliego de condiciones, ni se 
modificarán o dejarán de utilizar los esta-
blecidos en él.

En caso de recomendar la adjudicación, se 
indicará la oferta que resulte con la prime-
ra opción, según los criterios y procedi-
mientos previstos en el pliego de condi-
ciones, así como la existencia de ofertas 
que merezcan la segunda y tercera opción.

Capítulo V
Consulta de Precios

Procedencia
de la Consulta de Precios

Artículo 96. Se puede proceder por Con-
sulta de Precios:

1. �En el caso de adquisición de bienes, si el 
contrato a ser otorgado es por un precio 
estimado de hasta cinco mil unidades 
tributarias (5.000 U.T).

2. �En el caso de prestación de servicios, 
si el contrato a ser otorgado es por un 
precio estimado de hasta diez mil uni-
dades tributarias (10.000 U.T).

3. �En el caso de ejecución de obras, si el 
contrato a ser otorgado es por un precio 
estimado de hasta veinte mil unidades 
tributarias (20.000 U.T). También, se 
procederá por Consulta de Precios, in-
dependientemente del monto de la con-
tratación, en caso de obras, servicios o 
adquisiciones de bienes, que por razones 
de interés general deban ser contratados 
y ejecutados en un plazo perentorio que 
se determinará de acuerdo a la naturale-
za del plan excepcional aprobado por el 
Ejecutivo Nacional. En aquellos casos que 
los planes excepcionales sean propues-
tos por los órganos y entes de la Admi-
nistración Pública, deberán contar con 
la revisión previa de la Comisión Central 
de Planificación, antes de ser sometido a 
consideración del Ejecutivo Nacional. 

El contratante atendiendo a la natura-
leza de la obra, bien o servicio, procu-
rará la contratación de los oferentes 
de la localidad, dando preferencia a la 
participación de pequeños y medianos 
actores económicos.

Formas de Solicitud de Ofertas
Artículo 97. En la Consulta de Precios se 
deberá solicitar al menos tres ofertas; sin 
embargo se podrá otorgar la adjudicación 
si se hubiere recibido al menos una de 
ellas, siempre que cumpla con las condi-
ciones del requerimiento y sea convenien-
te a los intereses del contratante.
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Los contratantes en las consultas de pre-
cios de bienes y servicios que por sus 
características lo permitan, podrán utili-
zar el procedimiento de subasta inversa 
electrónica, siempre y cuando lo señalen 
en las condiciones de la contratación. Los 
oferentes presentarán oferta económica 
que podrá ser mejorada mediante la reali-
zación de ofertas sucesivas, hasta la con-
formación de su oferta definitiva, enten-
diendo por ésta, la última presentada para 
cada variable dentro del lapso de la subas-
ta. El Servicio Nacional de Contrataciones, 
establecerá los aspectos particulares de la 
aplicación de este mecanismo.

Lapsos y Términos
para el Procedimiento de

Selección en Consulta de Precios
Artículo 98. El contratante debe fijar un 
término para la evaluación de las ofertas, 
emisión del informe de recomendación, 
adjudicación y notificación de los resul-
tados en los procedimientos de Consulta 
de Precios que no podrá ser mayor de 
los lapsos indicados a continuación: ocho 
días para adquisición de bienes, nueve 
días para la prestación de servicios y diez 
días para la ejecución de obras.

Consultas de Precios Sometidas 
a la Comisión de Contrataciones 

Artículo 99. En la modalidad de Consul-
ta de Precios la Unidad Contratante deberá 
estructurar todo el expediente y elaborar el 
informe de recomendación que se some-
terá a la máxima autoridad del contratante, 
o al funcionario a quien ésta haya delega-
do esa facultad. El Informe de Recomen-
dación a elaborar en las contrataciones 

efectuadas en el marco de planes excep-
cionales que por su cuantía superen las 
cinco mil unidades tributarias (5.000 U.T.) 
para la adquisición de bienes, diez mil uni-
dades tributarias (10.000 U.T) para pres-
tación de servicios y veinte mil unidades 
tributarias (20.000 U.T.) para la ejecución 
de obras, o que deriven de un concurso 
cerrado que haya sido declarado desierto, 
deberán contar con la aprobación previa 
de la Comisión de Contrataciones.

Consulta de Precios con
 Empresas no Nacionales

Articulo 100. Los contratantes podrán 
invitar a participar en la modalidad de con-
sulta de precios a empresas extranjeras que 
no posean sucursales o filiales en el país, 
siempre y cuando en el acta de inicio del 
procedimiento conste la imposibilidad de la 
obtención de los bienes o servicios por no 
producción nacional de estos, debidamente 
certificada por los órganos y entes compe-
tentes en la materia. Igualmente debe cons-
tar la calificación legal, financiera y técnica, 
con base en los parámetros requeridos 
para la contratación utilizados para estas 
empresas en concursos abiertos anuncia-
dos internacionalmente, y debe indicar la 
disponibilidad presupuestaria de las divisas 
para atender los pagos que deriven de esa 
contratación. 

Excepcionalmente, se puede utilizar esta 
modalidad para procedimientos de con-
tratación donde el concurso cerrado con 
empresas no nacionales haya sido decla-
rado desierto.

Capítulo VI
Contratación Directa

Procedencia de la Contratación 
Directa 

Artículo 101. Se podrá proceder excep-
cionalmente por Contratación Directa, 
independientemente del monto de la con-
tratación, siempre y cuando la máxima 
autoridad del contratante, mediante acto 
motivado, justifique adecuadamente su 
procedencia, en los siguientes supuestos:

1. �Si se trata de suministros de bienes, 
prestación de servicios o ejecución 
de obras requeridas para la continui-
dad del proceso productivo, y pudiera 
resultar gravemente afectado por el 
retardo de la apertura de un procedi-
miento de contratación.

2. �Cuando las condiciones técnicas de de-
terminado bien, servicio u obra así lo 
requieran o excluyan toda posibilidad 
de competencia o si, habiendo adquiri-
do ya bienes, equipos, tecnología, servi-
cios u obras a determinado proveedor o 
contratista, el contratante decide adqui-
rir más productos del mismo proveedor 
o contratista por razones de normaliza-
ción o por la necesidad de asegurar su 
compatibilidad con los bienes, equipos, 
la tecnología o los servicios que ya se 
estén utilizando, y teniendo además en 
cuenta la eficacia con la que el contrato 
original haya respondido a las necesi-
dades del contratante, el volumen relati-
vamente bajo del contrato propuesto en 
comparación con el del contrato origi-
nal, el carácter razonable del precio y la 

inexistencia de otra fuente de suminis-
tro que resulte adecuada. 

3. �En caso de contratos que tengan por ob-
jeto la adquisición de bienes y la pres-
tación de servicios, en los que no fuere 
posible aplicar las otras modalidades 
de contratación, dadas las condiciones 
especiales, bajo las cuales los oferentes 
convienen en suministrar esos bienes 
o prestar los servicios, o por condi-
ciones especiales de la solicitud del 
contratante, donde la aplicación de una 
modalidad de selección de contratista 
distinta a la aquí prevista, no permita 
la obtención de los bienes o servicios 
en las condiciones requeridas. Se debe-
rá indicar mediante acto motivado, las 
razones por las cuales de la apertura 
de un nuevo procedimiento de contra-
tación, pudieren resultar perjuicios para 
el contratante.

4. �Cuando se trate de emergencia comprobada.

5. �Cuando se trate de la ejecución de 
obras, adquisición de bienes o pres-
tación de servicios regulados por con-
tratos terminados anticipadamente, 
donde la apertura de un procedimiento 
de selección de contratistas, pudiese 
resultar perjudicial para el órgano o 
ente contratante.

6. �Cuando se trate de la contratación de 
bienes, servicios u obras para su co-
mercialización, donación o cualquier 
otra forma de enajenación ante terce-
ros, siempre que los bienes o servicios 
estén asociados a la actividad propia del 
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contratante y no ingresen de manera 
permanente a su patrimonio. 

7. �Cuando se trate de contrataciones que 
tengan por objeto la adquisición de 
bienes, prestación de servicios o eje-
cución de obras sobre las cuales una 
modalidad de selección de contratistas 
pudiera comprometer secretos o es-
trategias comerciales del contratante, 
cuyo conocimiento ofrecería ventaja a 
sus competidores.

8. �Cuando se trate de la adquisición de 
bienes producidos por empresas con 
las que el contratante suscriba conve-
nios comerciales de fabricación, en-
samblaje o aprovisionamiento, siem-
pre que tales convenios hayan sido 
suscritos para desarrollar la industria 
nacional sobre los referidos bienes, en 
cumplimiento de planes dictados por 
el Ejecutivo Nacional.

9. �Cuando se trate de contrataciones de 
obras, bienes o servicios requeridos 
para el restablecimiento inmediato o 
continuidad de los servicios públicos o 
actividades de interés general que ha-
yan sido objeto de interrupción o fallas, 
independientemente de su recurrencia.

10. �Cuando se trate de actividades reque-
ridas para obras que se encuentren en 
ejecución directa por los órganos y 
entes contratantes, y que de acuerdo 
a su capacidad de ejecución, sea ne-
cesario por razones estratégicas de la 
construcción, que parcialmente sean 
realizadas por un tercero, siempre y 

cuando esta asignación, no supere el 
cincuenta por ciento (50%) del contra-
to original.

11. �Cuando se trate de la adquisición de 
bienes y contratación de servicios a 
pequeños y medianos actores econó-
micos que sean indispensables para 
asegurar el desarrollo de la cadena 
agroalimentaria.

12. �Cuando se trate de suministros de bie-
nes, prestación de servicios o ejecu-
ción de obras para las cuales se hayan 
aplicado la modalidad de consulta de 
precios y haya sido declarada desierta.

13. �Cuando se trate de contrataciones a 
organizaciones socioproductivas crea-
das en el marco de la Ley que rige el 
sistema económico comunal o comu-
nidades organizadas mediante la adju-
dicación de proyectos para impulsar el 
desarrollo de las mismas.

14. �Cuando se trate de contrataciones con 
empresas conjuntas o conglomerados 
creadas en el marco de la Ley que pro-
mueve y regula las nuevas formas aso-
ciativas conjuntas entre el Estado y la 
iniciativa comunitaria privada, siempre 
y cuando se establezcan las ventajas de 
la contratación, con base a los princi-
pios que regula la normas de creación 
de estas formas asociativas conjuntas.

La Emergencia Comprobada
Artículo 102. La emergencia comproba-
da deberá ser específica e individualmente 
considerada para cada contratación, por 

lo que deberá limitarse al tiempo y objeto 
estrictamente necesario para corregir, im-
pedir o limitar los efectos del daño grave 
en que se basa la calificación y su empleo 
será sólo para atender las áreas estricta-
mente afectadas por los hechos o circuns-
tancias que lo generaron.

Los contratantes deberán preparar y re-
mitir mensualmente al órgano de control 
interno una relación detallada de las de-
cisiones de contratación fundamentadas 
en emergencia comprobada, anexando 
los actos motivados, con la finalidad de 
que determine si la emergencia fue decla-
rada justificadamente o si fue causada o 
agravada por la negligencia, imprudencia, 
impericia, imprevisión o inobservancia 
de normas por parte del funcionario o 
funcionaria del contratante, en cuyo caso 
procederá a instruir el procedimiento para 
determinar las responsabilidades adminis-
trativas a que haya lugar.

Actos Motivados Sometidos 
a la Comisión de Contrataciones 

Artículo 103. En la modalidad de Con-
tratación Directa, que por su cuantía su-
peren las cinco mil unidades tributarias  
(5.000 U.T.) para la adquisición de bienes, 
las diez mil unidades tributarias (10.000 
U.T.), para prestación de servicios y vein-
te mil unidades tributarias (20.000 U.T.) 
para la ejecución de obras, la unidad 
contratante deberá solicitar la opinión 
de la Comisión de Contrataciones, sobre 
los actos motivados que se sometan a la 
máxima autoridad del contratante. Dicha 
opinión no tendrá carácter aprobatorio ni 
vinculante para la decisión que se adopte. 

Capítulo VII
Contrataciones Electrónicas

Garantías de 
los Medios Electrónicos

Artículo 104. Las modalidades de selec-
ción de contratistas previstas en el presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, pueden realizarse utilizando medios 
y dispositivos de tecnologías de infor-
mación y comunicaciones que garanticen 
la transparencia, honestidad, eficiencia, 
igualdad, competencia, publicidad, auten-
ticidad, seguridad jurídica y confidenciali-
dad necesaria.

A los efectos de garantizar estos princi-
pios, los contratantes deben utilizar siste-
mas informáticos que permitan el acceso 
de los participantes, el registro y almace-
namiento de documentos en medios elec-
trónicos o de funcionalidad similar a los 
procedimientos, lo cual deberá estar pre-
visto en el pliego de condiciones.

Especificaciones Técnicas 
en las Contrataciones Electrónicas
Artículo 105. Los órganos y entes con-
tratantes, de acuerdo con su disponibilidad 
y preparación tecnológica, debe establecer 
en el llamado o invitación y en el pliego 
de condiciones, la posibilidad de partici-
par por medios electrónicos, para lo cual 
debe especificar los elementos tecnológi-
cos, programas y demás requerimientos 
necesarios para participar en la respecti-
va modalidad de selección. En la referida 
especificación se utilizarán elementos y 
programas de uso seguro y masivo, y se 
mantendrá siempre la neutralidad tecnoló-
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gica, garantizando el registro de los parti-
cipantes que utilicen este medio.

En todo caso, debe garantizarse el cumpli-
miento de los principios previstos en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, y los requisitos y demás normas apli-
cables contenidas en la legislación sobre 
mensajes de datos y firmas electrónicas.

Capítulo VIII
Suspensión y Terminación

del Procedimiento de Selección
de Contratistas

De la Suspensión
Artículo 106. En todas las modalidades 
reguladas por el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, el contratante 
podrá suspender el procedimiento median-
te acto motivado, mientras no haya tenido 
lugar los actos de recepción y apertura de 
sobres contentivos de manifestaciones de 
voluntad u ofertas, según el caso.

Las causales de suspensión de los pro-
cedimientos de selección de contratistas, 
estarán señaladas expresamente, en el Re-
glamento del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

Una vez que haya cesado la causa que ori-
ginó la suspensión del procedimiento, sin 
haber trascurrido un lapso mayor a cua-
renta y cinco días hábiles, el contratante 
deberá mediante acto motivado, reiniciar 
el procedimiento de selección, debiendo 
notificar a todos los participantes que re-
tiraron el pliego de condiciones, o fueron 
invitados al procedimiento suspendido.

De la Terminación 
Artículo 107. En todas las modalidades 
reguladas por el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, el contra-
tante podrá mediante acto motivado, dar 
por terminado el procedimiento, mientras 
no se haya firmado el contrato.

En caso de que se hubiere otorgado y 
notificada la adjudicación, se indemniza-
rá al beneficiario de ésta, con una suma 
equivalente al monto de los gastos en 
que incurrió para participar en el procedi-
miento de selección, que no será superior 
al cinco por ciento (5%) del monto de su 
oferta, previa solicitud del beneficiario 
de la adjudicación, acompañada de los 
comprobantes de los gastos, dentro del 
lapso de treinta días contados a partir de 
la notificación de la terminación del proce-
dimiento. En caso de haberse otorgado la 
adjudicación y no haya sido notificada, no 
procederá indemnización alguna.

En caso de aplicarse una modalidad de 
selección de contratistas que no corres-
ponda de acuerdo a los supuestos cuanti-
tativos establecidos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se dará 
por terminado el procedimiento, inicián-
dose el que fuera procedente.

En caso de suspensión del procedimiento 
por más de cuarenta y cinco días hábiles, 
se dará por terminado el mismo.

Apertura de Nuevo Proceso 
Artículo 108. Terminado el procedimien-
to de selección del contratista de confor-
midad con el artículo anterior, el contra-

tante puede abrir un nuevo procedimiento, 
cuando hayan cesado las causas que die-
ron origen a la terminación. En las moda-
lidades de concurso cerrado y consulta de 
precios se podrá invitar a participar en el 
nuevo procedimiento, a la totalidad de los 
oferentes de la modalidad terminada.

TÍTULO IV
ADJUDICACIÓN Y DECLARATORIA 

DE DESIERTA

Capítulo I

Otorgamiento de la Adjudicación 
Artículo 109. Debe otorgarse la adjudi-
cación a la oferta que resulte con la prime-
ra opción al aplicar los criterios de evalua-
ción y cumpla los requisitos establecidos 
en el pliego de condiciones o condiciones 
de la contratación.

En los casos de adquisición de bienes, 
prestación de servicios o ejecución de 
obras, podrá otorgarse parcialmente la 
totalidad entre varias ofertas presentadas, 
si así se ha establecido expresamente en 
el pliego de condiciones, o condiciones 
de la contratación, tomando en cuenta la 
naturaleza y las características de la con-
tratación a celebrar.

La adjudicación parcial debe realizarse 
cumpliendo los criterios, condiciones y 
mecanismos previstos en el pliego de con-
diciones o condiciones de la contratación.

En caso que el beneficiario de la adjudi-
cación no formalice el contrato, el contra-

tante generará el acto de decaimiento de 
la adjudicación, procediendo a adjudicar a 
la segunda o tercera opción en caso que 
la hubiere, o declarando desierto el pro-
cedimiento si no se cuenta con ofertas 
válidas y deben aplicarse las sanciones 
correspondientes por incumplimiento de 
la formalización del contrato por parte del 
oferente beneficiado de la adjudicación.

Segunda y Tercera Opción 
Artículo 110. Se procederá a considerar 
la segunda o tercera opción en este mismo 
orden, en caso de que el participante con la 
primera opción, notificado del resultado del 
procedimiento, no mantenga su oferta, se 
niegue a firmar el contrato, no suministre 
las garantías requeridas o le sea anulada la 
adjudicación por haber suministrado infor-
mación falsa.

Adjudicación a Oferta Única 
Artículo 111. En cualquiera de las mo-
dalidades establecidas en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
se podrá adjudicar el contrato cuando se 
presente solo una oferta y cumpla con to-
dos los requisitos señalados en el pliego 
de condiciones o condiciones de la contra-
tación, luego de efectuada la calificación y 
evaluación respectiva.

Nulidad del Otorgamiento
de la Adjudicación

Artículo 112. Cuando el otorgamiento 
de la adjudicación, o cualquier otro acto 
dictado en ejecución del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley y su Re-
glamento, se hubiese producido partiendo 
de información o documentos falsos o en 
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violación de disposiciones legales, el con-
tratante deberá, mediante motivación, de-
clarar la nulidad del acto.

Capítulo II
Declaratoria de Desierta

de la Modalidad de Contratación

De los Motivos 
Artículo 113. El contratante deberá de-
clarar desierta la contratación cuando:

1. �Ninguna oferta haya sido presentada.

2. �Todas las ofertas resulten rechazadas o 
los oferentes descalificados, de confor-
midad con lo establecido en el pliego de 
condiciones.

3. �Esté suficientemente justificado que de 
continuar el procedimiento podría cau-
sarse perjuicio al contratante.

4. �En caso de que los oferentes benefi-
ciarios de la primera, segunda y terce-
ra opción no mantengan su oferta, se 
nieguen a firmar el contrato, no sumi-
nistren las garantías requeridas o le sea 
anulada la adjudicación por haber sumi-
nistrado información falsa.

5. �Ocurra algún otro supuesto expresamen-
te previsto en el pliego de condiciones.

Apertura de Nuevo Procedimiento
Artículo 114. Declarada desierta la mo-
dalidad de concurso abierto, puede proce-
derse por concurso cerrado. Si la modali-
dad declarada desierta fuera un concurso 
cerrado, se podrá proceder por consulta 

de precios y si ésta fuera declarada de-
sierta se podrá proceder por contratación 
directa.

Si el contratante lo considera conveniente 
podrá realizar una modalidad de selección 
similar a la declarada desierta.

Los nuevos procedimientos, deben iniciar-
se bajo las mismas condiciones estable-
cidas en la modalidad declarada desierta.

Notificación de Fin de 
Procedimiento y Descalificación

Artículo 115. Se notificará a todos los 
oferentes del acto mediante el cual se 
ponga fin al procedimiento. Igualmente se 
deberá notificar a los participantes el acto 
por medio del cual resulten descalificados.

TÍTULO V
DE LA CONTRATACIÓN

Capítulo I
Aspectos Generales
de la Contratación

Documentos
para Formalizar el Contrato 

Artículo 116. A los efectos de la for-
malización de los contratos, los contra-
tantes deberán contar con la siguiente 
documentación:

1. �Documentos legales de la persona natu-
ral o jurídica.

2. �El pliego de condiciones y la oferta.

3. �Solvencias y garantías requeridas.

4. �Cronograma de desembolso de la con-
tratación, de ser necesario.

5. �Certificados que establezcan las garan-
tías respectivas y sus condiciones.

Firma del Contrato
Artículo 117. El lapso máximo para la fir-
ma del contrato será de ocho días hábiles 
contados a partir de la notificación de la ad-
judicación. Los contratos a que se refiere el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, no estarán sujetos a la formalidad 
de autenticación, dejando a salvo lo esta-
blecido en otras leyes.

Control del Contrato
Artículo 118. Los órganos o entes con-
tratantes, una vez formalizada la contrata-
ción correspondiente deberán garantizar a 
los fines de la administración del contrato, 
el cumplimiento de las obligaciones con-
traídas por las partes, estableciendo con-
troles que permitan regular los siguientes 
aspectos:

1. �Cumplimiento de la fecha de inicio de la 
obra o suministro de bienes y servicios.

2. �Otorgamiento del anticipo, de ser aplicable.

3. �Cumplimiento del compromiso de res-
ponsabilidad social.

4. �Supervisiones e inspecciones a la eje-
cución de obras o suministro de bienes 
y servicios.

5. �Modificaciones en el alcance original 
y prorrogas durante la ejecución del 
contrato.

6. �Cumplimiento de la fecha de termina-
ción de la obra o entrega de los bienes o 
finalización del servicio.

7. �Finiquitos.

8. �Pagos.

9. �Cierre administrativo del Contrato.

10. �Evaluación de desempeño del contratista.

Mantenimiento de las Condiciones 
Artículo 119. En los contratos adjudica-
dos por la aplicación de las modalidades 
previstas en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, debe mantenerse 
lo contemplado en el pliego de condiciones 
o condiciones de la contratación y en la 
oferta beneficiaria de la adjudicación.

Cesiones 
Artículo 120. El contratista no podrá 
ceder ni traspasar el contrato de ninguna 
forma, ni en todo ni en parte, sin la pre-
via autorización del contratante, quien no 
reconocerá ningún pacto o convenio que 
celebre el contratista para la cesión total o 
parcial del contrato, y lo considerará nulo 
en caso de que esto ocurriera.

Nulidad de los Contratos
Artículo 121. El contratante deberá decla-
rar la nulidad de los contratos en los siguien-
tes casos:
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1. �Cuando se evidencie suficientemente 
que la adjudicación hubiere sido otor-
gada con inobservancia de las disposi-
ciones del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, o de cualquier 
otra norma aplicable que regule las con-
trataciones públicas.

2. �Cuando, sin que medie la debida motiva-
ción conforme a las normas que regulan 
la modificación de los contratos, éstos 
se aparten o difieran de las condiciones 
establecidas en los respectivos pliegos o 
condiciones de la contratación y de las 
ofertas beneficiarias de la adjudicación.

Capítulo II
Garantías

Garantía de Anticipo
Artículo 122. En los casos en que se 
hubiera señalado en el pliego de condicio-
nes o en las condiciones de contratación 
y en el contrato, el otorgamiento de anti-
cipo contractual, el contratante procederá 
a su pago, previa consignación por parte 
del contratista, de la respectiva garantía 
por el cien por ciento (100%) del monto 
otorgado como anticipo, a satisfacción del 
contratante.

Quedará a cargo del contratante verificar y 
asegurar la suficiencia de la garantía.
En los casos en que la garantía de anticipo 
no sea consignada en el lapso establecido 
para la formalización del contrato, se sus-
cribirá el respectivo contrato, dando inicio 
al mismo, pudiendo el contratista consig-
nar posteriormente la garantía de anticipo 
para que le sea otorgado.

Garantía de Fiel Cumplimiento 
Artículo 123. Para asegurar el cumpli-
miento de todas las obligaciones que asu-
me el contratista, con ocasión del contrato 
para la adquisición de bienes, prestación 
de servicios o ejecución de obras, cuando 
se requiera, éste deberá constituir una ga-
rantía a satisfacción del contratante, que 
no podrá ser inferior al veinte por ciento 
(20%) del monto del contrato incluyendo 
tributos.

Podrá acordarse con el contratista una ga-
rantía constituida por la retención del diez 
por ciento (10 %), sobre los pagos que se 
realicen, cuyo monto total retenido será 
reintegrado al momento de la recepción 
definitiva del bien u obra o terminación del 
servicio.

Quedará a cargo del contratante verificar y 
asegurar la suficiencia de la garantía.

El contratante podrá acordar la sustitución 
o coexistencia de las garantías previstas 
en este artículo.

Garantía Laboral
Artículo 124. El contratante, podrá so-
licitar al contratista la constitución de una 
fianza laboral, hasta por el diez por ciento 
(10%) del costo del personal incluido en la 
estructura de costos de su oferta, colocan-
do como beneficiarios directos a los traba-
jadores y trabajadoras de la contratación.
Esta fianza deberá ser otorgada por una 
institución bancaria o empresa de seguro, 
debidamente inscrita en la Superintenden-
cia que regule la materia o por la Sociedad 
Nacional de Garantías Recíprocas para la 

Pequeña y Mediana Industria, la cual debe-
rá estar vigente desde el inicio del contrato 
hasta seis meses después de su termina-
ción o recepción definitiva.

El monto de la fianza puede ser revisado 
y deberá ser cubierto por el contratista en 
caso de que el costo de la mano de obra a 
su servicio se vea incrementado por enci-
ma de lo inicialmente estimado. En caso de 
no constituir la fianza solicitada, el contra-
tante, establecerá la retención equivalente 
al cinco por ciento (5%) sobre los pagos 
que realice, cuyo monto total retenido será 
reintegrado al momento de la recepción 
definitiva del bien u obra o terminación del 
servicio. El contratante podrá acordar la 
sustitución o coexistencia de las garantías 
previstas en este artículo.

Póliza de Responsabilidad Civil
Artículo 125. El contratante, previa 
evaluación del riesgo y dadas las carac-
terísticas propias de la obra o servicio a 
ejecutarse, solicitará al contratista la cons-
titución de una póliza de responsabilidad 
civil específica, la cual deberá incluir res-
ponsabilidad civil por daños a personas 
y equipos e instalaciones de terceros. El 
monto de la referida póliza será fijado en 
el contrato, de acuerdo a la magnitud del 
riesgo que se pretenda cubrir. 

La póliza a que se refiere el presente artí-
culo constituirá el límite de la responsabi-
lidad patrimonial del contratante frente a 
terceros y cubrirá tal responsabilidad, si 
la hubiere, con ocasión de las actividades 
desarrolladas por el contratista.

En caso de no presentar la póliza de res-
ponsabilidad civil en el lapso estableci-
do para la formalización del contrato, se 
aplicará el decaimiento de la adjudicación 
otorgada.

Otras Garantías
Artículo. 126. El contratante podrá soli-
citar a los beneficiarios de la adjudicación 
otras garantías, distintas a las previstas 
en el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, que fueren necesarias para 
responder por el cumplimiento de las con-
trataciones, señalando las mismas en los 
pliegos o en las condiciones generales de 
la contratación.

Capítulo III
Inicio de Obra o Servicio

y Fecha de Entrega de Bienes

Inicio 
Artículo 127. El contratista deberá iniciar 
el suministro de los bienes, la prestación 
del servicio o ejecución de la obra dentro 
del plazo señalado en el contrato, orden de 
compra o servicio; el plazo se contará a 
partir de la fecha de la firma del contrato o 
de la que sea señala en el mismo. Se podrá 
acordar una prórroga de ese plazo cuando 
existan circunstancias que lo justifiquen 
plenamente. Cuando la prorroga sea so-
licitada por el contratista deberá hacerlo 
por escrito. En todos los casos deberá 
dejarse constancia de la fecha en que se 
inicie efectivamente el suministro del bien 
o prestación del servicio o la ejecución de 
la obra, mediante acta o documento que 
será firmado por las partes.
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Anticipo Contractual 
Artículo 128. En los contratos que se 
celebren podrá otorgarse un anticipo, cuyo 
pago no será condición indispensable para 
iniciar el suministro del bien o servicio, o 
ejecución de la obra, a menos que se esta-
blezca el pago previo de éste en el contrato. 

El anticipo no deberá ser mayor del cincuen-
ta por ciento (50%) del monto del contrato; 
el pago de este anticipo, quedará sujeto a la 
disponibilidad financiera del contratante.

En caso de que el contratista no presen-
te la fianza de anticipo, deberá iniciar la 
ejecución del contrato de acuerdo a las 
especificaciones y al cronograma acorda-
do, los cuales forman parte del contrato. 
Presentada la fianza de anticipo y acep-
tada ésta por el contratante, se pagará al 
contratista el monto del anticipo corres-
pondiente, en un plazo no mayor de quin-
ce días calendario, contados a partir de la 
presentación de la solicitud para su pago. 

El anticipo otorgado debe amortizarse 
progresivamente en cada pago que sea 
efectuado y en el mismo porcentaje en 
que haya sido otorgado. 

Anticipo Especial y Límite para 
el Otorgamiento de Anticipos.

Artículo 129. La máxima autoridad del 
contratante mediante acto motivado, po-
drá en casos debidamente justificados, 
conceder un anticipo especial, que no po-
drá exceder el veinte por ciento (20%) del 
monto total del contrato, para el cual se 
aplicarán las normas establecidas para el 
anticipo contractual.

El otorgamiento del anticipo contractual 
más el anticipo especial, no podrá superar 
el setenta por ciento (70%) del monto total 
del contrato.

Capítulo IV
Modificaciones del Contrato

Modificaciones
Artículo 130. El contratante podrá, an-
tes o después de iniciado el suministro de 
los bienes, la prestación de los servicios 
o la ejecución de la obra, introducir las 
modificaciones que estime necesarias, 
las cuales serán notificadas por escrito al 
contratista. Así mismo, éste podrá solici-
tar al contratante cualquier modificación 
que considere conveniente, la cual debe-
rá ir acompañada del correspondiente es-
tudio económico, técnico y de su presu-
puesto, y el contratante deberá dar opor-
tuna respuesta a la misma. El contratista 
sólo podrá realizar las modificaciones 
propuestas cuando reciba autorización 
por escrito del contratante, debidamen-
te firmada por la máxima autoridad o de 
quien éste delegue.

El contratante solo procederá a reconocer 
y pagará las modificaciones o cambios en 
el suministro de los bienes, la prestación 
de los servicios o la ejecución de la obra, 
cuando las haya autorizado expresamente.

Causas de Modificación
del Contrato 

Artículo 131. Serán causas que darán 
origen a modificaciones del contrato las 
siguientes:

1. �El incremento o reducción en la canti-
dad de la obra, bienes o servicios origi-
nalmente contratados.

2. �Que surjan nuevas partidas o renglones 
a los contemplados en el contrato.

3. �Se modifique la fecha de entrega del 
bien, obra o servicio.

3. �Variaciones en los montos previamente 
establecidos en el presupuesto original 
del contrato.

4. �Las establecidas en el Reglamento del 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Variación del presupuesto 
Artículo 132. Se consideran variacio-
nes del presupuesto original las funda-
mentadas por el contratista, por hechos 
posteriores imprevisibles a la fecha de 
presentación de la oferta, debidamente 
aprobadas por el contratante. En el caso 
de contratos para la ejecución de obras, 
también se considerarán variaciones los 
aumentos o disminuciones de las cantida-
des originalmente contratadas; así como 
las obras adicionales.

Variaciones de precios
Artículo 133. Todas las variaciones de 
precios que afecten el valor de los bienes 
y servicios suministrados u obra con-
tratada, debidamente aprobadas por el 
contratante, se reconocerán y pagarán al 
contratista de acuerdo a los mecanismos 
establecidos en los contratos, aplicables 
según su naturaleza y fines, entre los 

cuales se señalan el calculado con base 
en las variaciones de índices incluidos en 
fórmulas escalatorias o el de comproba-
ción directa.

El Reglamento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, establecerá 
los elementos para considerar las varia-
ciones de precios que por diversos moti-
vos sean presentadas a los contratantes.

Mecanismos de ajustes a contratos
 con ejecución superior a un año

Artículo 134. En los casos de contrata-
ciones con ejecución superior a un año, se 
podrá incorporar en las condiciones de la 
contratación mecanismos de ajustes que 
permitan reducir o minimizar los elemen-
tos de incertidumbre o riesgo, generados 
por la variabilidad de los factores que 
condicionan la ejecución del contrato con 
impacto impredecible en las ofertas de los 
contratistas. 

En los contratos para la ejecución de obras, 
prestación de servicios o suministro de 
bienes, debe incluirse o especificarse lo 
siguiente:

1. �La estructura de costos por renglón 
o partida.

2. �Los mecanismos de ajuste que será 
aplicado.

3. �La periodicidad de los ajustes.

4. �Los precios referenciales o índices selec-
cionados para los efectos de cálculo, in-
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dicando para éste último el órgano com-
petente que los genere o los publique.

5. �Que durante el primer año de vigencia 
del contrato los precios ofertados per-
manecerán fijos y sin estar sujetos a 
reconocimiento de ajustes, siempre y 
cuando no vulnere el equilibrio econó-
mico del contrato. Después del primer 
año sólo se reconocerán ajustes a los 
precios de aquellos renglones o parti-
das que tengan continuidad.

6. �En cada período de ajuste se afectará 
solo la porción de obra ejecutada o del 
bien o servicio suministrado en el mis-
mo, sin afectar las porciones ejecuta-
das o suministradas con anterioridad 
y los nuevos renglones o partidas no 
incluidas en el presupuesto original.

En reconsideraciones de precios la fór-
mula escalatoria solo podrá ser utilizada 
como mecanismo de ajuste en contrata-
ciones de obras y servicios.

Prórrogas, Suspensiones
y Paralizaciones

Artículo 135. A solicitud expresa del 
contratista, el contratante podrá acordar 
prórrogas del plazo de la ejecución del 
contrato por razones plenamente justifica-
das en los supuestos siguientes:

1. �Haber determinado diferencias entre lo 
establecido en el contrato, y la ejecución 
del mismo, siempre que estas diferen-
cias supongan variación significativa de 
su alcance.

2. �Fuerza mayor o situaciones imprevistas 
debidamente comprobadas.

3. �Cualquier otra que el contratante 
considere.

De haber ordenado el contratante, la 
suspensión temporal de la ejecución por 
causas no imputables al contratista o 
por modificación de ésta, se acordará la 
prórroga de forma automática debiendo 
dejar constancia en el expediente de la 
contratación.

Si la paralización en la ejecución del con-
trato es por causas injustificadas, impu-
tables a los contratistas se aplicarán las 
sanciones previstas en el contrato o en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley. 

Capítulo V
Control y Fiscalización

en los Contratos

Supervisión e Inspección
Artículo 136. El contratante ejercerá el 
control y la fiscalización de los contratos 
que suscriba asignando el o los superviso-
res o ingenieros inspectores, de acuerdo a 
la naturaleza del contrato. 

En el caso de que los servicios de inspec-
ción y supervisión sean contratados, los 
contratantes deberán designar los respon-
sables de verificar el cumplimiento de las 
obligaciones contraídas.

Atribuciones del Responsable de 
la Supervisión en Contrataciones

de Bienes y Servicios
Artículo 137. Los contratantes deberán 
designar los responsables de verificar el 
cumplimiento de las obligaciones contraí-
das en la adquisición de bienes y presta-
ción de servicios, teniendo como atribu-
ciones las siguientes:

1. �Verificar el inicio de la ejecución del contra-
to y suscribir los documentos necesarios.

2. �Verificar el cumplimiento de las especi-
ficaciones técnicas y condiciones de la 
contratación de los bienes adquiridos y 
de los servicios contratados.

3. �Informar por escrito el avance de la eje-
cución del contrato.

4. �Proponer los correctivos necesarios 
para subsanar las desviaciones en la 
ejecución del contrato.

5. �Elaborar y firmar los documentos de con-
formidad de la ejecución del contrato.

6. �Cualquiera otra que sea atribuida por la 
máxima autoridad del contratante.

Atribuciones del Ingeniero 
Inspector de Obras

Artículo 138. Son atribuciones y obli-
gaciones del Ingeniero Inspector de obras 
las siguientes:

1. �Elaborar y firmar el Acta de Inicio de 
los Trabajos, conjuntamente con el In-
geniero Residente y el contratista.

2. �Supervisar la calidad de los materiales, 
los equipos y la tecnología que el con-
tratista utilizará en la obra.

3. �Rechazar y hacer retirar de la obra los 
materiales y equipos que no reúnan las 
condiciones o especificaciones para ser 
utilizados o incorporados a la obra.

4. �Fiscalizar de manera continua los traba-
jos que ejecute el contratista y la buena 
calidad de las obras concluidas o en 
proceso de ejecución, y su adecuación a 
los planos, a las especificaciones parti-
culares, al presupuesto original o a sus 
modificaciones, a las instrucciones del 
contratante y a todas las características 
exigibles para los trabajos que ejecute 
el contratista.

5. �Suspender la ejecución de partes de la 
obra cuando éstas no se estén ejecutan-
do conforme a los documentos y nor-
mas técnicas, planos y especificaciones 
de la misma.

6. �Recibir las observaciones y solicitudes 
que formule por escrito el contratista en 
relación con la ejecución de la obra, e 
indicarle las instrucciones, acciones o 
soluciones que estime convenientes, 
dentro de los plazos previstos en el con-
trato o con la celeridad que demande la 
naturaleza de la petición.

7. �Informar, al menos mensualmente, el 
avance técnico y administrativo de la obra 
y notificar de inmediato, por escrito, al con-
tratante cualquier paralización o anormali-
dad que observe durante su ejecución.
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8. �Coordinar con el proyectista y con el 
contratante para preveer, con la debida 
anticipación, las modificaciones que 
pudieren surgir durante la ejecución.

9. �Dar estricto cumplimiento al trámite, 
control y pago de las valuaciones de la 
obra ejecutada.

10. �Conocer cabalmente el contrato que rija 
la obra a inspeccionar o inspeccionada.

11. �Elaborar y firmar el acta de termina-
ción y recepción provisional o defini-
tiva de la obra conjuntamente con el 
ingeniero residente y el contratista.

12. �Velar por el estricto cumplimiento de 
las normas laborales, de seguridad in-
dustrial y de condiciones en el medio 
ambiente de trabajo.

13. �Elaborar, firmar y tramitar, conforme 
al procedimiento, las actas de paraliza-
ción y reinicio de los trabajos y las que 
deban levantarse en los supuestos de 
prórroga, conjuntamente con el inge-
niero residente y el contratista.

14. �Obligar al contratista, previa autoriza-
ción del contratante, a restituir la obra 
a su estado original, por haberla ejecu-
tado sin autorización por escrito. Si no 
lo hiciere, podrá ordenar la demolición 
a expensas del contratista.

15. �Cualquiera otra que sea atribuida por 
la máxima autoridad del contratante.

Instalaciones Provisionales 
para la Inspección de Obras

Artículo 139. En los contratos de ejecu-
ción de obras, el contratista deberá cons-
truir o adecuar un local, donde funcionará 
la oficina de inspección, así como las ins-
talaciones adicionales previstas para el 
buen funcionamiento de esta oficina. En 
los presupuestos de las obras se deberán 
incluir partidas específicas que cubran el 
costo de las referidas instalaciones pro-
visionales, las cuales serán pagadas al 
contratista.

Ingeniero Residente
Artículo 140. El contratista deberá 
mantener al frente de la obra un ingenie-
ro o ingeniera, quien ejercerá las funcio-
nes de ingeniero o ingeniera residente, 
con experiencia y especialidad en el área 
objeto del contrato, y participará por 
escrito al contratante la designación de 
éste o ésta, indicando el alcance de sus 
responsabilidades.

Capítulo VI
Pagos

Condiciones para el Pago
Artículo 141. El contratante procederá 
a pagar las obligaciones contraídas con 
motivo del contrato, cumpliendo con lo 
siguiente:

1. �Verificación del cumplimiento del sumi-
nistro del bien, prestación del servicio, 
ejecución de la obra o parte de ésta.

2. �Recepción y revisión de las facturas 
presentadas por el contratista.

3. �Conformación, por parte del supervisor 
o ingeniero inspector del cumplimiento 
de las condiciones establecidas.

4. �Autorización del pago por parte de las 
personas competentes.

Conformación y Validación 
de los Formularios 

Artículo 142. En los casos de obras y 
servicios, el contratista elaborará los for-
mularios o valuaciones que al efecto es-
tablezca el contratante, donde reflejará la 
cantidad de obra o servicio ejecutado, en 
un periodo determinado. El formulario y 
su contenido deben ser verificados por el 
supervisor o ingeniero inspector.

Condiciones para Entregar y 
Conformarlas Valuaciones de Obras
Artículo 143. En los casos de obras, el 
contratista deberá presentar las facturas y 
valuaciones en los lapsos establecidos en 
el contrato, debidamente firmadas por el 
ingeniero residente, al ingeniero inspector 
en forma secuencial para su conforma-
ción, de modo que los lapsos entre una y 
otra no sean menores de cinco días calen-
dario, ni mayores de cuarenta y cinco días 
calendario. El ingeniero inspector indicará 
al contratista los reparos que tenga que 
hacer a las valuaciones, dentro de un lap-
so de ocho días calendario, siguientes a la 
fecha que les fueron entregadas.

Pago a Pequeños y 
Medianos Actores Económicos 

Artículo 144. Cuando se trate de la 
adquisición de bienes y contratación de 
servicios a pequeños y medianos actores 

económicos, los contratantes deberán 
proceder al pago inmediato del valor de 
los bienes adquiridos o servicios recibi-
dos. En caso de producción agrícola po-
drán realizar compras anticipadas.

Capítulo VII
Terminación del Contrato

Formas de Terminación
Artículo 145. El contratante velará por 
el cumplimiento de las obligaciones por 
parte del contratista, particularmente de 
la fecha de entrega de la ejecución de las 
obras, de lo cual deberá dejar constancia 
que permita soportar el cierre administra-
tivo del contrato. Esta disposición también 
es aplicable en los casos de suministro de 
bienes y prestación de servicios.

El contrato podrá terminar por:

1. �Cumplimiento del objeto del contrato.

2. �Rescisión unilateral por causa no impu-
table al contratista.

3. �Resolución por mutuo acuerdo.

4. �Rescisión por causa imputable al 
contratista.

Terminación del Contrato
de Bienes y Servicios

por Cumplimiento
del Objeto del Contrato

Artículo 146. Ejecutados los contratos 
de bienes y servicios a satisfacción del 
contratante, éste deberá proceder a cer-
tificar el cumplimiento de todas las obli-
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gaciones contraídas, realizar el finiquito y 
liberar las garantías que correspondan.

Terminación del Contrato
 de Obra por Ejecución 

Artículo 147. El contratista notificará 
por escrito al ingeniero inspector, con 
diez días calendario de anticipación, la 
fecha que estime para la terminación de 
los trabajos. Mediante acta suscrita por el 
ingeniero inspector, el ingeniero residen-
te y el contratista, se procederá a dejar 
constancia de la terminación de la obra.

Aceptación Provisional
Artículo 148. El contratista deberá soli-
citar por escrito la aceptación provisional 
de la obra dentro del plazo de sesenta días 
calendario contados a partir de la fecha 
del acta de terminación. La solicitud de-
berá estar acompañada de los siguientes 
documentos:

1. �Los formularios que al efecto indique 
el contratante, con los resultados de la 
medición final y el cuadre de cierre con 
las cantidades de obra ejecutada.

2. �Los planos definitivos de las partes de la 
obra que hubieren sufrido variaciones, 
firmados por el contratista, el ingeniero 
o ingeniera residente de la obra y el In-
geniero inspector o ingeniera inspecto-
ra, en físico y en formato digital.

3. �La constancia conformada por los fun-
cionarios o funcionarias autorizados 
de que la obra se entrega sin equipos 
o artefactos explosivos, en caso de que 
éstos se hubieran utilizado.

4. �Los planos, dibujos, catálogos, instruccio-
nes, manuales y demás documentos rela-
tivos a los equipos incorporados a la obra.

5. �Las constancias de las garantías de los 
equipos e instalaciones.

La aceptación provisional deberá constar 
en acta firmada por el representante del 
contratante, el ingeniero inspector o inge-
niera inspectora, el ingeniero o ingeniera 
residente y el contratista.

Garantía de Funcionamiento 
Artículo 149. En el documento princi-
pal del contrato se establecerá el lapso 
de garantía necesaria para determinar si 
la obra no presenta defectos y si sus ins-
talaciones, equipos y servicios funcionan 
correctamente. Este lapso de garantía co-
menzará a contarse a partir de la fecha del 
acta de terminación.

Recepción Definitiva de la Obra
Artículo 150. Concluido el lapso señala-
do en la garantía de funcionamiento, el con-
tratista deberá solicitar por escrito al con-
tratante la recepción definitiva de la obra.

Dentro de los treinta días siguientes a la 
fecha de presentación de esa solicitud, el 
contratante hará una inspección general 
de la obra. Si en la inspección se com-
prueba que la obra ha sido ejecutada con-
forme con lo estipulado en el contrato, se 
procederá a su recepción definitiva y se 
levantará el acta respectiva suscrita por el 
representante del contratante, el ingeniero 
o ingeniera inspector, ingeniero o ingenie-
ra residente y el contratista.

Pagos, Liberación de Garantías 
y Cierre Administrativo del Contrato
Artículo 151. Efectuada la recepción de-
finitiva, el contratante, procederá a certifi-
car el cumplimiento de todos los aspectos 
requeridos en el contrato, realizando el 
finiquito contable para proceder a la de-
volución de las retenciones que aún exis-
tieren y a la liberación de las fianzas que 
se hubiesen constituido y realizar el cierre 
administrativo del contrato.

Rescisión Unilateral por Causa 
no Imputable al Contratista

Artículo 152. El contratante podrá res-
cindir en cualquier momento la contrata-
ción, aun cuando no medie incumplimien-
to del contratista. Esta decisión deberá 
ser adoptada mediante acto motivado y 
debidamente notificada al contratista y a 
los garantes según corresponda.

Si los trabajos hubiesen sido iniciados por 
el contratista, éste deberá paralizarlos y no 
iniciará ningún otro, desde el momento en 
que reciba la notificación a que se refiere 
este artículo, a menos que el contratante 
lo autorice para concluir alguna parte de la 
obra ya iniciada.

En contrataciones para adquisición de bie-
nes y prestación de servicios, se utilizará 
el supuesto establecido en este artículo en 
lo que fuere aplicable.

Indemnización por Rescisión
Unilateral  por Causa

no Imputable al Contratista
Artículo 153. En caso de rescisión uni-
lateral del contrato, por causa no imputa-

ble al contratista, el contratante pagará al 
contratista los conceptos y cantidades es-
tablecidas en el Reglamento del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Resolución del Contrato
Artículo 154. El contratante y el contra-
tista podrán resolver el contrato de común 
acuerdo cuando las circunstancias lo ha-
gan aconsejable. En este caso no procede-
rá indemnización alguna.

Rescisión Unilateral por Causa 
Imputable al Contratista

Artículo 155. El contratante previa sus-
tanciación del respectivo procedimiento 
administrativo, respetando el debido pro-
ceso y garantizando el derecho a la de-
fensa, podrá rescindir unilateralmente el 
contrato en cualquier momento, cuando el 
contratista:

1. �Ejecute los trabajos en desacuerdo con 
el contrato, o los efectúe en tal forma 
que no le sea posible cumplir con su 
ejecución en el término señalado. 

2. �Acuerde la disolución o liquidación 
de su empresa, solicite se le declare 
judicialmente en estado de atraso o 
de quiebra, o cuando alguna de esas 
circunstancias haya sido declarada 
judicialmente.

3. �Ceda o traspase el contrato, sin la pre-
via autorización del contratante, dada 
por escrito.

4. �Incumpla con el inicio de la ejecución 
de la obra de acuerdo con el plazo esta-
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blecido en el contrato o en su prórroga, 
si la hubiere. 

5. �Cometa errores u omisiones sustancia-
les durante la ejecución del contrato.

6. �Cuando el contratista incumpla con sus 
obligaciones laborales durante la ejecu-
ción del contrato.

7. �Haya obtenido el contrato mediante trá-
fico de influencias, sobornos, suminis-
tro de información o documentos fal-
sos, concusión, comisiones o regalos, 
o haber empleado tales medios para 
obtener beneficios con ocasión del con-
trato, siempre que esto se compruebe 
mediante la averiguación administrativa 
o judicial que al efecto se practique.

8. �Incurra en cualquier otra falta o incumpli-
miento de las obligaciones establecidas 
en el contrato, a juicio del contratante.

9. �No mantenga al frente de la obra a un in-
geniero o ingeniera residente de acuerdo 
a lo establecido en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Lo dispuesto en los numerales 1 al 8 del 
presente artículo son aplicables también, 
en los casos de suministro de bienes y 
prestación de servicios.

Notificación de Rescisión 
Unilateral al Contratista

Artículo 156. Cuando el contratante de-
cida rescindir unilateralmente el contrato 
por haber incurrido el contratista en algu-
na o algunas de las causales antes indica-

das, lo notificará al contratista, a los ga-
rantes y cesionarios si fuere procedente.

Tan pronto el contratista reciba la notifica-
ción de la apertura del procedimiento de 
rescisión del contrato, deberá paralizar los 
trabajos y no iniciará ningún otro, a menos 
que el contratante lo autorice por escrito a 
concluir alguna parte ya iniciada de la obra.

Capítulo VIII
Medidas Preventivas

Administrativas

Medidas Preventivas
Administrativas

Artículo 157. Iniciado el procedimiento 
administrativo para la rescisión unilateral 
del contrato, o bien para la determinación 
de cualquier incumplimiento por parte del 
contratista en los contratos de ejecución de 
obras, el órgano o ente contratante podrá 
dictar y ejecutar como medida preventiva, 
la inmovilización de los bienes, equipos, 
instalaciones, maquinarias y materiales 
afectos a la obra, y ordenar su debido res-
guardo y custodia a cargo del contratista, a 
fin de que este no los desplace fuera del lu-
gar de la obra, o de su sede si allí se encon-
traren, ni les otorgue otro uso o destino. 

Ejecución de 
las Medidas Preventivas

Artículo 158. Las medidas preventivas 
se ejecutarán, haciéndolas constar en acta 
a suscribirse entre el funcionario actuante, 
el ingeniero o ingeniera inspector y el con-
tratista o su representante. La negativa de 
los sujetos afectados por la medida o del 
ingeniero inspector o ingeniera inspectora a 

suscribir el acta, no impedirá su ejecución, 
pero tal circunstancia deberá dejarse expre-
samente indicada en dicha acta.

Inventario de los Bienes 
Afectos a la Ejecución de la Obra

Artículo 159. En el acta de ejecución 
de medidas preventivas, se dejará cons-
tancia de los bienes, equipos, instalacio-
nes y materiales que allí se encuentren, 
así como, del estado de ejecución de las 
obras y cualquier otra circunstancia que 
permita determinar con certeza el grado 
de avance de las mismas. 

Si hubieren equipos, maquinarias o mate-
riales ubicados o depositados en lugares 
distintos al de la obra, los mismos deberán 
ser inventariados en el acta a que se refiere 
el presente artículo o, deberán levantarse 
las actas necesarias en nuevas oportuni-
dades a los fines de dejar constancia de la 
existencia y ubicación de todos los bienes 
afectos a la ejecución de la obra.

Sustanciación
de la Medida Preventiva 

Artículo 160. La sustanciación de la me-
dida preventiva se efectuará en cuaderno 
separado, debiendo incorporarse al ex-
pediente principal los autos mediante los 
cuales se decrete o se disponga su modifi-
cación o revocatoria.

De la Oposición
a la Medida Preventiva

Artículo 161. Dentro de los tres días há-
biles siguientes a aquel en que haya sido 
notificada la medida preventiva, cualquier 
persona interesada podrá solicitar razo-

nadamente su revocatoria, suspensión o 
modificación por ante el funcionario que 
la dictó, quien decidirá dentro de los cinco 
días hábiles siguientes a la solicitud.

Cuando la medida preventiva no haya po-
dido ser notificada al afectado, éste podrá 
oponerse a ella dentro de los dos días há-
biles siguientes a su conocimiento.

Efectos de la Medida Preventiva
Artículo 162. Los bienes objeto de la 
medida preventiva, quedarán a disposi-
ción del contratante mediante la ocupación 
temporal y posesión inmediata de los mis-
mos. La porción de obra ejecutada por el 
órgano o ente contratante con ocasión de 
la medida preventiva a que refiere el pre-
sente Capítulo, no podrá ser imputada a 
favor del contratista. Sin embargo, cuando 
la resolución del procedimiento adminis-
trativo le fuera favorable, el contratista po-
drá exigir al contratante el reconocimiento 
de las inversiones que hubiere efectuado 
en la obra con relación a los materiales, 
las maquinarias, y equipos sujetos a me-
dida preventiva. Cuando dichos bienes, 
materiales, equipos o maquinarias fueren 
propiedad de terceros distintos al contra-
tista, éstos podrán exigir al contratante, el 
pago de los contratos que hubieren sus-
crito con el contratista, sólo respecto de 
lo efectivamente ejecutado por el órgano 
o ente contratante y previa demostración 
fehaciente de la existencia y vigencia de 
dichos contratos.

Vigencia de la Medida Preventiva
Artículo 163. La medida preventiva per-
manecerá en vigencia hasta la recepción 
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definitiva de la obra o hasta su revocatoria 
por parte del contratante o cualquier otra 
autoridad competente.

Levantamiento,
Suspensión o Modificación

de Medidas Preventivas 
Artículo 164. En cualquier grado y es-
tado del procedimiento, el funcionario 
o funcionaria que conoce del respectivo 
asunto, de oficio, podrá decretar la revo-
catoria, suspensión o modificación, total 
o parcial, de las medidas preventivas que 
hubieren sido dictadas cuando, a su juicio, 
hayan desaparecido las condiciones que 
justifican su procedencia.

Medidas Preventivas en
Contrataciones realizadas
por las Organizaciones de

Base del Poder Popular 
Artículo 165. Cuando el contratante 
no ostente la condición de órgano o ente 
público, podrá solicitar al órgano o ente 
otorgante de los recursos financieros, la 
apertura del respectivo procedimiento 
administrativo para la aplicación de las 
medidas preventivas previstas en este ca-
pítulo. En este caso, el contratante debe-
rá suministrar los elementos probatorios 
que considere pertinente, sin perjuicio de 
la actividad propia que deba desplegar el 
propio órgano o ente público en la sustan-
ciación del procedimiento.

TÍTULO VI
INFRACCIONES Y SANCIONES

Capítulo I

Supuestos de Responsabilidad 
Administrativa

Artículo 166. Se consideran supuestos 
generadores de responsabilidad adminis-
trativa, los siguientes:

1. �Omitir las actividades previas al proceso 
de selección de contratistas.

2. �Dejar de aplicar la modalidad de se-
lección de contratista correspondiente 
conforme a la Ley.

3. �Inobservar o contravenir los principios 
establecidos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

4. �Omitir la elaboración del presupuesto 
base para la aplicación de las modalida-
des de selección de contratistas.

5. �Omitir la solicitud o recibo del Compromi-
so de Responsabilidad Social o destinarlo 
en términos distintos a lo establecido en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

6. �Incumplir los lapsos establecidos en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley para el desarrollo de los proce-
sos sin levantar los actos motivados 
que justifiquen tal incumplimiento.

7. �Incumplir con las actividades relaciona-
das con el control del contrato.

8. �Dejar de realizar el cierre administrativo 
de los contratos.

9. �Cuando no se someta a la Comisión de 
Contrataciones los informes de reco-
mendación por consulta de precios en 
plan excepcional o derivadas de mo-
dalidades de concursos cerrados falli-
dos cuando por su cuantía exceda las 
cinco mil unidades tributarias (5.000 
U.T.) para adquisición de bienes, diez 
mil unidades tributarias (10.000 U.T.) 
para prestación de servicios y veinte mil 
unidades tributarias (20.000 U.T.) para 
ejecución de obras.

10. �Cuando no se someta a la Comisión 
de Contrataciones para su opinión los 
Actos Motivados que se elaboren para 
Contrataciones Directas cuando por su 
cuantía exceda las cinco mil unidades 
tributarias (5.000 U.T.) para adquisi-
ción de bienes, diez mil unidades tri-
butarias (10.000.U.T.) para prestación 
de servicios y veinte mil unidades tri-
butarias (20.000 U.T.) para ejecución 
de obras.

11. �Omitir la verificación de la suficiencia 
de las garantías que se requiera o no 
las haga valer oportunamente.

12. �Incumplir las medidas temporales 
para la inclusión, promoción, desa-
rrollo y preferencias a los pequeños y 
medianos actores económicos.

13. �Proceder a seleccionar por la modali-
dad de contratación directa o consulta 
de precios en violación de lo dispuesto 

en el presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley y su Reglamento.

14. �Aprobar o negar de manera injustifica-
da la calificación del Registro Nacional 
de Contratistas, o incumplir los plazos 
establecidos para ello.

15. �Negar a los particulares, el acceso a 
los expedientes administrativos en los 
cuales posea interés.

16. �Incumplir con el deber de suministrar 
al Servicio Nacional de Contratacio-
nes, la información requerida.

17. �Cuando la máxima autoridad admi-
nistrativa del contratante se abstenga 
injustificadamente de declarar la nuli-
dad del acto o del contrato, según lo 
previsto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Los supuestos aquí establecidos serán 
sancionables, conforme a la Ley Orgánica 
de la Contraloría General de la República 
y del Sistema Nacional de Control Fiscal.

Supuestos Generadores 
 de Sanciones a los Particulares

Artículo 167. Sin perjuicio de la respon-
sabilidad civil, administrativa y penal que 
corresponda, se consideran infracciones 
de los particulares al presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, los siguien-
tes supuestos:

1. �Cuando el contrato sea rescindido por 
incumplimiento o por cualquier otra 
causa imputable al contratista.
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2. �Cuando por causas que le sea imputable 
al contratista, incumpla cualquier otra 
obligación de Ley o que hubiere asumi-
do para con el contratante, aun cuando 
ello no comporte rescisión del contrato.

3. �En caso de suministro o presentación 
de información o documentación falsa, 
ante los contratantes o ante el Servicio 
Nacional de Contrataciones.

4. �Cuando retiren ofertas durante su vigencia.

5. �Cuando siendo beneficiarios de la adju-
dicación no suscriban el contrato den-
tro del plazo establecido.

6. �Cuando incurran en prácticas de mala 
fe o empleen prácticas fraudulentas en 
los trámites y procesos regulados por 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley.

Sanciones a los Particulares
Artículo 168. El contratante previa sus-
tanciación del respectivo procedimiento 
administrativo mediante el cual se deter-
mine alguno de los supuestos generado-
res de sanción, aplicará multa de tres-
cientas unidades tributarias (300 U.T.) a 
beneficio del Servicio Nacional de Contra-
taciones, y será pagada por el infractor en 
los términos y condiciones que establezca 
dicho órgano. El acto respectivo deberá 
ser remitido al Servicio Nacional de Con-
trataciones con la constancia de la debida 
notificación al sancionado.

El Servicio Nacional de Contrataciones 
procederá a inhabilitar para contratar 

con el Estado, al infractor que hubiere 
sido sancionado, según lo dispuesto a 
continuación:

1. �Tres años, cuando el contrato sea res-
cindido por incumplimiento conforme 
al presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

2. �Tres años, cuando por causas que le 
sean imputables al contratista, incum-
pla cualquier otra obligación prevista en 
la normativa que regule la materia en 
contrataciones públicas, o que hubiere 
asumido para con el contratante, aun 
cuando ello no comporte rescisión del 
contrato.

3. �Tres años, en caso de suministro o pre-
sentación de información o documenta-
ción falsa ante los contratantes.

4. �Seis meses, cuando retiren ofertas du-
rante su vigencia.

5. �Dos años, cuando siendo beneficiarios 
de la adjudicación no suscriban el con-
trato dentro del plazo establecido, por 
causas imputables al oferente.

6. �Cuatro años, cuando incurran en prácti-
cas de mala fe o empleen prácticas frau-
dulentas en los trámites y procesos regu-
lados por este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

La inhabilitación de los infractores para 
contratar con el Estado, se hará efec-
tiva por medio de la suspensión de la 
inscripción ante el Registro Nacional de 

Contratistas y será extensiva a personas 
naturales que participen como socios, 
miembros o administradores dentro de 
la conformación y organización, de los 
inhabilitados.

El Servicio Nacional de Contrataciones, 
una vez recibida la decisión del contra-
tante, procederá a notificar al contratista 
para que en el lapso de cinco días hábi-
les, alegue lo que considere pertinente en 
cuanto a la aplicación de la inhabilitación. 
En este procedimiento no se analizarán 
causas de fondo que hubieren motivado 
la decisión del contratante.

Las sanciones accesorias contempladas 
en los numerales 2, 3, 5 y 6 del presen-
te artículo, podrán ser aplicadas por el 
Servicio Nacional de Contrataciones, a 
título de sanción principal y previa sus-
tanciación del respectivo procedimiento 
administrativo, cuando en los trámites y 
procesos que le competan, determine la 
existencia de los supuestos previstos en 
esos numerales.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. El Servicio Nacional de Contra-
taciones dispondrá de un período de seis 
meses para la adecuación de su sistema 
automatizado a partir de la publicación 
del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela, lapso 
que podrá prorrogarse por iguales perío-
dos, mediante acto dictado por el Servicio 
Nacional de Contrataciones.

Segunda. Las Comisiones de Contratacio-
nes se conformaran y regularan de acuerdo 
a lo previsto en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley y su Reglamento, 
hasta tanto el Servicio Nacional de Contrata-
ciones establezca todo lo concerniente a la 
certificación de sus miembros. Para dicha 
regulación dispondrá de un lapso de seis 
meses, que podrá prorrogarse por iguales 
períodos, mediante acto dictado por el Ser-
vicio Nacional de Contrataciones.

Tercera. Hasta tanto no se emita el De-
creto que regule el funcionamiento del 
manejo del Fondo de Responsabilidad 
Social, se mantendrán las disposiciones 
que regulan el manejo del Compromiso 
de Responsabilidad Social señaladas en 
el Reglamento de la Ley de Contrataciones 
Públicas, publicado en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela  
N° 39.181 del 19 de mayo de 2009.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única. Se deroga la Ley de Contratacio-
nes Públicas, publicada en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela  
N° 39.503 de fecha 06 de septiembre de 
2010.

Los actos normativos dictados a la fecha 
conservarán su vigencia total o parcial en 
tanto no contradigan las disposiciones del 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley. Ello hasta que tales actos sean 
sustituidos, reformados o derogados por 
la autoridad competente.
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Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,
 
(L.S.)
 
NICOLÁS MADURO MOROS

5
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DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY ORGÁNICA 

DE LA ADMINISTRACIÓN 
FINANCIERA DEL SECTOR 

PÚBLICO

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La primera Ley Orgánica de la Administra-
ción Financiera del Sector Público data del 
año 2000, la cual ha sido objeto de suce-
sivas reformas sobre aspectos puntuales, 
pero ha mantenido en esencia su regula-
ción formulada hace más de una década. 
En tal sentido, el presente de Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de 
la Administración Financiera del Sector Pú-
blico, se concibe como una nueva Ley Or-
gánica de la Administración Financiera del 
Sector Público, con el objeto de adaptarla 
a los cambios organizativos que el proceso 
revolucionario ha generado en el Sector Pú-
blico, durante sus catorce años de vigencia.

A tales fines, se modifica la estructura de 
la Ley Orgánica de la Administración Finan-
ciera del Sector Público del año 2000, que 
atendía a los sujetos sometidos a su aplica-
ción, por una estructura que se basa en la 
regulación de los sistemas que conforman 
la administración financiera del sector pú-
blico, en los términos siguientes:

TÍTULO I, DISPOSICIONES
GENERALES.

TÍTULO II, DEL SISTEMA
PRESUPUESTARIO.

Capítulo I, Disposiciones Generales.

Capítulo II, De la Organización del 
Sistema.

Capítulo III, Del Régimen Presupuestario
de la República.

Sección primera: Del Marco Plurianual
del Presupuesto.

Sección segunda: De la Estructura
de la Ley de Presupuesto.

Sección tercera: De la Formulación
del Presupuesto de la República.

Sección Cuarta: De la Ejecución
del Presupuesto de la República.

Capítulo IV, Del Régimen Presupuestario
de los Entes Descentralizados 
Funcionalmente.

Sección Primera: Disposiciones Comunes. 

Sección Segunda: Del Régimen 
Presupuestario de los Entes 
Descentralizados Funcionalmente Sin 
Fines Empresariales.

Sección Tercera: Del Régimen 
Presupuestario de los Entes 
Descentralizados Con Fines 
Empresariales.

Capítulo V, De la Liquidación del 
Presupuesto de la República y sus Entes 
Descentralizados Funcionalmente.

Capítulo VI, De la Evaluación de 
la Ejecución Presupuestaria de la 
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República y sus Entes Descentralizados 
Funcionalmente.

Capítulo VII, Del Régimen Presupuestario 
de los Estados, de los Distritos, de  
los Municipios y Otros Entes Político 
Territoriales.

Capítulo VIII, Del Presupuesto 
Consolidado del Sector Público.

TÍTULO III, DEL SISTEMA
DE CRÉDITO PÚBLICO.

Capítulo I, Disposiciones Generales
y Organización del Sistema.

Capítulo II, De la Opinión, Autorización
y Aprobación para la Realización
de Operaciones de Crédito Público.

Capítulo III, De las Operaciones y Entes 
Exceptuados del Régimen Previsto en Este 
Título o de la Autorización Legislativa.

Capítulo IV, De las Prohibiciones en 
Materia de Operaciones de Crédito 
Público.

TÍTULO IV, DEL SISTEMA
DE TESORERÍA.

Capítulo I, Disposiciones Generales.

Capítulo II, Oficina Nacional del Tesoro.

TÍTULO V, DEL SISTEMA
DE CONTABILIDAD PÚBLICA.

Capítulo I, Disposiciones Generales.
Capítulo II, Oficina Nacional
de Contabilidad Pública.

TÍTULO VI, DEL SISTEMA
DE CONTROL INTERNO.

Capítulo I, Disposiciones Generales.

Capítulo II, Superintendencia Nacional
de Auditoría Interna.

TÍTULO VII, DE LA COORDINACIÓN 
MACROECONÓMICA.

TÍTULO VIII, DEL FONDO DE 
AHORRO INTERGENERACIONAL.

TÍTULO IX, DE LAS 
RESPONSABILIDADES.

TÍTULO X, DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS.

TITULO XI, DISPOSICIONES 
FINALES.

En el TÍTULO I de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, referido a las “DISPO-
SICIONES GENERALES”, se define el objeto 
del mismo en tres vertientes, a saber:

i) �la administración financiera del sector 
público

ii) �el sistema de control interno y,
iii) �la coordinación macroeconómica. 

Se elimina la regulación del Fondo de Es-
tabilización Macroeconómica, por tener 
desarrollo legislativo particular en términos 

idénticos a los contenidos en la Ley Orgánica 
que se está derogando mediante el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

En lo referente a la definición del concepto de 
administración financiera del sector público, 
en todo el texto del Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley, se sustituye el término 
“ingresos” por “recursos”, a los fines de 
reconocer efectivamente que desde el pun-
to de vista técnico existen otras fuentes que 
pueden ser valoradas en términos financie-
ros, respecto a las cuales la expresión recur-
sos resulta más cónsona, partiendo de una 
concepción moderna de la gestión econó-
mica del Estado, que incluya todos aquellos 
bienes materiales, tangibles e intangibles, 
susceptibles de valoración económica, con 
incidencia en la gestión financiera pública.

Como reconocimiento a la materia de audi-
toría interna que forma parte del objeto de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, se incorporan principios inherentes al 
régimen de control como parte del conjunto 
de valores fundamentales que deben regir la 
administración financiera del sector público, 
a saber justicia social, honestidad, participa-
ción, solidaridad y rendición de cuentas. 

En este orden de ideas, se establece que 
los sistemas que conforman la administra-
ción financiera del sector público, son los 
siguientes:

i) �Sistema Presupuestario
ii) �Sistema de Crédito Público
iii) �Sistema de Tesorería
iv) �Sistema de Contabilidad Pública y 
v) �Los Sistemas Aduanero, Tributario y de 

Administración de Bienes, regulados por 
leyes especiales. 

En lo referente a las funciones del Minis-
terio del Poder Popular con competencia 
en materia de Finanzas, se establece su 
rectoría sobre la administración financiera 
del Sector Público de conformidad con la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela; el cual lleva implícito su rol 
de máxima autoridad que ejerce la coor-
dinación, dirección y supervisión de los 
Sistemas que la integran. Se desarrolla de 
manera conceptual la rectoría técnica que 
corresponde a las Oficinas Nacionales y a 
la Superintendencia Nacional de Audito-
ría Interna, en el ámbito particular de las 
áreas técnicas que constituyen su objeto 
y razón de ser del Sistema respectivo; a la 
vez que se declara normativamente la na-
turaleza jurídica de las Oficinas Nacionales 
como dependencias desconcentradas del 
Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de Finanzas, consagrán-
dose la interrelación tanto de su gestión 
como de las herramientas informáticas 
que se implementen en aras de la eficien-
cia y transparencia de los procesos, a los 
fines de mantenernos a la vanguardia de 
los avances tecnológicos en la materia.

Sobre el ámbito subjetivo de aplicación de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, se verifican las siguientes innovaciones:

i) �Se sustituye la denominación de Insti-
tuto Autónomo por Instituto Público, 
adecuándose a las previsiones del De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica de la Administración Pública.
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ii) �Se incluyen expresamente como sujetos 
de aplicación de este Decreto, con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley a las Univer-
sidades Nacionales, Institutos, Colegios 
Universitarios Nacionales y otras institu-
ciones públicas de educación superior, 
así como a las Academias Nacionales, 
a los fines de puntualizar de manera in-
dubitable el régimen de administración 
financiera que les resulta aplicable.

iii) �Se suprime la referencia expresa al 
Distrito Metropolitano de Caracas, 
ya que su Ley Especial fue derogada. 
Igualmente, se suprime el Distrito Alto 
Apure, como sujeto a ser considerado 
de manera particular, ya que está in-
merso en la categoría de los distritos. 
Esta observación se extiende al resto 
del articulado del Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

iv) �Respecto a las fundaciones, asociacio-
nes civiles y demás instituciones refe-
ridas en el numeral 10 del artículo 6º de 
la Ley Orgánica de la Administración Fi-
nanciera del Sector Público vigente, se 
circunscribe solo a la consideración de 
que el aporte inicial provenga del sec-
tor público para considerarlas sujetos 
de aplicación de este ordenamiento. 

v) �Si bien es cierto, basados en la persona-
lidad jurídica de los Consejos Comunales 
y otras formas de participación y organi-
zación del Poder Popular, aunado a sus 
actividades vinculadas con la gestión del 
Estado y al manejo de recursos públicos, 
son sujetos regulables en el ámbito de la 
Ley Orgánica de la Administración Finan-

ciera del Sector Público; lo particular de 
su naturaleza y las modalidades de eje-
cución de fondos en el tiempo, llevan a 
la necesaria remisión a una Ley especial 
para su desarrollo, la cual se ajustará en 
cuanto sea aplicable, a las disposiciones 
técnicas que dicten los órganos rectores 
de la administración financiera pública, 
señalados en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

En el artículo 6º de este Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, referido a las 
definiciones, se realizan las siguientes 
modificaciones:

i) �Se determina como elemento para dis-
tinguir los entes descentralizados fun-
cionalmente con y sin fines empresa-
riales, la naturaleza jurídica de su acto 
de creación, es decir si se constituyó 
bajo la forma de cualquiera de la figuras 
previstas en el Código de Comercio será 
calificado a los fines presupuestarios 
como un ente descentralizado funcio-
nalmente con fines empresariales, todos 
los demás que no usen esta forma de 
constitución, serán considerados como 
entes descentralizados sin fines empre-
sariales, esto incluye institutos públicos, 
fundaciones, asociaciones y servicios 
desconcentrados.

ii) �Se establece expresamente que los ser-
vicios desconcentrados sin personali-
dad jurídica, se considerarán entes des-
centralizados funcionalmente sin fines 
empresariales a los solos efectos del 
proceso presupuestario, en el entendi-
do que su régimen contable es común 

con el órgano de la República del cual 
forman parte.

iii) �En lo que respecta a los ingresos or-
dinarios se introduce una modificación 
en su definición, a los fines de ofrecer 
mayor seguridad jurídica en su inter-
pretación, evitando confusiones en 
cuanto a la clasificación de ciertos ra-
mos de ingresos extraordinarios, entre 
ellos los intereses y cualquier otro ren-
dimiento financiero por las colocacio-
nes de la Oficina Nacional del Tesoro. 

iv) �Por las mismas razones de seguridad 
jurídica, se incorpora una nueva defini-
ción de ingresos extraordinarios, a los 
fines de que no existan elementos de 
su definición sometidos la interpreta-
ción subjetiva del operador jurídico. 

v) �Se agrega la definición de ingresos 
corrientes como aquellos ingresos, 
ordinarios y extraordinarios, sean o no 
tributarios, petroleros o no petroleros, 
con excepción de los ingresos moneta-
rios asociados a la disminución de acti-
vos y al incremento de pasivos.

vi) �Se incluye lo correspondiente a los 
ingresos de capital, para registrar las 
operaciones financieras por la venta 
de activos y transferencias con fines 
de capital; concepto que junto con el 
de ingreso total, son necesarios para 
determinar las variables financieras y 
económicas que solicita el marco plu-
rianual de presupuesto.

En el artículo 12 de la Ley Orgánica vi-
gente, se establece el deber que tiene el 
Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de Finanzas de presentar 
conjuntamente con el proyecto de Ley de 
Presupuesto, los estados de cuenta ane-
xos en los que se describan los planes de 
previsión social, así como la naturaleza 
y relevancia de riesgos fiscales que pue-
dan identificarse, enumerando cuáles son 
estos riesgos. Con el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, por ra-
zones de técnica legislativa, se remite al 
Reglamento el desarrollo particular de los 
riesgos fiscales que deben identificarse y 
presentarse junto con el proyecto de Ley 
de Presupuesto anual.

Por su parte, en el artículo 12 de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
para evitar dudas en su interpretación, 
se incluyen dentro de la categoría de los 
recursos que conforman el presupuesto 
“otras fuentes financieras” y se sustituye 
el vocablo “rubros” por “ramos” para ser 
coherentes con el concepto señalado en la 
primera parte del mismo artículo.

En materia de ejecución de proyectos pre-
supuestarios que dada su naturaleza ame-
riten asignación de recursos en más de 
un ejercicio, se prevé como obligación la 
incorporación de los montos previstos en 
el respectivo cronograma en el Proyecto de 
Ley de Presupuesto Anual; esta regulación 
busca garantizar la efectiva culminación de 
obras de envergadura, adquisición de bie-
nes o prestación de servicios a través de la 
asignación de los créditos presupuestarios 
que según la planificación se requerían.
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En el ámbito de las competencias propias 
de la Oficina Nacional de Presupuesto, se 
incorpora la preparación del proyecto de 
Informe Global que presentará el Ejecutivo 
Nacional a la Asamblea Nacional, en los 
términos previstos en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, lo cual re-
sulta cónsono con las materias propias de 
dicha dependencia.

Igualmente, se incluye a esta Oficina Na-
cional como responsable de la elaboración 
del proyecto de ley del marco plurianual 
del presupuesto, en coordinación con los 
órganos y entes que se definen en el artí-
culo 28 y se especifica que el período al 
que se refiere el numeral 1 de este artículo 
es al período plurianual, a los fines de evi-
tar la confusión con el período anual de los 
presupuestos que conforma el Marco.

En el artículo 30, se establece al Ministe-
rio del Poder Popular con competencia en 
materia de Finanzas como órgano respon-
sable de la presentación del proyecto de 
Ley del Marco Plurianual del presupuesto 
ante la Asamblea Nacional, previa apro-
bación del Presidente o Presidenta de la 
República.

En el artículo 33 se hace alusión a la es-
tructura de la Ley de Presupuesto, inclu-
yendo en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley un nuevo título, de-
nominado “TÍTULO IV PRESUPUESTOS 
DE RECURSOS Y EGRESOS DE ENTES 
POLÍTICO TERRITORIALES CON REGÍ-
MENES PRESUPUESTARIOS ESPECIA-
LES”, sobre este particular vale destacar 
que se hace necesaria la creación de este 

nuevo Título como parte de la estructura 
de la Ley de Presupuesto, habida cuenta 
que a raíz de la creación y desarrollo de 
entes político territoriales como el Distrito 
Capital y el Territorio Insular Francisco de 
Miranda se comparte con la República el 
órgano legislativo y otros elementos de 
orden financieros comunes, razón por la 
cual se viene incorporando su formulación 
presupuestaria al mismo instrumento que 
regula a la República y a sus entes descen-
tralizados sin fines empresariales, es por 
ello, que en este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, se regulariza la situación 
al viabilizar en la Ley de Presupuesto un 
título que contenga este tipo de entes polí-
tico territoriales y sus entes descentraliza-
dos sin fines empresariales.

Se definen los límites que deben tomar 
en cuenta en la formulación de sus pre-
supuestos, los órganos de los Poderes 
Legislativo, Judicial, Ciudadano y Electo-
ral, incluyéndose que éstos deben tomar 
en consideración los límites de ingresos 
que prevea recaudar la República para el 
respectivo ejercicio económico financiero.

En la regulación de los presupuestos re-
conducidos, cuando por cualquier causa el 
Ejecutivo Nacional no hubiese presentado 
a la Asamblea Nacional, en la oportunidad 
legalmente prevista el Proyecto de Ley de 
Presupuesto, o si el mismo fuere rechaza-
do o no aprobado por la Asamblea Nacio-
nal, se incorporan los siguientes cambios:

i) �Dentro de los créditos presupuestarios 
que deben incluirse en el presupuesto 
reconducido, en el numeral 2, letra “d” 

se agregan los relativos a los servicios 
de orden público y defensa.

ii) �En el numeral 4, se incluye dentro de la 
regulación del presupuesto reconducido, 
que el ajuste no solo debe realizarse a los 
objetivos, sino también a las metas.

iii) �Se incluye el numeral 5, para adaptar 
las disposiciones generales de la ley de 
presupuesto que se reconduce, con-
forme al cual se deberá determinar la 
aplicabilidad de las normas de carácter 
temporal contenidas en las disposicio-
nes generales de la Ley de Presupuesto 
que se reconduce y dictar las normas 
complementarias que sean necesarias.

iv) �En el último aparte, se agrega la salve-
dad sobre los efectos propios del pre-
supuesto reconducido.

En cuanto a la designación como orde-
nadores de compromisos y pagos, se 
mantiene la enunciación contenida en el 
artículo 51 de la Ley vigente, sin embargo, 
visto que en la dinámica organizativa de la 
Administración Pública en el tiempo se ha 
requerido reforma legislativa para conferir 
la competencia en materia de ordenación, 
se incorpora en esta materia la facultad al 
Presidente o Presidenta de la República 
de designar autoridades responsables en 
esta materia, lo cual se fundamenta en las 
competencias Constitucionalmente confe-
ridas en el numeral 11 del artículo 236.

La organización político territorial del Es-
tado venezolano regula las autonomías 
inherentes a los estados, distritos y mu-

nicipios, sin embargo, en atención a la 
rectoría que se confiere a los órganos que 
conforman la Administración Financiera 
del Sector Público se debe procurar una 
vinculación homogénea de las técnicas y 
procesos de esta índole, en aras de lograr 
la armonización de la gestión, por esta ra-
zón, en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley se insta a la unificación de la 
técnica de formulación presupuestaria que 
apliquen los entes político territoriales, así 
como a la remisión a la Oficina Nacional de 
Presupuesto de la correspondiente infor-
mación para su validación y análisis.

La Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela ordena la sanción legisla-
tiva del Marco Plurianual de Presupuesto 
como un instrumento de planificación 
trianual, al respecto, se ha evidenciado 
históricamente la complejidad de su pre-
sentación con tal carácter, dada la dinámi-
ca financiera pública Nacional, es por ello 
que de manera transitoria se ha venido 
presentando a la Asamblea Nacional en 
los términos establecidos Constitucional y 
legalmente, pero a título informativo; ha-
bida cuenta de tal situación, este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley prevé 
que hasta tanto no se presente para su 
aprobación como Ley, el Marco Plurianual 
de Presupuesto se presentará cada tres 
(3) años junto con la Ley de Presupues-
to para fines informativos de la Asamblea 
Nacional, como referencia fundamental de 
las políticas de planificación que orientan 
el trienio correspondiente.

Atendiendo a la dinámica financiera públi-
ca y en aras de dar suficiente maniobrabi-
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lidad para el financiamiento de situaciones 
sobrevenidas que permitan al Ejecutivo 
Nacional atender las necesidades del pue-
blo venezolano, se incrementa el porcenta-
je asignado a la partida de rectificaciones 
contenida en la Ley Presupuesto Anual, 
ubicándola entre el uno por ciento (1%) 
y el dos por ciento (2%) del ingreso or-
dinario estimado para el correspondiente 
ejercicio económico financiero.

Particular referencia amerita la definición 
en términos concretos del Servicio de Te-
sorería en cuanto a su contenido de: admi-
nistración, custodia y pago, el cual podrá 
ser extendido a entes político territoriales 
que así lo requieran y a los entes descen-
tralizados funcionalmente. Asimismo, se 
prevé la aplicación de herramientas elec-
trónicas para que la Tesorería Nacional 
pueda administrar fondos de terceros que 
fueron asignados mediante créditos adi-
cionales, como un esquema de control del 
gasto que permita garantizar la cabal eje-
cución en tiempos perentorios de los fines 
para los cuales se erogaron los recursos 
del Tesoro.

En este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, se precisa el alcance y rectoría téc-
nica del Sistema de Contabilidad Pública, 
atribuyendo a un solo órgano la capacidad 
de dictar normas generales y técnicas que 
le permitan al Estado venezolano la pro-
ducción y verificación de políticas públicas 
a través de la consolidación de informa-
ción contable (Estados Financieros) de 
dicho sector. En concordancia con estos 
parámetros y atendiendo a la búsqueda de 
criterios técnicos unívocos en materia de 

contabilidad, se regula la aplicación de cri-
terios comunes en cuanto a la producción 
de información de carácter contable para 
los entes públicos.

Lo consagrado en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en materia de ope-
raciones de crédito mantiene básicamente 
la garantía de los procesos que permiten 
la obtención de recursos en un marco de 
legalidad, preservando los supremos inte-
reses de la República a la luz del endeu-
damiento, circunscribiendo esta actividad 
al ámbito del necesario financiamiento de 
importantes proyectos con trascendencia 
para el desarrollo del país.

Se incorporan elementos de registro y 
control, incluso a través de medios elec-
trónicos para el trámite, seguimiento y 
aplicación de este tipo de operaciones de 
financiamiento público.

Finalmente, se debe afirmar que este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley ha 
de constituirse en herramienta normativa 
imprescindible para enmarcar la gestión 
económica y financiera de la Administra-
ción Pública, regida por los principios y 
valores Constitucionales, orientada a la 
efectiva aplicación de herramientas tecno-
lógicas en pos de la transparencia y efi-
ciencia de cada uno de los Sistemas que la 
conforman; dándole una visión adecuada 
a la dinámica del sector en permanente 
cambio y en la incansable búsqueda de la 
satisfacción de las necesidades de los ve-
nezolanos y venezolanas, como fin último 
del Estado.

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en el 
literal “c” del numeral 2 del artículo 1° de 
la Ley que Autoriza al Presidente de la Re-
pública para dictar Decretos con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en las materias que 
se delegan, en Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY ORGÁNICA 

DE LA ADMINISTRACIÓN 
FINANCIERA DEL SECTOR 

PÚBLICO

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º. Este Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley tiene por objeto regular la 
administración financiera del sector público, 
el sistema de control interno y los aspectos 
referidos a la coordinación macroeconómica. 

Artículo 2º. La administración financiera 
del sector público comprende el conjunto 
de sistemas que intervienen en la capta-
ción de recursos financieros, o valorados 
en términos financieros y en su aplicación 
para el cumplimiento de los fines del Es-
tado y estará regida por los principios de 
justicia social, legalidad, honestidad, parti-
cipación, eficiencia, solidaridad, solvencia, 
transparencia, responsabilidad, rendición 
de cuentas, equilibrio fiscal y coordinación 
macroeconómica.

Artículo 3º. La administración financiera 
del sector público está conformada por los 
sistemas de presupuesto, crédito público, 
tesorería y de contabilidad pública regu-
lados en este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, así como los sistemas 
aduanero, tributario y de administración 
de bienes, regulados por leyes especiales. 

Artículo 4º. El Ministerio del Poder Popu-
lar con competencia en materia de Finanzas 
es el órgano rector de la administración fi-
nanciera del sector público, correspondién-
dole la dirección, coordinación, implanta-
ción, mantenimiento y supervisión de los 
sistemas que la integran, de conformidad 
con lo establecido en la Constitución y la 
ley. Dichos sistemas estarán interrelaciona-
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dos y cada uno actuará bajo la coordinación 
y rectoría técnica del órgano que corres-
ponda, en los términos establecidos en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

La gestión de los sistemas que integran 
la administración financiera del sector pú-
blico estará soportada en herramientas 
informáticas, desarrolladas, administradas 
y coordinadas por el Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de 
Finanzas. Los órganos y entes sometidos 
a la aplicación de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, implementarán las 
herramientas informáticas integradas entre 
sí, desarrolladas por el Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de Fi-
nanzas, a través de los órganos rectores de 
cada uno de los sistemas, de conformidad 
con lo que determine el Reglamento de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

Artículo 5º. Están sujetos a las regu-
laciones de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, los entes que 
conforman el sector público, enumera-
dos seguidamente:

1. �La República.

2. �Los estados. 

3. �Los distritos.

4. �Los municipios. 

5. �Los institutos públicos.

6. �Las Universidades Nacionales, Institu-
tos, Colegios Universitarios Nacionales 

y otras instituciones públicas de educa-
ción superior.

7. �Las Academias Nacionales.

8. �Las sociedades mercantiles en las cua-
les la República o las demás personas 
a que se refiere este artículo tengan 
participación igual o mayor al cincuenta 
por ciento del capital social. Quedarán 
comprendidas además, las sociedades 
de propiedad totalmente estatal, cuya 
función, a través de la posesión de ac-
ciones de otras sociedades, sea coordi-
nar la gestión empresarial pública de un 
sector de la economía nacional.

9. �Las sociedades mercantiles en las 
cuales las personas a que se refiere el 
numeral anterior tengan participación 
igual o mayor al cincuenta por ciento 
del capital social.

10. �Las fundaciones, asociaciones civiles 
y demás instituciones constituidas con 
fondos públicos.

11. �Las demás personas jurídicas estata-
les de derecho público.

Artículo 6º. A los efectos de la aplicación 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, se entiende por:

1. �Entes descentralizados funcionalmente 
sin fines empresariales, aquellos su-
jetos que para adquirir personalidad 
jurídica no requieren la inscripción del 
documento constitutivo en el Registro 
Mercantil, que pueden recibir asigna-

ciones en la Ley de Presupuesto anual. 
Asimismo, los servicios desconcentra-
dos sin personalidad jurídica, se consi-
derarán entes descentralizados funcio-
nalmente sin fines empresariales a los 
solos efectos del proceso presupues-
tario, en el entendido que su régimen 
contable es común con el órgano de la 
República del cual forman parte.

2. �Entes descentralizados funcionalmen-
te con fines empresariales, aquellos 
sujetos que adquieran personalidad 
jurídica con la inscripción del do-
cumento constitutivo en el Registro 
Mercantil, cuyo capital esté integrado 
por aportes realizados por los sujetos 
a quienes se refiere el artículo ante-
rior, en los términos y condiciones 
previstos en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

3. �Sector público nacional, el conjunto de 
entes enumerados en el artículo 5º de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, salvo los mencionados en los nu-
merales 2, 3 y 4 y los creados por ellos.

4. �Deuda pública, el endeudamiento que 
resulte de las operaciones de crédito 
público.

5. �Crédito público, la capacidad de los en-
tes regidos por este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, para endeudarse.

6. �Ingresos ordinarios, los que se pro-
ducen por mandato de Ley, sin limita-
ciones en cuanto a su existencia en el 
tiempo; por la explotación o concesión 

de los recursos naturales o bienes otor-
gados a terceros; por las operaciones 
permanentes de actividades relativas a 
la administración, alquiler, producción 
de mercancías y construcción de bienes 
para la venta, prestación de servicios y 
las transferencias permanentes de asig-
naciones legales. 

7. �Ingresos extraordinarios, los provenien-
tes de leyes que originen ingresos de 
carácter eventual; los generados por la 
participación en los resultados estable-
cidos en leyes o estatutos; los produ-
cidos por rendimientos financieros; los 
ingresos previstos de la disminución de 
activos, así como al incremento de pa-
sivos, que constituyen las operaciones 
de crédito público y otros ingresos que 
atiendan a situaciones coyunturales.

8. �Ingresos corrientes, los ingresos ordi-
narios y los ingresos extraordinarios, 
con excepción de los ingresos moneta-
rios asociados a la disminución de acti-
vos y al incremento de pasivos.

9. �Ingresos de capital, los que se producen 
por la venta de activos, las transferen-
cias y donaciones con fines de capital.

10. �Ingreso total, la representación de la 
suma de los ingresos corrientes y de 
capital.

11. �Rectoría técnica, la competencia en el 
ámbito específico que ejercen las Ofici-
nas Nacionales, el Servicio Nacional In-
tegrado de Administración Aduanera y 
Tributaria, la Superintendencia Nacional 
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de Auditoría Interna y la Superintenden-
cia de Bienes Nacionales, en la materia 
técnica respectiva.

Artículo 7º. A los fines previstos en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
el ejercicio económico financiero comenza-
rá el primero (1°) de enero y terminará el 
treinta y uno (31) de diciembre de cada año.

TÍTULO II 
DEL SISTEMA PRESUPUESTARIO

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 8º. El sistema presupuestario 
está integrado por el conjunto de princi-
pios, órganos, normas y procedimientos 
que rigen el proceso presupuestario del 
sector público. 

Artículo 9º. Los presupuestos públicos 
expresan los recursos y egresos vinculados 
a los objetivos y metas de los planes na-
cionales, regionales, municipales, locales y 
sectoriales, elaborados dentro de las líneas 
generales del Plan de Desarrollo Económi-
co y Social de la Nación aprobado por la 
Asamblea Nacional, en aquellos aspectos 
que exigen, por parte del sector público, 
captar y asignar recursos conducentes para 
el cumplimiento de las metas de desarrollo 
económico, social e institucional de la Na-
ción y se ajustarán a las reglas de disciplina 
fiscal contempladas en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley y en la Ley del 
marco plurianual del presupuesto.

El Ejecutivo Nacional presentará en la mis-
ma oportunidad a la Asamblea Nacional el 
plan operativo anual y el proyecto de Ley 
de Presupuesto. 

Artículo 10. El Ejecutivo Nacional dictará 
normas que limiten y establezcan contro-
les al uso de los créditos presupuestarios 
de los entes referidos en el artículo 5º, sin 
perjuicio de las establecidas en este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 
Se exceptúan los presupuestos del Poder 
Legislativo, del Poder Judicial, del Poder 
Ciudadano, del Poder Electoral, de los es-
tados, de los distritos, de los municipios, 
y del Banco Central de Venezuela.

Artículo 11. Los presupuestos públicos 
comprenderán los recursos, los egresos 
y las operaciones de financiamiento sin 
compensaciones entre sí, para el corres-
pondiente ejercicio económico financiero.

Con el proyecto de Ley de Presupues-
to anual, el Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de Finanzas, 
presentará los estados de cuenta anexos 
en los que se describan los planes de 
previsión social, así como la naturaleza 
y relevancia de riesgos fiscales que pue-
dan identificarse. El Reglamento de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
determinará el alcance de la información a 
que se refiere este aparte.

Esta información no será exigible cuando 
tales datos no puedan ser cuantificables 
o aquellos cuyo contenido total o parcial 
haya sido declarado secreto o confidencial 
de conformidad con la ley.

Artículo 12. Los presupuestos públicos 
de recursos contendrán la denominación 
de los diferentes ramos de ingresos co-
rrientes y de capital, así como las distintas 
fuentes financieras y sus correspondien-
tes cantidades estimadas. Cada ramo es-
tará representado por una cifra numérica.

Las denominaciones de los diferentes ra-
mos de ingresos serán lo suficientemente 
específicas como para identificar las res-
pectivas fuentes.

Artículo 13. Los presupuestos públicos 
de egresos contendrán los gastos corrien-
tes, de capital y aplicaciones financieras, 
y utilizarán las técnicas más adecuadas 
para formular, ejecutar, seguir y evaluar 
las políticas, los planes de acción y la pro-
ducción de bienes y servicios de los órga-
nos y entes del sector público, así como 
la incidencia económica y financiera de la 
ejecución de los gastos y la vinculación de 
éstos con sus fuentes de financiamiento. 
Para cada crédito presupuestario se esta-
blecerá el objetivo específico a que esté di-
rigido, así como los resultados concretos 
que se espera obtener, en términos cuan-
titativos, mediante indicadores de desem-
peño, siempre que ello sea técnicamente 
posible.

El Reglamento de este Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, determinará la 
técnica presupuestaria de formulación y 
programación de la ejecución, así como lo 
concerniente a los clasificadores de recur-
sos y egresos que serán utilizados.

Artículo 14. Las operaciones de finan-
ciamiento comprenden las fuentes y apli-
caciones financieras.

Las fuentes financieras provienen de la 
disminución de activos financieros y de 
incrementos de pasivos.

Las aplicaciones financieras son incre-
mentos de activos financieros y disminu-
ción de pasivos.

Artículo 15. Sin perjuicio del equilibrio eco-
nómico de la gestión fiscal que se establezca 
para el período del marco plurianual del pre-
supuesto, los presupuestos públicos deben 
mostrar equilibrio entre el total de las cantida-
des autorizadas para egresos y aplicaciones 
financieras y el total de las cantidades estima-
das como recursos y fuentes financieras.

Artículo 16. En los presupuestos públi-
cos se indicarán las unidades administra-
tivas que tengan a su cargo la producción 
de bienes y servicios. En los casos de eje-
cución presupuestaria con participación 
de diferentes unidades administrativas de 
uno o varios órganos y entes públicos, se 
indicará la actividad que a cada una de ellas 
corresponda y los recursos asignados para 
el cumplimiento de las metas.

Artículo 17. Las autoridades correspon-
dientes designarán a los funcionarios que 
se encargarán del cumplimiento de las 
metas y objetivos presupuestarios, quie-
nes participarán en su formulación y res-
ponderán del cumplimiento de los mismos 
y de la utilización eficiente de los recursos 
asignados.
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Cuando sea necesario establecer la coordi-
nación entre distintos órganos y entes, se 
crearán mecanismos técnico-administrati-
vos con representación de las instituciones 
participantes.

Artículo 18. Cuando en los presupues-
tos públicos se incluyan créditos para 
obras, bienes o servicios cuya ejecución 
exceda del ejercicio económico financiero, 
se incluirá también la información corres-
pondiente a su monto total, el cronograma 
de ejecución, los recursos erogados en 
ejercicios precedentes, los que se eroga-
rán en el futuro y la respectiva autorización 
para gastar en el ejercicio correspondien-
te. Si el financiamiento tuviere diferentes 
fuentes se señalará, además, si se trata de 
ingresos corrientes, de capital o de fuen-
tes financieras. La información a que se 
refiere este artículo se desagregará en el 
proyecto de Ley de Presupuesto y se eva-
luará su impacto en el marco plurianual 
del presupuesto.

Artículo 19. Se considera gastado un 
crédito cuando queda afectado definitiva-
mente al causarse un gasto. El Reglamento 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley establecerá los criterios y procedi-
mientos para la aplicación de este artículo.

Artículo 20. Los órganos de la Repúbli-
ca, estados, distritos y municipios y demás 
entes sujetos a la aplicación de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, están 
obligados a llevar los registros de ejecución 
presupuestaria, en las condiciones que fije 
el Reglamento de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley. En todo caso, se re-

gistrará la liquidación o el momento en que 
se devenguen los recursos y su recauda-
ción efectiva; y en materia de egresos, ade-
más del momento en que se causen éstos, 
según lo establece el artículo anterior, las 
etapas del compromiso y del pago.

El registro del compromiso se utilizará 
como mecanismo para afectar preventiva-
mente la disponibilidad de los créditos pre-
supuestarios; y el del pago para reflejar la 
cancelación de las obligaciones asumidas.

Artículo 21. No se podrán adquirir com-
promisos para los cuales no existan asig-
naciones presupuestarias, ni disponer de 
créditos para una finalidad distinta a la 
prevista.

Artículo 22. Ningún pago puede ser or-
denado sino para pagar obligaciones váli-
damente contraídas y causadas.

Artículo 23. El Reglamento de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
establecerá las normas sobre la ejecución 
y ordenación de los compromisos y los 
pagos, las piezas justificativas que deben 
componer los expedientes en que se fun-
den dichas ordenaciones y cualquier otro 
aspecto relacionado con la ejecución del 
presupuesto de egresos que no esté ex-
presamente señalado en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Los ordenadores de pagos podrán recibir 
las propuestas y librar las correspondien-
tes solicitudes de pago por medios infor-
máticos. En este supuesto, la documenta-
ción justificativa del gasto realizado que-

dará en aquellas unidades en las que se 
reconocieron las obligaciones, a los fines 
de la rendición de cuentas.

Capítulo II
De la Organización del Sistema

Artículo 24. La Oficina Nacional de Pre-
supuesto es un órgano desconcentrado 
del Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de Finanzas y ejerce 
la rectoría técnica del Sistema Presupues-
tario Público, bajo la responsabilidad y 
dirección de un Jefe de Oficina, de libre 
nombramiento y remoción del Ministro o 
la Ministra.

Artículo 25. La Oficina Nacional de Pre-
supuesto está dotada de capacidad de 
gestión administrativa, presupuestaria y 
financiera, con las siguientes atribuciones:

1. �Participar en la formulación de los as-
pectos presupuestarios de la política 
financiera que, para el sector público 
nacional, elabore el Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de 
Finanzas.

2. �Participar en la elaboración del plan 
operativo anual y preparar el presu-
puesto consolidado del sector público.

3. �Elaborar el proyecto de ley del marco 
plurianual del presupuesto del sector pú-
blico nacional bajo los lineamientos de 
política económica y fiscal que elaboren, 
coordinadamente, el Ministerio del Po-
der Popular con competencia en materia 
de Planificación, el Ministerio del Poder 

Popular con competencia en materia de 
Finanzas y el Banco Central de Venezue-
la, de conformidad con la ley.

4. �Preparar el proyecto de Ley de Presupues-
to y todos los informes que sean requeri-
dos por las autoridades competentes.

5. �Preparar el proyecto de Informe Global 
que presentará el Ejecutivo Nacional a 
la Asamblea Nacional en los términos 
previstos en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

6. �Analizar los proyectos de presupuesto 
que deban ser sometidos a su considera-
ción y, cuando corresponda, proponer las 
correcciones que considere necesarias.

7. �Aprobar, conjuntamente con la Oficina 
Nacional del Tesoro, la programación de 
la ejecución de la Ley de Presupuesto.

8. �Preparar y dictar las normas e instruc-
ciones técnicas relativas al desarrollo 
de las diferentes etapas del proceso 
presupuestario.

9. �Asesorar en materia presupuestaria a los 
órganos y entes regidos por este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

10. �Analizar las solicitudes de modifica-
ciones presupuestarias que deban ser 
sometidas a su consideración y emitir 
opinión al respecto.

11. �Evaluar la ejecución de los presupues-
tos aplicando las normas y criterios es-
tablecidos por este Decreto con Rango, 
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Valor y Fuerza de Ley, su Reglamento y 
las normas técnicas respectivas.

12. �Informar al Ministro del Poder Po-
pular con competencia en materia de 
Finanzas, con la periodicidad que éste 
lo requiera, acerca de la gestión presu-
puestaria del sector público.

13. �Las demás que le confiera la ley.

Artículo 26. Los funcionarios y funcio-
narias y demás trabajadores y trabajado-
ras al servicio de los órganos y entes cu-
yos presupuestos se rigen por este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, están 
obligados a suministrar las informaciones 
que requiera la Oficina Nacional de Presu-
puesto, así como a cumplir las normas e 
instructivos técnicos que emanen de ella.

Artículo 27. Los órganos y entes cuyos 
presupuestos se rigen por este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, contarán 
con unidades administrativas para el cum-
plimiento de las funciones que en materia 
presupuestaria se regulan en este Título. 
Dichas unidades administrativas, acatarán 
y velarán por el cumplimiento de las nor-
mas e instructivos técnicos dictados por la 
Oficina Nacional de Presupuesto, de con-
formidad con este Decreto con Rango Valor 
y Fuerza de Ley y su Reglamento. 

Capítulo III
Del Régimen Presupuestario

de la República

Sección primera: 
Del Marco Plurianual

del Presupuesto

Artículo 28. El Proyecto de Ley del Marco 
Plurianual del Presupuesto será elaborado 
por el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de Finanzas, a tra-
vés de la Oficina Nacional de Presupuesto, 
en coordinación con el Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de Pla-
nificación y el Banco Central de Venezuela y 
establecerá los límites máximos de gasto y 
de endeudamiento que hayan de contem-
plarse en los presupuestos nacionales para 
un período de tres (3) años, los indicadores 
y demás reglas de disciplina fiscal que per-
mitan asegurar la solvencia y sostenibilidad 
fiscal y equilibrar la gestión financiera na-
cional en dicho período, de manera que los 
ingresos ordinarios sean suficientes para 
cubrir los gastos ordinarios.

El Proyecto de Ley del Marco Plurianual 
del Presupuesto especificará lo siguiente:

1. �El período al cual corresponde y los 
resultados financieros esperados de la 
gestión fiscal de cada año. Estos resul-
tados deberán compensarse de manera 
que la sumatoria para el período plu-
rianual muestre equilibrio o superávit 
entre ingresos ordinarios y gastos or-
dinarios, entendiendo por los primeros, 
los ingresos corrientes deducidos los 
aportes al Fondo de Estabilización Ma-

croeconómica y otros fondos creados 
por el Ejecutivo Nacional y por los se-
gundos los gastos totales, excluida la 
inversión directa del gobierno central. El 
ajuste fiscal a los fines de lograr el equi-
librio, no se concentrará en el último año 
del período del marco plurianual.

2. �El límite máximo del total del gasto cau-
sado, calculado para cada ejercicio del 
período del marco plurianual, en rela-
ción al producto interno bruto, con indi-
cación del resultado financiero primario 
y del resultado financiero no petrolero 
mínimos correspondientes a cada ejer-
cicio, de acuerdo con los requerimien-
tos de sostenibilidad fiscal. 

Se entenderá como resultado finan-
ciero primario la diferencia resultante 
entre los ingresos totales y los gastos 
totales, excluidos los gastos corres-
pondientes a los intereses de la deuda 
pública y como resultado financiero no 
petrolero, la resultante de la diferencia 
entre los ingresos no petroleros y el 
gasto total. 

3. �El límite máximo de endeudamiento 
que haya de contemplarse para cada 
ejercicio del período del marco plu-
rianual, de acuerdo con los requeri-
mientos de sostenibilidad fiscal. El 
límite máximo de endeudamiento para 
cada ejercicio será definido a un nivel 
prudente en relación con el tamaño de 
la economía, la inversión reproductiva 
y la capacidad de generar ingresos fis-
cales. Para la determinación de la ca-
pacidad de endeudamiento se tomará 

en cuenta el monto global de los acti-
vos financieros de la República.

Artículo 29. El Proyecto de Ley del Marco 
Plurianual del Presupuesto irá acompaña-
do de la cuenta ahorro-inversión-financia-
miento presupuestada para el período a 
que se refiere dicho marco, los objetivos de 
política económica, con expresa indicación 
de la política fiscal, así como de las estima-
ciones de gastos para cada uno de los ejer-
cicios fiscales del período. Estas estimacio-
nes se vincularán con los pronósticos ma-
croeconómicos indicados para el mediano 
plazo, y las correspondientes al primer año 
del período se explicitarán de manera que 
constituyan la base de las negociaciones 
presupuestarias para ese ejercicio.

Artículo 30. El Ejecutivo Nacional, por 
órgano del Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de Finan-
zas, presentará a la Asamblea Nacional el 
Proyecto de Ley del Marco Plurianual del 
Presupuesto, antes del quince (15) de julio 
del primero y del cuarto año del período 
constitucional de la Presidencia de la Re-
pública y el mismo será sancionado antes 
del quince (15) de agosto del mismo año 
de su presentación.

Artículo 31. El Ministro o la Ministra del 
Poder Popular con competencia en ma-
teria de Finanzas, previa aprobación del 
Presidente o Presidenta de la República, 
presentará anualmente a la Asamblea Na-
cional, antes del quince (15) de julio, un 
informe global contentivo de lo siguiente:
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1. �La evaluación de la ejecución de la Ley 
de Presupuesto del ejercicio anterior, 
comparada con los presupuestos apro-
bados por la Asamblea Nacional, con la 
explicación de las diferencias ocurridas 
en materia de recursos, egresos y resul-
tados financieros.

2. �Un documento con las propuestas más 
relevantes que contendrá el proyecto de 
Ley de Presupuesto para el año siguien-
te, con indicación del monto general de 
dicho presupuesto, su correspondencia 
con las metas macroeconómicas y so-
ciales definidas para el sector público 
en el marco plurianual del presupuesto 
y la sostenibilidad de las mismas, a los 
fines de proporcionar la base de la dis-
cusión de dicho proyecto de ley. 

3. �La cuenta ahorro-inversión-financia-
miento y las estimaciones agregadas de 
gasto para los dos años siguientes, de 
conformidad con las proyecciones ma-
croeconómicas actualizadas y la soste-
nibilidad de las mismas, de acuerdo con 
las limitaciones establecidas en la Ley 
del Marco Plurianual del Presupuesto.

La Asamblea Nacional comunicará al Eje-
cutivo Nacional el acuerdo resultante de las 
deliberaciones efectuadas sobre el informe 
global a que se refiere este artículo, antes 
del quince (15) de agosto de cada año.

Artículo 32. Las modificaciones de los 
límites de gasto, de endeudamiento y de 
resultados financieros establecidos en la 
Ley del Marco Plurianual del Presupues-
to sólo procederán en casos de estados 

de excepción decretados de conformidad 
con la Ley, o de variaciones que afecten 
significativamente el servicio de la deuda 
pública. En este último caso, el proyecto 
de modificación será sometido por el Eje-
cutivo Nacional a la consideración de la 
Asamblea Nacional, con una exposición 
razonada de las causas que la motiven y 
sólo podrán afectarse las reglas de límite 
máximo de gasto, de resultado primario 
y de resultado no petrolero de la gestión 
económico financiera.

Sección segunda:
De la estructura de la Ley

de Presupuesto

Artículo 33. La Ley de Presupuesto 
constará de cuatro títulos cuyos conteni-
dos serán los siguientes:

Título I 
Disposiciones Generales

Título II 
Presupuestos de recursos
y egresos de la República

TÍTULO III 
PRESUPUESTOS DE RECURSOS 

Y EGRESOS DE LOS ENTES 
DESCENTRALIZADOS 

FUNCIONALMENTE
DE LA REPÚBLICA,

SIN FINES EMPRESARIALES

TÍTULO IV
PRESUPUESTOS DE RECURSOS 
Y EGRESOS DE ENTES POLÍTICO 

TERRITORIALES CON REGÍMENES 
PRESUPUESTARIOS ESPECIALES

Artículo 34. Las disposiciones generales 
de la Ley de Presupuesto constituirán nor-
mas complementarias del Título II de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
que regirán para cada ejercicio presupues-
tario y contendrán normas que se relacionen 
directa y exclusivamente con la aprobación, 
ejecución y evaluación del presupuesto del 
que forman parte. En consecuencia, no po-
drán contener disposiciones de carácter per-
manente, ni reformar o derogar leyes vigen-
tes, o crear, modificar o suprimir tributos u 
otros ingresos, salvo que se trate de modifi-
caciones autorizadas por las leyes creadoras 
de los respectivos tributos.

Artículo 35. Se considerarán ingresos 
de la República aquellos que se prevea re-
caudar durante el ejercicio y los recursos 
provenientes de donaciones, herencias o 
legados a favor de la República o sus en-
tes, representen o no entradas de dinero 
en efectivo al Tesoro. La desagregación de 
los diferentes ramos de ingresos tendrá 
carácter informativo.

En el presupuesto de gastos de la Repúbli-
ca se identificará la producción de bienes 
y servicios que cada uno de los órganos 
se propone alcanzar en el ejercicio y los 
créditos presupuestarios correspondien-
tes. Esta identificación tendrá carácter 
informativo para los órganos del Poder 
Ejecutivo Nacional.

Los créditos presupuestarios expresarán 
los gastos que se estime han de causarse 
en el ejercicio, se traduzcan o no en sali-
das de fondos del Tesoro.

Las operaciones de financiamiento con-
tendrán todas las fuentes financieras, 
incluidos los excedentes que se estimen 
existentes a la fecha del cierre del ejer-
cicio anterior al que se presupuesta, cal-
culadas de conformidad con lo que esta-
blezca el Reglamento de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, así como 
las aplicaciones financieras del ejercicio. 

Artículo 36. No se podrá destinar espe-
cíficamente el producto de ningún ramo 
de ingreso con el fin de atender el pago de 
determinados gastos, ni predeterminarse 
asignaciones presupuestarias para atender 
gastos de entes o funciones estatales espe-
cíficas, salvo las afectaciones constitucio-
nales. No obstante y sin que ello constituya 
la posibilidad de realizar gastos extrapresu-
puestarios, podrán ser afectados para fines 
específicos los siguientes ingresos:

1. �Los provenientes de donaciones, heren-
cias o legados a favor de la República 
o sus entes descentralizados funcio-
nalmente sin fines empresariales, con 
destino específico. 

2. �Los recursos provenientes de operacio-
nes de crédito público. 

3. �Los que resulten de la gestión de los ser-
vicios desconcentrados sin personalidad 
jurídica. 
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4. �El producto de las contribuciones especiales.

Sección tercera:
De la Formulación del Presupues-

to de la República

Artículo 37. El Presidente o Presidenta 
de la República, en Consejo de Ministros 
y Ministras, fijará anualmente los linea-
mientos generales para la formulación del 
Proyecto de Ley de Presupuesto y las prio-
ridades de gasto, atendiendo a los límites 
y estimaciones establecidos en la Ley del 
Marco Plurianual del Presupuesto.

A tal fin, el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de Planificación 
practicará una evaluación del cumplimien-
to de los planes y políticas nacionales y de 
desarrollo general del país, así como una 
proyección de las variables macroeconó-
micas y la estimación de metas físicas que 
contendrá el plan operativo anual para el 
ejercicio que se formula. 

El Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de Finanzas, con el 
objeto de delimitar el impacto anual del 
Marco Plurianual del Presupuesto, a tra-
vés de la Oficina Nacional de Presupuesto, 
preparará los lineamientos de política que 
regirán la formulación del presupuesto.

Artículo 38. La Oficina Nacional de Pre-
supuesto elaborará el proyecto de Ley de 
Presupuesto atendiendo a los anteproyectos 
preparados por los órganos de la República, 
los entes descentralizados funcionalmente 
sin fines empresariales y los entes político 
territoriales con regímenes presupuestarios 

especiales, con los ajustes que resulten ne-
cesarios introducir.

Artículo 39. Los órganos de los Poderes 
Legislativo, Judicial, Ciudadano y Electo-
ral formularán sus respectivos proyectos 
de presupuesto de egresos tomando en 
cuenta las limitaciones establecidas en la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, en la Ley del Marco Plu-
rianual del Presupuesto y en los límites de 
ingresos que prevea recaudar la República 
para el respectivo ejercicio económico fi-
nanciero. Debiendo remitirlos al Ejecutivo 
Nacional, a los efectos de su inclusión en 
el proyecto de Ley de Presupuesto.

Artículo 40. El proyecto de Ley de Pre-
supuesto será presentado por el Ejecutivo 
Nacional a la Asamblea Nacional antes del 
quince (15) de octubre de cada año. Será 
acompañado de una exposición de motivos 
que, dentro del contexto de la Ley del Mar-
co Plurianual del Presupuesto y en conside-
ración del acuerdo de la Asamblea Nacional 
a que se refiere el artículo 31 de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, expre-
se los objetivos que se propone alcanzar y 
las explicaciones adicionales relativas a la 
metodología utilizada para las estimaciones 
de ingresos y fuentes financieras y para la 
determinación de las autorizaciones para 
gastos y aplicaciones financieras, así como 
las demás informaciones y elementos de 
juicio que estime oportuno.

Artículo 41. Si por cualquier causa el 
Ejecutivo Nacional no hubiese presentado 
a la Asamblea Nacional, en la oportunidad 
prevista en el artículo anterior, el Proyecto 

de Ley de Presupuesto, o si el mismo fuere 
rechazado o no aprobado por la Asamblea 
Nacional antes del quince (15) de diciem-
bre de cada año, el presupuesto vigente 
se reconducirá, con los siguientes ajustes 
que introducirá el Ejecutivo Nacional:

1. �En los presupuestos de recursos:

a. �Eliminará los ramos de ingreso que 
no pueden ser recaudados nueva-
mente.

b. �Estimará cada uno de los ramos de 
ingreso para el nuevo ejercicio.

2. �En los presupuestos de egresos:

a. �Eliminará los créditos presupues-
tarios que no deben repetirse, por 
haberse cumplido los fines para los 
cuales fueron previstos.

b. �Incluirá en el presupuesto de la Re-
pública la asignación por concepto 
del Situado Constitucional corres-
pondiente a los ingresos ordina-
rios que se estimen para el nuevo 
ejercicio, y los aportes que deban 
ser hechos de conformidad con lo 
establecido por las leyes vigentes 
para la fecha de presentación del 
proyecto de Ley de Presupuesto 
respectivo.

c. �Incluirá los créditos presupuesta-
rios indispensables para el pago de 
los intereses de la deuda pública 
y las cuotas que se deban aportar 
por concepto de compromisos de-

rivados de la ejecución de tratados 
internacionales.

d. �Incluirá los créditos presupuesta-
rios indispensables para asegurar la 
continuidad y eficiencia de la admi-
nistración del Estado y, en especial, 
de los servicios educativos, sanita-
rios, asistenciales, de orden públi-
co, seguridad y defensa.

3. �En las operaciones de financiamiento:

a. �Suprimirá los recursos provenientes 
de operaciones de crédito público 
autorizadas, en la cuantía en que 
fueron utilizados.

b. �Excluirá los excedentes de ejercicios 
anteriores, en el caso de que el pre-
supuesto que se reconduce hubiere 
previsto su utilización.

c. �Incluirá los recursos provenientes 
de operaciones de crédito público, 
cuya percepción deba ocurrir en el 
ejercicio correspondiente.

d. �Incluirá las aplicaciones financieras 
indispensables para la amortización 
de la deuda pública.

4. �Adaptará los objetivos y metas a las mo-
dificaciones que resulten de los ajustes 
anteriores.

5. �Determinará la aplicabilidad de las nor-
mas de carácter temporal contenidas 
en las disposiciones generales de la 
Ley de Presupuesto que se reconduce 
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y dictará las normas complementarias 
que sean necesarias.

En todo caso, el Ejecutivo Nacional cum-
plirá con la Ley del Marco Plurianual del 
Presupuesto y el Acuerdo a que se refiere 
el artículo 31 de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, quedando a salvo 
los efectos atribuibles a la reconducción.

Artículo 42. En caso de reconducción 
el Ejecutivo Nacional ordenará la publi-
cación del correspondiente Decreto en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Artículo 43. Si la Asamblea Nacional 
sancionare la Ley de Presupuesto durante 
el curso del primer trimestre del año en que 
hubieren entrado en vigencia los presu-
puestos reconducidos, esa ley regirá desde 
el primero (1) de abril hasta el treinta y uno 
(31) de diciembre, y se darán por aproba-
dos los créditos presupuestarios equiva-
lentes a los compromisos adquiridos con 
cargo a los presupuestos reconducidos. 
Si para el treinta y uno (31) de marzo no 
hubiese sido sancionada dicha ley, los pre-
supuestos reconducidos se considerarán 
definitivamente vigentes hasta el término 
del ejercicio.

Sección cuarta: 
De la Ejecución del Presupuesto

de la República

Artículo 44. Si durante la ejecución del 
presupuesto se evidencia una reducción 
de los ingresos previstos para el ejerci-
cio, en relación con las estimaciones de 

la Ley de Presupuesto, que no pueda ser 
compensada con recursos del Fondo de 
Estabilización Macroeconómica, el Pre-
sidente o Presidenta de la República, en 
Consejo de Ministros y Ministras, ordena-
rá los ajustes necesarios, oída la opinión 
del Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de Finanzas a través 
de la Oficina Nacional de Presupuesto y la 
Oficina Nacional del Tesoro. La decisión 
será publicada en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela.

Artículo 45. Los reintegros y las devo-
luciones de fondos al Tesoro Nacional, se 
efectuarán en los términos que determine 
el Reglamento de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

Artículo 46. Los niveles de agregación 
que haya aprobado la Asamblea Nacional 
en los egresos y aplicaciones financieras 
de la Ley de Presupuesto, constituyen los 
límites máximos de las autorizaciones 
disponibles para gastar.

Artículo 47. Una vez promulgada la Ley 
de Presupuesto, el Presidente o Presiden-
ta de la República decretará la distribución 
general del presupuesto de egresos, la 
cual consistirá en la presentación desagre-
gada hasta el último nivel previsto en los 
clasificadores y categorías presupuesta-
rias utilizadas, de los créditos y realizacio-
nes contenidas en la Ley de Presupuesto.

Artículo 48. Los órganos de la República 
así como los entes descentralizados fun-
cionalmente programarán, para cada ejer-
cicio, la ejecución física y financiera de los 

presupuestos, siguiendo las normas que 
fijará el Reglamento de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley y las disposi-
ciones complementarias y procedimientos 
técnicos que dicten la Oficina Nacional de 
Presupuesto y la Oficina Nacional del Te-
soro. La programación de los órganos de 
la República será aprobada por los referi-
dos órganos rectores, con las variaciones 
que estimen necesarias para coordinarla 
con el flujo de los ingresos.

El monto total de las cuotas de compromi-
sos fijadas para el ejercicio no podrá ser 
superior al monto de los recursos que se 
estime recaudar durante el mismo.

Artículo 49. El Vicepresidente Ejecutivo 
o la Vicepresidenta Ejecutiva de la Repú-
blica, los Vicepresidentes o Vicepresiden-
tas Sectoriales, el Presidente o Presidenta 
del Consejo Federal de Gobierno, los Mi-
nistros o Ministras, el Presidente o Presi-
denta de la Asamblea Nacional, el Presi-
dente o Presidenta del Tribunal Supremo 
de Justicia, el Presidente o Presidenta del 
Consejo Moral Republicano, el Contralor o 
Contralora General de la República, el o la 
Fiscal General de la República, el Defen-
sor o la Defensora del Pueblo, el Defensor 
Público o la Defensora Pública General, el 
Presidente o Presidenta del Consejo Na-
cional Electoral, el Procurador o la Procu-
radora General de la República, el Super-
intendente o la Superintendenta Nacional 
de Auditoría Interna, el Director Ejecutivo 
o la Directora Ejecutiva de la Oficina Presi-
dencial de Planes y Proyectos Especiales, 
así como las máximas autoridades de los 
entes descentralizados sin fines empresa-

riales, serán los ordenadores de compro-
misos y pagos en cuanto al presupuesto 
de los organismos que dirigen. Dichas 
facultades se ejercerán y podrán delegarse 
de acuerdo con lo que fije el Reglamento 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, salvo la Asamblea Nacional que en 
esta materia se regirá por sus disposicio-
nes internas.

Sin perjuicio de lo señalado en este artí-
culo, el Presidente o Presidenta de la Re-
pública podrá designar otros ordenadores 
de compromisos y pagos; dicho acto será 
publicado en la Gaceta Oficial de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela.

Artículo 50. Quedarán reservadas a la 
Asamblea Nacional, a solicitud del Ejecutivo 
Nacional, las modificaciones que aumenten 
el monto total del presupuesto de egresos 
de la República, para las cuales se trami-
tarán los respectivos créditos adicionales.
Las modificaciones presupuestarias que 
impliquen incremento del gasto corriente 
en detrimento del gasto de capital, sólo 
podrán ser autorizadas por la Asamblea 
Nacional en casos excepcionales debi-
damente documentados por el Ejecutivo 
Nacional.

No se podrán efectuar modificaciones pre-
supuestarias que impliquen incrementar 
los gastos corrientes en detrimento de los 
gastos del servicio de la deuda pública.

Los créditos adicionales al presupuesto 
de egresos que hayan de financiarse con 
recursos provenientes de operaciones de 
crédito público serán decretados por el 
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Poder Ejecutivo Nacional, con la sola au-
torización contenida en la correspondiente 
Ley de Endeudamiento.

El Reglamento de este Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley establecerá los 
alcances y mecanismos para efectuar las 
modificaciones a los presupuestos que 
resulten necesarias durante su ejecución.

Artículo 51. En el presupuesto de egre-
sos de la República se incorporará un 
crédito denominado: Rectificaciones al 
Presupuesto, cuyo monto no podrá ser 
inferior a uno por ciento (1%) ni supe-
rior a dos por ciento (2%) de los ingre-
sos ordinarios estimados en el mismo 
presupuesto. El Ejecutivo Nacional podrá 
disponer de este crédito para atender gas-
tos imprevistos que se presenten en el 
transcurso del ejercicio o para aumentar 
los créditos presupuestarios que resulta-
ren insuficientes, previa autorización del 
Presidente o Presidenta de la República en 
Consejo de Ministros y Ministras. La deci-
sión será publicada en la Gaceta Oficial de 
la República Bolivariana de Venezuela. Sal-
vo casos de emergencia, los recursos de 
este crédito no podrán destinarse a crear 
nuevos créditos ni a cubrir egresos cuyas 
asignaciones hayan sido disminuidas por 
los mecanismos formales de modificación 
presupuestaria.

No se podrán decretar créditos adicionales 
a los créditos para rectificaciones al pre-
supuesto, ni incrementar estos mediante 
traspaso.

Capítulo IV
Del Régimen Presupuestario 

de los Entes Descentralizados 
Funcionalmente

Sección Primera:
Disposiciones Comunes 

Artículo 52. Los presupuestos de los 
entes descentralizados funcionalmente 
comprenderán sus recursos, egresos y 
operaciones de financiamiento sin com-
pensaciones entre sí. Los presupuestos de 
recursos incluirán todos aquellos que se 
han de recaudar durante el ejercicio econó-
mico financiero. Los presupuestos de egre-
sos identificarán la producción de bienes y 
servicios, así como los créditos presupues-
tarios requeridos para ello. Los créditos 
presupuestarios expresarán los gastos que 
se estime han de causarse en el ejercicio 
económico financiero, se traduzcan o no 
en salidas de fondos en efectivo. Las ope-
raciones de financiamiento se incorporarán 
en los presupuestos de los entes descen-
tralizados funcionalmente, en los mismos 
términos establecidos para la República.

Artículo 53. Las máximas autoridades de 
los entes regidos por este Capítulo, apro-
barán el proyecto de presupuesto anual y 
lo remitirán, a través del correspondiente 
órgano de adscripción, a la Oficina Nacio-
nal de Presupuesto, en los términos que 
establezca el Reglamento de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley. Los 
proyectos de presupuesto expresarán las 
políticas generales contenidas en la Ley 
del Marco Plurianual del Presupuesto y los 
lineamientos específicos que, en materia 

presupuestaria, establezca el Ministro o 
la Ministra del Poder Popular con compe-
tencia en materia de Finanzas; contendrán 
los planes de acción, las autorizaciones de 
gastos y su financiamiento, el presupuesto 
de caja y los recursos humanos a utilizar, y 
permitirán establecer los resultados opera-
tivo, económico y financiero previstos para 
la gestión respectiva. 

Artículo 54. Los proyectos de presupues-
to de recursos y de egresos deben formu-
larse utilizando el momento del devengado 
y de la causación de las transacciones res-
pectivamente, como base contable.

Artículo 55. La Oficina Nacional de Pre-
supuesto analizará los proyectos de pre-
supuesto de los entes regidos por este Ca-
pítulo a los fines de verificar si los mismos 
se ajustan a las políticas, planes y estrate-
gias fijados a tal efecto y de considerarlo 
pertinente, elaborará un informe contenti-
vo de los ajustes que desde el punto de 
vista técnico deban realizarse. 

Artículo 56. Los órganos y entes des-
centralizados de la República no podrán 
realizar aportes o transferencias a los en-
tes descentralizados funcionalmente, cuyo 
presupuesto no esté aprobado en los tér-
minos de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Artículo 57. El Poder Ejecutivo Nacional 
autorizará las modificaciones de los presu-
puestos de los entes descentralizados a que 
se refiere este Capítulo, según el procedi-
miento que establezca el Reglamento de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Sección Segunda: 
Del Régimen Presupuestario 

de los Entes Descentralizados 
Funcionalmente Sin Fines 

Empresariales

Artículo 58. Se regirán por esta sección 
los entes del sector público nacional a que 
se refieren los numerales 5, 7 y 10 del artí-
culo 5º de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, así como los servicios des-
concentrados sin personalidad jurídica.

Artículo 59. Los principios y disposicio-
nes establecidos en materia presupuesta-
ria para la República, regularán la de los 
entes descentralizados regidos por esta 
sección, en cuanto les sean aplicables. 

Artículo 60. Las máximas autoridades 
de los entes descentralizados a que se re-
fiere esta sección serán los ordenadores 
de compromisos y pagos en cuanto al 
presupuesto de cada uno de los entes que 
dirigen.

Artículo 61. Si los entes regidos por 
este capítulo no presentaren sus pro-
yectos de presupuesto en los términos 
establecidos en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, la Oficina Nacional 
de Presupuesto los elaborará de oficio, 
tomando en cuenta el presupuesto ante-
rior y la información acumulada sobre su 
ejecución, sin perjuicio de las sanciones 
previstas en el Título IX de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, aplica-
bles a las máximas autoridades por causa 
de dicho incumplimiento. 
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Sección Tercera:
Del Régimen Presupuestario de 
los Entes Descentralizados Con 

Fines Empresariales 

Artículo 62. Se regirán por esta sección 
los entes del sector público nacional a que 
se refieren los numerales 8 y 9 del artículo 
5º de este Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley.

Cuando la República, un estado, un distri-
to, un municipio o un ente descentraliza-
do funcionalmente, adquiera la titularidad 
del cincuenta por ciento (50%) o más de 
las acciones de una sociedad mercantil, 
el Ejecutivo Nacional, Estadal, Distrital o 
Municipal podrá exceptuarla de la aplica-
ción de las disposiciones de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley hasta 
el final del ejercicio económico financiero 
respectivo.

El instrumento mediante el cual se ordene 
o autorice la adquisición determinará el 
régimen de administración financiera apli-
cable transitoriamente. 

Artículo 63. Los órganos de adscripción 
de los entes regidos por esta sección, remi-
tirán a la Oficina Nacional de Presupuesto, 
antes del treinta (30) de septiembre de cada 
año, los proyectos de presupuesto para la 
aprobación del Presidente o Presidenta de 
la República, en Consejo de Ministros y Mi-
nistras, acompañados del informe emana-
do de la Oficina Nacional de Presupuesto.

Si los entes regidos por esta sección no 
presentaren sus proyectos de presupuesto 

en los términos establecidos en este artí-
culo, la Oficina Nacional de Presupuesto 
los elaborará de oficio y los someterá a la 
consideración del Ejecutivo Nacional, to-
mando en cuenta el presupuesto anterior 
y la información acumulada sobre su eje-
cución, sin perjuicio de las sanciones pre-
vistas en el Título IX de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, aplicables 
a las máximas autoridades por causa de 
dicho incumplimiento. 

Artículo 64. El Ejecutivo Nacional publi-
cará en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela una síntesis de 
los presupuestos de los entes regidos por 
esta sección.

Artículo 65. Al término de cada ejercicio 
económico financiero, los entes descen-
tralizados con fines empresariales proce-
derán al cierre de cuentas de su presu-
puesto de recursos y egresos.

Capítulo V
De la Liquidación del Presupuesto 

de la República y sus Entes
Descentralizados Funcionalmente

Artículo 66. Las cuentas de los presu-
puestos de recursos y egresos se cerrarán 
al treinta y uno (31) de diciembre de cada 
año. Después de esa fecha, los recursos 
que se recauden se considerarán parte del 
presupuesto vigente, con independencia 
de la fecha en que se hubiere originado 
la obligación de pago o liquidación de los 
mismos. Con posterioridad al treinta y uno 
(31) de diciembre de cada año, no podrán 
asumirse compromisos ni causarse gas-

tos con cargo al ejercicio que se cierra en 
esa fecha.

Artículo 67. Los gastos causados y no pa-
gados al treinta y uno (31) de diciembre de 
cada año se pagarán durante el ejercicio si-
guiente, con cargo a las disponibilidades en 
caja y banco existentes a la fecha señalada. 
En el caso que dicha disponibilidad resulte 
insuficiente para el pago de compromisos 
válidamente adquiridos, no se requerirá re-
conocimiento administrativo o judicial para 
proceder al pago con cargo a la disponibili-
dad del ejercicio en que se ordene.

Los gastos comprometidos y no causados 
al treinta y uno (31) de diciembre de cada 
año se imputarán al ejercicio siguiente, 
afectándolos a los créditos disponibles 
para ese ejercicio.

Los compromisos originados en sen-
tencia judicial definitivamentefirme con 
autoridad de cosa juzgada o reconocidos 
administrativamente, de conformidad con 
los procedimientos establecidos en el De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de 
Reforma Parcial del Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Pro-
curaduría General de la República y en el 
Reglamento de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, así como los deri-
vados de reintegros que deban efectuarse 
por concepto de tributos recaudados en 
exceso, se pagarán con cargo al crédito 
presupuestario que, a tal efecto, se incluirá 
en el respectivo presupuesto de egresos.

El Reglamento de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley establecerá los pla-

zos y los mecanismos para la aplicación 
de estas disposiciones.

Artículo 68. Al término del ejercicio se 
reunirá información de las dependencias 
responsables de la liquidación y captación 
de ingresos de la República y de sus entes 
descentralizados funcionalmente y se pro-
cederá al cierre de los respectivos presu-
puestos de recursos.

Del mismo modo procederán con el pre-
supuesto de egresos.

Esta información, junto al análisis de co-
rrespondencia entre los gastos y la pro-
ducción de bienes y servicios que prepa-
rará la Oficina Nacional de Presupuesto, 
será centralizada en la Oficina Nacional de 
Contabilidad Pública, para la elaboración 
de la Cuenta General de Hacienda que el 
Ejecutivo Nacional debe rendir anualmente 
ante la Asamblea Nacional, de conformi-
dad con lo previsto en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Capítulo VI
De la Evaluación de la Ejecución 
Presupuestaria de la República 
y sus Entes Descentralizados 

Funcionalmente

Artículo 69. La Oficina Nacional de 
Presupuesto evaluará la ejecución de los 
presupuestos de la República y sus en-
tes descentralizados funcionalmente, con 
base a la información documental recibi-
da, tanto durante el ejercicio, como al cie-
rre de los mismos. Para ello, los órganos 
y entes están obligados a: 
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1. �Llevar registros de información de la 
ejecución física de su presupuesto, so-
bre la base de los indicadores de ges-
tión previstos y de acuerdo con las nor-
mas técnicas correspondientes.

2. �Participar los resultados de la ejecución 
física de sus presupuestos a la Oficina 
Nacional de Presupuesto, dentro de los 
plazos que determine el Reglamento de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley.

El Reglamento de este Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, establecerá los 
términos, oportunidad y condiciones en 
que se ejecutarán las obligaciones a que 
se refiere este artículo.

Artículo 70. La Oficina Nacional de Pre-
supuesto, con base en la información que 
señala el artículo anterior, la que suminis-
tre el sistema de contabilidad pública y 
otras que se consideren pertinentes, rea-
lizará un análisis crítico de los resultados 
físicos y financieros obtenidos y de sus 
efectos, interpretará las variaciones ope-
radas con respecto a lo programado, pro-
curará determinar sus causas y preparará 
informes con recomendaciones para los 
organismos afectados y el Ministerio del 
Poder Popular con competencia en mate-
ria de Planificación.

Capítulo VII
Del Régimen Presupuestario

de los Estados, de los Distritos,
de los Municipios y Otros Entes 

Político Territoriales

Artículo 71. El proceso presupuestario 
de los estados, distritos y municipios se 
regirá por las leyes estadales, la Ley Or-
gánica del Poder Público Municipal y las 
ordenanzas municipales respectivas. 

Los entes político territoriales a los que se 
refiere este artículo propenderán a unificar 
la técnica de formulación presupuestaria 
con la de la República, ajustándose en 
cuanto resulte aplicable a las disposicio-
nes técnicas que dicte la Oficina Nacional 
de Presupuesto.

Artículo 72. Las leyes y ordenanzas de 
presupuesto de los estados, distritos y 
municipios, dentro de los treinta (30) días 
siguientes a su aprobación, se remitirán al 
Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta 
Ejecutiva de la República, a la Asamblea Na-
cional, al Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de Planificación y 
a la Oficina Nacional de Presupuesto, a los 
fines de su incorporación en el Presupuesto 
Consolidado del Sector Público.

La Oficina Nacional de Presupuesto revi-
sará las referidas normas y de conside-
rarlo pertinente, emitirá un informe téc-
nico contentivo de las observaciones a 
que hubiere lugar, las cuales deberán ser 
consideradas por el ente político territorial 
correspondiente.

Artículo 73. Los estados, distritos y mu-
nicipios remitirán a la Oficina Nacional de 
Presupuesto, dentro de los quince (15) 
días siguientes al fin de cada trimestre, 
información acerca de la respectiva ejecu-
ción presupuestaria.

Artículo 74. Los entes político territoria-
les creados por Ley, cuyas máximas autori-
dades sean designadas por el Ejecutivo Na-
cional, tendrán un régimen presupuestario 
especial establecido en su ley de creación, y 
en todo caso, se regirán en cuanto sea apli-
cable, por lo dispuesto en el Capítulo III del 
Título II de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley. 

Sin perjuicio de lo anterior, los referidos 
entes deberán incluir en su presupuesto 
de egresos un crédito denominado “Rec-
tificaciones al Presupuesto”, cuyo monto 
será equivalente al uno por ciento (1%) 
de los ingresos ordinarios estimados en 
el mismo presupuesto. El Jefe o Jefa de 
Gobierno del ente podrá disponer de este 
crédito con las mismas limitaciones y for-
malidades previstas en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, para el de 
la República. La decisión que tome el Jefe 
o Jefa de Gobierno del ente, en la cual 
disponga del crédito mencionado en este 
artículo, será publicada en la Gaceta Oficial 
correspondiente. 

Capítulo VIII 
Del Presupuesto Consolidado

del Sector Público

Artículo 75. La Oficina Nacional de Pre-
supuesto preparará anualmente el presu-

puesto consolidado del sector público, 
el cual contendrá información disponible 
sobre las transacciones netas que realiza-
rá este sector con el resto de la economía 
e indicará, como mínimo, la información 
siguiente:

1. �Una síntesis de la Ley de Presupuesto.

2. �Los aspectos básicos de los presupues-
tos de cada uno de los entes descentra-
lizados funcionalmente de la República.

3. �La consolidación de los recursos y 
egresos públicos y su presentación en 
agregados institucionales útiles para el 
análisis económico.

4. �Una referencia a los principales pro-
yectos de inversión en ejecución por el 
sector público.

5. �Información acerca de la producción de 
bienes y servicios y de los servidores 
públicos que se estima emplear, así 
como la relación de ambos aspectos 
con los recursos financieros.

6. �Un análisis de los efectos económicos 
de los recursos y egresos consolidados 
sobre el resto de la economía.

El presupuesto consolidado del sector pú-
blico será presentado al Ejecutivo Nacional 
antes del treinta (30) de mayo del año de 
su vigencia. Una vez aprobado por el Eje-
cutivo Nacional, será remitido a la Asam-
blea Nacional con fines informativos.
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TÍTULO III
DEL SISTEMA DE CRÉDITO

PÚBLICO

Capítulo I
Disposiciones Generales

y Organización del Sistema

Artículo 76. El sistema de crédito pú-
blico está integrado por el conjunto de 
principios, normas y procedimientos que 
rigen las operaciones de crédito público.

Artículo 77. Las operaciones de crédito 
público se regirán por las disposiciones de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, su Reglamento, las previsiones de la 
Ley del Marco Plurianual del Presupuesto 
y por las Leyes Especiales, Decretos, Re-
soluciones y convenios relativos a cada 
operación.

Artículo 78. La Oficina Nacional de Cré-
dito Público es el órgano desconcentrado 
del Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de Finanzas y ejerce 
la rectoría técnica del sistema de crédito 
público, bajo la responsabilidad y direc-
ción de un Jefe o Jefa de Oficina, de libre 
nombramiento y remoción del Ministro o 
la Ministra con competencia en materia de 
Finanzas.

Artículo 79. La Oficina Nacional de Cré-
dito Público está dotada de capacidad de 
gestión administrativa, presupuestaria y 
financiera, con las siguientes atribuciones: 

1. �Asegurar la existencia de políticas de 
endeudamiento, así como una eficiente 

programación, utilización y control de 
los medios de financiamiento que se 
obtengan mediante operaciones de cré-
dito público.

2. �Participar en la formulación de los 
aspectos crediticios de la política fi-
nanciera que para el sector público na-
cional elabore el Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia 
de Finanzas.

3. �Proponer el monto máximo de endeuda-
miento que podrá contraer la República 
en cada ejercicio presupuestario, aten-
diendo a lo previsto en la Ley del Marco 
Plurianual del Presupuesto y a las políti-
cas financieras y presupuestarias defini-
das por el Ejecutivo Nacional. 

4. �Mantener y administrar un sistema de 
información sobre el mercado de valo-
res que sirva para el apoyo y orienta-
ción a las negociaciones que se realicen 
para emitir empréstitos o contratar 
préstamos, así como para intervenir en 
las mismas.

5. �Implementar, mantener y administrar 
las herramientas informáticas que siste-
maticen la gestión y análisis de la deuda 
pública.

6. �Dirigir y coordinar las gestiones de auto-
rización, la negociación y la celebración 
de las operaciones de crédito público.

7. �Dictar las normas técnicas que regulen 
los procedimientos de emisión, coloca-
ción, canje, depósito, sorteos, opera-

ciones de mercado y cancelación de la 
deuda pública.

8. �Dictar las normas técnicas que regulen 
la negociación, contratación y amortiza-
ción de préstamos.

9. �Registrar las operaciones de crédito pú-
blico en forma integrada al sistema de 
contabilidad pública.

10. �Realizar las estimaciones y proyecciones 
presupuestarias del servicio de la deuda 
pública y supervisar su cumplimiento.

11. �Dirigir y coordinar las relaciones con 
inversionistas y agencias calificadoras 
de riesgos.

12. �Las demás atribuciones que le asigne 
la ley.

Artículo 80. Son operaciones de crédito 
público:

1. �La emisión y colocación de títulos va-
lores, incluidas las letras del Tesoro, 
constitutivos de empréstitos o de ope-
raciones de tesorería, exceptuando los 
destinados al reintegro de tributos.

2. �La apertura de créditos de cualquier 
naturaleza.

3. �El financiamiento de obras, servicios o 
adquisiciones, cuyo pago total o par-
cial se estipule realizar en el transcurso 
de uno o más ejercicios, posteriores a 
aquel en que se haya causado el objeto 
del contrato.

4. �El otorgamiento de garantías.

5. �La consolidación, conversión, unifica-
ción o cualquier forma de refinancia-
miento o reestructuración de deuda 
pública existente.

6. �Las demás operaciones destinadas a 
obtener recursos que impliquen finan-
ciamiento reembolsable.

Artículo 81. Las operaciones de crédito 
público tendrán por objeto arbitrar recur-
sos para realizar inversiones reproducti-
vas, atender casos de evidente necesidad 
o de conveniencia nacional y cubrir nece-
sidades transitorias de tesorería.

Artículo 82. El Ejecutivo Nacional pre-
sentará a la Asamblea Nacional el pro-
yecto de Ley Especial de Endeudamiento 
Anual, el cual contendrá el monto máximo 
de las operaciones de crédito público a 
realizarse durante el ejercicio económico 
financiero respectivo por la República, el 
monto máximo de endeudamiento neto 
que podrá contraer durante ese ejercicio 
así como el monto máximo en letras del 
Tesoro, que podrán estar en circulación 
al cierre del respectivo ejercicio. Una vez 
preparado el proyecto de ley, se consultará 
al Banco Central de Venezuela sobre sus 
efectos fiscales y macroeconómicos.

Dicho proyecto de Ley será presentado an-
tes del quince (15) de octubre de cada año, 
junto con el proyecto de Ley de Presupues-
to y se promulgarán simultáneamente. 
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Los montos máximos referidos se deter-
minarán, de conformidad con las previ-
siones de la Ley del Marco Plurianual de 
Presupuesto, atendiendo a la capacidad de 
pago y a los requerimientos de un desa-
rrollo ordenado de la economía, y se to-
marán como referencia los ingresos fisca-
les previstos para el año, las exigencias del 
servicio de la deuda existente, el producto 
interno bruto, el ingreso de exportaciones 
y aquellos índices macroeconómicos ela-
borados por el Banco Central de Venezue-
la u otros organismos especializados, que 
permitan medir la capacidad económica 
del país para atender las obligaciones de 
la deuda pública.

Artículo 83. En la Ley Especial de En-
deudamiento Anual se indicarán las aplica-
ciones o destinos de las operaciones y se 
autorizará la inclusión de los correspon-
dientes créditos presupuestarios en la Ley 
de Presupuesto. En los supuestos a que 
se refieren los artículos 84 y 90, la Ley de 
Endeudamiento autorizará los respectivos 
créditos presupuestarios.

En ningún caso la Ley Especial de Endeu-
damiento Anual podrá establecer prohi-
biciones o formalidades autorizatorias 
adicionales a las previstas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Artículo 84. En los casos de reconduc-
ción del presupuesto, se entenderá que el 
monto autorizado para el endeudamiento 
del nuevo ejercicio económico financiero 
será igual al del ejercicio económico finan-
ciero reconducido, con las deducciones a 
que se refiere el numeral 3, letra a) del ar-

tículo 41 de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

Igualmente, el Ejecutivo Nacional presentará 
a la Asamblea Nacional, en la fecha que con-
sidere conveniente, la ley especial de endeu-
damiento anual, correspondiente al presu-
puesto reconducido, atendiendo a lo previsto 
en el artículo 82. En estos casos, los créditos 
se incorporarán al presupuesto conforme a 
la autorización que deberá contener la Ley 
Especial de Endeudamiento.

Artículo 85. En el caso de los contratos 
de obras, servicios o adquisiciones cuyo 
pago total o parcial se estipule realizar en el 
transcurso de uno o más ejercicios econó-
mico financieros, con recursos provenientes 
de operaciones de crédito público, la Ley de 
Presupuesto en que se prevean los recursos 
para el primer pago, autorizará al Ejecutivo 
Nacional para contratar la totalidad de la 
obra, del servicio o adquisición, y ordenará 
la inclusión en los sucesivos presupuestos 
de las asignaciones correspondientes a los 
pagos anuales que se hayan convenido.

Artículo 86. El Ejecutivo Nacional podrá 
establecer que los entes descentralizados 
realicen directamente aquellas operaciones 
que sean de su competencia o bien, que la 
República les transfiera los fondos obteni-
dos en las operaciones de crédito público 
que ella realice. Esta transferencia se hará 
en la forma que determine el Ejecutivo Na-
cional y en todo caso le corresponderá de-
cidir si mantiene o cede la acreencia, y en 
caso que la mantenga, si la remite o capita-
liza total o parcialmente, en los términos y 
condiciones que él mismo determine.

Artículo 87. En los presupuestos de los 
órganos y entes sujetos a este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley deberán 
incluirse las categorías presupuestarias 
con los recursos correspondientes para 
el pago del servicio de la deuda pública, 
sin perjuicio de que éste se centralice en el 
Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de Finanzas.

Artículo 88. Los contratos de emprésti-
to, el otorgamiento de garantías y las ope-
raciones de refinanciamiento o reestructu-
ración de deuda pública, se documentarán 
según lo establecido en las normas que al 
efecto dicte la Oficina Nacional de Crédito 
Público.

Los contratos de empréstito y la emisión 
de títulos de la deuda pública de la Repú-
blica serán suscritos por el Ministro o la 
Ministra del Poder Popular con competen-
cia en materia de Finanzas, por quien éste 
delegue, o por el funcionario designado al 
efecto por el Presidente o Presidenta de la 
República. 

Artículo 89. Los títulos de la deuda 
pública emitidos por la República, serán 
admisibles por su valor nominal en toda 
garantía que haya de constituirse a favor 
de la República. En las leyes que autori-
cen operaciones de crédito público, podrá 
establecerse que los mencionados títulos 
sean utilizados a su vencimiento para el 
pago de cualquier impuesto o contribu-
ción nacional.

Artículo 90. Por encima del monto 
máximo a contratar autorizado por la 

Ley de Endeudamiento Anual podrán ce-
lebrarse aquellas operaciones requeridas 
para hacer frente a gastos extraordinarios 
producto de calamidades o de catástrofes 
públicas y aquellos gastos ordinarios que 
no puedan ser ejecutados debido a una re-
ducción de los ingresos previstos para el 
ejercicio económico financiero, lo cual no 
pueda ser compensado con recursos del 
Fondo de Estabilización Macroeconómica. 
Igualmente podrán celebrarse, por encima 
del monto máximo a contratar autorizado 
por la Ley de Endeudamiento Anual, aque-
llas operaciones que tengan por objeto 
el refinanciamiento o reestructuración de 
deuda pública, así como también aque-
llas derivadas de soberanía alimentaria, la 
preservación de la inversión social, segu-
ridad y defensa integral en los términos 
previstos en la Constitución y la Ley. To-
das las operaciones por encima del mon-
to máximo a contratar, con excepción de 
las relacionadas a gastos extraordinarios 
producto de calamidades o de catástrofes 
públicas, deberán autorizarse mediante 
ley especial. Para aquellas que tengan 
por objeto refinanciamiento o reestruc-
turación de deuda pública, la Asamblea 
Nacional podrá otorgar al Ejecutivo Nacio-
nal una autorización general para adoptar, 
dentro de límites, condiciones y plazos 
determinados, programas generales de 
refinanciamiento. 

Artículo 91. Las obligaciones provenien-
tes de la deuda pública o los títulos que 
la representen prescriben a los diez (10) 
años; los intereses o los cupones repre-
sentativos de éstos prescriben a los tres 
(3) años. Ambos lapsos se contarán desde 
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las respectivas fechas de vencimiento de 
las obligaciones.

Artículo 92. Las operaciones de crédito 
público realizadas en contravención a las 
disposiciones establecidas en este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
considerarán nulas, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad de quienes las realicen. Las 
obligaciones que se pretendan derivar de 
dichas operaciones no serán oponibles a la 
República, ni a los demás entes públicos.

Artículo 93. Las controversias que sur-
jan con ocasión de la realización de opera-
ciones de crédito público, serán resueltas 
por el Tribunal Supremo de Justicia, sin 
perjuicio de las estipulaciones que se in-
corporen en los respectivos documentos 
contractuales, conforme a la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela y 
las leyes aplicables.

Artículo 94. Los servidores públicos y 
las servidoras públicas de los órganos y 
entes regidos por este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, están obligados a 
suministrar las informaciones que requiera 
la Oficina Nacional de Crédito Público, así 
como a cumplir las normas e instrucciones 
que emanen de ella.

Capítulo II
De la Opinión, Autorización

y Aprobación para la Realización
de Operaciones de Crédito Público

Artículo 95. Antes de realizar las opera-
ciones de crédito público, los órganos y 
entes sujetos a este Decreto con Rango, 

Valor y Fuerza de Ley solicitarán a la Ofici-
na Nacional de Crédito Público, que inicie 
las gestiones necesarias a fin de llevar a 
cabo la operación.

Artículo 96. El Banco Central de Venezue-
la será consultado sobre el impacto mone-
tario y las condiciones financieras de cada 
operación de crédito público. Dicha opinión 
no vinculante la emitirá el Banco Central de 
Venezuela en un plazo de cinco (5) días há-
biles contados a partir de la recepción de 
la solicitud de opinión. Si transcurrido este 
lapso el Banco Central de Venezuela no se 
hubiere pronunciado, el Ejecutivo Nacional 
podrá continuar la tramitación de las opera-
ciones consultadas.

Artículo 97. El Ejecutivo Nacional, una 
vez sancionada la Ley Especial de Endeuda-
miento Anual, podrá realizar las operacio-
nes de crédito público consagradas en ella. 

En todo caso, será necesaria la autoriza-
ción de cada operación de crédito público 
por la Comisión Permanente de Finanzas 
de la Asamblea Nacional, acompañando la 
opinión del Banco Central de Venezuela. La 
Asamblea Nacional dispondrá de un plazo 
de diez (10) días hábiles, contado a partir 
de la fecha en que se dé cuenta de la so-
licitud en reunión ordinaria para decidir, si 
transcurrido este lapso no se hubiere pro-
nunciado, se dará por aprobada.

Artículo 98. La República, el Distrito Ca-
pital, el Territorio Insular Francisco de Mi-
randa y los entes creados por ellos, salvo 
las excepciones previstas en este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley con 

respecto a dichos entes descentralizados, 
deberán contar con la autorización de la 
Asamblea Nacional otorgada mediante Ley 
especial, para la realización de operacio-
nes de crédito público.

Capítulo III 
De las Operaciones y Entes

Exceptuados del Régimen Previsto 
en Este Título o de la Autorización 

Legislativa

Artículo 99. No requerirán ley especial 
que las autorice, las siguientes operaciones: 

1. �La emisión y colocación de letras del Te-
soro con la limitación establecida en el 
artículo 82 de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, así como cuales-
quiera otras operaciones de tesorería 
cuyo vencimiento no trascienda el ejerci-
cio presupuestario en el que se realicen.

2. �Las obligaciones derivadas de la partici-
pación de la República en instituciones 
financieras internacionales en las que 
ésta sea miembro.

Artículo 100. No se requerirá de ley 
autorizatoria para las operaciones de 
refinanciamiento o reestructuración que 
tengan como objeto la reducción del tipo 
de interés pactado, la ampliación del pla-
zo previsto para el pago, la conversión de 
una deuda externa en interna, la reduc-
ción de los flujos de caja, la ganancia o 
ahorro en el costo efectivo de financia-
miento, en beneficio de la República, con 
respecto a la deuda que se está refinan-
ciando o reestructurando.

El Ejecutivo Nacional informará a la Asam-
blea Nacional de estas operaciones, en un 
plazo que no excederá de cinco (5) días há-
biles contados a partir de la suscripción de 
la operación. 

Artículo 101. Se exceptúan de lo dis-
puesto en este Título:

1. �El Banco Central de Venezuela.

2. �Banco de Desarrollo Económico y So-
cial de Venezuela (BANDES).

3. �Las sociedades mercantiles del Estado 
dedicadas a la intermediación financie-
ra y de seguros, regidas por la Ley de 
Instituciones del Sector Bancario y las 
regidas por la Ley de Empresas de Se-
guros y Reaseguros.

4. �Las sociedades mercantiles creadas o 
que se crearen de conformidad con la 
Ley Orgánica que Reserva al Estado la 
Industria y el Comercio de los Hidrocar-
buros y las creadas o que se crearen de 
conformidad con el artículo 10 del De-
creto Ley N° 580 del 26 de noviembre 
de 1974, mediante el cual se reservó al 
Estado la industria de la explotación del 
mineral de hierro. 

Los sujetos a los que se refieren los nu-
merales 3 y 4 de este artículo, certificarán 
su capacidad de pago mediante balance 
debidamente suscrito por contador públi-
co inscrito en el Registro de Contadores 
Públicos en Ejercicio Independiente de la 
Profesión que lleva la Superintendencia 
Nacional de Valores, el cual será publi-



226  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  227

cado en un diario de circulación nacional 
y, por lo menos, en un diario de la zona 
donde tenga su sede principal, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a 
la terminación de su ejercicio económico.

El balance publicado será remitido de ma-
nera electrónica a través del correspon-
diente órgano de adscripción, a la Oficina 
Nacional de Crédito Público, con fines 
informativos, acompañado de indicadores 
y análisis financieros que demuestren la 
capacidad de pago, dentro de los quince 
(15) días continuos siguientes al fin de 
cada trimestre.

Artículo 102. Los institutos públicos 
cuyo objeto principal sea la actividad finan-
ciera, así como las sociedades mercantiles 
del Estado, están exceptuados del requisito 
de la ley especial autorizatoria para realizar 
operaciones de crédito público; sin embar-
go, requerirán la autorización del Presidente 
o Presidenta de la República, en Consejo de 
Ministros y Ministras. A tal efecto, acompa-
ñarán la solicitud con una opinión técnica 
emitida por la Oficina Nacional de Crédito 
Público, sobre la viabilidad y el impacto en 
la deuda pública de la operación de crédito 
público correspondiente.

El Secretario Permanente del Consejo de 
Ministros y Ministras deberá informar al 
Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de Finanzas, a través 
de la Oficina Nacional de Crédito Público, 
dentro de los treinta (30) días continuos 
siguientes a la fecha de la autorización 
dada por el Presidente o Presidenta de la 
República para que dicha Oficina Nacional 

realice el registro de las obligaciones fi-
nancieras, contentivo del destino, monto y 
particularidades de cada una de ellas.

Los institutos públicos y las sociedades 
mercantiles del Estado a que se refiere este 
artículo, informarán a la Oficina Nacional 
de Crédito Público de las operaciones de 
crédito público efectivamente ejecutadas, 
dentro de los quince (15) días continuos 
siguientes a su ejecución, a efectos del re-
gistro de las obligaciones financieras. 

En todo caso, el monto de las obligaciones 
pendientes por tales operaciones más el 
monto de las operaciones a tramitarse, no 
excederá de dos veces el patrimonio del 
respectivo instituto público o el capital de 
la sociedad; salvo que la respectiva ley es-
pecial disponga un monto mayor.

Capítulo IV
De las Prohibiciones en Materia 

de Operaciones de Crédito Público

Artículo 103. Los entes descentraliza-
dos distintos a los exceptuados de la apli-
cación de este Título, no podrán realizar 
operaciones de crédito público. 

Artículo 104. Se prohíbe a la República y 
a las sociedades cuyo objeto no sea la ac-
tividad financiera, otorgar garantías para 
respaldar obligaciones de terceros, salvo 
las que se autoricen conforme al régimen 
legal sobre concesiones de obras públicas 
y servicios públicos nacionales.

Artículo 105. No se podrán contratar 
operaciones de crédito público con ga-

rantía o privilegios sobre bienes o rentas 
nacionales, estadales o municipales.

Artículo 106. La deuda pública a corto 
plazo será pagada a su vencimiento y no 
podrá ser refinanciada.

Artículo 107. El Distrito Capital, los esta-
dos, distritos, municipios y sus entes des-
centralizados, así como los entes político 
territoriales creados por Ley, no podrán 
realizar operaciones de crédito público ex-
terno ni en moneda extranjera, ni garantizar 
obligaciones de terceros.

TÍTULO IV 
DEL SISTEMA DE TESORERÍA

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 108. El Sistema de Tesorería 
está integrado por el conjunto de princi-
pios, órganos, normas y procedimientos 
que rigen la gestión financiera del Tesoro 
Nacional y la prestación del Servicio de 
Tesorería.

Artículo 109. El Tesoro Nacional está 
conformado por el conjunto de los fondos, 
valores y obligaciones de la República.

Artículo 110. El Servicio de Tesorería 
comprende las actividades de custodia 
de fondos y valores, percepción de ingre-
sos, transferencias, realización de pagos, 
inversiones, administración de fondos y 
demás actividades que le sean propias. 
Dicho servicio se extiende a todo el sec-

tor público nacional centralizado y los 
entes de la República descentralizados 
funcionalmente. 

Este servicio podrá ser prestado a los entes 
político territoriales distintos a la República 
y a sus entes descentralizados, cuando así 
lo requieran.

Capítulo II
Oficina Nacional del Tesoro

Artículo 111. La Oficina Nacional del Te-
soro es un órgano desconcentrado del Mi-
nisterio del Poder Popular con competen-
cia en materia de Finanzas y ejerce la rec-
toría técnica del sistema de tesorería, bajo 
la responsabilidad y dirección del Tesorero 
o Tesorera Nacional, con rango de Jefe de 
Oficina, quien será de libre nombramiento 
y remoción del Ministro o la Ministra. 

La Oficina Nacional del Tesoro contará con 
un Subtesorero, quien suplirá las faltas 
temporales, accidentales y absolutas del 
Tesorero o Tesorera Nacional, mientras se 
provea la vacante. 

La Oficina Nacional del Tesoro podrá tener 
agencias, para la prestación del Servicio 
de Tesorería. 

Artículo 112. La Oficina Nacional del Te-
soro está dotada de capacidad de gestión 
administrativa, presupuestaria y financie-
ra, con las siguientes atribuciones: 

1. �Participar en la formulación y coordi-
nación de la política financiera para el 
sector público nacional.
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2. �Aprobar, conjuntamente con la Oficina 
Nacional de Presupuesto, la programa-
ción de la ejecución del presupuesto de 
los órganos y entes regidos por la Ley 
de Presupuesto y programar el flujo de 
fondos de la República.

3. �Promover la optimización del flujo de caja.

4. �Percibir los productos en numerario de 
los ingresos públicos nacionales.

5. �Custodiar los fondos y valores pertene-
cientes a la República.

6. �Efectuar los pagos autorizados en la Ley 
de Presupuesto Anual.

7. �Solicitar la documentación que justifi-
que los pagos ordenados por los entes 
incorporados al servicio de tesorería.

8. �Distribuir en el tiempo y en el territorio 
las disponibilidades dinerarias para la 
puntual satisfacción de las obligaciones 
de la República.

9. �Administrar el sistema de cuenta única 
del Tesoro Nacional.

10. �Administrar los fondos de los entes 
descentralizados funcionalmente de 
la República, provenientes de crédi-
tos adicionales, a través de un sis-
tema automatizado que permita su 
seguimiento y control, cuando lo ins-
truya el Presidente o Presidenta de la 
República o sea solicitado por dichos 
entes.

11. �Registrar contablemente los movi-
mientos de recursos y egresos del Te-
soro Nacional y de los fondos de ter-
ceros, respecto a los cuales se preste 
el Servicio de Tesorería.

12. �Determinar las necesidades de emisión 
y colocación de letras del tesoro, con las 
limitaciones establecidas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y soli-
citar de la Oficina Nacional de Crédito Pú-
blico la realización de estas operaciones.

13. �Elaborar anualmente el presupuesto de 
caja del sector público nacional y reali-
zar el seguimiento y evaluación de su 
ejecución.

14. �Participar en la coordinación ma-
croeconómica concerniente a la polí-
tica fiscal y monetaria, así como en la 
formación del acuerdo anual de políti-
cas sobre esas materias, establecien-
do lineamientos sobre mantenimiento 
y utilización de los saldos de caja.

15. �Certificar los recursos excedentarios 
que ingresen al Tesoro Nacional.

16. �Dictar normas e instrucciones técnicas 
necesarias para el funcionamiento del 
servicio de Tesorería y proponer las 
normas reglamentarias pertinentes. 

17. �Autorizar la apertura de cuentas ban-
carias a los órganos y entes sujetos 
a este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley y vigilar el manejo de 
las mismas, cuando se constituyan 
con asignaciones previstas en la Ley 
de Presupuesto y sus modificaciones, 

debiendo organizar y mantener un re-
gistro general actualizado de cuentas 
bancarias del sector público.

18. �Las demás que le confiera la Ley.

Artículo 113. Las entidades auxiliares de 
la Oficina Nacional del Tesoro así como los 
órganos y entes vinculados a la prestación 
del Servicio de Tesorería están obligados a 
suministrar los documentos e información 
que la Oficina Nacional del Tesoro requie-
ra, obligándose a cumplir las normas e 
instrucciones técnicas que ésta dicte.

Artículo 114. La gestión financiera del Te-
soro Nacional se realiza bajo el sistema de 
Cuenta Única, el cual está conformado por 
el conjunto de normas, principios y proce-
dimientos bajo los cuales se administran las 
cuentas que centralizan los ingresos y pagos 
del Tesoro Nacional, los cuales se ejecuta-
rán a través del Banco Central de Venezuela 
y de las instituciones financieras nacionales 
como entidades auxiliares de la Oficina Na-
cional del Tesoro o de instituciones finan-
cieras extranjeras, de conformidad con las 
normas que al efecto se establezcan. 

Artículo 115. Las existencias del Tesoro 
Nacional están constituidas por la totali-
dad de los fondos integrados a él, inde-
pendientemente de donde se mantengan. 
Dichas existencias forman una masa indi-
visa a los fines de su manejo y utilización 
en los pagos ordenados conforme a la ley. 

No obstante, podrán constituirse provisio-
nes de fondos de carácter permanente a 
los funcionarios que determine el Regla-

mento de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley y en las condiciones que 
éste señale, las cuales incluirán la forma 
de justificar la aplicación de estos fondos.

El establecimiento de la Cuenta Única del 
Tesoro Nacional no es incompatible con el 
mantenimiento de subcuentas en divisas 
abiertas en el Banco Central de Venezuela 
por la Oficina Nacional del Tesoro o con la 
autorización de ésta, conforme al Regla-
mento de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Artículo 116. El Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de 
Finanzas, a través de la Oficina Nacional 
del Tesoro, dispondrá la devolución al Te-
soro Nacional de las sumas acreditadas 
en cuentas de la República y de sus entes 
descentralizados funcionalmente sin fi-
nes empresariales, cuando éstas se man-
tengan sin utilizar por un período que de-
terminará el Reglamento de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley. Las 
instituciones financieras depositarias de 
dichos fondos deberán ejecutar las trans-
ferencias en los términos que ordene la 
referida Oficina.

Artículo 117. El Ministro o la Ministra 
del Poder Popular con competencia en 
materia de Finanzas a través de la Ofici-
na Nacional del Tesoro, podrá colocar en 
las instituciones financieras los fondos 
de la República existentes en el Tesoro 
Nacional, conforme a lo dispuesto en el 
Reglamento de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley. En todo caso, es-
tas colocaciones se sujetarán al acuerdo 
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anual de armonización de políticas, fiscal y 
monetaria, celebrado con el Banco Central 
de Venezuela.

Artículo 118. La República a través de 
sus órganos se abstendrá de constituir 
fideicomisos de gastos, salvo que su ob-
jeto involucre beneficio a sus trabajadores 
o cuando esté expresamente ordenado en 
una norma legal.

Los entes descentralizados funcionalmente 
podrán constituir fideicomisos con recursos 
provenientes del presupuesto de la Repúbli-
ca, previa autorización de la Oficina Nacional 
del Tesoro.

Los intereses o rentas que se generen perió-
dicamente así como los saldos financieros 
causados al momento del finiquito de los 
fideicomisos a los que se refiere este artí-
culo, se enterarán al Tesoro Nacional, salvo 
aquellos constituidos en el marco de la le-
gislación laboral.

Una vez suscritos los contratos de fidei-
comisos a que se refriere este artículo, 
los órganos y entes no podrán cambiar 
el fiduciario sin la previa autorización de 
la Oficina Nacional del Tesoro. En ningún 
caso, este cambio podrá ser antes de la 
expiración del primer año de vigencia del 
contrato.

Artículo 119. En las condiciones que es-
tablezca el Reglamento de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, los ingresos 
y los pagos del Tesoro podrán realizarse 
mediante efectivo, cheque, transferencia 
bancaria o cualesquiera otros medios de 

pago, sean o no bancarios. El Ministerio 
del Poder Popular con competencia en 
materia de Finanzas, a través de la Oficina 
Nacional del Tesoro, podrá establecer que 
en la captación de ingresos o realización 
de pagos del Tesoro, sólo puedan utilizar-
se específicos medios de pago.

Artículo 120. Cuando se detecte un error 
material en el pago, la Oficina Nacional del 
Tesoro podrá instruir a los entes auxiliares 
de tesorería el bloqueo preventivo de los 
fondos acreditados en cuenta, a los fines 
de verificar la procedencia del pago y or-
denar la devolución o reintegro al Tesoro 
Nacional o desbloqueo, cuando correspon-
da. La solicitud de bloqueo, verificación y 
solicitud de devolución o reintegro deberá 
producirse dentro de los dos (2) días hábi-
les siguientes al abono en cuenta.

Artículo 121. Los servidores públicos de 
las oficinas responsables de la liquidación 
de recursos deben ser distintos e indepen-
dientes de los que ejercen el servicio de 
tesorería y en ningún caso, estos últimos 
pueden estar encargados de la liquida-
ción y administración de recursos, salvo 
el Tesorero o Tesorera Nacional en lo que 
respecta a las operaciones propias del ser-
vicio de tesorería y en aquellos casos que 
por razones operativas la liquidación no se 
haya realizado por la unidad liquidadora 
del órgano de la República respectivo.

Cuando se trate de tasas por servicios 
prestados por el Estado cuya recaudación 
por oficinas distintas de las liquidadoras 
sea causa de graves inconvenientes para 
la buena marcha de esos servicios, podrá 

el Ejecutivo Nacional autorizar la percep-
ción de tales tasas en las propias oficinas 
liquidadoras, siempre y cuando se esta-
blezcan sistemas de control adecuados 
para impedir fraudes.

Artículo 122. Las oficinas de ordenación 
de pagos de los órganos y entes deben 
ser distintas e independientes de las que 
integran el Sistema de Tesorería y en nin-
gún caso estas últimas podrán liquidar ni 
ordenar pagos contra el Tesoro Nacional.

Se exceptúa de la aplicación de este artí-
culo al Tesorero o Tesorera Nacional en lo 
que respecta a los pagos que correspon-
dan a la ejecución presupuestaria de la 
Oficina Nacional del Tesoro, cuando le sea 
delegada por el Ministro o la Ministra del 
Poder Popular con competencia en mate-
ria de Finanzas. 

Artículo 123. Los embargos y cesiones 
de sumas adeudadas por la República y 
las oposiciones al pago de dichas sumas, 
se notificarán al funcionario ordenador del 
pago respectivo, expresándose el nombre 
del ejecutante, cesionario u oponente y del 
depositario, si lo hubiere, a fin de que la 
liquidación y ordenación del pago se haga 
en favor del oponente, cesionario o deposi-
tario en la cuota que corresponde.

En caso de varias oposiciones relativas a 
un mismo pago, se nombrará un sólo de-
positario, con quien se entenderá exclusi-
vamente el ordenador respecto de la cuota 
que debe pagarse por razón de todos los 
embargos u oposiciones. 

Las oposiciones, embargos o cesiones 
que no sean notificadas con los requisitos 
de este artículo, no tendrán ningún valor ni 
efecto respecto del Tesoro.

TÍTULO V 
Del Sistema de Contabilidad

Pública

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 124. El sistema de contabili-
dad pública comprende el conjunto de 
políticas, principios, órganos, normas y 
procedimientos técnicos de contabilidad 
que permiten valorar, registrar, procesar 
y exponer los hechos económico financie-
ros que afecten o puedan llegar a afectar el 
patrimonio de los entes del sector público 
sujetos a este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Artículo 125. A los fines de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, la contabi-
lidad de la República comprende la produci-
da por los registros contables originados por 
las transacciones económico financieras de 
los órganos que integran la República.

Artículo 126. A los fines de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, la con-
tabilidad consolidada del sector público 
comprende la contabilidad de los entes 
sujetos a este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

Artículo 127. El sistema de contabilidad 
pública tendrá por objeto:
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1. �El registro sistemático de todos los hechos 
y transacciones que afecten la situación fi-
nanciera de la República y demás entes del 
sector público sujetos a este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

2. �Producir, al término del ejercicio econó-
mico financiero, los estados financieros 
que muestren los activos, pasivos, pa-
trimonio, ingresos y gastos, así como 
el flujo de efectivo y el movimiento de 
las cuentas de patrimonio de los entes 
sujetos a este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

3. �Generar la información financiera ne-
cesaria para facilitar a los responsables 
de la gestión financiera pública la toma 
de decisiones, la adopción de políticas 
públicas adecuadas sobre el manejo de 
los recursos públicos y para los terce-
ros interesados en la misma.

4. �Presentar la información contable, fi-
nanciera, los estados financieros y la 
respectiva documentación de soporte, 
ordenada de tal forma que facilite el 
ejercicio del control y auditoría interna 
y externa.

5. �Producir información del sector públi-
co para la integración en el sistema de 
cuentas nacionales.

Artículo 128. El sistema de contabilidad 
pública es único y uniforme, integral e inte-
grado, y aplicable a todos los entes sujetos 
a este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley. Está fundamentado en las normas ge-

nerales de contabilidad y en los principios de 
contabilidad de general aceptación válidos 
para el sector público.

Artículo 129. El sistema de contabilidad 
pública estará soportado en medios infor-
máticos que permitan generar compro-
bantes, libros principales y auxiliares, así 
como los estados financieros y reportes 
contables, de acuerdo con los lineamien-
tos y las normas que al efecto dicte la Ofi-
cina Nacional de Contabilidad Pública. Ex-
cepcionalmente, se podrá llevar registros 
manuales, atendiendo a los lineamientos 
que dicte esta Oficina Nacional. 

El Reglamento de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley establecerá los meca-
nismos de integración, seguridad y control 
de los documentos e información respalda-
da en el sistema, para facilitar la consolida-
ción de la contabilidad del sector público. 

Capítulo II
Oficina Nacional

de Contabilidad Pública

Artículo 130. La Oficina Nacional de Con-
tabilidad Pública es un órgano desconcen-
trado del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de Finanzas y ejerce 
la rectoría técnica del Sistema de Contabilidad 
Pública, bajo la responsabilidad y dirección 
de un Jefe o Jefa de Oficina, de libre nombra-
miento y remoción del Ministro o la Ministra.

Artículo 131. La Oficina Nacional de 
Contabilidad Pública está dotada de ca-
pacidad de gestión administrativa, presu-

puestaria y financiera, con las siguientes 
atribuciones: 

1. �Unificar, centralizar y consolidar la con-
tabilidad del sector público.

2. �Establecer las políticas contables nece-
sarias para el adecuado funcionamiento 
del Sistema de Contabilidad Pública de 
la República.

3. �Establecer los principios, normas ge-
nerales, técnicas y específicas de con-
tabilidad, así como los procedimientos 
técnicos que se consideren necesarios 
para el adecuado funcionamiento del 
Sistema de Contabilidad Pública de la 
República y los demás entes que con-
forman el sector público.

4. �Prescribir los sistemas de contabilidad 
para los entes sujetos a este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, me-
diante instrucciones y modelos, que 
serán publicados en la forma, medio y 
oportunidad que determine la Oficina 
Nacional de Contabilidad Pública.

5. �Asesorar y asistir técnicamente en la 
implantación de las normas, procedi-
mientos y sistemas de contabilidad que 
prescriba.

6. �Emitir opiniones y atender consultas 
relacionadas con la interpretación y apli-
cación de las normas expedidas por la 
Oficina Nacional de Contabilidad Pública.

7. �Organizar el sistema de contabilidad de 
tal forma que permita conocer perma-

nentemente la situación financiera, el re-
sultado del ejercicio, el flujo de efectivo 
y el movimiento de las cuentas de patri-
monio de los entes sujetos a este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

8. �Llevar la contabilidad de la República y 
elaborar los estados financieros corres-
pondientes, realizando las operaciones de 
apertura, ajuste, reclasificaciones y cierre 
de la misma.

9. �Elaborar los estados financieros conso-
lidados del Sector Público, correspon-
dientes al ejercicio económico finan-
ciero inmediato anterior y presentarlos 
dentro del primer semestre del siguien-
te año al Ministro o Ministra del Poder 
Popular con competencia en materia de 
Finanzas, para su conocimiento y pos-
terior remisión a los Órganos de Control 
Fiscal respectivos.

10. �Evaluar la aplicación de las normas, 
procedimientos y técnicas de los siste-
mas de contabilidad prescritos, y orde-
nar los ajustes que estime procedentes.

11. �Promover o realizar los estudios e 
investigaciones que se estimen nece-
sarios para el desarrollo de la Ciencia 
Contable, ejecutar programas de ca-
pacitación, asesoría y divulgación de 
las normas, procedimientos, técnicas 
y avances sobre contabilidad pública y 
temas relacionados; así como la par-
ticipación en eventos de carácter na-
cional e internacional, a los fines de su 
actualización permanente.
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12. �Coordinar con los responsables del 
control interno y externo de los entes 
sujetos a este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, la verificación del cum-
plimiento de las normas en materia del 
Sistema de Contabilidad Pública, en el 
ejercicio de las inspecciones que reali-
cen en el marco de sus competencias.

13. �Producir información que se utilizará 
de insumo para la elaboración de las 
cuentas económicas del sector pú-
blico, de acuerdo con el sistema de 
cuentas nacionales.

14. �Establecer a través de normas e ins-
trucciones técnicas la organización 
y funcionamiento del archivo de la 
documentación producida en la ad-
ministración financiera del sector 
público, así como su conservación 
por medios informáticos, para lo cual 
deberán aplicarse los mecanismos de 
seguridad que garanticen su estabi-
lidad, perdurabilidad, inmutabilidad e 
inalterabilidad.

15. �Establecer y definir los estados finan-
cieros e informes que deben elaborar 
y presentar los entes sujetos a este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, en su conjunto, con sus anexos 
y notas explicativas, señalando la pe-
riodicidad, estructura y características 
que deben cumplir.

16. �Elaborar la Cuenta General de Hacienda.

17. �Las demás que le confieran las leyes. 

Artículo 132. Los entes sujetos a este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, su-
ministrarán a la Oficina Nacional de Contabili-
dad Pública los estados financieros y demás 
información de carácter contable que ésta les 
requiera, en la forma, medio y oportunidad 
que determine esta Oficina Nacional.

Artículo 133. El Ministro o la Ministra del 
Poder Popular con competencia en materia 
de Finanzas, con base en la información 
que suministre la Oficina Nacional de Con-
tabilidad Pública, presentará a la Asamblea 
Nacional, antes del treinta (30) de junio de 
cada año, la Cuenta General de Hacienda 
correspondiente al ejercicio económico fi-
nanciero inmediato anterior, la cual expre-
sará los resultados operativos, económicos 
y financieros de la gestión pública anual y 
contendrá, entre otros aspectos:

1. �El estado de ejecución consolidada del 
presupuesto de la República y sus entes.

2. �Los estados que demuestren los movi-
mientos y situación del Tesoro Nacional.

3. �El estado de la deuda pública interna y 
externa, directa e indirecta.

4. �Los estados financieros de la República.

5. �Un informe que presente la gestión 
financiera consolidada del sector pú-
blico durante el ejercicio y muestre 
los resultados operativos, económicos 
y financieros, así como un anexo que 
especifique la situación de los pasivos 
laborales.

La Cuenta General de Hacienda conten-
drá además comentarios sobre el grado 
de cumplimiento de los objetivos y me-
tas previstos en la Ley de Presupuesto y 
el comportamiento de los costos y de los 
indicadores de eficiencia de la producción 
pública.

Artículo 134. A los fines previstos en 
este Título, la Oficina Nacional de Presu-
puesto preparará y remitirá a la Oficina Na-
cional de Contabilidad Pública, antes del 
treinta y uno (31) de marzo de cada año, 
un informe del ejercicio económico finan-
ciero anterior, que contendrá lo siguiente: 

1. �Información sobre el presupuesto.

2. �Información sobre la Gestión Financiera 
Consolidada del Sector Público.

3. �Información sobre la situación de los 
pasivos laborales.

4. �Comentarios sobre el grado de cumpli-
miento de los objetivos y metas previs-
tos en la Ley de Presupuesto.

Artículo 135. A los fines previstos en 
este Título, la Oficina Nacional del Tesoro 
preparará y remitirá a la Oficina Nacional 
de Contabilidad Pública, antes del treinta 
y uno (31) de marzo de cada año, un in-
forme del ejercicio económico financiero 
anterior, el cual contendrá lo relacionado 
con los movimientos y situación del Teso-
ro Nacional.

Artículo 136. A los fines previstos en 
este Título, la Oficina Nacional de Crédito 

Público preparará y remitirá a la Oficina 
Nacional de Contabilidad Pública, antes 
del treinta y uno (31) de marzo de cada 
año, un informe del ejercicio económico 
financiero anterior, el cual contendrá el es-
tado actualizado de la deuda pública.

TÍTULO VI
DEL SISTEMA DE CONTROL

INTERNO

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 137. El sistema de control interno 
comprende el conjunto de normas, órganos 
y procedimientos de control, integrados a 
los procesos de la administración financiera, 
así como la auditoria interna y tiene por ob-
jeto asegurar el acatamiento de las normas 
legales, salvaguardar los recursos y bienes 
que integran el patrimonio público, asegurar 
la obtención de información administrativa, 
financiera y operativa útil, confiable y opor-
tuna para la toma de decisiones, promover 
la eficiencia de las operaciones y lograr el 
cumplimiento de los planes, programas y 
presupuestos, en concordancia con las po-
líticas prescritas y con los objetivos y metas 
propuestas, así como garantizar razonable-
mente la rendición de cuentas.

El sistema de control interno estará regido 
por los principios de de justicia social, le-
galidad, honestidad, participación, eficien-
cia, solidaridad, solvencia, transparencia, 
celeridad, eficacia, rendición de cuentas y 
responsabilidad en el ejercicio de la fun-
ción pública.
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Artículo 138. El sistema de control inter-
no de cada organismo será integral e inte-
grado, abarcará los aspectos presupues-
tarios, económicos, financieros, patrimo-
niales, normativos y de gestión, así como 
la evaluación de programas y proyectos, y 
estará fundado en criterios de economía, 
eficiencia y eficacia.

Artículo 139. El sistema de control in-
terno funcionará coordinadamente con el 
sistema de control externo a cargo de la 
Contraloría General de la República. 

Artículo 140. Corresponde a la máxima 
autoridad de cada órgano o ente la respon-
sabilidad de establecer y mantener un sis-
tema de control interno adecuado a la na-
turaleza, estructura y fines de la organiza-
ción. Dicho sistema incluirá los elementos 
de control previo y posterior incorporados 
en el plan de organización y en las normas 
y manuales de procedimientos de cada ór-
gano o ente, así como la auditoría interna.

Artículo 141. La auditoría interna es un 
servicio de examen posterior, objetivo, 
sistemático y profesional de las activida-
des administrativas y financieras de cada 
órgano o ente, realizado con el fin de eva-
luarlas, verificarlas y elaborar el informe 
contentivo de las observaciones, con-
clusiones, recomendaciones y el corres-
pondiente dictamen. Dicho servicio se 
prestará por una unidad especializada de 
auditoría interna de cada órgano o ente, 
cuyo personal, funciones y actividades 
deben estar desvinculadas de las opera-
ciones sujetas a su control.

Artículo 142. Los titulares de los órga-
nos de auditoría interna serán selecciona-
dos mediante concurso, organizado y ce-
lebrado de conformidad con lo previsto en 
Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Con-
trol Fiscal, con participación de la Superin-
tendencia Nacional de Auditoría Interna.

La convocatoria al concurso será efectua-
da por la máxima autoridad jerárquica del 
órgano o ente, teniendo como lapso máxi-
mo seis (6) meses contados a partir de la 
falta absoluta del titular o de la designa-
ción del encargado o interino.

Una vez concluido el período para el cual 
fueron seleccionados, los titulares podrán 
participar, por una sola vez, en el concurso 
para un nuevo período.

Artículo 143. Las máximas autoridades 
jerárquicas comprometerán su responsa-
bilidad administrativa cuando no efectúen 
los procedimientos necesarios para con-
vocar el concurso, de conformidad con lo 
establecido en la Ley Orgánica de la Con-
traloría General de la República y del Siste-
ma Nacional de Control Fiscal. Igualmente 
comprometen su responsabilidad admi-
nistrativa, los encargados de los órganos 
de auditoría interna, una vez vencido el 
lapso de seis (6) meses establecido en 
el artículo anterior, sin que hubieren pro-
movido la convocatoria del concurso co-
rrespondiente, salvo que demuestren que 
notificaron debidamente a las máximas 
autoridades la necesidad de efectuar dicho 
procedimiento de selección y comuniquen 

debidamente la situación a la Superinten-
dencia Nacional de Auditoría Interna y a la 
Contraloría General de la República.

Capítulo II
Superintendencia Nacional

de Auditoría Interna

Artículo 144. La Superintendencia Na-
cional de Auditoría Interna es el órgano 
rector del sistema de control interno, así 
como de la dirección de la Auditoría In-
terna de los órganos y entes sometidos a 
la aplicación de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley; está adscrita a la Vi-
cepresidencia de la República y dotada de 
capacidad de gestión administrativa, pre-
supuestaria y financiera, en los términos 
establecidos en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley. 

Artículo 145. La Superintendencia Na-
cional de Auditoría Interna está bajo la 
responsabilidad y dirección de un Super-
intendente o Superintendenta, de libre 
nombramiento y remoción del Presiden-
te o Presidenta de la República y rendirá 
cuenta de su gestión a éste y al Vicepresi-
dente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva 
de la República.

Artículo 146. Son atribuciones de la 
Superintendencia Nacional de Auditoría 
Interna:

1. �Orientar el control interno y facilitar 
el control externo, de acuerdo con las 
normas de coordinación dictadas por la 
Contraloría General de la República.

2. �Dictar, promover y verificar la aplica-
ción de las normas y lineamientos de 
control interno.

3. �Establecer normas de auditoría interna y 
velar por su aplicación en las unidades 
de auditoría interna, en coordinación con 
la Contraloría General de la República.

4. �Realizar o coordinar las auditorías que 
estime necesarias, para evaluar el sis-
tema de control interno en los órganos 
y entes a que se refiere el artículo ante-
rior, así como orientar la evaluación de 
proyectos, programas y operaciones. 
Eventualmente, podrá realizar audito-
rías financieras, de legalidad y de ges-
tión, en los organismos comprendidos 
en el ámbito de su competencia.

5. �Vigilar la aplicación de las normas que 
dicten los órganos rectores de los sis-
temas de administración financiera del 
sector público nacional e informarles 
los incumplimientos observados.

6. �Ejercer la supervisión técnica de las uni-
dades de Auditoría Interna, aprobar sus 
planes de trabajo y orientar y vigilar su 
ejecución, sin perjuicio de las atribuciones 
de la Contraloría General de la República.

7. �Promover y verificar la realización de 
los procesos de concurso para la se-
lección de los Titulares de las unidades 
de Auditoría Interna, en el ámbito de su 
competencia, en concordancia con la 
Ley Orgánica de la Contraloría General 
de la República y del Sistema Nacional 
de Control Fiscal.
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8. �Comprobar la ejecución de las reco-
mendaciones de las unidades de Audi-
toría Interna, adoptadas por las autori-
dades competentes.

9. �Proponer las medidas necesarias para 
lograr el mejoramiento continuo de la 
organización, estructura y procedimien-
tos operativos de las unidades de Audi-
toría Interna, considerando las particu-
laridades de cada organismo.

10. �Formular directamente a los órganos 
y entes comprendidos en el ámbito de 
su competencia, las recomendaciones 
necesarias para asegurar el cumpli-
miento de las normas de auditoría in-
terna y de los criterios de economía, 
eficacia y eficiencia.

11. �Establecer requisitos de calidad téc-
nica para el personal de auditoría de 
la administración financiera del sec-
tor público, así como de consultores 
especializados en las materias vincu-
ladas y mantener un registro de audi-
tores y consultores.

12. �Promover la oportuna rendición de 
cuentas por los funcionarios encarga-
dos de la administración, custodia o 
manejo de fondos o bienes públicos, 
de acuerdo con las normas que dicte 
la Contraloría General de la República.

13. �Realizar y promover actividades de 
adiestramiento y capacitación de 
personal, en materia de control y 
auditoría.

14. �Atender las consultas que se le formu-
len en el área de su competencia.

Artículo 147. La Superintendencia Na-
cional de Auditoría Interna podrá contratar 
estudios de consultoría y auditoría bajo 
condiciones preestablecidas, en cuyo caso 
deberá planificar y controlar la ejecución 
de los trabajos y cuidar la calidad del infor-
me final, como requisitos de indispensa-
ble cumplimiento para poder asumir como 
suyos dichos estudios.

Artículo 148. La Superintendencia Na-
cional de Auditoría Interna podrá solicitar 
de los organismos sujetos a su ámbito de 
competencia, la información y documen-
tos que requiera para el cumplimiento de 
sus funciones, así como tener acceso di-
rectamente a éstos en las intervenciones 
que practique. Los servidores públicos y 
autoridades competentes prestarán su co-
laboración a esos efectos y estarán obli-
gados a atender los requerimientos de la 
Superintendencia.

La Superintendencia Nacional de Auditoría 
Interna deberá informar oportunamente, 
a la Contraloría General de la República, 
las situaciones que verifique en el ejercicio 
de sus funciones que puedan comprome-
ter las responsabilidades estipuladas en 
la Ley Orgánica de la Contraloría General 
de la República y del Sistema Nacional de 
Control Fiscal.

Artículo 149. Son atribuciones del Su-
perintendente o Superintendenta Nacional 
de Auditoría Interna:

1. �Dictar las normas reglamentarias sobre 
la organización, estructura y funciona-
miento de la Superintendencia.

2. �Nombrar y remover el personal de la 
Superintendencia.

3. �Ejercer la administración de personal y 
la potestad jerárquica.

4. �Celebrar los contratos y ordenar los pa-
gos para la ejecución del presupuesto 
de la Superintendencia.

5. �Ejercer la administración y disposición 
de los bienes Nacionales adscritos a la 
Superintendencia.

6. �Someter a la aprobación del Presidente 
o Presidenta de la República el plan de 
acción y el proyecto de presupuesto de 
gastos de la Superintendencia, antes de 
remitirlo al Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de Finanzas 
para su incorporación en el Proyecto de 
Ley de Presupuesto.

Artículo 150. El Superintendente o Su-
perintendenta Nacional de Auditoría Inter-
na podrá delegar en funcionarios de ese 
ente, determinadas atribuciones, de con-
formidad con lo establecido en la ley.

Artículo 151. La Superintendencia Nacio-
nal de Auditoría Interna deberá informar:

1. �Al Presidente o Presidenta de la Repú-
blica, al Vicepresidente Ejecutivo o Vice-
presidenta Ejecutiva de la República, así 
como al Ministro o Ministra del Poder 

Popular con competencia en materia 
de Finanzas, acerca de su gestión y de 
la gestión financiera y operativa de los 
organismos comprendidos en el ámbito 
de su competencia.

2. �A la Contraloría General de la Repúbli-
ca, sobre los asuntos comprendidos 
en el ámbito de su competencia, en la 
forma y oportunidad que ese organis-
mo lo requiera.

3. �A la opinión pública, con la periodici-
dad que determine el Reglamento de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley.

TÍTULO VII
DE LA COORDINACIÓN 

MACROECONÓMICA

Artículo 152. A los fines de promover 
y defender la estabilidad económica, el 
Ejecutivo Nacional y el Banco Central de 
Venezuela celebrarán anualmente un con-
venio para la armonización de políticas 
que regirá para el ejercicio económico fi-
nanciero siguiente.

En dicho acuerdo se especificarán los ob-
jetivos de crecimiento, balance externo e 
inflación, y sus repercusiones sociales; los 
resultados esperados en el ámbito fiscal, 
monetario, financiero y cambiario; las po-
líticas y acciones dirigidas a lograrlos; las 
responsabilidades del Ejecutivo Nacional y 
del Banco Central de Venezuela; así como 
las interrelaciones fundamentales entre la 
gestión fiscal que corresponde al Ejecutivo 
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Nacional y la gestión monetaria y cambia-
ria a cargo del Banco Central de Venezuela.

Artículo 153. El acuerdo de políticas 
será suscrito por el Ministro o la Ministra 
del Poder Popular con competencia en 
materia de Finanzas y por el Presidente o 
Presidenta del Banco Central de Venezue-
la, se fundamentará en pronósticos ma-
croeconómicos coherentes y congruentes, 
conforme a los requerimientos constitu-
cionales y se divulgará en el momento de 
la sanción del presupuesto por la Asam-
blea Nacional, con especificación del órga-
no responsable de la elaboración de tales 
pronósticos, los métodos de trabajo y su-
puestos empleados para ello, a fin de fa-
cilitar su comparación con los resultados 
obtenidos y la rendición de cuentas.

Artículo 154. Serán nulas y sin efectos 
las cláusulas del acuerdo que puedan 
comprometer la independencia del Banco 
Central de Venezuela, que presupongan o 
deriven el establecimiento de directrices 
por parte del Ejecutivo Nacional en la ges-
tión del mismo, o que tiendan a convalidar 
o financiar políticas deficitarias por parte 
del ente emisor.

Artículo 155. El Presidente o Presidenta 
del Banco Central de Venezuela y el Eje-
cutivo Nacional, por órgano del Ministerio 
del Poder Popular con competencia en 
materia de Finanzas, informarán trimes-
tralmente a la Asamblea Nacional acerca 
de la ejecución de las políticas objeto del 
acuerdo y los mecanismos adoptados 
para corregir las desviaciones, así como 
rendirán cuenta a la misma de los resulta-

dos de dichas políticas en la oportunidad 
de presentar el acuerdo correspondiente al 
ejercicio siguiente.

TÍTULO VIII
DEL FONDO DE AHORRO 

INTERGENERACIONAL

Artículo 156. Mediante ley especial se 
establecerá un Fondo de Ahorro Intergene-
racional a largo plazo, destinado a garan-
tizar la sostenibilidad intergeneracional de 
las políticas públicas de desarrollo, espe-
cialmente la inversión real reproductiva, la 
educación y la salud, así como a promover 
y sostener la competitividad de las activida-
des productivas no petroleras.

Artículo 157. El Fondo de Ahorro Inter-
generacional se constituirá e incrementará 
con la proporción de ingresos petroleros 
que la ley determine. Dicho Fondo tendrá 
un lapso de no disponibilidad no menor de 
veinte años, contados a partir de su constitu-
ción efectiva. Durante este lapso, se tomará 
en consideración para el cálculo del aporte 
aquellas inversiones que tengan característi-
cas intergeneracionales y que se realicen en 
cada ejercicio presupuestario. 

Transcurrido este lapso, el monto acumula-
do en el Fondo y sus rendimientos podrán 
ser utilizados en inversiones reproductivas, 
salud y educación, de acuerdo con las dis-
posiciones que establezca la ley de creación.

Artículo 158. Los recursos del Fondo de 
Ahorro Intergeneracional sólo podrán ser 
invertidos en portafolios diversificados, en 

activos de máxima calificación crediticia, 
en un contexto de inversión de largo plazo 
y con criterios de optimización que garan-
ticen la mayor transparencia y seguridad 
del retorno de la inversión, en las condi-
ciones que establezca la ley.

Sin embargo, los rendimientos de este 
Fondo, apropiadamente contabilizados, 
podrán quedar sujetos a reglas y condi-
ciones de desacumulación distintas de las 
establecidas para el capital y podrán ser 
destinados a fines específicos de inversión 
reproductiva o dotación de obras y servi-
cios básicos. 

Artículo 159. En ningún caso, los recursos 
del Fondo de Ahorro Intergeneracional o sus 
rendimientos podrán ser aplicados a la adqui-
sición de instrumentos de endeudamiento de 
órganos y entes del sector público, ni a garan-
tizar obligaciones de las mismas.

TÍTULO IX 
DE LAS RESPONSABILIDADES

Artículo 160. Los servidores públicos 
que se desempeñen en la Administración 
Financiera del Sector Público, indepen-
dientemente de las responsabilidades pe-
nales, administrativas o disciplinarias en 
que incurran, estarán obligados a indem-
nizar a la República o al ente del sector 
público afectado por los daños y perjui-
cios que causen en el desempeño de sus 
funciones, por infracción de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, inde-
pendientemente de que su actuación haya 
sido dolosa o culposa. 

Artículo 161. Los funcionarios o funciona-
rias encargadas de la administración y liqui-
dación de ingresos nacionales o de la recep-
ción, custodia y manejo de fondos o bienes 
públicos, prestarán caución antes de entrar 
en ejercicio de sus funciones, en la cuantía y 
forma que determine el Reglamento de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

La caución se constituye para responder 
de las cantidades y bienes que manejen di-
chos funcionarios y de los perjuicios que 
causen al patrimonio público por falta de 
cumplimiento de sus deberes o por negli-
gencia, imprudencia, impericia o dolo en 
el desempeño de sus funciones.

En ningún caso podrá oponerse al ente pú-
blico perjudicado la excusión de los bienes 
del funcionario responsable. 

Artículo 162. En caso de incumplimien-
to de las reglas y metas definidas en la Ley 
del Marco Plurianual del Presupuesto, los 
Ministros o Ministras del Poder Popular 
competentes de las áreas en que ocurrió el 
incumplimiento serán sujetos de las san-
ciones derivadas de las responsabilidades 
que en el ámbito de sus competencias de-
termine la Asamblea Nacional y la Contra-
loría General de la República. 

Artículo 163. Sin perjuicio de las res-
ponsabilidades a que haya lugar, la inexis-
tencia de registros de información acerca 
de la ejecución de los presupuestos, así 
como el incumplimiento de la obligación 
de participar los resultados de dicha eje-
cución a la Oficina Nacional de Presupues-
to, será causal de responsabilidad admi-
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nistrativa determinable de conformidad 
con los procedimientos previstos en la Ley 
Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema de Control Fiscal.

Artículo 164. Si de la evaluación docu-
mental de la ejecución presupuestaria se 
evidenciaren incumplimientos injustifica-
dos de las metas y objetivos programa-
dos, la Oficina Nacional de Presupuesto 
informará dicha situación a la máxima au-
toridad del órgano o ente, a la respectiva 
Auditoría Interna y a la Contraloría General 
de la República, a los fines del estableci-
miento de las responsabilidades adminis-
trativas a que haya lugar.

Artículo 165. El incumplimiento de la 
obligación de efectuar los procedimientos 
de carácter legal o sublegal relativos al con-
trol interno ordenados o solicitados por la 
Superintendencia Nacional de Auditoría In-
terna, en el ámbito de su competencia, será 
causal de responsabilidad administrativa 
y otras a que haya lugar, determinable de 
conformidad con la Ley Orgánica de la Con-
traloría General de la República y el Sistema 
Nacional de Control Fiscal.

Artículo 166. Los funcionarios o fun-
cionarias con capacidad para obligar a los 
órganos y entes en razón de las compe-
tencias que ejerzan, que celebren o autori-
cen operaciones de crédito en contraven-
ción a las disposiciones de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, serán 
sancionados con destitución e inhabilita-
ción para el ejercicio de la función pública 
durante un período de tres (3) años, sin 
perjuicio de responsabilidades de otra na-

turaleza a que haya lugar, de conformidad 
con la normativa aplicable.

TÍTULO X
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Las normas de contabilidad 
pública dictadas por los órganos y entes 
del sector público, que ejercen funciones 
de inspección, vigilancia y control, conti-
nuarán vigentes hasta tanto el Jefe o Jefa 
de la Oficina Nacional de Contabilidad Pú-
blica, en el ejercicio de sus atribuciones 
y en coordinación con dichos órganos y 
entes, determine los principios, normas y 
procedimientos técnicos de Contabilidad 
Pública que serán aplicables.

Segunda. A los fines de garantizar el ade-
cuado registro contable de todas las opera-
ciones del sector público, dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la promulgación de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, las máximas autoridades de los entes 
que se señalan en el artículo 5º, establece-
rán una unidad administrativa que asuma 
la función de contabilidad para cumplir con 
las disposiciones aquí previstas.

Tercera. La Oficina Nacional de Contabili-
dad Pública a los fines de lograr la armoni-
zación del sistema de información que rige 
a la Administración Financiera del Sector 
Público, en coordinación con la Contralo-
ría General de la República establecerá el 
régimen transitorio para adecuar los sis-
temas y procedimientos de contabilidad, 
aplicados actualmente por los estados, 
distritos, las dependencias y territorios 

federales; y los municipios, al Sistema de 
Contabilidad Pública establecido para el 
ente contable de la República.

Cuarta. En la misma oportunidad de pre-
sentación del proyecto de Ley de Presu-
puesto del ejercicio económico financiero 
respectivo, y hasta tanto se dicte la Ley 
del Marco Plurianual del Presupuesto, el 
Ejecutivo Nacional presentará con carác-
ter informativo a la Asamblea Nacional, el 
Marco Plurianual Del Presupuesto, cada 
tres (3) años, contentivo de los mismos 
elementos indicados para la Ley del Marco 
Plurianual del Presupuesto.

TÍTULO XI
DISPOSICIONES FINALES

Primera. La administración de personal 
en los órganos rectores de los sistemas 
que conforman la administración financie-
ra del sector público, se regirá por lo esta-
blecido en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, por el estatuto especial que 
dicte el Ejecutivo Nacional y por la Ley del 
Estatuto de la Función Pública.

Las actividades técnicas de los órganos 
rectores de la administración financiera del 
sector público estarán a cargo del cuerpo 
de consultores técnicos o consultoras téc-
nicas, que regulará el Estatuto que dicte el 
Ejecutivo Nacional, en el cual se estable-
cerán los derechos y obligaciones de los 
funcionarios y la profesionalización de los 
niveles directivos y de supervisión sobre 
la base de méritos.

En dicho Estatuto se regularán especial-
mente los sistemas de ingreso por con-
curso, de clasificación, de remuneración, 
de evaluación y de capacitación así como 
de adiestramiento, el cual tenderá hacia la 
formación integral del personal a que se 
refiere este artículo en todas las áreas del 
Sistema. 

En ningún caso, el Estatuto que se dicte po-
drá desmejorar los derechos consagrados 
por ley a los funcionarios. El régimen de 
faltas y sanciones previsto en la Ley del Es-
tatuto de la Función Pública será aplicable a 
los funcionarios de los órganos rectores de 
los sistemas que conforman la Administra-
ción Financiera del Sector Público.

Segunda. El Ministro o la Ministra del 
Poder Popular con competencia en mate-
ria de Finanzas, con base en la progresiva 
integración de los sistemas, informará 
trimestralmente a la Asamblea Nacional 
acerca de la ejecución presupuestaria del 
sector público nacional, el movimiento de 
ingresos y egresos del Tesoro Nacional y 
la situación de la deuda pública. 

Tercera. El Ejecutivo Nacional está facul-
tado para resolver los casos dudosos o no 
previstos en las leyes fiscales, procurando 
conciliar siempre los intereses del Esta-
do con las exigencias de la equidad y los 
principios generales de la administración 
financiera.

Cuarta. El Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de Finanzas 
mantendrá una Oficina de Estadística de las 
Finanzas Públicas que actuará de acuerdo 
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con las normas técnicas de compilación y 
publicación dictadas por el Instituto Nacio-
nal de Estadística para garantizar la calidad 
e integridad de las estadísticas públicas y, en 
particular, de las estadísticas fiscales. Dicha 
Oficina tendrá la función de establecer las 
normas especiales para la preparación de 
las estadísticas fiscales, coordinar la reco-
pilación y compilación que deberán hacer 
los órganos de información fiscal y demás 
dependencias oficiales, será un centro de 
divulgación, coordinación y consulta de es-
tadísticas fiscales.

Quinta. La administración financiera de 
los consejos comunales y otras formas 
de participación y organización del Poder 
Popular en la gestión pública se regirá por 
las leyes y demás normas de su creación y 
se ajustarán en cuanto sea aplicable, a las 
disposiciones técnicas que dicten los ór-
ganos rectores de la administración finan-
ciera del sector público, señalados en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

Los órganos rectores de la administración 
financiera del sector público desarrollarán 
planes de información para la capacitación 
de los integrantes de los consejos comu-
nales y otras formas de participación y or-
ganización del Poder Popular en la gestión 
pública, en coordinación con el Ministerio 
del Poder Popular con competencia en 
materia de Desarrollo Comunal. 

Los órganos rectores de la administración 
financiera del sector público resolverán las 
dudas y controversias sobre la interpreta-
ción, alcance y aplicación de las normas 
que regulen la administración financiera 

6

LEY ORGÁNICA
DE BIENES PÚBLICOS

Gaceta Oficial Extraordinaria de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.155 
19 de noviembre de 2014

Decreto Nº 1.407

de los consejos comunales y otras formas 
de participación y organización del Poder 
Popular en la gestión pública.

Sexta. Se deroga la Ley Orgánica de la 
Administración Financiera del Sector Pú-
blico publicada en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela Nº 
40.311 de fecha 9 de diciembre de 2013.

Séptima. Se derogan las disposiciones 
legales que establecen afectaciones de 
ingresos o asignaciones presupuestarias 
predeterminadas, no autorizadas en la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Octava. Este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley entrará en vigencia a partir 
del 1º de enero de 2015.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en los 
literales “a” y “b” del numeral 1 del artículo 
1º de la Ley que Autoriza al Presidente de la 
República para Dictar Decretos con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en las Materias que se 
Delegan, en Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA 

PARCIAL DEL DECRETO CON 
RANGO, VALOR Y FUERZA DE LEY 
ORGÁNICA DE BIENES PÚBLICOS 

Artículo 1º. Se modifica el contenido del 
artículo 4º referente a los órganos y entes 
que conforman el Sector Público, el cual 
queda redactado en los términos siguientes:

“Órganos y entes que
conforman el Sector Público 

Artículo 4º. Para los efectos del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 

Orgánica, el Sector Público comprende 
los órganos y entes que a continuación se 
detallan:

1. �Los órganos y entes a los que incumbe 
el ejercicio del Poder Público Nacional. 

2. �Los órganos y entes a los que incumbe 
el ejercicio del Poder Público Estadal. 

3. �Los órganos y entes a los que incumbe 
el ejercicio del Poder Público en los Dis-
tritos y Distritos Metropolitanos. 

4. �Los órganos y entes a los que incumbe 
el ejercicio del Poder Público Munici-
pal y en las demás entidades locales 
previstas en la Ley que regula la mate-
ria del Poder Público Municipal. 

5. �Los órganos y entes a los que incum-
be el ejercicio del Poder Público en los 
Territorios Federales y Dependencias 
Federales. 

6. �Los institutos autónomos o públicos nacio-
nales, estadales, distritales y municipales. 

7. �El Banco Central de Venezuela y el Sec-
tor Público Financiero en general. 

8. �Las Universidades Públicas. 

9. �Las sociedades mercantiles en las cua-
les la República o las demás personas a 
que se refiere el presente artículo tengan 
participación igual o mayor al cincuenta 
por ciento (50%) del capital social. Que-
darán comprendidas además, las socie-
dades de propiedad totalmente estatal, 
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cuya función, a través de la posesión de 
acciones de otras sociedades, sea coor-
dinar la gestión empresarial pública de 
un sector de la economía nacional. 

10. �Las sociedades mercantiles en las 
cuales las personas a que se refiere el 
numeral anterior tengan participación 
igual o mayor al cincuenta por ciento 
(50%) del capital social. 

11. �Las personas jurídicas previstas en la ley 
que regula la materia del poder popular. 

12. �Las sociedades de cualquier naturaleza 
en las cuales las personas a que se re-
fieren los numerales anteriores tengan 
participación igual o mayor al cincuen-
ta por ciento (50%) del capital social, 
así como las que se constituyan con la 
participación de aquéllas. 

13. �Las fundaciones, asociaciones civiles 
y demás instituciones creadas con 
fondos públicos o que sean dirigidas 
por las personas a que se refieren los 
numerales anteriores o en las cuales 
tales personas designen sus autorida-
des, o cuando los aportes presupues-
tarios o contribuciones efectuados en 
un ejercicio presupuestario por una o 
varias de las personas a que se refie-
ren los numerales anteriores repre-
senten el cincuenta por ciento (50%) 
o más de su presupuesto.”

Artículo 2º. Se incorpora el numeral 6 
en el artículo 5º, referente a Definición, 
el cual queda redactado en los términos 
siguientes:

“Definición
Artículo 5º. Se consideran Bienes Públicos:

1. �Los bienes muebles e inmuebles, títulos 
valores, acciones, cuotas o participacio-
nes en sociedades y demás derechos, 
de dominio público o de dominio pri-
vado, que hayan adquirido o adquieran 
los órganos y entes que conforman el 
Sector Público, independientemente del 
nivel de gobierno al que pertenezcan.

2. �Los bienes, mercancías o efectos, que 
se encuentran en el territorio de la Re-
pública y que no tienen dueño.

3. �Los bienes muebles e inmuebles, títulos 
valores, acciones, cuotas o participacio-
nes en sociedades y demás derechos 
provenientes de las herencias yacentes.

4. �Las mercancías que se declaren 
abandonadas.

5. �Los bienes, mercancías o efectos que 
sean objeto de una medida de comiso 
firme mediante acto administrativo o sen-
tencia definitiva y los que mediante sen-
tencia firme o procedimiento de ley sean 
puestos a la orden del Tesoro Nacional. 

6. �Los bienes muebles e inmuebles perte-
necientes al Estado venezolano, que se 
encuentren en tránsito o que estén perma-
nentemente instalados en el país ante cuyo 
Gobierno estén acreditados, según las dis-
posiciones en materia del servicio exterior.

Dentro de los Bienes Públicos, se estable-
cen las siguientes categorías:

a. �Bienes Nacionales. Son Bienes Nacio-
nales, los bienes públicos, de dominio 
público o privado propiedad de la Repú-
blica, de los institutos autónomos y de 
las empresas del Estado, de las demás 
personas en que los entes antes men-
cionados tengan una participación igual 
o superior al 50% del capital social y de 
las consideradas fundaciones del Estado.

b. �Bienes Estadales. Son Bienes Estadales, 
los bienes públicos, de dominio público 
o privado propiedad de los estados, de 
los institutos autónomos y de las em-
presas estadales, de las demás perso-
nas en que los entes antes menciona-
dos tengan una participación igual o su-
perior al 50% del capital social y de las 
consideradas fundaciones estadales.

c. �Bienes Municipales. Son Bienes Muni-
cipales, los bienes públicos, de dominio 
público o privado propiedad de los muni-
cipios, de los institutos autónomos y de 
las empresas municipales, de las demás 
personas en que los entes antes mencio-
nados tengan una participación igual o 
superior al 50% del capital social y de las 
consideradas fundaciones municipales.

d. �Bienes Distritales. Son Bienes Distri-
tales, los bienes públicos, de dominio 
público o privado propiedad de los 
distritos, de los institutos autónomos 
y de las empresas distritales, de las 
demás personas en que los entes 
antes mencionados tengan una parti-
cipación igual o superior al 50% del 
capital social y de las consideradas 
fundaciones distritales.

No serán catalogados como Bienes Públicos:

1. �Los productos que sean adquiridos, 
concebidos, extraídos o fabricados por 
las personas, órganos y entes sujetos 
al presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica, de conformi-
dad con su naturaleza, funciones, com-
petencias, atribuciones o actividades 
comerciales, mercantiles, financieras o 
sociales, con destino a la venta.

2. �Los artículos calificados como materia-
les y suministros según el Clasificador 
Presupuestario dictado por la Oficina 
Nacional de Presupuesto.

3. �Los bienes adquiridos con la finalidad 
de ser donados de forma inmediata.

4. �Los bienes adquiridos en ejecución de 
norma expresa, en cumplimiento de 
fines institucionales, con el fin de ser 
enajenados a terceros.”

Artículo 3º. Se modifica la redacción del 
artículo 13 relativo a Prohibiciones, el cual 
queda redactado en la forma siguiente:

“Prohibiciones
Artículo 13. Los funcionarios y funciona-
rias públicos, así como toda persona que 
preste servicios en los órganos y entes 
que conforman el Sector Público, bajo 
cualquier régimen laboral o contractual, 
no podrán adquirir derechos reales por 
contrato, legado o subasta pública, directa 
o indirectamente o por persona interpues-
ta, respecto de los Bienes Públicos propie-
dad del órgano y ente al que pertenecen, 
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de los confiados a su administración o 
custodia, ni de los que para ser transfe-
ridos requieren de su intervención, salvo 
disposición en contrario emitida por la 
Superintendencia de Bienes Públicos, de 
conformidad con lo establecido en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica.

Ni el Presidente o Presidenta de la Repú-
blica, ni el Vicepresidente Ejecutivo o Vi-
cepresidenta Ejecutiva de la República ni 
los Ministros o Ministras, Viceministros 
o Viceministras ni el Procurador o Pro-
curadora General de la República, ni los 
Diputados o Diputadas de la Asamblea 
Nacional, ni los Diputados o Diputadas 
del Parlamento Andino ni del Parlamen-
to Latinoamericano, ni los Magistrados 
o Magistradas del Tribunal Supremo de 
Justicia, ni el Fiscal o la Fiscal General de 
la República, ni el Contralor o Contralora 
General de la República, ni el Subcontra-
lor o Subcontralora de la República, ni 
el Defensor o Defensora del Pueblo, ni 
el Presidente o Presidenta del Consejo 
Nacional Electoral, ni los Gobernadores 
o Gobernadoras de los Estados, ni los 
Diputados o Diputadas de los Consejos 
Legislativos de los Estados, ni el Con-
tralor o Contralora de los Estados, ni el 
Procurador o Procuradora Estadal, ni los 
Alcaldes o Alcaldesas de los Municipios, 
ni los Alcaldes o Alcaldesas de los Dis-
tritos Metropolitanos, ni los Concejales o 
Concejalas de los Municipios, ni el Sín-
dico Procurador o Síndica Procuradora 
Municipal, ni el Presidente o Presidenta 
del Banco Central de Venezuela, podrán, 
por si mismos, ni por medio de personas 

interpuestas, vender ni comprar Bienes 
Públicos, ni celebrar con la República, los 
estados, los municipios o los distritos, 
dependiendo del nivel al cual pertenezca 
el funcionario o funcionaria público, con-
trato de ninguna especie.

Dichas prohibiciones se aplicarán igual-
mente a los parientes hasta el cuarto gra-
do de consanguinidad y segundo de afini-
dad de todas las personas señaladas en el 
presente artículo, así como a las personas 
jurídicas en las que todas las personas 
antes referidas tengan una participación 
superior al cinco (5%) del capital social 
o del patrimonio según el caso, antes de 
adquirirse el derecho real.

Estas prohibiciones rigen hasta doce meses 
después de que las personas impedidas ce-
sen o renuncien en sus respectivos cargos.

Los actos administrativos o contratos que 
se suscriban contraviniendo lo dispuesto 
en el presente artículo, son nulos de pleno 
derecho sin perjuicio de las responsabilida-
des civiles, penales, administrativas o de 
cualquier otra índole a que hubiere lugar.”

Artículo 4º. Se incorpora un artículo so-
bre la Coordinación entre los Integrantes 
del Sistema de Bienes Públicos, bajo el 
número 20, el cual queda redactado de la 
manera siguiente:

“Coordinación entre los Integrantes 
del Sistema de Bienes Públicos

Artículo 20. Los órganos y entes del Sec-
tor Público, en el ámbito de sus competen-
cias, colaborarán con la Superintendencia 

de Bienes Públicos, como órgano rector 
del Sistema de Bienes Públicos en el ejer-
cicio de sus atribuciones, bajo los princi-
pios previstos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 
Asimismo, la Superintendencia de Bienes 
Públicos, apoyará a los diferentes órganos 
y entes del Sector Público, fomentando la 
corresponsabilidad.”

Artículo 5º. Se reubica el artículo 27, 
relativo a Unidades de Bienes Públicos, 
modificando su redacción y quedando 
enumerado bajo el número 21, el cual se 
redacta en los términos siguientes:

“Unidades de Bienes Públicos
Artículo 21. A los fines de dar cumpli-
miento al artículo precedente, se ordena la 
creación de una instancia administrativa, 
como unidad responsable patrimonial-
mente de los Bienes Públicos, en cada ór-
gano y ente del Sector Público, señalados 
en el artículo 4º del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, las 
cuales, sin menoscabo de la autonomía de 
los Poderes Públicos distintos al Poder 
Público Nacional, deberán ajustarse a lo 
previsto en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, sus 
Reglamentos y demás normas que dicte 
la Superintendencia de Bienes Públicos en 
la materia, en lo relativo a la adquisición, 
uso, mantenimiento, registro y disposi-
ción de sus bienes y de los que se encuen-
tren a su cargo.

Dichas unidades funcionarán bajo los 
criterios de cooperación y colaboración 
entre las distintas ramas del Poder Públi-

co, fundamentándose esta en las normas, 
lineamientos, directrices y pautas técnicas 
dictadas por la Superintendencia de Bie-
nes Públicos, sin perjuicio de la autonomía 
constitucional de aquellas.

Las disposiciones contempladas en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica y sus Reglamentos y en 
las normas que dicte la Superintendencia 
de Bienes Públicos, relativas al registro, 
conservación y mantenimiento de Bienes 
Públicos, serán de observancia obligatoria 
para los estados, municipios, distritos, dis-
tritos metropolitanos, entes públicos no te-
rritoriales, demás entes y organismos que 
conforman estos niveles de gobierno.”

Artículo 6º. Se modifica el artículo 20 
referente a Creación, quedando bajo el nú-
mero 22, redactado en la forma siguiente:

“Creación
Artículo 22. Se crea la Superintendencia 
de Bienes Públicos, como servicio des-
concentrado especializado, sin persona-
lidad jurídica, dependiente del Ministerio 
del poder popular con competencia en 
materia de finanzas, con autonomía eco-
nómica, técnica y capacidad de gestión 
administrativa, operativa, presupuestaria, 
financiera y de disposición, para ejercer la 
rectoría del Sistema de Bienes Públicos, el 
cual se regirá por el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica y 
su Reglamento.

La organización, autogestión y funciona-
miento de la Superintendencia de Bienes 
Públicos se establece en el Reglamento 
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interno que a tales efectos se dicte, en ob-
servancia a lo previsto en el Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de 
la Administración Pública.”

Artículo 7º. Se incorpora un nuevo artí-
culo, bajo el número 23 referido a Estruc-
tura, redactado en los términos siguientes:

“Estructura
Artículo 23. La Superintendencia de Bie-
nes Públicos a fin de optimizar su funcio-
namiento orgánico desarrollará sus fun-
ciones en un Nivel Superior, un Nivel de 
Apoyo y un Nivel Sustantivo.

La estructura organizativa y funcional de 
la Superintendencia de Bienes Públicos 
será establecida por el Superintendente 
o la Superintendenta de Bienes Públicos, 
mediante un Reglamento Interno, previa 
opinión favorable del ministro o ministra 
del poder popular con competencia en 
materia de finanzas, el cual será publicado 
en la Gaceta Oficial de la República Boliva-
riana de Venezuela.”

Artículo 8º. Se incorpora un nuevo artí-
culo bajo el número 24, referente a Niveles 
Sustantivos de la Superintendencia de Bie-
nes Públicos, el cual queda redactado del 
modo siguiente:

“Niveles Sustantivos de la
Superintendencia de Bienes Públicos

Artículo 24. La Superintendencia de Bie-
nes Públicos, a los fines de atender el nivel 
sustantivo, establecerá en su estructura, la 
organización de sus procesos medulares 
de la forma siguiente: Registro de Bienes, 

Registro de Peritos Avaluadores, Gestión 
Patrimonial de Bienes, Supervisión y Fis-
calización de Bienes Públicos, Normas 
Técnicas y Capacitación.”

Artículo 9º. Se incorpora un nuevo artí-
culo bajo el número 25, relativo a Normas 
Técnicas y Capacitación, el cual queda re-
dactado en los términos siguientes:

“Normas Técnicas y Capacitación
Artículo 25. La Dirección encargada de las 
Normas Técnicas y Capacitación tendrá las 
atribuciones siguientes: 

1. �Emisión, formulación, evaluación y revi-
sión de las normas e instrumentos com-
plementarios, destinados a regular y con-
trolar las actividades que realizan los órga-
nos y entes del Sector Público respecto a 
sus Bienes Públicos. 

2. �Implementación de los Planes y Progra-
mas de formación y capacitación de los 
funcionarios y funcionarios públicos, 
además de todas aquellas personas na-
turales o jurídicas que la requieran; de 
conformidad con las disposiciones es-
tablecidas en la normativa legal vigente.

3. �Aquellas otras que a tal efecto se es-
tablezca mediante normativa dictada 
por la Superintendencia de Bienes 
Públicos.”

Artículo 10. Se incorpora un nuevo ar-
tículo bajo el número 26, relativo al Re-
gistro de Bienes, redactado en la forma 
siguiente:

 “Registro de Bienes
Artículo 26. La Dirección encargada del 
Registro de Bienes, tendrá las atribucio-
nes siguientes: 

1. �Registro, control y seguimiento de los 
bienes muebles, inmuebles, activos 
intangibles, activos financieros y accio-
nes del Sector Público, sean estos de 
dominio público o privado, con especi-
ficación del órgano y ente que ostente 
la titularidad de la propiedad, asigna-
ción o adscripción de los mismos; los 
derechos patrimoniales incorporales y 
los bienes georreferenciados de valor 
artístico e histórico.

2. �Aquellas otras que a tal efecto se es-
tablezca mediante normativa dictada 
por la Superintendencia de Bienes 
Públicos.”

Artículo 11. Se incorpora un nuevo artí-
culo bajo el número 27, referente al Regis-
tro de Peritos, el cual queda redactado en 
los términos siguientes: 

“Registro de Peritos
Artículo 27. La Dirección encargada del 
Registro de Peritos, tendrá las atribucio-
nes siguientes: 

1. �Desarrollar y mantener el Registro de 
acreditación y actualización de Peritos 
Avaluadores y el Catastro Inmobiliario 
del Sector Público de conformidad 
con lo establecido en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica.

2. �Aquellas otras que a tal efecto se es-
tablezca mediante normativa dictada 
por la Superintendencia de Bienes 
Públicos.”

Artículo 12. Se incorpora un nuevo ar-
tículo bajo el número 28, relacionado con 
la Gestión Patrimonial de Bienes, el cual 
queda redactado en el modo siguiente: 

“Gestión Patrimonial de Bienes
Artículo 28. La Dirección encargada de la 
Gestión Patrimonial de Bienes tendrá las 
atribuciones siguientes: 

1. �Normar e implementar procedimientos 
para regular las medidas en cuanto a 
la administración de Bienes Públicos, 
cumpliendo lo previsto en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica, conforme a los actos 
administrativos que la Superintenden-
cia de Bienes Públicos dicte para su 
aplicación en actos de adquisición, 
administración, disposición, registro, 
supervisión, inscripción, saneamien-
to, incorporación, desincorporación 
que determine el control de bienes 
patrimoniales.

2. �Aquellas otras que a tal efecto se es-
tablezca mediante normativa dictada 
por la Superintendencia de Bienes 
Públicos.”

Artículo 13. Se incorpora un nuevo ar-
tículo bajo el número 29, referido a la Su-
pervisión y Fiscalización de Bienes Públi-
cos, redactado en la forma siguiente:
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“Supervisión y Fiscalización
de Bienes Públicos

Artículo 29. La Dirección encargada de la 
Supervisión y Fiscalización de Bienes Pú-
blicos tendrá las atribuciones siguientes:

1. �La inspección, supervisión y diagnós-
tico permanente en cuanto al uso, con-
servación, mantenimiento, protección, 
adquisición, disposición, incorpora-
ción, enajenación, registro, guarda, 
control, custodia, administración y 
ubicación de los Bienes Públicos; la 
existencia de bienes ocultos, descono-
cidos o que sean declarados en esta-
do de abandono, pertenecientes a los 
órganos y entes de la Administración 
Pública, y los actos y demás activida-
des respecto a los Bienes Públicos, 
ejecutados por los órganos y entes del 
Sector Público. Así mismo, ejercer la 
potestad investigativa para la tramita-
ción de solicitudes, denuncias y con-
travenciones ocurridas con ocasión a 
la ejecución de los actos y actividades 
en materia de Bienes Públicos.

2. �Aquellas otras que a tal efecto se esta-
blezca mediante normativa dictada por la 
Superintendencia de Bienes Públicos.”

Artículo 14. Se modifica el artículo 21, 
quedando bajo el número 30, referido a las 
competencias, redactado en los términos 
siguientes:

“Competencias
Artículo 30. Son competencias de la Su-
perintendencia de Bienes Públicos:

1. �Participar en la formulación de las polí-
ticas para la administración, registro y 
disposición de los Bienes Públicos.

2. �Proponer y promover normas legales 
destinadas al fortalecimiento del Siste-
ma de Bienes Públicos, priorizando la 
modernización del Estado y los fines 
sociales que persigue el mismo.

3. �Emitir opinión, asesorar y coordinar las 
actividades de las unidades administra-
tivas competentes del Sector Público, 
en todo lo conducente al cumplimien-
to de las políticas y normas en materia 
de Bienes Públicos, sin perjuicio de las 
competencias que en materia de aseso-
ría jurídica le corresponde a la Procura-
duría General de la República.

4. �Evacuar consultas, interpretar y emitir 
pronunciamientos institucionales sobre 
Bienes Públicos, con carácter orienta-
dor, sin perjuicio de las competencias 
que en materia de asesoría jurídica le 
corresponde a la Procuraduría General 
de la República.

5. �Dictar las normas e instrucciones técni-
cas en las materias de su competencia.

6. �Establecer, mediante las correspondien-
tes normas técnicas, los procedimien-
tos destinados al registro y disposición 
de los Bienes Públicos.

7. �Supervisar el cumplimiento de los 
procedimientos establecidos para el 
registro, administración y disposición 
de Bienes Públicos, en los casos pre-

vistos en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica y su 
Reglamento.

8. �Remitir al órgano competente del Sis-
tema Nacional de Control Fiscal las 
comunicaciones y/o expedientes admi-
nistrativos a que haya lugar, con oca-
sión del incumplimiento de las normas 
previstas en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y su Reglamento.

9. �Definir los criterios para la racionaliza-
ción de la construcción, reconstrucción, 
adaptación, adquisición, identificación, 
recuento físico, valuación, enajenación, 
conservación, mantenimiento y aprove-
chamiento de los inmuebles destinados 
al funcionamiento de los órganos y entes 
del Sector Público.

10. �Mantener información actualizada 
acerca de la existencia, valor, ubica-
ción, necesidades y excedentes de los 
Bienes Públicos y de su estado de con-
servación y funcionamiento.

11. �Acceder a los registros y bases de da-
tos de los órganos y entes que con-
forman el Sector Público, respecto de 
los actos de registro, administración 
y disposición de los Bienes Públicos, 
con las excepciones establecidas en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica, en el marco 
del Sistema de Bienes Públicos y sin 
perjuicio de la autonomía de los dife-
rentes niveles políticos territoriales.

12. �Mantener relaciones con las depen-
dencias correspondientes de los entes 
u órganos de los estados, municipios, 
distritos y distritos metropolitanos, 
así como de los entes públicos no te-
rritoriales, de modo que el registro y 
disposición de bienes en esas entida-
des pueda efectuarse en el ámbito del 
Sistema de Bienes Públicos.

13. �Tramitar las denuncias de bienes 
ocultos o desconocidos, conforme 
a lo previsto en el presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica.

14. �Ordenar, previa autorización de la 
Comisión de Enajenación de Bienes 
Públicos, el remate, venta, donación 
o destrucción, de los bienes, mer-
cancías o efectos que sean objeto de 
una medida de comiso firme mediante 
acto administrativo o sentencia defi-
nitivamente firme y los que mediante 
sentencia definitivamente firme o pro-
cedimiento de ley, sean puestos a la 
orden del Tesoro Nacional. 

15. � Ordenar el remate, venta, donación o 
destrucción, de los efectos retenidos, 
embargados o en situación de comiso 
que estén expuestos a pérdida, dete-
rioro o corrupción, o que sean de difí-
cil administración.

16. �Ordenar, previa autorización de la 
Comisión de Enajenación de Bienes 
Públicos, el remate, venta, donación, 
permuta o destrucción de mercancías 
o bienes declaradas legalmente aban-
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donadas o en desuso, con excepción 
a lo previsto en la norma que rige la 
materia. 

17. �Ordenar, previa autorización de la Co-
misión de Enajenación de Bienes Pú-
blicos, el remate, venta, donación o 
destrucción de los bienes propiedad 
de la República cuya administración le 
corresponda.

18. �Autorizar, previo el cumplimiento de 
las formalidades presupuestarias de 
ley, el reintegro de sumas de dinero 
ingresadas al Tesoro Nacional, deri-
vadas de la disposición de bienes pro-
venientes de retenciones, embargos, 
incautaciones o comisos, cuando la 
respectiva medida haya sido declarada 
sin efecto.

19. �Efectuar convenimientos, transacciones 
o concesión de plazos para el pago de 
deudas relativas a Bienes Públicos pro-
piedad de la República, previa opinión 
expresa por parte de la Procuraduría 
General de la República.

20. �Establecer e imponer las sanciones pe-
cuniarias y administrativas a que haya 
lugar, de conformidad con el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica.

21. �Llevar un registro actualizado de pro-
fesionales tasadores de bienes.

22. �Emitir opinión en los casos que esta-
blezca el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

23. �Establecer los lineamientos para el 
diagnóstico del estado físico, legal y 
administrativo de los Bienes de los ór-
ganos y entes del Sector Público, en el 
marco de las atribuciones conferidas 
en el presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley Orgánica.

24. �Crear o eliminar oficinas o dependen-
cias de la Superintendencia de Bienes 
Públicos en todo el territorio de la 
República, previa aprobación del mi-
nistro o ministra con competencia en 
materia de finanzas.

25. �Las atribuciones que le asignen el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica y su Regla-
mento, y las demás que le asignen las 
leyes.”

Artículo 15. Se incorpora un nuevo ar-
tículo bajo el número 32, referente del 
Superintendente o la Superintendenta de 
Bienes Públicos, redactado de la manera 
siguiente:

“Superintendente o Superintendenta 
de Bienes Públicos

Artículo 32. La Superintendencia de Bie-
nes Públicos actuará bajo la autoridad, 
responsabilidad y dirección de un Super-
intendente o una Superintendenta de Bie-
nes Públicos, quien será un funcionario o 
funcionaria público de libre nombramiento 
y remoción, designado o designada por el 
Presidente de la República.

El Superintendente o la Superintendenta 
de Bienes Públicos debe ser venezola-

no o venezolana, mayor de treinta años, 
profesional universitario, de reconocida 
solvencia moral, con experiencia en car-
gos gerenciales o de responsabilidad en el 
Sector Público o privado, relacionado con 
las competencias en la materia de Bienes 
Públicos.”

Artículo 16. Se incorpora un nuevo ar-
tículo bajo el número 33, referente a las 
Inhabilidades del Superintendente o la Su-
perintendenta de Bienes Públicos, redac-
tado en la forma siguiente:

“Inhabilidades
Artículo 33. No podrá ser designado 
Superintendente o Superintendenta de 
Bienes Públicos: 

1. �Las personas declaradas en quiebra 
culpable o fraudulenta, en estado de 
atraso, los administradores o adminis-
tradoras de la empresa en dicha situa-
ción, y los condenados o condenadas 
por delitos o faltas contra la propiedad, 
la fe pública, el patrimonio público, den-
tro de los cinco años siguientes a que 
se haya cumplido la condena. 

2. �Haber sido inhabilitado o destituido de 
cargo público o haber cesado en el por 
falta grave.”

Artículo 17. Se incorpora un nuevo artí-
culo bajo el número 34, relacionado a las 
atribuciones del Superintendente o la Su-
perintendenta de Bienes Públicos, redac-
tado en los términos siguientes: 

“Atribuciones del Superintendente 
o Superintendenta de Bienes Públicos

Artículo 34. Son atribuciones del Superin-
tendente o la Superintendenta de Bienes 
Públicos:

1. �Ejercer la dirección, actuar como auto-
ridad y ejecutar las competencias atri-
buidas a la Superintendencia de Bienes 
Públicos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y su Reglamento.

2. �Dictar los actos administrativos ge-
nerales o particulares inherentes a las 
competencias atribuidas a la Superin-
tendencia de Bienes Públicos en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica y su Reglamento. 

3. �Ordenar e instruir a los órganos y entes 
del Sector Público, la consignación en 
el lapso legal establecido y en el forma-
to requerido, de los datos, documentos, 
informes, libros, normas, archivos físi-
cos, digitales, estadísticos y contables, 
expedientes, tanto de sus oficinas como 
de sus sucursales, incluyendo sus sis-
temas de información, equipos de com-
putación y cualesquiera otra base de 
datos o información que considere, en 
los términos previstos en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica y su Reglamento.

4. �Dictar las medidas preventivas que juz-
gue necesarias en los ámbitos jurídico, 
técnico y financiero, para el control, su-
pervisión y fiscalización de los bienes 
públicos, corregir irregularidades o fal-
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tas de cualquier índole que advierta en 
las operaciones de los órganos y entes 
del Sector Público, establecidos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica y su Reglamen-
to, debiendo informar previamente al mi-
nistro o ministra del poder popular con 
competencia en materia de finanzas. 

5. �Evacuar de manera oportuna y adecua-
da las consultas que formulen los inte-
resados e interesadas en relación con 
la actividad de la Superintendencia de 
Bienes Públicos. 

6. �Iniciar, sustanciar y decidir los respec-
tivos procedimientos administrativos, 
de inspección y sancionatorios, en los 
términos establecidos en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica. 

7. �Asistir técnicamente en materia de 
bienes públicos, a los órganos y entes 
del Sector Público, a los efectos de dar 
cumplimiento a los procedimientos es-
tablecidos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

8. �Planificar, elaborar y ejecutar el presu-
puesto anual de ingresos y gastos de la 
Superintendencia de Bienes Públicos, así 
como establecer los objetivos y proyectos 
a cumplir en cada ejercicio presupuesta-
rio, de conformidad con los lineamientos 
emanados del Ejecutivo Nacional. 

9. �Establecer el Régimen de Personal de 
la Superintendencia de Bienes Públicos, 
administrar el talento humano y dictar 

los actos administrativos de carácter 
general o particular de naturaleza fun-
cionarial de acuerdo al presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgá-
nica y su Reglamento. Asimismo, sus-
cribir los actos referidos a la relación de 
empleo del personal contratado y obre-
ro al servicio de la Superintendencia de 
Bienes Públicos. 

10. �Suscribir los contratos que sean ne-
cesarios para el cumplimiento de los 
fines de la Superintendencia de Bienes 
Públicos y adquirir o enajenar los bie-
nes y servicios requeridos por ésta. 

11. �Dictar el Reglamento interno de orga-
nización y funcionamiento de la Super-
intendencia de Bienes Públicos y los 
manuales de normas y procedimien-
tos, así como las demás regulaciones 
necesarias para el funcionamiento de 
la misma. 

12. �Presentar al ministro o ministra del 
poder popular con competencia en 
materia de finanzas, el informe de 
gestión, así como cualquier otra docu-
mentación, de acuerdo a lo previsto en 
el Reglamento Orgánico del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica. 

13. �Ejercer la potestad sancionatoria en los 
casos establecidos en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica. 

14. �Asumir la administración e interven-
ción de los bienes públicos declarados 

legalmente en abandono, desuso o 
privados de su destino útil, de confor-
midad con lo dispuesto en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica y su Reglamento. 

15. �Someter a la consideración y autori-
zación de la Comisión de Enajenación 
de Bienes Públicos, las solicitudes de 
Enajenación y desincorporación de 
Bienes que sean propiedad, o que se 
encuentren adscritos a los órganos y 
entes del Sector Público Nacional. 

16. �Otorgar la opinión favorable o no a las 
adquisiciones de bienes inmuebles 
realizadas por los órganos y entes del 
Sector Público Nacional. 

17. �Delegar en funcionarios de la Super-
intendencia de Bienes Públicos, las 
funciones, atribuciones o firmas que 
juzgue necesario, de acuerdo con las 
normas legales vigentes. 

18. �Verificar el cumplimiento de las deci-
siones adoptadas en materia de mer-
cancías declaradas legalmente aban-
donadas, conforme lo previsto en la 
norma especial que regula la materia. 

19. �Establecer los parámetros para el 
diseño y mantenimiento de los com-
ponentes de organización y funcio-
namiento del Registro de Peritos y el 
Registro General de Bienes Públicos, 
conforme a las disposiciones conte-
nidas en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica y 
su Reglamento.

20. �Suspender a los Peritos Avaluadores 
certificados por la Superintendencia de 
Bienes Públicos, infractores del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica. 

21. �Establecer las tarifas máximas que co-
brarán los peritos avaluadores por la 
prestación de los servicios ofertados 
en materia de bienes públicos, a los 
órganos y entes del Sector Público. 

22. �Establecer las directrices para el de-
sarrollo de planes, programas y pro-
yectos destinados a la conservación 
física, al orden legal y administrativo 
de los Bienes Públicos.

23. �Designar al secretario o secretaria con 
su respectivo suplente, de la Comisión 
de Enajenación de Bienes Públicos. 

24. �Las demás que le atribuya el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica y su Reglamento.”

Artículo 18. Se modifica el artículo 24, 
quedando bajo el número 36, relativo al Ré-
gimen Presupuestario de la Superintenden-
cia de Bienes Públicos, del modo siguiente:

“Régimen presupuestario de la 
Superintendencia de Bienes Públicos

Artículo 36. El Presupuesto anual de la 
Superintendencia de Bienes Públicos será 
aprobado por el ministro o ministra con 
competencia en materia de finanzas.

Estará a cargo del Superintendente o la 
Superintendenta de Bienes Públicos la 
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elaboración, administración, ejecución y el 
control del presupuesto anual de la Super-
intendencia de Bienes Públicos.

El presupuesto anual de la Superintenden-
cia de Bienes Públicos será financiado con 
los aportes presupuestarios que le asigne el 
Ministerio con competencia en materia de fi-
nanzas, los ingresos propios que se deriven 
de la administración y disposición de los Bie-
nes Públicos, los recaudados por conceptos 
de imposición de sanciones administrativas 
o pecuniarias conforme a lo que establezca el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica y su Reglamento, así como 
cualesquiera otros ingresos que obtenga la 
Superintendencia de Bienes Públicos en uso 
de sus atribuciones.”

Artículo 19. Se modifica el artículo 
31 referente al Sistema de Información, 
quedando bajo el número 42, del modo 
siguiente: 

“Sistema de Información 
Artículo 42. La Superintendencia de Bie-
nes Públicos diseñará y mantendrá un 
sistema de información actualizado sobre 
los Bienes Públicos, que permita mostrar 
permanentemente:

1. �Indicación de los bienes, acciones y 
derechos propiedad del Sector Públi-
co, sean éstos del dominio público o 
privado, con especificación del órgano 
o ente que ostente la titularidad de la 
propiedad, asignación o adscripción de 
los mismos; los derechos patrimoniales 
incorporales y los bienes georreferen-
ciados de valor artístico e histórico.

2. �Forma, fecha y valor de adquisición, en 
caso de no poseer dicho valor señalar 
un valor referencial de acuerdo a la fe-
cha de adquisición.

3. �Estado de conservación, uso y manteni-
miento del bien.

4. �Ubicación geográfica y georreferencia-
da del bien.

5. �Responsable patrimonial del manteni-
miento, conservación y protección del 
bien.

6. �Valor de mercado actualizado del bien.

7. �Cualquier otra información que se es-
time conveniente para la correcta ubi-
cación y clasificación de los Bienes 
Públicos.

Dicho sistema se denominará Registro 
General de Bienes Públicos y deberá estar 
soportado en medios informáticos. Los re-
quisitos de integración, seguridad y control 
del sistema de información indicado en el 
presente artículo, se establecerán mediante 
Providencia Administrativa emitida por la 
Superintendencia de Bienes Públicos.”

Artículo 20. Se modifica el artículo 33 
relativo a la Veracidad y Entrega de la In-
formación, quedando bajo el número 44, 
de la manera siguiente: 

“Veracidad y Entrega de la información
Artículo 44. La Superintendencia de Bie-
nes Públicos velará por la consistencia e 
integridad del Registro General de Bienes 

Públicos, con base en la información con-
tenida en los registros de las Unidades ad-
ministrativas encargadas de la gestión de 
los Bienes Públicos dentro de cada órgano 
o ente que conforma el Sector Público. 
Los órganos y entes del Sector Público 
deberán rendir información actualizada 
del inventario de bienes, dentro de los pri-
meros quince días continuos siguientes al 
vencimiento de cada trimestre.

La Superintendencia de Bienes Públicos 
establecerá los mecanismos y parámetros 
para la rendición de la información a que 
se refiere el presente artículo.”

Artículo 21. Se modifica el artículo 39 
referente a la Incorporación al Patrimonio 
de la República de los bienes que no tienen 
dueño, quedando bajo el número 50, en los 
términos siguientes:

“Incorporación al Patrimonio
de la República de los

bienes que no tienen dueño
Artículo 50. Para la incorporación al patri-
monio de la República de los bienes mue-
bles e inmuebles que se encuentren en el 
territorio de la República y que no tengan 
dueño, el Superintendente o la Superin-
tendenta de Bienes Públicos, solicitará la 
posesión real de ellos al Juez de Primera 
Instancia en lo Civil de la Circunscripción 
Judicial correspondiente, quien la otorga-
rá en forma ordinaria.”

Artículo 24. Se modifica el artículo 40 re-
lativo a la Incorporación al Patrimonio de la 
República de mercancías abandonadas, que-
dando bajo el número 51, del modo siguiente: 

“Incorporación al patrimonio de la Repú-
blica de mercancías abandonadas

Artículo 51. Las mercancías que se decla-
ren abandonadas o que se encuentren en 
desuso, serán puestas a la orden del Te-
soro Nacional mediante Providencia Admi-
nistrativa, emitida por la Superintendencia 
de Bienes Públicos.”

Artículo 25. Se modifica el artículo 41 
relativo a la Incorporación al Patrimonio 
de la República de bienes provenientes 
de comiso, aprehendidos o embargados, 
quedando bajo el número 52, de la manera 
siguiente: 

“Incorporación al patrimonio de la Repú-
blica de bienes provenientes de comiso, 

aprehendidos o embargados
Artículo 52. Los bienes, mercancías o efec-
tos, que sean objeto de una medida firme de 
comiso, a través de acto administrativo o 
sentencia definitivamente firme, serán pues-
tos a la orden del Tesoro Nacional, mediante 
Providencia Administrativa, emitida por la 
Superintendencia de Bienes Públicos.

Cuando los bienes, mercancías o efec-
tos retenidos, aprehendidos o embarga-
dos estén conformados por productos 
perecederos o expuestos a deterioro o 
descomposición, la Superintendencia de 
Bienes Públicos, mediante Providencia 
Administrativa, podrá de manera excep-
cional cuando sea indispensable para la 
conservación del bien, autorizar su uso o 
disposición antes de dictarse sentencia en 
el asunto, sin que sea necesaria la autori-
zación previa por parte de la Comisión de 
Enajenación de Bienes Públicos.
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Se exceptúa de la aplicación de este ar-
tículo, los bienes, mercancías o efectos, 
que sean objeto de comiso, mediante 
acto administrativo o sentencia definiti-
vamente firme, cuyo procedimiento está 
previsto en las leyes especiales que regu-
lan la materia.”

Artículo 26. Se modifica el artículo 54 
referente a la Designación de Peritos, 
quedando bajo el número 65, en los tér-
minos siguientes:

“Designación de Peritos
Artículo 65. Sin perjuicio de las previsio-
nes legales sobre expropiaciones forzo-
sas, en las distintas operaciones inmobi-
liarias en las que intervengan los órganos 
y entes del Sector Público, será obligato-
rio designar peritos avaluadores para:

1. �Valuar los bienes inmuebles objeto de 
la operación;

2. �Verificar los cánones de arrendamien-
to que los órganos y entes del Sector 
Público deban cobrar cuando tengan 
el carácter de arrendadores, o pagar 
cuando tengan el carácter de arrenda-
tarios; y

3. �Realizar los justiprecios que fueren 
necesarios.”

Artículo 27. Se modifica el artículo 
55 relativo a la Acreditación de Peritos, 
quedando bajo el número 66, del modo 
siguiente:

“Acreditación de Peritos
Artículo 66. Los avalúos que fuere nece-
sario realizar sobre bienes inmuebles del 
Sector Público deberán ser efectuados 
por personas de reconocida capacidad 
e idoneidad técnica, de acuerdo con su 
profesión y conocimientos prácticos en la 
materia objeto del avalúo y debidamente 
acreditados ante la Superintendencia de 
Bienes Públicos.”

Artículo 28. Se modifica el artículo 82 
referente a la Adjudicación Directa de Bie-
nes, quedando bajo el número 93, en los 
términos siguientes:

“Adjudicación directa de bienes
Artículo 93. Quedan exceptuadas del proce-
dimiento de oferta pública previsto en el pre-
sente Capítulo, las siguientes operaciones:

1. �La venta o permuta de bienes cuyo adqui-
riente sea otro órgano o ente del Sector 
Público.

2. �La venta de bienes cuyos adquirientes 
sean los trabajadores del órgano o ente 
enajenante, siempre que la enajenación 
de dichos bienes se realice mediante 
concurso en igualdad de condiciones 
entre todos los interesados.

3. �Las relativas a la venta o permuta de 
bienes en producción, cuando el pro-
ceso licitatorio pudiere afectar el pro-
ceso productivo del bien.

4. �La venta o permuta de bienes de cual-
quier tipo cuando mediante un proceso 

amplio de oferta pública, se determine 
la existencia de un solo oferente.

5. �La venta o permuta de derechos litigiosos.

En cualquier caso la adjudicación directa 
de bienes públicos deberá contar con la 
autorización expresa de la máxima autori-
dad del respectivo órgano o ente.”

Artículo 29. Se modifica el artículo 92, 
relativo a las responsabilidades, quedando 
redactado bajo el número 103, en la forma 
siguiente:

“De las responsabilidades
Artículo 103. Las personas naturales que 
ejerzan función de gestión pública, respon-
derán penal, civil, administrativa y discipli-
nariamente por los delitos, faltas e irregu-
laridades administrativas cometidas en el 
ejercicio de sus funciones con ocasión a la 
adquisición, uso, administración, manteni-
miento, registro, supervisión y disposición 
de los bienes públicos. Esta responsabili-
dad no excluirá la que pudiere correspon-
derles por efecto de otras leyes o de su 
condición de ciudadanos o ciudadanas.”

Artículo 30. Se modifica el Título VI de 
los Procedimientos y de los Recursos, 
contentivo de los artículos 113 al 131, am-
bos inclusive, en los términos siguientes: 

“Del inicio del procedimiento
Artículo 113. El procedimiento administra-
tivo para imponer las sanciones estable-
cidas en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, se iniciará 
a instancia de parte interesada o de oficio.

En el segundo caso, el Superintendente 
o la Superintendenta de Bienes Públicos 
ordenará el inicio del procedimiento ad-
ministrativo sancionatorio y notificará 
a los órganos y entes, así como a los 
particulares cuyos derechos subjeti-
vos o intereses legítimos, personales 
y directos pudieren resultar afectados, 
concediéndoles un lapso de diez días 
hábiles para que presenten sus alegatos 
y argumentos.

Inicio a instancia de parte interesada
Artículo 114. Cuando alguna persona, ór-
gano o ente de la Administración Pública 
solicite ante la Superintendencia de Bie-
nes Públicos, el inicio del Procedimiento 
Administrativo Sancionatorio, estableci-
do en el presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley Orgánica, en el escrito 
de solicitud deberá constar:

1. �Fecha expresando el lugar, día, mes 
y año.

2. �Escrito dirigido a el Superintendente o 
la Superintendenta de Bienes Públicos.

3. �La identificación de la persona y su re-
presentante legal, de ser el caso, con 
expresión de los nombres y apellidos, 
domicilio, nacionalidad, estado civil, 
profesión y número de cédula de identi-
dad o pasaporte. 

4. �En caso de tratarse de órganos y entes 
públicos o persona jurídica de derecho 
privado, deberá constar el número de 
Registro de Información Fiscal, y la 
identificación de su representante legal.
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5. �La dirección del lugar en donde se ha-
rán las notificaciones pertinentes.

6. �Los hechos, razones y pedimentos co-
rrespondientes, expresando la materia 
objeto de la solicitud.

7. �Referencia a los anexos que lo acompa-
ñan, si tal es el caso.

8. �Cualesquiera otras circunstancias que exi-
jan las normas legales o reglamentarias.

9. �La firma de los interesados.

Remisión de expediente administrativo de 
las Unidades de administración

y custodia de los Bienes Públicos 
Artículo 115. Las Unidades responsables 
patrimoniales encargadas de la adminis-
tración y custodia de los bienes públicos 
en los órganos y entes del Sector Público, 
deberán formar expediente administrativo 
con los recaudos enunciados en el artícu-
lo precedente.

Asimismo, deberán incorporar al expediente 
aquellos documentos que tengan en su po-
der, relacionados directa o indirectamente, 
con la presunta comisión de hechos consi-
derados como delitos, faltas o irregularida-
des administrativas, cometidos con ocasión 
a la adquisición, uso, administración, mante-
nimiento, registro, supervisión y disposición 
de los bienes públicos.

A tal efecto deberán remitir el expediente 
administrativo a la Superintendencia de 
Bienes Públicos, dentro de los treinta días 

hábiles siguientes, a la presunta comisión 
del hecho, a fin de dar inicio al procedi-
miento administrativo sancionatorio.

De los errores u omisiones.
Artículo 116. Cuando en el escrito de so-
licitud del inicio del procedimiento admi-
nistrativo sancionatorio, faltare cualquiera 
de los requisitos exigidos en los artículos 
anteriores, el Superintendente o la Superin-
tendenta de Bienes Públicos lo notificará al 
solicitante, comunicándole las omisiones o 
faltas observadas para que dentro del plazo 
de quince días hábiles siguientes proceda a 
subsanarlas. En caso contrario, será decla-
rada inadmisible la solicitud.

Admisión de la Solicitud
Artículo 117. Si la solicitud del inicio del 
procedimiento administrativo sanciona-
torio no tuviere errores u omisiones, el 
Superintendente o la Superintendenta de 
Bienes Públicos la admitirá dentro de los 
tres días hábiles siguientes a su recibido 
y ordenará mediante acto administrativo 
motivado el inicio del procedimiento ad-
ministrativo sancionatorio, debiendo en el 
mismo acto designar al funcionario ins-
tructor del respectivo expediente. 

Del expediente
Artículo 118. Iniciado el procedimiento ad-
ministrativo sancionatorio, el funcionario 
instructor procederá a abrir el expediente 
administrativo en el cual se recogerá toda 
la tramitación a que dé lugar el asunto.

De la notificación
Artículo 119. El acto administrativo que da 
inicio al procedimiento administrativo san-
cionatorio, se notificará en la sede princi-
pal del órgano y ente del Sector Público o 
en el domicilio fiscal de la persona natural 
o persona jurídica de derecho privado de 
que se trate, y surtirá pleno efecto una vez 
que conste la señal de recepción del órga-
no, ente involucrado o la parte interesada.

De la notificación en Prensa
Artículo 120. Cuando resulte impractica-
ble la notificación prevista en el artículo 
anterior, se procederá a su publicación en 
un diario de circulación nacional; en este 
caso, se entenderá notificado cinco días 
hábiles siguientes, después de la publica-
ción o que se deje constancia en el expe-
diente administrativo correspondiente.

Lapso Probatorio
Artículo 121. Dentro de los cinco días hábiles 
siguientes al vencimiento del lapso de notifi-
cación, las partes presentarán sus escritos de 
pruebas.

Dentro de los tres días hábiles siguientes a 
la presentación de los escritos de pruebas, 
las partes podrán expresar si convienen 
en algún hecho u oponerse a las pruebas 
que aparezcan manifiestamente ilegales o 
impertinentes.

Vencido el lapso, dentro de los tres días 
hábiles siguientes, el funcionario instruc-
tor del expediente, admitirá las pruebas 
que no sean manifiestamente ilegales 
o impertinentes y ordenará evacuar los 
medios que lo requieran, para lo cual se 

dispondrá de diez días hábiles siguientes, 
prorrogables a instancia de parte por diez 
días hábiles siguientes.

Acumulación de expedientes
Artículo 122. Cuando el asunto sometido a 
la consideración de la Superintendencia de 
Bienes Públicos, tenga relación o conexión 
con cualquier otro asunto que se tramite 
en la misma, podrá el Superintendente o 
la Superintendenta de Bienes Públicos, 
de oficio o a solicitud de parte, ordenar la 
acumulación de ambos expedientes, a fin 
de evitar decisiones contradictorias.

Acceso al expediente
Artículo 123. Los interesados y sus repre-
sentantes tienen el derecho de examinar, 
leer y copiar en cualquier estado y grado 
del procedimiento, los documentos conte-
nidos en el expediente administrativo, sal-
vo aquellos, que tengan el carácter confi-
dencial o reservado de conformidad con lo 
previsto en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela y demás norma-
tivas aplicables.

Pronunciamiento
Artículo 124. Vencido el lapso para realizar 
los descargos y pruebas, mediante acto 
motivado que se agregará al expediente 
administrativo, el funcionario instructor 
lo remitirá a la unidad administrativa com-
petente de la Superintendencia de Bienes 
Públicos, para que esta se pronuncie en 
un lapso de quince días hábiles siguientes.

El pronunciamiento de la unidad adminis-
trativa correspondiente, deberá ser remi-
tido con el expediente administrativo al 



266  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  267

Superintendente o la Superintendenta de 
Bienes Públicos, a los fines de que decida 
a través de Providencia Administrativa de-
bidamente motivada, estableciendo en un 
lapso de veinte días hábiles siguientes, las 
sanciones a que hubiere lugar. 

Notificación de la Decisión
Artículo 125. La notificación de la decisión 
se efectuará a la persona, órgano o ente, 
cumpliendo con las formalidades legales 
previstas en la Ley Orgánica de Procedi-
mientos Administrativos y se adjuntará de 
ser el caso, la correspondiente planilla de 
liquidación.

En caso de que el Superintendente o la 
Superintendenta de Bienes Públicos, esta-
blezca una sanción de multa, la persona, 
órgano o ente infractor deberá dentro de 
quince días hábiles siguientes contados a 
partir de la fecha de notificación, realizar el 
pago de la multa en las cuentas de la Super-
intendencia de Bienes Públicos y consigna-
rá el recibo de pago dentro de los tres días 
hábiles siguientes, ante la misma.

Recurso de Reconsideración
Artículo 126. Contra la Providencia Admi-
nistrativa emitida por el Superintendente 
o la Superintendenta de Bienes Públicos, 
la persona, órgano o ente infractor o sus 
representantes legales, podrán interponer 
el Recurso de Reconsideración dentro de 
los quince días hábiles siguientes contado 
a partir de la notificación de la misma, ante 
el Superintendente o la Superintendenta 
de Bienes Públicos, quien lo admitirá o no 
dentro de los diez días hábiles siguientes, 
a la fecha de recibido el recurso.

En el escrito, el recurrente deberá concre-
tar las razones de hecho o de derecho en 
que fundamenta su pretensión, conjunta-
mente con la documentación que estime 
pertinente. 

Inadmisibilidad del Recurso
de Reconsideración

Artículo 127. La inadmisibilidad del Recur-
so de Reconsideración deberá constar en 
acto motivado. Contra dicha decisión po-
drá interponerse Recurso Jerárquico ante 
el Ministro o Ministra con competencia en 
la materia de Finanzas, dentro de los pla-
zos y bajo las formalidades previstas por 
la Ley Orgánica de Procedimientos Admi-
nistrativos.

Suspensión de efectos
Artículo 128. La interposición de los recur-
sos no impedirá o suspenderá la ejecución 
del acto recurrido.

Cálculo de la multa
Artículo 129. Cuando se trate de multa, 
se fijará para cada caso según la mayor o 
menor gravedad de la infracción, la mag-
nitud de los perjuicios causados al Tesoro 
Nacional y las circunstancias atenuantes 
y agravantes previstas en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica.

Para el cálculo de las sanciones compren-
didas entre un mínimo y un máximo, se 
entenderá que lo normalmente aplicable 
es la mitad de la suma de ambos extre-
mos, pero podrá reducirse hasta el límite 
inferior o aumentarse hasta el superior, 
según el mérito de las circunstancias 

atenuantes o agravantes en atención a la 
gravedad de la infracción y a los principios 
de proporcionalidad y adecuación con el 
supuesto de hecho y los fines de la norma. 
Cuando en un mismo caso, aparezcan cir-
cunstancias atenuantes como agravantes, 
deberán compensarse unas con otras.

Circunstancias atenuantes
Artículo 130. Se consideran circunstan-
cias atenuantes a efectos de la imposición 
de las multas previstas en el presente Tí-
tulo, las siguientes:

1. �Que el hecho o la omisión constitutivo 
de la infracción se haya cometido sin 
intencionalidad por parte de quien lo 
cometió. 

2. �Que el hecho o la omisión constitutivo 
de la infracción no haya causado grave 
perjuicio al patrimonio público o a las 
personas.

3. �La reparación del daño por iniciativa de 
quien cometió el mismo.

Circunstancias agravantes
Artículo 131. Se consideran circunstan-
cias agravantes a efectos de la imposición 
de las multas previstas en el presente Tí-
tulo, las siguientes:

1. �Que el hecho o la omisión constituti-
vo de la infracción se haya cometido 
intencionalmente.

2. �Que el hecho o la omisión constitutivo de 
la infracción haya causado grave perjuicio 
al patrimonio público o a las personas.

3. �Que el hecho o la omisión constitutivo 
de la infracción haya producido ganan-
cias o provecho para quien lo cometió o 
para sus cómplices si los hubiere. 

4. �La reincidencia.”

Artículo 31. Se suprimen los artículos 
102, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 
113, 114, 115, 116 y 117, del Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de 
Bienes Públicos. 

Artículo 32. Se suprime la Disposición 
Transitoria Primera del Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de Bie-
nes Públicos. 

De conformidad con lo establecido en el 
artículo 5º de la Ley de Publicaciones Ofi-
ciales, imprímase en un solo texto el De-
creto Nº 9.041, con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica de Bienes Públicos, publi-
cado en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela número 39.952, 
de fecha 26 de junio de 2012, con la re-
forma aquí sancionada, y en el correspon-
diente texto íntegro, corríjase e incorpó-
rese donde indica, “Sistema Nacional de 
Bienes Públicos” por “Sistema de Bienes 
Públicos”, y “Superintendente Nacional de 
Bienes Públicos” por “Superintendente o 
Superintendenta de Bienes Públicos”, la 
enumeración, el lenguaje de género, los 
nombres de los Ministerios, entes u ór-
ganos, y sustitúyase las firmas, fechas y 
demás datos de sanción y promulgación.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
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204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en los 
literales “a” y “b” del numeral 1 del artículo 
1º de la Ley que Autoriza al Presidente de la 
República para Dictar Decretos con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en las Materias que se 
Delegan, en Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR
Y FUERZA DE LEY ORGÁNICA

DE BIENES PÚBLICOS 

TITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Capítulo I
Objeto y Ámbito de Aplicación

de la ley

Objeto
Artículo 1º. El presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica tiene por 

objeto establecer las normas que regulan el 
ámbito, organización, atribuciones y fun-
cionamiento del Sistema de Bienes Públi-
cos, como parte integrante del Sistema de 
Administración Financiera del Estado.

Ámbito de aplicación
Artículo 2º. Las normas contenidas en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica, normas reglamentarias y 
aquellas que emita la Superintendencia de 
Bienes Públicos, son de estricto cumpli-
miento por las entidades que conforman 
el Sistema de Bienes Públicos, así como 
para las personas naturales o jurídicas que 
custodien o ejerzan algún derecho sobre 
un Bien Público, con las excepciones de 
Ley, dejando a salvo las competencias y 
autonomía atribuidas en la materia por la 
Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela y las leyes correspondientes.

Las disposiciones del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica se 
aplicarán sin perjuicio de las competencias 
de control, vigilancia y fiscalización que 
corresponden a la Contraloría General de 
la República sobre los bienes de la Nación.

Orden Público
Artículo 3º. Las disposiciones del pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica, son de orden público y se 
aplicarán con preferencia a cualquier otra 
del mismo rango.

Órganos y entes
que conforman el Sector Público 

Artículo 4º. Para los efectos del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 

Orgánica, el Sector Público comprende 
los órganos y entes que a continuación se 
detallan:

1. �Los órganos y entes a los que incumbe 
el ejercicio del Poder Público Nacional.

 
2. �Los órganos y entes a los que incumbe 

el ejercicio del Poder Público Estadal. 

3. �Los órganos y entes a los que incumbe 
el ejercicio del Poder Público en los Dis-
tritos y Distritos Metropolitanos. 

4. �Los órganos y entes a los que incumbe 
el ejercicio del Poder Público Municipal 
y en las demás entidades locales previs-
tas en la Ley que regula la materia del 
Poder Público Municipal. 

5. �Los órganos y entes a los que incum-
be el ejercicio del Poder Público en los 
Territorios Federales y Dependencias 
Federales. 

6. �Los institutos autónomos o públicos 
nacionales, estadales, distritales y 
municipales. 

7. �El Banco Central de Venezuela y el Sec-
tor Público Financiero en general. 

8. �Las Universidades Públicas. 

9. �Las sociedades mercantiles en las cuales 
la República o las demás personas a que 
se refiere el presente artículo tengan par-
ticipación igual o mayor al cincuenta por 
ciento (50%) del capital social. Quedarán 
comprendidas además, las sociedades 
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de propiedad totalmente estatal, cuya 
función, a través de la posesión de accio-
nes de otras sociedades, sea coordinar la 
gestión empresarial pública de un sector 
de la economía nacional. 

10. �Las sociedades mercantiles en las 
cuales las personas a que se refiere el 
numeral anterior tengan participación 
igual o mayor al cincuenta por ciento 
(50%) del capital social. 

11. �Las personas jurídicas previstas en 
la ley que regula la materia del poder 
popular. 

12. �Las sociedades de cualquier naturaleza 
en las cuales las personas a que se re-
fieren los numerales anteriores tengan 
participación igual o mayor al cincuenta 
por ciento (50%) del capital social, así 
como las que se constituyan con la par-
ticipación de aquéllas.

13. �Las fundaciones, asociaciones civiles 
y demás instituciones creadas con 
fondos públicos o que sean dirigidas 
por las personas a que se refieren los 
numerales anteriores o en las cuales 
tales personas designen sus autorida-
des, o cuando los aportes presupues-
tarios o contribuciones efectuados en 
un ejercicio presupuestario por una o 
varias de las personas a que se refie-
ren los numerales anteriores repre-
senten el cincuenta por ciento (50%) 
o más de su presupuesto.

Capítulo II
De los Bienes Públicos

Definición
Artículo 5º. Se consideran Bienes Públicos:

1. �Los bienes muebles e inmuebles, títulos 
valores, acciones, cuotas o participacio-
nes en sociedades y demás derechos, de 
dominio público o de dominio privado, 
que hayan adquirido o adquieran los ór-
ganos y entes que conforman el Sector 
Público, independientemente del nivel de 
gobierno al que pertenezcan.

2. �Los bienes, mercancías o efectos, que 
se encuentran en el territorio de la Re-
pública y que no tienen dueño.

3. �Los bienes muebles e inmuebles, títulos 
valores, acciones, cuotas o participacio-
nes en sociedades y demás derechos 
provenientes de las herencias yacentes.

4. �Las mercancías que se declaren 
abandonadas.

5. �Los bienes, mercancías o efectos que 
sean objeto de una medida de comiso 
firme mediante acto administrativo o 
sentencia definitiva y los que median-
te sentencia firme o procedimiento de 
ley sean puestos a la orden del Tesoro 
Nacional.

6. �Los bienes muebles e inmuebles per-
tenecientes al Estado venezolano, que 
se encuentren en tránsito o que estén 
permanentemente instalados en el país 
ante cuyo Gobierno estén acreditados, 

según las disposiciones en materia del 
servicio exterior.

Dentro de los Bienes Públicos, se estable-
cen las siguientes categorías:

a. �Bienes Nacionales: Son Bienes Na-
cionales, los bienes públicos, de dominio 
público o privado propiedad de la Repú-
blica, de los institutos autónomos y de 
las empresas del Estado, de las demás 
personas en que los entes antes men-
cionados tengan una participación igual 
o superior al 50% del capital social y de 
las consideradas fundaciones del Estado.

b. �Bienes Estadales: Son Bienes Es-
tadales, los bienes públicos, de domi-
nio público o privado propiedad de los 
estados, de los institutos autónomos y 
de las empresas estadales, de las de-
más personas en que los entes antes 
mencionados tengan una participación 
igual o superior al 50% del capital so-
cial y de las consideradas fundaciones 
estadales.

c. �Bienes Municipales: Son Bienes 
Municipales, los bienes públicos, de 
dominio público o privado propiedad 
de los municipios, de los institutos au-
tónomos y de las empresas municipa-
les, de las demás personas en que los 
entes antes mencionados tengan una 
participación igual o superior al 50% 
del capital social y de las consideradas 
fundaciones municipales.

d. �Bienes Distritales: Son Bienes Dis-
tritales, los bienes públicos, de domi-

nio público o privado propiedad de los 
distritos, de los institutos autónomos y 
de las empresas distritales, de las de-
más personas en que los entes antes 
mencionados tengan una participación 
igual o superior al 50% del capital so-
cial y de las consideradas fundaciones 
distritales.

No serán catalogados como Bienes Públicos:

1. �Los productos que sean adquiridos, 
concebidos, extraídos o fabricados por 
las personas, órganos y entes sujetos 
al presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica, de conformi-
dad con su naturaleza, funciones, com-
petencias, atribuciones o actividades 
comerciales, mercantiles, financieras o 
sociales, con destino a la venta;

2. �Los artículos calificados como materia-
les y suministros según el Clasificador 
Presupuestario dictado por la Oficina 
Nacional de Presupuesto;

3. �Los bienes adquiridos con la finalidad 
de ser donados de forma inmediata;

4. �Los bienes adquiridos en ejecución de 
norma expresa, en cumplimiento de 
fines institucionales, con el fin de ser 
enajenados a terceros.

Clasificación
Artículo 6º. Los Bienes Públicos son del 
dominio público o del dominio privado.
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Son Bienes Públicos del dominio público:

1. �Los bienes destinados al uso público, 
como plazas, parques, infraestructura 
vial, vías férreas, caminos y otros.

2. �Los bienes que en razón de su configura-
ción natural, construcción o adaptación 
especial, o bien por su importancia his-
tórica, científica o artística sean necesa-
rios para un servicio público o para dar 
satisfacción a una necesidad pública y 
que no puedan ser fácilmente reempla-
zados en esa función.

3. �Los espacios lacustre y fluvial, mar te-
rritorial, áreas marinas interiores, histó-
ricas y vitales y las comprendidas dentro 
de las líneas de base recta que ha adop-
tado o adopte la República; las costas 
marinas; el suelo y subsuelo de éstos; el 
espacio aéreo continental, insular y ma-
rítimo y los recursos que en ellos se en-
cuentran, incluidos los genéticos, los de 
las especies migratorias, sus productos 
derivados y los componentes intangibles 
que por causas naturales allí se hallen.

4. �Los yacimientos mineros y de hidrocar-
buros, cualquiera que sea su naturaleza, 
existentes en el territorio nacional, bajo 
el lecho del mar territorial, en la zona 
económica exclusiva y en la plataforma 
continental.

5. �Todos aquellos bienes a los que por ley 
se confiera tal cualidad.

Los Bienes Públicos del dominio privado, 
son aquellos Bienes Públicos no incluidos 

en las categorías de bienes mencionadas en 
la enumeración anterior, los cuales, siendo 
propiedad del Estado o de algún ente públi-
co, no están destinados al uso público ni 
afectados a algún servicio público. 

Desafectación de Bienes Públicos
 de dominio público

Artículo 7º. Los Bienes Públicos de 
dominio público susceptibles de desafec-
tación por no estar destinados al uso pú-
blico o a los servicios públicos, o no ser 
requeridos para tales fines, se entenderán 
incorporados al dominio privado de la Re-
pública, una vez dictado por el Presidente 
de la República el respectivo Decreto, en 
Consejo de Ministros y previa autorización 
de la Asamblea Nacional. 

De igual forma, se procederá en los casos 
de deslinde del dominio público en que 
los inmuebles sobrantes pasen al dominio 
privado. 

Afectación de Bienes Públicos
de dominio privado

Artículo 8º. La afectación de un Bien 
Público de dominio privado al uso públi-
co o a los servicios públicos, en calidad 
de Bien Público del dominio público, sólo 
será posible mediante ley especial dicta-
da por la Asamblea Nacional.

Prerrogativas de los bienes 
de dominio público

Artículo 9º. Los bienes de dominio pú-
blico son imprescriptibles, inembargables 
e inalienables y están exentos además, de 
contribuciones o gravámenes nacionales, 
estadales y/o municipales.

Prerrogativas de los bienes 
propiedad de la República

Artículo 10. Los bienes, rentas, dere-
chos o acciones que formen parte del 
patrimonio de la República, no están su-
jetos a embargos, secuestros, hipotecas, 
ejecuciones interdictales y en general, a 
ninguna medida preventiva o ejecutiva y 
están exentos además, de contribuciones 
o gravámenes nacionales, estadales y/o 
municipales.

Aprovechamiento 
Artículo 11. Los órganos y entes que 
conforman el Sector Público deben procu-
rar el uso racional y social de sus bienes 
y de los que se encuentran bajo su admi-
nistración, conforme a los procedimientos 
establecidos en los lineamientos, direc-
trices y pautas previstos en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica atendiendo a los fines y objetivos 
institucionales.

Defensa 
Artículo 12. Los órganos y entes que 
conforman el Sector Público deberán 
adoptar las acciones necesarias para la 
defensa administrativa y judicial de los 
Bienes Públicos de su propiedad y de los 
que tengan a su cargo.

Prohibiciones
Artículo 13. Los funcionarios y funcio-
narias públicas, así como toda persona 
que preste servicios en los órganos y en-
tes que conforman el Sector Público, bajo 
cualquier régimen laboral o contractual, 
no podrán adquirir derechos reales por 
contrato, legado o subasta pública, directa 

o indirectamente o por persona interpues-
ta, respecto de los Bienes Públicos propie-
dad del órgano y ente al que pertenecen, 
de los confiados a su administración o 
custodia, ni de los que para ser transfe-
ridos requieren de su intervención, salvo 
disposición en contrario emitida por la 
Superintendencia de Bienes Públicos, de 
conformidad con lo establecido en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica.

Ni el Presidente o Presidenta de la Repú-
blica, ni el Vicepresidente Ejecutivo o Vi-
cepresidenta Ejecutiva de la República ni 
los Ministros o Ministras, Viceministros 
o Viceministras ni el Procurador o Pro-
curadora General de la República, ni los 
Diputados o Diputadas de la Asamblea 
Nacional, ni los Diputados o Diputadas del 
Parlamento Andino ni del Parlamento Lati-
noamericano, ni los Magistrados o Magis-
tradas del Tribunal Supremo de Justicia, 
ni el Fiscal o la Fiscal General de la Repú-
blica, ni el Contralor o Contralora General 
de la República, ni el Subcontralor o Sub-
contralora de la República, ni el Defensor 
o Defensora del Pueblo, ni el Presidente 
o Presidenta del Consejo Nacional Electo-
ral, ni los Gobernadores o Gobernadoras 
de los Estados, ni los Diputados o Dipu-
tadas de los Consejos Legislativos de los 
Estados, ni el Contralor o Contralora de los 
Estados, ni el Procurador o Procuradora 
Estadal, ni los Alcaldes o Alcaldesas de los 
Municipios, ni los Alcaldes o Alcaldesas de 
los Distritos Metropolitanos, ni los Conce-
jales o Concejalas de los Municipios, ni el 
Síndico Procurador o Síndica Procuradora 
Municipal, ni el Presidente o Presidenta 
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del Banco Central de Venezuela, podrán, 
por si mismos, ni por medio de personas 
interpuestas, vender ni comprar Bienes 
Públicos, ni celebrar con la República, los 
estados, los municipios o los distritos, de-
pendiendo del nivel al cual pertenezca el 
funcionario o funcionaria público, contrato 
de ninguna especie.

Dichas prohibiciones se aplicarán igual-
mente a los parientes hasta el cuarto gra-
do de consanguinidad y segundo de afini-
dad de todas las personas señaladas en el 
presente artículo, así como a las personas 
jurídicas en las que todas las personas 
antes referidas tengan una participación 
superior al cinco (5%) del capital social 
o del patrimonio según el caso, antes de 
adquirirse el derecho real.

Estas prohibiciones rigen hasta doce 
meses después de que las personas im-
pedidas cesen o renuncien en sus res-
pectivos cargos.

Los actos administrativos o contratos 
que se suscriban contraviniendo lo dis-
puesto en el presente artículo, son nulos 
de pleno derecho sin perjuicio de las res-
ponsabilidades civiles, penales, adminis-
trativas o de cualquier otra índole a que 
hubiere lugar.

Aplicación preferente
Artículo 14. Las normas contenidas en 
leyes especiales, que regulen los bienes 
a que se refiere este Título, se aplicarán 
en tanto no contradigan las disposiciones 
establecidas en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

Supletoriedad de la ley
Artículo 15. Se regirán por sus respec-
tivas leyes y sólo supletoriamente por lo 
establecido en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica:

1. �Los yacimientos mineros y de hidrocar-
buros, cualquiera que sea su naturaleza, 
existentes en el territorio nacional, bajo 
el lecho del mar territorial, en la zona 
económica exclusiva y en la plataforma 
continental.

2. �Los espacios lacustre y fluvial, mar te-
rritorial, áreas marinas interiores, histó-
ricas y vitales y las comprendidas dentro 
de las líneas de base recta que ha adop-
tado o adopte la República; las costas 
marinas; el suelo y subsuelo de éstos; el 
espacio aéreo continental, insular y ma-
rítimo y los recursos que en ellos se en-
cuentran, incluidos los genéticos, los de 
las especies migratorias, sus productos 
derivados y los componentes intangibles 
que por causas naturales allí se hallen.

3. �Los Bienes Públicos empleados direc-
tamente para la seguridad y defensa de 
bienes y personas.

4. �El espectro radioeléctrico.

5. �Las tierras baldías.

6. �Las tierras propiedad del Instituto Na-
cional de Tierras y las que por ley le de-
ban pertenecer.

7. �Los Bienes Públicos empleados directa-
mente por las Industrias Básicas Pesa-

das en poder del Estado, en las labores 
de aprovechamiento y/o transformación 
de los recursos naturales a su cargo. 

8. �Los Bienes Públicos enmarcados en 
procesos de privatizaciones.

9. �Los estupefacientes y sustancias psico-
trópicas, así como las sustancias quími-
cas, precursoras y esenciales suscep-
tibles de ser desviadas a la fabricación 
ilícita de drogas.

10. �Los haberes de los fondos públicos de 
prestaciones, pensiones y jubilaciones.

11. �Los bienes de valor artístico e históri-
co propiedad de la República, los esta-
dos, los municipios o los distritos, sin 
perjuicio de que sean incluidos en los 
registros de bienes establecidos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica.

TÍTULO II
SISTEMA DE BIENES PÚBLICOS

Capítulo I
Régimen Normativo

Creación 
Artículo 16. Se crea el Sistema de Bie-
nes Públicos, integrado por el conjunto 
de principios, normas, órganos, entes y 
procesos que permiten regular, de manera 
integral y coherente, la adquisición, uso, 
administración, mantenimiento, registro, 
supervisión y disposición de los Bienes 
Públicos, dentro del Sector Público defi-

nido en el artículo 4º del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgá-
nica, en función del cumplimiento de las 
políticas públicas, y que tiene a la Super-
intendencia de Bienes Públicos como ór-
gano rector, con la estructura organizativa 
que determine el Reglamento respectivo. 

Finalidad
Artículo 17. El Sistema de Bienes Públi-
cos tiene por finalidades:

1. �Contribuir al desarrollo de la Nación, 
promoviendo el saneamiento de los 
Bienes Públicos, a los fines de alcanzar 
una eficiente gestión en el uso, mante-
nimiento y disposición de los mismos.

2. �Ordenar, integrar y simplificar los pro-
cedimientos para la adquisición, regis-
tro, administración, disposición y su-
pervisión de los Bienes Públicos en el 
Sector Público, con el objeto de lograr 
una gestión eficiente.

Principios
Artículo 18. Son principios del Sistema 
de Bienes Públicos:

1. �La primacía de las disposiciones del 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica y sus normas 
reglamentarias y complementarias, 
dada la especialidad de las mismas, 
como parte del Sistema de Bienes Pú-
blicos, sobre las que en contravención 
o menoscabo de estas puedan dictarse.

2. �La supervisión permanente a cargo del 
órgano rector, de los actos de adquisi-
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ción, registro, administración y dispo-
sición respecto de los Bienes Públicos, 
ejecutados por los órganos y entes del 
Sector Público.

3. �La transparencia en los procedimientos 
de adquisición, registro, administración 
y disposición de los Bienes Públicos.

4. �La vigilancia por parte de los ciudada-
nos y ciudadanas dentro de las activi-
dades de registro, administración y dis-
posición de los Bienes Públicos, como 
principio activo de la contraloría social.

5. �La eficacia en el cumplimiento de los 
objetivos y metas fijados en las nor-
mas, planes y compromisos de gestión, 
por parte de los órganos y entes que lo 
conforman, bajo la orientación de las 
políticas y estrategias establecidas por 
la Superintendencia de Bienes Públicos.

6. �La eficiencia en la utilización de los re-
cursos públicos que le son asignados 
para el logro de sus metas y objetivos, 
el cual propenderá a la utilización racio-
nal de los recursos humanos, materia-
les y presupuestarios.

7. �La responsabilidad patrimonial en la ad-
ministración, uso y disposición de los 
bienes propiedad de los órganos y entes 
que lo integran, de conformidad con la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y la ley, sin perjuicio de 
la responsabilidad que le corresponda a 
sus funcionarios o funcionarias por su 
actuación.

Conformación
Artículo 19. Los órganos y entes que 
conforman el Sistema de Bienes Públicos, 
en cuanto adquieren, usan, administran, 
mantienen, registran, supervisan y dispo-
nen Bienes Públicos, son los siguientes:

1. �La Superintendencia de Bienes Públi-
cos, como órgano rector.

2. �Las máximas autoridades de los órga-
nos y entes que conforman el Sector 
Público, señalados en el artículo 4º del 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica.

3. �Las Unidades encargadas de la admi-
nistración y custodia de los Bienes Pú-
blicos en los órganos y entes del Poder 
Público Nacional, en los estados, mu-
nicipios, distritos, distritos metropolita-
nos y en los entes no territoriales, como 
responsables patrimoniales.

Coordinación entre los Integrantes
 del Sistema de Bienes Públicos

Artículo 20. Los órganos y entes del 
Sector Público, en el ámbito de sus com-
petencias, colaborarán con la Superinten-
dencia de Bienes Públicos, como órgano 
rector del Sistema de Bienes Públicos en 
el ejercicio de sus atribuciones, bajo los 
principios previstos en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica. Asimismo, la Superintendencia 
de Bienes Públicos, apoyará a los diferen-
tes órganos y entes del Sector Público, 
fomentando la corresponsabilidad.

Unidades de Bienes Públicos
Artículo 21. A los fines de dar cumpli-
miento al artículo precedente, se ordena la 
creación de una instancia administrativa, 
como unidad responsable patrimonialmen-
te de los Bienes Públicos, en cada órgano 
y ente del Sector Público, señalados en el 
artículo 4º del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, las cuales, 
sin menoscabo de la autonomía de los Po-
deres Públicos distintos al Poder Público 
Nacional, deberán ajustarse a lo previsto 
en el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica, sus Reglamentos y 
demás normas que dicte la Superintenden-
cia de Bienes Públicos en la materia, en lo 
relativo a la adquisición, uso, mantenimien-
to, registro y disposición de sus bienes y de 
los que se encuentren a su cargo.

Dichas unidades funcionarán bajo los 
criterios de cooperación y colaboración 
entre las distintas ramas del Poder Públi-
co, fundamentándose esta en las normas, 
lineamientos, directrices y pautas técni-
cas dictadas por la Superintendencia de 
Bienes Públicos, sin perjuicio de la auto-
nomía constitucional de aquellas.

Las disposiciones contempladas en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica y sus Reglamentos y en 
las normas que dicte la Superintendencia 
de Bienes Públicos, relativas al registro, 
conservación y mantenimiento de Bienes 
Públicos, serán de observancia obligatoria 
para los estados, municipios, distritos, dis-
tritos metropolitanos, entes públicos no te-
rritoriales, demás entes y organismos que 
conforman estos niveles de gobierno.

Capítulo II
Superintendencia

de Bienes Públicos

Creación
Artículo 22. Se crea la Superintendencia 
de Bienes Públicos, como servicio descon-
centrado especializado, sin personalidad 
jurídica, dependiente del Ministerio del Po-
der Popular con competencia en materia de 
Finanzas, con autonomía económica, técni-
ca y capacidad de gestión administrativa, 
operativa, presupuestaria, financiera y de 
disposición, para ejercer la rectoría del Sis-
tema de Bienes Públicos, el cual se regirá 
por el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley Orgánica y su Reglamento.

La organización, autogestión y funciona-
miento de la Superintendencia de Bienes 
Públicos se establece en el Reglamento 
interno que a tales efectos se dicte, en ob-
servancia a lo previsto en el Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de 
la Administración Pública.

Estructura
Artículo 23. La Superintendencia de 
Bienes Públicos a fin de optimizar su fun-
cionamiento orgánico desarrollará sus 
funciones en un Nivel Superior, un Nivel 
de Apoyo y un Nivel Sustantivo.

La estructura organizativa y funcional de 
la Superintendencia de Bienes Públicos 
será establecida por el Superintendente 
o la Superintendenta de Bienes Públicos, 
mediante un Reglamento Interno, previa 
opinión favorable del Ministro o Ministra 
del Poder Popular con competencia en 
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materia de Finanzas, el cual será publicado 
en la Gaceta Oficial de la República Boliva-
riana de Venezuela.

Niveles Sustantivos
de la Superintendencia

de Bienes Públicos
Artículo 24. La Superintendencia de Bie-
nes Públicos, a los fines de atender el nivel 
sustantivo, establecerá en su estructura, la 
organización de sus procesos medulares 
de la forma siguiente: Registro de Bienes, 
Registro de Peritos Avaluadores, Gestión 
Patrimonial de Bienes, Supervisión y Fis-
calización de Bienes Públicos, Normas 
Técnicas y Capacitación.

Normas Técnicas y Capacitación
Artículo 25. La Dirección encargada de 
las Normas Técnicas y Capacitación tendrá 
las atribuciones siguientes: 

1. �Emisión, formulación, evaluación y re-
visión de las normas e instrumentos 
complementarios, destinados a regular 
y controlar las actividades que realizan 
los órganos y entes del Sector Público 
respecto a sus Bienes Públicos. 

2. �Implementación de los Planes y Progra-
mas de formación y capacitación de los 
funcionarios y funcionarias públicos, 
además de todas aquellas personas na-
turales o jurídicas que la requieran; de 
conformidad con las disposiciones es-
tablecidas en la normativa legal vigente.

3. �Aquellas otras que a tal efecto se esta-
blezca mediante normativa dictada por 
la Superintendencia de Bienes Públicos.

Registro de Bienes
Artículo 26. La Dirección encargada del 
Registro de Bienes, tendrá las atribucio-
nes siguientes:

1. �Registro, control y seguimiento de los 
bienes muebles, inmuebles, activos 
intangibles, activos financieros y accio-
nes del Sector Público, sean estos de 
dominio público o privado, con especi-
ficación del órgano y ente que ostente 
la titularidad de la propiedad, asigna-
ción o adscripción de los mismos; los 
derechos patrimoniales incorporales y 
los bienes georreferenciados de valor 
artístico e histórico.

2. �Aquellas otras que a tal efecto se esta-
blezca mediante normativa dictada por 
la Superintendencia de Bienes Públicos.

Registro de Peritos
Artículo 27. La Dirección encargada del 
Registro de Peritos, tendrá las atribucio-
nes siguientes: 

1. �Desarrollar y mantener el Registro de 
acreditación y actualización de Peritos 
Avaluadores y el Catastro Inmobiliario 
del Sector Público de conformidad 
con lo establecido en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica.

2. �Aquellas otras que a tal efecto se esta-
blezca mediante normativa dictada por 
la Superintendencia de Bienes Públicos.

Gestión Patrimonial de Bienes
Artículo 28. La Dirección encargada de 
la Gestión Patrimonial de Bienes tendrá las 
atribuciones siguientes: 

1. �Normar e implementar procedimientos 
para regular las medidas en cuanto a 
la administración de Bienes Públicos, 
cumpliendo lo previsto en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica, conforme a los actos 
administrativos que la Superintenden-
cia de Bienes Públicos dicte para su 
aplicación en actos de adquisición, 
administración, disposición, registro, 
supervisión, inscripción, saneamien-
to, incorporación, desincorporación 
que determine el control de bienes 
patrimoniales.

2. �Aquellas otras que a tal efecto se esta-
blezca mediante normativa dictada por 
la Superintendencia de Bienes Públicos.

Supervisión y Fiscalización 
de Bienes Públicos

Artículo 29. La Dirección encargada de la 
Supervisión y Fiscalización de Bienes Públi-
cos tendrá las atribuciones siguientes:

1. �La inspección, supervisión y diagnós-
tico permanente en cuanto al uso, con-
servación, mantenimiento, protección, 
adquisición, disposición, incorporación, 
enajenación, registro, guarda, control, 
custodia, administración y ubicación 
de los Bienes Públicos; la existencia 
de bienes ocultos, desconocidos o que 
sean declarados en estado de abandono, 
pertenecientes a los órganos y entes de 

la Administración Pública, y los actos y 
demás actividades respecto a los Bienes 
Públicos, ejecutados por los órganos 
y entes del Sector Público. Así mismo, 
ejercer la potestad investigativa para la 
tramitación de solicitudes, denuncias y 
contravenciones ocurridas con ocasión 
a la ejecución de los actos y actividades 
en materia de Bienes Públicos.

2. �Aquellas otras que a tal efecto se esta-
blezca mediante normativa dictada por 
la Superintendencia de Bienes Públicos.

Competencias
Artículo 30. Son competencias de la Su-
perintendencia de Bienes Públicos:

�1. �Participar en la formulación de las po-
líticas para la administración, registro 
y disposición de los Bienes Públicos. 

2. �Proponer y promover normas legales 
destinadas al fortalecimiento del Sis-
tema de Bienes Públicos, priorizando 
la modernización del Estado y los fi-
nes sociales que persigue el mismo. 

3. �Emitir opinión, asesorar y coordinar las 
actividades de las unidades administra-
tivas competentes del Sector Público, 
en todo lo conducente al cumplimien-
to de las políticas y normas en materia 
de Bienes Públicos, sin perjuicio de 
las competencias que en materia de 
asesoría jurídica le corresponde a la 
Procuraduría General de la República. 

4. �Evacuar consultas, interpretar y emi-
tir pronunciamientos institucionales 
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sobre Bienes Públicos, con carácter 
orientador, sin perjuicio de las com-
petencias que en materia de aseso-
ría jurídica le corresponde a la Pro-
curaduría General de la República. 

5. �Dictar las normas e instrucciones técni-
cas en las materias de su competencia.

 
6. �Establecer, mediante las correspon-

dientes normas técnicas, los proce-
dimientos destinados al registro y 
disposición de los Bienes Públicos. 

7. �Supervisar el cumplimiento de los proce-
dimientos establecidos para el registro, 
administración y disposición de Bienes 
Públicos, en los casos previstos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica y su Reglamento.

8. �Remitir al órgano competente del Siste-
ma Nacional de Control Fiscal las comu-
nicaciones y/o expedientes administrati-
vos a que haya lugar, con ocasión del in-
cumplimiento de las normas previstas en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica y su Reglamento. 

9. �Definir los criterios para la racionalización 
de la construcción, reconstrucción, adap-
tación, adquisición, identificación, recuen-
to físico, valuación, enajenación, conserva-
ción, mantenimiento y aprovechamiento de 
los inmuebles destinados al funcionamien-
to de los órganos y entes del Sector Público. 

10. �Mantener información actualizada 
acerca de la existencia, valor, ubica-
ción, necesidades y excedentes de 

los Bienes Públicos y de su estado 
de conservación y funcionamiento. 

11. �Acceder a los registros y bases de da-
tos de los órganos y entes que con-
forman el Sector Público, respecto de 
los actos de registro, administración 
y disposición de los Bienes Públicos, 
con las excepciones establecidas en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica, en el marco 
del Sistema de Bienes Públicos y sin 
perjuicio de la autonomía de los dife-
rentes niveles políticos territoriales. 

12. �Mantener relaciones con las dependencias 
correspondientes de los entes u órganos 
de los estados, municipios, distritos y 
distritos metropolitanos, así como de los 
entes públicos no territoriales, de modo 
que el registro y disposición de bienes 
en esas entidades pueda efectuarse en el 
ámbito del Sistema de Bienes Públicos. 

13. �Tramitar las denuncias de bienes ocul-
tos o desconocidos, conforme a lo 
previsto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

14. �Ordenar, previa autorización de la 
Comisión de Enajenación de Bienes 
Públicos, el remate, venta, donación 
o destrucción, de los bienes, mer-
cancías o efectos que sean objeto de 
una medida de comiso firme mediante 
acto administrativo o sentencia defi-
nitivamente firme y los que mediante 
sentencia definitivamente firme o pro-
cedimiento de ley, sean puestos a la 
orden del Tesoro Nacional. 

15. �Ordenar el remate, venta, donación o 
destrucción, de los efectos retenidos, 
embargados o en situación de comiso 
que estén expuestos a pérdida, dete-
rioro o corrupción, o que sean de difí-
cil administración.

16. �Ordenar, previa autorización de la Comi-
sión de Enajenación de Bienes Públicos, 
el remate, venta, donación, permuta o 
destrucción de mercancías o bienes de-
claradas legalmente abandonadas o en 
desuso, con excepción a lo previsto en la 
norma que rige la materia.

 
17. �Ordenar, previa autorización de la Comi-

sión de Enajenación de Bienes Públicos, 
el remate, venta, donación o destrucción 
de los bienes propiedad de la República 
cuya administración le corresponda.

18. �Autorizar, previo el cumplimiento de las 
formalidades presupuestarias de ley, el 
reintegro de sumas de dinero ingresa-
das al Tesoro Nacional, derivadas de la 
disposición de bienes provenientes de 
retenciones, embargos, incautaciones 
o comisos, cuando la respectiva medi-
da haya sido declarada sin efecto.

19. �Efectuar convenimientos, transaccio-
nes o concesión de plazos para el pago 
de deudas relativas a Bienes Públicos 
propiedad de la República, previa opi-
nión expresa por parte de la Procura-
duría General de la República.

20. �Establecer e imponer las sanciones pe-
cuniarias y administrativas a que haya 
lugar, de conformidad con el presente 

Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica.

21. �Llevar un registro actualizado de 
profesionales tasadores de bienes. 

22. �Emitir opinión en los casos que esta-
blezca el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

23. �Establecer los lineamientos para el 
diagnóstico del estado físico, legal y 
administrativo de los Bienes de los ór-
ganos y entes del Sector Público, en 
el marco de las atribuciones conferi-
das en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

24. �Crear o eliminar oficinas o dependen-
cias de la Superintendencia de Bienes 
Públicos en todo el territorio de la 
República, previa aprobación del Mi-
nistro o Ministra con competencia en 
materia de Finanzas.

25. �Las atribuciones que le atribuya el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica y su Reglamento, y 
las demás que le asignen las leyes.

Deberes de la Superintendencia
de Bienes Públicos

Artículo 31. Son deberes de la Superin-
tendencia de Bienes Públicos:

1. �Cuantificar y cualificar las necesidades y 
excedentes inmobiliarios del Sector Pú-
blico Nacional atendiendo a las caracte-
rísticas de los inmuebles requeridos y 
disponibles y a su localización;
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2. �Revisar el catastro de la propiedad in-
mobiliaria del Sector Público Nacional, 
para determinar la existencia de inmue-
bles disponibles o, en su defecto, la 
necesidad de adquirir o construir otros 
inmuebles; y, 

3. �Proponer al órgano o ente interesado, 
los inmuebles disponibles.

Superintendente o
Superintendenta de Bienes Públicos
Artículo 32. La Superintendencia de 
Bienes Públicos actuará bajo la autoridad, 
responsabilidad y dirección de un Super-
intendente o una Superintendenta de Bie-
nes Públicos, quien será un funcionario o 
funcionaria pública de libre nombramiento 
y remoción, designado o designada por el 
Presidente o Presidenta de la República.

El Superintendente o la Superintendenta 
de Bienes Públicos debe ser venezola-
no o venezolana, mayor de treinta años, 
profesional universitario, de reconocida 
solvencia moral, con experiencia en car-
gos gerenciales o de responsabilidad en el 
Sector Público o privado, relacionado con 
las competencias en la materia de Bienes 
Públicos.

Inhabilidades
Artículo 33. No podrá ser designado 
Superintendente o Superintendenta de 
Bienes Públicos: 

1. �Las personas declaradas en quiebra 
culpable o fraudulenta, en estado de 
atraso, los administradores o adminis-
tradoras de la empresa en dicha situa-

ción, y los condenados o condenadas 
por delitos o faltas contra la propiedad, 
la fe pública, el patrimonio público, den-
tro de los cinco años siguientes a que 
se haya cumplido la condena. 

2. �Haber sido inhabilitado o destituido de 
cargo público o haber cesado en él por 
falta grave.

Atribuciones
del Superintendente o

Superintendenta
de Bienes Públicos

Artículo 34. Son atribuciones del Su-
perintendente o la Superintendenta de 
Bienes Públicos:

1. �Ejercer la dirección, actuar como auto-
ridad y ejecutar las competencias atri-
buidas a la Superintendencia de Bienes 
Públicos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y su Reglamento.

2. �Dictar los actos administrativos generales 
o particulares inherentes a las competen-
cias atribuidas a la Superintendencia de 
Bienes Públicos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y su Reglamento. 

3. �Ordenar e instruir a los órganos y entes 
del Sector Público, la consignación en 
el lapso legal establecido y en el forma-
to requerido, de los datos, documentos, 
informes, libros, normas, archivos físi-
cos, digitales, estadísticos y contables, 
expedientes, tanto de sus oficinas como 
de sus sucursales, incluyendo sus sis-

temas de información, equipos de com-
putación y cualesquiera otra base de 
datos o información que considere, en 
los términos previstos en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica y su Reglamento.

4. �Dictar las medidas preventivas que juz-
gue necesarias en los ámbitos jurídico, 
técnico y financiero, para el control, su-
pervisión y fiscalización de los bienes 
públicos, corregir irregularidades o fal-
tas de cualquier índole que advierta en 
las operaciones de los órganos y entes 
del Sector Público, establecidos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica y su Reglamen-
to, debiendo informar previamente al Mi-
nistro o Ministra del Poder Popular con 
competencia en materia de Finanzas. 

5. �Evacuar de manera oportuna y adecua-
da las consultas que formulen los inte-
resados e interesadas en relación con 
la actividad de la Superintendencia de 
Bienes Públicos. 

6. �Iniciar, sustanciar y decidir los respec-
tivos procedimientos administrativos, 
de inspección y sancionatorios, en los 
términos establecidos en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica. 

7. �Asistir técnicamente en materia de 
bienes públicos, a los órganos y entes 
del Sector Público, a los efectos de dar 
cumplimiento a los procedimientos es-
tablecidos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

8. �Planificar, elaborar y ejecutar el presu-
puesto anual de ingresos y gastos de 
la Superintendencia de Bienes Públi-
cos, así como establecer los objetivos 
y proyectos a cumplir en cada ejercicio 
presupuestario, de conformidad con los 
lineamientos emanados del Ejecutivo 
Nacional. 

9. �Establecer el Régimen de Personal de 
la Superintendencia de Bienes Públicos, 
administrar el talento humano y dictar 
los actos administrativos de carácter 
general o particular de naturaleza fun-
cionarial de acuerdo al presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgá-
nica y su Reglamento. Asimismo, sus-
cribir los actos referidos a la relación de 
empleo del personal contratado y obre-
ro al servicio de la Superintendencia de 
Bienes Públicos. 

10. �Suscribir los contratos que sean ne-
cesarios para el cumplimiento de los 
fines de la Superintendencia de Bienes 
Públicos y adquirir o enajenar los bie-
nes y servicios requeridos por ésta. 

11. �Dictar el Reglamento interno de orga-
nización y funcionamiento de la Super-
intendencia de Bienes Públicos y los 
manuales de normas y procedimien-
tos, así como las demás regulaciones 
necesarias para el funcionamiento de 
la misma.

12. �Presentar al Ministro o Ministra del 
Poder Popular con competencia en 
materia de Finanzas, el informe de 
gestión, así como cualquier otra docu-
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mentación, de acuerdo a lo previsto en 
el Reglamento Orgánico del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica. 

13. �Ejercer la potestad sancionatoria en los 
casos establecidos en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica. 

14. �Asumir la administración e intervención 
de los bienes públicos declarados legal-
mente en abandono, desuso o privados 
de su destino útil, de conformidad con 
lo dispuesto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y su Reglamento. 

15. �Someter a la consideración y autoriza-
ción de la Comisión de Enajenación de 
Bienes Públicos, las solicitudes de Ena-
jenación y desincorporación de Bienes 
que sean propiedad, o que se encuen-
tren adscritos a los órganos y entes del 
Sector Público Nacional. 

16. �Otorgar la opinión favorable o no a las 
adquisiciones de bienes inmuebles 
realizadas por los órganos y entes del 
Sector Público Nacional. 

17. �Delegar en funcionarios de la Super-
intendencia de Bienes Públicos, las 
funciones, atribuciones o firmas que 
juzgue necesario, de acuerdo con las 
normas legales vigentes. 

18. �Verificar el cumplimiento de las deci-
siones adoptadas en materia de mer-
cancías declaradas legalmente aban-

donadas, conforme lo previsto en la 
norma especial que regula la materia. 

19. �Establecer los parámetros para el 
diseño y mantenimiento de los com-
ponentes de organización y funcio-
namiento del Registro de Peritos y el 
Registro General de Bienes Públicos, 
conforme a las disposiciones conte-
nidas en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica y 
su Reglamento.

20. �Suspender a los Peritos Avaluadores 
certificados por la Superintendencia de 
Bienes Públicos, infractores del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica. 

21. �Establecer las tarifas máximas que co-
brarán los peritos avaluadores por la 
prestación de los servicios ofertados 
en materia de bienes públicos, a los 
órganos y entes del Sector Público. 

22. �Establecer las directrices para el de-
sarrollo de planes, programas y pro-
yectos destinados a la conservación 
física, al orden legal y administrativo 
de los Bienes Públicos.

23. �Designar al secretario o secretaria con 
su respectivo suplente, de la Comisión 
de Enajenación de Bienes Públicos. 

24. �Las demás que le atribuya el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica y su Reglamento.

Funciones, atribuciones y
deberes comunes de los órganos

y entes que conforman el
 Sistema de Bienes Públicos

Artículo 35. Son funciones, atribuciones 
y deberes compartidos de la Superinten-
dencia de Bienes Públicos y las Unidades 
encargadas de los Bienes Públicos:

1. �Realizar el diagnóstico de los Bienes 
Públicos.

2. �Requerir información a los particulares 
que ejerzan o hayan ejercido algún de-
recho sobre Bienes Públicos.

3. �Recibir y atender denuncias y suge-
rencias de la ciudadanía, relacionadas 
con el manejo y administración de los 
Bienes Públicos, debiendo mantener la 
identidad de los denunciantes y el con-
tenido de la denuncia, protegidos por el 
principio de reserva.

Régimen presupuestario
de la Superintendencia

de Bienes Públicos
Artículo 36. El Presupuesto anual de la 
Superintendencia de Bienes Públicos será 
aprobado por el Ministro o Ministra con 
competencia en materia de Finanzas.

Estará a cargo del Superintendente o la 
Superintendenta de Bienes Públicos la 
elaboración, administración, ejecución y el 
control del presupuesto anual de la Super-
intendencia de Bienes Públicos.

El presupuesto anual de la Superintenden-
cia de Bienes Públicos será financiado con 

los aportes presupuestarios que le asigne 
el Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de Finanzas, los in-
gresos propios que se deriven de la admi-
nistración y disposición de los Bienes Pú-
blicos, los recaudados por conceptos de 
imposición de sanciones administrativas o 
pecuniarias conforme a lo que establezca 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica y su Reglamento, 
así como cualesquiera otros ingresos que 
obtenga la Superintendencia de Bienes 
Públicos en uso de sus atribuciones.

Régimen funcionarial
Artículo 37. Los funcionarios o funcio-
narias de la Superintendencia de Bienes 
Públicos, en su condición de funcionarias o 
funcionarios públicos, tendrán las atribucio-
nes, derechos y deberes que les sean esta-
blecidos en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, su Estatuto 
Funcionarial Interno y el respectivo Manual 
Descriptivo de Clases de Cargos.

Lo no contemplado en la materia dentro de 
dichas normas, será regulado por la Ley 
del Estatuto de la Función Pública y por el 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica del Trabajo de los Trabajadores y 
las Trabajadores, en lo que le sea aplicable.

Del Estatuto Funcionarial Interno
Artículo 38. El Estatuto Funcionarial 
Interno de la Superintendencia de Bienes 
Públicos contemplará todo lo relativo a 
los ingresos, concursos, clasificación y 
remuneración de cargos, beneficios so-
ciales, desarrollo y capacitación, sistema 
de evaluación, compensaciones, ayudas, 
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ascensos, traslados, licencias, régimen de 
vacaciones y egresos. 

Comisión de Enajenación
de Bienes Públicos

Artículo 39. Se crea la Comisión de Ena-
jenación de Bienes Públicos, como órgano 
de la Superintendencia de Bienes Públicos 
facultada para autorizar la enajenación de 
los Bienes Públicos que sean propiedad, 
o que se encuentren adscritos a alguno 
de los órganos o entes que conforman 
el Poder Público Nacional, en todas sus 
instancias, la cual estará conformada por 
el o la Superintendenta de Bienes Públi-
cos, quien presidirá la misma, y cuatro 
miembros principales y sus respectivos 
suplentes, de libre elección y remoción del 
Presidente o Presidenta de la República.

Actuación de los particulares
 ante el órgano jurisdiccional

Artículo 40. Las Providencias emitidas 
por la Superintendencia de Bienes Públicos 
respecto de Bienes Públicos, que involucren 
intereses de particulares, serán recurribles 
ante el órgano jurisdiccional conforme a la 
normativa vigente.

Capacitación por parte
del órgano rector

Artículo 41. La Superintendencia de 
Bienes Públicos brindará capacitación 
permanente al personal técnico que tenga 
bajo su cargo la administración y custodia 
de Bienes Públicos.

TÍTULO III
NORMAS GENERALES

PARA LA ADMINISTRACIÓN
DE LOS BIENES PÚBLICOS

CAPÍTULO I
Registro General

de Bienes Públicos

Sistema de Información 
Artículo 42. La Superintendencia de 
Bienes Públicos diseñará y mantendrá un 
sistema de información actualizado sobre 
los Bienes Públicos, que permita mostrar 
permanentemente:

1. �Indicación de los bienes, acciones y 
derechos propiedad del Sector Público, 
sean éstos del dominio público o priva-
do, con especificación del órgano o ente 
que ostente la titularidad de la propiedad, 
asignación o adscripción de los mismos; 
los derechos patrimoniales incorporales 
y los bienes georreferenciados de valor 
artístico e histórico.

2. �Forma, fecha y valor de adquisición, en 
caso de no poseer dicho valor señalar 
un valor referencial de acuerdo a la fe-
cha de adquisición.

2. �Estado de conservación, uso y manteni-
miento del bien.

3. �Ubicación geográfica y georreferencia-
da del bien.

4. �Responsable patrimonial del mantenimien-
to, conservación y protección del bien.

5. �Valor de mercado actualizado del bien.

6. �Cualquier otra información que se estime 
conveniente para la correcta ubicación y 
clasificación de los Bienes Públicos.

7. �Dicho sistema se denominará Registro 
General de Bienes Públicos y deberá es-
tar soportado en medios informáticos. 
Los requisitos de integración, seguri-
dad y control del sistema de informa-
ción indicado en el presente artículo, 
se establecerán mediante Providencia 
Administrativa emitida por la Superin-
tendencia de Bienes Públicos. 

Obligación de registro 
Artículo 43. Las Unidades Administrati-
vas que en cada órgano o ente del Sec-
tor Público administren Bienes Públicos, 
deberán llevar registro de los mismos, de 
conformidad con las normas e instructi-
vos que al efecto dicte la Superintendencia 
de Bienes Públicos.

Veracidad y Entrega
de la información

Artículo 44. La Superintendencia de Bie-
nes Públicos velará por la consistencia e 
integridad del Registro General de Bienes 
Públicos, con base en la información con-
tenida en los registros de las Unidades ad-
ministrativas encargadas de la gestión de 
los Bienes Públicos dentro de cada órgano 
o ente que conforma el Sector Público. 
Los órganos y entes del Sector Público 
deberán rendir información actualizada 
del inventario de bienes, dentro de los pri-
meros quince días continuos siguientes al 
vencimiento de cada trimestre.

La Superintendencia de Bienes Públicos 
establecerá los mecanismos y parámetros 
para la rendición de la información a que 
se refiere el presente artículo.

Formación del Catastro 
Georreferenciado

Artículo 45. A los efectos de la formación 
del Catastro Georreferenciado a que se re-
fiere en el presente capitulo, se inscribirán 
en los registros de las Unidades Adminis-
trativas que gestionen Bienes Públicos:

1. �Los títulos por los cuales se enajene, modi-
fique, grave o extinga el dominio, posesión 
y los demás derechos reales de los bienes 
inmuebles propiedad del Sector Público.

2. �Los contratos de comodato y de arren-
damiento sobre los bienes inmuebles 
propiedad del Sector Público.

3. �Las decisiones de ocupación y senten-
cias relacionadas con los bienes inmue-
bles propiedad del Sector Público que 
dicte la autoridad judicial.

4. �Los títulos supletorios y justificativos 
de perpetua memoria promovidos para 
acreditar la propiedad, la posesión y el 
dominio del Sector Público sobre bie-
nes inmuebles.

5. �Las sentencias judiciales o de árbitros 
que produzcan alguno de los efectos 
mencionados en el numeral 1 del pre-
sente artículo.

6. �Las decisiones, sentencias o actos que 
incorporen o desincorporen del dominio 
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público determinados bienes inmuebles 
propiedad del Sector Público.

Obligación de informar
Artículo 46. Los funcionarios, funcio-
narias y demás trabajadores al servicio 
de los órganos y entes sujetos al presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica, tendrán el deber de suministrar 
a la Superintendencia de Bienes Públicos, 
en el ámbito de sus competencias, la in-
formación requerida en la forma y oportu-
nidad que esta determine.

De igual manera, la Superintendencia de 
Bienes Públicos deberá mantener la debida 
coordinación y cooperación en las materias 
de su competencia con los órganos que 
conforman el Sistema Nacional de Control 
Fiscal, con el órgano del Poder Público 
Nacional competente en materia de Con-
tabilidad Pública, con el órgano del Poder 
Ejecutivo con competencia en materia de 
Control Interno, con los órganos y entes 
con competencia en materia de patrimonio 
histórico, artístico y cultural y con los órga-
nos y entes competentes en materia de re-
gistros estadísticos y conformación de las 
Cuentas Nacionales y mantendrá el inter-
cambio necesario con dichos órganos y en-
tes, a los fines de procurar la consistencia 
de los registros y cifras y el adecuado, cabal 
y oportuno registro y control de los Bienes 
Públicos y su respectivo valor contable.

Empresas de capital
mixto minoritario

Artículo 47. Las empresas o socieda-
des de cualquier tipo, en las que los in-
tegrantes del Sector Público cuenten con 

una participación inferior al cincuenta por 
ciento (50%) de su capital social o patri-
monial, según el caso, deberán remitir 
con la periodicidad y oportunidad que a tal 
efecto establezca el reglamento o la nor-
mativa técnica dictada por la Superinten-
dencia de Bienes Públicos, la información 
relativa al inventario de sus activos, a los 
fines del registro correspondiente en el 
Registro General de Bienes Públicos.

Obligación de los particulares 
e instituciones privadas

Artículo 48. Las instituciones privadas y 
los particulares que por cualquier concepto 
usen, posean, administren o tengan bajo 
su custodia bienes y derechos propiedad 
del Sector Público, estarán obligados a 
proporcionar los datos y los informes que 
les solicite la Superintendencia de Bienes 
Públicos, así como remitirle los registros o 
inventarios de dichos bienes.

Transferencia de bienes 
Artículo 49. Las máximas autoridades 
de los órganos emisor y receptor de Bienes 
Públicos sujetos a transferencia, emitirán 
un oficio dirigido a la Superintendencia de 
Bienes Públicos, contentivo de las especifi-
caciones del bien y las razones que motiva-
ron la transferencia.

CAPÍTULO II
Incorporación de Bienes 

Incorporación al Patrimonio
de la República de los bienes

que no tienen dueño
Artículo 50. Para la incorporación al 
patrimonio de la República de los bienes 

muebles e inmuebles que se encuentren 
en el territorio de la República y que no 
tengan dueño, el Superintendente o la 
Superintendenta de Bienes Públicos, soli-
citará la posesión real de ellos al Juez de 
Primera Instancia en lo Civil de la Circuns-
cripción Judicial correspondiente, quien la 
otorgará en forma ordinaria.

Incorporación al patrimonio 
de la República de mercancías 

abandonadas
Artículo 51. Las mercancías que se de-
claren abandonadas o que se encuentren 
en desuso, serán puestas a la orden del 
Tesoro Nacional mediante Providencia 
Administrativa, emitida por la Superinten-
dencia de Bienes Públicos.

Incorporación al patrimonio
de la República de bienes

provenientes de comiso,
aprehendidos o embargados

Artículo 52. Los bienes, mercancías o 
efectos, que sean objeto de una medida 
firme de comiso, a través de acto adminis-
trativo o sentencia definitivamente firme, 
serán puestos a la orden del Tesoro Nacio-
nal, mediante Providencia Administrativa, 
emitida por la Superintendencia de Bienes 
Públicos.

Cuando los bienes, mercancías o efec-
tos retenidos, aprehendidos o embarga-
dos estén conformados por productos 
perecederos o expuestos a deterioro o 
descomposición, la Superintendencia de 
Bienes Públicos, mediante Providencia 
Administrativa, podrá de manera excep-
cional cuando sea indispensable para la 

conservación del bien, autorizar su uso o 
disposición antes de dictarse sentencia en 
el asunto, sin que sea necesaria la autori-
zación previa por parte de la Comisión de 
Enajenación de Bienes Públicos.

Se exceptúa de la aplicación de este ar-
tículo, los bienes, mercancías o efectos, 
que sean objeto de comiso, mediante acto 
administrativo o sentencia definitivamente 
firme, cuyo procedimiento está previsto en 
las leyes especiales que regulan la materia. 

Construcción de bienes 
Artículo 53. Cuando se trate de cons-
trucción de bienes muebles o inmuebles 
por parte de un órgano o ente público, 
una vez efectuada la recepción definitiva 
del bien u obra, según lo estipulado a tal 
efecto en la Ley en materia de Contratacio-
nes Públicas, el órgano o ente contratante 
procederá a su incorporación y posterior 
inscripción y registro de conformidad con 
el ordenamiento jurídico vigente.

CAPÍTULO III
Adscripción, Posesión
y Custodia de Bienes

Propiedad y adscripción de bienes 
Artículo 54. Los Bienes Públicos que no 
sean propiedad de determinado órgano o 
ente del Sector Público, o que no le hayan 
sido expresamente adscritos o asignados 
para su uso, goce o disfrute, se considera-
rán propiedad de la República y su admi-
nistración estará a cargo de la Superinten-
dencia de Bienes Públicos.
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Responsables de bienes
Artículo 55. El órgano o ente que tenga 
la propiedad, custodia, protección, ads-
cripción o asignación de un Bien Públi-
co, nombrará un encargado o encargada, 
quien tendrá la responsabilidad de mante-
ner y administrar el mismo, respondiendo 
patrimonialmente por cualquier daño, pér-
dida o deterioro sufrido por el bien custo-
diado, en cuanto le sea imputable.

Quedan a salvo las responsabilidades del 
usuario final del Bien Público de que se tra-
te, conforme al correcto uso que se haga 
del bien.

Posesión de bienes 
Artículo 56. Los bienes en posesión, 
cuya propiedad no corresponda al órgano 
o ente que los posee y que no le hayan 
sido adscritos o asignados, serán consi-
derados en custodia o protección.

Facultad de la República
para retener 

los bienes que posea
Artículo 57. La República está faculta-
da para retener administrativamente los 
bienes que posea. Asimismo, podrá re-
cuperar por sí, la posesión indebidamente 
perdida sobre los bienes o derechos de su 
patrimonio.

CAPÍTULO IV
Adquisición de Bienes

Normativa aplicable a la
adquisición de bienes inmuebles

Artículo 58. La adquisición de bienes in-
muebles por parte de los órganos y entes 

que conforman el Sector Público se hará 
conforme a lo dispuesto en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica, salvo lo previsto en las disposi-
ciones legales especiales sobre la materia, 
bajo los criterios de racionalidad, economía 
y proporcionalidad del gasto.

Titularidad de los bienes 
Artículo 59. La propiedad de los bienes 
válidamente adquiridos por cualquier tí-
tulo, le estará conferida al órgano o ente 
que los haya adquirido, salvo disposición 
en contrario de leyes especiales que rijan 
sobre la materia y la administración y ges-
tión de los mismos le estará conferida al 
órgano o ente adquiriente, dentro de los 
límites de la Ley.

Modalidades de adquisición
Artículo 60. La adquisición de bienes por 
parte de los órganos y entes que conforman 
el Sector Público se hará mediante los pro-
cesos de compra, permuta, donación, da-
ción en pago, expropiación o cualquier otra 
medida judicial.

Deber de información
Artículo 61. Una vez que los órganos y 
entes que conforman el Sector Público rea-
licen la adquisición, construcción, recons-
trucción o adaptación de bienes inmuebles, 
remitirán a la Superintendencia de Bienes 
Públicos un informe acompañado de las co-
pias certificadas de los títulos de propiedad 
de los mismos, o Acta de recepción final de 
la obra según corresponda y del respectivo 
expediente administrativo o judicial, a los 
fines de incorporar dicha documentación al 
Registro General de Bienes Públicos.

Sin menoscabo de su autonomía constitu-
cional, los estados, municipios, distritos, 
distritos metropolitanos y entes públicos 
no territoriales, estarán obligados a infor-
mar a la Superintendencia de Bienes Pú-
blicos, sobre la adquisición, construcción, 
reconstrucción o adaptación de los bienes 
inmuebles de su propiedad. 

Visto bueno
Artículo 62. La adquisición de bienes in-
muebles por parte de los órganos y entes 
que conforman el Sector Público Nacional, 
deberá contar, previo a la adquisición del 
bien, con la opinión favorable por parte de 
la Superintendencia de Bienes Públicos.

Obligatoriedad de avalúos
Artículo 63. Para la adquisición de bienes 
inmuebles por parte de los órganos y entes 
que conforman el Sector Público, deberán 
considerarse un mínimo de dos avalúos ac-
tualizados y el precio de compra no podrá ser 
superior al avalúo que señale el monto mayor, 
salvo que por acto motivado presentado por 
la máxima autoridad del órgano o ente inte-
resado y oída la opinión favorable de la Su-
perintendencia de Bienes Públicos, se decida 
la adquisición del bien por un precio distinto.

En todo caso, la adquisición de bienes in-
muebles deberá contar con la aprobación 
escrita de la máxima autoridad del órgano 
o ente adquiriente, con indicación expresa 
y detallada de los términos y condiciones 
bajo los cuales se adquiere el bien.

Revisión de avalúos
Artículo 64. La Superintendencia de Bie-
nes Públicos podrá, mediante acto moti-

vado, rechazar cualesquiera de los avalúos 
presentados por el Sector Público Nacio-
nal conforme al presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
tomando en consideración para la motiva-
ción de dicho acto, las variables económi-
cas existentes a la fecha de presentación 
de los avalúos.

Designación de Peritos
Artículo 65. Sin perjuicio de las previsio-
nes legales sobre expropiaciones forzo-
sas, en las distintas operaciones inmobi-
liarias en las que intervengan los órganos 
y entes del Sector Público, será obligatorio 
designar peritos avaluadores para:

1. �Valuar los bienes inmuebles objeto de 
la operación;

2. �Verificar los cánones de arrendamien-
to que los órganos y entes del Sector 
Público deban cobrar cuando tengan el 
carácter de arrendadores, o pagar cuan-
do tengan el carácter de arrendatarios; y

3. �Realizar los justiprecios que fueren 
necesarios.

Acreditación de Peritos
Artículo 66. Los avalúos que fuere ne-
cesario realizar sobre bienes inmuebles 
del Sector Público deberán ser efectuados 
por personas de reconocida capacidad 
e idoneidad técnica, de acuerdo con su 
profesión y conocimientos prácticos en la 
materia objeto del avalúo y debidamente 
acreditados ante la Superintendencia de 
Bienes Públicos. 
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Presentación
de necesidades inmobiliarias

Artículo 67. Los órganos y entes del 
Sector Público Nacional, deberán presentar 
anualmente para su información a la Super-
intendencia de Bienes Públicos, un progra-
ma que contenga sus necesidades inmobi-
liarias para el cumplimiento de las funcio-
nes a su cargo durante el año siguiente. 

Sin menoscabo de su autonomía, los ór-
ganos y entes del Sector Público distintos 
del Sector Público Nacional, también par-
ticiparán a la Superintendencia de Bienes 
Públicos sus necesidades inmobiliarias.

CAPÍTULO V
Arrendamiento de Bienes 

Plazos 
Artículo 68. Los órganos y entes del Sec-
tor Público, salvo disposiciones especiales, 
pueden dar en arrendamiento los Bienes 
Públicos que tengan adscritos, asignados o 
de los cuales sean propietarios, hasta por 
los plazos señalados como límite máximo 
en el Código Civil.

Autorización de la Procuraduría
General de la República 

Artículo 69. En caso de arrendamien-
to de Bienes Públicos propiedad de la 
República, la Procuraduría General de la 
República podrá autorizar a la Superinten-
dencia de Bienes Públicos para ejercer, en 
determinados actos y para ciertos efectos, 
la representación de la República, en de-
fensa de los derechos inherentes a los Bie-
nes Públicos dados en arrendamiento, de 
conformidad con los términos previstos 

en el Decreto, con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley de Reforma Parcial del Decreto con 
Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de la República.

Bienes que pueden ser arrendados 
Artículo 70. Los órganos o entes del 
Sector Público sólo podrán arrendar bie-
nes muebles o inmuebles para su servicio 
mediante acto motivado, cuando las cir-
cunstancias así lo justifiquen. 

Atribuciones de 
la Superintendencia
de Bienes Públicos

Artículo 71. Corresponderá a la Super-
intendencia de Bienes Públicos dictar las 
normas y políticas para la revisión periódi-
ca de los contratos de arrendamiento que, 
con el carácter de arrendadores y respecto 
de bienes inmuebles, celebren los órganos 
o entes del Sector Público Nacional.

Obligatoriedad de avalúos
Artículo 72. Son aplicables para el 
arrendamiento de Bienes Públicos, las 
disposiciones contenidas en el Capítulo IV 
del presente Título, relativas a la tasación 
de los bienes.

Comodato de bienes 
Artículo 73. Los órganos y entes del Sec-
tor Público, salvo disposiciones especiales, 
pueden dar en comodato los Bienes Públicos 
que tengan adscritos, asignados o de los cua-
les sean propietarios, según las disposiciones 
del Código Civil, en los siguientes casos:

1. �Que el comodatario sea un órgano o 
ente del Sector Público.

2. �Que el bien sea destinado al desarrollo 
de un programa de interés público.

En ambos casos, el comodato no podrá 
exceder de quince (15) años, debiendo 
prever el respectivo contrato de como-
dato causales de rescisión anticipada, 
fundadas en el incumplimiento de las 
obligaciones del comodatario o en razo-
nes de interés público, sin perjuicio de 
la figura de la incorporación prevista en 
el artículo 124 del Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública.

CAPÍTULO VI
De las Concesiones, Permisos

y Autorizaciones

Normativa Aplicable para la
concesión de Bienes Públicos

Artículo 74. Las concesiones sobre Bie-
nes Públicos cuyo otorgamiento autoriza la 
Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, se regirán por lo dispuesto en las 
leyes especiales que regulen la materia de 
concesiones. 

Derechos que otorgan
las concesiones

Artículo 75. Las concesiones sobre 
Bienes Públicos no crean derechos rea-
les; sólo otorgan frente a la administra-
ción y sin perjuicio de terceros, el dere-
cho a realizar el uso, aprovechamiento 
o explotación del bien, de acuerdo con 
las reglas y condiciones que establezcan 
las leyes.

Atribuciones de 
la Superintendencia 
de Bienes Públicos

Artículo 76. En los casos en que los ór-
ganos o entes del Sector Público otorguen 
concesiones, permisos o autorizaciones 
sobre sus bienes inmuebles, deberá esta-
blecerse expresamente que a su término 
los mismos pasarán nuevamente al do-
minio del órgano o ente respectivo, co-
rrespondiéndole a la Superintendencia de 
Bienes Públicos, sin perjuicio de lo esta-
blecido en otras leyes, lo siguiente:

1. �Velar porque se inscriban en los regis-
tros de bienes de las Unidades Adminis-
trativas y en el Registro General de Bie-
nes Públicos, los documentos en que 
conste el derecho de reversión y vigilar 
que se efectúe ante el registro inmobi-
liario correspondiente, la inscripción de 
dicho derecho, haciéndose las notas 
marginales necesarias.

2. �Coordinar con el ente u órgano que 
corresponda, la imposición de gra-
vámenes sobre los bienes inmuebles 
destinados o afectos a los fines de la 
concesión. En este caso, los interesa-
dos deberán otorgar fianza a favor del 
ente u órgano respectivo por una canti-
dad igual a la del valor del bien, a fin de 
garantizar el derecho de reversión.

Derecho preferente
Artículo 77. Siempre que se acuerde la 
enajenación de Bienes Públicos, los titula-
res de derechos vigentes sobre ellos que 
resulten de concesiones otorgadas, ten-
drán el derecho preferente de adquirirlos.
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CAPÍTULO VII
De la Conservación

y el Mantenimiento de los Bienes

Normativa aplicable
para la conservación

y mantenimiento 
Artículo 78. Los Bienes Públicos y los 
que se encuentren bajo la guarda, custodia o 
administración de un órgano o ente público, 
serán conservados, mantenidos y protegi-
dos de acuerdo con las normas establecidas 
en el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica, su Reglamento y 
en las normas e instrucciones que dicte la 
Superintendencia de Bienes Públicos, sin 
perjuicio de lo establecido en otras leyes.

Gastos de conservación,
mantenimiento y protección 

Artículo 79. Los gastos inherentes a la 
conservación, mantenimiento y protección 
de los Bienes Públicos corresponderán a 
sus propietarios o a los órganos o entes 
que los tengan en custodia, con cargo a 
sus partidas presupuestarias específicas.

Mantenimiento preventivo,
correctivo y sistemático

Artículo 80. Los Bienes Públicos debe-
rán ser preservados en condiciones apro-
piadas de uso y conservación. A tal fin y 
de acuerdo con su naturaleza, deberán ser 
objeto de mantenimiento preventivo, co-
rrectivo y sistemático, incluyendo normas 
de seguridad industrial, normas oficiales 
de calidad y cumplimiento de las especi-
ficaciones formuladas por el Cuerpo de 
Bomberos cuando se trate de la seguridad 
de bienes inmuebles. 

Las Unidades Administrativas de los dis-
tintos órganos o entes del Sector Públi-
co, en su carácter de responsables por 
la administración de sus bienes y de los 
que tengan en custodia, adoptarán las me-
didas pertinentes a los efectos de que se 
incluyan en el proyecto de la Ley de Presu-
puesto correspondiente a cada ejercicio, 
los créditos necesarios para su manteni-
miento y conservación.

Deber de utilidad 
Artículo 81. Los Bienes Públicos no 
podrán mantenerse, injustificadamente, 
inactivos o privados de destino útil. 

Obligación de registro y control
Artículo 82. Los órganos y entes del 
Sector Público deberán adecuar y per-
feccionar sus métodos y procedimientos 
de control interno, respecto del mante-
nimiento, conservación y protección de 
sus bienes, de acuerdo con las normas 
que dicte la Superintendencia de Bienes 
Públicos.

Los funcionarios públicos que tengan com-
petencia en la conservación, mantenimien-
to y protección de Bienes Públicos, deberán 
llevar un sistema de registro que evidencie 
la cronología de los trabajos de manteni-
miento y/o reparaciones dados a los bie-
nes, especificando el detalle de los materia-
les utilizados y costos de los mismos.

Facultades de inspección
Artículo 83. La Superintendencia de Bie-
nes Públicos podrá, en cualquier momento 
que lo estime conveniente, realizar inspec-
ciones en sitio con el objeto de corroborar 

el estado de mantenimiento, conservación 
y protección dado a los bienes propiedad 
de los órganos y entes que conforman el 
Sector Público Nacional, así como los que 
se encuentren bajo la guarda, custodia o 
administración de los mismos.

CAPÍTULO VIII
Desincorporación

y Enajenación de Bienes

Obligación de enajenar
Artículo 84. Los órganos y entes del 
Sector Público deberán enajenar los bie-
nes públicos de su propiedad que no fue-
ren necesarios para el cumplimiento de 
sus finalidades y los que hubiesen sido 
desincorporados por obsolescencia o de-
terioro, conforme a los términos estable-
cidos en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, en lo que 
les sea aplicable.

Excepciones
Artículo 85. Las disposiciones de este 
capítulo no son aplicables a los bienes y 
productos adquiridos, fabricados u obte-
nidos por el Sector Público con destino a 
la venta, donación o al suministro. 

Pérdida, deterioro
u obsolescencia de bienes

Artículo 86. Cuando un Bien Público 
sufra pérdida o deterioro que imposibilite 
de manera permanente su utilidad, debe-
rá ser desincorporado del inventario de 
Bienes Públicos del respectivo órgano o 
ente, previa autorización de la Comisión 
de Enajenación de Bienes Públicos. Igual 
procedimiento habrá de seguirse en los 

casos de bienes que no sean susceptibles 
de reparación, a los cuales se les dará la 
condición de obsolescencia y los que re-
sultaren inservibles por haber sido modifi-
cados o alterados para recuperar o poner 
en funcionamiento otros bienes.

Modalidades
para la enajenación de bienes 

Artículo 87. La enajenación de los bie-
nes regulados por el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
podrá efectuarse a través de las siguientes 
modalidades: 

1. �Venta;

2. �Permuta;

3. �Dación en pago;

4. �Aporte del bien al capital social de so-
ciedades mercantiles del Estado;

5. �Donación;

6. �Mediante otros tipos de operaciones le-
galmente permitidas.

La enajenación de Bienes Públicos deberá 
realizarse conforme a las normas y procedi-
mientos que establezca el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
su Reglamento y las disposiciones que a tal 
efecto dicte la Superintendencia de Bienes 
Públicos. 

De los Peritos 
Artículo 88. Los avalúos de Bienes Pú-
blicos realizados con propósitos de enaje-
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nación, deberán ser efectuados por peri-
tos de reconocida capacidad e idoneidad 
técnica, de acuerdo con su profesión y co-
nocimientos prácticos en la materia objeto 
del avalúo y debidamente inscritos en el 
Registro de Peritos de la Superintendencia 
de Bienes Públicos.

Fijación del precio para
los bienes propiedad

del Sector Público Nacional 
Artículo 89. El precio que servirá de base 
para la enajenación de los Bienes Públicos 
adscritos a los órganos y entes que confor-
man el Sector Público Nacional, será deter-
minado por la Comisión de Enajenación de 
Bienes Públicos, con base en los avalúos 
presentados y cualquier otro criterio válido 
a juicio de la Comisión. 

Venta y Permuta de bienes
Artículo 90. La enajenación de Bienes 
Públicos bajo la modalidad de venta o per-
muta, se hará mediante proceso de Oferta 
Pública y preferentemente por lotes, pu-
diéndose realizar enajenaciones por uni-
dades en razón de las características par-
ticulares de los bienes, avaladas a través 
de acto motivado suscrito por la máxima 
autoridad del respectivo órgano o ente. 

Procedimiento para la enajenación
de bienes bajo la modalidad

de venta o permuta
Artículo 91. Para los casos previstos 
en el artículo anterior, el Comité de Lici-
taciones del órgano o ente que enajenará 
el bien publicará un aviso en dos diarios 
de comprobada circulación nacional, en el 
cual se indiquen:

1. �Las características del bien;

2. �El precio base fijado para la enajenación 
del mismo; 

3. �Las condiciones establecidas para su ena-
jenación y el plazo para la recepción de las 
ofertas. 

Una de dichas publicaciones podrá ser 
sustituida por una publicación en un me-
dio digital, a tenor de lo dispuesto en la ley 
que regula la materia sobre mensajes de 
datos y firmas electrónicas.

Si no se recibieren un mínimo de dos (02) 
ofertas dentro del plazo que se hubiere se-
ñalado, o las mismas no fueren válidas o 
satisfactorias a juicio del Comité de Licita-
ciones, podrá procederse a la publicación 
de un segundo aviso conforme a lo antes 
indicado. 

Los bienes se adjudicarán en propiedad a 
quien formule, a juicio del Comité de Li-
citación del órgano o ente la oferta más 
ventajosa, previo cumplimiento de las 
condiciones establecidas en los respecti-
vos pliegos licitatorios.

Si en las oportunidades fijadas en el pre-
sente artículo no se recibieran ofertas en 
tiempo hábil o estas no fueren satisfacto-
rias, el Comité de Licitaciones podrá auto-
rizar la enajenación del bien por un precio 
distinto al ya fijado, debiéndose iniciar un 
nuevo proceso licitatorio. 

Prohibiciones
Artículo 92. No podrán participar en los 
procesos de enajenación de Bienes Públicos, 
las personas que hayan sido declaradas en 
estado de atraso o quiebra o condenadas por 
delitos contra la propiedad o contra el Pa-
trimonio Público, ni los deudores morosos 
de obligaciones fiscales o con instituciones 
financieras públicas.

Adjudicación directa de bienes
Artículo 93. Quedan exceptuadas del 
procedimiento de oferta pública previs-
to en el presente Capítulo, las siguientes 
operaciones:

1. �La venta o permuta de bienes cuyo 
adquiriente sea otro órgano o ente del 
Sector Público.

2. �La venta de bienes cuyos adquirientes 
sean los trabajadores del órgano o ente 
enajenante, siempre que la enajenación 
de dichos bienes se realice mediante 
concurso en igualdad de condiciones 
entre todos los interesados.

3. �Las relativas a la venta o permuta de 
bienes en producción, cuando el proce-
so licitatorio pudiere afectar el proceso 
productivo del bien.

4. �La venta o permuta de bienes de cual-
quier tipo cuando mediante un proceso 
amplio de oferta pública, se determine 
la existencia de un solo oferente.

5. �La venta o permuta de derechos litigiosos.

En cualquier caso la adjudicación directa 
de bienes públicos deberá contar con la 
autorización expresa de la máxima autori-
dad del respectivo órgano o ente.

De la autorización
para la enajenación de bienes

Artículo 94. En cualquier caso, la enaje-
nación de los bienes propiedad del Sector 
Público Nacional regulados por el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica, deberá contar con la autoriza-
ción previa de la Comisión de Enajenación 
de Bienes Públicos, sin que sea necesaria 
la autorización por parte de la Asamblea 
Nacional prevista en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, cuan-
do fuere el caso; ni ninguna otra autoriza-
ción, en los casos en que así se determine 
por razones estratégicas, de soberanía o 
de interés nacional. 

Cuando los bienes a enajenar fueren ac-
ciones u otros títulos valor, no serán ne-
cesarias las autorizaciones a que se refiere 
la Ley en materia de mercados de valores.

Obligación de notificación
Artículo 95. Los distintos órganos y 
entes políticos territoriales diferentes a la 
República, notificarán a la Superintenden-
cia de Bienes Públicos sobre la enajena-
ción de sus bienes, sin menoscabo de su 
autonomía constitucional, con la periodi-
cidad y en la forma que determine el Re-
glamento del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.
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TÍTULO IV
REGÍMENES ESPECIALES

CAPÍTULO I
De las Participaciones Estatales

Derechos
en Sociedades Mercantiles

Artículo 96. Compete al titular del Mi-
nisterio de adscripción, el ejercicio de los 
derechos que corresponden a la Repúbli-
ca como partícipe directo de sociedades 
mercantiles, sea o no mayoritaria dicha 
participación. 

Órgano de custodia de los Títulos 
Artículo 97. La Oficina Nacional del 
Tesoro custodiará los títulos o los instru-
mentos equivalentes representativos de la 
participación de la República.

Autorización requerida para
enajenación de títulos

representativos de capital
propiedad de la República

Artículo 98. La enajenación de títulos 
representativos de capital propiedad de la 
República en sociedades mercantiles, re-
quiere de la autorización del Presidente de 
la República en Consejo de Ministros.

Cuando los títulos objeto de venta se co-
ticen en Bolsa, su enajenación se hará de 
conformidad con las reglas de la respecti-
va institución bursátil.

Los títulos que no se coticen en Bolsa, se 
enajenarán mediante subasta pública, a 
menos que el Presidente o Presidenta de 
la República, en Consejo de Ministros, a 

propuesta del Ministro con competencia 
en materia de Finanzas, acuerde su adju-
dicación directa.

CAPÍTULO II
De la Propiedad Incorporal

Adquisición de los derechos
de propiedad intelectual o industrial
Artículo 99. La adquisición de los de-
rechos correspondientes a la propiedad 
intelectual o industrial por parte de la Re-
pública se regirá por lo que dispongan las 
leyes especiales respectivas.

Órgano Competente
Artículo 100. Compete a la Superinten-
dencia de Bienes Públicos la administración 
y explotación de las propiedades intelectual 
e industrial de la República, en todos aque-
llos casos en que no estén encomendadas 
o se encomienden específicamente por De-
creto o por cualquier otro acto jurídico, a 
otro órgano o ente.

Enajenación de los derechos
de propiedad intelectual

o industrial de la República 
Artículo 101. Los derechos corres-
pondientes a la propiedad intelectual o 
industrial de la República se enajenarán 
mediante subasta pública, a menos que el 
Presidente de la República, en Consejo de 
Ministros, acuerde la adjudicación directa 
por razones estratégicas, de soberanía o 
de interés nacional, determinadas por el 
Presidente de la República, o en atención 
a los acuerdos internacionales suscritos 
válidamente por la República Bolivariana 
de Venezuela.

Utilización de propiedades
incorporales de dominio público

Artículo 102. La utilización de propie-
dades incorporales que pertenezcan a La 
República y que por aplicación de leyes 
especiales hayan entrado en el dominio 
público y sean de uso público, no generará 
derecho alguno a favor del Estado.

TÍTULO V
DE LAS RESPONSABILIDADES 

Y DE LAS SANCIONES 
CORRESPONDIENTES

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

De las responsabilidades
Artículo 103. Las personas naturales que 
ejerzan función de gestión pública, respon-
derán penal, civil, administrativa y discipli-
nariamente por los delitos, faltas e irregu-
laridades administrativas cometidas en el 
ejercicio de sus funciones con ocasión a la 
adquisición, uso, administración, manteni-
miento, registro, supervisión y disposición 
de los bienes públicos. Esta responsabilidad 
no excluirá la que pudiere corresponderles 
por efecto de otras leyes o de su condición 
de ciudadanos o ciudadanas.

Ministerio Público
Artículo 104. Corresponderá al Ministerio 
Público intentar las acciones a que hubiere 
lugar para hacer efectiva la responsabilidad 
civil, penal, administrativa o disciplinaria en 
que hubieren incurrido los funcionarios o 
funcionarias públicas con motivo del ejerci-
cio de sus funciones. Sin embargo, ello no 

menoscabará el ejercicio de los derechos y 
acciones que correspondan a los particu-
lares o a otros funcionarios o funcionarias 
públicas, de conformidad con la Ley. 

Particulares
Artículo 105. Cualquier persona que 
fuera de los casos expresamente tipifica-
dos en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica y su Regla-
mento, por si misma o mediante persona 
interpuesta use o aproveche de manera 
ilegal un Bien Público, responderá penal y 
civilmente por los daños y perjuicios oca-
sionados al patrimonio público.

Acciones penales y civiles
Artículo 106. Ningún procedimiento de 
los contemplados en el presente capítulo, 
administrativo o de cualquier otra natura-
leza, impedirá el ejercicio de la acción pe-
nal y de la civil que de ella se derive.

CAPITULO II
De las Sanciones

Imposición de sanciones
Artículo 107. Para la imposición de las 
sanciones previstas en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgá-
nica, se tomarán en cuenta los siguientes 
hechos:

1. �La naturaleza del acto u omisión.

2. �La intencionalidad con la que fue come-
tido el hecho o la omisión.

3. �La gravedad del perjuicio causado al pa-
trimonio público o a las personas.
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4. �La ganancia o provecho ilegalmente ob-
tenidos como consecuencia de los actos 
u omisiones constitutivos del hecho.

5. �La reparación del daño por iniciativa de 
quien cometió el mismo.

6. �La reincidencia. 

Explotación, uso o
aprovechamiento indebido

de Bienes Públicos en
beneficio propio o de terceros

Artículo 108. Quien en contravención a 
lo dispuesto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y su Reglamento, explote, use o aprove-
che, por si o por persona interpuesta un 
Bien Público, será sancionado con multa 
de cien Unidades Tributarias (100 U.T) a 
quinientas Unidades Tributarias (500 U.T), 
más el cien por ciento (100%) del benefi-
cio que se hubiere obtenido por la explo-
tación, uso o aprovechamiento ilegal del 
bien. En estos casos, el órgano o ente que 
ostente la titularidad, adscripción o custo-
dia del Bien Público, recuperará directa-
mente la tenencia material del mismo.

Faltas graves
Artículo 109. Independientemente de 
la responsabilidad civil, penal, disciplina-
ria o administrativa, serán sancionados 
con multa de un mil Unidades Tributarias 
(1.000 U.T) a cinco mil Unidades Tributa-
rias (5.000 U.T), los sujetos que confor-
man el Sistema de Bienes Públicos, en los 
siguientes supuestos:

1. �Quienes realicen procesos de Oferta Pú-
blica que tengan por objeto la disposición 
de Bienes Públicos, en contravención a 
lo dispuesto en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica y 
su Reglamento.

2. �Quienes habiendo sido autorizados por 
la Superintendencia de Bienes Públicos 
para efectuar procesos de Oferta Pública 
que tengan por objeto la disposición de 
Bienes Públicos, incumplan las normas 
dispuestas en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y su Reglamento y las normas e instruc-
ciones dictadas para ello por la Superin-
tendencia de Bienes Públicos. 

3. �Quienes habiendo sido autorizados por 
la Superintendencia de Bienes Públi-
cos para efectuar procesos de Oferta 
Pública que tengan por objeto la dis-
posición de Bienes Públicos, nieguen 
injustificadamente la participación de 
algún interesado.

4. �Quienes incumplan el deber de sumi-
nistrar a la Superintendencia de Bienes 
Públicos la información requerida de 
conformidad con el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgá-
nica y su Reglamento.

5. �Quienes a requerimiento de la Super-
intendencia de Bienes Públicos o en 
cumplimiento de las normas dispues-
tas en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica y su 
Reglamento, suministren o divulguen 
información falsa.

6. �Cuando no informaren oportunamen-
te de la comisión de hechos conside-
rados como delitos, faltas, ilícitos o 
irregularidades administrativas, co-
metidas con ocasión a la adquisición, 
uso, administración, mantenimiento, 
registro, supervisión y disposición de 
los Bienes Públicos.

Responsables Patrimoniales
Artículo 110. Los responsables patrimo-
niales de Bienes Públicos serán sancio-
nados con multa de quinientas Unidades 
Tributarias (500 U.T.) a un mil Unidades 
Tributarias (1.000 U.T.), en los siguientes 
supuestos:

1. �Cuando no advirtieren oportunamente 
sobre la insuficiencia de los créditos 
presupuestarios destinados al mante-
nimiento, conservación y protección de 
los bienes a su cargo.

2. �Cuando incurrieren en acción u omisión 
que tenga como resultado la falta de 
adecuado mantenimiento y conserva-
ción del bien.

3. �Cuando no advirtieren el carácter antie-
conómico del mantenimiento o repara-
ción del bien.

Incumplimiento
de obligaciones contractuales

Artículo 111. Sin perjuicio de la respon-
sabilidad civil, administrativa y penal que 
corresponda, cuando se compruebe el 
incumplimiento de las obligaciones con-
tractuales por parte de la persona natural 
o jurídica que resultare favorecida con la 

Buena Pro dentro de un proceso de Ofer-
ta Pública que haya tenido por objeto la 
enajenación de un Bien Público, el órga-
no o ente enajenante sustanciará el expe-
diente respectivo, en un lapso no mayor 
de treinta días, y lo remitirá a la Superin-
tendencia de Bienes Públicos, a los fines 
de que esta imponga las sanciones a que 
hubiere lugar.

Los responsables serán sancionados con 
multa de Un mil Unidades Tributarias 
(1.000 U.T) y la Superintendencia de Bie-
nes Públicos declarará la inhabilitación de 
éstos para participar en nuevos procesos 
de Oferta Pública que tengan por objeto la 
disposición de Bienes Públicos, por los si-
guientes lapsos:

1. �De cuatro a cinco años cuando incurran 
en prácticas de corrupción.

2. �De tres a cuatro años, cuando sumi-
nistren información falsa, actúen dolo-
samente, de mala fe o empleen otras 
prácticas fraudulentas. 

3. �De dos a tres años cuando retiren ofer-
tas durante su vigencia, o siendo bene-
ficiarios de la adjudicación no suscriban 
el contrato o no constituyan las fianzas 
a que hubiere lugar dentro del plazo es-
tablecido en los pliegos de condiciones.

4. �De dos a tres años cuando ejerzan re-
cursos manifiestamente temerarios 
contra los actos o procedimientos pre-
vistos en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, o 
les sean resueltos por su incumplimien-
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to contratos celebrados con órganos o 
entes regidos por la misma.

Responsabilidad
de peritos avaluadores

Artículo 112. El perito avaluador contrata-
do para realizar el avalúo de un Bien Público, 
que actúe con impericia, negligencia o mala 
fe en el ejercicio de sus funciones, será san-
cionado con multa de hasta el cincuenta por 
ciento (50%) de sus honorarios profesiona-
les pactados, cobrados o por cobrar al res-
pectivo ente u órgano público, independien-
temente de las sanciones civiles y penales a 
que hubiere lugar por los daños y perjuicios 
que causare al patrimonio público. 

En caso de reincidencia, la Superintenden-
cia de Bienes Públicos excluirá al infractor 
por un lapso de cinco (5) años del Re-
gistro de Peritos a que se refiere el Título 
III, Capítulo VIII del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

El funcionario público que en el ejercicio 
de sus funciones como avaluador actúe 
con impericia, negligencia o mala fe, será 
responsable por los daños y perjuicios 
que causare al patrimonio público. 

Se entiende por mala fe las siguientes 
circunstancias:

1. �Alterar u omitir hechos esenciales del 
peritaje.

2. �Obstaculizar el desarrollo del peritaje.

3. �Que el avalúo sea elaborado en distor-
sión a su precio real del mercado.

TÍTULO VI
DE LOS PROCEDIMIENTOS

Y DE LOS RECURSOS

Del inicio del procedimiento
Artículo 113. El procedimiento admi-
nistrativo para imponer las sanciones 
establecidas en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, se 
iniciará a instancia de parte interesada o 
de oficio.

En el segundo caso, el Superintendente 
o la Superintendenta de Bienes Públicos 
ordenará el inicio del procedimiento admi-
nistrativo sancionatorio y notificará a los 
órganos y entes, así como a los particula-
res cuyos derechos subjetivos o intereses 
legítimos, personales y directos pudieren 
resultar afectados, concediéndoles un lap-
so de diez días hábiles para que presenten 
sus alegatos y argumentos.

Inicio a instancia 
de parte interesada

Artículo 114. Cuando alguna persona, 
órgano o ente de la Administración Públi-
ca solicite ante la Superintendencia de Bie-
nes Públicos, el inicio del Procedimiento 
Administrativo Sancionatorio, establecido 
en el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley Orgánica, en el escrito de 
solicitud deberá constar:

1. �Fecha expresando el lugar, día, mes 
y año.

2. �Escrito dirigido a el Superintendente o 
la Superintendenta de Bienes Públicos.

3. �La identificación de la persona y su re-
presentante legal, de ser el caso, con 
expresión de los nombres y apellidos, 
domicilio, nacionalidad, estado civil, 
profesión y número de cédula de identi-
dad o pasaporte. 

4. �En caso de tratarse de órganos y entes 
públicos o persona jurídica de derecho 
privado, deberá constar el número de 
Registro de Información Fiscal, y la 
identificación de su representante legal.

5. �La dirección del lugar en donde se ha-
rán las notificaciones pertinentes.

6. �Los hechos, razones y pedimentos co-
rrespondientes, expresando la materia 
objeto de la solicitud.

7. �Referencia a los anexos que lo acompa-
ñan, si tal es el caso.

8. �Cualesquiera otras circunstancias que exi-
jan las normas legales o reglamentarias.

9. �La firma de los interesados.

Remisión de expediente
administrativo de las Unidades

de administración y custodia
de los Bienes Públicos 

Artículo 115. Las Unidades respon-
sables patrimoniales encargadas de la 
administración y custodia de los bienes 
públicos en los órganos y entes del Sector 
Público, deberán formar expediente admi-
nistrativo con los recaudos enunciados en 
el artículo precedente.

Asimismo, deberán incorporar al expe-
diente aquellos documentos que tengan 
en su poder, relacionados directa o in-
directamente, con la presunta comisión 
de hechos considerados como delitos, 
faltas o irregularidades administrativas, 
cometidos con ocasión a la adquisición, 
uso, administración, mantenimiento, re-
gistro, supervisión y disposición de los 
bienes públicos.

A tal efecto deberán remitir el expediente 
administrativo a la Superintendencia de 
Bienes Públicos, dentro de los treinta días 
hábiles siguientes, a la presunta comisión 
del hecho, a fin de dar inicio al procedi-
miento administrativo sancionatorio.

De los errores u omisiones.
Artículo 116. Cuando en el escrito de 
solicitud del inicio del procedimiento admi-
nistrativo sancionatorio, faltare cualquiera 
de los requisitos exigidos en los artículos 
anteriores, el Superintendente o la Superin-
tendenta de Bienes Públicos lo notificará al 
solicitante, comunicándole las omisiones o 
faltas observadas para que dentro del plazo 
de quince días hábiles siguientes proceda a 
subsanarlas. En caso contrario, será decla-
rada inadmisible la solicitud.

Admisión de la Solicitud
Artículo 117. Si la solicitud del inicio del 
procedimiento administrativo sanciona-
torio no tuviere errores u omisiones, el 
Superintendente o la Superintendenta la 
admitirá dentro de los tres días hábiles 
siguientes a su recibido y ordenará me-
diante acto administrativo motivado el 
inicio del procedimiento administrativo 
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sancionatorio, debiendo en el mismo acto 
designar al funcionario instructor del res-
pectivo expediente. 

Del expediente
Artículo 118. Iniciado el procedimiento 
administrativo sancionatorio, el funcionario 
instructor procederá a abrir el expediente 
administrativo en el cual se recogerá toda 
la tramitación a que dé lugar el asunto.

De la notificación
Artículo 119. El acto administrativo que 
da inicio al procedimiento administrativo 
sancionatorio, se notificará en la sede prin-
cipal del órgano y ente del Sector Público o 
en el domicilio fiscal de la persona natural o 
persona jurídica de derecho privado de que 
se trate, y surtirá pleno efecto una vez que 
conste la señal de recepción del órgano, 
ente involucrado o la parte interesada.

De la notificación en Prensa
Artículo 120. Cuando resulte impracti-
cable la notificación prevista en el artículo 
anterior, se procederá a su publicación en 
un diario de circulación nacional; en este 
caso, se entenderá notificado cinco días 
hábiles siguientes, después de la publica-
ción o que se deje constancia en el expe-
diente administrativo correspondiente.

Lapso Probatorio
Artículo 121. Dentro de los cinco días 
hábiles siguientes al vencimiento del lapso 
de notificación, las partes presentarán sus 
escritos de pruebas.

Dentro de los tres días hábiles siguientes a la 
presentación de los escritos de pruebas, las 

partes podrán expresar si convienen en algún 
hecho u oponerse a las pruebas que aparez-
can manifiestamente ilegales o impertinentes.

Vencido el lapso, dentro de los tres días 
hábiles siguientes, el funcionario instruc-
tor del expediente, admitirá las pruebas 
que no sean manifiestamente ilegales 
o impertinentes y ordenará evacuar los 
medios que lo requieran, para lo cual se 
dispondrá de diez días hábiles siguientes, 
prorrogables a instancia de parte por diez 
días hábiles siguientes.

Acumulación de expedientes
Artículo 122. Cuando el asunto sometido 
a la consideración de la Superintendencia 
de Bienes Públicos, tenga relación o co-
nexión con cualquier otro asunto que se 
tramite en la misma, podrá el Superinten-
dente o la Superintendenta de Bienes Públi-
cos, de oficio o a solicitud de parte, ordenar 
la acumulación de ambos expedientes, a fin 
de evitar decisiones contradictorias.

Acceso al expediente
Artículo 123. Los interesados y sus 
representantes tienen el derecho de exa-
minar, leer y copiar en cualquier estado y 
grado del procedimiento, los documentos 
contenidos en el expediente administrati-
vo, salvo aquellos, que tengan el carácter 
confidencial o reservado de conformidad 
con lo previsto en la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela y demás 
normativas aplicables.

Pronunciamiento
Artículo 124. Vencido el lapso para reali-
zar los descargos y pruebas, mediante acto 

motivado que se agregará al expediente 
administrativo, el funcionario instructor lo 
remitirá a la unidad administrativa com-
petente de la Superintendencia de Bienes 
Públicos, para que esta se pronuncie en un 
lapso de quince días hábiles siguientes.

El pronunciamiento de la unidad admi-
nistrativa correspondiente, deberá ser 
remitido con el expediente administrativo 
al Superintendente o Superintendenta de 
Bienes Públicos, a los fines de que decida 
a través de Providencia Administrativa de-
bidamente motivada, estableciendo en un 
lapso de veinte días hábiles siguientes, las 
sanciones a que hubiere lugar. 

Notificación de la Decisión
Artículo 125. La notificación de la de-
cisión se efectuará a la persona, órgano 
o ente, cumpliendo con las formalidades 
legales previstas en la Ley Orgánica de 
Procedimientos Administrativos y se ad-
juntará de ser el caso, la correspondiente 
planilla de liquidación.

En caso de que el Superintendente o la 
Superintendenta de Bienes Públicos, esta-
blezca una sanción de multa, la persona, 
órgano o ente infractor deberá dentro de 
quince días hábiles siguientes contados a 
partir de la fecha de notificación, realizar 
el pago de la multa en las cuentas de la 
Superintendencia de Bienes Públicos y 
consignará el recibo de pago dentro de los 
tres días hábiles siguientes, ante la misma.

Recurso de Reconsideración
Artículo 126. Contra la Providencia Ad-
ministrativa emitida por el Superintenden-

te o la Superintendenta de Bienes Públicos, 
la persona, órgano o ente infractor o sus 
representantes legales, podrán interponer 
el Recurso de Reconsideración dentro de 
los quince días hábiles siguientes contado 
a partir de la notificación de la misma, ante 
el Superintendente o la Superintendenta 
de Bienes Públicos, quien lo admitirá o no 
dentro de los diez días hábiles siguientes, 
a la fecha de recibido el recurso.

En el escrito, el recurrente deberá concre-
tar las razones de hecho o de derecho en 
que fundamenta su pretensión, conjunta-
mente con la documentación que estime 
pertinente. 

Inadmisibilidad
del Recurso de Reconsideración

Artículo 127. La inadmisibilidad del Re-
curso de Reconsideración deberá constar 
en acto motivado. Contra dicha decisión 
podrá interponerse Recurso Jerárquico 
ante el Ministro o Ministra con competen-
cia en la materia de Finanzas, dentro de 
los plazos y bajo las formalidades previs-
tas por la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos.

Suspensión de efectos
Artículo 128. La interposición de los re-
cursos no impedirá o suspenderá la ejecu-
ción del acto recurrido.

Cálculo de la multa
Artículo 129. Cuando se trate de multa, 
se fijará para cada caso según la mayor o 
menor gravedad de la infracción, la mag-
nitud de los perjuicios causados al Tesoro 
Nacional y las circunstancias atenuantes 
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y agravantes previstas en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica.

Para el cálculo de las sanciones com-
prendidas entre un mínimo y un máximo, 
se entenderá que lo normalmente apli-
cable es la mitad de la suma de ambos 
extremos, pero podrá reducirse hasta 
el límite inferior o aumentarse hasta el 
superior, según el mérito de las circuns-
tancias atenuantes o agravantes en aten-
ción a la gravedad de la infracción y a los 
principios de proporcionalidad y adecua-
ción con el supuesto de hecho y los fines 
de la norma. Cuando en un mismo caso, 
aparezcan circunstancias atenuantes 
como agravantes, deberán compensarse 
unas con otras.

Circunstancias atenuantes
Artículo 130. Se consideran circunstan-
cias atenuantes a efectos de la imposición 
de las multas previstas en el presente Tí-
tulo, las siguientes:

1. �Que el hecho o la omisión constitutivo 
de la infracción se haya cometido sin 
intencionalidad por parte de quien lo 
cometió. 

2. �Que el hecho o la omisión constitutivo 
de la infracción no haya causado grave 
perjuicio al patrimonio público o a las 
personas.

3. �La reparación del daño por iniciativa de 
quien cometió el mismo.

Circunstancias agravantes
Artículo 131. Se consideran circunstan-
cias agravantes a efectos de la imposición 
de las multas previstas en el presente Tí-
tulo, las siguientes:

1. �Que el hecho o la omisión constituti-
vo de la infracción se haya cometido 
intencionalmente.

2. �Que el hecho o la omisión constitutivo 
de la infracción haya causado grave 
perjuicio al patrimonio público o a las 
personas.

3. �Que el hecho o la omisión constitutivo 
de la infracción haya producido ganan-
cias o provecho para quien lo cometió o 
para sus cómplices si los hubiere. 

4. �La reincidencia.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única. Se derogan los artículos conteni-
dos en el Título I de la Ley Orgánica de 
la Hacienda Pública Nacional, publicada 
en Gaceta Oficial de la República de Ve-
nezuela N° 1.660 Extraordinario, de fecha 
21 de junio de 1974; la Ley Orgánica que 
regula la Enajenación de Bienes del Sector 
Público no Afectos a las Industrias Bási-
cas, publicada en la Gaceta Oficial de la 
República de Venezuela N° 3.951 Extraor-
dinario, de fecha 07 de enero de 1987 y su 
Reglamento, dictado mediante Decreto N° 
78 de fecha 20 de marzo de 1999, Gace-
ta Oficial N° 36.668 de fecha 24 de marzo 
de 1999; así como la Ley de Conservación 
y Mantenimiento de los Bienes Públicos, 

publicada en la Gaceta Oficial de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela N° 38.756, 
de fecha 28 de agosto de 2007.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. La Superintendencia de Bienes 
Públicos reglamentará mediante Provi-
dencia Administrativa, los plazos para la 
adecuación de los inventarios y registros 
de los bienes públicos de los distintos ór-
ganos y entes que conforman el Sector 
Público, a las disposiciones contenidas 
en el Capítulo I, Titulo III del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica. 

Segunda. Las solicitudes para la ena-
jenación de Bienes Públicos que se en-
cuentren en trámite dentro de la Secretaria 
Técnica de la Comisión para la Enajenación 
de Bienes del Sector Publico no afectos a 
las Industrias Básicas, para la entrada en 
vigencia del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, pasarán 
a la Superintendencia de Bienes Públicos, 
así como los expedientes administrativos 
y el archivo general de los casos tramita-
dos ante dicha Comisión.

DISPOSICIÓN FINAL

Vigencia
Única. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, entrará 
en vigencia a partir de su publicación en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela. 

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en los 
literales "a”,” b”, “c” y “d” del numeral 1 
del artículo 1° de la Ley que Autoriza al 
Presidente de la República para dictar De-
cretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
en las materias que se delegan, en Conse-
jo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA

DE LA LEY CONTRA
LA CORRUPCIÓN

Artículo 1°. Se modifica el artículo 1°, en 
la forma siguiente:

“Artículo 1°. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley tiene por 
objeto el establecimiento de normas que 
rijan la conducta que deben asumir las 
personas sujetas a la misma, a los fines 
de salvaguardar el patrimonio público, 

garantizar el manejo adecuado y transpa-
rente de los recursos públicos, con fun-
damento en los principios de honestidad, 
transparencia, participación, eficiencia, 
eficacia, legalidad, rendición de cuentas, 
responsabilidad y corresponsabilidad 
consagrados en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, así 
como la tipificación de los delitos contra 
el patrimonio público y las sanciones que 
deberán aplicarse a quienes infrinjan es-
tas disposiciones.”

Artículo 2°. Se modifica el artículo 2°, en 
la forma siguiente:

“Artículo 2°. Están sujetos a este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, las 
personas naturales y jurídicas, públicas y 
privadas, los funcionarios públicos y las 
funcionarias públicas, las comunas, los 
consejos comunales, las asociaciones 
socioproductivas y las organizaciones de 
base del poder popular, así como cual-
quier otra forma de organización popular, 
cuando manejen fondos públicos.”

Artículo 3°. Se incluye un único aparte 
en el artículo 10, de la forma siguiente:

“Artículo 10. Los particulares tienen el 
derecho de solicitar a los órganos y entes 
indicados en los artículos 4° y 5° de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
cualquier información sobre la administra-
ción y custodia del patrimonio público de 
dichos órganos y entes. Asimismo, podrán 
acceder y obtener copia de los documentos 
y archivos correspondientes para examinar 
o verificar la información que se les su-
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ministre, de acuerdo con el ordenamiento 
jurídico vigente, salvo las excepciones que 
por razones de seguridad y defensa de la 
Nación expresamente establezca la ley.

Los ciudadanos y ciudadanas y las organi-
zaciones de base del poder popular cuan-
do tengan conocimiento de la comisión 
de hechos sancionados por el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, en donde se encuentren involucrados 
recursos públicos, deberán acudir a las 
autoridades competentes, a los fines de 
denunciarlos.”

Artículo 4°. Se modifica el artículo 29, 
en la forma siguiente:

“Artículo 29. La Contraloría General de la 
República, recibida la declaración jurada 
de patrimonio, procederá a verificar la ve-
racidad de la misma y a cotejarla, de ser el 
caso, con la declaración anterior.

El Contralor o Contralora General de la Re-
pública, podrá solicitar directamente a las 
respectivas embajadas, atendiendo a los 
convenios y tratados internacionales sus-
critos y ratificados por la República Boli-
variana de Venezuela sobre la materia, que 
le suministren los elementos probatorios 
que se requieran con motivo del procedi-
miento de verificación de las declaraciones 
juradas de patrimonio. Igualmente, podrá 
solicitar con ocasión a la verificación de la 
declaración jurada de patrimonio del fun-
cionario que haya cesado en el ejercicio de 
sus funciones, la presentación de una nue-
va declaración patrimonial, aun cuando no 
esté activo en la función pública.

Los informes de auditorías patrimoniales, 
así como las pruebas obtenidas por la 
Contraloría General de la República para 
verificar y cotejar las declaraciones jura-
das de patrimonio, tendrán fuerza proba-
toria mientras no sean desvirtuadas en el 
debate judicial.

La Contraloría General de la República po-
drá verificar de oficio la situación patrimo-
nial de quienes estando obligados a pre-
sentar su declaración jurada de patrimonio 
no lo hicieren.”

Artículo 5°. Se incluye un nuevo artículo 
con el número 46, en la forma siguiente:

“Artículo 46. Cuando se hayan cometido 
delitos contra el patrimonio público, y re-
sultaren afectados derechos, bienes e in-
tereses patrimoniales de la República Bo-
livariana de Venezuela, la acción civil será 
ejercida por el Procurador o Procuradora 
General de la República.”

Artículo 6°. Se incluye un nuevo artículo 
con el número 47, en la forma siguiente:
 
“Artículo 47. Quien por sí o por persona 
interpuesta prometa, ofrezca o conceda a 
directivos, administradores, empleados o 
colaboradores de empresas, sociedades, 
asociaciones, fundaciones u organizacio-
nes un beneficio o ventaja de cualquier 
naturaleza, para que le favorezca a él o a 
un tercero frente a otros, incumpliendo 
sus obligaciones en la adquisición o venta 
de mercancías o en la prestación de servi-
cios, será sancionado con pena de prisión 
de dos (2) a seis (6) años.

Con la misma pena será castigado el di-
rectivo, administrador, empleado o co-
laborador, que por sí o por persona in-
terpuesta, reciba, solicite o acepte dicho 
beneficio o ventaja.

Adicionalmente, el órgano desconcentra-
do con competencia para la defensa de los 
derechos socioeconómicos, podrá impo-
ner la sanción de suspensión del Registro 
Único, en los términos previstos en la Ley 
que regula la materia de precios justos de 
bienes y servicios.”

Artículo 7°. Se incluye un nuevo artículo 
con el número 85, en la forma siguiente:

“Artículo 85. Quien por sí o por persona in-
terpuesta prometa, ofrezca u otorgue a un 
funcionario público de otro Estado, direc-
ta o indirectamente, por parte de sus na-
cionales, personas que tengan residencia 
habitual en su territorio y empresas domi-
ciliadas en él, cualquier objeto de valor pe-
cuniario u otros beneficios, como dádivas, 
favores, promesas, ventajas a cambio de 
que dicho funcionario realice u omita cual-
quier acto, en el ejercicio de sus funciones 
públicas, relacionado con una transacción 
de naturaleza económica, comercial o de 
cualquier otra índole, será penado con pri-
sión de seis (6) a doce (12) años.”

Artículo 8°. Se modifica el artículo 95, el 
cual queda numerado con el número 98, 
en la forma siguiente:

“Artículo 98. En la sentencia definitiva el 
Juez podrá ordenar, según las circunstan-
cias del caso, la confiscación de los bienes 

de las personas naturales o jurídicas, na-
cionales o extranjeras, que incurran o sean 
responsables de delitos establecidos en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley que afecten gravemente el patrimonio 
público, a cuyo efecto solicitará ante las 
autoridades competentes, la repatriación 
de capitales de ser el caso.

Asimismo, el Juez podrá ordenar, según la 
gravedad del caso, la confiscación de los 
bienes de las personas que hayan incurri-
do en el delito de enriquecimiento ilícito 
tipificado en el artículo 47 de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y conse-
cuencialmente la repatriación de capitales.

Las autoridades competentes estarán en-
cargadas de presentar y recibir directa-
mente o por la vía diplomática las solici-
tudes de asistencia legal en materia penal, 
referentes a la investigación o juzgamiento 
de los actos de corrupción, de confor-
midad con lo establecido en sus ordena-
mientos jurídicos y los acuerdos suscritos 
y ratificados por la República Bolivariana 
de Venezuela.”

Artículo 9°. Se modifica el artículo 97, el 
cual queda numerado con el número 100, 
en la forma siguiente:

“Artículo 100. Las acciones judiciales 
no prescribirán, cuando estén dirigidas 
a sancionar delitos contra el patrimonio 
público.”

Artículo 10. Se modifica el artículo 98, el 
cual queda numerado con el número 101, 
en la forma siguiente:
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“Artículo 101. La Contraloría General de 
la República establecerá un sistema esta-
dístico y de información sobre las denun-
cias, procedimientos, juicios, faltas, deli-
tos, sanciones y penas que se impongan 
contra los funcionarios públicos por actos 
contrarios a este Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley o por incurrir en las 
sanciones administrativas establecidas en 
la Ley Orgánica de la Contraloría General 
de la República y del Sistema Nacional de 
Control Fiscal, en la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Financiera del Sector Público 
y en la Ley que establece el Estatuto de la 
Función Pública.”

Artículo 11. Se incorpora una disposi-
ción transitoria, nominada “Segunda”, en 
la forma siguiente:

Segunda. El Estado creará un cuerpo na-
cional de prevención, análisis, inteligencia 
e investigación contra la corrupción, de-
pendiente jerárquicamente del Presidente 
o Presidenta de la República, para pre-
venir, precisar, combatir y neutralizar los 
delitos derivados y conexos asociados al 
fenómeno de la corrupción y otros en de-
trimento del tesoro nacional, vinculados 
a la delincuencia organizada, en todas las 
instancias del Poder Público, el poder po-
pular y el sector privado.

De conformidad con lo previsto en el artí-
culo 5° de la Ley de Publicaciones Oficia-
les, imprímase a continuación en un solo 
texto la Ley Contra la Corrupción, publica-
da en la Gaceta Oficial N° 5.637 Extraordi-
nario de fecha 07 de abril de 2003, con las 
reformas aquí sancionadas y en el corres-

pondiente texto íntegro, corríjase donde 
sea necesario la nomenclatura y numera-
ción del articulado correspondiente y de 
las disposiciones transitorias, sustitúyase 
donde dice “Ley” por “Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley”, así como su de-
nominación, firma, fecha y demás datos a 
que hubiere lugar.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en los 
literales "a”,” b”, “c” y “d” del numeral 1 
del artículo 1° de la Ley que Autoriza al 
Presidente de la República para dictar De-
cretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
en las materias que se delegan, en Conse-
jo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR
Y FUERZA DE LEY CONTRA

LA CORRUPCIÓN

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley tiene por 
objeto el establecimiento de normas que 
rijan la conducta que deben asumir las 
personas sujetas a la misma, a los fines de 
salvaguardar el patrimonio público, garan-

tizar el manejo adecuado y transparente 
de los recursos públicos, con fundamento 
en los principios de honestidad, transpa-
rencia, participación, eficiencia, eficacia, 
legalidad, rendición de cuentas, responsa-
bilidad y corresponsabilidad consagrados 
en la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela, así como la tipificación 
de los delitos contra el patrimonio público 
y las sanciones que deberán aplicarse a 
quienes infrinjan estas disposiciones.

Artículo 2°. Están sujetos a este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, las 
personas naturales y jurídicas, públicas y 
privadas, los funcionarios públicos y las 
funcionarias públicas, las comunas, los 
consejos comunales, las asociaciones 
socioproductivas y las organizaciones de 
base del poder popular, así como cual-
quier otra forma de organización popular, 
cuando manejen fondos públicos.

Artículo 3°. Sin perjuicio de lo que dis-
ponga la Ley que establezca el Estatuto de 
la Función Pública, a los efectos de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
se consideran funcionarios o empleados 
públicos a:

1. �Los que estén investidos de funciones 
públicas, permanentes o transitorias, 
remuneradas o gratuitas, originadas por 
elección, por nombramiento o contrato 
otorgado por la autoridad competente, 
al servicio de la República, de los es-
tados, de los territorios y dependencias 
federales, de los distritos, de los distri-
tos metropolitanos o de los municipios, 
de los institutos autónomos nacionales, 
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estadales, distritales y municipales, de 
las universidades públicas, del Banco 
Central de Venezuela o de cualesquiera 
de los órganos o entes que ejercen el 
Poder Público.

2. �Los directores y administradores de las 
sociedades civiles y mercantiles, fun-
daciones, asociaciones civiles y demás 
instituciones constituidas con recursos 
públicos o dirigidas por algunas de las 
personas a que se refiere el artículo 
4° de este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, o cuando la totalidad de 
los aportes presupuestarios o contribu-
ciones en un ejercicio provenientes de 
una o varias de estas personas repre-
sente el cincuenta por ciento (50%) o 
más de su presupuesto o patrimonio; y 
los directores nombrados en represen-
tación de dichos órganos y entes, aun 
cuando la participación fuere inferior al 
cincuenta por ciento (50%) del capital o 
patrimonio.

3. �A cualquier otra persona en los casos 
previstos en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

A los fines de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley deben considerarse 
como directores y administradores, quie-
nes desempeñen funciones tales como:

1. �Directivas, gerenciales, supervisoras, 
contraloras y auditoras.

2. �Participen con voz y voto en comités 
de: compras, licitaciones, contratos, 
negocios, donaciones o de cualquier 

otra naturaleza, cuya actuación pueda 
comprometer el patrimonio público.

3. �Manejen o custodien almacenes, talle-
res, depósitos y, en general, decidan so-
bre la recepción, suministro y entrega 
de bienes muebles del ente u organis-
mos, para su consumo.

4. �Movilicen fondos del ente u organismo 
depositados en cuentas bancarias.

5. �Representen al ente u organismo con au-
toridad para comprometer a la entidad.

6. �Adquieran compromisos en nombre del 
ente u organismo o autoricen los pagos 
correspondientes.

7. �Dicten actos que incidan en la esfera de 
los derechos u obligaciones de los par-
ticulares o en las atribuciones y deberes 
del Estado.

Las disposiciones del presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley se 
aplican a las personas indicadas en este 
artículo, aun cuando cumplan funciones o 
realicen actividades fuera del territorio de 
la República Bolivariana de Venezuela.

Artículo 4°. Se considera patrimonio público 
aquel que corresponde por cualquier título a:

1. �Los órganos y entidades a los que in-
cumbe el ejercicio del Poder Público 
Nacional.

2. �Los órganos y entes a los que incumbe 
el ejercicio del Poder Público estadal.

3. �Los órganos y entes a los que incumbe 
el ejercicio del Poder Público en los dis-
tritos y distritos metropolitanos.

4. �Los órganos a los que incumbe el ejerci-
cio del Poder Público Municipal y en los 
demás entes locales previstos en la Ley 
Orgánica de Régimen Municipal.

5. �Los órganos y entes a los que incumbe 
el ejercicio del Poder Público en los te-
rritorios y dependencias federales.

6. �Los institutos autónomos nacionales, 
estadales, distritales y municipales.

7. �El Banco Central de Venezuela.

8. �Las universidades públicas.

9. �Las demás personas de Derecho Públi-
co nacionales, estadales, distritales y 
municipales.

10. �Las sociedades de cualquier naturale-
za en las cuales las personas a que se 
refieren los numerales anteriores ten-
gan participación en su capital social, 
así como las que se constituyen con la 
participación de aquéllas.

11. �Las fundaciones y asociaciones civi-
les y demás instituciones creadas con 
fondos públicos o que sean dirigidas 
por las personas a que se refieren los 
numerales anteriores, o en las cuales 
tales personas designen sus autorida-
des, o cuando los aportes presupues-
tarios o contribuciones efectuadas en 
un ejercicio presupuestario por una 

o varias de las personas a que se re-
fieren los numerales anteriores repre-
senten el cincuenta por ciento (50%) o 
más de su presupuesto.

Se considera igualmente patrimonio públi-
co, los recursos entregados a particulares 
por los entes del sector público menciona-
dos en el artículo anterior, mediante trans-
ferencias, aportes, subsidios, contribucio-
nes o alguna otra modalidad similar para 
el cumplimiento de finalidades de interés o 
utilidad pública, hasta que se demuestre el 
logro de dichas finalidades. Los particula-
res que administren tales recursos estarán 
sometidos a las sanciones y demás accio-
nes y medidas previstas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley y en la 
Ley Orgánica de la Contraloría General de 
la República y del Sistema Nacional de 
Control Fiscal.

Artículo 5°. Cuando las personas seña-
ladas en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8 
y 9 del artículo anterior tengan una par-
ticipación accionaría menor al cincuenta 
por ciento (50%) en cualquier sociedad, 
dicha participación se considerará patri-
monio público a los efectos de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley y 
estará sujeto a las normas y principios en 
ella establecidos.

Su irregular o incorrecta administración 
será penada de conformidad con lo pre-
visto en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley y las sanciones administra-
tivas establecidas en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y del 
Sistema Nacional de Control Fiscal.
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Capítulo I
Principios para Prevenir

la Corrupción y Salvaguardar
el Patrimonio Público

Artículo 6°. En la administración de los 
bienes y recursos públicos, los funciona-
rios y empleados públicos se regirán por 
los principios de honestidad, transparencia, 
participación, eficiencia, eficacia, legalidad, 
rendición de cuentas y responsabilidad.

Artículo 7°. Los funcionarios y emplea-
dos públicos deben administrar y custo-
diar el patrimonio público con decencia, 
decoro, probidad y honradez, de forma 
que la utilización de los bienes y el gasto 
de los recursos que lo integran, se haga 
de la manera prevista en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela 
y las leyes, y se alcancen las finalidades 
establecidas en las mismas con la mayor 
economía, eficacia y eficiencia.

Artículo 8°. Toda la información sobre la 
administración del patrimonio público que 
corresponda a las personas indicadas en 
los artículos 4° y 5° de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley tendrá ca-
rácter público, salvo las excepciones que 
por razones de seguridad y defensa de la 
Nación expresamente establezca la ley.

Artículo 9°. A fin de dar cumplimiento 
a lo dispuesto en el artículo anterior, las 
personas a que se refieren los artícu-
los 4° y 5° de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley deberán informar 
a los ciudadanos sobre la utilización 
de los bienes y el gasto de los recur-

sos que integran el patrimonio público 
cuya administración les corresponde. A 
tal efecto, publicarán trimestralmente y 
pondrán a la disposición de cualquier 
persona en las oficinas de atención al 
público o de atención ciudadana que 
deberán crear, un informe detallado 
de fácil manejo y comprensión, sobre 
el patrimonio que administran, con la 
descripción y justificación de su utiliza-
ción y gasto.

El informe a que se refiere este artículo po-
drá efectuarse por cualquier medio impreso, 
audiovisual, informático o cualquier otro que 
disponga el ente, de acuerdo con lo previsto 
en el ordenamiento jurídico vigente.

Artículo 10. Los particulares tienen el 
derecho de solicitar a los órganos y entes 
indicados en los artículos 4° y 5° de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
cualquier información sobre la adminis-
tración y custodia del patrimonio público 
de dichos órganos y entes. Asimismo, 
podrán acceder y obtener copia de los 
documentos y archivos correspondientes 
para examinar o verificar la información 
que se les suministre, de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico vigente, salvo las 
excepciones que por razones de seguridad 
y defensa de la Nación expresamente esta-
blezca la ley.

Los ciudadanos y ciudadanas y las organi-
zaciones de base del poder popular cuan-
do tengan conocimiento de la comisión 
de hechos sancionados por el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, en donde se encuentren involucrados 

recursos públicos, deberán acudir a las 
autoridades competentes, a los fines de 
denunciarlos.

Artículo 11. El Ejecutivo Nacional deberá 
someter a consulta pública el anteproyec-
to de Ley del Marco Plurianual del Presu-
puesto y el anteproyecto de Ley de Pre-
supuesto Anual, antes de su presentación 
a la Asamblea Nacional, de conformidad 
con lo establecido en el Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la 
Administración Pública.

Artículo 12. Los particulares y las or-
ganizaciones de la sociedad tienen dere-
cho a participar en la formulación, eva-
luación y ejecución presupuestaria de 
acuerdo con el nivel político territorial 
correspondiente, de conformidad con la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y la Ley.

A tal efecto, la Oficina Nacional de Presu-
puesto someterá periódicamente a consul-
ta pública, el diseño de los indicadores de 
gestión a que se refiere la Sección Sépti-
ma del Capítulo II del Título II de la Ley 
Orgánica de Administración Financiera 
del Sector Público, de conformidad con 
el procedimiento establecido en el Título 
VI de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública.

Artículo 13. Los funcionarios y emplea-
dos públicos están al servicio del Estado 
y no de parcialidad política o económica 
alguna. En consecuencia, no podrán des-
tinar el uso de los bienes públicos o los 
recursos que integran el patrimonio pú-

blico para favorecer a partidos o proyec-
tos políticos, o a intereses económicos 
particulares.

Artículo 14. El nombramiento y remo-
ción o destitución de los funcionarios y 
empleados públicos no podrá estar deter-
minado por afiliación u orientación políti-
ca alguna y se realizará de conformidad 
con lo dispuesto en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela y en 
las leyes.

Artículo 15. Las autoridades competen-
tes establecerán sueldos y salarios a los 
funcionarios y empleados públicos, sufi-
cientes para garantizar su independencia 
política y económica en el ejercicio de la 
función pública.

Artículo 16. Los funcionarios y em-
pleados públicos instruirán los procedi-
mientos y demás trámites administrativos 
procurando su simplificación y respetando 
los principios de economía, celeridad, efi-
cacia, objetividad, imparcialidad, honesti-
dad, transparencia, buena fe y confianza, 
establecidos en el Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública y en la Ley Orgánica 
de Procedimientos Administrativos.

Artículo 17. Los funcionarios y emplea-
dos públicos deberán administrar los bie-
nes y recursos públicos con criterios de 
racionalidad y eficiencia, procurando la 
disminución del gasto y la mejor utiliza-
ción de los recursos disponibles en aten-
ción a los fines públicos.
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Artículo 18. Los funcionarios y emplea-
dos públicos deberán utilizar los bienes y 
recursos públicos para los fines previstos 
en el presupuesto correspondiente.

Artículo 19. Los funcionarios y emplea-
dos públicos actuarán de conformidad 
con lo establecido en la ley. Cuando una 
disposición legal o reglamentaria deje a 
su juicio o discrecionalidad una decisión, 
medida o providencia, ésta deberá ser su-
ficientemente motivada y mantener la de-
bida proporcionalidad y adecuación con 
el supuesto de hecho y con los fines de la 
norma, y cumplir los trámites, requisitos 
y formalidades necesarios para su validez 
y eficacia.

Artículo 20. Los funcionarios públicos a 
que se refiere el Capítulo IV del Título II de 
la Ley Orgánica de la Contraloría General 
de la República y del Sistema Nacional de 
Control Fiscal deberán rendir cuentas de 
los bienes y recursos públicos que admi-
nistren de conformidad con las disposicio-
nes establecidas en dicha Ley.

En todo caso, el informe de rendición de 
cuentas correspondiente será público y a 
él tendrá acceso cualquier ciudadano.

Artículo 21. Los funcionarios y em-
pleados públicos responden civil, penal, 
administrativa y disciplinariamente por la 
administración de los bienes y recursos 
públicos, de conformidad con lo estable-
cido en la ley.

Artículo 22. Los funcionarios y emplea-
dos públicos ceñirán sus actuaciones a las 

disposiciones del Código de Ética para el 
Funcionario Público, sin perjuicio de las 
demás normativas aplicables.

Capítulo II
Declaración Jurada de Patrimonio

Artículo 23. Sin perjuicio de lo estable-
cido en la Ley Orgánica de la Contraloría 
General de la República y del Sistema 
Nacional de Control Fiscal, las personas 
señaladas en el artículo 3° de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley de-
berán presentar declaración jurada de su 
patrimonio dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la toma de posesión de sus 
cargos y dentro de los treinta (30) días 
posteriores a la fecha en la cual cesen en el 
ejercicio de empleos o funciones públicas.

El lapso para presentar la declaración 
jurada de patrimonio de las personas se-
ñaladas en el numeral tercero, del artícu-
lo 3° de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, se establecerá mediante 
resolución motivada que dicte el Contralor 
o Contralora General de la República, a fin 
de exigirles la presentación de la situación 
patrimonial.

La declaración jurada de patrimonio estará 
exenta de todo impuesto o tasa.

Artículo 24. A quienes competa hacer 
los nombramientos o designaciones de 
los funcionarios o empleados públicos, y 
a los presidentes de cuerpos integrados 
por funcionarios electos, corresponderá 
participar, sin perjuicio de lo dispuesto en 
la Ley Orgánica de la Contraloría General 

de la República y del Sistema Nacional de 
Control Fiscal con respecto al registro de 
inhabilitados, a la Contraloría General de 
la República las elecciones recaídas, los 
nombramientos o designaciones hechos 
y las respectivas tomas de posesión de 
cualquiera de las personas señaladas en el 
artículo 3° de este Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley, a los fines de lo esta-
blecido en el artículo anterior y del registro 
correspondiente.

Tal participación deberá hacerla el obligado 
dentro de los treinta (30) días siguientes a 
la fecha en la cual el funcionario o emplea-
do público asuma el ejercicio del cargo.

Artículo 25. La Contraloría General de la 
República, en casos excepcionales y justi-
ficados, podrá prorrogar mediante resolu-
ción los lapsos establecidos en los artícu-
los anteriores. La solicitud de prórroga de-
berá ser presentada antes del vencimiento 
de dichos lapsos.

Artículo 26. La declaración jurada de pa-
trimonio deberá cumplir los requisitos que 
establece la Ley Orgánica de la Contraloría 
General de la República y del Sistema Na-
cional de Control Fiscal y los que mediante 
Resolución señale el Contralor o Contralo-
ra General de la República, de conformi-
dad con lo establecido en dicha Ley.

Los responsables del área de recursos hu-
manos de los entes u órganos a los que se 
refiere el artículo 4° de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, están en la 
obligación de requerir a los funcionarios 
o empleados públicos, copia del compro-

bante en el que conste la presentación de 
la declaración jurada de patrimonio por 
ante el funcionario competente para re-
cibirla. Dicha copia se incorporará al ex-
pediente del declarante en la Dirección de 
Recursos Humanos o en la dependencia 
con competencia en esa materia.

Artículo 27. Las personas obligadas a 
formular declaración jurada de patrimonio 
prestarán las facilidades necesarias para 
verificar la sinceridad de ellas. A tal efecto, 
permitirán a los funcionarios competentes 
la inspección de libros, cuentas bancarias, 
documentos, facturas, conocimientos y 
otros elementos que tiendan a comprobar 
el contenido de la declaración.

Idéntica obligación estará a cargo de los 
funcionarios o empleados públicos y de los 
particulares o personas jurídicas que tengan 
dichos documentos en su poder, quienes 
quedarán obligados a enviarlos a la Contra-
loría General de la República, dentro de los 
diez (10) días siguientes al requerimiento de 
las mismas por parte del organismo y su-
jetos a la sanción prevista en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, en caso de 
incumplimiento de dicha obligación.

La Contraloría General de la República po-
drá ordenar a cualquier organismo o enti-
dad del sector público, la práctica de ac-
tuaciones específicas, con la finalidad de 
verificar el contenido de las declaraciones 
juradas de patrimonio.

Artículo 28. El Ministerio Público y los 
tribunales de la jurisdicción penal podrán 
exigir la presentación de la declaración 
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jurada de patrimonio a las personas in-
dicadas en el artículo 3° de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley o a otras 
personas, cuando de las investigaciones 
que estén conociendo, surjan indicios de 
la comisión de los delitos establecidos en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley. La declaración solicitada deberá ser 
presentada dentro del plazo que el Minis-
terio Público o el tribunal correspondiente 
determine, el cual no podrá ser menor de 
quince (15) días hábiles contados desde 
la fecha de la respectiva notificación, y 
una vez recibida será enviada copia certifi-
cada de la misma a la Contraloría General 
de la República.

Artículo 29. La Contraloría General de la 
República, recibida la declaración jurada 
de patrimonio, procederá a verificar la ve-
racidad de la misma y a cotejarla, de ser el 
caso, con la declaración anterior.

El Contralor o Contralora General de la 
República, podrá solicitar directamente a 
las respectivas embajadas, atendiendo a 
los convenios y tratados internacionales 
suscritos y ratificados por la República 
Bolivariana de Venezuela sobre la ma-
teria, que le suministren los elementos 
probatorios que se requieran con moti-
vo del procedimiento de verificación de 
las declaraciones juradas de patrimonio. 
Igualmente, podrá solicitar con ocasión 
a la verificación de la declaración jurada 
de patrimonio del funcionario que haya 
cesado en el ejercicio de sus funciones, 
la presentación de una nueva declaración 
patrimonial, aun cuando no esté activo en 
la función pública.

Los informes de auditorías patrimoniales, 
así como las pruebas obtenidas por la Con-
traloría General de la República para verificar 
y cotejar las declaraciones juradas de patri-
monio, tendrán fuerza probatoria mientras 
no sean desvirtuadas en el debate judicial.

La Contraloría General de la República po-
drá verificar de oficio la situación patrimo-
nial de quienes estando obligados a pre-
sentar su declaración jurada de patrimonio 
no lo hicieren.

Artículo 30. Cuando la Contraloría Gene-
ral de la República observe que la declara-
ción no se ajusta a las exigencias previstas 
en la ley o surjan dudas acerca de la exacti-
tud de los datos que ella contenga, ordena-
rá al declarante que presente los elementos 
probatorios del caso, dentro de los lapsos 
de treinta (30) días continuos, contados a 
partir de la fecha en que haya sido notifica-
do, más el término de la distancia.

Artículo 31. El declarante podrá solicitar 
de la Contraloría General de la República, 
después de su notificación, la concesión 
de un plazo adicional no mayor de veinte 
(20) días continuos, para comprobar ante 
ella la veracidad de su declaración jurada 
de patrimonio. Dicho organismo podrá 
acordar la prórroga por resolución que 
notificará al solicitante.

Artículo 32. De las actuaciones realiza-
das con motivo del procedimiento de veri-
ficación patrimonial previsto en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se forma-
rá expediente y se dejará constancia de sus 
resultados en un informe, con base en el 

cual, la Contraloría General de la República, 
mediante auto motivado, decidirá si admite o 
no la declaración jurada de patrimonio, pro-
cediendo al efecto de la manera siguiente:

1. �Si del análisis realizado se concluye que los 
datos contenidos en la declaración jurada 
de patrimonio son veraces, será admitida y 
se ordenará el archivo del expediente.

2. �Si por el contrario se determina que 
la declaración jurada de patrimonio no 
es veraz, por existir disparidad entre lo 
declarado y el resultado de la auditoria 
patrimonial, la Contraloría General de 
la República remitirá las actuaciones al 
Ministerio Público para que sea ejercida 
la acción pertinente, a fin de hacer efec-
tiva la responsabilidad del declarante.

3. �Si el Ministerio Público considera necesa-
rias otras diligencias a las efectuadas por 
la Contraloría General de la República, po-
drá comisionar a ésta para que las practi-
que, en cuyo caso actuará bajo la rectoría 
y dirección del Ministerio Público.

TÍTULO II
DE LAS SANCIONES

Capítulo I
De las Sanciones Administrativas

y su Procedimiento

Artículo 33. Independientemente de la 
responsabilidad civil, penal, administrati-
va o disciplinaria serán sancionados, con 
multa de cincuenta (50 U.T. ) a quinientas 
unidades tributarias (500 U.T.):

1. �Quienes omitieren presentar la decla-
ración jurada de patrimonio dentro del 
término previsto para ello.

2. �Quienes omitieren presentar en el térmi-
no que se le hubiere acordado, los docu-
mentos solicitados con motivo del pro-
cedimiento de verificación patrimonial.

3. �Quienes se les exija mediante resolu-
ción, presentar la declaración jurada de 
patrimonio y no lo hicieren.

4. �Quienes no participen los nombramien-
tos, designaciones, tomas de posesio-
nes, remociones o destituciones.

5. �Los responsables del área de recursos 
humanos cuando no exijan al funcio-
nario público el comprobante que 
demuestre el cumplimiento de haber 
presentado la declaración jurada de 
patrimonio.

6. �Las máximas autoridades a quienes se les 
haya solicitado la aplicación de medidas 
preventivas y no lo hicieren o a quienes 
éstos hayan encargado su aplicación.

7. �Los funcionarios públicos que ordenen 
la cancelación de prestaciones sociales 
u otros conceptos con motivo del cese 
en el ejercicio de funciones públicas 
por renuncia, destitución o porque se 
les conceda el beneficio de jubilación, 
a funcionarios, sin antes haber exigido 
copia del comprobante donde conste la 
presentación de la declaración jurada de 
patrimonio.
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8. �Cualquiera que de algún modo obstacu-
lice o entrabe la práctica de alguna dili-
gencia que deba efectuarse con motivo 
de la auditoría patrimonial.

9. �Cualquier persona que falseare u oculta-
re los datos contenidos o que deba con-
tener su declaración de patrimonio o la 
información o datos que se les requiera 
con ocasión a su verificación.

10. �Los titulares de los órganos y entes a 
que se refieren los artículos 4° y 5° de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, que no publiquen y pongan 
a disposición el informe a que se refie-
re el artículo 9°.

11. �Quienes la Contraloría General de la 
República les haya ordenado practicar 
actuaciones específicas, con la finali-
dad de verificar el contenido de la de-
claración jurada de patrimonio y no las 
hicieren.

Artículo 34. El Contralor o Contralora 
General de la República o sus delegata-
rios impondrán, previo el procedimiento 
administrativo sancionatorio previsto en 
este Capítulo, las sanciones señaladas en 
el artículo anterior.

Artículo 35. El procedimiento adminis-
trativo sancionatorio se iniciará con auto 
motivado que contendrá una relación 
sucinta de los hechos, la base legal pre-
suntamente inobservada, el sujeto llama-
do a dar cumplimento a la misma y los 
elementos probatorios correspondientes. 
Éste será notificado al presunto infractor a 

objeto de que ejerza por escrito, dentro del 
lapso de diez (10) días hábiles, su derecho 
a la defensa.

Una vez presentado el escrito de defen-
sa por el presunto infractor, el Contralor 
General de la República o sus delegata-
rios decidirán si imponen o no la sanción 
prevista en artículo 33 de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes, 
la cual será notificada al sancionado de 
acuerdo con la Ley Orgánica de Procedi-
mientos Administrativos. Dicha decisión 
agota la vía administrativa.

Cuando así lo considere procedente, el 
Contralor General de la República o sus 
delegatarios podrán dictar auto para mejor 
proveer.

En la aplicación de la sanción se tomarán 
en cuenta las circunstancias atenuantes y 
agravantes que correspondan. Se conside-
ran atenuantes, la falta de intención, dolo o 
culpa del contraventor y el no haber sido 
objeto de sanciones durante los cinco (5) 
últimos años. Se consideran agravantes la 
reincidencia, la reiteración y la resistencia 
o reticencia.

Artículo 36. Sin perjuicio del agota-
miento de la vía administrativa, contra las 
decisiones dictadas por el Contralor Ge-
neral de la República o sus delegatarios, 
se podrá interponer el recurso de recon-
sideración, dentro de los quince (15) días 
hábiles siguientes a su notificación. Dicho 
recurso será decidido dentro de los quince 
días (15) hábiles siguientes a su interpo-

sición. Asimismo se podrá interponer re-
curso de nulidad por ante el Tribunal Su-
premo de Justicia, en el lapso de seis (6) 
meses contados a partir del día siguiente a 
su notificación.

Una vez firme en vía administrativa la de-
cisión prevista en el artículo 35 de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
se solicitará la expedición de la planilla de 
liquidación correspondiente y se procede-
rá a realizar la gestión de cobro.

Capítulo II
De las Medidas Preventivas

Artículo 37. El Contralor General de la 
República solicitará a la máxima autoridad 
del ente u organismo de que se trate, la 
aplicación de las medidas preventivas, con 
el objeto de asegurar la presentación de la 
declaración jurada de patrimonio y/o los 
documentos que se exijan en el procedi-
miento de verificación patrimonial.

La máxima autoridad aplicará la medida 
preventiva requerida al recibo de su soli-
citud y deberá participar su ejecución a la 
Contraloría General de la República en un 
lapso no mayor de tres (3) días hábiles.

Artículo 38. Sin perjuicio de las demás 
sanciones que sean procedentes, se sus-
penderá sin goce de sueldo por un lapso 
de hasta doce (12) meses a:

1. �El funcionario que no presente la decla-
ración jurada de patrimonio, hasta tanto 
demuestre que dio cumplimiento a la 
obligación.

2. �El funcionario público que no suminis-
tre los documentos que exija la Contra-
loría General de República, en la audito-
ría patrimonial.

3. �El funcionario que no ejecute la suspen-
sión acordada por el Contralor General 
de la República.

4. �El funcionario que de algún modo obs-
taculice o entrabe la práctica de alguna 
diligencia que deba efectuarse con mo-
tivo de la auditoria patrimonial.

Artículo 39. Sin perjuicio de las demás 
sanciones que correspondan, quedará inha-
bilitado para ejercer cualquier cargo público:

1. �El funcionario público que cese en el 
ejercicio de sus funciones y no presente 
declaración jurada de patrimonio.

2. �El funcionario público que falseare u 
ocultare los datos contenidos en la 
declaración jurada de patrimonio o los 
suministrados en el procedimiento de 
verificación patrimonial.

3. �Quienes hayan sido sancionados por el 
Contralor General de la República o sus 
delegatarios, por no cumplir con la obli-
gación de presentar declaración jurada 
de patrimonio o documentación reque-
rida en el proceso de verificación patri-
monial y se mantengan contumaces.

4. �Los Fiscales o representantes del Mi-
nisterio Público que dolosamente no 
interpongan los recursos legales, no 
ejerzan las acciones correspondientes, 
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no promuevan las diligencias condu-
centes al esclarecimiento de la verdad, 
no cumplan los lapsos procesales o no 
coadyuven con la debida protección del 
procesado.

5. �El funcionario o empleado público que 
haya sido condenado por cualesquiera 
de los delitos establecidos en este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

La inhabilitación que corresponda según 
los numerales 1, 2 y 3 de este artículo, 
será determinada por el Contralor General 
de la República en la resolución que dicte 
al efecto, la cual no podrá exceder de doce 
(12) meses, siempre y cuando sea subsa-
nado el incumplimiento, y en los casos a 
que se refieren los numerales 4 y 5, por el 
Juez que conozca el caso en sentencia de-
finitiva, a cuyo efecto establecerá un lapso 
no mayor de quince (15) años.

Artículo 40. Los funcionarios públicos 
que cesen en el ejercicio de sus funcio-
nes públicas por renuncia, destitución, o 
porque se les conceda el beneficio de ju-
bilación, no podrán retirar los pagos que 
les correspondan por cualquier concepto 
hasta tanto presenten la declaración jura-
da de patrimonio correspondiente al cese 
de sus funciones.

TÍTULO III
DE LAS ATRIBUCIONES

Y DEBERES DE LA 
CONTRALORÍA GENERAL

DE LA REPÚBLICA
Y DEL MINISTERIO PÚBLICO

EN MATERIA DE CORRUPCIÓN

Artículo 41. Sin perjuicio de lo estable-
cido en la ley que rige sus funciones, la 
Contraloría General de la República tendrá 
los siguientes deberes y atribuciones en 
materia de corrupción:

1. �Recibir, admitir, estudiar, cotejar, veri-
ficar, ordenar y archivar las declaracio-
nes juradas de patrimonio que le fueren 
presentadas.

2. �Exigir la formulación y presentación de 
la declaración jurada del patrimonio a 
las personas que deban hacerlo, en la 
oportunidad y condiciones que juzgue 
necesario, de conformidad con la ley.

3. �Enviar al Fiscal General de la República 
o a los tribunales competentes todos 
los documentos o elementos que ellos 
exijan, así como los resultados de las 
investigaciones que realice, sobre toda 
acción u omisión que produjere un per-
juicio al patrimonio público o pudiere 
comprometer la responsabilidad civil o 
penal de las personas sujetas a este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

4. �Investigar a las personas jurídicas que 
contraten con alguno de los entes u 
órganos señalados en los artículos 4° 
y 5° de este Decreto con Rango, Valor 

y Fuerza de Ley, cuando en su capital 
participe, directamente o por interpues-
ta persona, cualquier funcionario en 
contravención con lo dispuesto en el 
artículo 145 de la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela.

5. �Practicar las investigaciones pertinen-
tes cuando fundadamente se presuma 
que alguna de las personas sometidas a 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, aun por medio de sujetos inter-
puestos, hubiere efectuado remesas de 
fondos al exterior con el propósito de 
ocultar su enriquecimiento ilícito.

Artículo 42. La Contraloría General de la 
República podrá aclarar las dudas que pue-
dan presentarse en la interpretación de la 
obligación de hacer declaración jurada de 
patrimonio, en las investigaciones para de-
terminar responsabilidades administrativas, y 
en la sustanciación de aquellos casos en que 
pueda derivarse responsabilidad penal o civil.

Artículo 43. La Contraloría General de la 
República tiene competencia para inves-
tigar y fiscalizar todos los actos que ten-
gan relación con el patrimonio público, de 
conformidad con lo establecido en la Ley 
Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Con-
trol Fiscal. A estos efectos, podrá realizar 
las averiguaciones que crea necesarias en 
los órganos y entes que se mencionan en 
los artículos 4° y 5° de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Artículo 44. Cuando la Contraloría Ge-
neral de la República determine la respon-

sabilidad administrativa de un funcionario 
público de conformidad con este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, remitirá 
al Ministerio Público el resultado de sus 
actuaciones para que éste ejerza las accio-
nes correspondientes.

Artículo 45. Sin perjuicio de lo esta-
blecido en la Ley Orgánica del Ministerio 
Público y en el Código Orgánico Procesal 
Penal, en materia de corrupción el Minis-
terio Público tendrá los siguientes deberes 
y atribuciones:

1. �Ejercer las acciones a que hubiere lugar, 
para hacer efectiva la responsabilidad pe-
nal, civil, laboral, militar, administrativa o 
disciplinaria en que hubieren incurrido las 
personas indicadas en el artículo 3° de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

2. �Solicitar a los órganos de investiga-
ción penal, realizar actuaciones com-
plementarias que permitan recabar los 
elementos probatorios conducentes a 
determinar la procedencia del ejercicio 
de las acciones a que haya lugar, contra 
las personas sometidas a investigación 
por el órgano contralor.

3. �Informar a la Contraloría General de la 
República el resultado de las acciones 
que hubiere intentado con fundamento 
en el resultado obtenido en el procedi-
miento de auditoría patrimonial. En los 
casos en que desestime el ejercicio de 
las acciones de su competencia, debe-
rá participar a la Contraloría General de 
la República a través de un informe los 
motivos que asistieron la desestimatoria.
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4. �Recabar, conservar y estructurar cua-
lesquiera elementos probatorios que 
considere necesarios y útiles para el 
procesamiento de las personas incur-
sas en la perpetración de alguno de los 
delitos previstos en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

5. �Velar por la aplicación de las sancio-
nes administrativas y disciplinarias que 
sean procedentes.

6. �Intentar la acción civil de cobro de las 
multas administrativas impuestas por 
la Contraloría General de la República 
como consecuencia de la declaración 
de responsabilidad administrativa, y 
que no hubieren sido satisfechas.

7. �Las demás que le señale la ley.

Artículo 46. Cuando se hayan cometido 
delitos contra el patrimonio público, y re-
sultaren afectados derechos, bienes e in-
tereses patrimoniales de la República Bo-
livariana de Venezuela, la acción civil será 
ejercida por el Procurador o Procuradora 
General de la República.

TÍTULO IV
DE LOS DELITOS CONTRA
EL PATRIMONIO PÚBLICO
Y LA ADMINISTRACIÓN DE 

JUSTICIA EN LA APLICACIÓN
DE ESTE DECRETO CON RANGO, 

VALOR Y FUERZA DE LEY

Capítulo I
Del Enriquecimiento Ilícito

y su Restitución al Patrimonio
Público

Artículo 47. Quien por sí o por persona 
interpuesta prometa, ofrezca o conceda a 
directivos, administradores, empleados o 
colaboradores de empresas, sociedades, 
asociaciones, fundaciones u organizacio-
nes un beneficio o ventaja de cualquier 
naturaleza, para que le favorezca a él o a 
un tercero frente a otros, incumpliendo 
sus obligaciones en la adquisición o venta 
de mercancías o en la prestación de servi-
cios, será sancionado con pena de prisión 
de dos (2) a seis (6) años.

Con la misma pena será castigado el di-
rectivo, administrador, empleado o co-
laborador, que por sí o por persona in-
terpuesta, reciba, solicite o acepte dicho 
beneficio o ventaja.

Adicionalmente, el órgano desconcentra-
do con competencia para la defensa de los 
derechos socioeconómicos, podrá impo-
ner la sanción de suspensión del Registro 
Único, en los términos previstos en la Ley 
que regula la materia de precios justos de 
bienes y servicios. 

Artículo 48. Incurre en enriquecimiento 
ilícito el funcionario público que hubiere 
obtenido en el ejercicio de sus funciones 
un incremento patrimonial desproporcio-
nado con relación a sus ingresos, que no 
pudiere justificar requerido y que no cons-
tituya otro delito.

Para la determinación del enriquecimiento 
ilícito de las personas sometidas a este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
se tomarán en cuenta:

1. �La situación patrimonial del investigado.

2. �La cuantía de los bienes objeto del enri-
quecimiento en relación con el importe de 
sus ingresos y de sus gastos ordinarios.

3. �La ejecución de actos que revelen falta 
de probidad en el desempeño del car-
go y que tengan relación causal con el 
enriquecimiento.

4. �Las ventajas obtenidas por la ejecución 
de contratos con alguno de los entes 
indicados en el artículo 4° de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Artículo 49. Además de las personas 
indicadas en el artículo 3° de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, podrán 
incurrir en enriquecimiento ilícito:

1. �Aquellas a las cuales se hubiere exigi-
do declaración jurada de patrimonio, 
de conformidad con lo previsto en el 
artículo 28 de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

2. �Aquellas que ilegalmente obtengan al-
gún lucro por concepto de ejecución 
de contratos celebrados con cualquiera 
de los entes u órganos indicados en el 
artículo 4° de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

Artículo 50. Los bienes que constituyen 
el enriquecimiento ilícito, por el sólo he-
cho de la sentencia ejecutoriada, pasarán 
a ser propiedad de la entidad afectada, 
cuando se le produjere un perjuicio eco-
nómico. En los demás casos, ingresarán a 
la Hacienda Pública Nacional.

Artículo 51. Cuando por cualquier me-
dio, el Ministerio Público conozca de la 
existencia de indicios de que se ha incu-
rrido en un presunto enriquecimiento ilíci-
to, acordará iniciar, por auto motivado, la 
investigación correspondiente y ordenará 
practicar todas las diligencias encamina-
das a demostrar dicho enriquecimiento. 
El Ministerio Público, a fin de sustanciar 
la referida investigación, podrá apoyarse 
en cualesquiera de los órganos de policía.

Artículo 52. Los funcionarios o emplea-
dos públicos y los particulares están obli-
gados a rendir declaración de los hechos 
que conozcan y a presentar a la Contra-
loría General de la República o a sus de-
legados, al Ministerio Público y al órgano 
jurisdiccional competente, según el caso, 
libros, comprobantes y documentos re-
lacionados con el hecho que se averigua, 
sin observar lo pautado en el Título VII 
del Decreto con rango, valor y Fuerza de 
Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica. Cuando se tratare de inspección 
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de cartas, telegramas, papeles privados 
y cualquier otro medio de correspon-
dencia o comunicación, se procederá 
de conformidad con lo establecido en la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, el Código Civil y el Código 
Orgánico Procesal Penal.

Artículo 53. Terminada la investigación, 
si no resultaren probados los hechos ave-
riguados, el Ministerio Publico hará decla-
ración expresa de ello. En caso contrario, 
procederá de la forma siguiente:

1. �Si aparecieren fundados indicios de 
que el investigado ha cometido el de-
lito de enriquecimiento ilícito o cual-
quiera de los otros delitos contempla-
dos en este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, intentará la acción 
penal correspondiente.

2. �Si resultare que el investigado está in-
curso en la comisión de hechos consti-
tutivos de infracciones de índole fiscal, 
se remitirá a la Contraloría General de 
la República, a fin de que decida lo co-
rrespondiente, de conformidad con la 
Ley Orgánica del Ministerio Público.

3. �Si resultaren comprobados daños y 
perjuicios causados al patrimonio pú-
blico, bajo supuestos distintos a los 
contemplados en la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y 
del Sistema Nacional de Control Fiscal, 
ejercerá la acción civil respectiva.

Capítulo II
Otros Delitos Contra
el Patrimonio Público

Artículo 54. Cualquiera de las personas 
señaladas en el artículo 3° de la presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
que se apropie o distraiga, en provecho 
propio o de otro, los bienes del patrimonio 
público o en poder de algún organismo 
público, cuya recaudación, administración 
o custodia tengan por razón de su cargo, 
será penado con prisión de tres (3) a diez 
(10) años y multa del veinte por ciento 
(20%) al sesenta por ciento (60%) del 
valor de los bienes objeto del delito. Se 
aplicará la misma pena si el agente, aun 
cuando no tenga en su poder los bienes, 
se los apropie o distraiga o contribuya 
para que sean apropiados o distraídos, en 
beneficio propio o ajeno, valiéndose de la 
facilidad que le proporciona su condición 
de funcionario público.

Artículo 55. Cualquiera de las personas 
indicadas en el artículo 3° de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley que 
teniendo, por razón de su cargo, la recau-
dación, administración o custodia de bie-
nes del patrimonio público o en poder de 
algún órgano o ente público, diere ocasión 
por imprudencia, negligencia, impericia o 
inobservancia de leyes, reglamentos, ór-
denes o instrucciones, a que se extravíen, 
pierdan, deterioren o dañen esos bienes, 
será penada con prisión de seis (6) meses 
a tres (3) años.

Artículo 56. El funcionario público que, 
indebidamente, en beneficio particular o 
para fines contrarios a los previstos en 
las leyes, reglamentos, resoluciones u 
órdenes de servicio, utilice o permita que 
otra persona utilice bienes del patrimonio 
público o en poder de algún organismo 
público, o de empresas del Estado cuya 
administración, tenencia o custodia se le 
haya confiado, será penado con prisión de 
seis (6) meses a cuatro (4) años.

Con la misma pena será sancionada la per-
sona que, con la anuencia del funcionario 
público, utilice los trabajadores o bienes 
referidos.

Artículo 57. Cuando el culpable de algu-
no de los delitos previstos en los artículos 
precedentes, antes de iniciarse la inves-
tigación, haya restituido lo apropiado o 
distraído, o reparado enteramente el daño 
causado, en el caso de que por la natura-
leza del hecho o por otras circunstancias 
no fuere posible la restitución, la pena se 
disminuirá en dos terceras (2/3) partes.

Si la restitución o la reparación se efectúa en 
el curso del juicio antes de dictarse sentencia 
de primera instancia, la pena se podrá dis-
minuir hasta la mitad. Cuando el reintegro 
fuere parcial en cualquiera de los dos casos 
señalados, se podrá disminuir la pena hasta 
en una cuarta (1/4) parte, según la cantidad 
reintegrada o el daño reparado y la gravedad 
y modalidades del hecho punible.

Artículo 58. El funcionario público que 
ilegalmente diere a los fondos o rentas a 
su cargo, una aplicación diferente a la pre-

supuestada o destinada, aun en beneficio 
público, será penado con prisión de tres 
(3) meses a tres (3) años, según la grave-
dad del delito.

Artículo 59. El funcionario público que 
por dar ilegalmente a los fondos o rentas 
a su cargo una aplicación pública diferente 
a la presupuestada o destinada, causare 
daño o entorpeciera algún servicio públi-
co, será penado con prisión de seis (6) 
meses a cuatro (4) años.

Artículo 60. El funcionario público que, 
con el objeto de evadir la aplicación de los 
procedimientos de licitación u otros con-
troles o restricciones que establece la ley 
para efectuar determinada contratación, 
o alegare ilegalmente razones de emer-
gencia, será penado con prisión de seis 
(6) meses a tres (3) años. Con igual pena 
serán sancionados los funcionarios que 
otorgaren las autorizaciones o aprobacio-
nes de tales contrataciones.

Artículo 61. El funcionario público que 
excediéndose en las disposiciones presu-
puestarias y sin observancia de las previ-
siones legales sobre crédito público, efec-
túe gastos o contraiga deudas o compro-
misos de cualquier naturaleza que hagan 
procedente reclamaciones contra la Repú-
blica o contra algunas de las entidades o 
instituciones indicadas en el artículo 4° de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, será penado con prisión de uno (1) a 
tres (3) años, excepto en aquellos casos 
en los cuales el funcionario, a fin de evi-
tar la paralización de un servicio, obtuvie-
re la autorización del gasto por parte del 
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Presidente de la República Bolivariana de 
Venezuela en Consejo de Ministros, de-
biendo notificarse esta autorización a las 
Comisiones Permanentes de Finanzas y de 
Contraloría o, en su defecto, a la Comisión 
Delegada de la Asamblea Nacional.

Artículo 62. El funcionario público que 
abusando de sus funciones, constriña o 
induzca a alguien a que dé o prometa, para 
sí mismo o para otro, una suma de dinero 
o cualquier otra ganancia o dádiva indebi-
da, será penado con prisión de dos (2) a 
seis (6) años y multa de hasta el cincuenta 
por ciento (50%) del valor de la cosa dada 
o prometida.

Artículo 63. El funcionario público que 
por algún acto de sus funciones reciba 
para sí mismo o para otro, retribuciones 
u otra utilidad que no se le deban o cuya 
promesa acepte, será penado con prisión 
de uno (1) a cuatro (4) años y multa de 
hasta el cincuenta por ciento (50%) de lo 
recibido o prometido. Con la misma pena 
será castigado quien diere o prometiere el 
dinero, retribuciones u otra utilidad indica-
dos en este artículo.

Artículo 64. El funcionario público que 
por retardar u omitir algún acto de sus 
funciones, o que por efectuar alguno que 
sea contrario al deber mismo que ellas 
impongan, reciba o se haga prometer di-
nero u otra utilidad, bien por sí mismo o 
mediante otra persona, para sí o para otro, 
será penado con prisión de tres (3) a sie-
te (7) años y multa de hasta el cincuenta 
por ciento (50%) del beneficio recibido o 
prometido.

La prisión será de cuatro (4) a ocho (8) 
años y la multa de hasta el sesenta por 
ciento (60%), si la conducta ha tenido 
por efecto:

1. �Conferir empleos públicos, subsidios, 
pensiones u honores, o hacer que se 
convenga en contratos relacionados 
con la administración a la que pertenez-
ca el funcionario.

2. �Favorecer o causar algún perjuicio o 
daño a alguna de las partes en proce-
dimiento administrativo o juicio penal, 
civil o de cualquier otra naturaleza.

Si el responsable de la conducta fuere 
un juez, y de ello, resultare una sentencia 
condenatoria restrictiva de la libertad que 
exceda de seis (6) meses, la pena de pri-
sión será de cinco (5) a diez (10) años.

Con la misma pena en cada caso, será cas-
tigada la persona interpuesta de la que se 
hubiere valido el funcionario público para 
recibir o hacerse prometer el dinero u otra 
utilidad, y la persona que diere o prome-
tiere el dinero u otra utilidad indicados en 
este artículo.

Artículo 65. Cualquiera que, sin conse-
guir su objeto, se empeñe en persuadir o 
inducir a cualquier funcionario público a 
que cometa alguno de los delitos previs-
tos en los artículos 62 y 63 de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
será castigado, cuando la inducción sea 
con el objeto de que el funcionario incurra 
en el delito previsto en el artículo 63, con 
prisión de seis (6) meses a dos (2) años; 

y si fuere con el fin de que incurra en el 
señalado en el artículo 64, con las penas 
allí establecidas, reducidas a la mitad.

Artículo 66. Cuando el soborno media-
re en causa criminal a favor del indiciado, 
procesado o reo, por parte de su cónyuge 
o concubino en los términos del artículo 
77 de la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela, de algún ascendien-
te, descendiente o hermano, se rebajará la 
pena que debiera imponerse al sobornan-
te, atendidas todas las circunstancias, en 
dos terceras (2/3) partes.

Artículo 67. En los casos previstos en 
los artículos 63 y 64, el dinero u objeto 
dados serán confiscados, previa sentencia 
firme que así lo acuerde.

Artículo 68. El funcionario público que 
utilice, para sí o para otro, informaciones o 
datos de carácter reservado de los cuales 
tenga conocimiento en razón de su cargo, 
será penado con prisión de uno (1) a seis 
(6) años y multa de hasta el cincuenta por 
ciento (50%) del beneficio perseguido u 
obtenido, siempre que el hecho no cons-
tituya otro delito.

Si del hecho resultare algún perjuicio a la 
Administración Pública, la pena será au-
mentada de un tercio (1/3) a la mitad (1/2).

Artículo 69. El funcionario público que 
abusando de sus funciones, ordene o eje-
cute en daño de alguna persona un acto 
arbitrario que no esté especialmente pre-
visto como delito o falta por una disposi-
ción de la ley, será castigado con prisión 

de seis (6) meses a dos (2) años; y si obra 
por un interés privado, la pena se aumen-
tará en una sexta (1/6) parte.

Artículo 70. El funcionario público que 
abusando de sus funciones, utilice su 
cargo para favorecer o perjudicar electo-
ralmente a un candidato, grupo, partido o 
movimiento político, será sancionado con 
prisión de un (1) año a tres (3) años.

Artículo 71. El funcionario público que 
arbitrariamente exija o cobre algún im-
puesto o tasa indebidos, o que, aun siendo 
legales, emplee para su cobranza medios 
no autorizados por la ley, será penado con 
prisión de un (1) mes a un (1) año y multa 
de hasta el veinte por ciento (20%) de lo 
cobrado o exigido.

Artículo 72. El funcionario público que, 
al intervenir por razón de su cargo en la 
celebración de algún contrato u otra ope-
ración, se concierte con los interesados o 
intermediarios para que se produzca de-
terminado resultado, o utilice cualquier 
maniobra o artificio conducente a ese fin, 
será penado con prisión de dos (2) a cinco 
(5) años. Si el delito tuvo por objeto obte-
ner dinero, dádivas o ganancias indebidas 
que se le dieren u ofrecieren a él o a un ter-
cero, será penado con prisión de dos (2) a 
seis (6) años y multa de hasta el cien por 
ciento (100%) del beneficio dado o pro-
metido. Con la misma pena será castigado 
quien se acuerde con los funcionarios, y 
quien diere o prometiere el dinero, ganan-
cias o dádivas indebidas a que se refiere 
este artículo.
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Artículo 73. El funcionario público que 
en forma indebida, directamente o por 
interpuesta persona, con aprovechamien-
to de las funciones que ejerce o usando 
las influencias derivadas de las mismas, 
hubiere obtenido ventaja o beneficio eco-
nómico u otra utilidad para sí o para un 
tercero, será penado con prisión de dos 
(2) a cuatro (4) años.

Igual pena se aplicará a quien, en beneficio 
propio o de otro, haga uso indebido de la 
influencia o ascendencia que pudiera tener 
sobre algún funcionario público para que 
éste ordene o ejecute algún acto propio de 
sus funciones, para que lo omita, retarde 
o precipite o para que realice alguno que 
sea contrario al deber que ellas impongan. 
El funcionario que actúe bajo estas condi-
ciones será castigado con la misma pena, 
aumentada de un tercio (1/3) a la mitad 
(1/2), excepto si concurren las circunstan-
cias previstas en la segunda parte del artí-
culo 62 de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, en cuyo caso se aplicará 
la sanción prevista en ese artículo.

Artículo 74. Fuera de aquellos casos ex-
presamente tipificados, el funcionario pú-
blico o cualquier persona que por sí misma 
o mediante persona interpuesta se procure 
ilegalmente alguna utilidad en cualquiera de 
los actos de la administración pública, será 
penado con prisión de uno (1) a cinco (5) 
años y multa de hasta el cincuenta por cien-
to (50%) de la utilidad procurada.

Artículo 75. El funcionario público que 
hubiere obtenido en el ejercicio de sus 
funciones un incremento patrimonial des-

proporcionado con relación a sus ingre-
sos, que no pudiere justificar, y que haya 
sido requerido debidamente para ello y 
que no constituya otro delito, será sancio-
nado con prisión de tres (3) a diez (10) 
años. Con la misma pena será sancionada 
la persona interpuesta para disimular el in-
cremento patrimonial no justificado.

Artículo 76. Los representantes o admi-
nistradores de personas naturales o jurídi-
cas, así como los directores o principales 
de éstas, que, por actos simulados o frau-
dulentos, se aprovechen o distraigan de 
cualquier forma, en beneficio propio o de 
terceros, el dinero, valores u otros bienes 
que sus administradas o representadas 
hubieren recibido de cualquier órgano o 
ente público por concepto de crédito, aval 
o cualquier otra forma de contratación, 
siempre que resulte lesionado el patrimo-
nio público, serán penados con prisión de 
dos (2) a diez (10) años.

Artículo 77. Los comisarios, adminis-
tradores, directores o principales de per-
sonas jurídicas en las que tenga interés 
algún órgano o ente público que, a falta 
de balance legalmente aprobado, en dis-
conformidad con él o con base a balances 
insinceros, declaren, cobren o paguen uti-
lidades ficticias o que no deban distribuir-
se, serán penados con prisión de uno (1) 
a cinco (5) años.

Artículo 78. Cualquier persona que 
falseare u ocultare intencionalmente los 
datos contenidos o que deba contener 
su declaración jurada de patrimonio, así 
como los que se les requieran con ocasión 

de la verificación de la misma, o estuvie-
re en rebeldía en su presentación o en el 
suministro de información en la auditoria 
patrimonial, será castigado con prisión de 
uno (1) a seis (6) meses y se procederá a 
su destitución si se encuentra en el ejerci-
cio del cargo.

Artículo 79. El funcionario público o par-
ticular que expida una certificación falsa, 
destinada a dar fe ante la autoridad o ante 
particulares, de documentos, actas, cons-
tancias, antigüedad u otras credenciales, 
que puedan ser utilizadas para justificar 
decisiones que causen daños al patrimo-
nio público, será penado con prisión de 
seis (6) meses a dos (2) años.

Con la misma pena se castigará a quien 
forjare tales certificaciones o altere algu-
na regularmente expedida, a quien hiciere 
uso de ello, o a quien diere u ofreciere di-
nero para obtenerla.

Artículo 80. Cualquiera que ilegalmente 
ocultare, inutilizare, alterare, retuviere o 
destruyera, total o parcialmente, un libro o 
cualquier otro documento que curse ante 
cualquier órgano o ente público, será pena-
do con prisión de tres (3) a siete (7) años.

Podrá disminuirse hasta la mitad la pena 
prevista en este artículo si el daño o per-
juicio causado fuese leve y hasta la tercera 
parte (1/3) si fuese levísimo.

Artículo 81. La persona que alardean-
do de valimiento o de relaciones de 
importancia e influencia con cualquier 
funcionario público reciba o se haga 

prometer, para sí o para otro, dinero o 
cualquier otra utilidad, bien como estí-
mulo o recompensa de su mediación, 
bien so pretexto de remunerar el logro 
de favores, será penado con prisión de 
dos (2) a siete (7) años; y con prisión de 
seis (6) meses a dos (2) años, a quien 
dé o prometa el dinero o cualquier otra 
utilidad de las que se indican en este ar-
tículo, a menos que haya denunciado el 
hecho ante la autoridad competente an-
tes de la iniciación del correspondiente 
proceso judicial.

Artículo 82. Serán penados con prisión 
de tres (3) meses a un (1) año los funcio-
narios públicos que:

1. �Por sí o por interpuesta persona se pro-
curen alguna utilidad, ventaja o benefi-
cio económico con ocasión de las faltas 
administrativas previstas en el artículo 
94 de la Ley Orgánica de la Contraloría 
General de la República y del Sistema 
Nacional de Control Fiscal.

2. �Ordenen pagos por obras o servicios no 
realizados o defectuosamente ejecutados.

3. �Certifiquen terminaciones de obras o 
prestación de servicios inexistentes o 
de calidades o cantidades inferiores a 
las contratadas, sin dejar constancia de 
estos hechos.

Artículo 83. El funcionario público que 
abra cuenta bancaria a su nombre o al de 
un tercero utilizando fondos públicos, aun 
sin ánimo de apropiárselos, será penado 
con prisión de uno (1) a cinco (5) años.
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Cuando dichos fondos sean depositados 
en cuenta particular ya abierta, o aquel 
que deliberadamente se sobregire en las 
cuentas que en una o varias instituciones 
bancarias mantenga el organismo o ente 
confiado a su manejo, administración o 
giro, será penado con prisión de seis (6) 
meses a dos (2) años.

Artículo 84. Cualquiera que falsamente 
denunciare o acusare a otra persona de la 
comisión de alguno o algunos de los hechos 
punibles previstos en este Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, será castigada con 
prisión de uno (1) a tres (3) años.

Artículo 85. Quien por sí o por persona 
interpuesta prometa, ofrezca u otorgue a un 
funcionario público de otro Estado, direc-
ta o indirectamente, por parte de sus na-
cionales, personas que tengan residencia 
habitual en su territorio y empresas domi-
ciliadas en él, cualquier objeto de valor pe-
cuniario u otros beneficios, como dádivas, 
favores, promesas, ventajas a cambio de 
que dicho funcionario realice u omita cual-
quier acto, en el ejercicio de sus funciones 
públicas, relacionado con una transacción 
de naturaleza económica, comercial o de 
cualquier otra índole, será penado con pri-
sión de seis (6) a doce (12) años.

Capítulo III
De los Delitos contra

la Administración de Justicia
en la aplicación de este Decreto 

con Rango, Valor y Fuerza de Ley

Artículo 86. El Juez que omita o rehúse 
decidir, so pretexto de oscuridad, insufi-

ciencia, contradicción o silencio de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
será penado con prisión de uno (1) a dos 
(2) años. Si obrare por un interés privado, 
la pena se aumentará al doble.

El Juez que viole este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley o abuse de poder, 
en beneficio o perjuicio de un procesado, 
será penado con prisión de tres (3) a seis 
(6) años.

La Dirección Ejecutiva de la Magistratura 
del Tribunal Supremo de Justicia, tomará 
las previsiones necesarias para destituirlo, 
pudiendo permitir su reingreso a la carre-
ra judicial, luego del transcurso de veinte 
(20) años después de cumplida la pena, 
siempre y cuando haya observado con-
ducta intachable durante ese tiempo.

Artículo 87. El Juez que retarde la tra-
mitación del proceso con el fin de prolon-
gar la detención del procesado o de que 
prescriba la acción penal correspondiente, 
será penado con prisión de dos (2) a cua-
tro (4) años; igual pena le corresponderá a 
las personas que hubieren intervenido en 
el delito en calidad de cooperadores inme-
diatos. Igualmente, todo funcionario públi-
co de instrucción, o de policía judicial que, 
en el ejercicio de sus funciones, tuviere 
conocimiento de algún hecho punible por 
el cual ordene este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley proceder de oficio 
y omita o retarde indebidamente dictar 
las actuaciones correspondientes o dar 
parte de ello a la autoridad competente, 
será sancionado con suspensión del car-
go por seis (6) meses, sin goce de sueldo 

y, en caso de gravedad o de reincidencia 
reiterada, con destitución, previo procedi-
miento disciplinario, en ambos casos, por 
la Dirección Ejecutiva de la Magistratura 
del Tribunal Supremo de Justicia, si es 
empleado judicial o por la autoridad com-
petente, si es algún órgano de policía.

Artículo 88. Los fiscales o representan-
tes del Ministerio Público, que dolosamen-
te no interpongan los recursos legales, no 
ejerzan las acciones penales o civiles, o no 
promuevan las diligencias conducentes al 
esclarecimiento de la verdad, a la rectitud 
de los procedimientos, al cumplimiento de 
los lapsos procesales y de la protección 
debida al procesado, serán penados con 
prisión de dos (2) a cuatro (4) años.

Artículo 89. El funcionario público por 
sí o por interpuesta persona, en contra-
vención a lo consagrado en el artículo 145 
de la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela, siempre y cuando 
se demostrare su influencia o injerencia 
en el proceso de contratación, o contrate 
con sociedades mercantiles que tengan su 
domicilio fiscal o constitución en países 
donde no se guarden las formalidades y 
requisitos de ley consagrados en la legis-
lación nacional, será penado con prisión 
de tres (3) a seis (6) años. Igual pena será 
aplicada a las personas involucradas en el 
proceso de contratación.

TÍTULO V
PROCEDIMIENTO PENAL

Y MEDIDAS PREVENTIVAS

Artículo 90. Se considera de orden público 
la obligación de restituir, reparar el daño o in-
demnizar los perjuicios inferidos al patrimonio 
público, por quienes resultaren responsables 
de las infracciones previstas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

A estos efectos, el Ministerio Público prac-
ticará de oficio las diligencias conducentes 
a la determinación de la responsabilidad 
civil de quienes aparecieren como copar-
tícipes en el delito. En la sentencia definiti-
va, el tribunal se pronunciará sobre la res-
ponsabilidad civil del o de los enjuiciados.

Si en el expediente no estuviere determi-
nada la cuantía del daño, reparación, resti-
tución o indemnización que corresponda, 
la sentencia ordenará proceder con arre-
glo a lo establecido en el artículo 249 del 
Código de Procedimiento Civil.

Artículo 91. El Fiscal del Ministerio Pú-
blico, en capítulo separado del escrito de 
acusación, propondrá la acción civil que 
corresponda para que sean reparados los 
daños, efectuadas las restituciones, indem-
nizados los perjuicios o pagados los intere-
ses que por los actos delictivos imputados 
al enjuiciado hubieren causado al Patrimo-
nio Público, observándose al respecto los 
requisitos establecidos en el artículo 340 
del Código de Procedimiento Civil.

Los intereses se causarán desde la fecha 
de la comisión del acto de enriquecimiento 
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ilícito contra el patrimonio público o desde 
el inicio de dicho acto, si fuere de ejecu-
ción continuada, y se calcularán conforme 
a la tasa o rata que fije el Reglamento de 
la Ley, pero en ningún caso será inferior al 
doce por ciento (12%) anual.

Artículo 92. En el mismo acto se opon-
drán todas las excepciones establecidas 
en el artículo 28 del Código Orgánico Pro-
cesal Penal y las indicadas en el artículo 
346 del Código de Procedimiento Civil, 
conjuntamente con todas las defensas de 
fondo, en cuanto fueren procedentes.

Las excepciones o cuestiones previas se 
contestarán por la parte a quien corres-
ponda en la misma audiencia, y serán re-
sueltas al concluir la misma, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 330 del Código 
Orgánico Procesal Penal.

Artículo 93. Ningún procedimiento ad-
ministrativo o de cualquier otra naturaleza 
impedirá el ejercicio de la acción penal y 
de la civil que de ella se derive.

Artículo 94. Los juicios que se sigan por 
la comisión de los delitos previstos en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
se regirán por las disposiciones previstas 
en ella y las contenidas en el Código Orgá-
nico Procesal Penal.

Artículo 95. Las instituciones banca-
rias están obligadas a abrir las cajas de 
seguridad de sus clientes sometidos a 
averiguación por la presunta comisión de 
delitos contra la cosa pública y mostrar su 
contenido cuando así lo exija el Ministerio 

Público, previa orden judicial emitida por 
el Juez de Control, a solicitud de aquél. La 
apertura se hará en presencia del funcio-
nario respectivo y del titular de la caja de 
seguridad o de su representante. En caso 
de que alguno de éstos no concurriere 
al acto de apertura o se negare a abrir la 
caja de seguridad, la misma será abierta 
en su ausencia o rebeldía, inventariándose 
su contenido, de todo lo cual se levantará 
acta. Dicha caja, luego de sellada, no po-
drá abrirse nuevamente sin orden expresa 
del tribunal competente a solicitud del Mi-
nisterio Público.

Artículo 96. Cuando a juicio del Minis-
terio Público existan fundados indicios de 
la responsabilidad del investigado, podrá 
solicitar al Juez de Control que se reten-
gan preventivamente las remuneraciones, 
prestaciones o pensiones del funcionario, 
en el caso que la investigación se refiera a 
fondos de los cuales éste aparezca direc-
tamente responsable en la averiguación. 
Dicha retención se hará en la forma y por-
centaje previstos en la legislación especial.

Esta retención podrá hacerse extensiva a 
los pagos que los órganos y entes men-
cionados en el artículo 4° de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, adeuden 
a contratistas, cuando éstos aparezcan di-
rectamente implicados en las investigacio-
nes que se practiquen.

Artículo 97. Cuando existieren indicios 
graves, el Ministerio Público podrá solici-
tar al Juez de Control, el aseguramiento de 
bienes del investigado hasta por el doble 
de la cantidad en que se estime el enri-

quecimiento ilícito o el daño causado por 
el investigado al patrimonio público. La 
medida será acordada con sujeción a los 
trámites previstos en el Código de Proce-
dimiento Civil. Introducida la solicitud, de 
considerarla procedente, el Juez decretará 
en la misma fecha la medida preventiva de 
aseguramiento solicitada.

Artículo 98. En la sentencia definitiva el 
Juez podrá ordenar, según las circunstan-
cias del caso, la confiscación de los bienes 
de las personas naturales o jurídicas, na-
cionales o extranjeras, que incurran o sean 
responsables de delitos establecidos en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley que afecten gravemente el patrimonio 
público, a cuyo efecto solicitará ante las 
autoridades competentes, la repatriación 
de capitales de ser el caso.

Asimismo, el Juez podrá ordenar, según la 
gravedad del caso, la confiscación de los 
bienes de las personas que hayan incurri-
do en el delito de enriquecimiento ilícito 
tipificado en el artículo 47 de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y conse-
cuencialmente la repatriación de capitales.

Las autoridades competentes estarán en-
cargadas de presentar y recibir directa-
mente o por la vía diplomática las solici-
tudes de asistencia legal en materia penal, 
referentes a la investigación o juzgamiento 
de los actos de corrupción, de confor-
midad con lo establecido en sus ordena-
mientos jurídicos y los acuerdos suscritos 
y ratificados por la República Bolivariana 
de Venezuela.

Artículo 99. El funcionario o empleado 
público que haya sido condenado por cua-
lesquiera de los delitos establecidos en la 
presente Ley, quedará inhabilitado para el 
ejercicio de la función pública y, por tanto, 
no podrá optar a cargo de elección popu-
lar o a cargo público alguno, a partir del 
cumplimiento de la condena y hasta por 
cinco (5) años, a excepción de lo estable-
cido en el artículo 86 de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, caso en el 
cual se aplicará el tiempo establecido en 
esa norma.

El lapso de inhabilitación a que se refiere 
este artículo será determinado por el juez, 
de acuerdo con la gravedad del delito, en 
la sentencia definitiva que se pronuncie 
sobre el mismo.

Artículo 100. Las acciones judiciales no 
prescribirán, cuando estén dirigidas a san-
cionar delitos contra el patrimonio público.

Artículo 101. La Contraloría General de 
la República establecerá un sistema esta-
dístico y de información sobre las denun-
cias, procedimientos, juicios, faltas, deli-
tos, sanciones y penas que se impongan 
contra los funcionarios públicos por ac-
tos contrarios a este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley o por incurrir en las 
sanciones administrativas establecidas 
en la Ley Orgánica de la Contraloría Gene-
ral de la República y del Sistema Nacional 
de Control Fiscal, en la Ley Orgánica de la 
Administración Financiera del Sector Pú-
blico y en la Ley que establece el Estatuto 
de la Función Pública.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. El Consejo Moral Republicano 
adaptará el Código de Ética para el Funcio-
nario Público, dictado por la Contraloría 
General de la República mediante Resolu-
ción No 000019 de fecha 12 de mayo de 
1997, y publicada en la Gaceta Oficial de 
la República de Venezuela N° 36.268 del 
13 de agosto de 1997, el cual desarrollará 
los principios y valores consagrados en la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Segunda. El Estado creará un cuerpo 
nacional de prevención, análisis, inteligen-
cia e investigación contra la corrupción, 
dependiente jerárquicamente del Presi-
dente o Presidenta de la República, para 
prevenir, precisar, combatir y neutralizar 
los delitos derivados y conexos asociados 
al fenómeno de la corrupción y otros en 
detrimento del tesoro nacional, vinculados 
a la delincuencia organizada, en todas las 
instancias del Poder Público, el poder po-
pular y el sector privado.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. En todo cuanto sea procedente 
se aplicará lo previsto en la Convención 
Interamericana Contra la Corrupción, pu-
blicada en la Gaceta Oficial de la Repú-
blica de Venezuela N° 36.211 del 22 de 
mayo de 1997.

Las autoridades venezolanas competentes 
adoptarán especialmente, de conformidad 
con la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela y las leyes, todas las 

medidas que sean necesarias para hacer 
efectivo lo previsto por dicha convención 
en las materias de extradición, medidas 
sobre bienes y secreto bancario, reguladas 
por sus artículos XIII, XV y XVI.

Segunda. La comisión de los delitos 
contemplados en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley se tendrá como de 
lesa patria.

Tercera. Los funcionarios públicos no 
podrán abrir cuentas innominadas en el 
exterior.

Cuarta. Este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley entrará en vigencia a partir 
de su publicación en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS

8

REFORMA
DE LA LEY ORGÁNICA
DE IDENTIFICACIÓN

Gaceta Oficial Extraordinaria de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.155 
19 de noviembre de 2014

Decreto Nº 1.412



  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  343

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA 

DE LA LEY ORGÁNICA
DE IDENTIFICACIÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Con la entrada en vigencia de la Consti-
tución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela, se logró cumplir a cabalidad uno 
de los compromisos fundamentales de la 
Asamblea Nacional Constituyente, incor-
porando dentro de su elenco de artículos 
lo referente al derecho a la identidad, con-
sagrado en su artículo 56, derecho de pri-
mera línea ya que de éste se desprende un 
conjunto superior de derechos y deberes, 
ello motivado a su inherencia en la perso-
na humana y a su carácter imprescindible, 
generando esto paralelamente una obliga-
ción al Estado, consistente en el deber de 
asegurar una identidad legal, la cual de-
bería coincidir con la identidad biológica: 
el Constituyente Patrio procuró otorgar a 
todo ciudadano y ciudadana un elemento 
diferenciador con respecto a los integran-
tes de una sociedad, el cual se interrela-
ciona y se desarrolla con el derecho al 
libre desenvolvimiento de la personalidad.

Es importante destacar los avances en 
materia de identificación que se han lo-
grado en el marco del proceso de trans-
formación y cambios por el que atraviesa 
el Estado venezolano; sin embargo, el sis-
tema de identificación que existe actual-
mente sigue presentando fallas, pero esta 
vez de carácter normativo ya que si bien 
es cierto que la legislación actual que rige 
la materia garantiza a las personas natura-

les que habitan en el territorio nacional la 
obtención de los documentos de identifi-
cación, no es menos cierto que seguimos 
arrastrando errores administrativos origi-
nados en la cuarta República; entre éstos 
se destacan los casos de doble y hasta tri-
ple cedulación, doble y hasta triple despa-
cho, doble filiación y otras situaciones de 
gravedad, como simulación de identidad 
y usurpación de nacionalidad. Esto hace 
necesario el establecimiento de normas 
que permitan corregir de manera efectiva 
estas irregularidades.

En razón de lo expuesto anteriormente, el 
Presidente de la República Bolivariana de 
Venezuela, procediendo en ejercicio de la 
atribución que le confiere el numeral 8 del 
artículo 236 de la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela, en el marco 
de la Ley que Autoriza al Presidente de la 
República para dictar Decretos con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley en las Materias 
que se Delegan, publicada en la Gaceta Nº 
6.112 Extraordinario de fecha 19 de no-
viembre de 2013, se propone el presente 
de Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley de Reforma de la Ley de Identificación, 
en el ámbito de la lucha contra la corrup-
ción, previsto en el literal “a” del numeral 1 
del articulo 1º de la referida Ley Habilitan-
te: “Dictar y/o reformar normas e ins-
trumentos destinados a fortalecer los 
valores esenciales del ejercicio de la 
función pública, tales como la solida-
ridad, honestidad, responsabilidad, 
vocación de trabajo, amor al prójimo, 
voluntad de superación, lucha por la 
emancipación y el proceso de libe-
ración nacional, inspirado en la éti-
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ca y la moral socialista, la disciplina 
consciente, la conciencia del deber 
social y la lucha contra la corrupción 
y el burocratismo; todo ello, en aras 
de garantizar y proteger los intereses 
del Estado en sus diferentes niveles 
de gobierno”; así como la prevista en 
el literal “b” del numeral 1 del articulo 1º: 
”Dictar y/o reformar normas destina-
das a profundizar y fortalecer los me-
canismos de sanción penal, adminis-
trativa, civil y disciplinaria para evitar 
lesiones o el manejo inadecuado del 
patrimonio público y prevenir hechos 
de corrupción” y el literal “d” del nume-
ral 1 del articulo 1º: “Establecer meca-
nismos estratégicos de lucha contra 
aquellas potencias extranjeras que 
pretendan destruir la Patria en lo eco-
nómico, político y mediático; y dictar 
normas que sancionen las acciones 
que atentan contra la seguridad y de-
fensa de la nación, las instituciones 
del Estado, los poderes públicos y la 
prestación de los servicios públicos 
indispensables para el desarrollo y 
calidad de vida del pueblo”.

En tal contexto, este nuevo instrumento 
jurídico permitirá profundizar la incorpo-
ración de nuevas tecnologías de avanzada 
con el objeto de continuar modernizando 
un sistema heredado que se encontraba 
desfasado en todos los aspectos, avan-
zando en el camino de la transformación 
y la sustitución de estos esquemas por 
una identificación más segura y eficiente, 
para lo cual el Estado se obliga como ga-
rante de los derechos de los ciudadanos 
y ciudadanas.

El presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica de Identificación 
ha modificado, entre otras, disposicio-
nes sobre el pasaporte como medio de 
identificación, en el marco de una ade-
cuación necesaria, producto del ingreso 
de Venezuela como miembro activo del 
Mercado Común del Sur (MERCOSUR), 
visto que todos los países partes, defi-
nen el pasaporte como uno de los docu-
mentos de viaje capaz de identificar a los 
ciudadanos y ciudadanas en el exterior; 
aunado a esto, se incluye el Número Úni-
co de Identidad (NUI), inserto en el acta 
de nacimiento expedida por el Registro 
Civil como mecanismo de identidad, esto 
por la marcada importancia que genera 
la construcción de un expediente único 
civil de los ciudadanos y ciudadanas ve-
nezolanos, de conformidad con lo esta-
blecido en la Ley Orgánica de Registro 
Civil, publicada en la Gaceta Oficial de 
la República Bolivariana de Venezuela  
Nº 39.264 de fecha 15 de septiembre de 
2009.

Por otra parte, se establece la coordina-
ción entre el Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de Relaciones 
Interiores, Justicia y Paz, en consonancia 
con todos los órganos del Ejecutivo Nacio-
nal, en relación a la promoción de campa-
ñas de cedulación, incorporando formal-
mente en el proceso a las organizaciones 
del Poder Popular.

Dentro de las innovaciones jurídicas in-
troducidas en este instrumento de rango 
legal, se establece el procedimiento breve 
a seguir por parte de los ciudadanos ve-

nezolanos en torno a su identidad, el cual 
brinda la oportunidad al interesado de 
ejercer derecho a la identidad desde el mo-
mento de su nacimiento, estableciéndose 
que tiene derecho a poseer un acta de na-
cimiento, como medio de identificación, 
con su respectivo Número Único de Iden-
tidad (NUI), otorgada por el Estado a tra-
vés del organismo competente en materia 
de Registro Civil; del mismo modo y una 
vez cumplidos los nueve años de edad, se 
garantiza el otorgamiento de la cédula de 
identidad emitida por el órgano competen-
te en materia de identificación civil.

En el marco de la presente normativa de 
rango legal se incluyen como medios de 
identificación para los ciudadanos extran-
jeros todos aquellos permitidos en trata-
dos y convenios internacionales suscritos 
y ratificados por la República Bolivariana 
de Venezuela en el marco de su incorpora-
ción como miembro activo al MERCOSUR.

Con relación a las competencias que fue-
ren otorgadas a los Municipios para ex-
pedir documentos de identificación, éstas 
fueron suprimidas visto lo establecido en 
la Ley Orgánica de Registro Civil; de igual 
forma, se suprime la creación de un Servi-
cio de Identificación Indígena, por cuanto 
su puesta en marcha constituiría mayor 
burocracia para la ciudadanía. En tal senti-
do, la propuesta formulada en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica es la de incorporar este servicio 
al órgano encargado de la identificación de 
los venezolanos y venezolanas como coor-
dinación de apoyo a la estructura organi-
zacional ya concebida.

De conformidad con la última reforma que 
sufriera la Ley de Timbre Fiscal, en el sen-
tido de modificar el beneficio de exención 
de cobro por concepto de tramitación de 
pasaporte a los niños, niñas y adolescen-
tes, al igual que a los indígenas, se supri-
me en el texto legal vigente lo relativo a 
la exención del pago por concepto de su 
emisión, para evitar que la norma objeto 
de modificación y la up supra menciona-
da colidan.

A tenor de lo anteriormente expuesto y 
como garantía del derecho a la identidad, 
se incorporan los supuestos de hecho 
mediante los cuales podrá asignarse un 
nuevo número de identidad que sustitu-
ya al asignado originalmente, cuando sea 
declarado nulo el serial de la cédula de 
identidad por los motivos que se exponen 
a continuación: doble cedulación, usur-
pación de identidad, serial flotante, doble 
despacho y cualquier otro motivo estable-
cido por el órgano competente. Quedando 
estos casos específicamente a ser desa-
rrollados en el Reglamento del presente 
Decreto con Rango Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica.

Aunado a lo antes indicado, se dejan ple-
namente identificados los instrumentos 
jurídicos que permiten modificar el cam-
bio de estado civil y cualquier otro ele-
mento de identificación de los ciudadanos 
y ciudadanas tanto venezolanos como 
extranjeros, quedando establecido en los 
siguientes términos: acta de nacimiento, 
acta de matrimonio, acta de defunción o 
sentencia definitivamente firme que modi-
fique dichos documentos.
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Del mismo modo se establece el pago de 
una suma equivalente a ocho unidades 
tributarias (8 U.T.) por concepto de res-
guardo y custodia de pasaporte, una vez 
transcurrido el lapso establecido sin que la 
persona solicitante haya retirado el pasa-
porte o documento de viaje expedido. Esta 
disposición resulta del alto número de 
documentos tramitados que se encuentra 
en las bóvedas del órgano encargado de 
la identificación de los ciudadanos y ciu-
dadanos de la República Bolivariana de 
Venezuela.

Debido a que, en la práctica consuetu-
dinaria, se encuentra la retención fre-
cuente de los documentos de identidad y 
documentos de viaje por parte de algu-
nos funcionarios públicos, violentando 
flagrantemente el derecho a la identidad 
establecido en nuestra norma fundamen-
tal, argumentando que los mismos son 
medios de prueba de hechos punibles, si 
bien es cierto que cualquier documento 
puede ser medio de prueba, sin embargo 
no todo documento es prueba. Partiendo 
de esa premisa, no debe retenerse ningún 
documento de identidad o documento de 
viaje, más allá del único fin de verificar 
datos; es por ello que resulta necesario 
regular tal conducta de algunos funciona-
rios públicos y establecer las sanciones 
administrativas, civiles, penales y disci-
plinarias a las que haya lugar.

La Disposición Transitoria advierte a las 
personas que no hayan retirado los pasa-
portes o documentos de viaje tramitados, 
transcurridos tres meses después de la 
entrada en vigencia de este Decreto con 

Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
que les será aplicada la disposición refe-
rida al pago de la suma equivalente a ocho 
unidades tributarias (8 U.T.) por concepto 
de resguardo y custodia de pasaporte.

Como disposición final, se establece dic-
tar la creación del Reglamento del Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
dentro de los ciento ochenta días siguien-
tes a su entrada en vigencia.

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción 
del Socialismo y en el engrandecimiento 
del país, basado en los principios huma-
nistas y en las condiciones morales y éti-
cas bolivarianas, por mandato del pueblo 
y en ejercicio de las atribuciones que me 
confiere el numeral 8 del artículo 236 de 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, y los literales “a”, “b” y “d”, 
numeral 1 del artículo 1° de la Ley que au-
toriza al Presidente de la República para 
dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley en las materias que se le delegan, 
en Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA 

DE LA LEY ORGÁNICA
DE IDENTIFICACIÓN

Artículo 1°. Se modifica el artículo 1° 
referente al objeto del Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, el cual queda redac-
tado en los términos siguientes:

“Objeto
Artículo 1°. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley tie-
ne por objeto regular y garantizar la 
identificación de todos los venezola-

nos y venezolanas que se encuen-
tren dentro y fuera del territorio de la 
República Bolivariana de Venezuela, 
de conformidad con lo establecido 
en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela.”

Artículo 2°. Se modifica el artículo 3° 
referente a los documentos de identifica-
ción, el cual queda redactado en los térmi-
nos siguientes:

“Documentos de identificación
Artículo 3°. A los efectos de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se en-
tenderá por documento de identificación 
del venezolano o venezolana, el acta de na-
cimiento con el respectivo número único 
de identidad; que establezca la autoridad 
con competencia en materia de registro 
civil y la cédula de identidad.”

Artículo 3°. Se incorpora un nuevo ar-
tículo, quedando bajo el número 4, refe-
rente a los elementos de la identificación, 
el cual queda redactado en los términos 
siguientes:

“Elementos de la identificación
Artículo 4°. Son elementos básicos de la 
identificación de los ciudadanos y ciuda-
danas: sus nombres, apellidos, sexo, fe-
cha de nacimiento, lugar de nacimiento, 
los dibujos de sus crestas dactilares y 
cualquier otro medio de identificación.”

Artículo 4°. Se modifica el artículo 6° 
referente a la identificación de los venezo-
lanos y venezolanas, el cual queda redac-
tado en los términos siguientes:
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“Identificación de venezolanos
y venezolanas

Artículo 6°. Todos los venezolanos y ve-
nezolanas, desde el momento de su na-
cimiento, tienen derecho a poseer como 
medio de identificación el acta de naci-
miento, con su respectivo Número Único 
de Identidad (NUI), otorgada por el Estado 
a través del organismo competente en ma-
teria de Registro Civil, y una vez cumplidos 
los nueve años de edad se les otorgará la 
cédula de identidad emitida por el órgano 
competente en materia de identificación.

El Estado concederá un documento de 
identificación a los venezolanos y venezo-
lanas por naturalización. Su otorgamiento 
estará limitado sólo por las disposiciones 
previstas en la ley que rige la materia.”

Artículo 5°. Se modifica el artículo 10, 
quedando bajo el número 7, referente a la 
tramitación, el cual queda redactado en los 
términos siguientes:

“Tramitación
Artículo 7°. Los venezolanos y venezo-
lanas a partir de los nueve años de edad 
tendrán derecho a tramitar la cédula de 
identidad de forma gratuita, en los casos 
de expedición, pérdida, deterioro o cual-
quier otra modificación de los elementos 
de identificación.

La emisión de cédula de identidad no ten-
drá limitación alguna, más que la presen-
tación del acta de nacimiento original y co-
pia para los venezolanos por nacimiento, y 
la presentación de la carta de naturaliza-
ción o Gaceta Oficial de la Republica Boli-

variana de Venezuela para los venezolanos 
por naturalización.”

Artículo 6°. Se modifica el artículo 7°, 
quedando bajo el número 8, referente a la 
identificación de extranjeros o extranjeras, 
el cual queda redactado en los términos 
siguientes:

“Identificación de extranjeros
o extranjeras

Artículo 8°. Los extranjeros y extranjeras 
se identificarán mediante su pasaporte o 
cualquier otro documento permitido por 
convenios o tratados internacionales sus-
critos y ratificados por la República Boli-
variana de Venezuela con el país de origen; 
sin embargo, aquéllos que sean titulares 
de una visa o condición de permanencia 
en el país, correspondientes a las catego-
rías migrante temporal o migrante Perma-
nente, que establece la Ley de Extranjería y 
Migración y su Reglamento, están obliga-
dos a solicitar, y el Estado a otorgarles, su 
cédula de identidad, previo el cumplimien-
to de los requisitos exigidos por la ley.”

Artículo 7°. Se incorpora un nuevo artí-
culo, quedando bajo el número 9, referen-
te a los órganos competentes para expedir 
documentos de identificación, el cual que-
da redactado en los términos siguientes:

“Órganos competentes para expedir
documentos de identificación

Artículo 9°. Son órganos competentes para 
expedir documentos de identificación:

1. �El Consejo Nacional Electoral, por órgano 
de la Comisión de Registro Civil y Electoral.

2. �El Ejecutivo Nacional, por órgano del Mi-
nisterio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de identificación y sus 
dependencias destinadas para tal fin.”

Artículo 8°. Se modifica el artículo 11, 
quedando bajo el número 10, referente al 
otorgamiento de los documentos de iden-
tificación a los indígenas, el cual queda 
redactado en los términos siguientes:

“Otorgamiento de los documentos
de identificación a los indígenas

Artículo 10. El Ejecutivo Nacional, por 
órgano del Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de identifica-
ción, tomando en cuenta la organización 
sociocultural de los diferentes pueblos y 
comunidades indígenas, garantizará la 
obtención de la cédula de identidad a los 
indígenas bajo los principios de simplici-
dad, gratuidad, transparencia, igualdad, 
celeridad, responsabilidad social, no dis-
criminación y eficacia.”

Artículo 9°. Se incorpora un nuevo ar-
tículo, quedando bajo el número 12, refe-
rente a la coordinación de identificación 
indígena, el cual queda redactado en los 
términos siguientes:

“Coordinación
de identificación indígena

Artículo 12. Con el objeto de optimizar el 
proceso de identificación de la población 
indígena, el Ejecutivo Nacional, por órga-
no del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de identificación, 
incorporará una coordinación de identifi-
cación con carácter permanente, orienta-

da a facilitar la cedulación masiva de estas 
comunidades, articulada con el órgano 
competente en materia de registro civil.”

Artículo 10. Se modifica el artículo 18, 
quedando bajo el número 15, referente a 
la excepción, el cual queda redactado en 
los términos siguientes:

“Excepción
Artículo 15. Solo podrá asignarse a una 
misma persona un número de cédula de 
identidad, que sustituya al asignado ori-
ginalmente, cuando sea declarado nulo el 
serial de la cédula de identidad por moti-
vos de doble cedulación, usurpación de 
identidad, serial flotante, doble despacho 
y cualquier otro motivo establecido por 
el órgano competente. Estos supuestos 
serán específicamente desarrollados en 
el Reglamento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.”

Artículo 11. Se modifica el artículo 19, 
quedando bajo el número 16, referente al 
contenido de los documentos de identi-
dad, el cual queda redactado en los térmi-
nos siguientes:

“Contenido
Artículo 16. La República Bolivariana de 
Venezuela, por órgano del Ministerio del 
Poder Popular con competencia en mate-
ria de identificación, otorgará las cédulas 
de identidad. Éstas contendrán las especi-
ficaciones siguientes:

1. �Apellidos y nombres.

2. �Fecha de nacimiento.
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3. �Número Único de Identidad.

4. �Estado Civil.

5. �Fotografía a color.

6. �Firma e impresión dactilar del pulgar 
derecho de su titular y, en su defecto, 
del pulgar izquierdo.

7. �Firma del funcionario autorizado.

8. �Número que se le asigne.

9. �Nacionalidad y término de permanencia 
autorizada a su titular en el país, cuando 
se trate de extranjero o extranjera.

10. �En el caso de los ciudadanos indíge-
nas, se señalará el pueblo o comuni-
dad a la cual pertenecen.

11. �Fecha de expedición y de vencimiento.

12. �Cualquier otra disposición aprobada 
por el Ejecutivo Nacional por órgano 
del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de identifica-
ción, que garantice el otorgamiento de 
un documento de identificación segu-
ro, eficiente y que facilite la identifica-
ción del ciudadano o ciudadana y el 
ejercicio de sus derechos y garantías 
constitucionales.

De existir el impedimento para firmar o 
estampar las impresiones dactilares del ti-
tular, se hará constar en este documento.”

Artículo 12. Se modifica el artículo 20, 
quedando bajo el número 17, referente al 
otorgamiento de la cédula de identidad, 
el cual queda redactado en los términos 
siguientes:

“Otorgamiento de la cédula de identidad
Artículo 17. El Ejecutivo Nacional, por órgano 
del Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de identificación, otorgará 
a los venezolanos y venezolanas por naci-
miento, la cédula de identidad con la sola pre-
sentación del original del acta de nacimiento. 
En el caso de los venezolanos y venezolanas 
por naturalización, sólo será necesaria la 
presentación de la carta de naturalización o 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela, en la cual conste haber adquirido 
la nacionalidad venezolana. En el caso de los 
extranjeros o extranjeras titulares de la visa 
o condición de permanencia, perteneciente 
a las categorías Migrante Temporal o Per-
manente, será necesaria la presentación del 
instrumento que acredite su condición en el 
país, otorgado por la autoridad competente.

El trámite del documento correspondien-
te a la cédula de identidad es de carácter 
personal.”

Artículo 13. Se modifica el artículo 22, 
quedando bajo el número 19, referente a la 
renovación y reexpedición de la cédula de 
identidad, el cual queda redactado en los 
términos siguientes:

“Renovación y reexpedición 
Artículo 19. Los venezolanos y venezo-
lanas, extranjeros y extranjeras, tendrán 
derecho a tramitar el otorgamiento de una 

nueva cédula de identidad, por motivo de 
vencimiento, pérdida, deterioro, cambio de 
estado civil o cualquier otra modificación 
de los elementos de identificación, previa 
presentación del acta de nacimiento, acta 
de matrimonio, acta de defunción o senten-
cia definitivamente firme que dé lugar a la 
modificación de dicho documento.”

Artículo 14. Se modifica el artículo 23, 
quedando bajo el número 20, referente a 
los documentos supletorios, el cual queda 
redactado en los términos siguientes:

“Documento supletorio
Artículo 20. El otorgamiento de la cédula 
de identidad a los venezolanos y venezola-
nas por nacimiento que no posean acta de 
nacimiento, se realizará con la presenta-
ción de la sentencia definitivamente firme 
del tribunal competente que supla dicho 
documento, de conformidad con lo pre-
visto en la Ley Orgánica de Registro Civil.”

Artículo 15. Se modifica el artículo 25, 
quedando bajo el número 22, referente a la 
participación, el cual queda redactado en 
los términos siguientes:

“Participación
Artículo 22. El Ejecutivo Nacional, por ór-
gano del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de identificación, 
promoverá campañas de cedulación con la 
participación de organizaciones del Poder 
Popular, tendientes a facilitar la obtención 
de los documentos de identificación.

El Poder Electoral, a través de la unidad 
correspondiente, colaborará en las campa-

ñas de cedulación con el fin de garantizar a 
los ciudadanos y ciudadanas el disfrute de 
los derechos civiles y políticos.”

Artículo 16. Se modifica el artículo 27, 
quedando bajo el número 24, referente a 
la declaración de nulidad, inhabilitación e 
insubsistencia, el cual queda redactado en 
los términos siguientes:

“Declaración de nulidad,
inhabilitación e insubsistencia

Artículo 24. Corresponde al Ministerio del 
Poder Popular con competencia en mate-
ria de identificación a través de la depen-
dencia correspondiente declarar, mediante 
acto administrativo, la nulidad de las cé-
dulas de identidad obtenidas con fraude a 
la ley; la inhabilitación de las cédulas de 
identidad de aquellas personas que perdie-
ron la nacionalidad venezolana, así como, 
conforme a lo establecido en la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Vene-
zuela, las pertenecientes a extranjeros o 
extranjeras, a quienes se les revocó la visa 
o condición de permanencia en el país; y la 
insubsistencia de las cédulas de identidad 
pertenecientes a personas fallecidas. Los 
números de cédulas de identidad declara-
dos nulos, inhabilitados o insubsistentes, 
no podrán asignarse a otra persona.

A los fines de la actualización del Regis-
tro Electoral Permanente, el Ministerio 
del Poder Popular con competencia en 
materia de identificación, deberá informar 
al Consejo Nacional Electoral en un lapso 
no mayor de quince días, todo acto de 
declaratoria de nulidad, inhabilitación e 
insubsistencia de las cédulas de identidad. 
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Dicho lapso comenzará a contarse a partir 
del día de su publicación.”

Artículo 17. Se modifica el artículo 29, 
quedando bajo el número 26, referente al 
pasaporte, el cual queda redactado en los 
términos siguientes:

“El pasaporte
Artículo 26. El pasaporte es el documen-
to de viaje expedido por el Estado a tra-
vés del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de identificación, 
mediante el cual se identifican los venezo-
lanos y venezolanas en el extranjero.

Los requisitos, características, vigencia 
y elementos de identificación del pasa-
porte serán los establecidos en el Regla-
mento de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley y los que se encuentren 
contenidos en los tratados, acuerdos y 
convenios internacionales, suscritos y 
ratificados por la República Bolivariana 
de Venezuela.

El pago por concepto de expedición de pa-
saportes será regulado por la ley especial 
que rige en la materia.”

Artículo 18. Se modifica el artículo 31, 
quedando bajo el número 28, referente al 
pasaporte ordinario, el cual queda redacta-
do en los términos siguientes:

“Pasaporte ordinario
Artículo 28. El Pasaporte ordinario es el 
documento de viaje personal que expide el 
Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de identificación, a los 

venezolanos y venezolanas que deseen 
trasladarse al extranjero.”

Artículo 19. Se modifica el artículo 33, 
quedando bajo el número 30, referente al 
pasaporte diplomático y de servicio, el cual 
queda redactado en los términos siguientes:

“Pasaporte diplomático
y de servicio

Artículo 30. Los pasaportes Diplomático y 
de Servicio son los documentos de viaje 
en el exterior que el Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de 
Relaciones Exteriores otorga a los funcio-
narios, funcionarias y personas autoriza-
das para acreditar su titularidad ante las 
autoridades extranjeras, sin perjuicio de lo 
establecido en los convenios y tratados in-
ternacionales suscritos y ratificados por la 
República Bolivariana de Venezuela.”

Artículo 20. Se modifica el artículo 37, 
quedando bajo el número 34, referente al 
pasaporte provisional, el cual queda re-
dactado en los términos siguientes:

“Pasaporte provisional
Artículo 34. El pasaporte provisional es el 
documento que, por vía excepcional por 
razones de urgencia y casos especiales 
de salud, se otorga a los ciudadanos ve-
nezolanos para que puedan trasladarse al 
exterior sin dilación alguna.

El reglamento respectivo establecerá las 
personas a quienes se otorgará, así como 
las características, condiciones y requisi-
tos para su otorgamiento, inhabilitación y 
términos de vigencia.”

Artículo 21. Se modifica el artículo 40, 
quedando bajo el número 37, referente a la 
reexpedición y renovación de pasaportes, 
el cual queda redactado en los términos 
siguientes:

“Reexpedición y renovación
Artículo 37. Los venezolanos y venezola-
nas tendrán derecho a tramitar la renova-
ción del pasaporte, por motivo de venci-
miento, pérdida o deterioro. En los casos 
en los cuales exista modificación respecto 
a los elementos de identificación, la tra-
mitación requerirá de la presentación del 
acta de nacimiento, acta de matrimonio, 
acta de defunción o sentencia definitiva-
mente firme que dé lugar a la modificación 
de dicho documento.”

Artículo 22. Se incorpora un nuevo ar-
tículo, quedando bajo el número 38, refe-
rente al pago por resguardo y custodia del 
pasaporte, el cual queda redactado en los 
términos siguientes:

“Pago por resguardo y custodia
Artículo 38. Una vez transcurrido el lapso de 
treinta días hábiles posteriores a la notifica-
ción de emisión del pasaporte, sin que la 
persona solicitante lo retire, pagará la suma 
equivalente a ocho unidades tributarias (8 
U.T.) por cada mes de retraso, por concep-
to de resguardo y custodia de la libreta en 
las bóvedas del órgano competente.

El usuario que no retire la libreta en el 
tiempo de vigencia de la misma deberá 
efectuar el pago previsto en este artículo 
antes de solicitar el trámite nuevamente.”

Artículo 23. Se incorpora un nuevo ar-
tículo, quedando bajo el número 40, refe-
rente a la responsabilidad del funcionario 
o funcionaria, el cual queda redactado en 
los términos siguientes:

“Responsabilidad
del funcionario o funcionaria

Artículo 40. Todo funcionario público o 
funcionaria pública del Ministerio del Po-
der Popular con competencia en materia 
de identificación, de sus órganos y servi-
cios desconcentrados o sus entes descen-
tralizados, que retenga ilegalmente la cé-
dula de identidad, pasaporte o documento 
de viaje de quien lo exhiba con fines de 
identificarse, incurrirá en la responsabili-
dad civil, penal, disciplinaria y administra-
tiva a que hubiere lugar.”

Artículo 24. Se modifican las disposicio-
nes transitorias del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, las cuales que-
dan redactadas en los términos siguientes:

Disposiciones Transitorias
Primera. Las personas que no hayan re-
tirado los pasaportes o documentos de 
viaje tramitados, transcurridos noventa 
días continuos, a partir de la entrada en 
vigencia de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, se les aplicará la dispo-
sición referida al pago por concepto de 
resguardo y custodia.

Segunda. El Reglamento del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley será 
dictado dentro de los ciento ochenta (180) 
días siguientes a su entrada en vigencia.



354  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  355

De conformidad con lo previsto en el 
Artículo 5° de las Publicaciones Oficia-
les imprímase a continuación en un solo 
texto la Ley Orgánica de Identificación 
publicada en la Gaceta Oficial Nº 38.458, 
de fecha 14 de Junio de 2006, con las re-
formas aquí dictadas, sustitúyase donde 
dice “Ley” por “Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley”. Asimismo, el corres-
pondiente texto íntegro, y sustitúyase las 
firmas, fechas, adecuación numérica y 
demás datos de sanción y promulgación 
a que hubiere lugar. 

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción 
del Socialismo y en el engrandecimiento 
del país, basado en los principios huma-
nistas y en las condiciones morales y éti-
cas bolivarianas, por mandato del pueblo 
y en ejercicio de las atribuciones que me 
confiere el numeral 8 del artículo 236 de 
la Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela, y los literales “a”, “b” y 
“d”, numeral 1 del artículo 1º de la Ley que 
autoriza al Presidente de la República para 
dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley en las materias que se le delegan, 
en Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR
Y FUERZA DE LEY ORGÁNICA

DE IDENTIFICACIÓN

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Objeto
Artículo 1°. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley tiene por ob-
jeto regular y garantizar la identificación de 
todos los venezolanos y venezolanas que 
se encuentren dentro y fuera del territorio 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
de conformidad con lo establecido en la 

Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Definición de identificación
Artículo 2°. Se entiende por identifica-
ción, el conjunto de datos básicos que 
individualizan y diferencian a una perso-
na con respecto a otros individuos y que 
sirven de fuente de información para su 
reconocimiento.

Documentos de identificación
Artículo 3°. A los efectos de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
entenderá por documento de identifica-
ción del venezolano o venezolana, el acta 
de nacimiento con el respectivo número 
único de identidad; que establezca la au-
toridad con competencia en materia de 
registro civil y la cédula de identidad.

Elementos de la identificación
Artículo 4°. Son elementos básicos de 
la identificación de los ciudadanos y ciu-
dadanas: sus nombres, apellidos, sexo, 
fecha de nacimiento, lugar de nacimien-
to, los dibujos de sus crestas dactilares y 
cualquier otro medio de identificación.

Implementación tecnológica
Artículo 5°. El Estado garantizará la in-
corporación de tecnologías que permitan 
desarrollar un sistema de identificación 
seguro, eficiente y coordinado con los ór-
ganos del Poder Público.

El Ejecutivo Nacional, por órgano del 
Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de identificación, vi-
gilará el mantenimiento y la actualización 

permanente y progresiva del sistema de 
identificación, con el objeto de lograr un 
sistema de avanzada tecnología, que facili-
te a la ciudadanía el acceso a los servicios 
públicos, el intercambio de información y 
el apoyo a las funciones de los órganos del 
Estado.

CAPÍTULO II
De La Identificación De Los
Ciudadanos Y Ciudadanas

Identificación
de venezolanos y venezolanas

Artículo 6°. Todos los venezolanos y 
venezolanas, desde el momento de su na-
cimiento, tienen derecho a poseer como 
medio de identificación el acta de naci-
miento, con su respectivo Número Único 
de Identidad (NUI), otorgada por el Estado 
a través del organismo competente en ma-
teria de Registro Civil, y una vez cumplidos 
los nueve años de edad se les otorgará la 
cédula de identidad emitida por el órgano 
competente en materia de identificación.

El Estado concederá un documento de 
identificación a los venezolanos y venezo-
lanas por naturalización. Su otorgamiento 
estará limitado sólo por las disposiciones 
previstas en la ley que rige la materia.

Tramitación
Artículo 7°. Los venezolanos y venezo-
lanas a partir de los nueve años de edad 
tendrán derecho a tramitar la cédula de 
identidad de forma gratuita, en los casos 
de expedición, pérdida, deterioro o cual-
quier otra modificación de los elementos 
de identificación.
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La emisión de cédula de identidad no tendrá 
limitación alguna, más que la presentación del 
acta de nacimiento original y copia para los 
venezolanos por nacimiento, y la presenta-
ción de la carta de naturalización o Gaceta Ofi-
cial de la Republica Bolivariana de Venezuela 
para los venezolanos por naturalización.

Identificación de extranjeros 
o extranjeras

Artículo 8°. Los extranjeros y extranje-
ras se identificarán mediante su pasaporte 
o cualquier otro documento permitido por 
convenios o tratados internacionales suscri-
tos y ratificados por la República Bolivaria-
na de Venezuela con el país de origen; sin 
embargo, aquéllos que sean titulares de una 
visa o condición de permanencia en el país, 
correspondientes a las categorías migrante 
temporal o migrante permanente, que esta-
blece la Ley de Extranjería y Migración y su 
Reglamento, están obligados a solicitar, y el 
Estado a otorgarles, su cédula de identidad, 
previo el cumplimiento de los requisitos exi-
gidos por la ley.

Órganos competentes 
para expedir documentos

de identificación
Artículo 9°. Son órganos competentes 
para expedir documentos de identificación:

1. �El Consejo Nacional Electoral, por ór-
gano de la Comisión de Registro Civil y 
Electoral.

2. �El Ejecutivo Nacional, por órgano del 
Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de identificación y 
sus dependencias destinadas para tal fin.

CAPÍTULO III
De La Identificación Indígena

Otorgamiento de los documentos
de identificación a los indígenas

Artículo 10. El Ejecutivo Nacional, por 
órgano del Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de identifica-
ción, tomando en cuenta la organización 
sociocultural de los diferentes pueblos y 
comunidades indígenas, garantizará la 
obtención de la cédula de identidad a los 
indígenas bajo los principios de simplici-
dad, gratuidad, transparencia, igualdad, 
celeridad, responsabilidad social, no dis-
criminación y eficacia.

Respeto a los idiomas
y atuendos indígenas

Artículo 11. Se expedirá la cédula de 
identidad en el idioma castellano y en el 
idioma del pueblo o comunidad a la cual 
corresponda, así como cualquier otro do-
cumento de identificación y de viaje de las 
personas pertenecientes a los pueblos y 
comunidades indígenas, respetando los 
nombres y apellidos propios de sus idio-
mas. Asimismo, no se les obligará a foto-
grafiarse con una vestimenta distinta a la 
que corresponde a sus usos, costumbres 
y tradiciones.

Coordinación
de identificación indígena

Artículo 12. Con el objeto de optimizar el 
proceso de identificación de la población 
indígena, el Ejecutivo Nacional, por órga-
no del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de identificación, 
incorporará una coordinación de identifi-

cación con carácter permanente, orienta-
da a facilitar la cedulación masiva de estas 
comunidades, articulada con el órgano 
competente en materia de registro civil.

CAPÍTULO IV
De La Cédula de Identidad

Definición
Artículo 13. La cédula de identidad cons-
tituye el documento principal de identifica-
ción, para los actos civiles, mercantiles, 
administrativos, judiciales y para todos 
aquellos casos en los cuales su presenta-
ción sea exigida por la ley. Su expedición 
será de carácter gratuito y de uso personal 
e intransferible.

Número de la cédula de identidad
Artículo 14. El Ejecutivo Nacional, por 
órgano del Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de identifica-
ción, otorgará a cada cédula de identidad 
que expida un número y se le asignará a 
cada persona de por vida. Dicho número 
será inherente a la identificación de la per-
sona titular del mismo.

El número de la cédula de identidad de los 
venezolanos o venezolanas estará precedi-
do por la letra V, y el de los extranjeros o 
extranjeras por la letra E.

Excepción
Artículo 15. Solo podrá asignarse a una 
misma persona un número de cédula de 
identidad, que sustituya al asignado ori-
ginalmente, cuando sea declarado nulo el 
serial de la cédula de identidad por moti-
vos de doble cedulación, usurpación de 

identidad, serial flotante, doble despacho 
y cualquier otro motivo establecido por 
el órgano competente. Estos supuestos 
serán específicamente desarrollados en 
el Reglamento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Contenido
Artículo 16. La República Bolivariana de 
Venezuela, por órgano del Ministerio del 
Poder Popular con competencia en mate-
ria de identificación, otorgará las cédulas 
de identidad, estas contendrán las especi-
ficaciones siguientes:

1. �Apellidos y nombres.

2. �Fecha de nacimiento.

3. �Número Único de Identidad.

4. �Estado Civil.

5. �Fotografía a color.

6. �Firma e impresión dactilar del pulgar 
derecho de su titular y, en su defecto, 
del pulgar izquierdo.

7. �Firma del funcionario autorizado.

8. �Número que se le asigne. 

9. �Nacionalidad y término de permanencia 
autorizada a su titular en el país, cuando 
se trate de extranjero o extranjera.

10. �En el caso de los ciudadanos indíge-
nas, se señalará el pueblo o comuni-
dad a la cual pertenecen.
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11. �Fecha de expedición y de vencimiento.

12. �Cualquier otra disposición aprobada 
por el Ejecutivo Nacional por órgano 
del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de identifica-
ción, que garantice el otorgamiento de 
un documento de identificación segu-
ro, eficiente y que facilite la identifica-
ción del ciudadano o ciudadana y el 
ejercicio de sus derechos y garantías 
constitucionales.

De existir el impedimento para firmar 
o estampar las impresiones dactila-
res del titular, se hará constar en 
este documento.

Otorgamiento
de la cédula de identidad

Artículo 17. El Ejecutivo Nacional, por 
órgano del Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de identi-
ficación, otorgará a los venezolanos y 
venezolanas por nacimiento, la cédula 
de identidad con la sola presentación 
del original del acta de nacimiento. En el 
caso de los venezolanos y venezolanas 
por naturalización, sólo será necesaria la 
presentación de la carta de naturalización 
o Gaceta Oficial de la República Bolivaria-
na de Venezuela, en la cual conste haber 
adquirido la nacionalidad venezolana. En 
el caso de los extranjeros o extranjeras 
titulares de la visa o condición de per-
manencia, perteneciente a las categorías 
migrante temporal o permanente, será 
necesaria la presentación del instrumen-
to que acredite su condición en el país, 
otorgado por la autoridad competente.

El trámite del documento correspondien-
te a la cédula de identidad es de carácter 
personal.

Vigencia
Artículo 18. La cédula de identidad ten-
drá una vigencia de diez años, contados 
a partir de la fecha de expedición. En el 
caso de los extranjeros o extranjeras, la 
vigencia será determinada por el término 
establecido en el visado correspondiente.

Renovación y reexpedición 
Artículo 19. Los venezolanos y venezo-
lanas, extranjeros y extranjeras, tendrán 
derecho a tramitar el otorgamiento de una 
nueva cédula de identidad, por motivo de 
vencimiento, pérdida, deterioro, cambio de 
estado civil o cualquier otra modificación 
de los elementos de identificación, previa 
presentación del acta de nacimiento, acta 
de matrimonio, acta de defunción o senten-
cia definitivamente firme que dé lugar a la 
modificación de dicho documento.

Documento supletorio
Artículo 20. El otorgamiento de la cédula 
de identidad a los venezolanos y venezola-
nas por nacimiento que no posean acta de 
nacimiento, se realizará con la presenta-
ción de la sentencia definitivamente firme 
del tribunal competente que supla dicho 
documento, de conformidad con lo pre-
visto en la Ley Orgánica de Registro Civil.

Formación del expediente
Artículo 21. Con los documentos reque-
ridos y presentados para la obtención de la 
cédula de identidad, el Ministerio del Po-
der Popular con competencia en materia 

de identificación formará un expediente en 
físico y digital, a fin de garantizar la veraci-
dad y unificación de la información relativa 
a la identificación de los ciudadanos y ciu-
dadanas, el cual reposará en la dependen-
cia que a tal efecto se destine.

Participación
Artículo 22. El Ejecutivo Nacional, por ór-
gano del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de identificación, 
promoverá campañas de cedulación con la 
participación de organizaciones del Poder 
Popular, tendientes a facilitar la obtención 
de los documentos de identificación.

El Poder Electoral, a través de la unidad 
correspondiente, colaborará en las campa-
ñas de cedulación con el fin de garantizar a 
los ciudadanos y ciudadanas el disfrute de 
los derechos civiles y políticos.

Inhabilitación e insubsistencia
del número de la cédula de identidad
Artículo 23. En los casos de adquisición, 
pérdida o recuperación de la nacionalidad, 
los números de cédula de identidad se 
inhabilitarán de inmediato, no podrán ser 
asignados a otras personas y serán man-
tenidos en el archivo del órgano principal 
de identificación hasta el fallecimiento 
de la persona titular del mismo, en cuyo 
caso, el número en cuestión será decla-
rado insubsistente. Igual procedimiento 
se aplicará a las cédulas de identidad de 
los extranjeros y extranjeras, a quienes la 
autoridad competente en materia de ex-
tranjería y migración, revoque las visas o 
condición de permanencia en el país.

El incumplimiento de esta disposición aca-
rreará la aplicación de sanciones adminis-
trativas, civiles y penales.

Declaración de nulidad,
inhabilitación e insubsistencia

Artículo 24. Corresponde al Ministerio 
del Poder Popular con competencia en ma-
teria de identificación a través de la depen-
dencia correspondiente declarar, mediante 
acto administrativo, la nulidad de las cédu-
las de identidad obtenidas con fraude a la 
ley; la inhabilitación de las cédulas de iden-
tidad de aquellas personas que perdieron la 
nacionalidad venezolana, así como, confor-
me a lo establecido en la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela, las 
pertenecientes a extranjeros o extranjeras, 
a quienes se les revocó la visa o condición 
de permanencia en el país; y la insubsis-
tencia de las cédulas de identidad pertene-
cientes a personas fallecidas. Los números 
de cédulas de identidad declarados nulos, 
inhabilitados o insubsistentes, no podrán 
asignarse a otra persona.

A los fines de la actualización del Regis-
tro Electoral Permanente, el Ministerio 
del Poder Popular con competencia en 
materia de identificación, deberá informar 
al Consejo Nacional Electoral en un lapso 
no mayor de quince días, todo acto de 
declaratoria de nulidad, inhabilitación e 
insubsistencia de las cédulas de identidad. 
Dicho lapso comenzará a contarse a partir 
del día de su publicación.

Responsabilidades penales
Artículo 25. En los casos de nulidad de 
cédula de identidad por fraude a la ley, el 



360  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  361

Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de identificación, remiti-
rá las actuaciones realizadas al Ministerio 
Público, a fin de que proceda a la investi-
gación y determinación de las responsabi-
lidades penales a que hubiere lugar.

CAPÍTULO V
Del pasaporte

El pasaporte
Artículo 26. El pasaporte es el documen-
to de viaje expedido por el Estado a tra-
vés del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de identificación, 
mediante el cual se identifican los venezo-
lanos y venezolanas en el extranjero.

Los requisitos, características, vigencia y 
elementos de identificación del pasaporte 
serán los establecidos en el Reglamento 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley y los que se encuentren conteni-
dos en los tratados, acuerdos y convenios 
internacionales, suscritos y ratificados por 
la República Bolivariana de Venezuela.

El pago por concepto de expedición de pa-
saportes será regulado por la ley especial 
que rige en la materia.

Clasificación
Artículo 27. Los pasaportes venezola-
nos se clasifican en: ordinario, diplomáti-
co, de servicio, de emergencia, colectivo 
y provisional.

Pasaporte ordinario
Artículo 28. El Pasaporte ordinario es el 
documento de viaje personal que expide el 

Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de identificación, a los 
venezolanos y venezolanas que deseen 
trasladarse al extranjero.

Tramitación en el extranjero
Artículo 29. En el extranjero, el pasa-
porte ordinario será tramitado por los ve-
nezolanos y venezolanas, a través de las 
secciones consulares de las embajadas y 
oficinas consulares de la República Boli-
variana de Venezuela.

El Reglamento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley determinará 
las características, condiciones y requisi-
tos para el otorgamiento y prórroga del 
pasaporte, así como para la inhabilitación 
y términos de vigencia.

Pasaporte diplomático
y de servicio

Artículo 30. Los pasaportes Diplomá-
ticos y de Servicios son los documentos 
de viaje en el exterior que el Ministerio del 
Poder Popular con competencia en mate-
ria de Relaciones Exteriores otorga a los 
funcionarios, funcionarias y personas au-
torizadas para acreditar su titularidad ante 
las autoridades extranjeras, sin perjuicio 
de lo establecido en los convenios y trata-
dos internacionales suscritos y ratificados 
por la República Bolivariana de Venezuela.

Sujeción a las disposiciones 
legales

Artículo 31. Los pasaportes diplomáti-
cos y los de servicio no comportan privi-
legios en el territorio nacional a favor de 
sus titulares, quienes continuarán someti-

dos a las disposiciones legales en materia 
aduanera y fiscal y, en general, a todas las 
normas del ordenamiento jurídico que les 
sean aplicables.

Pasaporte de emergencia
Artículo 32. Es el documento de viaje 
que el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de identificación, 
expide a los extranjeros cuyos países no 
tengan representación en Venezuela o que 
no puedan obtenerlo por cualquier otro 
motivo justificado.

El Reglamento respectivo establecerá las 
personas a quienes se otorgará, así como 
las características, condiciones y requisi-
tos para su otorgamiento, inhabilitación y 
términos de vigencia.

Pasaporte colectivo
Artículo 33. Por motivos culturales, 
científicos, religiosos, deportivos, turís-
ticos y otros previstos en tratados y en 
convenios internacionales, suscritos y 
ratificados por la República Bolivariana de 
Venezuela, el Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de identifica-
ción, podrá otorgar pasaporte colectivo a 
grupos organizados, mediante el sistema 
de listado, válido únicamente para el viaje 
al cual se refiera.

El Reglamento respectivo establecerá las 
personas a quienes se otorgará, así como 
las características, condiciones y requisi-
tos para su otorgamiento, inhabilitación y 
términos de vigencia.

Pasaporte provisional
Artículo 34. El pasaporte provisional es 
el documento que, por vía excepcional por 
razones de urgencia y casos especiales de 
salud, se otorga a los ciudadanos venezo-
lanos para que puedan trasladarse al exte-
rior sin dilación alguna.

El reglamento respectivo establecerá las 
personas a quienes se otorgará, así como 
las características, condiciones y requisi-
tos para su otorgamiento, inhabilitación y 
términos de vigencia.

Relación de pasaportes
Artículo 35. El Ministerio del Poder Po-
pular con competencia en materia de re-
laciones exteriores, llevará un registro de 
los pasaportes ordinarios expedidos a los 
venezolanos y venezolanas en el extranje-
ro, así como del diplomático y de servicio, 
de los cuales remitirá mensualmente una 
relación al Ministerio Poder Popular con 
competencia en materia de identificación, 
a los fines de la correspondiente anotación 
en el Registro de Pasaportes.

Registro de pasaportes
Artículo 36. El Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de 
identificación llevará el Registro de Pasa-
portes, donde se centralizarán los datos 
relativos a los pasaportes expedidos y re-
novados, tanto en la República Bolivariana 
de Venezuela como en el exterior.

Reexpedición y renovación
Artículo 37. Los venezolanos y venezo-
lanas tendrán derecho a tramitar la reno-
vación del pasaporte, por motivo de venci-
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miento, pérdida o deterioro. En los casos 
en los cuales exista modificación respecto 
a los elementos de identificación, la tra-
mitación requerirá de la presentación del 
acta de nacimiento, acta de matrimonio, 
acta de defunción o sentencia definitiva-
mente firme que dé lugar a la modificación 
de dicho documento.

Pago por resguardo y custodia
Artículo 38. Una vez transcurrido el lapso 
de treinta días hábiles posteriores a la notifi-
cación de emisión del pasaporte, sin que la 
persona solicitante lo retire, pagará la suma 
equivalente a ocho unidades tributarias (8 
U.T.) por cada mes de retraso, por concepto 
de resguardo y custodia de la libreta en las 
bóvedas del órgano competente.

El usuario que no retire la libreta en el 
tiempo de vigencia de la misma deberá 
efectuar el pago previsto en este artículo 
antes de solicitar el trámite nuevamente.

CAPÍTULO VI
De Las Sanciones Penales

Otorgamiento irregular de
documentos de identificación

Artículo 39. La persona que, intencio-
nalmente otorgue o facilite una tarjeta de 
nacimiento hospitalaria, acta de nacimien-
to, cédula de identidad, o cualquier otro 
documento de identificación o de viaje, 
sin cumplir con los requisitos previamen-
te establecidos en el Reglamento de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
o con prescindencia del procedimiento ad-
ministrativo correspondiente, será penada 
con prisión de dos a seis meses.

Responsabilidad
del funcionario o funcionaria

Artículo 40. Todo funcionario público o 
funcionaria pública del Ministerio del Po-
der Popular con competencia en materia 
de identificación, de sus órganos y servi-
cios desconcentrados o sus entes descen-
tralizados, que retenga ilegalmente la cé-
dula de identidad, pasaporte o documento 
de viaje de quien lo exhiba con fines de 
identificarse, incurrirá en la responsabili-
dad civil, penal, disciplinaria y administra-
tiva a que hubiere lugar.

Documento falso
Artículo 41. La persona que intencio-
nalmente haga uso de una tarjeta de na-
cimiento hospitalaria, acta de nacimiento, 
cédula de identidad, pasaporte o docu-
mento de viaje, cuyos datos sean falsos 
o estén alterados, de modo que pueda re-
sultar en perjuicio de los particulares, será 
penada con prisión de uno a tres años.

Certificación de documentos
de identificación o de viaje falsos

Artículo 42. El funcionario público o 
funcionaria pública que, actuando dolo-
samente, certifique total o parcialmente 
cualquier documento de identificación 
o de viaje, con conocimiento de que los 
datos contenidos en éste son falsos, de 
modo que pueda resultar en perjuicio de 
los particulares, será penado con prisión 
de uno a tres años.

Usurpación
de identidad o nacionalidad

Artículo 43. La persona que obtenga el 
acta de nacimiento, cédula de identidad, 

pasaporte o documento de viaje, mediante 
el suministro de datos falsos o mediante la 
presentación de documentos de otra per-
sona, atribuyéndose identidad o naciona-
lidad distinta a la verdadera, será penada 
con prisión de quince a treinta meses.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Las personas que no hayan 
retirado los pasaportes o documentos de 
viaje tramitados, transcurridos noventa 
días continuos, a partir de la entrada en 
vigencia de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, se les aplicará la dispo-
sición referida al pago por concepto de 
resguardo y custodia.

Segunda. El Reglamento del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, será dictado dentro de los ciento 
ochenta (180) días siguientes a su entra-
da en vigencia.

DISPOSICIÓN FINAL

Única. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley entrará en vigencia a 
partir de su publicación en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS
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DECRETO CON RANGO,
VALOR Y FUERZA

DE LEY DE REGISTROS
Y DEL NOTARIADO

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Asamblea Nacional autorizó al Poder 
Ejecutivo para dictar las normas y procedi-
mientos, en el marco de la Ley Habilitante, 
orientadas al ámbito de la lucha contra la co-
rrupción y legitimación de capitales; siendo 
imprescindible la actualización de la Ley de 
Registro Público y del Notariado, para for-
talecer la modernización y digitalización de 
los procesos registrales y notariales, garan-
tizando la seguridad jurídica y los principios 
de legalidad y libertad contractual, mediante 
la publicidad registral y la fe pública.

En este sentido, es necesaria la adecua-
ción tecnológica, para proveer agilidad, 
certeza y eficacia en todos los procesos 
que se verifican en las oficinas de regis-
tros y notarías, para garantizar en su con-
junto seguridad jurídica a los sujetos que 
interactúan en sociedad tanto en materia 
civil como mercantil.

El sistema tradicional manual resultó am-
pliamente superado por los avances tec-
nológicos de la digitalización. El manejo 
electrónico del documento, la firma elec-
trónica y la base digital de datos, unidos a 
los conocidos trámites de traslado y habi-
litación, convergen en un servicio eficiente 
e idóneo para los usuarios y usuarias.

El presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley amplía la figura del Regis-

trador o Registradora Auxiliar y Notario o 
Notaria Auxiliar, desconcentrando los trá-
mites de una sola firma y delegando tareas 
en los auxiliares para hacer más expedito 
y rápido el proceso dentro del recinto re-
gistral y notarial, dándole a los ciudadanos 
y ciudadanas una atención de calidad, ha-
ciendo de esta manera la atención eficien-
te y oportuna.

En el título referido a los Registros y No-
tarías, se reafirma que toda la información 
procesada por ellos, se consolida a la base 
de datos que tiene sede en el Distrito Ca-
pital, según la determinación que haga el 
Servicio Autónomo de Registros y Nota-
rías. La propiedad de la plataforma tecno-
lógica es de la República.

En cuanto a los recursos para impugnar el 
acto administrativo contentivo de las ne-
gativas registrales, para garantizar la efec-
tividad de los principios constitucionales 
de la tutela judicial y el acceso a la jus-
ticia, se estableció que los administrados 
y administradas podrán optar por acudir 
a la vía administrativa o directamente a la 
jurisdiccional. 

Se mantiene la tradicional especialidad del 
Registro para los actos de comercio en un 
Registro Mercantil que incluya el inmen-
so campo que deriva de los actos de las 
personas y sociedades comerciales, ahora 
contando con la eficiencia y seguridad que 
brinda la digitalización de los datos que 
aportan los usuarios y usuarias. Se esta-
blecen las disposiciones que dan garantía 
de seguridad jurídica para las inscripcio-
nes de los sujetos de comercio y la vera-
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cidad histórica de los cambios producidos 
en su desarrollo mediante la publicidad 
registral.

En lo atinente a las funciones del Re-
gistro Principal, se adecuaron los actos 
inscribibles ante estas oficinas, tomando 
en consideración la entrada en vigencia 
de la Ley Orgánica de Registro Civil y su 
Reglamento. 

Se ratifica la función calificadora de los 
Registradores y las Registradoras, así 
como la función principal de los Notarios 
Públicos y Notarias Públicas, que es la de 
dar fe pública de los actos que ocurren 
en su presencia. Igualmente, se indican 
las disposiciones relativas a sus nombra-
mientos, requisitos para ejercer sus car-
gos, las incompatibilidades, los principios 
de sus actuaciones y prohibiciones.

Adicionalmente, se acentúa la forma de 
los actos registrales y notariales, firmas 
de documentos, firmas a ruego por im-
posibilidad de las partes. Asimismo, se 
señalan las funciones de archivo y de la 
base de datos.

El texto normativo conforma un ajuste de 
las tasas por los servicios, para sustentar 
la prestación de éstos, y por ende con-
tribuir al fortalecimiento de las políticas 
económicas y sociales que desarrolla el 
Estado en el marco de la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela y el 
objetivo nacional consagrado en el Segun-
do Plan Socialista de Desarrollo Económi-
co y Social de la Nación 2013-2019. 

El delito de legitimación de capitales, ha 
sido llevado a cabo a través de muchas dé-
cadas, por grupos de la delincuencia orga-
nizada; en tal sentido, en 1983 se creó una 
Comisión Especial para redactar el Pro-
yecto de Ley Contra el Crimen Organizado, 
Comisión perteneciente para ese entonces 
a la Cámara de Diputados del Congreso de 
la República (hoy Asamblea Nacional).

Toda vez que el Servicio Autónomo de Re-
gistros y Notarías es el órgano de control 
llamado a garantizar el cumplimiento de 
las normas de prevención, control y fisca-
lización de legitimación de capitales y fi-
nanciamiento al terrorismo, en las oficinas 
registrales y notariales en el ámbito nacio-
nal; el presente texto normativo incluye un 
título que regula estas situaciones. 

Para la adecuación de las realidades que 
giraban en torno a los delitos de la de-
lincuencia organizada y en especial de 
legitimación de capitales, se aprobó y 
promulgó la Ley Orgánica Contra la De-
lincuencia Organizada y Financiamiento al 
Terrorismo, publicada en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela 
N° 39.912 del 30 de abril de 2012.

La delincuencia organizada ha tomado 
dimensiones transnacionales y en aras 
de estar acorde con los estándares inter-
nacionales adoptados a través de tratados 
y acuerdos suscritos y ratificados por la 
República Bolivariana de Venezuela, el Es-
tado venezolano concentrando esfuerzos 
para la prevención, control y fiscalización 
de los delitos de legitimación de capitales 
y financiamiento al terrorismo, a través de 

esta normativa desarrolla los principios 
determinantes para la prevención, control 
y fiscalización de los delitos de legitima-
ción de capitales y financiamiento al te-
rrorismo, en concordancia con la Ley que 
regula la materia. 

La responsabilidad de aplicar y supervisar 
las normas de prevención y control de las 
actividades de legitimación de capitales y 
financiamiento al terrorismo en las ofici-
nas registrales y notariales se le estable-
cen al Registrador o Registradora y al No-
tario Público o Notaria Pública, con el fin 
de darle una mayor atención, dedicación y 
observancia, enalteciendo su importancia 
por parte del Gobierno Revolucionario. 

Con la instrumentación del Sistema Inte-
gral de Prevención, Control y Fiscalización 
de Legitimación de Capitales, el Registra-
dor o Registradora y el Notario Público o 
Notaria Pública, será el encargado de apli-
car las políticas de prevención y control en 
las oficinas registrales y notariales, con lo 
cual se evitará que dichas oficinas sean 
utilizadas para legitimar capitales. 

Con tal propósito se estableció la obligación 
de dictar un Código de Ética, que contenga 
los deberes éticos, morales y socialistas, de 
los funcionarios y funcionarias del Servicio 
Autónomo de Registros y Notarías, ante las 
acechanzas y peligros que puedan vulnerar 
el adecuado proceder de aquéllos llamados 
a prestar un servicio, para garantizar la se-
guridad jurídica a la ciudadanía, incluyendo 
con especial atención, las amenazas que 
derivan de la legitimación de capitales y el 
financiamiento al terrorismo.

En resumen, con el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley se dotaría al 
Ejecutivo Nacional de un cuerpo normati-
vo que incorpora al ordenamiento jurídico 
venezolano, los procedimientos modernos 
que se requieren para garantizar la seguri-
dad jurídica en las instituciones registrales 
y fortalecer el ejercicio de la función nota-
rial, la auto sustentabilidad financiera del 
servicio y la instrumentación de políticas 
tendentes a prevenir, controlar y fiscalizar 
la legitimación de capitales y financia-
miento al terrorismo, en correspondencia 
con la iniciativa del Comandante Supremo 
para el “Buen Vivir” y el mejoramiento de 
la Convivencia Ciudadana, todo ello apro-
vechando el marco de la Ley que Autoriza 
al Presidente de la República para dictar 
Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
en las Materias que se Delegan, publicada 
en la Gaceta Oficial de la República Boliva-
riana de Venezuela Nº 6.112 Extraordinario 
de fecha martes 19 de noviembre de 2013, 
promulgando el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley en el ámbito 
de la lucha contra la corrupción, previs-
ta en el literal “a” numeral 1 del artículo 
1º de la referida Ley Habilitante: “Dictar 
y/o reformar normas e instrumentos 
destinados a fortalecer los valores 
esenciales del ejercicio de la función 
pública, tales como la solidaridad, ho-
nestidad, responsabilidad, vocación 
de trabajo, amor al prójimo, voluntad 
de superación, lucha por la emanci-
pación y el proceso de liberación na-
cional, inspirado en la ética y la moral 
socialista, la disciplina consciente, la 
conciencia del deber social y la lu-
cha contra la corrupción y el burocra-
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tismo; todo ello, en aras de garantizar 
y proteger los intereses del Estado en 
sus diferentes niveles de gobierno”; 
así como la prevista en el literal “b”: “Dic-
tar y/o reformar normas destinadas a 
profundizar y fortalecer los mecanis-
mos de sanción penal, administrativa, 
civil y disciplinaria para evitar lesio-
nes o el manejo inadecuado del pa-
trimonio público y prevenir hechos de 
corrupción”.

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en los 
literales “a” y “b”, numeral 1 del artículo 1º 
de la Ley que Autoriza al Presidente de la 
República para Dictar Decretos con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley en las materias 
que se delegan, en Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO,
VALOR Y FUERZA

DE LEY DE REGISTROS
Y DEL NOTARIADO

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Objeto 
Artículo 1º. El objeto de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley es regu-
lar la organización, el funcionamiento, la 
administración y las competencias de los 
Registros Principales, Públicos, Mercanti-
les y de las Notarías Públicas.

Finalidad y medios electrónicos
Artículo 2º. Este Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley tiene como finalidad 
garantizar la seguridad jurídica, la libertad 
contractual y el principio de legalidad de 
los actos o negocios jurídicos, bienes y 
derechos reales. 

Para el cumplimiento de las funciones re-
gistrales y notariales, de las formalidades 
y solemnidades de los actos o negocios 
jurídicos, se aplicarán los mecanismos y 
la utilización de los medios electrónicos 
consagrados en la ley.

Capítulo I 
Principios Registrales

Aplicación
Artículo 3º. Con el fin de garantizar el fiel 
cumplimiento de los servicios que prestan, 
los Registros y las Notarías Públicas de-
berán observar en sus procedimientos los 
principios registrales enunciados en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Principio de rogación
Artículo 4º. La presentación de un docu-
mento dará por iniciado el procedimiento 
registral, el cual deberá ser impulsado de 
oficio hasta su conclusión, siempre que 
haya sido debidamente admitido. 

Principio de prioridad
Artículo 5º. Todo documento que ingre-
se al Registro deberá inscribirse u otorgar-
se con prelación a cualquier otro presenta-
do posteriormente, salvo las excepciones 
establecidas en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

Principio de especialidad
Artículo 6º. Los bienes y derechos ins-
critos en el Registro, deberán estar defini-
dos y precisados respecto a su titularidad, 
naturaleza, contenido y limitaciones.

Principio de consecutividad
Artículo 7º. De los asientos existentes 
en el Registro, relativos a un mismo bien, 
deberá resultar una perfecta secuencia y 
encadenamiento de las titularidades del 
dominio y de los demás derechos regis-
trados, así como la correlación entre las 
inscripciones y sus modificaciones, can-
celaciones y extinciones.

Principio de legalidad
Artículo 8º. Solo se inscribirán en el Re-
gistro los títulos que reúnan los requisitos 
de fondo y forma establecidos por la ley.

Principio de publicidad
Artículo 9º. La fe pública registral pro-
tege la verosimilitud y certeza jurídica que 
muestran sus asientos. La información 
contenida en los asientos de los registros 
es pública y puede ser consultada por 
cualquier persona.

Capítulo II 
Servicio Autónomo de Registros

y Notarías

Del Servicio Autónomo 
de Registros y Notarías

Artículo 10. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, es un servicio des-
concentrado con autonomía presupuesta-
ria, administrativa, financiera y de gestión, 
incorporado a la estructura orgánica que 
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indique el Presidente o la Presidenta de la 
República, es el encargado de la planifica-
ción, organización, administración, coor-
dinación, inspección, vigilancia, procedi-
miento y control sobre todas las oficinas 
de Registros y Notarías Públicas del país.

Los ingresos del Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, serán los siguientes: 

1. �Los recursos que genere producto de 
su gestión por concepto del cobro de 
las tasas establecidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley o en leyes especiales.

2. �Los recursos ordinarios y extraordina-
rios que le sean asignados por el Ejecu-
tivo Nacional.

3. �Los recursos que le sean establecidos 
en otras leyes especiales.

4. �Los provenientes de donaciones, apor-
tes, legados, subvenciones, y demás 
liberalidades que reciba de personas 
naturales o jurídicas nacionales de ca-
rácter público o privado.

5. �Los intereses y demás productos que 
resulten de la administración de sus 
ingresos.

6. �Cualesquiera otros recursos que le 
sean asignados u obtenga por medios 
lícitos o que se generen producto de su 
autogestión. 

Los anteriores ingresos deberán orien-
tarse al autofinanciamiento del servicio y 

serán destinados tanto a los gastos ope-
rativos como a los gastos de inversión, 
sin que ello signifique la posibilidad de 
realizar gastos extrapresupuestarios, de 
conformidad con lo establecido en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
y demás leyes en materia de administra-
ción financiera del sector público.

El Servicio Autónomo de Registros y 
Notarías establecerá en la formulación 
presupuestaria una asignación mensual 
de recursos para sufragar los gastos de 
funcionamiento y operatividad de las ofici-
nas de Registros y Notarías Públicas, en el 
ámbito nacional, considerando para ello la 
respectiva estructura de costos.

El funcionamiento y desarrollo de los pro-
cesos del Servicio Autónomo de Registros 
y Notarías, se regirán conforme a lo se-
ñalado en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, sus respectivos re-
glamentos y demás normas de funciona-
miento que se dicten al efecto.

Política de recursos humanos
del Servicio Autónomo

de Registros y Notarías
Artículo 11. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías dispondrá de una 
estructura organizativa, técnica y adminis-
trativamente calificada, para el desarrollo 
de sus funciones; adoptará una política 
moderna de captación, estabilidad y desa-
rrollo de su personal en los términos pre-
vistos en la Ley del Estatuto de la Función 
Pública y en el Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley Orgánica del Trabajo, los 
Trabajadores y las Trabajadoras.

Capítulo III
Disposiciones Comunes

Régimen funcionarial
Artículo 12. El Director General o Direc-
tora General, los Directores o Directoras 
de línea, Registradores o Registradoras 
Públicas Titulares o Suplentes, los Nota-
rios Públicos o Notarias Públicas Titulares 
o Suplentes, los Jefes de Servicio, Inspec-
tores, Administradores y Coordinadores, 
adscritos al Servicio Autónomo de Regis-
tros y Notarías, ocupan cargos de confian-
za y por lo tanto son de libre nombramien-
to y remoción. 

Remuneración del personal
Artículo 13. El sistema de remuneracio-
nes de los Registradores o Registradoras, 
Notarios Públicos o Notarias Públicas y 
del resto de los funcionarios o funciona-
rias, adscritos al Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, será fijado mediante 
Decreto dictado por el Presidente o Presi-
denta de la República de conformidad con 
la Ley del Estatuto de la Función Pública.

Formación y capacitación continúa 
Artículo 14. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías desarrollará un plan 
especial de formación para Registradores 
o Registradoras, Notarios Públicos o No-
tarias Públicas. Adicionalmente, el órgano 
del cual dependa jerárquicamente dicho 
Servicio, en coordinación con el Minis-
terio del Poder Popular con competencia 
en materia de educación universitaria, 
promoverá la incorporación de la materia 
registral y notarial en los pensum de estu-
dios en los institutos de formación técnica 

y universitaria, así como la capacitación 
continua de los Registradores o Regis-
tradoras, Notarios Públicos o Notarias 
Públicas y funcionarios o funcionarias en 
instituciones especializadas.

Capítulo IV
Registradores o Registradoras 

Titulares

Registrador o Registradora Titular
Artículo 15. Cada Registro está a cargo 
de un Registrador o Registradora titular, 
quien es funcionario o funcionaria del Ser-
vicio Autónomo de Registros y Notarías y 
es responsable del funcionamiento de su 
dependencia. 

La designación y remoción de los Regis-
tradores o Registradoras titulares y su 
nombramiento estará a cargo del Director 
General o Directora General del Servicio 
Autónomo de Registros y Notarías, pre-
via aprobación del titular o la titular del 
órgano del cual depende jerárquicamente 
dicho Servicio.

Para ser Registrador o Registradora se re-
quiere ser venezolano o venezolana, mayor 
de edad, abogado o abogada, con no menos 
de cinco años de experiencia profesional. 

Fianza
Artículo 16. Para entrar en posesión de 
su cargo, el Registrador o Registradora ti-
tular deberá prestar fianza bancaria o de 
empresa de seguro reconocida, a favor de 
la República y a satisfacción del Servicio 
Autónomo de Registros y Notarías, cuya 
cantidad será fijada en el Reglamento.
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Incompatibilidad
Artículo 17. No podrán ser Registradores 
o Registradoras:

1. �Las personas sujetas a interdicción 
por condena penal, mediante sentencia 
definitivamente firme, por un lapso de 
cinco años, contados a partir del cum-
plimiento de la pena.

2. �Las personas sometidas a beneficio de 
atraso, mientras dure el procedimiento.

3. �Los fallidos hasta tanto no sean 
rehabilitados.

4. �Los declarados civilmente responsa-
bles, mediante sentencia definitivamen-
te firme, por actuaciones u omisiones 
en la actividad profesional, en la cual 
se fundamenta su acreditación para ser 
elegible al cargo, por un lapso de cin-
co años, contados a partir del cumpli-
miento de la sanción establecida en la 
sentencia.

5. �Quienes hayan sido declarados penal, 
administrativa o civilmente responsa-
bles, con ocasión de la administración 
de fondos de carácter público o privado, 
mediante sentencia definitivamente fir-
me, por un lapso de diez años, contados 
a partir del cumplimiento de la pena.

6. �Quienes hayan sido sujetos a auto de 
responsabilidad administrativa, dictado 
por la Contraloría General de la Repú-
blica, que haya quedado definitivamente 
firme, mientras dure el impedimento.

Responsabilidad y deberes
Artículo 18. El Registrador o Regis-
tradora Titular responderá disciplinaria, 
administrativa, civil y penalmente por sus 
actos.

Son deberes de los Registradores o Regis-
tradoras Titulares:

1. �Admitir o rechazar los documentos que 
se les presenten para su registro.

2. �Dirigir y vigilar el funcionamiento de la 
dependencia a su cargo.

3. �Dar oportuna respuesta a los ciudada-
nos y ciudadanas.

4. �Los demás deberes que la ley les imponga.

Prohibiciones
Artículo 19. Se prohíbe a los Registra-
dores o Registradoras Titulares:

1. �Calificar e inscribir documentos en los 
cuales sean parte directa o indirecta-
mente, así como aquéllos en los que 
aparezcan su cónyuge o concubino o 
concubina, ascendientes, descendien-
tes o parientes hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad, 
como interesados, presentantes, repre-
sentantes o apoderados, para lo cual 
delegará la actuación en el Registrador 
o Registradora suplente mediante acta.

2. �Redactar documentos por encargo de 
particulares.

3. �Autorizar la inscripción de documentos 
cuando existan medidas cautelares o de 
aseguramiento de bienes, salvo que se 
trate de actas judiciales de remate, efec-
tuadas en ejecución de créditos hipote-
carios o quirografarios, siendo necesa-
rio en ambos casos, que de las propias 
actas de remate aparezca que el crédito 
era legalmente exigible y que además 
constara en documento de fecha cier-
ta anterior a la prohibición. En estos 
casos de excepción, el Registrador o 
Registradora efectuará la inscripción y 
lo participará por oficio al Juez o Jueza 
que hubiere dictado la prohibición de 
enajenar o gravar. 

4. �Tramitar documentos cuando no se ha-
yan cumplido con el pago de los tribu-
tos correspondientes, salvo los exentos 
o exonerados del pago de tributos con-
forme a la ley.

5. �Calificar e inscribir documentos, escri-
tos o cualquiera que sea la forma de 
que se le revista, en que el otorgante u 
otorgantes calumnien o injurien autori-
dades, corporaciones o particulares, o 
protesten contra leyes.

6. �Inscribir documentos o escritos ilegibles.

7. �Las demás establecidas en la ley.

Registradores
o Registradoras Suplentes 

Artículo 20. El Registrador o Registra-
dora titular, designará un Registrador o 
Registradora Suplente para que cumpla 
las funciones propias del Titular, en caso 

de que su ausencia exceda de dos días. 
En estos casos deberá notificar al Director 
General del Servicio Autónomo de Regis-
tros y Notarías dicha designación.

A los efectos de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, se entiende por falta 
temporal la vacancia en el cargo que exce-
da de dos días hábiles. 

El Registrador o Registradora Suplente 
deberá cumplir con los mismos requisitos 
establecidos en el artículo 16 del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Artículo 21. Los Registradores y Regis-
tradoras Suplentes tendrán las mismas in-
compatibilidades, prohibiciones, respon-
sabilidades y obligaciones establecidas 
para los Registradores o Registradoras 
Titulares.

Artículo 22. Cada Registrador o Regis-
tradora Titular podrá designar Registra-
dores o Registradoras Auxiliares, previa 
aprobación del Director General o Direc-
tora General del Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías. Sus funciones serán 
las que le delegue el Registrador o Regis-
tradora Titular.

Para ser designado Registrador o Regis-
tradora Auxiliar se requiere ser venezolano 
o venezolana, mayor de edad, abogado o 
abogada de profesión. 
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TÍTULO II
DE LOS REGISTROS Y NOTARÍAS

Capítulo I
 Alcance de los Servicios 

Registrales

Requisito de admisión
Artículo 23. Todo documento que se 
presente ante los Registros y Notarías Pú-
blicas deberá ser redactado y visado por 
abogado o abogada debidamente inscri-
to en el Instituto de Previsión Social del 
Abogado y habilitado para el libre ejercicio 
profesional.

Manejo electrónico
Artículo 24. Todos los soportes físicos 
del sistema registral y notarial actual se 
digitalizarán y se transferirán a las bases 
de datos correspondientes.

El proceso registral y notarial podrá ser 
llevado a cabo íntegramente a partir de un 
documento electrónico. 

Firma electrónica 
Artículo 25. La firma electrónica de los 
Registradores o Registradoras y Notarios 
Públicos o Notarias Públicas tendrá la 
misma validez y eficacia probatoria que la 
ley otorga.

Misión
Artículo 26. La misión de los registros 
es garantizar la seguridad jurídica de los 
actos y de los derechos inscritos, con res-
pecto a terceros, mediante la publicidad 
registral.

Publicidad registral
Artículo 27. La publicidad registral resi-
de en la base de datos del sistema auto-
matizado de los registros, en la documen-
tación archivada que de ellas emanen y en 
las certificaciones que se expidan.

Efectos jurídicos 
Artículo 28. Los asientos e informacio-
nes registrales contenidos y emanados 
oficialmente del sistema registral, surtirán 
todos los efectos jurídicos que correspon-
den a los documentos públicos.

Habilitación
Artículo 29. La habilitación de las horas 
de despacho se hará sólo en caso de ur-
gencia jurada y comprobada por el Regis-
trador o Registradora y Notario Público o 
Notaria Pública, quienes deberán inscribir 
o autenticar los documentos o actos en un 
plazo menor a tres días, en los siguientes 
casos:

1. �La inscripción de testamentos abiertos 
o cerrados.

2. �Los títulos o certificados académicos, 
científicos, eclesiásticos y los despa-
chos militares.

3. �Las legalizaciones.

4. �Las autorizaciones de niños, niñas o 
adolescentes para viajar.

5. �La inscripción de demandas y poderes, 
así como la sustitución, renuncia y re-
vocatorias de los mismos en materia 
laboral.

6. �La designación de tutores, curadores o 
consejeros de tutela.

7. �Las actas de remate.

8. �Las copias certificadas de los libelos de 
demandas para interrumpir la prescrip-
ción y surtir otros efectos.

9. �Los poderes, sustituciones, renuncias y 
revocatorias de los mismos.

10. �Los documentos que contengan de-
claraciones de limitaciones, transmi-
siones, derecho de retracto, renuncias 
o gravámenes de la propiedad.

11. �Los decretos de interdicción e inhabi-
litación civil.

12. �Los protestos de cheques, de confor-
midad con lo previsto en el Código de 
Comercio.

13. �La certificación de gravámenes.

14. �Las copias certificadas de los títulos 
académicos, científicos, eclesiásticos 
o despachos militares.

15. �Los demás que establezcan las leyes.

En los casos de los numerales 1, 2, 3, 7, 8, 
9, 10, 11, 12, 13, 14 y 15 de este artículo, 
se requerirá el pago de cinco Unidades Tri-
butarias (5 U.T.) adicionales.

Capítulo II
Organización de los Registros

y Notarías

Responsabilidad
Artículo 30. La organización de los Re-
gistros y Notarías Públicas es responsa-
bilidad del Ejecutivo Nacional, por órgano 
del Servicio Autónomo de Registros y 
Notarías, bajo la tutela del órgano del cual 
depende jerárquicamente dicho Servicio.

Base de datos nacional
Artículo 31. En el Distrito Metropolitano 
de Caracas funcionará la base de datos que 
consolidará y respaldará la información de 
todas las materias registrales y notariales 
correspondientes a los Registros y Notarías 
Públicas del país, sin perjuicio de los respal-
dos que se puedan establecer en otras enti-
dades a los fines de salvaguardar la informa-
ción contenida en la base de datos nacional.

Bases de datos regionales
Artículo 32. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías determinará las enti-
dades regionales donde se mantendrán las 
bases de datos que consolidarán y respal-
darán la información de todas las materias 
correspondientes a los Registros y Nota-
rías Públicas. Cada oficina de Registro y 
de Notaría Pública mantendrá un sistema 
de información donde residirán los datos 
de su especialidad registral, notarial y los 
demás que señale el Reglamento de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Digitalización de imágenes
Artículo 33. Las imágenes de los testi-
monios notariales y de los documentos que 
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ingresen al Registro, serán digitalizadas y 
relacionadas tecnológicamente por el siste-
ma. Estas imágenes serán incorporadas en 
la base de datos y podrán ser consultadas 
de manera simultánea con los asientos re-
gistrales y notariales relacionados.

Propiedad de los sistemas 
registrales y notariales

Artículo 34. Los sistemas, programas, 
aplicaciones y demás componentes infor-
máticos que sirven de plataforma tecnoló-
gica a la operación registral y notarial en 
todo el país, en sus vertientes jurídicas, 
administrativas, contables y de comuni-
caciones, son propiedad de la Repúbli-
ca. Solamente serán permitidos aquellos 
cambios y usos de otros sistemas de in-
formación autorizados por el Servicio Au-
tónomo de Registros y Notarías.

TÍTULO III
El Sistema Registral

Capítulo I
Sistema de Folio Real

Folio real
Artículo 35. En las zonas urbanas o 
rurales donde existan levantamientos ca-
tastrales, las inscripciones de bienes y de 
derechos se practicarán de conformidad 
con el sistema denominado folio real, de 
manera que los asientos electrónicos re-
gistrales tendrán por objeto los bienes y 
no sus propietarios.

El folio real será elaborado por medios 
mecánicos o automatizados, y consiste en 

un detallado resumen de la operación su-
jeta a inscripción, que permita de manera 
clara y precisa establecer la tradición legal 
del inmueble, todas las cargas y graváme-
nes que se constituyan y sus respectivas 
cancelaciones, así como las medidas judi-
ciales que pesen sobre el bien y los datos 
de sus suspensiones. El Registrador o Re-
gistradora en la nota de registro, indicará 
el número del folio real correspondiente.

En las zonas urbanas o rurales, donde no 
existan levantamientos catastrales, las 
inscripciones de bienes y derechos se rea-
lizarán de acuerdo con el sistema denomi-
nado folio personal.

Para la inscripción y anotación de aquellos 
actos previstos en el Código Civil, cuya com-
petencia esté atribuida a los que éste deno-
mina Registro Subalterno o Registro Públi-
co, en la Ley Especial de Asociaciones Coo-
perativas, en la Ley de Hipoteca Mobiliaria y 
Prenda sin Desplazamiento de Posesión, en 
el Registro Nacional de Hierros y Señales, y 
en las leyes que rijan la materia de minas e 
hidrocarburos y otras leyes relacionadas con 
la inscripción registral, los documentos en 
que se constituyan, modifiquen, cedan, tras-
pasen, prorroguen o extingan sociedades 
mercantiles que comprendan inmuebles o 
que se aporten a las mismas, los decretos de 
embargo sobre bienes inmuebles, se seguirá 
llevando por el sistema de folio personal.

Identificación de bienes y derechos
Artículo 36. Las inscripciones de bie-
nes y de derechos se identificarán con un 
número de matrícula y se practicarán en 
asientos automatizados que deberán mos-

trar, de manera simultánea, toda la infor-
mación vigente que sea relevante para la 
identificación y descripción del derecho o 
del bien, la determinación de los propieta-
rios, las limitaciones, condiciones y gravá-
menes que los afecten.

La asignación de matrícula
Artículo 37. Para la identificación de 
los bienes y de los derechos inscritos, el 
sistema registral asignará matrículas en 
orden consecutivo ascendente, de ma-
nera automatizada, sin que éstas puedan 
usarse nuevamente, hasta tanto el asiento 
registral de ese bien o derecho se haya ex-
tinguido o cancelado. 

La matrícula podrá ser alfanumérica, según 
las necesidades de clasificación de los bienes 
y los derechos que rijan la materia registral.

Procedimientos 
Artículo 38. La recepción, identificación 
y anotación de los documentos, la digita-
lización de imágenes, la verificación del 
pago de tributos, la determinación de la 
clase y cantidad de operaciones, así como 
la automatización de estos procesos, se-
rán desarrolladas mediante Resolución 
del titular o la titular del órgano del cual 
depende jerárquicamente el Servicio Autó-
nomo de Registros y Notarías.

Devolución de 
los documentos inscritos

Artículo 39. El Registrador o Registra-
dora y Notario Público o Notaria Pública 
tendrá un plazo de tres días hábiles, con-
tados a partir de la fecha de su presenta-
ción ante la oficina de Registro o Notaría 

Pública, para inscribir o autenticar los do-
cumentos o actos; exceptuando los esta-
blecidos por el artículo 29 de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Los documentos serán devueltos al in-
teresado una vez que sean debidamente 
inscritos o autenticados. El Registrador 
o Registradora, Notario Público o Notaria 
Pública hará constar los datos relativos a 
su inscripción o autenticación.

Cuando los otorgantes no concurrieren 
en la oportunidad que les corresponda, el 
otorgamiento quedará pospuesto para el 
día hábil inmediato siguiente.

Transcurridos sesenta días continuos, 
después de la fecha de presentación del 
documento, sin que haya sido otorgado 
por falta de comparecencia de los otor-
gantes, el procedimiento o el trámite efec-
tuado será anulado y no se devolverá al 
interesado la cantidad pagada al Servicio 
Autónomo de Registros y Notarías.

Certificaciones 
Artículo 40. El Registrador o Registra-
dora expedirá certificaciones sobre todos 
los actos y derechos inscritos, su descrip-
ción, propietarios, gravámenes, negativas 
registrales, cargas legales y demás datos.

Capítulo II
De los Registros

Función calificadora
Artículo 41. El Registrador o Registradora 
titular está facultado o facultada para ejercer 
la función calificadora en el sistema registral.
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Negativa registral 
Artículo 42. En caso de que el Registra-
dor o Registradora rechace o niegue la ins-
cripción de un documento o acto, deberá 
hacerlo por acto motivado, en un lapso no 
mayor de treinta días siguientes a la presen-
tación del mismo y notificará al interesado 
o interesada, de conformidad con lo esta-
blecido en la Ley Orgánica de Procedimien-
tos Administrativos. El o los interesados, la 
o las interesadas, podrán facultativamente 
intentar el Recurso Jerárquico o el Recurso 
Contencioso Administrativo.

El Recurso Jerárquico deberá interponerse 
dentro de los quince días hábiles siguientes 
a su notificación, ante el Servicio Autónomo 
de Registros y Notarías, el cual deberá de-
cidir, mediante acto motivado, dentro de un 
lapso no mayor de noventa días, confirman-
do la negativa o revocándola y ordenando su 
inscripción, si fuere el caso, quedando así 
agotada la vía administrativa. Si la Adminis-
tración no se pronunciare dentro del plazo 
establecido se entenderá negado el recurso.

El Recurso Contencioso Administrativo, 
deberá interponerse dentro del lapso de 
seis meses, contados a partir de la noti-
ficación del acto administrativo motivado 
de negativa registral. 

En caso de que el administrado o admi-
nistrada haya optado por agotar la vía 
administrativa, este recurso deberá ser in-
terpuesto dentro del lapso de seis meses, 
contados a partir de la notificación del acto 
que declare sin lugar el Recurso Jerárqui-
co o a partir de la fecha en que opere el 
silencio administrativo.

Fundamento de la calificación
Artículo 43. Al momento de calificar los 
documentos, el Registrador o Registradora 
titular se limitará exclusivamente a lo que 
se desprenda del título y a la información 
que conste en el Registro, y sus resolu-
ciones no prejuzgarán sobre la validez del 
título ni de las obligaciones que contenga.

Efecto registral
Artículo 44. La inscripción no convali-
da los actos o negocios jurídicos inscritos 
que sean nulos o anulables conforme a la 
ley. Sin embargo, los asientos registrales 
en que consten esos actos o negocios jurí-
dicos solamente podrán ser anulados por 
sentencia definitivamente firme.

Anotaciones provisionales
Artículo 45. Se anotarán las sentencias, 
decretos y medidas cautelares sobre la 
propiedad de bienes y derechos determi-
nados, y cualesquiera otras sobre la pro-
piedad de derechos reales o en las que se 
pida la constitución, declaración, modifi-
cación o extinción de cualquier derecho 
real sobre inmuebles.

Capítulo III
El Registro Público

Objeto 
Artículo 46. El Registro Público tiene 
por objeto la inscripción y anotación de 
los actos o negocios jurídicos relativos 
al dominio y demás derechos reales que 
afecten los bienes inmuebles.

Además de los actos señalados con ante-
rioridad y aquéllos previstos en el Código 

Civil, en el Código de Comercio y en otras 
leyes, en el Registro Público se inscribirán 
también los siguientes actos:

1. �Los documentos que contengan decla-
ración, transmisión, limitación o gravá-
menes de la propiedad.

2. �Todo contrato, declaración, transacción, 
partición, adjudicación, sentencia eje-
cutoriada o cualquier otro acto en el que 
se declare, reconozca, transmita, ceda 
o adjudique el dominio o propiedad de 
bienes o derechos reales o el derecho 
de enfiteusis o usufructo.

3. �La constitución de hogar, los contratos, 
declaraciones, transacciones, senten-
cias ejecutoriadas y otros actos que se 
establezcan sobre inmuebles, derechos 
de uso, habitación o servidumbre o se 
constituyan anticresis, hipotecas o se 
divida, se traslade o reduzca alguno de 
esos derechos.

4. �Los documentos que limiten de cualquier 
manera la libre disposición de inmue-
bles, las declaraciones, los denuncios, 
los permisos, los contratos, los títulos, 
las concesiones y los demás documen-
tos que conforme a las leyes en materia 
de minas, hidrocarburos y demás mine-
rales combustibles deban registrarse.

5. �Las donaciones cuando tengan por ob-
jeto bienes inmuebles.

6. �La separación de bienes entre cónyuges 
cuando tenga por objeto bienes inmue-
bles o derechos reales.

7. �Las copias certificadas de los libelos de 
las demandas para interrumpir pres-
cripciones y surtir otros efectos.

8. �Los contratos de prenda agraria, los 
contratos de prenda sin desplazamiento 
de la posesión y los decretos de embar-
gos de bienes inmuebles.

9. �Los actos de adjudicación judicial de 
inmuebles y otros bienes y derechos 
susceptibles de hipoteca, siempre que 
de las propias actas de remate aparezca 
que el crédito era legalmente exigible y 
que además conste en documento de 
fecha cierta anterior a las prohibiciones 
expresas.

10. �La constitución, modificación, prórro-
ga y extinción de las asociaciones ci-
viles, fundaciones y corporaciones de 
carácter privado.

11. �Las capitulaciones matrimoniales.

12. �Los títulos de propiedad colectiva de 
los hábitats y tierras de los pueblos y 
comunidades indígenas.

Catastro 
Artículo 47. El Catastro Municipal será 
fuente de información registral inmobilia-
ria y estará vinculado al Registro Público, 
a los fines de establecer la identidad entre 
los títulos, su relación entre el objeto y su-
jeto de los mismos, y el aspecto físico de 
los inmuebles, mediante el uso del código 
catastral, en los términos contemplados 
en la Ley de Geografía, Cartografía y Ca-
tastro Nacional.
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Requisitos mínimos 
Artículo 48. Toda inscripción que se 
haga en el Registro Público, relativa a un 
inmueble o derecho real, deberá contener:

1. �Indicación de la naturaleza del negocio 
jurídico.

2. �Identificación completa de las personas 
naturales o jurídicas y de sus represen-
tantes legales.

3. �Descripción del inmueble, con señala-
miento de su ubicación física, superfi-
cie, linderos y código catastral.

4. �Los gravámenes, cargas y limitacio-
nes legales que pesen sobre el dere-
cho que se inscriba o sobre el derecho 
que se constituya en un nuevo asiento 
registral.

Modificaciones 
Artículo 49. En las siguientes inscrip-
ciones, relativas al mismo inmueble, no se 
repetirán los datos previstos en el numeral 
3 del artículo precedente, pero se hará re-
ferencia a las modificaciones que indique 
el nuevo título y del asiento en que se en-
cuentre la inscripción.

Contenido de la constancia
Artículo 50. La constancia de recepción 
de documentos deberá contener:

1. �Hora, fecha y número de recepción.

2. �Identificación de la persona que lo 
presenta.

3. �Naturaleza del acto jurídico que deba 
inscribirse. 

Capítulo IV
Registro Mercantil

Organización 
Artículo 51. La organización del Registro 
Mercantil, que podrá estar integrada por re-
gistros mercantiles territoriales y por un Re-
gistro Central, será definida en el Reglamento. 

Objeto
Artículo 52. El Registro Mercantil tiene 
por objeto:

1. �La inscripción de los comerciantes indi-
viduales y sociales y demás sujetos se-
ñalados por la ley, así como la inscrip-
ción de los actos y contratos relativos a 
los mismos, de conformidad con la ley.

2. �La inscripción de los representantes o 
agentes comerciales de establecimien-
tos públicos extranjeros o sociedades 
mercantiles constituidas fuera del país, 
cuando hagan negocios en la República. 

3. �La legalización de los libros de los 
comerciantes. 

4. �El depósito y publicidad de los estados 
contables y de los informes periódicos 
de las firmas mercantiles.

5. �La centralización y publicación de la in-
formación registral.

6. �La inscripción de cualquier otro acto se-
ñalado en la ley. 

Efectos
Artículo 53. La inscripción de un acto 
en el Registro Mercantil y su posterior 
publicación, cuando ésta es requerida, 
crea una presunción, que no puede ser 
desvirtuada, sobre el conocimiento uni-
versal del acto inscrito.

Comerciante individual
Artículo 54. La sola inscripción del co-
merciante individual, en el Registro Mer-
cantil, permite presumir la cualidad de 
comerciante. Esta presunción únicamen-
te podrá ser desvirtuada por los terceros 
que tengan interés, con efectos para el 
caso concreto.

Boletines oficiales
Artículo 55. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, podrá crear boleti-
nes oficiales del Registro Mercantil, en los 
cuales podrán publicarse los actos que el 
Código de Comercio ordena publicar en 
los periódicos. Su régimen de publicación, 
edición, distribución y venta se define en 
el Reglamento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Caducidad de acciones
Artículo 56. La acción para demandar 
la nulidad de una asamblea de accionis-
tas, de una sociedad anónima o de una 
sociedad en comandita por acciones, así 
como para solicitar la nulidad de una reu-
nión de socios de las otras sociedades, 
se extinguirá al vencimiento del lapso de 
un año, contado a partir de la publicación 
del acto inscrito.

Potestades de control
Artículo 57. Corresponde al Registrador 
o Registradora Mercantil vigilar el cumpli-
miento de los requisitos legales estableci-
dos para la constitución y funcionamiento 
de las compañías anónimas y de las so-
ciedades de responsabilidad limitada, de 
conformidad con el Parágrafo Único del 
Artículo 200 del Código de Comercio. A 
tal efecto, el Registrador o Registradora 
Mercantil deberá cumplir, entre otras, las 
siguientes obligaciones:

1. �Rechazar la inscripción de las socieda-
des con capital insuficiente, aplicando 
criterios de razonabilidad relacionados 
con el objeto social, que instruirá el 
Servicio Autónomo de Registros y No-
tarías, de conformidad con el ordena-
miento jurídico y las políticas de Estado.

2. �Asegurar que los aportes en especie ten-
gan el valor declarado en el documento de 
constitución, en los aumentos de capital, 
en las fusiones o en cualquier otro acto 
que implique cesión o aporte de bienes o 
derechos, a cuyo efecto se acompañará 
un avalúo realizado por un o una perito 
independiente colegiado o colegiada.

3. �Exigir la indicación de la dirección don-
de tenga su asiento la sociedad, el cual 
se considerará su domicilio a todos los 
efectos legales. 

4. �Homologar o rechazar el término de 
duración de la sociedad, respetando la 
manifestación de voluntad de los socios 
o socias, a menos que la duración sea 
estimada excesiva. 
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5. �Registrar la decisión de reactivación de 
la sociedad después de haber expirado 
su término.

6. �Inscribir los actos de la sociedad di-
suelta que se encuentre en estado de 
liquidación.

Folio personal 
Artículo 58. La inscripción en el Regis-
tro Mercantil se llevará por el sistema de-
nominado folio personal.

Oponibilidad 
Artículo 59. Los actos sujetos a inscrip-
ción sólo serán oponibles a terceros de 
buena fe desde su publicación.

La falta de inscripción no podrá ser invo-
cada por quien esté obligado a realizarla. 

Legalidad
Artículo 60. Los Registradores o Re-
gistradoras Mercantiles calificarán la le-
galidad de las formas extrínsecas de los 
documentos, cuya inscripción se solicite, 
así como la capacidad y legitimación de 
los que otorguen o suscriban el documen-
to presentado.

Legitimación 
Artículo 61. El contenido del registro se 
presume exacto y válido, no obstante, la 
inscripción no convalida los actos y con-
tratos nulos.

Fe pública 
Artículo 62. La declaración de inexacti-
tud o nulidad de los asientos del Registro 
Mercantil, no perjudicará los derechos de 

terceros de buena fe adquiridos conforme 
a derecho.

Publicidad formal
Artículo 63. El Registro Mercantil es pú-
blico y cualquier persona puede obtener 
copia simple o certificada de los asientos 
y documentos, así como tener acceso ma-
terial e informático a los datos.

Principios 
Artículo 64. En materia registral mer-
cantil se aplicarán los principios del Re-
gistro Público, en tanto resulten compati-
bles con la naturaleza y con los fines de la 
publicidad mercantil.

Capítulo V
Registro Principal

Organización 
Artículo 65. La organización del Regis-
tro Principal, que podrá estar integrada 
por Registros Territoriales y por un Re-
gistro Principal Central, será definida en el 
Reglamento correspondiente.

Actos inscribibles 
Artículo 66. Corresponde al Registro 
Principal efectuar la inscripción de los ac-
tos siguientes:

1. �La separación de cuerpos y bienes, 
salvo que se trate de bienes inmuebles 
y derechos reales, los cuales se harán 
ante el Registro Público. 

2. �Los títulos y certificados académicos, 
científicos, eclesiásticos y los despa-
chos militares.

3. �Los demás previstos en la ley. 

Los Registradores o Registradoras Princi-
pales deberán efectuar el acto de legaliza-
ción de firmas de las autoridades públicas 
dentro de su jurisdicción.

Igualmente, corresponde al Registro Prin-
cipal recibir y mantener los duplicados de 
los asientos de los registros y notarías pú-
blicas, y expedir copias certificadas y sim-
ples de los asientos y duplicados de los 
documentos que reposan en sus archivos.

Personas jurídicas civiles
Artículo 67. El Registro Principal, a tra-
vés de una sección registral, inscribirá los 
actos de constitución, modificación, pró-
rroga y extinción de las sociedades civiles, 
asociaciones, fundaciones y corporacio-
nes de carácter privado, exceptuando las 
cooperativas.

TÍTULO IV
EL NOTARIADO

Capítulo I
Disposiciones Generales

Potestad de dar fe pública
Artículo 68. Los Notarios Públicos o No-
tarias Públicas son funcionarios o funcio-
narias del Servicio Autónomo de Registros 
y Notarías, que tienen la potestad de dar fe 
pública de los hechos o actos jurídicos ocu-
rridos en su presencia física o a través de 
medios electrónicos, indicando en este últi-
mo caso los instrumentos mediante los cua-
les le otorga presunción de certeza al acto.

Nombramiento y remoción
Artículo 69. Cada Notaría Pública estará 
a cargo de un Notario Público o Notaria 
Pública, quien es responsable del funcio-
namiento de su dependencia. La designa-
ción y remoción de los Notarios Públicos o 
Notarias Públicas Titulares estará a cargo 
del Director o Directora del Servicio Nacio-
nal de Registros y Notarías, previa apro-
bación del titular o la titular del órgano 
del cual depende jerárquicamente dicho 
Servicio.

Los Notarios Públicos o Notarias Públicas 
deberán ser venezolanos o venezolanas, 
mayores de edad y abogados o abogadas 
con no menos de cinco años de experien-
cia profesional. 

Notario o Notaria Auxiliar
Artículo 70. Los Notarios Públicos o No-
tarias Públicas podrán designar Notarios o 
Notarias Auxiliares, previa aprobación del 
Director General o Directora General del 
Servicio Autónomo de Registros y Notarías. 

Sus funciones serán las que le delegue el 
Notario o Notaria.

Para poder ser designado Notario o No-
taria Auxiliar se requiere ser venezolano 
o venezolana, mayor de edad, abogado o 
abogada de profesión.

Principios de actuación
Artículo 71. El control disciplinario de los 
Notarios Públicos o Notarias Públicas, es 
competencia del Servicio Autónomo de Re-
gistros y de Notarías, conforme con lo esta-
blecido en el Reglamento correspondiente.
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Jurisdicción voluntaria 
Artículo 72. El Notario Público o Notaria 
Pública, como órgano de jurisdicción vo-
luntaria, actuará sólo a solicitud de la parte 
interesada.

Incompatibilidades
Artículo 73. No podrán ejercer el Notariado:

1. �Las personas sujetas a interdicción 
por condena penal, mediante sentencia 
definitivamente firme, por un lapso de 
cinco años, contados a partir del cum-
plimiento de la pena.

2. �Las personas sometidas a beneficio de 
atraso, mientras dure el procedimiento.

3. �Los fallidos hasta tanto no sean 
rehabilitados.

4. �Los declarados civilmente responsables, 
mediante sentencia definitivamente fir-
me, por actuaciones u omisiones en la 
actividad profesional, en la cual se fun-
damenta su acreditación para ser elegi-
ble al cargo, por un lapso de cinco años, 
contados a partir del cumplimiento de la 
sanción establecida en la sentencia.

5. �Quienes hayan sido declarados penal, 
administrativa o civilmente responsa-
bles, con ocasión de la administración 
de fondos de carácter público o privado, 
mediante sentencia definitivamente fir-
me, por un lapso de diez años, contados 
a partir del cumplimiento de la pena.

6. �Quienes hayan sido sujetos a auto de 
responsabilidad administrativa, dictado 

por la Contraloría General de la Repú-
blica, que haya quedado definitivamente 
firme, mientras dure el impedimento.

Prohibiciones
Artículo 74. Está prohibido a los Nota-
rios Públicos o Notarias Públicas:

1. �Dar fe pública de los actos o negocios 
jurídicos en los que tengan interés per-
sonal, sus respectivos cónyuges y sus 
parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad.

2. �Dar fe pública de los actos o negocios 
relativos a personas jurídicas o entida-
des en las que los parientes por con-
sanguinidad o afinidad mencionados 
en el numeral anterior, tengan o ejer-
zan cargos como directores o directo-
ras, gerentes, administradores o admi-
nistradoras o representantes legales.

3. �Dar fe pública de los actos o negocios 
jurídicos en los que tengan interés los 
intérpretes o testigos instrumentales. 

4. �Las demás establecidas en la ley.

Capítulo II
Función Notarial

Competencia territorial
Artículo 75. Los Notarios Públicos o 
Notarias Públicas son competentes, en el 
ámbito de su circunscripción, para dar fe 
pública de todos los actos, hechos y de-
claraciones que autoricen con tal carácter, 
particularmente de los siguientes:

1. �Documentos, contratos y demás nego-
cios jurídicos, unilaterales, bilaterales y 
plurilaterales.

2. �Poderes, sustituciones, renuncias y re-
vocatorias, con excepción de las sustitu-
ciones, renuncias y revocatorias que se 
efectúen en los expedientes judiciales.

3. �Los contratos de opción para adquirir 
derechos sobre bienes inmuebles.

4. �Justificaciones para perpetua memo-
ria, con excepción de lo señalado en 
el Artículo 937 del Código de Procedi-
miento Civil.

5. �Protestos de los títulos de crédito, de 
conformidad con lo previsto en el Códi-
go de Comercio.

6. �Otorgamiento de testamentos abiertos, 
de conformidad con los artículos 852 al 
856 del Código Civil. 

7. �Presentación y entrega de testamentos 
cerrados, con expresión de las forma-
lidades requeridas en los numerales 1, 
2 y 3 del Artículo 857 del Código Civil.

8. �Apertura de testamentos cerrados, de 
conformidad con lo previsto en los 
artículos 986 al 989 del Código Civil y 
913 al 920 del Código de Procedimiento 
Civil. El Notario Público o Notaria Pú-
blica tendrá potestades para realizar los 
actos que se atribuyen al Registrador 
Público o Registradora Pública en el 
Código Civil.

9. �Otorgamiento de cualquier caución o 
garantía civil o mercantil.

10. �Constancias de cualquier hecho o acto 
a través de inspección extrajudicial. 

11. �Transcripciones en acta o por cualquier 
medio de reproducción o de grabación 
del contenido de archivos públicos o 
de documentos privados, siempre y 
cuando no esté expresamente prohibi-
do en el primer caso o lo autorice el 
dueño o depositario del documento, 
en el segundo caso. 

12. �Celebración de asambleas, reuniones 
o manifestaciones, dejando las cons-
tancias personales, gráficas y sonoras 
del caso. 

13. �Transacciones que ocurran en medios 
electrónicos. 

14. �Apertura y sellado de libros de las 
asociaciones civiles, juntas directivas, 
actas de asambleas y actas de juntas 
de condominios.

15. �Autenticar firmas autógrafas, electró-
nicas y huellas digitales.

16. �Archivar, en los casos en que fuere 
procedente, los instrumentos privados 
a que se contrae el Artículo 1.369 del 
Código Civil.

17. �Archivar los documentos relativos a 
los contratos de venta con reserva de 
dominio, a los efectos de la fecha cier-
ta de los mismos.
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18. �Extender y autorizar actas notariales 
a instancia de parte que constituyan, 
modifiquen o extingan un acto o nego-
cio jurídico. Estas actas deben incor-
porarse cronológicamente en el archi-
vo físico o electrónico notarial.

19. �Las demás que le atribuyan las leyes. 

Copias 
Artículo 76. Los Notarios Públicos o 
Notarias Públicas expedirán copias cer-
tificadas o simples de los documentos y 
demás asientos que reposen en su oficina, 
siempre que las copias se soliciten con 
indicación de la clase de actos o de sus 
otorgantes, circunstancias éstas que se 
harán constar en la correspondiente nota 
de certificación. También podrán expedir 
copias de documentos originales por pro-
cedimientos electrónicos, fotostáticos u 
otros semejantes de reproducción.

Publicidad notarial
Artículo 77. La publicidad notarial reside 
en la base de datos del sistema automati-
zado de las Notarías Públicas, en la docu-
mentación archivada que de ellas emanen 
y en las certificaciones que se expidan.

Deberes
Artículo 78. El Notario Público o Notaria 
Pública deberá:

1. �Identificar a las partes y a los demás 
intervinientes en los actos o negocios 
jurídicos que autoricen.

2. �Informar a las partes del contenido, na-
turaleza, trascendencia y consecuencias 

legales de los actos o negocios jurídicos 
otorgados en su presencia, así como de 
las renuncias, reservas, gravámenes y 
cualquier otro elemento que afecten los 
bienes o derechos referidos en el acto 
o negocio jurídico. El Notario Público o 
Notaria Pública dejará constancia en el 
acto del cumplimiento de esta obliga-
ción y su omisión lo hace responsable 
civil, penal y administrativamente. 

3. �Actuar de manera imparcial y objetiva 
en relación con todas las personas que 
intervengan en los actos o negocios ju-
rídicos otorgados en su presencia.

4. �Realizar las diligencias que le enco-
mienden autoridades judiciales o admi-
nistrativas, de acuerdo con la ley.

5. �Ejercer cualquier otra función que le 
asigne la ley. 

Capítulo III
Documentos y Actas Notariales

Documento notarial 
Artículo 79. El documento notarial es el 
otorgado en presencia del Notario Público 
o Notaria Pública o del funcionario o fun-
cionaria consular en el ejercicio de funcio-
nes notariales, dentro de los límites de su 
competencia y con las formalidades de ley.

Acta notarial 
Artículo 80. Las actas notariales son 
documentos que tienen por finalidad com-
probar, a solicitud de parte interesada, he-
chos, sucesos o situaciones que le cons-
ten u ocurran en su presencia.

Imposibilidad de firmar
Artículo 81. El o la otorgante que estuvie-
re impedido o impedida para suscribir un 
documento notarial con su firma, lo hará a 
ruego y estampará su huella digital al pie 
del documento y el Notario Público o No-
taria Pública dejará constancia en el acto.

Archivo y base de datos notarial
Artículo 82. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, llevará un Archivo y 
una Base de Datos Notarial, cuyas funcio-
nes y finalidades estarán establecidas en 
el Reglamento del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. 

TÍTULO V
DE LAS TASAS E IMPUESTOS

Capítulo I
De las Tasas por Servicios

Sección Primera
Tasas ante el Servicio Autónomo de Regis-
tros y Notarías, los Registros Principales y 
los Registros Públicos.

De las tasas
Artículo 83. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, así como las oficinas 
de Registros Principales y Registros Pú-
blicos, cobrarán las siguientes tasas por 
concepto de prestación del servicio:

1. �Una Unidad Tributaria (1 U.T.) por el 
primer año y dos Unidades Tributarias 
(2 U.T.) por cada uno de los años si-
guientes, por la solicitud de documen-
tos o expedientes, cuando no se indique 

con exactitud el nombre del otorgante, 
el año en que se otorgó el documento 
y la oficina en que se registró. Cuando 
se dieren estas indicaciones nada se 
cobrará al interesado, a menos que se 
encuentre el documento sin estar de 
acuerdo con los datos suministrados.

2. �Tres Unidades Tributarias (3 U.T.) por 
el primer año y seis décimas de Uni-
dad Tributaria (0,6 U.T.) por cada uno 
de los años siguientes, que abarque las 
averiguaciones que deban llevarse en 
los libros o registros electrónicos, para 
certificar si una propiedad ha sido o no 
hipotecada o gravada en cualquier otra 
forma o si ha sido enajenada. Los mis-
mos derechos se cobrarán por certificar 
si existe registrado cualquier acto, título 
o contrato del que se pida constancia.

3. �Cuatro Unidades Tributarias (4 U.T.) 
por la certificación que se expida de los 
expedientes, planos o documentos de 
cualquier especie archivados o inscritos 
en la respectiva oficina.

4. �Una Unidad Tributaria (1 U.T.) por el 
primer folio y cinco décimas de Unidad 
Tributaria (0,5 U.T.) por cada uno de los 
siguientes, por las copias certificadas 
de documentos inscritos.

5. �Dos décimas de Unidad Tributaria (0,2 U.T.) 
por cada folio de las copias o reproduccio-
nes simples de los documentos inscritos.

6. �Cuatro Unidades Tributarias (4 U.T.) por 
la comprobación o legalización de cada 
firma, ante los Registros Principales y 
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dos Unidades Tributarias (2 U.T.) por la 
legalización de firmas de los Registra-
dores Principales ante el Servicio Autó-
nomo de Registros y Notarías.

7. �Como derecho de procesamiento de 
documentos de venta, constitución de 
hipotecas; cesiones; dación o acepta-
ción en pago, permutas, adjudicaciones 
de bienes inmuebles en remate judicial, 
particiones de herencias, de sociedades 
o de compañías y cualquier otro con-
trato o transacción en que la prestación 
consista como arrendamientos, rentas 
vitalicias, censos, servidumbres y otros 
semejantes, aportaciones de bienes 
inmuebles, muebles u otros derechos 
para la formación de sociedades:

a. �Hasta dos mil Unidades Tributarias 
(2.000 U.T.), el cero coma cuarenta 
por ciento (0,40%).

b. �Desde dos mil una Unidades Tribu-
tarias (2.001 U.T.) hasta tres mil qui-
nientas Unidades Tributarias (3.500 
U.T.), el cero coma cuarenta y cinco 
por ciento (0,45%).

c. �Desde tres mil quinientas una Uni-
dades Tributarias (3.501 U.T.) hasta 
cuatro mil quinientas Unidades Tri-
butarias (4.500 U.T.), el cero coma 
cincuenta por ciento (0,50%).

d. �Desde cuatro mil quinientas una Uni-
dades Tributarias (4.501 U.T.) hasta 
seis mil quinientas Unidades Tribu-
tarias (6.500 U.T.), el cero coma cin-
cuenta y cinco por ciento (0,55%).

e. �Desde seis mil quinientas una Unida-
des Tributarias (6.501 U.T.) en ade-
lante, el cero coma sesenta por ciento 
(0,60%).

8. �Dos décimas de Unidad Tributaria (0,2 
U.T.) por cada folio de los documen-
tos presentados para su inscripción 
por concepto de gastos del servicio 
de fotocopiado.

9. �Diez centésimas de Unidad Tributaria 
(0,10 U.T.) por cada testigo instrumen-
tal designado por el Registrador o Re-
gistradora, si el interesado o interesada 
no lo presenta.

10. �Tres Unidades Tributarias (3 U.T.) por 
los recaudos que deban agregarse al 
cuaderno de comprobantes.

11. �Tres Unidades Tributarias (3 U.T.) por 
el primer folio y una Unidad Tributaria 
(1 U.T.) por los folios siguientes por 
la transcripción de un documento ma-
nuscrito al sistema computarizado o 
por su digitalización.

12. �Dos Unidades Tributarias (2 U.T.) por 
cada nota que deba estamparse al 
margen de los contratos y actos ins-
critos anteriormente, de conformidad 
con las disposiciones del Código Civil 
o leyes especiales.

13. �Dos Unidades Tributarias (2 U.T.) por 
la cita que deba hacerse en las notas 
de registro cuando se trate de actos 
traslativos de la propiedad de inmue-
bles o derechos reales sobre los mis-

mos, o que impongan gravámenes o 
limitaciones sobre los mismos bienes 
y el interesado no indique del o de los 
títulos de propiedad inmediatamente 
anteriores.

14. �Seis Unidades Tributarias (6 U.T.) por 
el registro de poderes especiales y ge-
nerales e iguales derechos por el de 
sus respectivas sustituciones, revoca-
torias y renuncias; así como la misma 
cantidad por todo contrato, transac-
ción o acto que verse sobre derechos 
no apreciables en dinero.

15. �Tres y media Unidades Tributarias (3,5 
U.T.) por la inscripción de los títulos y 
certificados académicos, científicos y 
eclesiásticos, así como los despachos 
militares. 

16. �Como derecho de procesamiento por la 
inscripción de asociaciones y socieda-
des civiles: por un folio, dos Unidades 
Tributarias (2 U.T.); por dos folios, tres 
Unidades Tributarias (3 U.T.); por tres 
folios, cinco Unidades Tributarias (5 
U.T.); por cuatro folios, siete Unidades 
Tributarias (7 U.T.); por cinco folios, 
nueve Unidades Tributarias (9 U.T.); por 
seis folios, once Unidades Tributarias 
(11 U.T.); y por más de seis folios, trece 
Unidades Tributarias (13 U.T.).

17. �Como derecho de procesamiento para 
la inscripción de sentencias de divor-
cios, separación de cuerpos, y nulidad 
del matrimonio: por un folio, seis Uni-
dades Tributarias  (6 U.T.); dos folios, 
ocho Unidades Tributarias (8 U.T.); 

tres folios, diez Unidades Tributarias 
(10 U.T); cuatro folios, doce Unidades 
Tributarias (12 U.T.); cinco folios, ca-
torce Unidades Tributarias (14 U.T.); 
seis folios, dieciséis Unidades Tributa-
rias (16 U.T.); y más de seis folios, die-
ciocho Unidades Tributarias (18 U.T.).

18. �Dos y media Unidades Tributarias (2,5 
U.T.) por el sellado de libros.

19. �Como derecho de procesamiento de 
inscripción de capitulaciones matri-
moniales diez Unidades Tributarias  
(10 U.T.).

Una copia de este artículo en letras de ta-
maño no menor de un centímetro (1cm), 
expresado en Unidades Tributarias y su con-
versión en valores monetarios corrientes, se 
fijará en un lugar visible al público en todas 
las oficinas de registro, bajo pena de multa 
de cien Unidades Tributarias (100 U.T.), que 
será impuesta al Registrador o Registradora 
titular, la cual deberá ser enterada al Servicio 
Autónomo de Registros y Notarías, en un 
lapso no mayor a treinta días.

Procesamiento
Artículo 84. Los Registradores o Re-
gistradoras no podrán cobrar más de una 
y media Unidad Tributaria (1,5 U.T.) por el 
total de las cantidades correspondientes a 
derechos de procesamiento, notas margi-
nales y tasas, cuando el valor de la opera-
ción que haya de inscribirse sea inferior a 
doscientas Unidades Tributarias (200 U.T.).

Una copia de este artículo en letras de ta-
maño no menor de un centímetro (1cm), 
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expresado en Unidades Tributarias y su 
conversión en valores monetarios co-
rrientes, se fijará en un lugar visible al 
público en todas las oficinas de registro, 
bajo pena de multa de cien Unidades Tri-
butarias (100 U.T.), que será impuesta al 
Registrador o Registradora titular, la cual 
deberá ser enterada al Servicio Autónomo 
de Registros y Notarías, en un lapso no 
mayor a treinta días.

Sección Segunda 
De las Tasas por Actuaciones ante 

los Registros Mercantiles

De las tasas
Artículo 85. En materia no contenciosa 
mercantil se causarán las siguientes tasas 
a favor del Servicio Autónomo de Regis-
tros y Notarías:

1. �Por la inscripción de cualquier tipo de 
sociedades, firmas personales, y aso-
ciaciones de cuentas en participación, 
seis Unidades Tributarias (6 U.T.), más 
cinco décimas de Unidad Tributaria (0,5 
U.T.) por cada folio que contenga el do-
cumento o actuación.

2. �Por la inscripción de cualquier acta de 
asamblea o junta directiva; modifica-
ciones al documento constitutivo de 
firmas personales o de cuentas en par-
ticipación y documentos por los cuales 
se declare su disolución, liquidación, 
extinción o prórroga de su duración, 
tres Unidades Tributarias (3 U.T.), más 
cinco décimas de Unidad Tributaria 
(0,5 U.T.) por cada folio que contenga 
el documento. 

3. �Por la inscripción de sociedades extran-
jeras, domiciliaciones o establecimiento 
de agencias, representaciones, o su-
cursales de las mismas, diez Unidades 
Tributarias (10 U.T.), más una décima 
de Unidad Tributaria (0,1 U.T.) por cada 
folio que contenga el documento.

4. �Por la inscripción de documento de 
ventas de cuotas de participación, de 
fondos de comercio, cesión de firmas 
personales, tres Unidades Tributarias 
(3 U.T.), más cinco décimas de Unidad 
Tributaria (0,5 U.T.) por cada folio que 
contenga el documento.

5. �Por la inscripción de poderes, factores 
mercantiles, sentencias o cualquier 
otro documento emanado de tribunales 
u otros organismos o autoridades, tres 
Unidades Tributarias (3 U.T.), más cin-
co décimas de Unidad Tributaria (0,5 
U.T.) por cada folio que contenga el 
documento.

6. �Por cada folio de documento que se 
acompañe con el recaudo presentado 
para inscripción, cinco décimas de Uni-
dad Tributaria (0,5 U.T.).

7. �Por cualquier otro tipo de documento 
que se presente para su inscripción no 
incluido en los numerales anteriores, 
una y media Unidad Tributaria (1,5 U.T.), 
más cinco décimas de Unidad Tributaria 
(0,5 U.T.) por cada folio que contenga el 
documento.

8. �Por agregar documentos y anexos a los 
expedientes, dos décimas de Unidad 

Tributaria (0,2 U.T.), más cuatro centé-
simas de Unidad Tributaria (0,04 U.T.) 
por cada folio.

9. �Por estampar cada nota marginal, cinco 
décimas de Unidad Tributaria (0,5 U.T.).

10. �Por el sellado de libros y por el sella-
do de certificados, títulos, acciones, 
cédulas y cualquier tipo de papeles 
mercantiles, seis centésimas de Unidad 
Tributaria (0,06 U.T.), más tres milési-
mas de Unidad Tributaria (0,003 U.T.) 
por cada folio que contenga el libro o 
los papeles a ser sellados.

11. �Se causarán como gastos de proce-
samiento, el servicio por sistema de 
fotocopiado dos décimas de Unidad 
Tributaria (0,2 U.T.) por cada una de 
las fotocopias necesarias para el pro-
cesamiento de registro de los docu-
mentos o actuaciones, así como para 
las copias certificadas, certificaciones, 
constancias y copias simples que de-
ban ser emitidas o sean solicitadas por 
los interesados.

12. �Por las copias certificadas de docu-
mentos registrados, seis décimas de 
Unidad Tributaria (0,6 U.T.) por el pri-
mer folio y diez centésimas de Unidad 
Tributaria (0,10 U.T.) por cada uno de 
los siguientes.

13. �Una Unidad Tributaria (1 U.T.) por la 
búsqueda y selección de nombres, de-
nominaciones sociales o comerciales.

14. �Por la inscripción y aumento de capital 
de sociedades mercantiles se cobrará 
el 1% del capital.

Una copia de este artículo en letras de ta-
maño no menor de un centímetro (1cm), 
expresado en Unidades Tributarias y su 
conversión en valores monetarios co-
rrientes, se fijará en un lugar visible al 
público en todas las oficinas de registro, 
bajo pena de multa de cien Unidades Tri-
butarias (100 U.T.), que será impuesta al 
Registrador o Registradora titular, la cual 
deberá ser enterada al Servicio Autónomo 
de Registros y Notarías, en un lapso no 
mayor a treinta días.

Sección Tercera
De las Tasas por Actuaciones ante 

las Notarías

De las tasas
Artículo 86. En materia no contenciosa, 
civil, mercantil y contencioso administra-
tiva, en el recinto de la Notaría Pública se 
causarán las siguientes tasas a favor del 
Servicio Autónomo de Registros y Notarías:

1. �Cuatro Unidades Tributarias (4 U.T.) 
como derecho de procesamiento del 
documento original presentado para su 
autenticación y dos Unidades Tributa-
rias (2 U.T.) por las copias certificadas.

2. �Otorgamiento de autorizaciones, dos Uni-
dades Tributarias (2 U.T.) por cada folio.

3. �Apertura de testamento, diez Unidades 
Tributarias (10 U.T). Cuando abierto el 
testamento resultare que su contenido 
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sólo se limita al reconocimiento de fi-
liación, no se cobrará derecho alguno. 

4. �Otorgamiento de justificativo, dos Uni-
dades Tributarias (2 U.T.) por cada folio.

5. �Aprobación de una partición, dos Uni-
dades Tributarias (2 U.T.) por cada folio.

6. �Documentos autenticados, dos Uni-
dades Tributarias (2 U.T.) el primer fo-
lio y tres décimas de Unidad Tributaria  
(0,3 U.T.) por cada uno de los restantes. 
Ejemplares adicionales a un solo efecto, 
ocho décimas de Unidad Tributaria (0,8 
U.T.) por cada uno. En los reconocimientos 
sólo se cobrará la mitad de este derecho.

7. �Actuaciones para dar fecha cierta de 
cualquier tipo de documentos, dos Uni-
dades Tributarias (2 U.T.).

8. �Nombramiento de curadores, dos Unida-
des Tributarias (2 U.T.), salvo en los ca-
sos previstos en la Ley Orgánica de Pro-
tección de Niños, Niñas y Adolescentes.

9. �Por la transcripción de un documento 
manuscrito al sistema computarizado 
o por su digitalización, tres Unidades 
Tributarias (3 U.T.) por el primer folio y 
por cada folio adicional una Unidad Tri-
butaria (1 U.T.).

10. �Por las copias certificadas de docu-
mentos autenticados, cinco décimas 
de Unidad Tributaria (0,5 U.T.) por el 
primer folio y una décima de Unidad 
Tributaria (0,1 U.T.) por cada uno de 
los siguientes.

11. �Por las copias o reproducciones simples 
de los documentos autenticados, dos 
décimas de Unidad Tributaria (0,2 U.T.).

12. �Documentos anexos o complementa-
rios a los que se autentiquen, dos dé-
cimas de Unidad Tributaria (0,2 U.T.) 
por cada uno de ellos.

13. �Por estampar cada nota marginal, dos 
Unidades Tributarias (2 U.T.).

14. �Servicios y custodia de los instru-
mentos privados a que se contrae el 
artículo 1.369 del Código Civil, diez 
Unidades Tributarias (10 U.T.) anuales. 

15. �Actas notariales, dos Unidades Tribu-
tarias (2 U.T.) por cada folio.

16. �Práctica de citaciones judiciales, seis 
Unidades Tributarias (6 U.T.) por todo 
el procedimiento previsto en el primer 
aparte del artículo 345 del Código de 
Procedimiento Civil.

Una copia de este artículo en letras de ta-
maño no menor de un centímetro (1cm), 
expresado en Unidades Tributarias y su con-
versión en valores monetarios corrientes, se 
fijará en un lugar visible al público en todas 
las oficinas de registro, bajo pena de multa 
de cien Unidades Tributarias (100 U.T.), que 
será impuesta al Registrador o Registradora 
titular, la cual deberá ser enterada al Servicio 
Autónomo de Registros y Notarías, en un 
lapso no mayor a treinta días.

De las tasas por actuaciones 
fuera del recinto

Artículo 87. En materia no contenciosa, 
fuera del recinto de la Notaría Pública, se 
causarán las siguientes tasas a favor del 
Servicio Autónomo de Registros y Notarías:

1. �Inspecciones oculares, experticias, 
actas notariales y demás probanzas, 
cuatro Unidades Tributarias (4 U.T.) por 
cada hora o fracción que dure menos de 
una hora. Las fracciones siguientes se 
cobrarán en proporción a cada hora. 

2. �Entrega material de bienes vendidos, 
diez Unidades Tributarias (10 U.T.).

3. �En la formación de inventario, cuatro 
Unidades Tributarias (4 U.T.) la prime-
ra hora y una Unidad Tributaria (1 U.T.) 
cada una de las siguientes o fracción 
de ellas mayor de quince minutos. Esta 
actuación no causará derechos si se 
realiza en razón de la aceptación de una 
herencia a beneficio de inventario, por 
quienes tuvieren niños, niñas y adoles-
centes bajo su patria potestad o tutela o 
en interés de éstos o de inhabilitados o 
entredichos.

4. �Levantamiento de protestos, cuatro 
Unidades Tributarias (4 U.T.) si el mon-
to del instrumento es mayor de cin-
cuenta Unidades Tributarias (50 U.T.) y 
tres Unidades Tributarias (3 U.T.) si el 
monto es menor.

5. �Otras constituciones, dos Unidades Tri-
butarias (2 U.T.) cada hora o fracción 
que dure menos de una hora. Las frac-

ciones siguientes se cobrarán en pro-
porción a cada hora.

Una copia de este artículo en letras de ta-
maño no menor de un centímetro (1cm), 
expresado en Unidades Tributarias y su 
conversión en valores monetarios co-
rrientes, se fijará en un lugar visible al 
público en todas las oficinas de Registro, 
bajo pena de multa de cien Unidades Tri-
butarias (100 U.T.), que será impuesta al 
Registrador o Registradora titular, la cual 
deberá ser enterada al Servicio Autónomo 
de Registros y Notarías en un lapso no 
mayor a treinta (30) días.

Sección Cuarta
De los Traslados

De los traslados
Artículo 88. Por el acto de traslado fuera 
de la oficina, cuatro Unidades Tributarias 
(4 U.T.). Entre las seis de la tarde y las seis 
de la mañana, el doble del monto señalado 
anteriormente. Los gastos de transporte 
de ida y vuelta, así como otros que oca-
sione la asistencia del Registrador o Re-
gistradora, Notario o Notaria, funcionario 
o funcionaria, los fijará el Servicio Autó-
nomo de Registros y Notarías, de acuerdo 
con la distancia entre la oficina y el lugar 
del otorgamiento, los cuales en ningún 
caso serán mayores de seis Unidades Tri-
butarias (6 U.T.).

Una copia de este artículo en letras de ta-
maño no menor de un centímetro (1cm), 
expresado en Unidades Tributarias y su con-
versión en valores monetarios corrientes, se 
fijará en un lugar visible al público en todas 
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las oficinas de registro, bajo pena de multa 
de cien Unidades Tributarias (100 U.T.), que 
será impuesta al Registrador o Registradora 
titular, la cual deberá ser enterada al Servi-
cio Autónomo de Registros y Notarías en un 
lapso no mayor a treinta días.

Capítulo II
De los Impuestos

Hecho imponible
Artículo 89. La inscripción de los docu-
mentos a que se refiere este capítulo, causa-
rá impuestos a favor del Fisco Nacional, Es-
tadal o Municipal, según se disponga en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
o en las leyes sobre descentralización fiscal.

Materia no contenciosa mercantil
Artículo 90. En materia no contenciosa 
mercantil se causarán los siguientes im-
puestos a favor del Fisco Nacional, Estadal 
o Municipal, según sea el caso:

1. �Otorgamiento de nombres y denomi-
naciones de empresas mercantiles y 
firmas comerciales ante el Registro 
Mercantil, dos Unidades Tributarias (2 
U.T.). Este otorgamiento tendrá una 
vigencia de treinta días. Vencido dicho 
término, se perderá el derecho al nom-
bre o denominación otorgado, así como 
los derechos fiscales cancelados.

2. �Registros de sociedades extranjeras, 
domiciliaciones o establecimientos de 
agencias, sucursales o representacio-
nes así como las sucesivas documenta-
ciones o actuaciones referentes a éstas, 
cinco Unidades Tributarias (5 U.T.), más 

cinco décimas de Unidades Tributarias 
(0,5 U.T.) por cada folio de inscripción.

3. �Sin perjuicio de lo establecido en el nu-
meral 2 de este artículo, la inscripción o 
registro de las sociedades de comercio, 
así como la inscripción de las socieda-
des civiles que revistan algunas de las 
formas establecidas para las sociedades 
de comercio, en el Registro Mercantil, 
pagarán los siguientes impuestos:

a. �Una centésima de Unidad Tributaria 
(0,01 U.T.) por cada Unidad Tributa-
ria (1 U.T.) o fracción menor de una 
Unidad Tributaria (1 U.T.) del capital 
suscrito o capital comanditario, se-
gún sea el caso.

b. �Una centésima de Unidad Tributaria 
(0,01 U.T.) por cada Unidad Tributaria 
(1 U.T.) o fracción menor de una Uni-
dad Tributaria (1 U.T.) por aumento 
de capital de dichas sociedades.

4. �Sin perjuicio de lo establecido en el nu-
meral 11 de este artículo la inscripción 
de las sociedades extranjeras, domicilia-
ciones o establecimientos de agencias, 
sucursales o representaciones, pagarán 
una tasa de una milésima de Unidad 
Tributaria (0,001 U.T.) por cada Unidad 
Tributaria (1 U.T.) del capital que señalen 
para operar en el territorio de la Repúbli-
ca. En ningún caso esta tasa será menor 
a dos Unidades Tributarias (2 U.T.).

5. �Registro de sociedades accidentales 
y consorcios en el Registro Mercantil, 
diez Unidades Tributarias (10 U.T.).

6. �Registro de la venta de un fondo de co-
mercio o la de sus existencias en tota-
lidades o en lotes, de modo que haga 
cesar los negocios relativos a su due-
ño, cinco Unidades Tributarias (5 U.T.), 
además de dos centésimas de Unidad 
Tributaria (0,02 U.T.) por cada Unidad 
Tributaria (1 U.T.) o fracción menor de 
una Unidad Tributaria (1 U.T.) sobre el 
monto del precio de la operación.

7. �Otorgamiento de los poderes que los 
comerciantes otorgan a sus factores y 
dependientes para adquirir negocios, 
una Unidad Tributaria (1 U.T.) si el po-
derdante fuere una persona jurídica y 
cinco décimas de Unidad Tributaria (0,5 
U.T.) si fuera una persona natural.

8. �Otorgamiento de cualquier otro poder, 
una Unidad Tributaria (1 U.T.) si el po-
derdante fuere una persona jurídica y 
cinco décimas de Unidad Tributaria (0,5 
U.T.) si fuera una persona natural.

9. �Inscripción de cualquier otro documen-
to que deba asentarse en los registros, 
distintos a los expresamente regulados 
por otros artículos de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, una Uni-
dad Tributaria (1 U.T.) por el primer folio 
y una décima de Unidad Tributaria (0,1 
U.T.) por cada folio adicional.

Impuesto a favor de 
la Hacienda Pública Municipal

Artículo 91. Los actos que se refieran a 
la compra, venta o permuta de bienes in-
muebles, dación o aceptación en pago de 
los bienes antes citados; de los actos en 

que se dé, se prometa, se reciba, se pague 
alguna suma de dinero o bienes equiva-
lentes; adjudicaciones en remate judicial; 
particiones de herencias, sociedades o 
compañías anónimas, contratos o tran-
sacciones y otros actos en que las pres-
taciones consistan en pensiones, como 
arrendamientos, rentas vitalicias, censos, 
servidumbres y otros semejantes; apor-
taciones de inmuebles u otros derechos 
para formación de sociedades, las contri-
buciones y demás actos traslativos de la 
propiedad de bienes inmuebles, así como 
la constitución de hipotecas y otros gravá-
menes sobre los mismos, constituyen un 
hecho imponible, generando un impuesto 
destinado a la Hacienda Pública Municipal, 
el cual se calculará de la siguiente manera:

1. �Hasta dos mil Unidades Tributarias (2.000 
U.T.), una Unidad Tributaria (1 U.T.).

2. �Desde dos mil una Unidades Tributarias 
(2.001 U.T.) hasta tres mil quinientas 
Unidades Tributarias (3.500 U.T.), dos 
Unidades Tributarias (2 U.T.).

3. �Desde tres mil quinientas una Unidades 
Tributarias (3.501 U.T.) hasta cuatro mil 
quinientas Unidades Tributarias (4.500 
U.T.), tres Unidades Tributarias (3 U.T.).

4. �Desde cuatro mil quinientas una Unidades 
Tributarias (4.501 U.T.) hasta seis mil qui-
nientas Unidades Tributarias (6.500 U.T.), 
cuatro Unidades Tributarias (4 U.T.).

5. �Desde seis mil quinientas una Unida-
des Tributarias (6.501 U.T.) en adelan-
te, cinco Unidades Tributarias (5 U.T.).
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Si el inmueble se encuentra ubicado en va-
rias jurisdicciones municipales, el monto 
del tributo se prorrateará entre cada uno 
de ellos, en proporción a la extensión te-
rritorial que del inmueble abarque cada 
jurisdicción.

El impuesto al que se refiere este artículo, 
deberá haber sido pagado por el adquiren-
te para el momento de la inscripción del 
respectivo documento. Si se trata de per-
muta, el monto del tributo corresponderá 
ser pagado en partes iguales por cada uno 
de los otorgantes, quienes serán recípro-
camente responsables de la parte que no 
les corresponda como contribuyente.

En las zonas urbanas o rurales, donde 
no existan levantamientos catastrales, no 
podrán cobrarse los impuestos antes refe-
ridos, ni ningún otro tributo por operacio-
nes inmobiliarias.

Bases de cálculo
Artículo 92. Las alícuotas señaladas en 
los numerales del artículo anterior se cal-
cularán sobre las siguientes bases:

1. �En las permutas, se computarán los 
derechos sobre el inmueble que ten-
ga mayor valor. En los contratos de 
compra-venta de inmuebles, cuando el 
vendedor sólo reciba en efectivo parte 
del valor del inmueble, porque el com-
prador asuma la obligación de cancelar 
los gravámenes que existan sobre el in-
mueble o a favor de terceros, se pagará 
el porcentaje sobre el precio total de la 
venta, es decir, sobre la suma pagada, 
más la que se prometa pagar a terceros.

2. �Las opciones causarán el impuesto 
proporcionalmente a la remuneración 
establecida a favor de quien otorga la 
opción y a la cláusula penal que se es-
tablezca para el caso de no ejercerse. Si 
no se estipulare remuneración, ni cláu-
sula penal, se pagará el impuesto de 
una Unidad Tributaria (1 U.T.).

3. �En los contratos de arrendamiento fi-
nanciero de inmuebles, los derechos de 
registro se calcularán según lo previsto 
en la Ley de Instituciones del Sector 
Bancario. 

4. �Cuando se constituya una hipoteca con-
vencional adicional, cuyo aporte exceda 
del saldo del precio, se cobrarán tam-
bién derechos de registro por el exce-
dente, de conformidad con lo expresa-
do en este artículo.

5. �En los casos de otorgamiento de do-
cumentos contentivos de hipotecas 
convencionales o judiciales e hipote-
cas legales, no provenientes de saldo 
de precio, el impuesto a pagar será el 
veinticinco por ciento (25%) del im-
puesto que se establece en el presente 
Capítulo de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley. Se calcularán 
los derechos sobre las sumas de las 
cantidades comprendidas en la caución 
hipotecaria.

Excepción
Artículo 93. No se cobrará el impuesto 
a que se refiere el presente Capítulo de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, en la cancelación de hipotecas, en 

los documentos en que se ejerza el dere-
cho del retracto, hasta la concurrencia de 
la deuda, en la dación en pago de la cosa 
hipotecada y en aquellos casos en que se 
adjudiquen los bienes al acreedor, cuando 
se haya ejecutado inicialmente la hipoteca.

Impuesto a favor
del Fisco Nacional

Artículo 94. En las oficinas de Registro 
Principal o en las Notarías Públicas, según 
corresponda, se cobrarán los siguientes 
impuestos a favor del Fisco Nacional:

1. �Por la inscripción de títulos técnicos 
superiores, una décima de Unidad Tri-
butaria (0,1 U.T.); de pregrado, dos dé-
cimas de Unidad Tributaria (0,2 U.T.); 
de especialización o maestría, cinco 
décimas de Unidad Tributaria (0,5 U.T.); 
de doctorado, una Unidad Tributaria (1 
U.T.); por títulos científicos, eclesiásti-
cos o despachos de grados militares, 
una Unidad Tributaria (1 U.T.) y por 
certificados académicos, una décima de 
Unidad Tributaria (0,1 U.T.).

2. �Dos Unidades Tributarias (2 U.T.) por la 
inscripción de sentencias de separación 
de cuerpos y de bienes, salvo que se trate 
de bienes inmuebles y derechos reales y 
por el de todos los demás actos que de-
ban registrarse en el Registro Principal.

3. �El treinta por ciento (30%) de lo recau-
dado en las Notarías por concepto de 
traslados. 

Una copia de este artículo en letras de ta-
maño no menor de un centímetro (1cm), 

expresado en Unidades Tributarias y su con-
versión en valores monetarios corrientes, se 
fijará en un lugar visible al público en todas 
las oficinas de registro, bajo pena de multa 
de cien Unidades Tributarias (100 U.T.), que 
será impuesta al Registrador o Registradora 
titular, la cual deberá ser enterada al Servi-
cio Autónomo de Registros y Notarías en un 
lapso no mayor a treinta días.

Individualización
del hecho imponible

Artículo 95. Cuando un documento o 
acto contenga varias negociaciones, esti-
pulaciones o declaratorias, se causará el 
impuesto por cada operación individual-
mente considerada, según su naturaleza; 
el impuesto se calculará sobre la cuantía 
de estas operaciones.

Exigibilidad regional
Artículo 96. En los estados en los cuales 
mediante ley especial éstos hayan asumi-
do la competencia en materia de organi-
zación, recaudación, control y administra-
ción del papel sellado y estampillas, los 
Registradores o Registradoras y Notarios 
Públicos o Notarias Públicas deberán exi-
gir el uso de los mismos.

Prohibición
Artículo 97. Se prohíbe a los Registra-
dores Públicos o Registradoras Públicas 
inscribir documentos mediante los cua-
les se traslade o grave la propiedad raíz, 
sin la previa presentación de la planilla 
de pago del anticipo del Impuesto sobre 
la Renta y la solvencia de los impuestos 
municipales sobre predios rurales e in-
muebles urbanos.
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Exenciones 
Artículo 98. Están exentos del pago de 
los impuestos, tasas y demás contribu-
ciones, señaladas por este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, además de 
las establecidas en leyes especiales, los 
documentos que se refieran a:

1. �Actas constitutivas y estatutos de las 
asociaciones de vecinos y de asociacio-
nes de consumidores, asociaciones de 
comunidades educativas y organizacio-
nes indígenas, microempresas indíge-
nas de carácter comunitario, así como 
también los actos que las modifiquen, 
prorroguen o extingan.

2. �La declaración jurada de no poseer vi-
vienda propia.

3. �Las certificaciones de gravamen reque-
ridas para obtener créditos con intere-
ses preferenciales a través de leyes es-
peciales, así como los provenientes de 
cajas de ahorros, fondos de previsión 
social, para adquirir vivienda principal, 
a solicitud de la institución financiera.

4. �Los títulos de propiedad colectiva de 
hábitat y tierras de los pueblos y comu-
nidades indígenas.

5. �Los actos derivados de procesos expro-
piatorios por causa de utilidad pública 
y social.

Los empresarios o empresarias, trabaja-
dores y trabajadoras de pequeñas, media-
nas y grandes empresas del sector indus-
trial, que habiendo declarado su voluntad 

expresa de adherirse al acuerdo macro de 
corresponsabilidad para la transformación 
industrial y hayan llegado a determinados 
compromisos y suscrito acuerdos espe-
cíficos con el Gobierno Nacional, estarán 
exentos de los impuestos, tasas y demás 
contribuciones a que se refiere este título.

TÍTULO VI
PREVENCIÓN, CONTROL

Y FISCALIZACIÓN
DE LAS OPERACIONES

DE LEGITIMACIÓN DE CAPITALES 
Y FINANCIAMIENTO

AL TERRORISMO

Capítulo I
Disposiciones Generales

Objeto
Artículo 99. La normativa contenida 
en este título tiene por objeto establecer 
normas y procedimientos continuos y per-
manentes, que deben cumplir los funcio-
narios adscritos a las oficinas registrales 
y notariales de la República Bolivariana 
de Venezuela, como sujetos obligados del 
Servicio Autónomo de Registros y Nota-
rías, a fin de evitar que se protocolicen 
o autentiquen actos o negocios jurídicos 
orientados a financiar actos terroristas o 
legitimar capitales provenientes de las ac-
tividades ilícitas, tipificadas en la Ley Or-
gánica Contra la Delincuencia Organizada 
y Financiamiento al Terrorismo.

Definiciones
Artículo 100. Para la correcta inter-
pretación de este título, se adoptan las 

definiciones previstas en la Ley Orgánica 
Contra la Delincuencia Organizada y Finan-
ciamiento al Terrorismo, como ley general 
que rige la materia.

Responsable de cumplimiento
Artículo 101. Los responsables de cum-
plimiento son los Registradores o Regis-
tradoras y Notarios Públicos o Notarias 
Públicas, quienes rendirán informe de 
su gestión mensualmente a la unidad de 
Prevención, Control y Fiscalización de Le-
gitimación de Capitales y Financiamiento 
al Terrorismo.

Deberes de los sujetos obligados
Artículo 102. Las oficinas registrales y 
notariales como sujetos obligados, debe-
rán cumplir las normas, procedimientos y 
mecanismos internos en materia de Pre-
vención y Control de Legitimación de Capi-
tales y Financiamiento al Terrorismo, con-
sagrados en la presente normativa y demás 
instrumentos jurídicos que rigen la materia 
e instrumentar medidas adicionales de de-
bida diligencia, dentro de los plazos esta-
blecidos o cuando les sea requerido por el 
Servicio Autónomo de Registros y Notarías 
o el órgano de tutela jerárquica de éste.

Unidad ejecutiva y técnica
Artículo 103. El Servicio Autónomo 
de Registros y Notarías contará con una 
unidad ejecutiva y técnica de Prevención, 
Control y Fiscalización de Legitimación de 
Capitales y Financiamiento al Terrorismo, 
que tiene como objeto dictar, coordinar y 
ejecutar las políticas y normas de procedi-
mientos en materia de prevención, control 
y fiscalización de legitimación de capitales 

y financiamiento al terrorismo, así como 
ejercer el control de las operaciones en el 
ámbito nacional, velando por el fiel cum-
plimiento de las funciones que se esta-
blezcan mediante Resolución.

Capítulo II
Sistema Integral de Prevención

y Control de Legitimación
de Capitales y Financiamiento

al Terrorismo 

De la prevención y control 
Artículo 104. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, para el fiel cumpli-
mento y aplicación de normas de segui-
miento y control, garantizará la vigencia 
de un Sistema Integral de Prevención y 
Control de Legitimación de Capitales y 
Financiamiento al Terrorismo, en los tér-
minos exigidos en la ley general que rige 
la materia. 

Actividades y formación
Artículo 105. El Sistema Integral de 
Prevención y Control, determinará expre-
samente las actividades de Prevención y 
Control de Legitimación de Capitales, a 
cargo de los funcionarios y funcionarias, 
trabajadores y trabajadoras del Servicio 
Autónomo de Registros y Notarías, quie-
nes recibirán la formación en materia de 
Prevención de Legitimación de Capitales y 
Financiamiento al Terrorismo.

Estructura del Sistema 
Artículo 106. La estructura del Sistema 
Integral de Prevención y Control, estará 
conformada de la siguiente manera:



402  LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA   LEYES PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  403

1. �El Titular o la titular del órgano de tute-
la jerárquica del Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías.

2. �Director General o Directora General 
del Servicio Autónomo de Registros y 
Notarías.

3. �Director o Directora de la unidad de Pre-
vención, Control y Fiscalización de Legi-
timación de Capitales y Financiamiento 
al Terrorismo.

4. �Coordinador o Coordinadora de 
Prevención.

5. �Coordinador o Coordinadora de Control 
y Fiscalización.

6. �Registradores o Registradoras y Nota-
rios Públicos o Notarias Públicas, como 
responsables de cumplimiento.

Capítulo III
De las Políticas

Conozca a su usuario o usuaria 
Artículo 107. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, mantendrá una data 
actualizada de los usuarios y usuarias, 
para determinar fehacientemente su iden-
tificación y las actividades económicas a 
las que se dedican. 

Conozca a su
funcionario o funcionaria

Artículo 108. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, coordinará la ejecu-
ción de políticas eficientes y eficaces, des-
tinadas a lograr la mejor selección de los 

funcionarios y funcionarias, trabajadores y 
trabajadoras, reforzando los mecanismos 
para la revisión continua de los expedien-
tes de personal, con el fin de conocer y 
verificar los datos e información que allí 
reposan. 

Conozca a su proveedor 
o proveedora de servicios

Artículo 109. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías y los sujetos obliga-
dos, crearán una base de datos individua-
les de cada proveedor de servicios, con 
los cuales mantengan relación comercial, 
con el fin de obtener y mantener actuali-
zada la información necesaria para deter-
minar, fehacientemente su identificación.

Del Código de Ética
Artículo 110. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, dictará un Código 
de Ética, que incluya los aspectos con-
cernientes a la prevención, control y fis-
calización de legitimación de capitales y fi-
nanciamiento al terrorismo, de obligatorio 
conocimiento y cumplimiento para todos 
los funcionarios y funcionarias, trabajado-
res y trabajadoras, que permita generar un 
clima de elevada moral y poner en prác-
tica medidas encaminadas a aumentar la 
sensibilidad ante los efectos de la legiti-
mación de capitales y financiamiento al te-
rrorismo, mediante el establecimiento de 
criterios donde priven los principios éticos 
sobre el lucro e intereses personales.

El Código de Ética, será aprobado por el 
titular del órgano del cual depende jerár-
quicamente el Servicio Autónomo de Re-
gistros y Notarías.

Capítulo IV
Supervisión del Cumplimiento de 

las Normas

Obligación del órgano de control
Artículo 111. El Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías, como órgano de 
control, supervisará a los sujetos obliga-
dos sobre el cumplimiento de las normas 
de prevención en materia de legitimación 
de capitales y financiamiento al terroris-
mo, mediante inspecciones in situ y extra 
situ a las oficinas registrales y notariales.

Sanciones
Artículo 112. En el caso de detectarse el 
incumplimiento de las normas y políticas 
de prevención, control y fiscalización, se 
aplicarán las sanciones previstas en la Ley 
Orgánica Contra la Delincuencia Organiza-
da y Financiamiento al Terrorismo y leyes 
vigentes en materia laboral y funcionarial.

Rendición de informe
Artículo 113. El Director General o Di-
rectora General del Servicio Autónomo de 
Registros y Notarías remitirá al órgano del 
cual depende jerárquicamente un informe 
semestral sobre prevención, control y fis-
calización de legitimación de capitales, en 
relación al cumplimiento de los métodos 
y procedimientos internos instrumentados 
por los sujetos obligados; así como, eva-
luar el cumplimiento de los deberes que 
se les establecen en la Ley Orgánica que 
rige la materia, resoluciones, circulares y 
demás normativas aplicables.

TÍTULO VII
DISPOSICIONES TRANSITORIAS, 

DEROGATORIAS Y FINALES

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. El Ejecutivo Nacional dictará los 
reglamentos que sean necesarios para de-
sarrollar el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, en un lapso de cien-
to ochenta (180) días continuos, contados 
a partir de su entrada en vigencia.

Segunda. A partir de la entrada en vigen-
cia del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, el titular del órgano del 
cual depende jerárquicamente el Servicio 
Autónomo de Registros y Notarías, me-
diante Resolución, determinará la forma 
en que progresivamente los Registros y 
Notarías Públicas han de ser sometidos al 
proceso de organización, automatización, 
modernización, funcionamiento, adminis-
tración y competencias, atendiendo al si-
guiente orden:

1. �Registros Públicos. 

2. �Registros Mercantiles.

3. �Registros Principales.

4. �Notarías Públicas. 

Tercera. Hasta tanto se dicte el Regla-
mento del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, el Servicio Autóno-
mo de Registros y Notarías establecerá los 
procedimientos para la recepción, revisión 
legal, inscripción o anotación y archivo de 
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documentos, la digitalización de imáge-
nes, así como la recepción y verificación 
del pago de tributos.

Cuarta. El Servicio Autónomo de Regis-
tros y Notarías, elaborará el Código de Éti-
ca, en un lapso de ciento ochenta (180) 
días continuos, contados a partir de la en-
trada en vigencia del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS

Primera. A partir de la entrada en vigen-
cia del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, queda derogada la Ley de 
Registro Público y del Notariado, de fecha 
4 de mayo de 2006, publicada en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Ve-
nezuela N° 5.833 Extraordinario, del 22 de 
diciembre de 2006.

Segunda. Dada la derogatoria ocurrida 
con la entrada en vigencia de la Ley de Re-
gistro Público y del Notariado, de fecha 4 
de mayo de 2006, publicada en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Ve-
nezuela N° 5.833 Extraordinario, del 22 de 
diciembre de 2006, de los artículos 3º y 
62 del Reglamento de Notarias Públicas, 
dictado el 11 de noviembre de 1998, pu-
blicado en la Gaceta Oficial de la República 
de Venezuela, Nº 36.588, de fecha 24 de 
noviembre de 1998, el resto del articula-
do permanece en vigencia y se aplicará en 
cuanto no contravengan las disposiciones 
contenidas en el presente Decreto con 
Rango de Valor y Fuerza de Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. El Fondo de Previsión Social de 
Registradores o Registradoras, Notarios 
Públicos y Notarias Públicas, se regirá de 
acuerdo con las condiciones establecidas 
en la Ley Orgánica del Sistema de Seguri-
dad Social, en lo que resulte aplicable.

Segunda. El presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, entrará en vi-
gencia a partir de su publicación en la Ga-
ceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela, salvo las normas referentes a 
los tributos aplicados por el Servicio Au-
tónomo de Registros y Notarías y sus ofi-
cinas registrales y notariales, establecidas 
en el Título V, que entrarán en vigencia, en 
ciento ochenta (180) días a partir de su 
publicación.

Dado en Caracas, a los diecisiete días 
del mes de noviembre de dos mil cator-
ce. Años 204° de la Independencia, 155° 
de la Federación y 15º de la Revolución 
Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS

10

LEY DEL CUERPO 
NACIONAL CONTRA 

LA CORRUPCIÓN

Gaceta Oficial Extraordinaria de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.156 
19 de noviembre de 2014

Decreto Nº 1.444
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DECRETO CON RANGO, VALOR
Y FUERZA DE LEY

DEL CUERPO NACIONAL
CONTRA LA CORRUPCIÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Ante el nocivo impacto de los Grupos Es-
tructurados de delincuencia organizada 
en los procesos que garantizan la susten-
tabilidad económica de la patria, dentro 
de las instituciones públicas y privadas, 
así como la carencia de sistema de con-
trol que las enfrente de manera especia-
lizada, se hace necesario la creación del 
órgano contra la corrupción con el fin de 
proteger a los principales funcionarios e 
instituciones de la nación ante ese flagelo 
mediante un trabajo secreto, sustentado 
en la prevención, la racionalidad política 
y uso adecuado de las fuerzas y recursos, 
con estricto apego a los derechos huma-
nos fundamentales.

El Presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, incorpora la creación del 
Cuerpo Nacional Contra la Corrupción, 
como un cuerpo elite con el fin de preve-
nir, combatir y neutralizar los delitos deri-
vados y conexos asociados al fenómeno 
de la corrupción y otros en detrimento del 
tesoro nacional, vinculados a la delincuen-
cia organizada.

Este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, amplía la esfera de acción del 
Cuerpo Nacional Contra la Corrupción, 
en todos los ámbitos de la vida nacional, 
así como a todas las personas naturales 
o jurídicas que se encuentran bajo sub-

ordinación o relación con las instancias 
del Poder Público, el Poder Popular y el 
sector privado.

Por último se establece el carácter confi-
dencial y secreto del personal adscrito al 
referido Cuerpo, así como las operacio-
nes que realice, solo pudiendo ser deve-
ladas en todo o parte por el Presidente o 
Presidenta de la República Bolivariana de 
Venezuela. 
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas bolivaria-
nas, por mandato del pueblo, y en ejercicio 
de las atribuciones que me confiere el nu-
meral 8 del artículo 236 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
y de conformidad con lo dispuesto en los 
literales “a”, “b”, “c” y “d”, numeral 1 del 
artículo 1° de la Ley que Autoriza al Presi-
dente de la República para dictar Decretos 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las 
Materias que se Delegan, en Consejo de 
Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR
Y FUERZA DE LEY

DEL CUERPO NACIONAL
CONTRA LA CORRUPCIÓN

Objeto
Artículo 1°. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, tiene por 
objeto la creación del Cuerpo Nacional 
Contra la Corrupción, su organización, 
funcionamiento, atribuciones, y normas 
especiales para el ejercicio de éstas, como 
respuesta del Estado en materia de De-
fensa Integral, ante la amenaza del fenó-

meno de la corrupción y sus efectos en la 
Seguridad de la Nación y teniendo como 
fundamento las normas, principios y va-
lores establecidos en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela y las 
demás leyes de la República.

Creación
Artículo 2°. Se ordena la creación del 
Cuerpo Nacional Contra la Corrupción, 
como servicio desconcentrado, el cual 
dependerá jerárquicamente del Presiden-
te o Presidenta de la República Bolivaria-
na de Venezuela y será el órgano rector 
encargado de diseñar, planificar, estruc-
turar, recomendar y ejecutar las políticas 
públicas y estrategias del Estado contra 
los delitos derivados y conexos asocia-
dos al fenómeno de la corrupción para 
combatir, perseguir, sancionar, castigar 
y neutralizar dicha categoría de delitos. 
Tendrá bajo su responsabilidad organi-
zar, controlar y supervisar en el ámbito 
nacional, todo lo relacionado con la pre-
vención, educación, inteligencia, análisis 
e investigación en la materia.

Jurisdicción 
Artículo 3°. El Cuerpo Nacional Contra 
la Corrupción, estará desplegado en todo 
el territorio de la República Bolivariana de 
Venezuela y tendrá competencia para des-
empeñar sus funciones de manera integral 
en todos los ámbitos de la vida nacional, 
así como a todas las personas naturales 
o jurídicas que se encuentran bajo subor-
dinación o relación con las instancias del 
Poder Público, el poder popular y el sector 
privado.

Misión
Artículo 4°. El Cuerpo Nacional Contra la 
Corrupción tendrá como misión planificar, 
organizar y ejecutar de manera sistemáti-
ca e integrada las acciones preventivas, in-
vestigativas y operativas necesarias contra 
la corrupción a fin de prevenir, combatir, 
perseguir, castigar y neutralizar los delitos 
derivados y conexos asociados al fenóme-
no de la corrupción y otros en detrimento 
del tesoro nacional, vinculados a la delin-
cuencia organizada, así como también ve-
rificar la transparencia en la actuación de 
los funcionarios y las funcionarias públi-
cos en el cumplimiento de sus funciones.

Organización
Artículo 5°. El Cuerpo Nacional Contra 
la Corrupción, contará con autonomía 
operacional, administrativa y financiera en 
los términos de su instrumento de crea-
ción. Sus integrantes serán seleccionados 
por el Centro Estratégico de Seguridad y 
Protección de la Patria y aprobados por el 
Presidente o Presidenta de la República 
Bolivariana de Venezuela. La identifica-
ción y ubicación de sus miembros tendrá 
carácter confidencial. El Cuerpo Nacional 
Contra la Corrupción dictará su propio es-
tatuto de personal, previendo en su desa-
rrollo que todos sus trabajadores y traba-
jadoras sean funcionarios y funcionarias 
de libre nombramiento y remoción.

Estructura
Artículo 6°. El Cuerpo Nacional Contra 
la Corrupción contará con la estructura 
definida en su decreto de creación y de-
sarrollada en su reglamento interno. Dicha 
estructura deberá estar conformada, entre 

otras instancias, por la Superintendencia 
Nacional Contra la Corrupción, una Inten-
dencia Nacional Anticorrupción y una Poli-
cía Nacional contra la Corrupción. 

Atribuciones
Artículo 7°. El Cuerpo Nacional Con-
tra la Corrupción, tendrá las siguientes 
atribuciones:

1. �Coordinar con los diferentes órganos y 
entes del Poder Público las actividades 
a que hubiere lugar para desarrollar las 
políticas estratégicas de prevención, 
persecución y castigo de los delitos de-
rivados y conexos asociados al fenóme-
no de la corrupción.

2. �Ser el órgano rector en materia de difu-
sión educativa y comunicacional a nivel 
nacional de las campañas para fortale-
cer la imagen gubernamental de trans-
parencia administrativa y prevenir los 
delitos derivados y conexos asociados 
al fenómeno de la corrupción.

3. �Ser el órgano principal de ejecución 
de las operaciones para investigar, 
combatir, sancionar, castigar, neutrali-
zar y perseguir los delitos derivados y 
conexos asociados al fenómeno de la 
corrupción.

4. �Desarrollar actividades de verificación, 
investigación e inteligencia en todos los 
órganos y entes, así como a los funcio-
narios del Poder Público, a fin de preve-
nir los delitos derivados y conexos aso-
ciados al fenómeno de la corrupción.
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5. �Extender las actividades de verificación, in-
vestigación e inteligencia, para prevenir los 
delitos derivados y conexos asociados al 
fenómeno de la corrupción, a los entornos 
de los funcionarios públicos para determi-
nar la utilización de interpuestas personas. 

6. �Centralizar y procesar las denuncias de 
corrupción emanadas del Sistema de 
Protección Popular para la Paz. 

7. �Desarrollar actividades de investigación 
patrimonial, en el sector público, así 
como a todas las personas naturales y 
jurídicas, que pudieran estar involucra-
das en delitos derivados y conexos aso-
ciados al fenómeno de la corrupción.

8. �Desarrollar actividades de inteligencia 
financiera en el Sector Público, a todas 
las personas naturales y jurídicas que 
pudieran estar involucradas en delitos 
derivados y conexos asociados al fenó-
meno de la corrupción.

9. �Realizar las operaciones necesarias, 
para ejecutar las medidas preventivas 
de aseguramiento de los bienes de las 
personas naturales y jurídicas que pu-
dieran estar involucradas en delitos 
derivados y conexos asociados al fenó-
meno de la corrupción, cuando se de-
termine su responsabilidad penal.

10. �Prevenir y determinar la penetración 
de los capitales emergentes prove-
niente de actividades delictivas, en los 
flujos financieros de las instituciones 
públicas y privadas del país por medio 
de la corrupción.

11. �Coordinar las actividades de coopera-
ción internacional para la investigación 
e incautación de bienes en el exterior, 
de las personas naturales y jurídicas 
que pudieran estar involucradas en de-
litos derivados y conexos asociados al 
fenómeno de la corrupción, cuando se 
determine su responsabilidad penal.

12. �Establecer las medidas para impedir 
la penetración directa o indirecta de la 
delincuencia organizada en las estruc-
turas gubernamentales, por medio de 
los delitos derivados y conexos aso-
ciados al fenómeno de la corrupción.

13. �Mantener, fortalecer y dirigir el flujo 
de información relevante de carácter 
operacional para contribuir con el 
resto de las autoridades en las ope-
raciones contra los delitos derivados 
y conexos asociados al fenómeno de 
la corrupción.

14. �Determinar, perseguir, neutralizar y 
develar los nexos de la Delincuencia 
Organizada en todas las instancias del 
Poder Público, el poder popular y el 
sector privado.

15. �Prestar asesoría al Presidente o Pre-
sidenta de la República Bolivariana de 
Venezuela, en materia de evaluación 
sobre la transparencia de los órganos 
del Poder Público.

16. �Las demás que le instruya el Presiden-
te o Presidenta de la República Boliva-
riana de Venezuela en el ámbito de la 
lucha contra la corrupción.

Integración interinstitucional
Artículo 8°. El Cuerpo Nacional Contra 
la Corrupción, trabajará de manera in-
tegrada con la Contraloría General de la 
República y el Ministerio Público a fin de 
desarrollar sus actividades preventivas, 
investigativas y operacionales en la lucha 
contra la corrupción.

Integración intergubernamental
Artículo 9°. El Cuerpo Nacional Contra la 
Corrupción, contará de manera integrada 
con la participación del Poder Público a fin 
de facilitar el desarrollo de las actividades 
preventivas, investigativas y operacionales 
en la lucha contra la corrupción.

Articulación institucional
Artículo 10. El Cuerpo Nacional Contra la 
Corrupción y la Oficina Nacional contra la 
Delincuencia Organizada y Financiamiento 
al Terrorismo, articularán todas las accio-
nes de inteligencia operativa a fin de pre-
venir, perseguir, combatir y sancionar los 
delitos derivados y conexos asociados a 
los fenómenos de corrupción y delincuen-
cia organizada. 

Integración con el Poder Popular
Artículo 11. El Cuerpo Nacional Contra 
la Corrupción trabajará de manera coor-
dinada con el Poder Popular a fin de de-
sarrollar y fortalecer las actividades pre-
ventivas, investigativas y operacionales 
en la lucha contra la corrupción, sobre la 
base informativa de difusión comunal, la 
inteligencia y contraloría social.

Coordinación interinstitucional
Artículo 12. El Cuerpo Nacional Contra 
la Corrupción, mantendrá estrecha coordi-
nación con las autoridades de policía de 
investigaciones penales, a fin de fortalecer 
sus actividades operacionales en la lucha 
contra la corrupción, sobre la base del in-
tercambio de información necesaria para 
prevenir, contrarrestar y evitar los nexos 
de la delincuencia organizada con el Poder 
Público por medio de la corrupción. 

Coordinación 
del Sistema Integrado Policial

Artículo 13. El Cuerpo Nacional Contra 
la Corrupción, contará con la estructura y 
despliegue de las autoridades de policía 
de investigaciones penales a nivel nacio-
nal a fin de incrementar y fortalecer la 
eficiencia de su investigación operacional 
en la lucha contra los delitos derivados 
y conexos asociados a los fenómenos de 
corrupción.

Articulación con
el Ministerio Público

Artículo 14. El Ministerio Publico dis-
pondrá de manera permanente, de sus 
Fiscales con competencia a nivel nacional 
y regional en la materia, a requerimiento 
del Cuerpo Nacional Contra la Corrupción, 
a fin de orientar los procedimientos pena-
les que se realicen en el cumplimiento de 
las funciones y actividades establecidas, 
para fortalecer la acción operacional en 
la lucha contra los delitos derivados y 
conexos asociados a los fenómenos de 
corrupción.
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Inteligencia financiera
Artículo 15. El Cuerpo Nacional Contra 
la Corrupción, contará con unidades de 
inteligencia financiera para el diseño de 
las medidas operacionales de inteligen-
cia para prevenir, supervisar, investigar y 
contrarrestar la legitimación de capitales 
proveniente de los delitos derivados y 
conexos asociados a los fenómenos de 
corrupción.

Corresponsabilidad
en la defensa integral

Artículo 16. Todos los órganos y entes 
involucrados en la defensa integral de la 
Nación están en la obligación de aportar 
los datos y la información solicitada por 
el Cuerpo Nacional Contra la Corrupción, 
durante los procesos de investigación en 
el cumplimiento de sus funciones.

Mecanismos para la
protección de la investigación

Artículo 17. Los órganos y entes de 
control, así como también los sujetos 
obligados, deberán adoptar, aportar e 
implementar las medidas y directrices 
emanadas del Cuerpo Nacional Contra la 
Corrupción, durante los procesos de in-
vestigación en la lucha contra los delitos 
derivados y conexos asociados a los fe-
nómenos de corrupción.

Medidas especiales
de investigación

Artículo 18. El Cuerpo Nacional Contra 
la Corrupción, por intermedio del Minis-
terio Público, podrá disponer o aplicar, 
con la autorización del Tribunal de Con-
trol, medidas especiales de investigación 

por parte de los agentes del Cuerpo Na-
cional Contra la Corrupción, autorizados 
para comprobar los delitos derivados y 
conexos asociados a los fenómenos de 
corrupción, así como también identificar 
a sus autores, y efectuar las incautacio-
nes, inmovilizaciones y otras medidas 
preventivas que se estimaran pertinentes.

Protección de los agentes
Artículo 19. El Ministerio Público coor-
dinará todas las medidas legales de asis-
tencia para los agentes del Cuerpo Nacio-
nal Contra la Corrupción, durante el pro-
ceso penal, con la finalidad de garantizar 
la protección de sus derechos, intereses 
e integridad, de acuerdo a lo establecido 
en la ley que regula la materia.

En el proceso penal, cuando sea reque-
rida la comparecencia de los agentes del 
Cuerpo Nacional Contra la Corrupción 
que aportaron las evidencias incriminato-
rias en materia de corrupción, dicha com-
parecencia será asumida por el respon-
sable del Ministerio Público que coordino 
las acciones en las cuales intervinieron 
los agentes.

Clasificación de la información
Artículo 20. El Presidente o Presidenta 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
podrá declarar el carácter secreto, reser-
vado o de divulgación limitada, de cual-
quier información, hecho o circunstancia 
que, en cumplimiento de sus funciones, 
tenga conocimiento el Cuerpo Nacional 
Contra la Corrupción.

Protección de las
operaciones de investigación 

Artículo 21. La identificación, ubicación 
y despliegue de los miembros del Cuerpo 
Nacional Contra la Corrupción, será clasi-
ficada como secreta y no podrá ser deve-
lada bajo ninguna circunstancia. 

Radicación especial de los juicios
Artículo 22. El Tribunal Supremo de 
Justicia podrá radicar en la Circunscrip-
ción Judicial del Área Metropolitana de 
Caracas, juicios por delitos derivados y 
conexos asociados a los fenómenos de 
corrupción y delincuencia organizada, 
determinados en las investigaciones rea-
lizadas por el Cuerpo Nacional Contra la 
Corrupción. A estos efectos se designarán 
Tribunales Especiales a cuyo conocimien-
to serán sometidos dichos juicios.

Designación de Fiscales 
Especiales

Artículo 23. El Ministerio Público desig-
nará fiscales especiales con competencia 
nacional en materia de delitos derivados 
y conexos asociados a los fenómenos 
de corrupción y delincuencia organizada, 
a fin de garantizar el carácter reservado, 
indispensable en estos casos, de las in-
vestigaciones realizadas por el Cuerpo 
Nacional Contra la Corrupción. 

Sanciones Administrativas
Artículo 24. Los funcionarios públicos, 
funcionarias públicas, trabajadores o tra-
bajadoras al servicio del Poder Público, así 
como los particulares, serán sancionados, 
de acuerdo con la gravedad de la falta y 
la entidad de los perjuicios o retardos 

causados, con multa entre cien unidades 
tributarias (100 U.T.) a un mil unidades 
tributarias (1.000 U.T.), cuando:

1. �Obstaculicen o impidan el ejercicio de 
las funciones, o las actuaciones, del 
Cuerpo Nacional Contra la Corrupción.

2. �Incurran reiteradamente en errores 
u omisiones en la tramitación de los 
asuntos que deban someterse a la con-
sideración del Cuerpo Nacional Contra 
la Corrupción.

3. �Dejaren de comparecer, sin motivo jus-
tificado, a las citaciones que efectuare el 
Cuerpo Nacional Contra la Corrupción.

4. �No envíen o exhiban, dentro del plazo 
fijado por el Cuerpo Nacional Contra la 
Corrupción en el curso de sus actuacio-
nes, los informes, libros o documentos 
que le sean requeridos. 

5. �Suministren información o datos falsos 
en el curso del procedimiento de inves-
tigación que efectúe o adelante el Cuer-
po Nacional Contra la Corrupción.

Para la imposición de las sanciones admi-
nistrativas a que refiere el presente artículo, 
se seguirá el procedimiento sumario esta-
blecido en la Ley Orgánica de Procedimien-
tos Administrativos, otorgando al presunto 
infractor o infractora, dentro de dicho pro-
cedimiento, un plazo de ocho (8) días para 
la promoción y evacuación de pruebas. 

Si hubiere lugar a multa, ésta será im-
puesta mediante Providencia Administra-
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tiva debidamente motivada, dictada por 
el o la Superintendente Nacional Contra 
la Corrupción, previo levantamiento de 
acta en la que se harán constar específi-
camente los hechos relacionados con la 
infracción. Acta que deberán firmar, según 
el caso, los funcionarios intervinientes en 
el proceso por parte del Cuerpo Nacional 
Contra la Corrupción y el infractor o in-
fractora, dentro de un plazo no mayor a 
diez (10) días hábiles, contado a partir de 
la fecha de notificación del acto motivado 
al infractor o infractora. Las decisiones del 
Superintendente o la Superintendente Na-
cional Contra la Corrupción agotan la vía 
administrativa.

Cuando existan elementos suficientes que 
permitan establecer que el ejercicio del 
cargo, función o servicio, por determinada 
persona, pueda interferir en el trámite nor-
mal de la investigación, o cuando se es-
time con razones fundadas la posibilidad 
de la continuidad o reiteración de la falta, 
la máxima autoridad del órgano o ente en 
el cual ejerce sus funciones o presta servi-
cios el funcionario, funcionaria, trabajador 
o trabajadora, procederá a la inmediata 
suspensión temporal de éste o ésta, a 
requerimiento motivado del Superinten-
dente Nacional Contra la Corrupción. Di-
cha suspensión se efectuará con goce de 
sueldo hasta por un plazo de noventa (90) 
días continuos. 

Las multas previstas en este artículo, se 
establecerán sin perjuicio de la responsa-
bilidad civil, penal y disciplinaria en que 
pueda incurrir el infractor o infractora en 
el ejercicio de la función pública. 

DISPOSICIÓN FINAL

Artículo 25. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley entrará en 
vigencia a partir de su publicación en Ga-
ceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela.

Dado en Caracas, a los diecisiete días 
del mes de noviembre de dos mil cator-
ce. Años 204° de la Independencia, 155° 
de la Federación y 15º de la Revolución 
Bolivariana.

Cúmplase,

(L.S.)

NICOLÁS MADURO MOROS
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